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ferencia de las Partes de la Convención sobre 
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Al Ministerio de Economía y Finanzas relacio- 
nado con el total actual de la recaudación de los 
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1) TEXTO DE LA CITACION 2%) Por el que se aprueba el Código de la Niñez y la 


«Montevideo, 27 de agosto de 1999. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en se- 


sión extraordinaria, el próximo martes 31, a la hora 16, 
a fin de informarse de los asuntos entrados y considerar 
el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 


yectos de ley: 


1%) Por el que se establecen normas para la organiza- 


ción y explotación de las modalidades de juego 
que utilicen servicios telefónicos, postales o simi- 
lares. 


(Carp. N* 1453/99 - Rep. N* 967/99) 


Adolescencia. 
(Carp. N” 1425/99 - Rep. N* 968/99) 


Jorge Moreira Parsons Mario Farachio 
Secretario Secretario.» 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Astori, At- 
chugarry, Baráibar, Bentancur, Bergstein, Carvalho, Chie- 
sa, Chiruchi, Dalmás, Fernández, Gandini, Garat, García 
Costa, Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Mallo, 
Pais, Pereyra, Ponce de León, Pozzolo, Quarneti, Ricaldo- 
ni, Sanabria, Sarthou y Segovia. 


FALTAN: con licencia, los señores Senadores Cid, Couriel, 
Hierro López, Michelini, Millor, Santoro y Virgili. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 

SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 14 minutos.) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
«Montevideo, 31 de agosto de 1999. 


La Presidencia de la Asamblea General remite Men- 
saje del Poder Ejecutivo comunicando que conforme a 
lo establecido en el artículo 174 de la Constitución ha 
designado Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, a la Cra. Beatriz Martínez Areo- 
sa. 

-TENGASE PRESENTE. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje solicitando 
venia para exonerar de su cargo a dos funcionarios del 
Ministerio de Economía y Finanzas. 

-A LA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
VOS. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes comuni- 
cando la promulgación de los siguientes proyectos de 
ley: 


por el que se regula la profesión de Tecnólogos Mé- 
dicos; 


por el que se designa “Doctor Héctor Lucián Canza- 
ni” la Escuela N* 41 de Castillos, departamento de 
Rocha; 


por el que se designa “Ramón Errecarte” la Escuela 
Rural N* 75 de Colonia Española, departamento de 
Colonia; 


por el que se modifica la tasa del Impuesto Específi- 
co Interno (IMESD) a las bebidas sin alcohol; 


por el que se designa “Tula Suárez de Cutinella” la 
Escuela Rural N* 83 del paraje “El Caño”, departa- 
mento de Colonia; 


por el que se reglamenta el ejercicio de la profesión 
de psicólogo; 


por el que se designa “Wilson Ferreira Aldunate” el 
Liceo N? 2 de barrio Rivera Chico, departamento de 
Rivera; 


por el que se establece la contribución del Estado 
para financiar los gastos que se generen por parte de 
los partidos políticos, en las elecciones nacionales a 
realizarse el 31 de octubre de 1999; 
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por el que se declara el 18 de noviembre de cada 
año “Día Nacional de la Educación Especial”; 


por el que se aprueba el Tratado con la República 
Argentina para la construcción de un puente sobre el 
Río de la Plata, suscrito en la ciudad de Montevi- 
deo, el 20 de setiembre de 1996. 

-TENGANSE PRESENTE Y ARCHIVENSE. 


El Ministerio de Defensa Nacional acusa recibo del 
pedido de informes formulado por el señor Senador He- 
lios Sarthou sobre la denominada “Operación Cóndor”. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA CO- 
PIA AL SEÑOR SENADOR HELIOS SARTHOU. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se modifica el sistema previsional del 
Banco de Previsión Social, sustituyéndose varios ar- 
tículos de la Ley N* 16.713, de 3 de setiembre de 
1995, relacionados con el funcionamiento económi- 
co de las Administradoras de Fondos de Ahorro Pre- 
visional. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y 
SEGURIDAD SOCIAL. 


por el que se dispone la enajenación, a título gratui- 
to, a la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica (ANEP) de la fracción 2 del padrón N* 2594 
sito en la Segunda Sección Judicial del Departamen- 
to de Salto, sede del Liceo N* 3 de dicha ciudad. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCION Y LE- 
GISLACION. 


por el que se fijan normas para regular las relacio- 
nes de consumo entre el proveedor de productos y 
servicios y el consumidor. 

-A LA COMISION DE INDUSTRIA, ENERGIA Y 
MINERIA. 


La Administración Nacional de Educación Pública 
remite nota solicitando la aprobación del proyecto de 
ley por el que se autoriza al Poder Ejecutivo a enajenar 
a título gratuito el padrón 2594 de Salto en el que fun- 
ciona el Liceo N* 3 de dicha ciudad. 

-TENGASE PRESENTE Y AGREGUESE A SUS AN- 
TECEDENTES. 


La Corte Electoral remite la información solicitada 
por el señor Senador Helios Sarthou relacionada con un 
presunto operativo de reclutamiento de votos efectuado 
por el señor Yamandú Castro. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR HELIOS SARTHOU. 


La Intendencia Municipal de Montevideo acusa re- 
cibo, y remite información, de la versión taquigráfica de 


C.S.-187 


188-C.S. 


4) 


las palabras pronunciadas por el señor Senador Helios 
Sarthou relacionadas con la necesidad de reglamentar lo 
concerniente a los alimentos manipulados genéticamen- 
te y sus efectos en la salud pública. 

“OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADO AL 
SEÑOR SENADOR HELIOS SARTHOU. 


La Junta Departamental de Rivera remite nota de 
conformidad con lo establecido en los artículos 296 y 
63 de la Constitución de la República solicitando juicio 
político al señor Intendente Municipal Dr. Asdrúbal Váz- 
quez Nicolini. 

-A LA COMISION DE CONSTITUCION Y LEGIS- 
LACION. 


El señor Senador Sergio Chiesa comunica que su 
Sector Parlamentario, al que se integró el señor Senador 
Raúl Iturria, se identifica con el nombre *Acción Comu- 
nitaria”. 

-TENGASE PRESENTE. 


El señor Senador Américo Ricaldoni, coordinador 
de la Bancada del Foro Batllista comunica que el señor 
Senador Alvario Bentancur integrará las siguientes Co- 
misiones: Educación y Cultura y Asuntos Laborales y 
Seguridad Social, en ambos casos en lugar del señor 
Senador Luis Hierro López; Defensa Nacional y Ha- 
cienda, en ambos casos en sustitución del señor Sena- 
dor Luis Brezzo; el señor Senador Nahum Bergstein 
integrará la Comisión de Constitución y Legislación en 
sustitución del señor Senador Luis Brezzo. 

-TENGASE PRESENTE. 


El señor Senador Luis Alberto Heber en su calidad 
de coordinador de la Bancada Herrerista comunica que 
el señor Senador Juan Chiruchi comunica que pasará a 
integrar las Comisiones de Transporte y Obras Públi- 
cas; Vivienda y Ordenamiento Territorial en lugar del 
señor José Andújar; Medio Ambiente en lugar del señor 
Senador Luis Heber, y que la Comisión de Salud Públi- 
ca pasará a ser integrada por el señor Senador Guiller- 
mo García Costa. 

-TENGASE PRESENTE.» 


PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varios pedidos de 


informes. 


(Se da de los siguientes:) 


«-El señor Senador Sarthou solicita se curse un pe- 
dido de informes al Ministerio de Industria, Energía y 
Minería relacionado con las tarifas de UTE a los peque- 
ños y medianos comerciantes e industriales, grandes con- 
sumidores y clientes residenciales; 


-Al Ministerio de Relaciones Exteriores relacionado 
con lo actuado por nuestro país en la Conferencia de las 
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Partes de la Convención sobre Diversidad Biológica que 
se celebró en Cartagena entre los días 22 y 24 de febre- 
ro de 1999; 


-Al Ministerio de Economía y Finanzas relacionado 
con el total actual de la recaudación de los juegos de 
azar autorizados actualmente para ser explotados por 
particulares; 


-A los Ministerios de Salud Pública, de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Gana- 
dería, Agricultura y Pesca relacionados con los estudios 
O investigaciones que se hayan proyectado o que se 
estén llevando a cabo, referentes al impacto sobre el 
medio ambiente y la salud de la población, de los lla- 
mados alimentos transgénicos. 

- OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS. » 


(Textos de los pedidos de informes:) 
«Montevideo, 20 de agosto de 1999. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, solicito a Ud. se curse al Ministe- 
rio de Industria, Energía y Minería el siguiente pedido 
de informes: 


Tenga a bien informar sobre la tarifa que aplica UTE 
a 


a) Los pequeños y medianos comerciantes e industriales. 
b) Los clientes residenciales. 
c) Los grandes consumidores. 


Asimismo, se sirva indicar si dentro de los grandes 
consumidores se encuentran hiper o cadenas de super- 
mercados, así como conglomerados de comercios mino- 
ristas o «shoppings». Indicándose en caso afirmativo de 
cuáles se trata. 


Saluda a Ud. atentamente. 
Dr. Helios Sarthou. Senador.» 
«Montevideo, 20 de agosto de 1999. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, solicito a Ud. se curse al Ministe- 
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rio de Relaciones Exteriores el siguiente pedido de in- 
formes: 


Tenga a bien informar sobre lo actuado por la repre- 
sentación de nuestro País en la Conferencia de las Par- 
tes de la Convención sobre Diversidad Biológica, que 
se celebró en Cartagena entre los días 22 y 24 de febre- 
ro de 1999. 


En particular se desea se aclare por parte de esa 
Secretaría de Estado: 


a) Cuáles fueron los mandatos y los aportes que llevó 
nuestra representación. 


b) Si en la fijación de los objetivos que se propuso 
impulsar nuestra delegación, participaron en alguna 
forma organizaciones no gubernamentales que ac- 
túan en el país en materias ambientales y/o de la 
salud. 


c) Si existían estudios previos a la reunión realizados 
por técnicos en nuestro país sobre impactos sobre el 
medio ambiente y la salud de la población por el 
uso, manejo, cultivo e importación de los alimentos 
llamados transgénicos. 


d) Si al analizarse la posición que defendería Uruguay, 
fue evaluada la agudización de la dependencia que 
se generaría a partir de la desregulación del comer- 
cio de los mencionados productos, de los países en 
vías de desarrollo con respecto a los países desarro- 
llados, al ser estos quienes dominan las tecnologías 
de ingeniería genética. 


e) Si nuestro País formó parte del llamado «Grupo de 
Miami» junto a Estados Unidos, Canadá, Australia, 
Argentina y Chile. 


f) En caso afirmativo, se explicite cuáles fueron los 
motivos de conformación de dicho grupo y los obje- 
tivos pretendidos y alcanzados al cabo de La Confe- 
rencia por dicho grupo. 


g) Cuáles son las consecuencias para nuestro país 
de lo sucedido en la citada Conferencia y cuá- 
les son los siguientes pasos que se tienen deci- 
didos llevar adelante por ese Ministerio en los 
temas que tienen relación con el comercio de 
bienes transgénicos y preservación de la Diver- 
sidad Biológica. 


Saluda a Ud. atentamente. 


Dr. Helios Sarthou. Senador.» 


CAMARA DE SENADORES 


«Montevideo, agosto 20 de 1999. 


Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con el Art. 118 de la Constitución 
de la República, solicito a Ud. se curse al Ministerio de 
Economía y Finanzas el siguiente pedido de informes: 


Tenga a bien informar lo siguiente, respecto a los 
juegos de azar concedidos para ser explotados por par- 
ticulares: 


D El total estimado anual de recaudación de cada uno 
de los juegos actualmente autorizados. 


ID) En particular sobre el juego de Lotería Instantánea 
se solicita información respecto de: 


a) El monto total bruto de las ventas de los cu- 
pones autorizados, o a autorizarse, desde su 
inauguración hasta fin del presente año. 


b) Detalle del porcentual de dicha recaudación 
que se destina a: premios, aportes al Estado y 
por cuáles conceptos, gastos de venta y de 
distribución (excluido propaganda), gastos de 
promoción y propaganda, utilidades de parti- 
culares. 


c) Qué estudios e informes del impacto social 
existen sobre cada modalidad de juego y es- 
pecialmente su repercusión sobre los hábitos 
de juego de los jóvenes y población de meno- 
res ingresos y en su caso se nos remita copia 
de los mismos. 


d) Qué controles se han establecido para garanti- 
zar la cristalinidad del juego. 


II) Si se prevén nuevas modalidades de juego. 


En caso afirmativo se reitera para los mismos, lo 
solicitado en cada uno de los literales del punto II. 


Saluda a Ud. Atte: 
Dr. Helios Sarthou. Senador.» 
«Montevideo, agosto 20 de 1999. 


Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De conformidad con el artículo 118 de la Constitu- 
ción de la República, solicito a Ud. se curse a los Mi- 


C.S.-189 


190-C.S. 


5) 


nisterios de Salud Pública; de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente; y de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, el siguiente pedido de informes: 


Tenga a bien informar sobre los estudios o investi- 
gaciones que se hayan realizado, que se estén llevando 
a cabo, o que se hayan proyectado, referentes al impac- 
to sobre el medio ambiente y la salud de la población el 
uso, manejo, cultivo e importación de los alimentos lla- 
mados transgénicos. 


Asimismo se sirva informar sí se han realizado estu- 
dios o informes sobre las eventuales consecuencias en 
cuanto a la dependencia que podría generarse a partir 
de la desregulación del comercio de los mencionados 
productos, de los países en vías de desarrollo -como lo 
es Uruguay- con respecto a los países desarrollados, al 
ser estos quienes dominan las tecnologías de ingeniería 
genética, y en caso de existir tales informes se nos remi- 
ta copia de los mismos. 


Saluda a Ud. Atte: 
Dr. Helios Sarthou. Senador.» 


EXPOSICION ESCRITA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una exposición 


escrita. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Heber solicita se curse una expo- 
sición escrita a la Intendencia Municipal de Montevideo 
relacionada con la problemática que viven numerosos 
vecinos del barrio Ituzaingó.» 


-Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Texto de la exposición escrita:) 
«Montevideo, 11 de agosto de 1999. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lic. Hugo Fernández Faingold 


En virtud de lo dispuesto por el artículo 171 del 
Reglamento de la Cámara cúmpleme efectuar la siguiente 
exposición escrita, solicitando se curse la misma a la 
Intendencia Municipal de Montevideo. 


Numerosos vecinos del Barrio Ituzaingó de esta ciu- 
dad, hicieron llegar su gran preocupación por una serie 
de problemas que lo afectan seriamente. 


CAMARA DE SENADORES 


6) 


Las calles del barrio referido están en un estado ca- 
lamitoso, lo que provoca que sean prácticamente intran- 
sitables, ocasionando un constante trastorno que altera 
el normal desenvolvimiento de la vida cotidiana. 


Por otra parte, en toda la calle Saint Bois no hay 
iluminación, lo que determina que durante la mitad del 
día no se pueda circular normalmente, al tiempo que 
genera un serio ataque a la seguridad de las personas, 
en tanto -por la deficiencia mencionada- se crean las 
mejores condiciones para que, impunemente, desarro- 
llen sus tareas los malvivientes. 


Todas las circunstancias, conducen a establecer un 
clima de inseguridad e incomodidad, que los vecinos 
del Barrio Ituzaingó no merecen padecer. 


Asimismo, a lo antedicho debe añadírsele que en 
oportunidad de realizar las obras de saneamiento, se 
dejó sin este imprescindible servicio a las fincas sitas en 
la calle referida precedentemente, señaladas con los nú- 
meros de puerta 4824, 4860, 4892 y 4906, así como 
también la propiedad ubicada en la calle Iberia N* 3749. 


Debo expresar que resulta innecesario comentar los 
peligros que la falta de saneamiento conlleva en tanto 
significa un mínimo requisito para poder vivir con las 
más elementales condiciones de salubridad e higiene. 


Por todo lo expuesto, debo manifestar la grave pre- 
ocupación relativa a las precariedades que aquejan la 
vida de los vecinos referidos y por tanto urgir al Go- 
bierno Departamental la pronta solución de las caren- 
cias señaladas, que dicha gente merece en su calidad de 
ciudadanos y contribuyentes. 


Luis. A. Heber. Senador.» 


SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 


licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Cid solicita licencia por el día de 
la fecha.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 31 de agosto de 1999. 


Sr. Presidente de la 

Cámara de Senadores 

Don Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Por la presente solicito al Sr. Presidente se me 
conceda licencia al Cuerpo por el día de la fecha; 
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solicitando en consecuencia se cite al suplente co- 
rrespondiente. 


Motiva la presente el fallecimiento de mi Sr. Padre, 
ocasión en la cual quiero expresar mi sentida gratitud a 
los miembros del Cuerpo por las manifestaciones de 
solidaridad. 


Sin otro particular, agradezco la atención que dis- 
pense a la presente solicitud, a la vez que hago propicia 
la oportunidad para saludar al Sr. Presidente con mi 
más alta consideración. 


Alberto Cid. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se convoca al suplente respectivo, que lo es el señor Carlos 
Baráibar, quien ya ha prestado el juramento de estilo, por lo 
que, si se encontrara en antesala, se le invita a ingresar al 
Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Baráibar) 
-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Hierro López solicita licencia des- 
de el 31 de agosto hasta el 8 de setiembre inclusive.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 31 de agosto de 1999. 


Sr. Presidente del Senado 
Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 


De mi consideración: 


Por la presente solicito al señor Presidente se me 
conceda licencia sin goce de sueldo a partir del 31 de 
agosto hasta el 8 de setiembre inclusive. 


Asimismo ruego a usted se convoque al suplente 
respectivo. 


Saludo a usted atentamente. 
Luis Hierro. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota:) 
-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
7) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una nota de desis- 
timiento llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«El doctor Alberto Scavarelli comunica que por esta 
vez no acepta la convocatoria de que ha sido objeto.» 


-En consecuencia, se convoca al señor Senador Pais, quien 
ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si se encontra- 
ra en antesala, se le invita a ingresar al Hemiciclo. 

(Ingresa a Sala el señor Senador Pais) 


S) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


«El señor Senador Millor solicita licencia desde el 
31 del corriente hasta el 1 de setiembre.» 


-Léase. 
(Se lee:) 
«Montevideo, 31 de agosto de 1999. 

Sr. Presidente del Senado 

Lic. Hugo Fernández Faingold 

Presente 

Por motivos personales, solicito a usted licencia en 
mi cargo los días 31 del corriente y 1” de setiembre del 
presente año, convocando a mi suplente respectivo. 

Sin motivo particular, le saluda atentamente. 


Dr. Pablo Millor Coccaro. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota:) 

-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

Se convoca al suplente respectivo, que lo es el señor Sena- 
dor Nelsón Fernández, quien ya ha prestado el juramento de 


estilo, por lo que, si se encontrara en antesala, se le invita a 
ingresar al Hemiciclo. 
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-Dése cuenta de otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. po del día de hoy, Agosto 31 de 1999, por impedimento 


lo ode basado en motivos personales. 
(Se da de la siguiente:) 


E y LA : aludo al señor Presidente muy atte. 
«El señor Senador Couriel solicita licencia por el E y 


día de la fecha», Dr. Walter R. Santoro. Senador.» 


-Léase. ds 
SENOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


(Se lee:) licencia solicitada. 
«Montevideo, 31 de agosto de 1999. (Se vota:) 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Lic. Hugo Fernández Faingold 


-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 


De mi mayor consideración: (Se da de la siguiente:) 

Por la presente solicito licencia por el día de la fe- 
cha por motivos personales. Solicito también se convo- 
que a mi suplente respectivo para integrar el Cuerpo 
que Ud. preside. 


«El señor Senador Virgili solicita licencia desde el 
31 de agosto hasta el 10 de setiembre del presente año». 


-Léase. 


Sin otro particular, lo saluda muy atentamente, (Se lee:) 


Ec. Alberto Couriel. Senador.» «Montevideo, 30 de agosto de 1999, 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


y > A Sr. Presidente de la Cámara de Senadores 
licencia solicitada. 


Lic. Hugo Fernández Faingold 


(Se vota:) Presente 
-18 en 18. Afirmativa. UNANIMIDAD. Por la presente solicito a Ud. que se me conceda 
autorización para hacer uso de licencia desde el 31 de 
En consecuencia, queda convocado el señor Senador Mar- agosto hasta el 10 de setiembre del presente año. 
tín Ponce de León, quien ya ha prestado el juramento de estilo 
por lo que, si se encontrare en antesala, se le invita a ingresar Lo saludo con mi mayor consideración. 


al Hemiciclo. 
Orlando Virgili. Senador.» 
(Ingresa a Sala el señor Senador Ponce de León) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 


-Dése cuenta de otra solicitud de licencia. licencia solicitada. 
(Se da de la siguiente:) (Se vota:) 
«El señor Senador Santoro solicita licencia por el 21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
día de la fecha». 
Oportunamente se convocará al suplente respectivo. 
-Léase 
Léase una moción de orden llegada a la Mesa. 
(Se lee:) 
(Se lee:) 
«Montevideo, Agosto 31 de 1999. 
«Señor Presidente de la 
Sr. Presidente de la Cámara de Senadores Cámara de Senadores 
Lic. Hugo Fernández Faingold Lic. Hugo Fernández Faingold 
Presente 
Los abajo firmantes, integrantes de la Bancada del 
De mi mayor consideración: Herrerismo, solicitan cuarto intermedio hasta las 17 y 


30 horas, por razones de carácter político. 
De acuerdo al Art. 1? de la Ley N* 16.465, vengo a 
solicitar se me autorice mi ausencia a la sesión del Cuer- Luis Alberto Heber, Juan Chiruchi. Senadores.» 
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-Se va a votar la moción formulada. 

(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 

El Senado pasa a cuarto intermedio hasta la hora 17 y 30. 
(Así se hace. Es la hora 16 y 25 minutos.) 

(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se reanuda la 
sesión. 


(Es la hora 17 y 44 minutos) 


9) MODIFICACION DEL SISTEMA PREVISIONAL 
DEL BANCO DE PREVISION SOCIAL. Cambio de 
trámite. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa quiere informar que se ha 
enmendado el trámite del asunto ingresado en la jornada de hoy 
relativo a la sustitución de varios artículos de la Ley N* 16.713, 
de 3 de setiembre de 1995, relacionados con el funcionamiento 
económico de las Administradoras de Fondos de Ahorro Previ- 
sional. Inicialmente este tema se había destinado a la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social pero ahora ha sido 
enmendado y será enviado a la Comisión de Hacienda. 


10) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varias notas de 
desistimiento llegadas a la Mesa, relacionadas con la solicitud 
de licencia del señor Senador Virgili. 


(Se da de las siguientes:) 


«Han desistido de la convocatoria el señor Tabaré 
Hackenbruch, el diputado Luis Batlle Bertolini, la doc- 
tora Adela Reta, el contador Ricardo Zerbino, el doctor 
Elías Bluth, el contador Ariel Davrieux, los doctores 
Correa Freitas, Bastón, Opertti, Bado, Scavarelli, el Se- 
nador Ronald Pais y el señor Matías Rodríguez.» 


-En consecuencia, queda convocado el señor Senador Quar- 
neti, quien ya ha prestado el juramento de estilo por lo que, si 
se encontrara en Antesala, se le invita a pasar al Hemiciclo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Quarneti) 


11) MODALIDADES DE JUEGO QUE UTILICEN SER- 
VICIOS TELEFONICOS, POSTALES O SIMILARES 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
«Proyecto de ley por el que se establecen normas para la organi- 
zación y explotación de las modalidades de juego que utilicen 
servicios telefónicos, postales o similares. (Carp. N* 1453/99 - 
Rep. N* 967/99)». 
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El Miembro Informante de este tema es el señor Senador 
Astori, quien nos ha comunicado en el día de hoy que lamenta- 
blemente tenía un compromiso para la hora 17 y 45, solicitan- 
do en consecuencia la postergación del tratamiento del tema. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- Es absolutamente exacto lo informa- 
do por la Presidencia. Nosotros asignamos una enorme tras- 
cendencia a este proyecto y en la reunión de Coordinadores se 
había establecido el compromiso de tratarlo en la jornada de 
hoy como primer punto del orden del día. Sin embargo, la 
realización del cuarto intermedio, que fue absolutamente ines- 
perado, obligó al cambio de hora. Su tratamiento en este mo- 
mento nos parece impropio debido a que no está presente el 
Miembro Informante. Por lo tanto, pensamos que debe poster- 
garse y tratarlo como primer punto del orden del día de maña- 
na. Repito que le asignamos gran trascendencia a este proyecto 
que nos parece de altísima equidad, por lo que creemos nece- 
sario profundizar en su discusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Originalmente se había dispuesto 
tratar en primer lugar el tema del transporte terrestre de carga 
y luego la exposición del señor Senador Sarthou sobre la Uni- 
versidad. 


SEÑOR SARTHOU.- La exposición sobre la Universidad 
es para el día 7 de setiembre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, si los señores 
Senadores están de acuerdo, podría votarse la inclusión del 
tema en cuestión para el día de mañana y luego, de común 
acuerdo con los Coordinadores, fijaremos el lugar en que será 
considerado. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Nosotros, por supuesto, vamos a 
acompañar la moción del señor Senador Segovia, pero quere- 
mos hacer una salvedad para no inducir a una involuntaria 
confusión a los integrantes del Cuerpo. En el afán de apurar 
este proyecto de ley, cuando entró a la Comisión acordamos 
verbalmente que el Miembro Informante sea el señor Senador 
Astori. Sin embargo, en la sesión pasada, al profundizar la 
deliberación sobre el proyecto se decidió que iba a haber tres 
informes en minoría. Por lo tanto, en realidad, el señor Sena- 
dor Astori sería eventualmente uno de esos tres informantes. 


SEÑOR ITURRIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR ITURRIA.- Propongo que este tema se incluya 
como primer punto del orden del día de la sesión de mañana. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia desea aclarar al 
señor Senador Sarthou que la nota que elevó a la Mesa solici- 
taba realizar una exposición de treinta minutos en la primera 
sesión del mes de setiembre del corriente año, que es la que se 
celebrará mañana. 


SEÑOR SARTHOU.- Recuerdo que el pedido fue modifi- 
cado y dicha exposición quedó fijada para el día 7 de setiem- 
bre. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción presenta- 
da oportunamente por el señor Senador Segovia en el sentido 
de incluir este tema en el orden del día de la sesión de mañana, 
en el lugar que acuerden los señores coordinadores. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) TRATAMIENTO FISCAL PARA LAS EMPRESAS 
QUE PRESTAN SERVICIOS DE CARGA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una moción de 
orden llegada a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 


«Mocionamos para que se pase a tratar el proyecto 
de ley por el que se establecen determinados beneficios 
fiscales a las empresas que prestan servicios de carga. 
Alejandro Atchugarry, Senador.» 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Es por todos conocida la situa- 
ción, inclusive de carácter conflictivo, que está atravesando el 
transporte nacional. Este proyecto de ley pretende exclusiva- 
mente atender de igual manera la adquisición y el gravamen 
fiscal al patrimonio de un camión, al que la ley ya ha otorgado 
el mismo tratamiento, ya sea si lo compra una empresa agrope- 
cuaria o una industrial. Quiere decir que actualmente existe 
una discriminación en cuanto a que la compra sea hecha por 
una empresa transportista, la que resulta más gravada al adqui- 
rir su camión, no siendo así en el caso de una empresa indus- 
trial. 


Este proyecto de ley es muy sencillo; en consecuencia, sen- 
timos la necesidad de que el Cuerpo se exprese acerca de si lo 
quiere o no considerar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto en cuestión ya fue 
repartido y su tratamiento exigiría mayoría absoluta por parte 
del Senado. 
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En consecuencia, se va a votar la moción formulada por el 
señor Senador Atchugarry. 


(Se vota:) 
-15 en 23. Negativa. 
SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.- No acompañamos con nuestro voto 
el tratamiento de este proyecto de ley en virtud de que en la 
sesión pasada solicitamos un informe acerca del costo fiscal 
que tenía esta desgravación y ese dato no se nos ha proporcio- 
nado. Por lo que se puede ver, ahora tampoco se dispone de él. 


Quiero aclarar que últimamente en todas las medidas que 
hemos planteado que implicaban un gasto adicional, se nos ha 
dicho que había que estimar el costo de las desgravaciones 
fiscales o de los beneficios que se otorgaran. Es por esta razón 
que no votamos a favor del tratamiento de este proyecto de 
ley. 


SEÑOR ATCHUGARRY -- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY .- Quisiera dejar constancia de que 
es la tercera vez que se intenta tratar este tema; que cada cual 
asuma su responsabilidad en ello. 


Quiero señalar que es muy difícil estimar un costo, porque 
en el fondo hay una derivación. Debe saberse que a un propie- 
tario de una empresa agropecuaria o industrial, cualquiera sea 
su tamaño, para comprar un camión se le exonera del IVA y 
del IMESLI, y además no lo computa en su patrimonio. Sin 
embargo, cuando se trata de una empresa de transporte sí se 
computa en el patrimonio, se le cobra el IVA y el IMEST,; y si 
es una pequeña empresa tributaria del IMPEQUE, ni siquiera 
puede deducir el IVA de dicho camión. Entonces, señor Presi- 
dente, ¿cómo hacemos para calcular el costo? Si mantenemos 
estas reglas de juego, se va a llegar a la situación en la cual el 
transportista profesional de carga, sobre todo si es pequeño y 
no puede deducir el IVA, cada vez va a estar en peores condi- 
ciones para renovar su camión con respecto a una empresa 
industrial o agropecuaria. 


Esto puede tener un techo equis, pero el piso no lo puedo 
estimar ni calcular, como lo dije en Sala el otro día; capaz que 
es cero porque, al final, todo se termina derivando a que los 
camiones nuevos los compren empresas que sí están exonera- 
das y no las pequeñas empresas de transporte -que seguirán 
con sus viejos camiones-, en cuyo caso el costo seguirá siendo 
casi cero. Sí hay una fuerte derivación a propósito de quién 
está en condiciones de comprar un camión sin impuesto y quién 
no. Si no se aprueba este proyecto, los transportistas grandes o 
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pequeños, cualquiera sea su tamaño, pagan IVA e IMESI y lo 
computan en el patrimonio cuando son mayores, etcétera. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: amén de lo que 
acaba de decir el señor Senador Atchugarry, quisiera decir lo 
siguiente: apreciamos la preocupación de la Bancada del Fren- 
te Amplio por el costo de este proyecto. Hasta donde me cons- 
ta, es la primera vez que veo a esta Bancada preocupada por el 
costo de un proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: la Mesa le re- 
cuerda que no se pueden hacer alusiones políticas en el curso 
de un fundamento de voto. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Perdón, señor Presidente; retiro lo 
dicho. 


Creo que la preocupación por el costo siempre es saluda- 
ble, pero en este caso me parece que es imposible de satisfa- 
cer, porque el Impuesto al Patrimonio es un impuesto personal 
y lo que cada uno paga depende del conjunto de los bienes, de 
la diferencia entre su activo y su pasivo al 31 de diciembre de 
cada año, de tal manera que el cálculo de cuánto costaría la 
franquicia en relación con el Impuesto al Patrimonio para los 
titulares de transportes de carga es prácticamente imposible de 
hacer. Lo digo con el espíritu más constructivo, casi invitando 
a los señores Senadores que han votado por la negativa a que 
consideren esta circunstancia: es muy difícil poder calcular el 
costo de la franquicia en cuanto al Impuesto al Patrimonio se 
refiere, porque está vinculado a todos los otros elementos que 
integran el patrimonio de cada persona. 


SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.-- Señor Presidente: he votado nega- 
tivamente, no por algo que tenga relación con el contenido del 
proyecto. El señor Senador Atchugarry sabe que estoy de acuer- 
do con él y que me encuentro en disposición de votarlo. La 
razón que me llevó a inclinar mi voto es que hoy estamos en 
una sesión extraordinaria, que fue convocada para tratar en 
segundo lugar del orden del día el Código de la Niñez y la 
Adolescencia. Creo que deberíamos proceder a la discusión y 
a la resolución de este tema que, desde mi punto de vista, tiene 
precedencia sobre el de carácter fiscal que se ha planteado 
antes y que se podrá votar luego, en la sesión de mañana o en 
cualquier otra de carácter extraordinario, cuya realización -si 
se propone- desde ya adelanto que votaré. Reitero que hoy 
hemos sido convocados para tratar la aprobación del Código 
de la Niñez y la Adolescencia y esto para mí tiene prioridad 
sobre el tema fiscal que se ha planteado. 
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SEÑOR GARGANO.-- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: la Mesa le re- 
cuerda que estamos en la etapa de fundamentos de voto. No sé 
si reglamentariamente corresponde una aclaración -creo que 
no- y no ha habido alusiones, ya que, las que existieron en 
algún momento, las detuvimos oportunamente. 


SEÑOR POZZOLO.- Solicito que se rectifique la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar nuevamente la mo- 
ción presentada por el señor Senador Atchugarry. 


(Se vota:) 
-15 en 23. Negativa. 
13) CODIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto 
que figura en segundo lugar del orden del día. 


SEÑOR RICALDONI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Señor Presidente: hoy estuvimos 
conversando con el señor Senador Segovia sobre la posibilidad 
de postergar el segundo punto del orden del día -que podría 
pasar a ser el segundo o el tercero de la sesión de mañana-, 
que es el vinculado con el Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia. Entre otras razones, pensamos que no sería lo más adecua- 
do ingresar a su análisis sabiendo que algunos de los integran- 
tes de la Comisión de Constitución y Legislación no están de 
acuerdo con él. No es mi caso, puesto que nosotros lo vamos a 
votar afirmativamente. En este momento, sólo veo a uno de los 
miembros de dicha Comisión que no está de acuerdo con el 
proyecto; falta el señor Senador Santoro y no sé realmente cuál 
es la posición del señor Senador Mallo, Presidente de la misma. 


También habíamos hablado con el señor Senador Korze- 
niak, en el sentido de que quizás él pudiera hacer el primer 
informe en mayoría sobre este tema y continuar con su consi- 
deración en el día de mañana. 


No sé qué criterio adoptará el Cuerpo pero, en todo caso, 
creo que es un tema que sería bueno resolver ahora, rápida- 
mente, ya que en caso de que el punto quedara postergado para 
la sesión de mañana, podríamos avanzar con otros asuntos del 
orden del día, que pienso que no darán lugar a mayores proble- 
mas en cuanto a su aprobación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor Senador: no tenemos otros 
puntos en el orden del día de la sesión de hoy y si no hay 
ningún señor Senador que pida la postergación para mañana, 
de forma que se pueda votar, correspondería iniciar el trata- 
miento del tema. 
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Se pasa a considerar el asunto que figura en segundo lugar Código de la Niñez y la Adolescencia (Carp. N” 1425/99 - 
del orden del día: «Proyecto de ley por el que se aprueba el Rep. N* 968/99).» 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1425/99 
Rep. N* 968/99 
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CAPITULO I 
PRINCIPIOS GENERALES 


Artículo 1%. (Ambito de aplicación) .- El Código de la Niñez 
v la Adolescencia es de aplicación a todos los seres humanos 
menores de dieciocho años de edad. Igualmente, es aplicable por 
encima de ese límite, en aquellos casos especialmente previstos 
por la ley. 


A los efectos de la aplicación del presente Código, se entiende 
por niño a todo ser humano hasta los catorce años de edad y por 
adolescente a los mayores de catorce y menores de dieciocho años 
de edad. 


Siempre que el presente Código se refiere a niños y 
adolescentes comprende ambos géneros. 


Artículo 2”. (Sujetos de derechos, deberes y garantías) .- 
Todos los niños y adolescentes son titulares de derechos, deberes 


v garantías inherentes a su calidad de personas humanas. 
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Artículo 3%. (Principio de protección de los derechos) .- Todo 
niño y adolescente tiene derecho a las medidas especiales de 
protección que su condición de sujeto en desarrollo exige por 
parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 


Artículo 4%. (Interpretación) .- Para la interpretación del 
presente Código, se tendrán en cuenta las disposiciones y 
principios generales que informan la Constitución de la República, 
la Convención sobre los Derechos del Niño, leyes nacionales y 
demás instrumentos internacionales que obligan al país. 


En los casos de oscuridad se deberá recurrir a los criterios 
generales de interpretación y, especialmente, a las normas propias 
de cada materia. 


Artículo 5%. (Integración).- En caso de vacío legal o 
insuficiencia se deberá recurrir a los criterios generales de 


integración y, especialmente, a las normas propias de cada materia. 


Artículo 6%. (Criterio específico de interpretación e 
integración: el interés superior del niño y adolescente) .- Para 
la interpretación e integración del presente Código se deberá 
tener en cuenta el interés superior del niño y adolescente, que 
consiste en el reconocimiento y respeto de los derechos inherentes 
a su calidad de persona humana. En consecuencia, este principio 
no se podrá invocar para menoscabo de tales derechos, 


Artículo 7%. (Concurrencia para la efectividad y la protección 
de los derechos de los niños y adolescentes). - 


1) La efectividad y protección de los derechos de los niños 
y adolescentes es corresponsabilidad de los padres, la 
familia, la comunidad y el Estado. 


2) El Estado deberá actuar en las tareas de orientación 
y fijación de las políticas generales aplicables a las 
distintas áreas vinculadas a la niñez y adolescencia 
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y a la familia, coordinando las actividades públicas 


y privadas que se cumplen en tales áreas. 


3) En casos de insuficiencia, defecto o imposibilidad de 
los padres y demás obligados, el Estado deberá actuar 
preceptivamente, desarrollando todas las actividades 
integrativas, complementarias o supletivas que sean 
necesarias para garantizar adecuadamente el goce y 
ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes. 


CAPITULO 11 
DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Artículo 8%. (Principio general) .- Todo niño y adolescente 
goza de los derechos inherentes a la persona humana. Tales derechos 
serán ejercidos de acuerdo a la evolución de sus facultades, y 
en la forma establecida por la Constitución de la República, los 
instrumentos internacionales, el presente Código y las leyes 
especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído y obtener 


respuestas cuando se tomen decisiones que afecten su vida. 


Podrá acudir a los Tribunales y ejercer los actos procesales 
en defensa de sus derechos, siendo preceptiva la asistencia 
letrada. El Juez ante quien acuda tiene el deber de designarle 
curador, cuando fuere pertinente, para que lo represente y asista 
en sus pretensiones. 


Los Jueces, bajo su más seria responsabilidad, deberán adoptar 
las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento de lo 
establecido en los incisos anteriores, debiendo declararse nulas 


las actuaciones cumplidas en forma contraria a lo aquí dispuesto. 


Artículo 9%. (Derechos esenciales) .- Todo niño y adolescente 
tiene derecho intrínseco a la vida, dignidad, libertad, identidad, 


integridad, salud, educación, recreación, descanso, cultura, 
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participación, asociación y a los beneficios de la seguridad 
social. 


Artículo 10. (Derecho del niño y adolescente con capacidad 
diferente).- Todo niño y adolescente, con capacidad diferente 
psíquica, física o sensorial, tiene derecho a vivir en condiciones 
que aseguren su participación social a través del acceso efectivo 
especialmente a la educación, cultura y trabajo. 


Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad de la persona. 


Artículo 11. (Derecho a la privacidad de la vida) .- Todo niño 
y adolescente tiene derecho a que se respete la privacidad de 
su vida. Tiene derecho a que no se utilice su imagen en forma 
lesiva, ni se publique ninguna información que lo perjudique y 
pueda dar lugar a la individualización de su persona. 


Artículo 12. (Derecho al disfrute de sus padres y familia) .- 
La.vida familiar es el ámbito adecuado para el mejor logro de 
la protección integral. 


Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y a crecer junto 
a su familia y a no ser separado de ella por razones económicas. 


Sólo puede ser separado de su familia cuando, en su interés 
superior y en el curso de un debido proceso, las autoridades 
determinen otra relación personal sustitutiva. 


En los casos en que sobrevengan circunstancias especiales 
que determinen la separación del núcleo familiar, se respetará 
su derecho a mantener vínculos afectivos y contacto directo con 


uno o ambos padres, salvo si es contrario a su interés superior. 


Si el niño o adolescente carece de familia, tiene derecho 
a crecer en el seno de otra familia o grupo de crianza, la que 
será seleccionada atendiendo a su bienestar. 
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Sólo en defecto de esta alternativa, se considerará el ingreso 
a un establecimiento público o privado. Se procurará que su 
estancia en el mismo sea transitoria. 


Artículo 13. (Conflictos armados) .- Los niños y adolescentes 
no pueden formar parte de las hostilidades en conflictos armados 
ni recibir preparación para ello. 


CAPITULO 11i 
DE LOS DEBERES DEL ESTADO 


Artículo 14. (Principio general) .- El Estado protegerá los 
derechos de todos los niños y adolescentes sujetos a su 
jurisdicción, independientemente del origen étnico, nacional o 
social, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o 
de otra índole, la posición económica, los impedimentos psíquicos 
o físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño o 
de sus representantes legales. 


Asegurará la aplicación de toda norma que dé efectividad a 
esos derechos. 


Artículo 15. (Protección especial).- El Estado tiene la 
obligación de proteger especialmente a los niños o adolescentes 
respecto a toda forma de: 


A) Abandono, abuso sexual o explotación de la prostitución. 


B) Hostigamiento, segregación o exclusión en los lugares 


de estudio, esparcimiento o trabajo. 


C) Explotación económica o cualquier tipo de trabajo nocivo 
para su salud, educación o para su desarrollo físico, 
espiritual o moral, 
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Tratos crueles, inhumanos o degradantes. 


Estímulo al consumo de tabaco, alcohol, inhalantes y 
drogas. 


Situaciones que pongan en riesgo su vida o inciten a 
la violencia, como el uso y el comercio de armas. 


Situaciones que pongan en peligro su seguridad, como 
detenciones y traslados ilegítimos. 


Situaciones que pongan en peligro su identidad, como 
adopciones ilegítimas y ventas. 


CAPITULO IV 


DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O RESPONSABLES 


Artículo 16. (De los deberes de los padres o responsables) .- 
son deberes de los padres o responsables respecto de los niños 
y adolescentes: 


A) 


B) 


Cc) 


D) 


E) 


Respetar y tener en cuenta el carácter de sujeto de 
derecho del niño y del adolescente. 


Respetar el derecho a ser oido y considerar su opinión. 


Colaborar para que sus derechos sean efectivamente 
gozados. 


Prestar orientación y dirección para el ejercicio de 


sus derechos. 


Corregir adecuadamente a sus hijos o tutelados. 


Solicitar o permitir la intervención de servicios 
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sociales especiales cuando se produzca un conflicto que 
no pueda ser resuelto en el interior de la familia y 
que pone en grave riesgo la vigencia de los derechos 
del niño y del adolescente. 


G) Velar por la asistencia regular a los centros de estudio 
y participar en el proceso educativo. 


H) Todo otro deber inherente a su calidad de tal. 


CAPITULO V 
DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 
Artículo 17. (De los deberes de los niños y adolescentes). - 
Todo niño y adolescente tiene el deber de mantener una actitud 
de respeto en la vida de relación familiar, educativa y social, 
así como de emplear sus energías físicas e intelectuales en la 
adquisición de conocimientos y desarrollo de sus habilidades y 
aptitudes. 
Especialmente deberán: 
A) Respetar y obedecer a sus padres o responsables, siempre 
que sus órdenes no lesionen sus derechos o contravengan 


las leyes. 


B) Cuidar, en la medida de sus posibilidades, a sus 
ascendientes en su enfermedad y ancianidad. 


C) Respetar los derechos, ideas y creencias de los demás. 
D) Respetar las leyes. 


E) Conservar el medio ambiente. 
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F) Prestar, en la medida de sus posibilidades, el servicio 
social o ayuda comunitaria, cuando las circunstancias 


así lo exijan. 


G) Cuidar y respetar su vida y su salud. 


CAPITULO V1 


POLÍTICAS SOCIALES DE PROMOCION Y PROTECCION A LA 
NINEZ Y ADOLESCENCIA 


Artículo 18. (Objetivos).- Son objetivos fundamentales: 


A) Promoción social. Deberá asegurarse la promoción 
tendiente a favorecer el desarrollo integral de todas 
las potencialidades del niño y del adolescente como 
persona en condición de ser en desarrollo, a efectos 
de procurar su integración social en forma activa y 
responsable como ciudadano. 


B) Protección y atención integral. Deberá asegurarse una 
protección integral de los derechos y deberes de los 
niños y adolescentes, así como asegurar una atención 
especial por parte del Estado y de la sociedad ante la 
necesidad de ofrecer atención personalizada en 
determinadas situaciones. 


Artículo 19. (Vida familiar y en sociedad) .- Son principios 
básicos: 


A) El fortalecimiento de la integración y permanencia de 
los niños y adolescentes en los ámbitos brimarios de 


socialización: la familia y las instituciones educativas. 


B) La descentralización territorial que asegure el acceso 


de los niños, adolescentes y familias en toda la gama 
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de servicios básicos. 


C) La participación de la sociedad civil v la promoción 


de la solidaridad social hacia los niños y adolescentes. 
Artículo 20. (Afirmación de políticas sociales) .- Las normas 


que regulan la vigencia efectiva de los derechos de los niños 
y adolescentes en las áreas de supervivencia y desarrollo, 
requerirán de la implementación de un sistema de políticas sociales 
básicas, complementarias, de protección especial, de carácter 
integral, que respondan a la diversidad de realidades y comprendan 
la coordinación entre el Estado y la sociedad civil. 


Artículo 21. (Criterio rector).- Es criterio rector velar 
por el desarrollo armónico de los niños y adolescentes, 
correspondiendo fundamentalmente a la familia y a los sistemas 


de salud y educación su seguimiento hasta la mayoría de edad. 


Artículo 22. (Líneas de acción) .- Son líneas de acción de 
las políticas de atención a la niñez y adolescencia: 


A) Políticas sociales básicas, que hagan efectivos los 
derechos consagrados en la Constitución de la República, 
para todos los niños y adolescentes. 


B) Programas de atención integral, para aquellos que lo 
necesiten, por carencia temporal o permanente: niños 
y adolescentes con capacidad diferente, situación de 
desamparo o marginalidad. 


C) Programas y servicios especiales de prevención y atención 
médica y psicosocial a las víctimas de nealigencia, 


maltrato, violencia o explotación laboral 2 sexual. 


D) Programas de garantías para la protección jurídico-social 
de los niños y adolescentes en conflicto con la ley, 


y de educación para la integración social. 
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E) Programas de promoción de la niñez y adolescencia en 
las áreas deportivas, culturales y recreativas, entre 
otras. 


F) Crear sistemas de indicadores de desarrollo del niño 
y del adolescente, respetando el derecho a la privacidad 
y el secreto profesional. 


CAPITULO VII 


DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


I - Organos de competencia y principios procesales 


Artículo 23. (Competencia) .- La competencia de los órganos 
jurisdiccionales en materia de niños y adolescentes es la que 
fija la Ley N* 15,750, de 24 de junio de 1985, con excepción de 
las siguientes modificaciones: 


"ARTICULO 67.- Los Jueces Letrados de Menores entenderán 
en primera instancia en todos los procedimientos que den 


lugar las infracciones de adolescentes a la ley penal. 
En segunda instancia entenderán los Tribunales de Familia. 


Los actuales Juzgados Letrados de Menores pasarán a 
denominarse Juzgados Letrados de Adolescentes". 


Artículo 24. (Competencia de urgencia) .- La Suprema Corte 
de Justicia asignará, por lo menos, a cuatro Juzgados Letrados 
de Familia en Montevideo y a los Juzgados Letrados de Primera 
instancia del Interior de la República, que entiendan en materia 
de familia, competencia de urgencia, para atender en forma 
permanente todos los asuntos que requieran intervención inmediata. 
Entendiéndose por tales, aquellos en que exista riesgo de lesión 


o Erustración de un derecho del niño o adolescente, con excepción 
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de las infracciones de adolescentes a la ley penal. 


Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de los derechos, 
los derivarán al Juzgado que corresponda. 


La Suprema Corte de Justicia propenderá a que los Juzgados 
cuenten con la asistencia permanente de asistente social, psicólogo 
y psiquiatra del Poder Judicial u otros profesionales de dicho 
Poder, cuyo asesoramiento podrá serles requerido por el Juez. 


La Defensoría de Oficio de Familia establecerá un régimen 
de turnos de Defensores de Oficio, para que actúen en dichos 
Juzgados, a efectos de asistir a las personas que se presenten 
ante el mismo. 


Asimismo, se establecerá un régimen de turnos para asegurar 
la presencia del Ministerio Público y Fiscal. 


Artículo 25. (Obligatoriedad).- Reclamada la intervención 
en forma legal y en materia de su competencia, los Tribunales 
no podrán excusarse de ejercer su autoridad, ni aun por razones 
de silencio, oscuridad o insuficiencia de las leyes, de acuerdo 
con lo dispuesto por el inciso segundo del artículo 5” de la Ley 
N* 15.750, de 24 de junio de 1985. 


El criterio básico consiste en la promoción de la familia, 
en especial de las más carenciadas. 


Artículo 26. (Competencia del Instituto Nacional del Menor) .- 
El Instituto Nacional del Menor es el órgano administrativo rector 
en materia de políticas de niñez y adolescencia, y competente 
en materia de promoción, protección y atención de los niños y 
adolescentes del país. Deberá determinar, por intermedio de sus 
servicios especializados, la forma de llevar a cabo la 
implementación de las políticas a través de distintos programas, 
proyectos y modalidades de intervención social, públicos o 
privados. 
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Deberá velar, asimismo, previo diagnóstico y estudios técnicos, 
por una adecuada admisión, ingreso, atención, derivación Y 
desvinculación de los niños y adolescentes bajo su cuidado. La 
incorporación a los distintos hogares, programas, proyectos y 
modalidades de atención, se realizarán habiendo escuchado al niño 
o adolescente y buscando favorecer el goce y la protección integral 
de sus derechos. 


Procurará que todos los niños y adolescentes tengan igualdad 
de oportunidades para acceder a los recursos sociales, a efectos 
de poder desarrollar sus potencialidades y de conformar 
personalidades autónomas capaces de integrarse socialmente en 
forma activa y responsable. Las acciones del Instituto Nacional 
del Menor deberán priorizar a los más desprotegidos y vulnerables. 


Los adolescentes que, estando a disposición del Instituto 
Nacional del Menor, alcanzaren la mayoría de edad serán orientados 
y apoyados a efectos que puedan hacerse cargo de sus vidas en 
forma independiente. Las personas con capacidad diferente que 
alcanzaren dicha mayoría, estando a cuidado del Instituto Nacional 
del Menor, podrán permanecer bajo su protección siempre y cuando 


no puedan ser derivados para su atención en servicios o programas 
de adultos. 


El Instituto Nacional del Menor fiscalizará, por lo menos 
una vez al año, a las instituciones privadas a las que concurran 
niños y adolescentes. 


Dicha fiscalización será efectuada por asistentes sociales 
ú otros profesionales a efectos de evaluar la situación en que 
se encuentran los niños y adolescentes, así como el trato Y 
formación que se les da a los mismos, de acuerdo a los derechos 


que éstos tienen y a las obligaciones de dichas instituciones. 


El Instituto Nacional del Menor podrá formular observaciones, 
sin perjuicio de efectuar las denuncias que correspondan ante 


las autoridades competentes, por la constatación de violación 
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de los derechos del niño y adolescente, de irregularidades o 
delitos. 


11 - De _los adolescentes y las infracciones a la ley penal 


Artículo 27. (Infracciones a la ley penal) .- A los efectos 
del presente Código sólo son infracciones a la ley penal: 


1) Las acciones u omisiones dolosas consumadas, cometidas 
en calidad de autor o coautor, a las que el Código Penal 
o las leyes penales especiales señalan una pena cuyo 
límite mínimo es superior a un año de prisión o cuyo 


límite máximo es superior a tres años de penitenciaría. 
2) La tentativa de infracciones gravísimas a la ley penal. 


3) La participación en calidad de cómplice en infracciones 


gravísimas a la ley penal. 


Artículo 28. (Adolescente infractor) .- Se denomina adolescente 
infractor a quien se declare responsable por sentencia 
ejecutoriada, dictada por Juez competente, como autor, coautor 
o cómplice de acciones u omisiones descritas como infracciones 
a la ley penal. 


Artículo 29. (Relación causal) .- Sólo puede ser sometido a 
proceso especial regulado por el presente Código el adolescente 
a quien se le pueda atribuir material y psicológicamente un hecho 
constitutivo de infracción a la ley penal. 


La existencia de la infracción debe ser la consecuencia de 


su acción u omisión. 


Artículo 30. (Clases de infracciones) .- Las infracciones a 
la ley penal se clasifican en infracciones graves e infracciones 
gravísimas a la ley penal. 
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Son infracciones gravísimas a la ley penal: 


1) 


2) 


3) 


5) 


6) 


7) 


9) 


10) 


Homicidio (artículo 310 del Código Penal). 

Lesiones gravísimas (artículo 318 del Código Penal). 
Violación (artículo 272 del Código Penal). 

Rapiña (artículo 344 del Código Penal). 


Privación de libertad agravada (artículo 282 del Código 
Penal). 


Secuestro (artículo 346 del Código Penal). 
Extorsión (artículo 345 del Código Penal). 


Tráfico de estupefacientes (artículos 31 y 32 de la Ley 
N” 17.016, de 22 de octubre de 1998). 


Cualquier otra acción u omisión que el Código Penal o 
las leyes especiales castigan con una pena cuyo límite 
mínimo sea igual o superior a seis años de penitenciaría 
y cuyo límite máximo sea igual o superior a doce años 
de penitenciaría. 


La tentativa de las infracciones señaladas en los 
numerales 1), 5) y 6) y la complicidad en las mismas 
infracciones. 


En los casos de violación no se tomará en cuenta la presunción 


del ejercicio de violencia (inciso primero del artículo 272 del 


Código Penal). 


Las restantes son infracciones graves a la ley penal. 


Artículo 31. (Adecuación a la normativa del Código Penal y 
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Ley N* 16.707, de 12 de julio de 1995) .- El Juez deberá examinar 
cada uno de los elementos constitutivos de la responsabilidad, 
de las circunstancias que eximen de la aplicación de medidas o 
que aminoren el grado de las infracciones y el concurso de 
infracciones e infractores, tomando en cuenta los preceptos de 
la parte general del Código Penal, de la Ley N* 16.707, de 12 
de julio de 1995, la condición de adolescentes y los presupuestos 
de perseguibilidad de la acción. 


CAPTTULO VIII 
Il - Derechos y garantías del procedimiento 


Artículo 32. (Principios que rigen) .- En todos los casos en 
que al adolescente se le impute el haber incurrido en actos que 
se presumen comportan infracción a la ley penal, deberá asegurarse 
el cumplimiento estricto de las garantías del debido proceso, 


especialmente las siguientes: 


A) Principios de judicialidad y legalidad.- El adolescente 
imputado de haber cometido una infracción a la ley penal, 
será juzgado por los Jueces competentes en conformidad 
a los procedimientos especiales establecidos por el 
presente Código. 


Se asegurará, además, la vigencia de las normas 
constitucionales, legales e instrumentos internacionales, 
especialmente la Convención de los Derechos del Niño. 


B) Principio de responsabilidad.- Sólo puede ser sometido 
a proceso especial, regulado por el presente Código, 
el adolescente mayor de catorce y menor de dieciocho 


años de edad, imputado de infracción a la ley penal. 


La responsabilidad del adolescente tendrá lugar a 


partir de la sentencia definitiva que le atribuya la 
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comisión del hecho constitutivo de infracción a la ley 
penal. 


Principio que condiciona la detención.- Sólo puede ser 
detenido en casos de infracciones flagrantes o existiendo 
elementos de convicción suficientes sobre la comisión 
de una infracción. En este último caso, mediante orden 
escrita de Juez competente comunicada por medios 
fehacientes. La detención será una medida excepcional. 


Principio de humanidad.- El adolescente privado de 
libertad será tratado con la humanidad y respeto que 


merece la dignidad inherente a la persona humana. 


Ningún adolescente será sometido a torturas, ni a 
tratos crueles, inhumanos oO degradantes, ni a 
experimentos médicos o científicos. 


Tendrá derecho a mantener contacto permanente con su 
familia o responsables, salvo en circunstancias 
especiales. 


Principio de inocencia.- Tiene derecho a que se presuma 
su inocencia. No será obligado a declarar contra sí mismo 
ni a declararse culpable. 


Principio de inviolabilidad de la defensa.- Tiene derecho 
a contar en forma permanente con asistencia jurídica 
gratuita, especializada, pública o privada, a partir 
de la detención, durante el proceso y hasta la ejecución 
completa de las medidas. 


Principio de libertad de comunicación.- Tiene derecho 
durante la privación de libertad, de comunicarse 
libremente y en privado con su defensa, con sus padres, 
responsables, familiares y asistentes espirituales. 
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H) Principio de prohibición del juicio en rebeldía.- Tiene 
derecho de no ser juzgado en su ausencia, so pena de 
nulidad de todo lo actuado (artículo 21 de la 


Constitución de la República). 


1) Principio de impugnación.- Todo adolescente tendrá 
derecho a impugnar todas las decisiones judiciales que 
lo perjudiquen. 


J) Principio de duración razonable.- En ningún caso la 
situación derivada de la formalización del proceso 
excederá en sus consecuencias al término de duración 


de la medida que hubiere correspondido. 


K) Principio de asistencia de intérpretes.- Todo adolescente 
tendrá derecho a contar con la libre asistencia gratuita 
de un intérprete, si no comprende o no habla el idioma 
oficial. 


b) Principio de oportunidad reglada.- El adolescente tiene 
derecho a que se prescinda del procedimiento cuando, 
por la característica del hecho o por la naturaleza del 
bien jurídico agredido, no se justifica la prosecución 
de la acción. 


II - Régimen procesal 

Artículo 33. (Principio general) .- En todos los casos en que 
se investigue la responsabilidad del adolescente, el procedimiento 
se ajustará a los trámites establecidos por el presente Código 
y subsidiariamente por el Código General del Proceso. 


Artículo 34. (Procedimiento) .- 


1) Actuaciones previas al proceso. 
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A) Cometidos de la autoridad policial. 


Cuando proceda la detención del adolescente 
conforme a lo establecido en el literal C) del 


artículo 32, la autoridad aprehensora, bajo su más 
severa responsabilidad, deberá: 


a) 


b) 


c) 


d) 


E) 


Realizar la actuación de modo que menos 
perjudique a la persona y reputación del 
adolescente. 


Poner el hecho de inmediato en conocimiento del 
Juez, o en un plazo máximo de dos horas después 
de practicada la detención. 


Hacer conocer al adolescente los motivos de la 
detención y los derechos que le asisten, 
especialmente el derecho que tiene de designar 


Defensor. 


Si fuere necesario, antes de conducirlo a la 
presencia del Juez, hará constar lo 
indispensable para la información de los hechos. 


Si no fuere posible llevarlo de inmediato a 
presencia del Juez, previa autorización de éste, 
deberá conducirselo a la dependencia 
especializada del Instituto Nacional del Menor 
que corresponda o del Instituto Policial, no 
pudiendo permanecer en este último lugar por 
más de doce horas. 


Los traslados interinstitucionales y a la sede 
Judicial deben estar precedidos del 


correspondiente examen médico. 


B) Cuando el Juez tome conocimiento que el adolescente 


se 


encuentra en la situación prevista en el 
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artículo 117 del presente Código, lo pondrá en 
conocimiento del Juez competente, sin perjuicio de 


la actuación procesal referida a la infracción. 
2) Audiencia preliminar. 


En los casos de infracciones de adolescentes que lo 
justifiquen, el Juez dispondrá, en un plazo que no exceda 
las veinticuatro horas, la realización de una audiencia 
preliminar donde deberán estar presentes, bajo pena de 
nulidad, el adolescente, su Defensor y el Ministerio 
Público. 


Se procurará la presencia de los padres o responsables. 
También podrán comparecer, si lo aceptaran y no existiera 


peligro para su seguridad, la víctima y testigos. 


El Juez, al interrogarlo, le hará conocer en términos 
accesibles los motivos de la detención y los derechos 
que le asisten. 


Se dispondrá la inmediata agregación de la partida 
de nacimiento o la acreditación de la edad mediante 
medios sustitutivos. 


Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la 
agregación inmediata. 


1) Medidas probatorias. 


Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la 
Defensa podrán solicitar las medidas que estimen 


convenientes, 


La información deberá recabarse en un plazo que no 
exceda de los veinte días continuos y perentorios, 


contados a partir de la decisión judicial. 
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La prueba se diligenciará en audiencia con las 
garantías que aseguren el debido proceso, incluidos los 


informes del equipo técnico, en un plazo que no exceda 


de los veinte días, continuos y perentorios, contados 


a partir de la decisión judicial. 


En todo lo que le fuere requerido, la Policía prestará 
colaboración. 


4) Resolución de -.la audiencia preliminar y medidas 
cautelares. 


Al culminar la audiencia preliminar el Juez: 


A) 


C) 


Dispondrá las medidas probatorias a que refiere 
el numeral anterior. 


Fijará la audiencia final en un plazo de sesenta 
días, salvo si decreta como medida cautelar el 
arresto domiciliario o la internación provisoria, 
caso en que dicha audiencia se fijará en un plazo 
máximo de treinta días. 


Decidirá la aplicación de alguna medida cautelar, 
de acuerdo a lo dispuesto en el numeral 
siguiente. 


5) Medidas cautelares. 


El Juez, a pedido del Ministerio Público, y oída la 
Defensa, dispondrá las medidas cautelares necesarias 


que menos perjudiquen al adolescente. 


Son medidas cautelares: 


1) 


La prohibición de salir del país. 
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2) La prohibición de acercarse a la víctima o a 
otras personas, de concurrir a determinados 
lugares o de tomar contacto con personas 
determinadas. 


3) La obligación de concurrir periódicamente al 
Tribunal o ante la autoridad que el Juez 
determine. 


4) El arresto domiciliario. 
5) ha internación provisoria. 


El arresto domiciliario y la internación provisoria 
no podrán durar más de sesenta días. Transcurrido ese 
plazo sin que se hubiera dictado sentencia de primera 
instancia, se deberá dejar en libertad al adolescente. 
Ambas medidas cautelares sólo podrán aplicarse si la 
infracción que se imputa al adolescente puede ser objeto 
en definitiva de una medida privativa de libertad, de 
acuerdo con el artículo 44, y siempre que ello sea 
indispensable para: 


A) Asegurar la comparecencia del adolescente a los 
actos procesales esenciales. 


B) La seguridad de la víctima, el denunciante o los 
testigos. 


La internación provisoria se cumplirá en un 
establecimiento especial del Instituto Nacional del 
Menor. 


Informe del equipo técnico. 


Si el Juez resuelve la internación, dispondrá que el 


equipo técnico del establecimiento de internación, *n 
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un término que no exceda los veinte días dispuesto para 
la prueba, produzca un informe con una evaluación médica 
y psicosocial, el cual se expedirá especialmente sobre 


las posibilidades de convivencia en régimen de libertad. 
Informe del Centro de Internación. 


Los técnicos producirán los informes verbales o 
escritos que el Juez disponga y supervisarán la 
aplicación de las medidas. Los informes verbales se 


producirán en audiencia. 
Formulación de demanda o sobreseimiento. 


Diligenciada la prueba, los autos pasarán en vista 
al Ministerio Público por seis días. En caso de deducir 
acusación, relacionará las pruebas ya diligenciadas y 
analizará los informes técnicos y formulará los 


presupuestos fácticos, jurídicos y técnicos de la 
imputación. 


Si el Ministerio Público solicitara el sobreseimiento, 
el Juez lo dictará sin más trámite. Si se dedujere 
demanda fiscal, se conferirá traslado a la Defensa por 


seis días, la que podrá ofrecer prueba y contradecir 
o allanarse. 


Allanamiento. 


De mediar allanamiento de la Defensa, el Juez deberá 


dictar sentencia en cinco días. 
Audiencia final. 
Deberán participar, bajo pena de nulidad, el 


adolescente, su Defensor y el Ministerio Público. Será 
convocada dentro de los quince días de la contestación 


C.S.-217 


218-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 
de la demanda fiscal, por la Defensa. 


Se pondrán a disposición los informes técnicos 


recabados. 


Se dará participación a sus padres o responsables, 
si lo solicitaren. 


11) Plazo para dictar sentencia. 


El Juez deberá dictar sentencia definitiva de primera 
instancia al cabo de la audiencia final, y en esa misma 
oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos. Se 
dará lectura de todo ello, a los efectos de su 
comunicación (artículo 76 del Código General del 
Proceso), siendo de aplicación, en lo pertinente, el 


artículo 245 del Código del Proceso Penal. 


La sentencia será escrita y deberá ser redactada de 
un modo breve y claro para que pueda ser comprendida 
en todas sus partes por el adolescente imputado. 


Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se 
podrá prorrogar la audiencia por quince días perentorios, 
procediéndose para su comunicación a la formalización 


de una audiencia complementaria. 
12) Contenido de la sentencia. 


Si se dispusieran medidas socio-educativas, las 
sentencias serán dictadas con la finalidad de preservar 


el interés del adolescente. 


La privación de libertad se utilizará sólo como medida 
de último recurso y durante el período más breve que 
proceda. 
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Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra 
medida distinta a la de privación de libertad. 


El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo 
pedido del Ministerio Público, ni hacerlo de manera más 
gravosa de la solicitada por éste. 


Coparticipación de mayores. 


En el caso de hechos con apariencia delictiva en que 
se hallen involucrados adolescentes junto a personas 
mayores, la autoridad policial lo hará saber 
simultáneamente al Juez Letrado de Adolescentes y al 
Juez Penal de Turno, quienes actuarán en forma paralela, 
comunicándose recíprocamente las alternativas de la 
causa. 


Deberá recabarse autorización del Juez Letrado de 
Adoiescentes para el traslado del adolescente al Juzgado 


Penal, siempre que sea necesaria su declaración. 
Régimen impugnativo. 


Se aplicará el régimen impugnativo que la ley establece 
(artículos 253 y 254 del Código General del Proceso). 


La apelación será automática cuando la medida impuesta 
tenga uná duración superior a un año de privación de 
libertad. 


Zonas de difícil acceso. 


Cuando, en virtud de la distancia O por otras 
circunstancias, no sea posibie llevar de inmediato al 
adolescente a presencia del Juez Letrado competente, 
el Juez de Paz respectivo podrá adoptar las primeras 
y más urgentes medidas (artículo 45 del Código del 
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Proceso Penal). 


111 - Medidas socioeducativas 


Artículo 35. (Principios generales) .- Las medidas contempladas 
en el presente Código sólo podrán aplicarse a los adolescentes 


respecto a los cuales haya recaído declaración de responsabilidad, 
por sentencia ejecutoriada. 


Artículo _36. (Ejecución de las medidas) .- Una vez que el Juez 
disponga las medidas, deberá comunicarlo por escrito al Instituto 
Nacional del Menor o institución privada seleccionada para el 
cumplimiento de la misma, con remisión del texto de las 
resoluciones o sentencias, sin cuyos requisitos el órgano 


destinatario no dará curso a la ejecución de la misma. 


Artículo 37. (Medidas complementarias) .- Todas las medidas 
que se adopten conforme a lo establecido en el numerai 12) del 
artículo 34, se podrán complementar con el apoyo de técnicos, 
tendrán carácter educativo, procurarán la asunción de 
responsabilidad del adolescente y buscarán fortalecer el respeto 
del mismo por los derechos humanos y las libertades fundamentales 


de terceros como asimismo; el robustecimiento de los vínculos 
familiares y sociales. 


La medida será seleccionada por el Juez, siguiendo los 


criterios de proporcionalidad e idoneidad para lograr tales 
objetivos. 
MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 38. (Medidas sustitutivas) .- Podrán aplicarse, entre 


otras, las siguientes medidas no privativas de libertad: 


A) Advertencia, formulada por el Juez en presencia del 
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Defensor y de los padres o responsables, sobre los 
perjuicios causados y las consecuencias de no enmendar 
su conducta, 


B) Amonestación, formulada por el Juez en presencia del 
Defensor, de los padres o responsables, intimándolo a 
no reiterar la infracción. 

C) Orientación y apoyo mediante la incorporación a un 
programa socio-educativo a cargo del Instituto Nacional 
del Menor o de instituciones públicas o privadas, por 
un período máximo de un año. 

D) Observancia de reglas de conducta, como prohibición de 
asistir a determinados lugares o espectáculos, por un 
período que no exceda de seis meses. 

E) Prestación de servicios a la comunidad, hasta por un 
máximo de dos meses, 

F) Obligación de reparar el daño o satisfacción de la 
víctima. 

G) Prohibición de conducir vehículos motorizados, hasta 
por dos años. 

H) Libertad asistida. 

I) Libertad vigilada. 

Artículo 39. (Programas de orientación) .- Los programas de 


orientación y apoyo tienen por finalidad incorporar paulatinamente 


al adolescente al medio familiar o grupo de crianza u otros grupos, 


así como a los centros de enseñanza y cuando corresponda, a los 


centros de trabajo. 


Estos programas podrán ser ejecutados por el Instituto Nacional 
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del Menor o por otras instituciones públicas o privadas. 


Artículo 40. (Trabajos en beneficio de la comunidad).- Los 
trabajos en beneficio de la comunidad se regularán de acuerdo 
a las directivas que al efecto programe el Instituto Nacional 
del Menor. 


Preferentemente podrán realizarse en hospitales y en otros 
servicios comunitarios públicos. No podrán exceder de seis horas 
diarias. La autoridad administrativa vigilará su cumplimiento, 
concertando con los responsables de su ejecución, de forma que 
no perjudique la asistencia a los centros de enseñanza, de 
esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo cual se 
observará el cuidado de no revelar la situación procesal del 
adolescente. 


Artículo 41. (Obligación de reparar el daño o satisfacción 
de la víctima) .- En cualquier etapa del proceso, previa conformidad 
del adolescente y de la víctima o a petición de parte, el Juez 
podrá derivar el caso a mediación, suspendiéndose las actuaciones 
por un plazo prudencial. Alcanzando un acuerdo, previo informe 
técnico y oídos la Defensa y el Ministerio Público, el Juez deberá 
valorar razonablemente desde la perspectiva exclusiva del interés 
superior del adolescente, el sentido pedagógico y educativo de 
la reparación propuesta, disponiendo, en caso afirmativo, la 
clausura de las actuaciones. Tal decisión será preceptiva en caso 
de opinión favorable del Ministerio Público. El mismo efecto 


tendrán los acuerdos conciliatorios celebrados en audiencia. 
Artículo 42. (Régimen de libertad asistida y vigilada) .- 

A) El régimen de libertad asistida consiste en acordarle 

al adolescente el goce de libertad en su medio familiar 


y social. 


Será, necesariamente, apoyado por especialistas y 


funcionarios Capacitados para el cumplimiento de 
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programas educativos. 
El Juez determinará la duración de la medida. 


En cualquier momento de su ejecución la medida podrá 
ser interrumpida, revocada o sustituida, de oficio oO 
a instancia de los actores habilitados y previa 
intervención del Ministerio Público y del Defensor. 


B) El. régimen de libertad vigilada consiste en la 
permanencia del adolescente en la comunidad con el 
acompañamiento permanente de un educador, durante el 


tiempo que el Juez determine. 


Artículo 43. ("Non bis in idem").- El Juez sólo podrá aplicar 


una de las medidas previstas en este Título o en el siguiente. 


MEDIDAS SOCIOEDUCATIVAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD 


Artículo 44. (Aplicación) .- Las medidas privativas de libertad 
sólo se aplicarán a los adolescentes declarados por sentencia 
ejecutoriada, responsables de infracción gravísima, que a juicio 
del Juez justifique la misma. 


También podrán aplicarse a los adolescentes que, habiendo 
sido declarados por sentencia ejecutoriada responsables de una 
infracción en forma reiterada, incumplen las medidas adoptadas 
por el Juez. En este caso el plazo de duración de la medida 
privativa de libertad no podrá exceder de sesenta días. 


Artículo 45. (Aplicabilidad).- Las medidas privativas de 
libertad no son obligatorias para el Juez. Se aplicarán cuando 
configurándose los requisitos legales, no existan otras medidas 
adecuadas dentro de las no privativas de libertad. El Juez 
fundamentará los motivos de la no aplicación de otras medidas. 


Se tendrá en consideración el derecho del adolescente a vivir 
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con su familia, y en caso que proceda la separación, a mantener 
contacto permanente con la familia, pareja, amigos, referentes 


afectivos y otros, si ellos no fueren perjudiciales para el mismo. 


Artículo 46. (Medidas privativas de libertad) .- Las medidas 
privativas de libertad son: 


A) Internación en establecimientos, separados completamente 


de los establecimientos carcelarios destinados a adultos. 


B) Internación en iguales establecimientos con posibilidades 
de gozar de semilibertad. 


REGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD 


Artículo 47. (Privación de libertad) .- El régimen de privación 
de libertad consiste en recluir al adolescente en un 
establecimiento que asegure su permanencia en el recinto, sin 
menoscabo de los derechos consagrados en el presente Código, las 


normas constitucionales, legales e instrumentos internacionales. 


Artículo 48. (Régimen de semilibertad).- El régimen de 
semilibertad consiste en disponer que el adolescente, cuya 
privación de libertad ha sido dispuesta en establecimientos, goce 
de permiso para visitar a su familia o para la realización de 
actividades externas, de ocho horas de duración, en su beneficio 
personal, controladas por la autoridad donde se encuentra 
internado. 


Este régimen se extiende, a voluntad del adolescente, mientras 
se aplica la medida de privación de libertad, salvo la suspensión 
temporaria o definitiva por inobservancia de las reglas de 


comportamiento. 


Artículo 49. (Duración de las medidas de privación de 
libertad) .- La medida de privación de libertad tendrá una duración 
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máxima de cinco años. 


En ningún caso el adolescente que al llegar a los dieciocho 
años permanece sujeto a medidas, cumplirá lo que le resta en 


establecimientos destinados a los adultos. 


Artículo 59. (Cumplimiento) .- El cumplimiento de las medidas 
de privación de libertad son de responsabilidad exclusiva, 
irrenunciable e indelegable del Estado. 


Se cumplirán en centros especiales hasta la finalización de 
las medidas y de acuerdo a criterios, entre otros, de edad, 
complexión física, gravedad de la infracción y adaptación a la 
convivencia. 


En ningún caso podrán cumplirse en establecimientos destinados 
a los adultos. 


Se tendrá especial cuidado por las situaciones en que el 
adolescente requiera tratamiento médico, en cuyo caso deberá ser 


internado en un centro adecuado a sus condiciones. 


Artículo 51. (Infractores con dependencia).- En los casos 
de adolescentes infractores, que padecen dependencias alcohólicas 
o toxicómanas, se efectivizará la asistencia a programas de 
orientación y tratamiento adecuados. 


Artículo 52. (Procedimiento por modificación o cese de las 
medidas) .- Se deberá decretar, en cualquier momento, el cese de 
la medida cuando resulte acreditado en autos que la misma ha 


cumplido su finalidad socio-educativa. 


La tramitación de todas las solicitudes de sustitución, 
modificación o cese de las medidas, se hará en audiencia, debiendo 
dictarse resolución fundada, previo los informes técnicos que 
se estimen pertinentes, con presencia del adolescente, de sus 
representantes legales, de la Defensa y del Ministerio Público. 
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La audiencia deberá celebrarse en un plazo que no exceda los 
diez días a partir de la respectiva solicitud. 


Artículo 53. (Traslado de infractores).- La internación de 
los adolescentes fuera de la jurisdicción de su domicilio ye 


limitará al mínimo posible, atendidas las circunstancias del caso. 


Cuando los Juzgados dispongan la internación de adolescentes 
infractores fuera de su jurisdicción, declinarán competencia para 
ante el Juez del lugar de internación. 


Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia certificada 
del expediente en sobre cerrado, que será entregado por el 
funcionario que lo traslade, bajo su más grave responsabilidad 
funcional, al Juez de turno del lugar de la internación. 


Artículo 54. (Reserva).- Queda prohibida la identificación 
de la persona del adolescente por cualquier medio de comunicación, 


sin perjuicio de la información sobre los hechos. 


Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la prensa, 
en contravención a lo dispuesto en el inciso anterior, serán 
pasibles de una suspensión de diez días con pérdida de haberes 
la primera vez, y un mes por la siguiente. La tercera infracción 
dará lugar a la destitución. La infracción será comunicada 
preceptivamente a la institución a que pertenece, con transcripción 
de las normas. 


Los medios de comunicación que infringieren lo dispuesto en 
el inciso primero incurrirán en una multa, a juicio del Juez, 
equivalente entre 20 UR (veinte unidades reajustables) y 200 UR 


z 


(doscientas unidades reajustables), según los casos. 


Artículo 55. (Competencia) .- En las infracciones previstas 
en el inciso tercero del artículo anterior, entenderán los Jueces 
Letrados de Adolescentes, siguiendo el procedimiento legal para 
reprimir las faltas en el Derecho Penal de adultos. 
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Artículo 56. (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apelada 


ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión hará cosa 


juzgada. 


IV- Principios de la ejecución 


2 


Artículo 57. (Supuestos de la ejecución).- La actividad 


procesal de ejecución de las medidas educativas, comprende los 


actos destinados a promover el cumplimiento de las medidas y el 


trámite y la decisión de las cuestiones sobrevinientes. 


Artículo 58. (Control que ejercen los Jueces competentes) .- 
Son cometidos de los Jueces Letrados de Adolescentes: 


1) 


2) 


3) 


Vigilar los casos en los que han recaído medidas 
educativas dispuestas por sentencia ejecutoriada, hasta 


el término de su cumplimiento. 


Entender por audiencia y con intervención del Defensor 
y Ministerio Público, las reclamaciones de «los 
adolescentes durante el período de ejecución de las 


medidas, tanto en los establecimientos, como fuera de 
ellos. 


Visitar, por lo menos cada tres meses los centros de 
internación, dejando constancia en el expediente 
respectivo del resultado. 


Sin perjuicio de lo que antecede, podrá realizar 


inspecciones cada vez que lo considere oportuno. 


En ambos casos, tomar las medidas que más convengan 
al interés superior del adolescente. 


Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en los casos 


que se constaten irregularidades graves. 
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Artículo _ 59. (Control de la autoridad administrativa) .- El 
Instituto Nacional del Menor o las autoridades de los 
establecimientos de internación, informarán cada tres meses al 
Juez sobre la forma como se cumple la medida y la evolución del 


adolescente. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará el funcionamiento 
de los establecimientos donde se cumplen las medidas privativas 
de libertad, 


V- Derechos y deberes durante la ejecución de las medidas 
socioeducativas 


Artículo 60. (Principio especial de la privación de libertad). - 
Sin perjuicio de los derechos y garantías enumerados en el 
artículo 32, se tendrán en cuenta los derechos y deberes de los 
adolescentes, con miras a contrarrestar los efectos perjudiciales 
de la institucionalización y a fomentar su integración a la 
sociedad: 


A) Derechos: 


1) A ser informado del régimen de funcionamiento 
institucional y de sus derechos y deberes y conocer 
a los funcionarios que lo tendrán bajo su 
responsabilidad durante la internación o en régimen 
ambulatorio. 


2) A conocer el régimen interno a fin de comunicarse 
personalmente con el Juez, Fiscal, Defensor, 
educadores, familiares y a ejercer efectivamente ese 


derecho. 


3) A estar informado sobre las medidas que se proyectan 


para lograr su inserción al ámbito familiar y social. 
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4) A recibir los servicios de salud, sociales, 
educativos, religiosos y de esparcimiento, y ser 


tratado conforme a su desarrollo y necesidades. 


En todo caso se garantizará su seguridad, en tanto 
protección contra influencias nocivas y situaciones 
de riesgo. 


5) A estar informado sobre el régimen de convivencia. 


6) Ano ser trasladado del centro donde cumple la medida 
educativa sin que se dé cuenta de inmediato al Juez 
competente. Todo traslado podrá ser recurrido 
conforme a derecho, sin efecto suspensivo. 


7) No podrán imponerse sanciones colectivas. 


Deberes: 


Durante la ejecución de las medidas, los adolescentes, 
deberán respetar a sus educadores y responsables y 
observar los reglamentos internos en cuanto a 
convivencia, estudio y tareas de capacitación, 
esparcimiento, aseo personal y de las dependencias que 
ocupan, y respeto a sus educadores, responsables y demás 


personas con quienes se vinculan cotidianamente. 


C) Ambito de aplicación: 


Todos los derechos y deberes establecidos en orden 
a la ejecución de las medidas socioeducativas, se 
aplicarán, en lo pertinente, a todo tipo de privación 
de libertad. 
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ViI- Cesación del proceso 


Artículo 61. (Principio general) .- En cualquier estado del 
proceso el Juez, oyendo al Ministerio Público, al adolescente 
y a su Defensa, dispondrá la clausura del proceso, en los 
siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no es 
responsable. 


2) Cuando se comprobare que no es el autor, coautor o 
cómplice del hecho constitutivo de la infracción. 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por alguna de 
las circunstancias que eximen de pena. 


4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho imputado. 
El plazo de prescripción será de dos años para los 


delitos gravísimos y un año para los delitos graves. 


Artículo 62. (Prescindencia de la acción penal) .- En cualquier 
estado del proceso el Juez podrá, oyendo al Ministerio Público, 
al adolescente y a su Defensa, prescindir total o parcialmente 
de la persecución penal; o limitada a una o varias infracciones. 
o de alguna o de todas las personas que hayan participado en el 
hecho, cuando: 


A) Se trate de un hecho que, por su escasa gravedad o lo 
exiguo de la contribución del partícipe, haga innecesaria 
una medida en definitiva. 


B) El adolescente haya sufrido, a consecuencia del hecho, 


un daño físico o moral grave. 


Artículo 63. (Egreso y clausura de antecedentes) .- Decretado 
el cese, si el adolescente estuviese privado de libertad, se 


dispondrá su inmediato egreso y clausura de antecedentes. 
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VIl - De las medidas curativas 


Artículo 64. (Procedencia) .- A los adolescentes incapaces 
que hubieren cometido infracciones a la ley penal, se les 
aplicarán, con las garantías del debido proceso fijado para los 
infractores, las medidas de carácter curativo, que se cumplirán 
en establecimientos adecuados y separados de los adultos mayores 
de dieciocho años. Corresponde a los Directores de dichos 
establecimientos y a los técnicos que designe el Juez, determinar 
su tratamiento. 


Artículo 65. (Control) .- Durante la internación, se aplicarán, 
en lo pertinente, las medidas de contralor a cargo de los Jueces 
Letrados de Adolescentes, establecidas en el artículo 58. 


VIII - De las audiencias 


Artículo 66. (Presencia del Juez).- El Juez Letrado de 
Adolescentes presidirá por sí mismo las audiencias, bajo pena 
de nulidad, que compromete su responsabilidad funcional. 


Igual deber compete al Ministerio Público, al Defensor y a 
los técnicos asesores a quienes el Juez requiera opinión. Los 
Defensores privados que no asistan serán sustituidos por Defensores 
de Oficio. 


Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse a cabo 
ninguna audiencia. 


Artículo 67. (Contenido de las audiencias) .- 


1) Las audiencias preliminar y final, referidas en los 
numerales 2) y 10) del artículo 34 se documentarán con 
la mayor precisión en acta que se labrará durante su 
desarrollo o al cabo de la misma. En forma resumida se 


consignará fecha y lugar en que se labra, describirán 
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los hechos, la tipificación legal con expresa mención 
de la norma jurídica presuntamente violada y las 
alegaciones de las partes, quienes podrán solicitar lo 
que estimen pertinente para asegurar la fidelidad del 
resumen. La decisión del Juez deberá comprender el examen 
de los puntos tratados por las partes. 


2) Si lo solicitaren, se entregarán a las partes copia 
integra de las sentencias definitivas, autenticadas por 
la Oficina Actuaria. 


Artículo 68. (Acceso al expediente) .- Las partes y los técnicos 
designados durante el trámite tendrán, en todo momento, libre 
acceso al expediente, salvo casos excepcionales, a Juicio del 


Juez y en atención al interés superior del adolescente. 


IX - De las comunicaciones procesales 
Artículo 69. (Notificaciones preceptivas).- 


1) Cuando se produzca la detención del adolescente, el Juez 
dispondrá que el hecho sea inmediatamente notificado 
por la Policía a su Defensor, al Ministerio Público y 
a los padres O representantes legales; el mismo 
procedimiento se seguirá con los asesores técnicos para 


cuyo asesoramiento el Juez estime necesario convocar. 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se tendrán por 
notificadas a quienes estén presentes co hayan debido 


concurrir al acto. 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, Las 


notificaciones se practicarán en la oficina. 


A tal efecto, todos los interesados que actúen en el 


procedimiento respectivo, excepción hecha del Ministerio 
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Público, concurrirán a la oficina para enterarse de las 
actuaciones. 


Artículo 70. (Notificación ficta).- Si la notificación se 
tetardare tres días hábiles por falta de comparecencia del 
interesado, se tendrá por efectuada, sin necesidad de constancia 
alguna en los autos. 


Si el día que concurriere el interesado, la actuación no se 
hallare disponible, la Oficina Actuaria expedirá constancia en 
formulario al efecto, si aquél lo solicitare (artículo 86 del 
Código General del Proceso). 


Artículo 71. (Autorización para notificarse) .- Por simple 
escrito se podrá autorizar a una tercera persona para que con 
ella se entiendan las notificaciones. 


Artículo 72. (Régimen complementario) .- En todos los casos 
no contemplados en el presente Código se aplicarán, en lo 
pertinente, las disposiciones del Código General del Proceso 
(artículos 76 a 90 de la Sección 111). 


X - Plazos procesales 


Artículo 73. (Carácter de los plazos). - 


1) Todos los plazos señalados en el presente Código son 
perentorios e improrrogables. En casos excepcionales, 
el Juez podrá suspender su curso fundando la medida y 


su duración. 


2) Para regular su aplicación se atenderá a lo dispuesto 


por los artículos 92 a 99 del Código General del Proceso. 


Articulo 74. (Infracciones reiteradas).- En los casos de 


infracciones reiteradas, los procesos se tramitarán por el Juez 
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competente de cada una hasta la sentencia ejecutoriada, sin 
perjuicio de la unificación de las medidas impuestas, la que se 
realizará en vía incidental por el Juez Letrado de Adolescentes 


que hubiere entendido en la última infracción. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará el régimen de 


antecedentes judiciales. 


CAPITULO 1X 


i - De la filiación 


Artículo 75. (Derecho a la filiación) .- Todo niño y adolescente 
tiene derecho a saber quienes son sus padres. 


Artículo 76. (Derecho a la protección).- Todo niño y 
adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de edad, a recibir 
de sus padres y responsables la protección y cuidados necesarios 
para su adecuado desarrollo integral y es deber de éstos el 


proporcionárselos. 


Igual derecho corresponde a los adultos con capacidad 


diferente. 


Artículo 77. (Derecho a la identidad) .- El recién nacido deberá 
ser identificado en todas las maternidades públicas y privadas 
mediante un registro de impresión plantar y digital, acompañado 


de la impresión digital de la madre. 


Artículo 78. (Derecho al nombre v apellidos Familiares). - 
Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a ser inscripto 
con nombre y apellido, llevando como primer apellido el de su 


padre, y como segundo, el de su madre. 
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Artículo 79. (Inscripción de los hijos).- 


fa 


2) 


4) 


6) 


El niño inscripto por el padre, llevará como primer 
apellido el de éste, seguido del de aquella que surja 


acreditada como su madre. 


A falta de inscripción por el padre, llevará como 
apellido el de su madre biológica. 


Si se desconoce la identidad de los padres de un niño, 
el mismo será inscripto con dos apellidos de uso común, 
por el Oficial de la Dirección General del Registro de 
Estado Civil. 


Los apellidos de uso común, serán sustituidos por el 
del padre o la madre que reconozca su hijo, o sean 


declarados tales por sentencia judicial. 


Si la inscripción la efectuaren familiares del niño, 
la determinación del o de los apellidos de uso común 
la harán éstos. 


En caso de adopción plena los apellidos del niño o 
adolescente adoptado, serán sustituidos por los de los 
adoptantes. 


En caso de adopción simple, el o los apellidos del 
niño o adolescente serán sustituidos por los de los 
adoptantes, o si se tratara de un adoptante por el 
paterno de éste, dejando el segundo a elección del 
adoptado o, en caso de no ser ésta posible, asignándosele 


uno de uso común. 


No obstante, adoptante y adoptado podrán acordar que 
el adoptado conserve su apellido paterno o materno de 
origen como primer apellido, agregándose el primer 
apellido del adoptante o de alguno de los adoptantes. 
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En la sentencia, deberá dejarse constancia de la 
decisión respecto de los apellidos del adoptado. 


Artículo. 80. (Derecho y deber a reconocer los hijos propios). 
Todo progenitor tiene el derecho y el deber, cualquiera fuere 
su estado civil, a reconocer sus hijos. 


Se entiende como relativa la presunción que surge del 
artículo 214 del Código Civil, encontrándose también legitimados 
para ejercer la acción de desconocimiento de paternidad legitima, 


la madre, el padre biológico y el hijo de cuya filiación se trata. 
Para dichos legitimados, tal acción es imprescriptible. 


Artícul 1. (Capacidad de los padres para reconocer sus 
hijos) .- La madre puede, cualquiera fuere su edad, reconocer a 
su hijo. El padre debe tener catorce años de edad para hacerlo. 


En los casos de padres niños o adolescentes no habilitados, 
el Juez decidirá a quién se le atribuyen los derechos y deberes 
inherentes a la patria potestad, otorgando preferencia a los 
abuelos que convivan con el padre que reconoce y el reconocido. 


Previo a todas las decisiones a que refiere el inciso anterior 
que requieran autorización judicial, se deberá oír al padre o 
a la madre que haya reconocido al hijo y que aún no tenga dieciocho 
años cumplidos de edad. 


La patria potestad será ejercida en forma plena por ambos 
padres, a partir de que éstos cumplan dieciocho años. 


Artículo 82. (Formalidades del reconocimiento).- No se 
requieren términos sacramentales para el reconocimiento expreso. 
bastando que el progenitor manifieste su condición de tal ante 
el Oficial de la Dirección General del Registro de Estado Civil, 


en la escritura pública o en el testamento a los que refiere el 
artículo 233 del Código Civil. 
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En el acto del reconocimiento, el Oficial de la Dirección 
General del Registro de Estado Civil interviniente, bajo su más 
seria responsabilidad administrativa, deberá instruir de las 
consecuencias del mismo al o los comparecientes, de lo que se 


deberá dejar constancia en actas. 


Artículo 83.- (Voluntad del hijo).- Cuando el hijo fuere 
reconocido luego de haber cumplido doce años de edad, tiene derecho 
a expresar en forma, ante el Oficial de la Dirección General del 
Registro de Estado Civil, su voluntad de seguir usando los 
apellidos con los que hasta entonces era identificado. Dicha 
expresión de voluntad será anotada al margen de su partida de 
nacimiento. 


Se seguirá el régimen previsto en el Código hasta la mayoría 
de edad del adolescente, rigiéndose su ejercicio posteriormente 
por las disposiciones generales. 


Artículo 84. (Inscripción tardía).- En caso de inscripción 
tardía, el niño o adolescente mayor de doce años que no hubiere 
sido previamente reconocido por sus progenitores, podrá proceder 


de acuerdo a lo indicado en el artículo anterior. 
Tratándose de inscripción tardía de hijos de matrimonio, basta 


con la presencia de uno o de ambos padres, sin perjuicio del 
cumplimiento de las disposiciones legales correspondientes. 


Il - Le la tenencia del niño y adolescente 


Artículo 85. (Tenencia por los padres) .- 
1) Cuando los padres estén separados, se determinará por 
su común acuerdo cómo se ejercerá la tenencia 


(artículo 177 del Código Civil). 


2) De no existir acuerdo de los padres, la tenencia la 
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resolverá el Juez de Familia, dictando las medidas 


necesarias para su cumplimiento. 


Artículo 86. (Facultades del Juez de Familia) .- En caso de 
no existir acuerdo de los padres, el Juez resolverá, teniendo 


en Cuenta las siguientes recomendaciones: 


A) El hijo deberá permanecer con el padre o la madre con 


quien convivió el mayor tiempo, siempre que lo favorezca. 


B) Preferir a la madre cuando el niño sea menor de dos años, 
siempre que no sea perjudicial para él. 


C) Bajo su más seria responsabilidad funcional, el Juez 
siempre deberá oír y tener en cuenta la opinión del niño 
o adolescente. 


Artículo 87. (Tenencia por terceros) .- 


1) La tenencia de un niño o adolescente puede solicitarla 
cualquier interesado, siempre que ello contemple su 
interés superior. 


2) La persona que ejerce la tenencia de un niño o 
adolescente está obligada a brindarle la protección y 


cuidados necesarios para su desarrollo integral. 


3) La persona que no se sienta capacitada para proseguir 
con la tenencia, deberá ponerlo en conocimiento del Juez 
de Familia, quien resolverá la situación de éste. 


Artículo 88. (Procedimiento) .- Todas las pretensiones relativas 
a la tenencia, recuperación de tenencia o guarda de los niños 
o adolescentes, se regularán por el procedimiento extraordinario 
consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 del Código General 
del Proceso. La ratificación de tenencia se tramitará por el 


procedimiento voluntario (artículos 402 y siguientes del Código 
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General del Proceso) .- Es Juez competente para conocer en dichas 
pretensiones, el del domicilio del niño o adolescente. 


111 - Visitas 


Artículo 89. (Principio general) .- Todo niño y adolescente 
tiene derecho a mantener el vínculo con sus padres, abuelos y 


demás familiares y consecuentemente, a un régimen de visitas con 
los mismos. 


Artículo 90. (Determinación de las visitas).- 


1) La determinación de las visitas se fijará de común 
acuerdo entre las partes. 


2) A falta de acuerdo, o que se impida o limite el ejercicio 
del derecho mencionado, el Juez de Familia fijará el 
mismo. Se garantizará el derecho del niño o'adolescente 
a ser oído, teniendo en cuenta su opinión, la cual se 
recabará en un ámbito adecuado. 


Artículo 91. (Incumplimiento en permitir las visitas).- La 
parte que está obligada a permitir las visitas o entregar al niño 
o adolescente de acuerdo al régimen establecido, y se negara en 
forma ¡inmotivada, habilitará a que la otra parte acuda 
personalmente ante el Juez de Familia de Urgencia o quien haga 
sus veces en donde éste no exista, el cual dispondrá de inmediato 
la comparecencia de la parte incumplidora, siendo notificada por 
la Policía. En caso de incomparecencia, podrá ser conducida por 
la fuerza pública, si así lo dispusiere el Juez, 


El Juez de Familia de Urgencia o quien haga sus veces, 
escuchará a ambas partes y de ser inmotivada la reticencia de 
la parte obligada a permitir las visitas, dispondrá -apreciando 
las circunstancias del caso, así como la edad del niño oO 


adolescente- la entrega del mismo a la parte que lo reclama, la 


240-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 


cual deberá reintegrarlo según lo acordado, salvo que el Juez 
de Familia entienda que deberá conservarlo el solicitante, hasta 
tanto resuelva el Juez de la causa. 


Artículo 92. (Régimen de visitas definitivo) .- El día hábil 
inmediato siguiente, el Juez de Familia de Urgencia o quien haga 
sus veces en donde éste no exista dará cuenta al Juez de Familia 
que intervino en la fijación del régimen de visitas, remitiéndole 
los antecedentes -con los que se formará un expediente-, el cual 
resolverá en definitiva sobre el mantenimiento o no del régimen 
fijado, así como sobre la tenencia de los hijos. 


A tales efectos, deberá convocar a las partes a una audiencia, 
la cual deberá celebrarse en un plazo no mayor a las setenta y 
dos horas de recibidos los antecedentes. En dicha audiencia será 
preceptiva la presencia del Ministerio Público y Fiscal, así como 
la asistencia letrada. 


Artículo 93. (Incumplimiento en realizar las visitas).- Si 
la parte a cuyo favor se le establece un régimen de visitas, no 
cumpliere con el mismo, podrá la otra parte acudir al Juez de 
Familia competente, explicando la situación y la repercusión que 


la falta de cumplimiento por parte dei obligado tiene sobre sus 
hijos. 


El Juez citará a las partes, dentro de.los diez días de 
recibido el escrito, a una audiencia a efectos de escuchar a ambas, 
y para que el obligado que no cumple con las visitas explique 
los motivos que han llevado a dicha situación. 


El Juez deberá instar al incumplidor a que efectúe las visitas, 
siendo éstas de vital importancia para la evolución y desarroilo 
del niño o adolescente. 


Artículo 94. (Advertencia por incumplimiento) .- Lo dispuesto 
en los artículos precedentes será sin perjuicio de la advertencia 


que el Juez deberá hacer a la parte incumplidora que el desatender 
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las necesidades afectivas de los hijos puede dar lugar a la pérdida 


de la patria potestad y al delito previsto en el artículo 279B. 
del Código Penal. 


Artículo 95. (Sanción por incumplimiento) .- El incumplimiento 
del régimen de visitas homologado o fijado judicialmente podrá 
originar la variación de la tenencia si ello no perjudicara el 
interés del niño o adolescente, sin perjuicio de las sanciones 
pecuniarias que fije el Juez a instancia de parte o de oficio, 
cuyo producido será en beneficio de aquél. 


Artículo 96. (Procedimiento) .- Todas las pretensiones que 
conciernen al régimen de visitas, se regularán por el procedimiento 
extraordinario consagrado en los artículos 346, 347, 349 y 350 
del Código General del Proceso. 


Es Juez competente para conocer en dichas pretensiones, el 
del domicilio del niño o adolescente. 


CAPITULO X 
DE LOS ALIMENTOS 


Artículo 97. (Concepto de deber de asistencia familiar).- 
El deber de asistencia familiar está constituido por los deberes 
y obligaciones a cargo de los integrantes de la familia u otros 
legalmente asimilados a ellos, cuya finalidad es la protección 
material y moral de los miembros de la misma. 


Bajo la denominación de alimentos, se alude en el presente 
Código a la asistencia material. 


Artículo 98. (Concepto de alimentos) .- Los alimentos están 
constituidos por las prestaciones monetarias o en especie que 
sean bastantes para satisfacer, según las circunstancias 
particulares de cada caso, las necesidades relativas al sustento, 
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habitación, vestimenta, atención médica y los gastos necesarios 
para adquirir una profesión y oficio, educación, cultura y 
recreación. 


También se consideran alimentos los gastos de atención de 
la madre durante el embarazo, desde la concepción hasta la etapa 
del posparto. 


Las prestaciones deberán ser proporcionadas a las posibilidades 
económicas de los obligados y a las necesidades de los 
beneficiarios. 


Artículo 99. (Forma de prestación de los alimentos) .- Las 
prestaciones alimentarias serán servidas en dinero o en especie, 
en atención a las circunstancias de cada caso. 


Todas las prestaciones se servirán en forma periódica y 
anticipada. 


Artículo 100. (De la vigencia de la prestación alimentaria). - 
La prestación alimentaria se debe desde la interposición de la 
demanda. Igual criterio se seguirá en el supuesto de aumento de 
la prestación. 


Tratándose de reducción de alimentos, la sentencia surtirá 
efecto desde que quede ejecutoriada. 


La convenida extrajudicialmente, se debe desde la fecha 
pactada. 


Artículo 101. (Alimentos provisionales).- El Juez al proveer 
sobre la demanda, y atendidas las circunstancias invocadas, fijará 
alimentos provisionales. 


Artículo 102. (Beneficiarios de la obligación alimentaria). - 
Son acreedores de la obligación alimentaria los niños 


adolescentes así como los mayores de dieciocho años y menores 
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de veintiuno:que no dispongan:-en.el: último: caso- de mediósS «de 
“vida, propios y suficientes para su conqrua: y decente sustentación. 


Quedan asimilados a lo dispuesto en este Título las personas 
con capacidad diferente cualquiera fuere ¡su edad. 


Artículo 103. (Personas obligadas a prestar alimentos y :ordén 
de preferencia).- Los alimentos se prestarán por los padres o, 
¿21,684 Caso; porel o.Los.adoptantes:::Rareel:caso de imposibilidad 
¿0 iasufigiencias del: servicio: pensionarió, “se prestarán 
subsidiariamente de acuerdo al siguiente orden:: 


:1) ¡Los ascendientes más próximbsy'coñ preferencia los del 
:«-progenitor:obligado: 


2) Los hermanos legítimos o naturales, con preferencia los 
¿de «doble vínculo sobre. los:de víncuto 'sitmiel 


3) Los tíos. 


En los. casos previstos «eh:los: numerales 2): 2)5 4-3), O81 
¿«¿EOncurrieren varias personas: en. el mismo sorden ¿irlaobttgación 
será divisible y proporcional a la posibilidad de cada. óblTigado. 
Artítulo: 104. (Caracteres. de: la obligación: alimentatia).- 
1) Intrasmisibilidad e irrenunciabilidad. El derecho de 
pedir alimentos no:puede trasmitirse por'causa de múerte, 
ni renunciarse, ni venderse o cederse de modo" abguna. 

2) Inembargabilidad ¿e incompensabilidad 


Las pensiones alimenticias.no.son. embargables: 


El deudor de: alimentos nó puede:¿oponer al demandante 
“en compensación, lo: que. el demandante: le: debá: 
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3) Imprescriptibilidad. 
El derecho a pedir alimentos es imprescriptible. 


Artículo 105. (Pensiones alimenticias atrasadas) .- No obstante 
lo dispuesto en los artículos precedentes, las pensiones 
alimenticias atrasadas podrán renunciarse, y el derecho a 
demandarlas, podrá trasmitirse por causa de muerte. 


Artículo 106. (Transacción sobre alimentos futuros).- La 
transacción sobre alimentos futuros no surtirá efectos sino después 
de ser aprobada judicialmente. 


Artículo 107. (Modificación de la obligación alimentaria).- 
Los alimentos podrán ser objeto de aumento o de reducción, si 
se modifica la situación económica del deudor o las necesidades 
del acreedor. Se tramitarán por el procedimiento establecido en 
los artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 108. (Extinción de la obligación alimentaria) .- La 
obligación de alimentos se extingue y su cese debe ser 
judicialmente decretado en los siguientes casos: 


1) Cuando el beneficiario cumpla los veintiún años, salvo 
que se tratare de personas con capacidad diferente, o 
los casos previstos en el artículo 102. 

2) Cuando el beneficiario deja de necesitarlos. 


3) Cuando el deudor se halla en imposibilidad de servirlos. 


4) Cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de la 


asignación forzosa que grava la masa de la herencia. 


5) Cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la obligación 
se extiende a los gastos funerarios, siempre que no 
puedan cubrirse de otra manera. 
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Se tramitarán por el procedimiento establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 109. (Omisión injustificada de los alimentos) . - Cuando 
el obligado judicialmente a servir alimentos de acuerdo a las 
disposiciones del presente Código que, habiendo sido intimado 
judicialmente, omitiera prestarlos sin causa justificada, el Juez 
de Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado en lo Penal 


que corresponda a los efectos previstos por el artículo 279 A 
del Código Penal. 


Artículo 110. (Concepto de ingresos).- A los efectos del 
presente Código, se entiende por sueldo o haberes, todo ingreso 
de cualquier naturaleza, periódico o no, que se origine en la 
relación laboral, arrendamiento de obras o de servicios o derive 
de la seguridad social. No se computarán por ingresos, a los 
efectos de la pensión alimenticia, lo que perciba el alimentante 
por concepto de viáticos. 


Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso anterior, los 
ingresos provenientes de retiros periódicos por concepto de 
utilidades, beneficios o ganancias, pago de intereses o dividendos. 
En general, todo lo que perciba el deudor de alimentos por su 
trabajo o su capital. 


Artículo 111. (Límite de la retención por alimentos) .- En 
el caso de ser el obligado empleado público o privado, podrá 
retenerse mensualmente hasta un 50% (cincuenta por ciento) de 
los ingresos cuando así lo justifique el número de hijos y las 
necesidades de los mismos. La resolución del Juez deberá ser 


fundada y será apelable sin efecto suspensivo. 


Artículo 112. (Medidas asegurativas de la prestación 
alimentaria).- En el caso de prestar el alimentante servicios 
retribuidos por particulares o empresas, si se negaren a cumplir 
la obligación de alimentos, se ordenará a aquellos que efectúen 


la retención correspondiente a los sueldos o haberes respectivos. 
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Para hacer efectiva la contribución señalada por el Juez, 
bastará la orden librada por oficio al habilitado en la oficina 
en que preste servicios el alimentante, y la empresa o el patrón 
responderán personal, solidaria e ilimitadamente del pago, si 


injustificadamente no cumplieran la orden recibida. 


Artículo 113, (Obstáculos al cumplimiento de la obligación 
alimentaria).- El empleador o empresario que intencionalmente 
ocultare, total o parcialmente los ingresos, sueldos o haberes 


del obligado, será considerado incurso en el delito de estafa. 


En el mismo delito incurrirá todo aquel que obstaculizare 
o impidiere el correcto servicio de la obligación alimentaria 
dispuesta judicialmente, o simulare créditos contra el obligado, 
o de cualquier manera colaborare intencional y fraudulentamente, 


en la reducción del patrimonio efectivo del alimentante. 


El Juez de Familia dará cuenta de inmediato al Juez Letrado 


en lo Penal que corresponda. 


Artículo 114. (Prohibición al alimentante de ausentarse del 
país sin dejar garantías suficientes).- Iniciado el juicio de 
alimentos, el demandado no podrá ausentarse del país sin dejar 


garantías suficientes, siempre que así lo solicitare el actor. 


Artículo 115. (Procedimiento) .- El proceso de alimentos se 
rige por las normas previstas para el proceso extraordinario en 
el Código General del Proceso (artículos 346, 347, numeral 2) 
dei artículo 349 y artículo 350 del Código General del Proceso). 


Artículo 116. (Competencia).- El Juez competente para conocer 
en el juicio por alimentos, es el del domicilio del niño o 


adolescente o el del demandado, a elección del actor. 
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CAPITULO X1 


1 - Protección de los derechos amenazados o vulnerados de 
los niños y adolescentes 


Artículo 117. (Principio general) .- Siempre que los derechos 
reconocidos a los niños y adolescentes en el presente Código sean 
amenazados o vulnerados, se aplicarán las medidas que dispone 


este Título. 


Artículo 118. (Primeras diligencias).- El Juez Letrado de 
Familia que tiene conocimiento, por cualquier medio, que un niño 
o adolescente se encuentra en la situación prevista en el artículo 
anterior, tomará las más urgentes e imprescindibles medidas, 
debiéndose proceder a continuación conforme lo estatuye el 
artículo 321 del Código General del Proceso. 


Salvo imposibilidad, tomará declaración al niño o adolescente, 
en presencia del Defensor que se le proveerá en el acto y de sus 
padres o responsables, si los tuviere, y recabará los informes 


técnicos correspondientes. 


El Ministerio Público deberá ser oído preceptivamente, quien 
intervendrá en favor del efectivo respeto a los derechos y 
garantías, reconocidos a los niños y adolescentes, debiéndose 


pronunciar en el plazo de tres días. 


Artículo 119. (Medidas).- Medidas para los padres OU 
responsables. 


El Juez podrá imponer, en protección de los derechos de los 
niñog o adolescentes, para los padres o responsables, las 


siguientes medidas: 


Aj) Llamada de atención para corregir o evitar la amenaza 
o violación de los derechos de sus hijos a su cuidado, 
y exigir el cumplimiento de las obligaciones que le 
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corresponden en la protección de los derechos afectados. 


B) Orientación, apoyo y seguimiento temporario 
socio-familiar prestado por programas públicos o privados 


reconocidos. 


C) Obligación de inscribir al niño o adolescente en un 
centro de enseñanza O programas educativos o de 


capacitación y observar su asistencia o aprendizaje. 


D) Derivación a un programa público o privado de protección 


a la familia. 


Artículo 120. (Medidas ambulatorias para niños y 
adolescentes) .- El Juez dispondrá las siguientes medidas: 


A) Que el Instituto Nacional del Menor otorgue protección 
a sus derechos a través del sistema de atención integral 
diurno. Al mismo servicio podrá recurrirse respecto a 
los institutos privados especializados, que así lo 


acepten. 


El Instituto Nacional del Menor podrá aplicar 
directamente estas medidas, cuando su intervención ha 
sido requerida por el niño, padres o responsables, o 


terceros interesados. 


38) Solicitud de tratamiento ambulatorio médico, psicológico 


Oo psiquiátrico a instituciones públicas o privadas. 


Artículo 121. (Medidas en régimen de internación compulsiva). - 
El Juez sólo podrá aplicar las siquientes medidas de internación 
compulsiva, debiendo constatar que se den los requisitos que en 


cada caso correspondan: 


A) Internación del niño o adolescente con patología 
psiquiátrica en establecimiento especializado, con un 
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plazo máximo de setenta y dos horas sí se encontrare 
en una crisis que ponga en grave e inminente riesgo su 
vida o la integridad física de otras personas. 


B) Internación del niño o adolescente necesitado de urgente 
tratamiento médico, destinado a protegerlo de grave 


riesgo para su vida o su salud. 


Artículo 122. (Adicciones a drogas y alcohol) .- El Juez podrá 
ordenar la aceptación de niños y adolescentes en centros 
residenciales especializados de atención a adicciones de drogas 
y alcohol. 


Tratándose de adolescentes se requerirá su conformidad; en 
caso de niños será necesario el consentimiento de sus padres O 


responsables y se oirá previamente al niño. 


En todos los casos se deberá proporcionar Defensor al niño 
o adolescente, tomar declaración salvo imposibilidad, oír 
preceptivamente al Ministerio Público, tomar declaración a los 
padres O responsables, y recabar los informes técnicos 


correspondientes. 


Artículo 123. (Derivación a centros de atención permanente) .- 
El Juez podrá disponer la derivación de un niño o adolescente 
a un centro de atención permanente como medida de último recurso, 
cuando se encuentre gravemente amenazado su derecho a la vida 


Oo integridad física. 


Esta medida no podrá implicar en caso alguno privación de 
libertad y durará el menor tiempo posibie, promoviéndose la 


superación de la amenaza de sus derechos para favorecer su egreso. 


En estos establecimientos se procurará mantener los vínculos 
familiares, según lo dispone el artículo 12 del presente Código 
y la incorporación del niño o adolescente al sistema educativo 


que corresponda, según sea su edad. 


C.S.-249 


250-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 


Artículo. 124. (Programas de atención integral).- Todos los 
niños y adolescentes tendrán derecho a acceder voluntariamente 
a programas de atención integral, cuidados y alojamiento. El Estado 
deberá garantizarlo. Si la solicitud fuera formulada por los 
padres, se oirá preceptivamente al niño, quien será asistido por 


su Defensor. 


Sia la solicitud formulada por el niño o adolescente se oponen 
sus padres o responsables, sin perjuicio de la inmediata protección 
del niño o adolescente, la situación se pondrá en el más breve 
plazo posible en conocimiento del Juzgado de Familia de Urgencia. 


El Juez resolverá atendiendo a la opinión del niño o 


adolescente. Deberá tenerse en cuenta ésta y el interés superior. 


Artículo 125. (Programas de alternativa familiar).- El Juez 
podrá entregar al niño o adolescente gravemente amenazado en su 
derecho a la vida o integridad física o privada de su medio 
fómiliar, al cuidado de una persona o matrimonio seleccionado 
por el Instituto Nacional úel Menor, que se comprometan a brindarle 
protección integral. 


Estos niños o adolescentes deberán recibir orientación y apoyo 
de la persona o matrimonio supervisado por medio de equipos 
especializados. 

» 

Artículo 126. (Comportamiento policial) .- Cuando la autoridad 
policial tome conocimiento que un niño o adolescente se encuentra 
en la situación prevista en el artículo 117 del presente Código, 
deberá llevarlo de inmediato a presencia del Juez competente, 
el que notificará con la mayor urgencia al Instituto Nacional 
del Menor. 


Si no fuera posible llevario de inmediato a presencia del 
Juez, previa autorización, deberá llevarlo al Instítuco Nacional 


del Menor, quien deberá prestarle la debida atención. 
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Artículo 127. (Responsabilidad penal) .- 51 se configuraren 
elementos de convicción suficientes como para atribuir 
responsabilidad penal a los padres, responsables o terceros, se 
pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instancia 
en lo Penal o ad Juzgado Letrado de Primera Instancia del Interior, 


que corresponda. 


Artículo 128. (Reserva de autos) .- Cumplidas las diligencias 


por la Justicia, se reservarán los autos, sin perjuicio del 
seguimiento y control que el Juez interviniente considere adecuado 


efectuar. 
Artículo 129.- (Competencia) .- Los Jueces Letrados de Primera 


Instancia del Interior de la República tendrán igual competencia 
que la asignada a los Jueces de Familia (artículo 71 de la Ley 
N”* 15.750, de 24 de Junio de 1985). 


11 - De los hogares de cuidado 


Artículo 130. (Entrega de niños y adolescentes) .- El que 
entregue a un niño o adolescente a persona ajena a la familia 
bioiógica y quien o quienes lo reciban, deberán comunicarlo al 
Juez de Familia dentro de las cuarenta y ocho horas. El Juez 
dispondrá en forma urgente, informe psicológico y social a efectos 
de evaluar la posibilidad dé mantener el vinculo del niño o 
adolescente con su familia de origen y dispondrá asimismo informe 
sobre la familia a la cual fue entregado, evaluando las 
posibilidades de permanencia junto a la misma. Si de dichas 
evaluaciones surgiere la imposibilidad de mantenerlo en forma 
permanente o transitoria, se dispondrá la intervención del 


Instituto Nacional del Menor. 


Artículo 131. (Separación definitiva. Procedimiento) .- La 
separación de un niño o adolescente de su familia de origen, deberá 
ser decretada por resolución fundada del Juez competente, sobre 


la base de información fehaciente y previo el asesoramiento de 
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equipo técnico especializado. El procedimiento para decretarla 
se regulará por las disposiciones del proceso extraordinario 
regulado por el Código General del Proceso, debiendo designarse 
Defensor al niño o adolescente, aplicándose el literal C) del 
artícuio 86 del presente Código, quienes deberán ser oídos si 


fuese posible, y citarse y emplazarse a los padres o responsables. 


Artículo 132. (Invalidez) .- No tendrá validez el consentimiento 
que 5e otorgue para la separación del hijo que está por nacer 
o dentro de los treinta días de su nacimiento. 


111 - De la Adopción 


Adopción simple 


Artículo 133. (Adoptantes).- 


1) La adopción se permite a toda persona mayor de 
veinticinco años, cualquiera sea su estado civil, y 
siempre que tenga por lo menos quince años más que el 
adoptado. 


2) El tutor no puede adoptar al niño o adolescente hasta 
que hayan sido aprogpadas judicialmente las cuentas del 
cargo. 


3) Nadie puede ser adoptado por más de una persona, a no 
ser por dos cónyuges que tengan por lo menos un año de 
matrimonio y que hubieran tenido al niño o adolescente 


a su cargo por el mismo tiempo. 


Si no se computara el año de matrimonio, pero hubiera 
existido durante dicho lapso un concubinato estable que 
culminó en matrimonio, se incluirá a los efectos de la 


tenencia, el período de la unión libre. 
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Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá otorgar 
la adopción aun cuando alguno de los cónyuges o ambos 
no alicanzaren la diferencia de edad con el adoptado, 
reduciéndola hasta un límite que admita razonablemente 
que éste puede ser hija de los adoptantes, a Juicio del 
instituto Nacional del Menor. 


Ninguno de los cónyuges puede adoptar sin el 
consentimiento expreso del otro, salvo que estuviere 
impedido de manifestar su voluntad o que exista sentencia 
de separación de cuerpos. 


Se permitirá la adopción por parte del padrastro O 
madrastra del hijo legítimo o natural reconocido del. 


otro cónyuge. 


Realizada la adopción, la separación o divorcio ulterior 
de los cónyuges no los exime de sus obligaciones para 


con el adoptado menor de edad. 


Artículo 134. (Adoptados).- 


1] 


Puede ser adoptado todo niño o adolescente, cuyo 
consentimiento será recabado conforme a las normas 
establecidas en el presente Código. 


Cuando el adoptado sea demente o sordomudo que no pueda 
darse a entender por escrito, prestarán el consentimiento 


sus representantes legales. 


Si se trata de un niño o adolescente sometido a patria 
potestad, será necesario el consentimiento de quien O 


quienes se encuentren en su ejercicio. 


El consentimiento para la adopción será prestado ante 
el Juez Letrado de Familia del domicilio de los 


adoptantes, compareciendo personalmente ante aquél. 
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Log padres que consienten en la adopción perderán la 
patria potestad sobre el riño o adolescente, la que 


pasará al adoptante. 


El procedimiento se regirá por lo establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 1235. (Efectos) .- 


1) El adoptado continúa perteneciendo a su familia natural 


donde conserva todos sus derechos. 


2) En caso de interdicción, de ausencia comprobada 
judicialmente, de muerte o de revocación del adoptante 
durante la minoría de edad del adoptado, se dará 
conocimiento al Juez del domicilio real del menor, que 
dispondrá lo que más convenga al interés del niño o 
adolescente: el reintegro a su familia de origen o la 


entrega a otra familia sustituta. 

3) La adopción sólo establece relaciones Jurídicas entre 
el adoptado y el adoptante y no entre cualquiera de ellos 
yv la familia del otro. 


4) La adopción produce los siguientes efectos: 


A) Obligación recíproca de respeto entre el adoptante 


v adoptado. 


B) Obligación de prestarse alimentos como obligados 


principales. 
Artículo 136. (Revocación).- 


2) La adopción podrá revocarse por motivos graves. La misma 
podrá solicitarse tanto por el adoptante como por al 


adoptado o quien lo represente, ante el Cuez de Familia 
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correspondiente. 


La revocación hará cesar para el futuro los efectos de 
la adopción, lo que se comunicará a la Dirección General 
del Registro de Estado Civil a los efectos pertinentes. 


Se procederá de acuerdo a lo establecido en los 
artículos 346 y 347 del Código General del Proceso. 


Artículo 137. (Procedimiento). - 


1) 


Las pretensiones de adopción, así como todas las 
reclamaciones relacionadas con las mismas, se tramitarán 
ante el Juzgado Letrado de Familia del domicilio del 
adoptante mediante el proceso voluntario (artículos 402 
y Siguientes del Código General del Proceso) con 
intervención preceptiva del Ministerio Público. 


Los interesados a que refiere el artículo 403.2 del mismo 
Código son los padres y abuelos del niño o adolescente, 
los que serán citados personalmente o por edictos si 


no se conociera su domicilio. 


En caso de oposición por parte de uno de los 
mencionados, el proceso será contencioso aplicándose 
las normas del Código General del Proceso 
correspondientes al proceso extraordinario (artículos 346 


y Siguientes). 


Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegando la adopción 


el Juzgado interviniente deberá solicitar al Instituto Nacional 


del Menor, una evaluación sobre las condiciones personales de 


él o los adoptantes, su estabilidad familiar y las demás 


circunstancias que permitan fundamentar su criterio, para aconsejar 


la conveniencia o no de la adopción en el caso. 


La sentencia que admite la adopción será comunicada a la 
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Dirección General del Registro de Estado Civil a efectos de la 


anotación pertinente en la partida del niño o adolescente. 


En todos los casos, se deberá tener en cuenta la opinión del 


niño o adolescente adoptado. 


Artículo 138. (Derechos del adoptado) .- El adoptado tiene 
derecho a conocer su condición de tal. El acceso al expediente 
judicial podrá ser autorizado por el Juez siempre que ello no 
perjudique al niño o adolescente atendiendo a su edad y 
características. 


Si el adoptado tiene doce años o más no podrá negársele el 
acceso al expediente respectivo. 


Artículo 139. (Salida del país).- Para que el niño o 
adolescente que ha sido adoptado pueda salir del país, se requerirá 
autorización de quienes ejerzan la patria potestad. 


ADOPCION PLENA 


Artículo 140. (Adoptados).- 


1) Se permite la adopción plena en favor de niños oO 
adolescentes abandonados o huérfanos de padre y madre, 
o pupilos del Estado, o hijos de padres desconocidos 


o del hijo o hijos reconocidos por uno de los adoptantes. 


La condición de abandono se acreditará por sentencia 
ejecutoriada que declare la pérdida de la patria 
potestad. 


2) Se autoriza la adopción piena en favor de niños O 
adolescentes abandonados por uno de sus progenitores 
legítimos, cuando fuere solicitada por el padre o madre 


que haya mantenido la patria potestad, conjuntamente 
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con el cónyuge con el que contrajo nuevo matrimonio. 


La adopción plena prevista en el presente numeral sólo 
podrá llevarse a cabo una sola vez, respecto al niño. 
o adolescente. 


3) Cuando se pretendiere adoptar en forma plena dos o más 
niños o adolescentes simultáneamente, no será obstáculo 
la circunstancia de que mediasen menos de ciento ochenta 


días entre sus respectivos nacimientos. 


4) En caso de existir hermanos en situación de abandono, 
se propenderá a su integración conjunta en una familia 
adoptiva. 


Artículo 141... (Adoptantes).- 


1) Podrán solicitarla los cónyuges, mayores de veinticinco 
años, con quince años más que el niño o adolescente y 
que lo hubieran tenido bajo su guarda o tenencia por 
un término no inferior a un año, que computen por lo 
menos cuatro años de matrimonio, pudiéndose considerar 
en su caso el tiempo de concubinato previo al mismo, 
siempre que aquél hubiera sido estable, singular y 
público, compartiendo la vida en común. 


Por motivo fundado y expreso, el Tribunal podrá 
otorgarla aun cuando alguno de los cónyuges o ambos no 
alcanzaren tal diferencia de edad con el adoptado 
reduciéndola hasta un límite que admita razonablemente 
que éste puede ser hijo de los adoptantes O, en Casos 
excepcionales, y si no mediare oposición del Ministerio 
Público, a pesar de que uno o los dos cónvuges no fueren 
mayores de veinticinco años de edad o no completaren 
los cuatro años de matrimonio a que refiere el inciso 
anterior. j 
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También podrán efectuarla el viudo o viuda y los esposos 
divorciados siempre que medie la conformidad de ambos 
y cuando la guarda o tenencia del niño o adolescente 
hubiera comenzado durante el matrimonio y se completara 
después de la disolución de éste. 


No es obstáculo para la adopción plena la existencia 
de una previa adopción simple realizada por los mismos 
peticionantes. 


142. (Procedimiento) .- 


La adopción plena deberá ser promovida ante el Juzgado 
Letrado de Familia del domicilio del adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario previsto en 
los artículos 402 y siquientes del Código General del 
Proceso. Se deberá designar curador "ad-litem" a todos 
los efectos. 


En caso de oposición a la adopción plena el proceso será 
contencioso. Se aplicarán las normas del Código General 
del Proceso referidas al proceso extraordinario 
(artículos 346 y siguientes). 


El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y las que 
juzgue convenientes interrogando a los peticionantes 


y al niño o adolescente en su caso. 


La tramitación será reservada en cuanto a terceros, no 
así respecto al niño o adolescente interesado quien 
tendrá derecho a acceder al expediente y a sus 


antecedentes cuando tuviere doce años de edad o más. 


Previamente al dictado de la sentencia, el Juez deberá 
solicitar al Instituto Nacional del Menor su opinión 


sobre las condiciones personales de los adoptantes, su 
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estabilidad familiar y toda otra circunstancia que 
permita fundar su criterio para aconsejar la conveniencia 
de la adopción plena en el caso. 


Será oido asimismo preceptivamente el Ministerio 
Público. 


Artículo 143. (Procedencia).- La adopción plena sólo se 
otorgará por justos motivos y existiendo conveniencia para el 
niño o adolescente. 


Cuando el niño o adolescente tuviere derechos cuyo dominio 
se acredite por documento público o privado, el Juez dispondrá 
que el Actuario inserte en el mismo constancia breve que exprese 
el cambio de nombre del titular, de los que tomará nota el Registro 
respectivo cuando correspondiere. 


Artículo 144. (Sentencia).- Con el testimonio de la sentencia 
ejecutoriada que autorice la adopción plena, la parte solicitante 
efectuará la inscripción del niño o adolescente en la Dirección 
General del Registro de Estado Civil como hijo legítimo inscripto 
fuera de término. 


En la partida correspondiente no se hará mención alguna del 
juicio y su texto será el corriente en dicho instrumento. 


Se realizará también la anotación pertinente en la libreta 
de organización de la familia de modo idéntico a la de los hijos 


legítimos. 


El testimonio de la sentencia se archivará en forma dejándose 
constancia de haberse efectuado la inscripción mencionada. 


Toda la tramitación y la expedición de partidas será gratuita. 
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Artículo 145. (Efectos). - 


1) Realizada la adopción plena, caducarán los vínculos de 
filiación anterior del niño o adolescente a todos sus 
efectos, con excepción de los impedimentos previstos 
en el artículo 91 del Código Civil. 


Deberá hacerse constar dicha caducidad en el acta de 


inscripción original del niño o adolescente. 


2) La adopción plena es irrevocable, aunque posteriormente 
nazcan hijos propios de uno o de ambos de los adoptantes 
plenos. 


La adopción plena tendrá efectos constitutivos sobre él estado 
civil del niño o adolescente objeto de la misma, quien se reputará 
en adelante, con los mismos derechos y deberes que si hubiera 
nacido del matrimonio adoptante pleno. 


ADOPCION INTERNACIONAL 


Artículo 146. (Principio general) .- En defecto de convenios 
internacionales ratificados por la República, las adopciones 


internacionales se regularán por las disposiciones del presente 
Capitulo. 


Se considera adopción internacional a la que se lleva a cabo 
por matrimonios con domicilio o residencia habitual en el 
extranjero, con relación a niños o adolescentes con domicilio 
o residencia habitual en la República. 


Artículo 147. (Preferencia) .- El Instituto Nacional del Menor 
y las demás autoridades con competencia en materia de adopción, 
deberán dar preferencia a la ubicación de los niños o adolescentes 
adoptables en hogares de cuidado o familias que los requieran 


Y vivan dentro del territorio nacional. 
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Artículo 148. (Requisitos) .- Las adopciones internacionales 
se constituirán con la intervención preceptiva del Instituto 
Nacional del Menor, a través de sus servicios especializados, 
debiendo observarse los demás requisitos y procedimientos previstos 
en el artículo 150 del presente Capítulo. 


Artículo 149. (Residencia).- La adopción internacional será 
plena, pudiendo acceder a ella cónyuges cuya unión matrimonial 
no sea inferior a cuatro años. 


Sólo se realizará con aquellos países cuyas normas en materia 
de adopción y protección de niños y adolescentes tengan una 


razonable equivalencia con las de nuestro país. 


Los adoptantes deberán residir y convivir con el niño o 
adolescente en el territorio nacional, aun en forma alternada, 
por un plazo de seis meses. 


Artículo 150. (Documentos necesarios) .- Con la solicitud de 
la adopción se deberá presentar la documentación justificativa 
de las condiciones físicas, morales, económicas y familiares de 
los solicitantes. Los informes y documentos al respecto deberán 
tramitarse por medio de las autoridades centrales del país de 
los adoptantes y de la República. 


Artículo 151. (Competencia).- Serán competentes para el 
otorgamiento de la adopción internacional los Jueces de Familia 
del domicilio del adoptado, quienes procederán de acuerdo a los 
trámites del juicio extraordinario del Código General del Proceso 
(artículo 346). La apelación se regirá por la misma normativa 
lartículo 347). 


Los solicitantes deberán comparecer a la audiencia preliminar 
en forma personal. También deberán hacerlo cuando el Tribunal, 
en forma fundada, lo considere conveniente. 


La salida del niño o adolescente del país, será autorizada 
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judicialmente, luego de quedar ejecutoriada la sentencia que 
decreta su adopción. 


La salida sólo tendrá lugar en compañía de uno o ambos padres 


adoptantes, debiendo ser oído preceptivamente el Ministerio 
Público. 


Artículo 152. (Juicios de anulación) .- Corresponde a los Jueces 
de Familia que autorizaron la adopción, la tramitación de los 
juicios de anulación, los que serán resueltos teniendo en cuenta 
el interés superior del niño o adolescente. El trámite se regirá 
por el procedimiento extraordinario del Código General del Proceso 
(artículos 346 y 347). 


Artículo_153. (Nacionalidad) .- Los niños y adolescentes de 
nacionalidad uruguaya adoptados por extranjeros domiciliados en 
el exterior mantienen su nacionalidad, sin perjuicio de adquirir, 
además, la de los adoptantes. 


CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES 


Artículo _154. (Control).- El Instituto Nacional del Menor, 
a través de sus servicios especializados, es el organismo encargado 
de proponer, ejecutar y fiscalizar la política a seguir en materia 
de adopciones. 


Para el desarrollo de programas de adopción, el Instituto 
Nacional del Menor podrá autorizar el funcionamiento de 
instituciones privadas con personalidad jurídica y especialización 
en la materia. 


Articulo 155. (Cometidos del equipo técnico).- Todos los 
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servicios e instituciones que desarrollen programas de adopción 


deberán contar con equipo técnico interdisciplinario que tendrá 


como cometidos: 


A) 


B) 


C) 


D) 


E) 


F) 


1 


Asesorar a los interesados en adoptar niños O 
adolescentes y analizar los motivos de su solicitud. 


Evaluar las condiciones de salud, psíquicas, sociales 
y Jurídicas de los solicitantes y las posibilidades de 
convivencia. 


Llevar un Registro de Interesados en Adoptar, ordenado 
cronológicamente según fecha de solicitud, en el que 
conste el informe técnico a que refiere el literal 
anterior. 


Seleccionar de dicho Registro respetando estrictamente 
el orden de inscripción, los posibles padres adoptivos, 
ante la solicitud formulada por el Juzgado competente, 
en el caso de un niño o adolescente en condiciones de 
ser adoptado. 


El orden sólo podrá ser alterado por las necesidades 
del niño o adolescente, debidamente fundadas. En todos 
los casos el niño o adolescente deberá ser oído 
preceptivamente. 

Orientar y acompañar el proceso de integración familiar. 
Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido su 
informe. 


DEL REGISTRO DE ADOPCIONES 


156. (Funciones del Instituto Nacional del Menor) .- 


El Instituto Nacional del Menor llevará un Registro reservado 
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donde constarán los datos identificatorios de: 


1) Los adoptantes: nombre, nacionalidad, domicilio y estado 
civil e institución nacional o extranjera que lo 


patrocinó. 
2) El niño o adolescente. 


3) Juzgado en que se tramitó el proceso respectivo. 


CAPITULO XI11 


TRABAJO 


Artículo 157. (Principio general).- El estatuto de los 
adolescentes que trabajan se regulará conforme a las normas del 
presente Código, leyes especiales, tratados, convenciones y 


resoluciones internacionales ratificadas por el país. 


Artículo 158. (Edad de admisión) .- Fíjase en quince años la 
edad mínima que se admitirá en los adolescentes que trabajen en 
empleos públicos o privados, en todos los sectores de la actividad 
económica, salvo las excepciones especialmente establecidas en 


los artículos siguientes. 


Artículo 159. (Obligación de protección) .- Para el caso de 
que estos adolescentes trabajen, el Estado está obligado a 
protegerlos contra toda forma de explotación económica y contra 
el desempeño de cualquier tipo de trabajo peligroso, nocivo para 


su salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o social. 


Prohíbese todo trabajo que no le permita gozar de bienestar 


en compañía de su familia o responsables o entorpezca su formación 
educativa. 
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Artículo 160. (Trabajos nocivos).- El Instituto Nacional del 
Menor, con el asesoramiento de los Ministerios de Salud Pública 
y de Trabajo y Seguridad Social y del Banco de Seguros del Estado, 
establecerá con carácter de urgente el listado de tareas a incluir 
dentro de la categoría de trabajo peligroso o nocivo para la salud 
o para su desarrollo físico, espiritual o moral, los que estarán 
terminantemente prohibidos, cualquiera fuere la edad del que 
pretenda trabajar o ya se encuentre en relación de trabajo. 


El Instituto Nacional del Menor regulará las formas de control 
necesarias para el cese de estas situaciones. 


Artículo 161. (Situaciones especiales) .- El Instituto Nacional 
del Menor revisará las autorizaciones que ha prestado respecto 
al empleo de niños y adolescentes entre los trece y los quince 
años. Sólo serán permitidos trabajos ligeros, que por su naturaleza 
o por las condiciones en que se prestan no perjudican el desarrollo 
físico, mental o social de los mismos, ni obstan a su escolaridad. 


El Estado promoverá programas de apoyo integral para desalentar 
y eliminar paulatinamente el trabajo de estos niños y adolescentes. 


La sociedad civil deberá prestar su concurso en las campañas 
preventivas, educativas e informativas que se desarrollen a fin 
de asegurar el bienestar del niño y adolescente. 


Se consideran programas de educación en el trabajo, aquellos 
que, realizados por el Instituto Nacional del Menor oO por 
instituciones sin fines de lucro, tienen exigencias pedagógicas 
relativas al desarrollo personal y social del alumo, que 
prevalecen sobre los aspectos productivos. En consecuencia, la 
remuneración que recibe el alumno por el trabajo realizado o por 
la participación en la venta de productos de su trabajo, no 
desvirtúa la naturaleza educativa de la relación. 


Artículo 162. (Trabajo de los niños y adolescentes) .- Prohíbese 
el trabajo de los niños y de los adolescentes menores de quince 
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años. No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá, teniendo 
en cuenta el interés superior del niño o adolescente, conceder 
autorizaciones especiales. 


Artículo 163. (Carné de habilitación) .- Para trabajar, los 
adolescentes deberán contar con carné de habilitación, tramitado 
ante el departamento especial del Instituto Nacional del Menor. 
En dicho carné constará el examen médico que lo declare apto para 
el trabajo, así como la constancia de haber completado el ciclo 
de enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado. 


Artículo 164. (Jornada de trabajo) .- Los mayores de quince 
años no podrán trabajar más de seis horas diarias, equivalentes 
a treinta y seis horas semanales y disfrutar de un día de descanso 
semanal, preferentemente en domingo. El Instituto Nacional del 
Menor podrá autorizar a los adolescentes entre dieciséis y 
dieciocho años a trabajar hasta ocho horas diarias, 
correspondiéndoles dos días continuos de descanso por cada cinco 
de trabajo. 


Podrá otorgar permiso, con carácter de excepción, a 
adolescentes mayores de quince años para desempeñarse en horarios 
especiales, durante períodos zafrales o estacionales, siempre 
que la actividad no interfiera con el ciclo educativo y que el 
tipo de actividad no esté incluido en la categoría de peligroso. 
El período de excepción podrá ser hasta por un máximo de tres 
meses. 


Artículo 165. (Trabajo nocturno) .- Los adolescentes no podrán 
ser empleados ni trabajar en horario nocturno, entendiéndose por 
tal, a los efectos del presente Código, el comprendido entre las 


veintiuna horas y las seis de la mañana del día siguiente. 


No obstante, el Instituto Nacional del Menor podrá autorizarlo, 
teniendo en cuenta su interés superior. 


Artículo 166. (Fiscalización y sanciones).- Sin perjuicio 
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del contralor general del cumplimiento de las normas de previsión 
social por los Inspectores del Trabajo y de la Seguridad Social, 
los Inspectores del Instituto Nacional del Menor estarán 
habilitados con las mismas facultades y responsabilidades, para 
controlar el cumplimiento de las disposiciones especificas respecto 
al trabajo de los adolescentes. 


Las empresas Oo los particulares que no cumplan con las 
obligaciones impuestas serán sancionados con una multa, a juicio 
del Juez, de entre 50 UR (cincuenta unidades reajustables) y 300 UR 
(trescientas unidades reajustables), según los casos. 


Artículo 167. (Competencia) .- Serán competentes para entender 
en las infracciones previstas en el artículo anterior, los Jueces 
de Familia, quienes actuarán «siguiendo el procedimiento 
extraordinario previsto en el Código General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 168. (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apelada 
ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión hará cosa 


juzgada. 
Artículo 169. (Responsabilidad de los padres o responsables) .- 


Los padres o responsabies de los niños y adolescentes que permitan 
o favorezcan que estos trabajen violando las normas prohibitivas 
consagradas en el presente Código, incurrirán en el delito previsto 
por el artículo 279B del Código Penal. 


Constatada la infracción, el Instituto Nacional del Menor 
o cualquier persona responsable, formulará la denuncia al Juez 
Letrado en lo Penal que corresponda. 


Artículo 170. (Asesoramiento) .- Todo adolescente podrá requerir 
asesoramiento en la Oficina Especializada de Trabajo y Seguridad 


Social y realizar las gestiones que correspondan. 
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Artículo 171. (Peculio profesional o industrial).- Todo 
adolescente que trabaje tendrá derecho de acuerdo a lo prescripto 
por los artículos 266 y siguientes del Código Civil, a la 
administración exclusiva del salario o remuneración que perciba, 
la que deberá serle abonada directamente, siendo válido el recibo 
que el empleador otorgue por tal concepto. Cualquier constancia 
en el recibo o fuera de él que pudiera implicar renuncia del 
adolescente a sus derechos, carecerá de validez. 


Artículo 172. (Remuneración) .- La remuneración del adolescente 
trabajador se regirá por lo dispuesto en las leyes, decretos, 
laudos o convenios colectivos de la actividad correspondiente. 


Artículo 173, (Accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales) .- En caso de accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales de un adolescente trabajador, se investigarán las 
causas y si se comprueban irregularidades como realización de 
tareas prohibidas, o encontrarse el menor de edad en sitio en 
el que esté prohibida su presencia, se considerará por este hecho 
el accidente o la enfermedad como resultante de la culpa grave 
del empleador, con las consecuencias previstas por el artículo 7* 
de la Ley N* 16.074, de 10 de octubre de 1989, 


El empleador podrá eximirse de esta responsabilidad si prueba 
fehacientemente que el joven se encontraba circunstancialmente 


en el lugar y sin conocimiento de la persona habilitada para 
permitirle el acceso. 


CAPITULO X1ilII 
DE LA PREVENCION ESPECIAL 
Il - Medios d muni ión ublicidad y especráculos 


Artículo 174. (Vulneración de derechos a su incitación) .- 
La exhibición o emisión pública de imágenes, mensajes u objetos 
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no podrá vulnerar los derechos de los niños y adolescentes, los 

principios reconocidos en la Constitución de la República y las 

leyes, o incitar a actitudes o conductas violentas, delictivas, 
discriminatorias o pornográficas. 


Artículo 175. (Programas radiales o televisivos).- Los 
programas de radio y televisión en las franjas horarias más 
susceptibles de audiencia de niños y adolescentes, deben favorecer 
los objetivos educativos que dichos medios de comunicación permiten 
desarrollar y deben potenciar los valores humanos y los principios 
del Estado democrático de derecho. Debe evitarse, en las franjas 
horarias antedichas, la exhibición de películas que promuevan 
actitudes o conductas violentas, delictivas, discriminatorias 


o pornográficas, o fomenten los vicios sociales. 


Artículo 176. (Principios rectores) .- A fin de proteger los 
derechos de los niños y adolescentes, en lo que refiere a la 
publicidad elaborada y divulgada en todo el territorio nacional, 
deberán atenderse los siguientes principios: 


A) Los anuncios publicitarios no deben incitar a la 
violencia, a la comisión de actos delictivos o a 


cualquier forma de discriminación. 


B) Las prestaciones del producto deben mostrarse en forma 
comprensible y que coincida con la realidad. 


11 - Publicidad protagonizada por niños y adolescentes 


Artículo 177. (Participación de niños y adolescentes). - 
Prohíbese la participación de niños y adolescentes en anuncios 
publicitarios que promocionen bebidas alcohólicas, cigarrillos 


o cualquier producto perjudicial para su salud física o mental. 


Artículo 178. (Mensajes publicitarios).- Prohíbese la 
participación de niños y adolescentes en mensajes publicitarios 
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que atenten contra su dignidad o integridad física, psicológica 


o social. 
III - E ácul r diversión 
Artículo 179. (Preservación de la corrupción) .- Prohíbese 


la concurrenciá de personas menores de dieciocho años a casinos, 
prostíbulos y similares. 


El Instituto Nacional del Menor reglamentará a los efectos 
pertinentes la concurrencia de adolescentes a locales de baile, 
espectáculos públicos de cualquier naturaleza, hoteles de alta 
rotatividad y afines. 


Corresponde asimismo al Instituto Nacional del Menor regular 
la asistencia de niños y adolescentes a espectáculos públicos 
de cualquier naturaleza. 


Artículo 180. (Prohibición de proveer) .- Prohíbese la venta 
a niños y adolescentes de: 


1) Armas, municiones y explosivos. 

2) Bebidas alcohólicas. 

3) Tabaco, fármacos, pegamentos y similares, cuyos 
componentes puedan significar un peligro o crear 
dependencia física o psíquica. 

4) Revistas y publicaciones "que violen las normas 
establecidas en los artículos 174 a 176 del presente 
Código. 


Artículo 181. (Fiscalización) .- 


1) La fiscalización de lo establecido en los artículos 17.4 
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a 180 del presente Código, será facultad del Instituto 
Nacional del Menor. 


2) Las empresas o los particulares que no cumplan con las 
obligaciones impuestas en los artículos 174 a 180 del 
presente Código, serán sancionados con una multa, a 
juicio del Juez, entre 50 UR (cincuenta unidades 
reajustables) y 200 UR (doscientas unidades 
reajustables), según los casos. En los casos de 


reincidencia, podrán duplicarse los referidos montos. 


El Instituto Nacional del Menor podrá solicitar al Juez 
competente la clausura, por veinticuatro horas a diez días, del 


establecimiento en infracción. 


Artículo 182. (Competencia) .- Serán competentes, para entender 
en la aplicación de las infracciones, los Jueces de Familia, 
quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraordinario previsto 
por el Código General del Proceso. 


Será oído preceptivamente el Ministerio Público. 


Artículo 183. (Recurribilidad).- La sentencia podrá ser apelada 
ante el Tribunal de Apelaciones de Familia respectivo, cuya 
decisión hará cosa juzgada. 


IV - Autorización para viajar 


Artículo 184. (Compañía de los padres o responsables) .- Los 
niños y adolescentes no necesitan autorización para viajar cuando 


salen del país acompañados de quienes ejerzan la patria potestad, 


artículo 185. (Uso del pasaporte-habilitado).-  Tamvoco 
necesitan autorización cuando viajen en posesión de pasaporte 
válido autorizado por quienes ejerzan la patria potestad o 
habilitado de edad. 
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Artículo 186. (Autorizaciones).- Los niños y adolescentes 
que viajen solos o en compañía de terceros, fuera del país, 
necesitan el consentimiento de ambos padres, o del representante 
legal y a falta de éste, del Juez de Familia. 


En caso de separación o divorcio, se requerirá la autorización 
de ambos padres. Si se planteara conflicto para el consentimiento, 
lo resolverá el Juez Letrado de Familia, quien fijará la duración 


de la estadía. 


Se seguirán los trámites del proceso incidental según lo 
dispone el Código General del Proceso, oyéndose preceptivamente 


al Ministerio Público. 


Artículo 187. (Adoptados).- Los niños y adolescentes adoptados 
por matrimonios extranjeros necesitan la autorización del Juez 
Letrado de Familia, aun cuando viajen con sus padres, la que se 
tramitará según las normas del proceso voluntario (artículos 402 


y Siguientes del Código General del Proceso). 


CAPITULO XIV 
ACCIONES ESPECIALES 


Artículo 188. (Acción de amparo) .- La acción de amparo para 
la protección de los derechos de los niños y adolescentes se regirá 
por la Ley N* 16,011, de 19 de diciembre de 1988, y por las 


siguientes disposiciones. 


Podrá ser deducida también por el Ministerio Público, cualquier 
interesado y las instituciones o asociaciones de interés social 
que según la ley, oa juicio del Tribunal, garanticen una adecuada 


defensa de los derechos comprometidos. 


Procederá en todos los casos, excepto que exista proceso 


jurisdiccional pendiente, presumiéndose, salvo prueba en contrario, 
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que los otros medios jurídicos de protección resultan ineficaces. 


Deberá ser promovida dentro de los treinta días a partir de 
la fecha en que se produjo el acto, hecho u omisión contra el 


que se Fecurre. 


Serán competentes en razón de la materia los Jueces Letrados 


de Familia. 


Artículo 189. (Intereses difusos) .- Amplíase a la defensa 
de los derechos de los niños y adolescentes las previsiones del 
artículo 42 del Código General del Proceso. 


CAPITULO XV 


DE LA INVESTIGACION DE LA PATERNIDAD 
O MATERNIDAD 


Artículo 196. (Principio general). - Las acciones de 
investigación de la paternidad o maternidad se regularán 
exclusivamente por las disposiciones contenidas en el presente 


Capítulo. 


La paternidad o maternidad declaradas asegurarán al niño y 
adolescente todos los derechos correspondientes a la filiación 
natural, en especial, los derechos hereditarios inherentes a la 
misma, así como los alimentos necesarios para su desarrollo y 
bienestar y el derecho a llevar los apellidos de quienes resulten 


declarados como sus padres. 


Artículo 191, (Accionantes).- Podrán iniciar la acción: 


1) El hijo, hasta los veinticinco años de edad. Durante 
la menor edad solamente podrá ser deducida la acción 
por la madre, el padre, o su representante legal, según 


correspondiere. 


274-C.S. 


CAMARA DE SENADORES 


2) La madre o el padre, desde que se constata la gravidez, 
hasta que el hijo cumpla dieciocho años. 


Si el padre o la madre fuere menor de edad, se le 
nombrará curador "ad litem". 


si el padre o la madre menor de edad estuviere 
internado en el Instituto Nacional del Menor, éste deberá 
solicitar al Juez Letrado de Familia, el nombramiento 


de curador "ad litem". 


3) El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuando tenga 
conocimiento que el niño ha sido inscripto como hijo 
de padres desconocidos, o que ingrese al establecimiento 
un niño o adolescente sin filiación paterna o materna, 


o cuando un niño O adolescente lo solicite. 


A efectos de esta acción, los Oficiales de la Dirección 
General del Registro de Estado Civil, darán cuenta, en 
el primer caso, de dicha inscripción. 


El Instituto Nacional del Menor requerirá de las 
oficinas respectivas un informe semestral de estas 


situaciones. 


Artículo 192. (Emplazamiento) .- En los casos previstos por 
el numeral 3) del artículo 191, el Instituto Nacional del Menor 
iniciará los procedimientos judiciales ante el Juez de Familia 
competente, para que emplace al padre o a la madre del niño o 


adolescente con domicilio conocido. 


Si no se conociera el domicilio, se le emplazará por edictos. 


Artículo 193. (Acción del padre o la madre).- Si el padre 
o la madre comparece dentro del término y expresa su voluntad 
de iniciar por sí mismo la investigación, lo hará ajustándose 


al procedimiento fijado por el presente Capítulo. 
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Artículo 194. (No comparecencia) .- Si citado por segunda vez 
y bajo apercibimiento, el padre o la madre no comparece en autos, 
el Juez competente pondrá esta circunstancia en conocimiento del 
Ministerio Públicc quien podrá proponer dos o más personas idóneas 
para que entre ellos se elija el curador "ad litem" del menor, 


quien instaurará y proseguirá la acción. 


Artículo 195. (Administrador legal) .- El Instituto Nacional 
del Menor será el administrador legal de la pensión alimentaria 
que se obtenga como consecuencia de la acción, a la vez que será 
responsable del bienestar, salud y educación del niño o adolescente 


internado en sus dependencias. 


Artículo 196. (Procedimientos).- Las pretensiones que 
conciernen a las cuestiones de investigación de la paternidad 
o maternidad a que refiere el presente Capítulo, se tramitarán 
por el proceso extraordinario previsto en el Código General del 
Proceso (artículos 346, 347, 349 y 350). 


Artículo 197. (Admisión de pruebas) .- En esta clase de juicios 
serán admisibles todas las clases de prueba. La no colaboración 
para su diligenciamiento sin causa justificada, será tenida como 


una presunción simple en su contra. 


El demandado no podrá excepcionarse invocando la mala conductá 
de la madre. 


Deberá oírse preceptivamente al Ministerio Público. 


Artículo 198. (Maniobras artificiosas).- Cuando de la denuncia 
sobre paternidad o maternidad, resultase el empleo de maniobras 
artificiosas, se pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de 
Primera Instancia en lo Penal de Turno en la fecha que se 1nvocó 
el engaño. 
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CAPITULO XVI 


DE LA PERDIDA, LIMITACION, SUSPENSION O REHABILITACION 
DE LA PATRIA POTESTAD 


Artícuio 199. (Competencia) .- Es Juez competente para conocer 
en los juicios de pérdida, limitación, suspensión o rehabilitación 
de la patria potestad, en los casos previstos en los artículos 285, 
286, 295 y 296 del Código Civil, aunque la patria potestad sea 
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo Código, el nrez 
Letrado de Familia en Montevideo y los Jueces Letrados 
Departámentales del domicilio de los padres, y cuando el domicilio 


no sea conocido, el de la residencia del niño o adolescente. 


Artículo 200. (Responsabilidad del Ministerio Público) .- La 
demanda deberá ser deducida por el Ministerio Público siempre 
que tenga conocimiento de alguno de los hechos que puedan dar 


lugar a la pérdida, limitación o suspensión de la patria potestad. 


Cuando el Juez de Familia reciba información fehaciente que 
aconseje la separación de un niño o adolescente de su familia 
de origen, previo asesoramiento técnico, deberá dar cuenta al 
Ministerio Público a fin de que éste determine si ejerce la 


facultad conferida en el inciso anterior. 


En todos los casos, deberá aplicarse lo dispuesto en el 
literal C) del artículo 86 del presente Código. 


Lo dispuesto en este artículo no modifica la posibilidad de 
deducir la demanda por quienes asimismo poseen legitimación activa 
tartículo 289 del Código Civil). 


Artículo 201. (Procedimiento) .- Las pretensiones cue conciernen 
a las cuestiones de limitación, pérdida, suspensión 0 


rehabilitación de la patria potestad, se tramitarán por el proceso 
extraordinario previsto en el Código General del Proceso 
(numeral 23) del arrículo 349, vy artículos 346, 347 y 350). 
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Artículo 202. (Administración de los bienes) .- El Juez Letrado 
de Familia o los Jueces Letrados Departamentales, Cuando lo 
consideren conveniente, podrán entregar la administración de los 
bienes del niño o adolescente a instituciones bancarias de notoria 


responsabilidad. 


Artículo 202. (Reserva) .- No serán de conocimiento público 
las situaciones previstas en los artículos 285, 286, 295 y 296 
del Código Civil. 


No obstante, el Tribunal podrá decidir la publicidad del 
proceso siempre que las partes consintieran en ello (artículo 8” 
de la Ley N”* 16.699, de 25 de abril de 1995). 


CAPITULO XVII 


CONSEJO NACIONAL HONORARIO DE LOS DERECHOS DEL 
NINO Y ADOLESCENTE 


Artículo 204. (Creación) .- Créase el Consejo Nacional Honorario 
de los Derechos del Niño y Adolescente que se integrará con un 
representante del Ministerio de Educación y Cultura, uno del 
Ministerio de Salud Pública, uno del Instituto Nacional del Menor, 
uno del Poder Judicial, uno de la Administración Nacional de 
Educación Pública, uno del Congreso de Intendentes, uno del Colegio 
de Abogados, tres de las organizaciones no gubernamentales y uno 
de las organizaciones privadas, en ambos casos, de promoción y 
atención a la niñez y adolescencia. 


Artículo 205. (Integración).- Los representantes de los 


organismos públicos deberán ser funcionarios de las más altas 


jerarquías. 


Los representantes de las organizaciones no gubernamentales 
y de las organizaciones privadas serán designados en la forma 


que establezca la reglamentación. 
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lo 206. (Convocatorias especiales). - El Consejo podrá 


convocar a sesiones extraordinarias a representantes del Ministerio 


de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Ministerio 


de Relaciones Exteriores, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 


Ministerio del Interior y Oficina de Planeamiento y Presupuesto 


y demás organismos públicos que tengan injerencia en el tema. 


Artículo 207. (Competencia) .- El Consejo que se crea tendrá 


competencia a nivel nacional. Serán sus fines: 


1) 


2) 


3) 


4 
_ 


Coordinar e integrar las políticas sectoriales de 
atención a la niñez y adolescencia y supervisar el diseño 
de las mismas, por parte de las diferentes entidades 


públicas vinculadas al tema. 


Elaborar un documento anual que contemple lo establecido 
en el numeral anterior. 


Solicitar la información necesaria para cumplir los 
cometidos relacionados en los numerales precedentes, 
recabando la misma directamente a los organismos 
competentes, la que deberá ser brindada en el plazo más 


breve. 


Ser oído preceptivamente en la elaboración del informe 
que el Estado debe elevar al Comité sobre los Derechos 
del Niño de las Naciones Unidas (artículo 44 de la 
Convención sobre Derechos del Niño). 


Ser oído preceptivamente en la elaboración de las leyes 
de presupuesto, rendición de cuentas y demás normas que 


tengan relación con la niñez y adolescencia. 


Articulo 208. (Jerarquia).- El Consejo actuará en la órbita 


del Ministerio de Educación y Cultura, cuyo representante lo 


presidirá, el cual establecerá la sede de sus reuniones y asignará 


log recursos necesarios para su funcionamiento. 
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Artículo 209. (Atribuciones).- El Consejo deberá crear 
Comisiones Departamentales, reglamentando su integración y 


funcionamiente. 


Asimismo coordinará e integrará sus politicas con las de las 
Comisiones Honorarias de Promoción de la infancia en Situación 
de Riesgo creadas por el artículo 37 de la Ley N* 16.707, de 12 
de julio de 1995, y con las de la Comisión Asesora Honoraria de 
Ayuda al Niño Carenciado, creada por el artículo 615 de la Ley 
N* 16.736, de 5 de enero de 1996, en sus diversos ámbitos de 


competencia. 
Artículo 210. (Funcionamiento) .- El Consejo dictará su 


reglamento interno de funcionamiento dentro del plazo de sesenta 


días a partir de su instalación. 


CAPITULO XVITI 
REGISTRO DE INFORMACION DE NIÑOS Y ADOLESCENTES 


Artículo 211. (Sistema de datos) .- El Instituto Nacional del 
Menor deberá desarrollar el Sistema Nacional de Información sobre 
Niñez y Adolescencia, que deberá incluir datos sobre el niño o 


adolescente y las instituciones que lo atienden. 


Artículo 212. (Seguimiento).- El Sistema Nacional de 
Información sobre Niñez y Adolescencia deberá generar datos que 
permitan un adecuado seguimiento de la atención del niño 0 
adolescente y de la evolución de la misma, así como generar la 
información necesaria para la formulación de las políticas de 
niñez y adolescencia. 


Artículo 213. (Colaboración) .- 


1) Los distintos Poderes y reparticiones del Estado, 


instituciones privadas y organismos no gubernamentales, 


C.S.-279 


280-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 


deberán aportar los datos e información pertinentes al 
Sistema Nacional de Información “sobre Niñez Y 
Adolescencia, sin perjuicio de la autonomía y competencia 
específica de cada institución pública o privada. 


2) La Suprema Corte de Justicia, a través de sus órganos 
competentes, desarrollará un sistema de información sobre 
niños y adolescentes atendido tanto por la judicatura 


de adolescentes como de familia. 


Los datos manejados por este Sistema Judicial de 
Información tendrán igual régimen y tratamiento que el 
establecido por los artículos 214 y 215 del presente 
Código. 


Artículo 214. (Reserva).- El Instituto Nacional del Menor 
será el custodio de la información contenida en el Sistema Nacional 
de Información sobre Niñez y Adolescencia, por lo que se deberá 
garantizar el uso reservado y confidencial de los datos 
correspondientes a cada niño o adolescente, en concordancia con 
su interés superior y en cumplimiento del derecho a la privacidad 


de su historia personal, como único propietario de la misma. 


Artículo 215. (Limitaciones).- La información relativa a niños 
y adolescentes no podrá ser utilizada como base de datos para 
el rastreo de los mismos, una vez alcanzada la mayoría. 


Los antecedentes judiciales y administrativos de los niños 
o adolescentes que hayan estado en conflicto con la ley, se deberán 
destruir en forma inmediata al cumplir los dieciocho años o al 


cese de la medida. 


CAPITULO XIX 


Artículo 216. (Nueva denominación).- A partir de la 


promilgación del presente Código, el Instituto Nacional del Menor 
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(INAME) pasará a denominarse "Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay" (INAU), manteniendo su carácter de servicio 


descentralizado a todos sus efectos y competencias. 


CAPITULO XX 


DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DEL PRESENTE CODIGO 


Artículo 217.- Derógase la Ley N”* 9.342, de 6 de abril de 
1934 (Código del Niño), sus modificaciones y todas las 
disposiciones legales que se opongan al presente Código. 


Artículo 218.- La derogación dispuesta no alcanza a la Ley 
N* 15.977, de 14 de setiembre de 1988, la que mantiene su vigor, 


en tanto no se oponga a las disposiciones del presente Código. 


Artículo. 219.- Decláranse vigentes las normas que otorgan 
competencia a la Suprema Corte de Justicia para organizar las 
oficinas de tribunales, disponer su fusión o división, asi como 
fijar el régimen de turnos, el de las notificaciones y el de las 
comunicaciones entre los diversos tribunales y servicios 


judiciales. 


Artículo 220.- Derógase el artículo 25 de la Ley N”* 16.707, 
de 12 de julio de 1995, sustitutivo dei artículo 114 de la Ley 
N* 9,342, de 6 de abril de 1934. 


Mantienen su vigencia los artículos 35, 37 y 38 de la misma 


ley. 


Artículo 221.- Deróganse las disposiciones del Código Civil 


que han sido objeto de modificación expresa por el presente Código. 


Artículo 222.- Derégase el Decreto-Ley N”* 15.210, de 9 de 
noviembre de 1981, y la Ley N” 10.674, de 20 de noviembre de 1945, 
y sus modificativas, Ley N” 12.689, de 29 de diciembre de 1959 
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y el Decreto-Ley N” 14.759, de 5 de enero de 1978. 


Artículo 223.- Mantiene su vigor la Ley N” 16.719, de 11 de 
octubre de 1995, 


Artículo 224,- Deróganse los artículos 174 y 241, y el inciso 
primero del artículo 242 del Código Civil, y todas las demás 
disposiciones que se opongan al presente Código. 


Artículo 225. (Instituto del Niño y Adolescente del Uruquay).- 
Desde la publicación oficial del presente Código, se incluirá 
en el texto la denominación del Instituto del Niño y Adolescente 
del Uruguay (INAU). 


Artículo 226. (Entrada en vigencia).- El presente Código 
entrará en vigencia a los ciento veinte días de su promulgación, 
con excepción de los artículos 27, 28, 29, 30 y 31, que lo harán 


de inmediato. 
Salvo los casos en que ya ha recaído sentencia ejecutoriada, 
todos los procedimientos se regirán por las disposiciones del 


presente Código. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 13 de julio de 1999. 


IES Le 
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MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA E C / A 6 h 


Montevideo, 4 2 JUN. 1997 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 


Mensaje No51/P/P- Hugo Batalla 
De nuestra consideración: 


El Poder Ejecutivo tiene el 
honor — de dirigirse a ese Cuerpo a fin de remitir. para su 
consideración, proyecto de Código de la Niñez y Adolescencia. 


y y Este proyecto recoge el 
trabajo elaborado por las comisiones "Especial" y, 
ulteriormente, “de Análisis” oportunamente integradas, tal 
como surge de la exposición de motivos anexa. 


El anteproyecto resultante de 
la tarea de ambas comisiones, merece ser consagrado como norma 
legal, en tanto que supondría una puesta al día del 
ordenamiento en la matería. 


El Poder Ejecutivo saluda al 


Señor Presidente con em mayor consideración. 


JULIO MARIA SANGUINETTI 
SAMUEL LICHTENSZTEJN 
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pr 


MINISTERIO DE EDUCACION Y CULTURA 


PROYECTO DE LEY 


El Senado y la Cámara de Representantes de la República Oriental del Uruguay reunidos en 
Asamblea General: 


DECRETAN 
Artículo 1%- Apruébase el Código de la Niñez y Adolescencia, de conformidad con el 
articulado adjunto. 
Artículo 2>- Cométese al Ministerio de Educación y Cultura la publicación de la edición 
oficial del Código de la Niñez y Adolescencia con los informes de las Comisiones redactoras 


del proyecto, lo que se efectuará con cargo al Tesoro Nacional. 


Artículo 3?- Comuníquese, etc... | 
Montevideo, 12 de ¿junio de 1997. 


SAMUEL LICHTENSZTEJN 
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


Acorde con tas Resoluciones del Poder Ejecutivo de 12 de junio de 1995 y 17 de setiembre de 1996, se 
ha culminado la redacción del Ante-Proyecto de «Código de la Niñez y Adolescencian.- 


La labor ha sido muy ardua, correspondiendo a la primera Comisión Especial estructurar los lineamientos 
básicos que permitieron la incorporación a la normativa vigente de las normas de la Convención de los Dere- 
chos del Niño e instrumentos internacionales a los que adhirió Uruguay, relativos al mismo tema.- 


Le correspondió a la Comisión de Análisis completar la tarea mediante algunas modificaciones, incor- 
poración de normas que creyó oportuno establecer con el fin de perfeccionar el texto original.- 


La exposición de motivos que se brinda a consideración de las autoridades nacionales, resume el 
quehacer de ambas Comisiones. - 


1.-Nos preocupó en primer término la problemática de la adecuación de los principios de la Conven- 
ción de los Derechos del Niño, con una dispersa normativa, la que se integra con el Código del Niño, leyes y 
reglamentos que lo complementan y modifican, y el elenco de Códigos anteriores o contemporáneos a esa 
época, y aún posteriorés, contentivos de previsiones expresas respecto a la minoridad, sus derechos y obliga- 
ciones.- 


La eventualidad del mantenimiento o derogación de normas que responden a instituciones arraigadas 
desde hace más de medio siglo, como las de filiación, patria potestad, investigación de la paternidad, adop- 
ción, legitimación adoptiva en el orden civil y todo el sistema de garantías que debe brindársele al menor 
abandonado e infractor en el ámbito del nuevo derecho custodial, planteó grandes preocupaciones y fueron 
motivo de muy profundos estudios.- 


11.-Fue tarea muy prolija y esctarecedora el examen de los instrumentos internacionales de protección, 
emanados del sistema de Naciones Unidas, como de la Organización de Estados Americanos, tanto reconoci- 
) dos por nuestro país en lo forma requerida para su validez interna por los textos constitucionales, como los 
incorporados por voluntad del legislador directamente al ordenamiento positivo, como la Convención sobre 
Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, Ley N* 15.737 de 22 de marzo de 1985 y la propia 
Convención sobre los Derechos dei Niño, Ley N” 16.137 de 28 de setiembre de 1990, como al de aquellos que 
no gozan de poder vinculante pero cuyas pautas han merecido la atención del poder político y, aún, la costum- 
bre internacional, reconocida por ilustres maestros, Jiménez de Aréchaga y Gros Spiell, como integrantes 
también del ordenamiento jurídico nacional.- 


tHl.-En tercer término, y de acuerdo al objetivo prioritario del Gobierno de «generar políticas orienta- 
dos a mejorar las condiciones de vida y desarrollo de la niñez y adolescencia», analizamos un conjunta de 
poutas generales que nos brindó el derecho comparado relacionadas con las políticas sociales básicas de 
rango constitucional, encaradas como deber del Estado y derecho de todos (salud y educación), con las políti- 
cos asistenciales de carácter compensatorio y las de protección especial, concretadas en las garantías jurldicas 
de los niños y adolescentes en situación de riesgo personal o social.- 


Logramos pergeñar propuestas que pretenden contemplar tas primeras inquietudes planteadas. - 


Entendemos que la creación de un Consejo Nacional Honorario, integrado por personalidades de 
gran respeto y notoria versación en la materia, de carácter consultivo y con facultades de coordinación con tos 
distintos órganos públicos relacionados con la minoridad puede servir de elemento catalizador de las corrien- 
tes ideológicas en la especialidad.- 


IV.-No fue ajena a esta Comisión la necesidad de analizar los sistemas de administración, la distribu- 
ción de competencias entre los distintos órganos legislativamente creados por el Código de! Niño y las modi- 
ficaciones introducidas por la Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, que creó el Instituto Nacional del 
Menor, y la Ley N* 15.750 de organización Je la Judicatura, así como su funcionamiento y la eventual ratifica- 
ción o modificación del sistema a lo luz de los soluciones de fondo proyectodas.- — > 
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Se analizaron las tres formas de administración de Justicia, judicial, administrativa y mixta, distinción 
coincidente con la que manejan los encuentros internacionales y que han plasmado los cuerpos legislativos 
latinoamericanos. - 


Sin perjuicio de reconocer los bondades y defectos, así como insoslayables dificultades económicas 
para instrumentarlas, hemos preferido continuar con el sistema ¡jurisdicciona! y las garantías que brinda la 
organización judicial de nuestro país, sin perjuicio de la extensión de potestades administrativas al Instituto 
Nacional del Menor derivada de la desjudicialización de todas aquellas situaciones que no ameriten la movi- 
lización de los resortes jurisdiccionales.- 


La Constitución Naclonea!.- 


En el vértica de todo el sistema tomamos como punto de partida y referencia ineludible la Reforma 
Constitucional elaborada por la lll Convención Constituyente (1933-4) aprobada en el Plebiscito del 19 de 
abril de 1934, y vigente desde el 18 de mayo de ese año..- 


Dos hechos históricos coincidentes, la sanción del Código del Niño (6 de abril de 1934) y del Código 
Panal (19 de agosto de 1934) señalaron desde esa época el marco jurídico dentro del que se descrrolló durante 
más de cincuenta años la problemática del menor.- 


La parte dogmática constitucional traducida en fórmulas de contenido solidarista, y la enumeración de 
derechos, deberes y gorantías se reiteran y amplían en las Cartas posteriores hasta la vigente.- 


Fijamos posición en cuanto a que la Constitución de 1934 consagra el principio de que el marco basal 
sobre el que $e estructura nuestra sociedad es la fomilia, poniendo u cargo del Estado, el velar «por el fomento 
social» de ella, concepción que acentúa la Constitución de 1967 en cuanto precisa que el «velar», comprende 
la estabilidad moral y material, para «la mejor formación de los hijos dentro de la sociedad».- 


Reta señala con agudeza que se erige a la fomilio no solo como entidad biológica y moral, sino 
también económica y social (Protección juridico penal de la familia, 1956), y Gelsi Bidart puntualiza 
coincidentemente, que «se trata de una norma de política familiar, comprometiendo al Estado a impedir la 
extinción o realizar los esfuerzos necesarios, en cuanto Estado, pora que la familia pueda cumplir con sus 
objetivos» (Gelsi Bidart: Un punto de partida: ubicación en la política familiar. T. 1 - 1988, pag. 17).- 


En esa concepción social, económica y jurídica, aparece con carácter singular la protección de los 
niños y adolescentes.- 


Se concluyó el análisis afirmando que el destino prístino de dichas normas es, indudablemente, el niño 
y adolescente, cualquiera que fuere su situación jurídica, propendiendo a que estos alcancen «su plena capa- 
cidad corporal, intelectual y social», sea respecto de aquellos que gozan de todo el amparo familiar, como de 
los que no lo tienen, o de aquellos que dentro de una u otra situación se encuentran afectados por situaciones 
fácticas violatorias del orden penal y, consecuentemente expuestos a ser víctimas, a su vez, de la violación de 
sus derechos constitucionalmente protegidos.- 

Ya desde 1934 se impuso a fa Ley la adopción de medidas consideradas «necesarias» para que la 
infancia y juventud sean protegidas contra el abandono corporal, intelectual o moral de sus padres o tutores, 
así como contra la explotación y el obuson, como deber y derechos de los padres «el cuidado y educación de los 
hijos», equiparando en cuanto a tales deberes, tanto a los hijos legítimos como a los nacidos fuera del matri- 
monio, y a la maternidad como objeto de consideración especial, en cuanto cualquiera sea su consideración y 
estado «tienen derecho « la protección de la sociedad y a su asistencia en caso de desamparo».- 


En orden a la minoridad con problemas con la ley penal, el Único artículo relotivo a la llamada «delin- 
cuencia juvenilo pone a cargo de la Ley la formulación de un régimen especial, permitiendo por esta vía, la 
introducción de las soluciones que brinda la doctrina más avanzada y el derecho internacional respecto al 
tratamiento de los niños y adolescentes abandonados y de los infractores.- 


Se considera que este es el programa político minimo de ralz tonstitucional sobre el que se proyectan 
los lineamientos generales de protección a la niñez y adolescencia, especialmente en cuanto significan situar 
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al niño y adolescente como «sujeto de derecho» ante los riesgos de uvasallamiento de su «status jurídico», en 
los tres módulos tradicionales, poticía, justicia, ejecución.- 


Debe reconocer, sin embargo, que el sistema de garantías que debieron observarse, consagradas para 
todos los habitantes de la República (arts. 15, 16), no fueron aplicadas a la regulación de los procedimientos 
de la justicia minoril hasta hace muy pocos años.- 


Los Jueces y Fiscales de nuestro pals circunscribieron sus decisiones a la normativa creada por el 
Código del Niño y sus leyes complementarias.- 


Ordenamiento legal: 


Dentro del ordenamiento legal, se consideró prioritariamente el Código de! Niño de 1934, el Código 
Penal de 1934 y el Anteproyecto del «Código del Menor de 1994».- 


Se valoraron los juicios positivos que mereció el Código de! Niño, considerado en su época como uno 
de los textos más completos sobre la materia, a nivel mundial (Zaffaroni: «Sistemas penales y Derechos Humo- 
nos en América Latina» - Informe final, pag. 239), aún cuando debemos aclarar que consagró, apartándose 
del espíritu de la Constitución de 1934, la docirina de la «situación irregular», actualmente superada en todos 
los sistemas del derecho minoril.- 


Simultáneamente, la sunción del Código Penal vigente hasta ahora, introdujo normas especificas en el 
derecho de fondo respecto u la imputabilidad, a las circunstancias atenuantes, a las medidos de seguridad 
educativas y cousas de impunidad, y a las hipótesis delictivas, tanto de autor, coautor, cómplice, o víctima del 
hecho, conceptos que hemos debido revisar conforme a la nueva concepción que consagra el Proyecto respec- 
to a los llamados adolescentes infractores.- 


En el sistema procedimiental, el Código del Proceso Penal, sancionado por Decreto-Ley N* 15.032, de 
7 de julio de 1980, consagró un conjunto de garantías que tampoco fueron puestas en práctica respecto a los 
rienores en conflicto con la ley.- 


En el ámbito del orden administrativo, cabe recordar, porque ello explicaría la mayor parte de los 
problemas actuales por los que atraviesa el sistema, que durante el periodo autoritario se eliminaron todas las 
facultades de control que ejercía el Poder Judicial sobre los centros de reclusión de menores.- 


El Decreto Presidencial de 23 de junio de 1979, bojo el pretexto de unificar los criterios que permitie- 
ron establecer una coordinación efectiva en los servicios que cumplen la Judicatura de Menores y el Consejo 
del Niño, dispuso que la derivación de los internados en los distintos establecimientos de Montevideo, así 
como los traslados y egresos, se realizaría por intermedio de las autoridades administrativas. Y ello fue fuente 
de conflictos permanentes, en desmedro de la protección de los derechos de los internados. - 


Con las autoridades de INAME, hemos logrado instrumentar un sistema de coordinación en cuanto a 
ingresos, egresos y control de los establecimientos durante la ejecución de las medidas educativas, con el que 
aspiramos a superar las desinteligencias creadas. - 


En la parte relativa al orden civil y del trabajo, se ha realizado un exhaustivo análisis de la legislación 
vigente manteniendo los perfiles clásicos de los institutos, pero adecuándolos a la normativa de la Convención 
de los Derechos del Niño.- 


instrumentos internacionales: 


La falta de aplicación de los instrumentos internacionales en nuestro país, no posibilitó el enfoque 
innovador y potencialmente fecundo que de ellos emanan.- 


Sus destinatarios: todos los seres humanos, desde fuego los niños, no gozaron de las garantias allí 
establecidas. - a 
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El primer sistema de protección provino del pensamiento jurídico americano posterior al Código de 

1934 cristalizado en la «Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre» (aprobada en la 9? 

Conferencia Internacional Americana, Bogotá, Colombia, abril de 1948), mediante un conjunto de principios, 

vida, seguridad, libertad, integridad, educación, salud! Mienestar, trabajo, seguridad social referidos u la per- 

sona, constitución y profección de la familia, la maternidad, la infancia; reglas de las relaciones procesales; 

deberes para con la sociedad, con los hijos y los padres, de osistencia y seguridad social, conformaron un 
ideario vigente desde 1948, que posó desapercibido para nuestros niños y adolescentes.- 


Fue igualmente desconocido en la praxis todo el elenco de instrumentos de Naciones Unidas que 
reiteran iguales principios, la Declaración Universal de Derechos Humanos (10/X11/948), el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y Protoco- 
lo Adicional, incorporados al ordenamiento interno por Ley N* 13.751 de 11/V11/969; las Reglas Mínimas para 
fa Administración de la justicia de Menores (Reglas de Beijing, 29/X1/985); Directrices para la Prevención de la 
Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad, 14/X41/990); Convención contra la tortura (10/X11/984]; Declaración 
sobre los principios sociales y jurídicos relativos a la Protección y Bienestar de los Niños, con particular referen- 
cia a la adopción y a la colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e internacional de 3/X11/986 
y en el sistema de protección de la Organización de Estados Americanos (O,E.A.] la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica (Ley N* 15.737 de 8/11/985). A través de este 
último documento se ha otorgado poder vinculante au todos los instrumentos internacionales citados, especial- 
mente lo Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre - art. 9.- 


El estudio de estas fuentes nos enfrentó u las tendencias dominantes en el proceso dinámico de adop- 
tación del Derecho a los cambiantes momentos históricos y sus necesidades sociales.- 


Debemos reconocer que a los encargados de llevar a cabo la aplicación de esos principios, especial- 
mente jueces y fiscales y promover la complementación que requería el Código del Niño, les faltó el asesora- 
miento de la doctrina sobre los métodos y técnicos que conducen a determinar si cierta norma o normas han 
recibido ese sello que les permite penetrarios en el campo de la justicia minoril.- 


E! principio general plasmado en e! art. 4? del Proyecto, pretende superar para el futuro la aplicación 
de los instrumentos internacionales a la problemática del menor al consagrar el principio que asegura la 
garantía supranacional brindada a la persona del niño o adolescente como tal. Lo que supone que en caso de 
viotación de los derechos humonos o sistemas de garantías podrán acudir en el futuro por sí o sus representares 
legales, ante los organismos internacionales, responsabilizando, por esta vía, al propio Estado. - 


La idea se genera en torno a los mecanismos jurisdiccionales, Corte Interamericana de Derechos 
Humanos creada por el Pacto de San José de Costa Rica, respecto a la cual Uruguay ha aceptado la jurisdicción 
contenciosa, Hameada a interveniren los cosos de conculcación de derechos de los niños y adolescentes cuando 
el derecho interno no les haya brindado esas garantías legítimas.- 


CONSAGRACIÓN DÉ NORMAS PÁSICAS 


Se inicia con este Proyecto una nueva filosofía en relación con la situación de los niños y adolescentes, 
basada en el amplio reconocimiento de sus derechos, obligaciones y garantías, la integración a la sociedad 
como sujetos activos, participativos y creativos, con capacidad progresiva para ajercerlos y transformar su 
propio medio personal y social de futuro.- 


En e! Capítulo | se precisa el concepto de niño y adolescente debido al distinto tratumiento que en 
razón de la edad se acuerdo a unos y otros. Se establecen cuatro principios básicos: el de que tados los niños 
y adolescentes, «son titulares de derechos, deberes y garantíos inherentes a su calidad de persona humana; 
consagrado en la Convención de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, tanto en el orden 
nacional como internacional; el de la corresponsabilidad en el compromiso de lograr la efectividad a cargo, de 
los padres, la familia, la comunidad y el Estado; el de que el Estado deberá actuar en las tareas de orientación 
y fijación de los políticas generales aplicables a las distintas áreas vinculadas a la minoridad y la familia, 
coordinando las actividades públicas y privadas que se cumplan en tales áreas, y el de que en la integración de 
las normas se deberá tener siempre en cuenta el «interós superior del niño».- 
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No se distinguen niños o adolescentes de una u otra categoría o condición social, origen, educación, 
roza, situación económica, sino que son reconocidos como titulares sujeto de derechos inherentes a su condi- 
ción humana.- : 


Lo consagración legal de esos cuatro principios, constituyen la expresión de la política medutar de la 
Convención y deriva de allí las cualidades del elenco de derechos, deberes y garantías tanto de los niños y 
adolescentes, como de los padres o responsables, de la Comunidad y del Estado. -- 


Presupuestos de protección: 


En el Capítulo 1, se han ideado presupuestos de protección en torno a los cuales se agrupan las 
normas relativas a los temas bósicos.- , 


El primero lo constituye el de la supervivencia, comprensivo del derecho intrínseco a la vida, al disfrute 
del más alto nivel posible de salud y atención integral de la misma, a fa alimentación y bienestar; luego el 
integrado por principios tan importantes como el derecho a lo educación y cultura, esparcimiento y a gozar de 
condiciones de vida decorosa en compañía de su familia, y Un tercer eje, tal vez el que ha concitado más 
atención y cuidado, en el que se encarta el derecho al disfrute de sus padres y familia, - 


La protección que se brinda al adulto con capacidad diferente se basa en el criterio de que dichas 
personas permanecen psicológicamente en medios que no superan la niñez o adolescencia. $e entiende que 
el Estado está obligado a apoyar a los padres o responsables brindando en estas situaciones a los afectados 
adultos la posibilidad de asistir a centros diferenciales que los apoyen, los eduquen y los preparen para desem- 
peñarse.- - 


Politicas Sociales: 


En los tres Capítulos siguientes, se pretende asegurar la efectividad de dichos derechos, me- 

"diante el desarrollo de las correlativas obligaciones puestas a cargo de los mismos niños o adolescentes, sus 

padres y el Estado, asi coma la necesidad de implementar un sistema de políticas sociales básicas, complemen- 

tarias y de protección especial, de carácter integral que incluya la coordinación entre las Instituciones Estatales 
y las no Estatales.- 


Se trato de avanzar en la definición de un Sistema de Atención integral a la infancia y adolescencia, 
visualizado desde la Declaración y el Plan de Acción adoptados por la Cumbre Mundial en favor de lo Infancia 
(setiembre 1990) y el Plan de Acción en favor de la Infancia preparado para Uruguay por la Cooperación 
Técnica OPP/BID y la colaboración de UNICEF (1992), por el sector académico y por las conclusiones de 
numerosos Seminarios y Jomados organizados por Instituciones Públicas y no Gubernamentales, coma la 
única respuesta idónea para superar el bloqueo de las Políticas Sociales. En esto coinciden incluso los diagnós- 
ticos de la Cooperación Técnica OPP/BID.- 


Asi el 19 Congreso Uruguayo de Pediatría, en sus consideraciones finales establece «elaborar un 
nuevo modelo de definición y planificación de políticas sociales que integre a los diversos actores responsables de 
las mismas, fundamentalmente los servicios institucionales, las organizaciones sociales y no gubernamentales, 
rescatando el conocimiento y participoción de los individuos y las familias en la solución de sus propios proble- 
mas», junio 1993.- 


En el mismo sentido se expresan las Organizaciones No Gubernamentales en setiembre de 1995: 
adebe incluirse [en la nueva ley) la definición de los principios rectores de las políticas sociales para ta niñez y 
adolescencia, con énfasis en la incorporación de lo familia como sujeto de las estrategias y acciones a delfi- 
nir»,... y la creación de instancias de coordincción que incluyan a los diferentes responsables de las políticas en 
el área, tanto del sector público coma del no gubernamental. - 


Y del informe de UNICEF: «Que ofrece Uruguay a sus niños» Políticos sociales y compromiso político - 
1994 - extractamos: «Es inevitable reconocer que algunos de las instituciones incorporadas a partir de la Consti- 
tución de 1966 con la intención de favorecer la implementación de un sistema coordinado de políticas sociales, 
no han logrado aún su objetivo. En el correr de los casi 30 años transcurridos, las políticas sociales se han _ 
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caracterizado más bien por la multiplicidad de programas, la falta de mecanismos de coordinación y una visión 
sectorlalista de las necesidades. Por otra parte, las propuestas de solución a los problemas sociales se han centra- 
do más en los instrumentos y los recursos disponibles en la esfera pública que en la participación de la sociedad 
civil. La situación actual de las políticas de infancia es atributario de dichos condiciones». 
EN 

Se entendió que tanto del análisis técnico como de la concepción de los derechos del niño, surge la 
necesidad ineludible de establecer una norma que permitiera crear la estruciura funcional del sostén al Siste- 
mo Integral de Políticas para la Niñez y Adolescencia, de acuardo al art. 19.- 


Así surge la creación del Consejo Nacional de Derechos del Niño y Adolescente, recoge los fundamen- 
tos antedichos en su finalidad y establece en su integración los organismos estatales percibidos como controles 
en las políticas específicas, así como la forma de representación de las organizaciones de la sociedad civil.- 


Los principios generales de la Politica de Atención a la Niñez y Adolescencia, ast como los criterios 
rectores y las líneas de acción constituyen la estructura ética y jurídica de la propuesta en esta área, que son los 
cimientos que asegurarán la solidez del sistema, en los niveles macro, meso y micro social.- 


Reconociendo que la formulación de las políticas constituye tarea intransferible del Estado, se propone 
desde él mismo, integrar tas capacidades de los diferentes actores sociales, de modo de ld el conoci- 
miento y los recursos humanos, materiales y financieros que existen en ambos.- 


Al mismo tiempo seró posible dar mayor estabilidad a las políticas, al establecer mecanismos que 
oseguran en el plano institucional y legal, su continuidad y su constitución en Políticas de Estado.- 


Se ha creído necesario.afirmar que la salvaguarda de estos principios se confía con carácter obligato- 
rio a dos órganos competentes del Poder Judicial.- 


En su mérito se introduce en forma expresa el derecho a la jurisdicción, el que comporta la posibilidad 
de acudir.a los tribuneles y ejercer los actos procesales en defensa de todos los derechos y ta obligatoriedad de 
su atención por los jueces, Este recurso se refiere tanto a la problemática de los hijos de familia en situación 
normal como de los abandonados e infractores.- 


Niños y Adolescentes infractores y abandonados: 


En pocos instancias de los políticas para los niños y adolescentes se han planteado tantos dilemas 
como en las relativas a los conflictos con la ley penal y las situaciones de abandono. - 


1,-En esta problemática se tuvo en consideración las posiciones dogmáticas imperantes, especialmente 
en cuanto a su consagración legal en el Código del Niño, y la situación jurídica creada a la niñez y adolescen- 
cia a raíz de la adopción por esta normativa de la doctrina de la «situación irregular».- 


En este contexto se analizaron dos posiciones, actualmente superadas como paradigmas de la futura 
normativa: la del «retribucionismo histórico» y la del llamado «paternalismo ingenuo». - 


Se descartó la primera en cuanto resuelve que el derecho penal significa el desideratum de las solucio- 
nes en el sentido de que el aumento constante de los tipos penales, de los sanciones, y la baja de la imputabilidad, 
serfan los únicos instrumentos con poder suficiente como para superar todos los problemas sociales.- 


Ninguna de ambos pautas son aconsejables; en experiencias en nuestro país ha demostrado que el 
aumento de la criminalización y el supuesto de la pena no han surtido et ansiado efecto catalizador tan 
necesario para la seguridad ciudadana, La baja de la edad de la imputabilidad no produce otra consecuencia 
que la severización del sistema penal mediante el ingreso temprano de los adolescentes en el ámbito peniten- 
ciario común, conculcador de los derechos humanos consagrados en forma amplísima por la normativa más 
moderna.- 


La teoría poternalista descarta la aplicación del derecho penal. Generalmente encuadrando la edad 
de la imputabilidad después de los 18 años. Los menores de eso edad serían incapaces de cometer violaciones... 
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penales graves, y para el coso de que llegaran a cometerlos no deberían ser objeto de ningún tipo de sanción 
retributiva, en atención a su escasa comprensión del hecho lesivo, cualquiera sea la entidad del mismo.- 


En las dos hipótesis - sea la represiva como la paternalista - el niño o adolescente es tratado y manipu- 
lado, a criterio de jueces, fiscales y autoridades administrativas, como un objeto dentro del contexto genera! 
del sistema, aún cuando el discurso se oriente hacia la mentada protección.- 


Ánte esta conclusiones negativas, nos inclinamos decididamente por la consagración, en términos 
amplios, de la «Doctrina de las Naciones Unidas de la Protección Integral de la Infancia», consagrada en los 
instrumentos internacionales que le dan vida, citadas en el artículo 4 - cuyo resultado primigenio eleva al niño 
4 adolescente de la categoría de objeto a la de sujeto de todos los derechos reconocidos a la penalidad 

umena.- 


En el Capítulo VIE, numeral E, se establece la delimitación de competencias en vía jurisdiccional y 
administratlva.- 


En vía jurisdiccional se afirma la de los tribunales siguiendo la Ley N? 15.750 de 24 de junio de 1985, 
con excepción de la competencia de los Juzgados de Menores a quienes se les asigna en forma exclusiva las 
procedimientos en las infracciones juveniles u ta ley penal.- 


La competencia de urgencia asignada a los Juzgados de Familia colmaría una de tas necesidades más 
urgentes dentro dal sector de niños y adolescentes que no ingresan al sistema penal.- 


En vía administrativa, la competencia del instituto Nacional del Menor permanece enmarcada dentro 
de los cometidos específicos señalados por la Lay 15.977 de 14 de setiembre de 1988.- 


Se ha prestado especial atención a los planes de estructura interna que se propone desarrollar el 
INAME con miras a lograr la excelencia de sus cometidos y la adecuación a la normativa que se proyecta 
[Informe de 20/X1/96).. 


El sistema de Cifras es demostración acabada de la responsabilidad que recae sobre el Instituto.- 


La atención de 43.672 niños, niñas, adolescentes y familiares en distintas modalidades de acción, da 
cuenta de un despliegue permanente de tareas que le han sido confiadas con la finalidad de atender los 
problemas de la niñez y adolascencia «en el interés superior» de éstos. La composición del cuadro estadístico 
revela que la asistencia que sa registro en el Interior es notoriamente más significativa que la de Montevideo. 
Aunque no se explicitan las causos, es posible atribuirlas o las carencias económicas en los cortos suburbanos, 
lo que obligaría a intensificar la acción que deben daspiegor los distintos centros diurnos y de internación, así 
como la colaboración que necesariamente deben prestar los órganos municipales, especialmente encargados 
de las Comisiones de Apoyo.- 


Se permita además señalar como signos positivos: 1) La capacitación que han adquirido los funciona- 
rios de! Instituto y los planes que en et futuro se proyecta desarrollar; 2) La gran dedicación que demuestran los 
funcionarios del Servicio en los distintos sectores de la actividad interna; 3) La selección de los hogares de 
apoyó tendente a crear el clima familiar que requiere el niño y adolescente a quienes sé les separa de su 
familia de origen; 4) La preocupación por desinstitucionalizar los niños abandonados y victimas de violencias 
varias; 5) El fortalecimiento del plan CAIF; 6) El fortalecimiento de los sistemas preventivos; 7) La coluboración 
de los medios de comunicación en relación con la difusión de los derechos de los niños; 8) La promoción de 
más centros de esparcimiento y relación familiar; 9) La creación del Instituto Técnico de Educación Juvenil, 
para el estudio del menor infractor, y los convenios de medio abierto y libertad csistida; 10) El apoyo que se 
programa para el egrasado.- 


En relación con las organizaciones civiles debe destacarse la contribución de las mujeres uruguayas, 
las que no limitan sus tareas al hogar, sino que dedican gran parte de su tiempo libre a trabojos en Bien de la 
comunidad, especialmente relativos a la educación, salud y alimentos a través de los convenios de amparo, 
subsidios y personales, de manera de crear un sistema óptimo de prevención. Ellas serán instrumertos esen- 
ciales a los fines propuestos en este Proyecto.- 
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En el Numeral ll de este mismo Capítulo, trata de los adolescentes y las infracciones juveniles.- 


Las infracciones juveniles a la ley penal, cuya responsabilidad se efectiviza, como se ha dicho, en los 
adolescentes a partir de los 12 hosta los 18 años no cumplidos, ha merecido un cuidadoso estudio.- 


Entre los aspectos más novedosos, se inscribe el de la enumeración de carácter taxativo de las infrac- 
ciones juveniles a la ley penal, seleccionadas entre las figuras delictivas del Código Penal y de la Ley de 
Seguridad Ciudadana.- 


El propósito es el de acentuar el sentido humanitario del derecho juvenil, consagrando normativa 
propia y eliminar figuras delictivas inaplicables. El principio de legalidad se encuadra en un marco acorde con 
la realidad que se observa en el comportamiento infraccional de los adolescentes.- 


Se considera necesario que fos jueces apliquen el principio de oportunidad de la forma más adecuada 
a la situación que debe enfrentar, de manera que produzcan la menor lesividad a los derechos de los udoles- 
centes.- 


En este contexto se dispone que el Juez examine cada uno de los elementos constitutivos de la respon- 
sabilidad, de las circunstancias que eximen de la aplicación de medidas o que aminoren su gravedad, así como 
el número de infracciones e infractores, teniendo en cuenta la condición de adolescente y los presupuestos de 
perseguibilidad de la acción. La Comisión entiende que de esta manera se contribuye a asegurar el respeto de 
los derechos humanos frente a los padecimientos que origina el proceso.- 


El Capítulo VII, numeral Í, consagra, indudablemente, principios de importancia fundamental en 
relación con el estatuto jurídico de los adolescentes infraoctores.- 


El juzgamiento por los jueces competentes en conformidad a los procedimientos especiales estableci- 
dos en el Código, y el principio de legalidad, según el cual los uadolescentes solo pueden ser responsabilizados 
como autores, coautores o cómplices del elenco de infracciones tipificados por el art. 27 constituyen las goran- 
tias primigenias del debido proceso.- , 


La responsabilidad ha sido fijada por el literal b) del artículo 29 entre los 12 y 18 años incompletos, 
considerados como inimputables en relación con la normativa penal común pero responsables de las infrac- 
ciones juveniles; los menores de 12 años no entran al sistema infraccional.- Los enfermos mentales mayores 
de 12 años, si son sometidos a proceso, se les conceden todas las garantías otorgadas por la ley a los infractores, 
con la salvedad de que si son declarartos insonos serán sometidos a medidas curativas con o sin internación en 
centros adecuados, según el tratamiento que disponga el Juer.- 


Los restantes principios a que alude el art, 29 reiteran los preceptos constitucionales y la normativa de 
los instrumentos internacionales, especialmente la Convención de los Derechos del Niño, Pacto de San José de 
Costa Rica y Reglas de Riad.- 


El espíritu de la Convención, que se traduce en las normas proyectadas en el numeral li (artículos 30 y 
ss), jerarquiza las funciones del juez de Menores, en cuanto se le sitúa como director del proceso, pero reduce 
su morgen de discrecionalidad, consagrando un diálogo donde domina la inmediación y el libre debate, sobre 
lodo en lo que hace a la intervención preceptiva, bajo pena de nulidad, del adolescente, de la defensa y del 
Ministerio Público. Los padres o representantes legales y los técnicos asesores del Juez, son eventualmente 
actores necesorios en todo ese proceso.- 


Los experiencias que brindaran la puesta en funcionamiento la Acordada N* 7236 de la Suprema 
Corte de Justicia y la Ley de Seguridad Ciudadana, ha sido de indudable valor como avance positivo de la 
doctrina de protección integral.- 


MEDIDAS SOCIO EDUCATIVAS: 


Las medidas socio-educativas, previstas en el numeral Ill, arts. 32 y siguientes, ofrecen opciones diná- 
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micos de contenido altamente resocializador.- 
Se distinguen aquellas no privativas de libertad, de las privativas de libertad. - 


Las primeras son aplicables a toda clase de infracciones, se sigue el principio de legalidad, enumera- 
ción taxativa de las mismas, como en las privativas de libertad no puede imponerse más que una sanción, 
fijando a su vez, límites razonables de duración en cada una de ellas.- 


Respecto a las segundas se ha previsto un criterio restrictivo, aplicable solo a los adolescentes declara- 
dos responsables por sentencia ejecutoriada, autores de infracciones juveniles gravísimas o a los que habiendo 
sido declarados por sentencia ejecutoriada, responsables de una infracción juvenil gravísima o grave, han 
infringido en forma reiterada las medidas aplicadas por el Juez.- 


Tendrán una duración máxima de cinco años; deberán guardar proporcionalidad con ta infracción. Y 
en ningún cúso el adolescente que al llegar a los 18 años permonece sujeto a medidas, cumplirá lo que le resta 
en establecimientos destinados a los adultos.- 


Pero no son obligatorias para el Juez, se aplicarán solo cuando no existan otras medidas adecuadas 
dentro de las no privativos de libartad.- 


En relación con su cumplimiento se consagra un principio fundamenta! cual es el de la responsabilidad 
exclusiva, irrenunciabie e indelegable del Estado.- 


Es al Estado el quien corresponde el asegurar que los espacios físicos donde recluyen a los que los 
sufren, ofrezcan condiciones que les permitan desarrollar la vida de encierro compatible con su calidad de 
titulares de los derechos humanos consagrados en la Constitución Nacional, art. 26 inc. 2%, y los instrumentos 
internacionales ratificados por el país; asegurar la copacitación de los funcionarios dedicados a sis cuidado, 
controlar y sancionar los frecuentes conflictos derivados del poder ejercido arbitrariamente, el acoso sexual, el 
fomento de los vicios sociales; asegurar la prestación de los servicios de salud, educación y sustento adecua- 
dos; proporcionar lugares de recreo, el goce de los espacios libres, el gozar del sol de todos los días, de las 
horas de descoriso, de la compañia de sus padres o responsables, familiares y amigos, en definitiva, el sentirse 
bien a pesar de su limitada libertad.- 


No podrán sustituirse estes obligaciones delegando en la sociedad civil cometidos similares dentro de 
los establecimientos de reclusión. Lo antes dicho es tarea exclusiva del Estado y excluye toda intervención de 
terceras ajenos a su elenco institucional. - 


El control de su cumplimiento queda a cargo, tanto de los Jueces de Menores, como de la autoridad 
administrativa, los primeros deberán visitar por lo menos una vez al mes los centros de reclusión, recibir y 
llevar a cabo las diligencias necesorias para el esclarecimiento de las reclamaciones y disponer las medidos 
que más convengan al interés superior del adolescente; los segundos, deberán reglamentar el funcionamiento 
de los centros de reclusión a la vez que dur cuenta al Juez de como se cumplen las medidos.- 


El buen relacionamiento de ambas autoridades en este módulo de ejecución es uno de los aspectos 
más sensibles de todo el sistema.- E 


En el Capítulo 1X - De la Filiación - se ha concretado un programa mínimo, respetando, en lo sustan- 
cial, los institutos básicas del Código Civil. Empero la filosofía de la Convención de los Derechos del Niño, y la 
consagración de su estado como sujetos de derechos, determinó la atribución de una normativa moderna 
caracterizada por la eliminación de requisitos innecasarios paro el perfeccionamiento de los actos ¡jurídicos.-. 


Se considera una conquista importania el haber consagrado el derecho a la filiación, dotándolo al 
niño y adolescente de la posibilidad de iniciar las acciones tendentes a la averiguación de quienes son sus 
padres; imponer dentro de ese contexto la obligación por parte de los institutos maternales públicos o privados 
del.registro de la impresión plantal y digitat del recién nacido; la inscripción de los apellidos de sus padres 
biológicos; el reconocimiento de los hijos propios cualquiera fuere et estada civil; el reconocimiento por la 
madre cualquiera fuere su edad y por el padre una yez cumplidos los 16 años; ta posibilidad de que el 
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adolescente una vez cumplidos los 12 años y hasta los 18 años puede expresar ante el Oficial del Registro del 
Estado Civil su voluntad de seguir usando sus apellidos de origen.- 


El régimen de tenencia de los padres separados se ha tornado un acto donde prima la voluntad de 
estos, y en su defecto la decisión de! Juez de Familia, quien tendrá en cuenta directivos expresas con el fin de 
asegurar el interés superior del niño.- 


De igual forma se prevé la tenencia de niños o adolescentes por terceros y las obligaciones que com- 
porta.- 


Los visitas no ofrecen dificultad alguna, salva en los casos de incumplimiento y sus variaciones, sin 
perjuicio de las sanciones pecuniarias que fije el juez, a instancia de porte o de oficio, cuyo producido será en 
beneficio del menor. Se tiene la esperanza que con esta medida se eviten los frecuentes procesos que se 
plantean en estrados judiciales, cuyas dilaciones redundan en perjuicio del menor.- 


El Capítulo X se dedica a regular el deber de alimentos como expresión de asistencia familiar, consti- 
tuido por los deberes a cargo de los integrantes de la familia y otros legalmente asimilados, con la finalidad de 
proteger moral y materialmente al grupo familiar.- 


Se ha definido el concepto de alimentos en forma muy amplia, constituido por las prestaciones dinerarias 
o en especie que sean bastantes paro satistacer las necesidades relativas al sustento, habitación, vestimenta, 
atención médica y los gastos necesarios para adquirir una profesión u oficio, cultura y recreación. - 


La obligación se extiende a los gastos de atención de la madre durante el embarazo, desde la concep- 
ción hasta el post-parto.- 


En cuanto a la forma de prestación - dinerarias o en especie - se ha preferido que la misma se efectivice 
en dinero, y solo en casos excepcionales en especie. La doctrina más recibida rechaza la prestación en especie, 
considerada como fuente permanente de conflictos y aún vejatoria para quien la recibe.- 


En cuanto a los obligados se ha modificado el sistema del Código del Niño.- 


El Código del Niño de 1934 prevé sanciones penales pora el padre obligado a servir pensión y que 
oculta sus ingresos o incumple con el servicio..El entonces Juez de Menores, actualmente de Familia, debe 
presentar los antecedentes al Juzgado Penal que es el que En definitiva impondrá la sanción, que puede llegar 
hasta un año de prisión, La Dra. Inés Varela de Motta, que ejerció durante varios años la titularidad del 
Juzgado de Menores ha informado que estas disposiciones no tuvieron aplicación efectiva. - 


La solución que se propone, cuenta con el aporte del derecho comparado. Por ejemplo, en Chile el 
arresto es la forma conminatoria más eficaz, lo dispone el Juez que conoce en el expediente pensionario, el 
que ordena directamente la detención a la autoridad policial fart, 15 - Ley sobre abandono de familia - 
Apéndice del Código de Procedimiento Civil). El sistema funciona con óptimos resultados, en gran medida por 
sus efectos inmediatos y disvasivos.- 


Para proporcionar a los incumplidores del Servicio de mayores garantías se ha previsto la posibilidad 
del recurso de apelación el que deberá sustanciarse y resolverse en un plazo breve duda la noturateza de la 
situación.- 


En Argentina se han adoptado soluciones administrativas más expeditivos, como las de retiro del carné 
de conductor a los padres que tengan reclamaciones judiciales pendientes y clearing formal de deudores.- 


El Código de Familia de Venezuela dispone que el padre o madre que por treinta días no cumpla con 
el pago de la pensión, será considerado insolvente, lo que le impediró salir del país, contratar con el estado v 
obtener prestaciones de éste, enajenar o gravar con derechos reales los bienes inmuebles. - 


En Ecuador se establece que el Juez puede ordenar que el obligado alimentarió garantice con hipote- 
ca, prende o fianza el cumplimiento de su obligación, y hace solidariamente responsable al empleador de los 


31 de Agosto de 1999 CAMARA DE SENADORES C.S.-295 


compromisos de su dependiente. - ; 


En cuanto a los viáticos, la Comisión considera que los ingresos que el alimentante recibe por concepto 
de viáticos, deben computarse u los efectos pensionarios en un 50 %, tal como lo sostuviera la jurisprudencia 
uruguaya en fundada sentencia (Sentencia N” 95/81 - Tribunal de Apelaciones en la Civil de 3er. turno - 
Varela de Motia - Obligación Fomiliar de Alimentos).- 


En relación con la reiención sobre los ingresos, art. 114 del Código del Niño limita el monto de la 
retención al 50 % como máximo. - 


La Comisión estima - y así lo ha dispuesto - que el porcentaje puede elevarse al 65 % de los ingresos 
del obligado, cuando así lo justifique el número de hijos y las necesidades, de los mismos.- 
¡Fl E; 
Nótese que el padre dispondrá de la mitad de los ingresos, mientras fres o más hijos deberán mante- 
nerse con suma equivalente, lo cual parece injusto al favorecer al adulto en perjuicio de los menores. - 
El Capítulo XI trata, en el Título 1, del abandono y situaciones afines.- 


La Constitución de 1934 impuso la necesidad de tomar medidas preventivas centra el «abandono, la 
explotución y el abuso»: 


El Código del Niño elaboró un conjunto de normos que catalogó como de «abandono moral y mate- 
rial» cuya aplicación, complementada por posteriores leyes y resoluciones de corácter administrativo, ha regu- 
lado la situación de los niños y adolescentes abandonados hosta el presente.- 


Las definiciones están especialmente relacionadas con la concepción del abandono moral y la conduc- 
ta de los padres, tutores o guardadores.- 


Se contemplan las múltiples situaciones referidas en el art. 121; la entrega a solicitud del padre, de la 
madre o de lo persona o institución a cuyo cargo se encuentra el niño, de huérfanos e indigentes a los que se 
los pone bajo la tutela del Consejo del Niño (art. 48); la entrega ol Consejo del Niño a solicitud de padres, 
tutores o guardadores, para su reclusión, de los raenores que observen mala conducta (art, 113 literal C).- 


Más tarde, ya fuera del contexto del Código del Niño, pero estrechamente vinculado al sistema, en la 
Ley de Legitimación Adoptiva (Ley N* 10.764 de 20/11/45) dispuso que podrán ser legitimados «los pupilos 
del Estado cuya situación total de obandono por parte de los padros, alcance a más de tres años»; la sentencia 
que declare el ubandono tiene por consecuencia la pérdida de la patria potestad (Ley 3.738, modificativa de 
los artículos 284 y 285 del Código Civil).- 


Los plazos se abreviaron por Ley N* 15,210 de 9/11/81, la que en su artículo 37, establece que para 
que se configure el abandono «será necesario comprobar que los padres rehusan el cumplimiento de los 
deberes inherentes a la patria potestad en términos tales que hogan presumir, fundamentalmente, el abando- 
no definitivo»; o, si el Juez entiende que «el ejercicio de la patria potestad supone un riesgo cierto para la 
formación corporal, intelectual o moral del menor» fari. B?).- 


Por último, el artículo 285 inc. 7” del Código Civil (agregado por Ley del 15 de octubre de 1928 y 
modificado, en cuanto a plazo, por el actual artículo 2? de la Ley 14,766 de 18/1V/978]), establece la posihili- 
dad de pérdida de la patria potestad en el caso de abandono culpable durante un año, de los deberes inheren- 
tes a la calidad de padres, «no prestando a sus hijos los cuidados y atenciones que les deben».- 


Bajo la invocación de esta norma se ha fundado la quita del niño u sus padres biológicos y la entregá 
a otra familia la que, en condiciones económicas superiores a las de origen, puede iniciar los trámites que lo 
habilitan a aspirar a la adopción. - 


Las situaciones que se describen en el sistema del Código del Niño dejaron librada la suerte de los 
niños y adolescentes en situación de abandono a la decisión discrecional del Juez de Menores. Configuran las 
llamados «situaciones irregulares», en las que el Juez, dotado Je un poderoso instrumento de control, legitima, 
en oras del discurso protector, la institucionalización y penalización mediante medidas coercitivas y privación 


296-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 


de libertod de esos niños y adolescentes desamparados. - 


Es indudablemente una construcción punitiva con la agravante de que el aspecto de la culpabilidad no 
se cimienta en un acto antijurídico típico, imputable a su conducta, sino en la forma de vida del niño o 
adolescente y aún, no responsable de ese estado de desamparo, sino de la referencia de los padres, o respon- 
sables, los que, a su vez, pueden no ser totalmente cousantes de esa situación.- 


Es también construcción punitiva la pérdida de la patria potestad en las hipótesis de la Ley 15.210 de 
9/X1/81, que por fortuna ningún Juez ho aplicado hasto el presente, aunque permanece en vigencia.- 


El Dr. Héctor Erosa, asesor de la Comisión, ha precisado con exacto rigor académico el doble discurso 
que se conjugo al amparo de esta normativa: respuesta como tutela vinculada al concepto de compasión, de 
protección, y tutelo vinculada al concepto de defensa social, de control («La construcción punitiva clel abando- 
no». Revista de Ciencias Perúles N* 2 Año 1996).- 


En lo praxis, la predominancia de respuestas de control, de «defensa social», punitivas, ha sido la nota 
negativa de todo el sistema. - 


«3i el comportamiento del niño en la vida cotidiana - en el transporte, en la calle, en el comercio, en 
los espectáculos públicos - no sigue los parámetros adultos será interpretado a la luz de la imagen del niño 
prablema. Si el niño pertenece a estratos socio económicos bajos, además, será visto también como un peligro 
o Una amenaza social, reforzándose asf un sentimiento persecutorio que predispone a respuestas defensivas» 
(Alejandro Bonasso, Javier Lasida. La Niñoz en el Uruguay». - 


Surge claro que con esta concepción el abandono resulta ser una suerte de estado predelictual, y como 
consecuencia de ello, su trotamiento es indiferanciado con respecto al infractor.- 


La Comisión ha propiciado un sistema garantístico propio modificando sustancial y procesalmente el 
sistema legal. Se trata de una decisión crucial en cuanto se revisa uno de los más importantes instrumentos de 
política minoril, cual es el del comportamiento de los órganos públicos y privados ante los problemas del 
abandono y el riesgn.- 

sI 

Se han estructurado principios básicos; el respecto de su situación, consideróndolo como sujeto de 
todos los derechos derivados de su calidad de persona humana (Capitulos | a 1Y); protección específica que 
deben acordarle los padres, responsables, familia, comunidad y Estado en razón de la mayor vulnerabilidad 
frente a todas las situaciones de riesgo, abusa y violencia; la afirmación de que la falta o carencia de recursos 
materiales no debe sar motivo suficiente para habilitar la declaración judicial del estado de abandono o riesgo, 
ni motivo suficiente pora decidir internaciones, salvo casos excepcionales, ni la privación de libertad, ni la 
adopción sirmple, plena o internacional; el de que la intervención de lea justicia opere de forma de asegurar en 

el curso de las denuncias de abandono, la preservación de sus derechos, derivando a los órganos rectores de 
las políticas sociales la asistencia ulterior del menor; o en los eventuales conflictos jurídicos que se susciten 
hasta la mayoria de adad..-- 


Se proyecta un procedimiento especial, que tiene dos finalidades primordiales: 


En primer término desjudicializar las situaciones de abandono y afines en las que el niño y adolescente 
se ye expuesto a uria grave violación de sus derechos por negligencia, abuso, maltrato o explotación por parte 
de los padres, responsables o terceros y las que se originan en desinteligencias familiares no solucionables en 
el ámbito privado.- 


En segundo término, despenalizar el comportamiento de los niños, apartando del sistema penal a los 
que hian cometido hechos que si fueran mayores de 12 años, constituirian infrocciones juveniles a la ley penal. 
En ningún caso estos niños menores de 12 años deben entrar al sistema penal, ni podrán ser objeto de otras 
medidas más que las de protección por parte de sus padres, tutores o curadores, o del Instituto Nacional del 
Menor, o de las instituciones de la sociedad civil, según los casos. - 


Se ha organizado el sistema de alención que menos lo perjudique, obligando a fa autoridad policial o 
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o terceros que los encuentren en la culle o en lugures de permanencia, o victimas de abuso, maltrato o 
explotación a llevarlos de inmediato a presencia del Juez de Familia, quien, en breve audiencia con el niño o 
adolescente, del defensor y Ministerio Público dispondrá sobre su situación creando los vinculos más conve- 
nientes para su bienestar. - 


Se ha proyectado que la Suprema Corte de Justicia asigne por lo menos a dos Juzgados de Familia 
competencia de urgencia para atender en forma permanente los casos que requieran intervención inmediata, 
con excepción de las infracciones juveniles o la ley penal, de competencia exclusiva de los Jueces de Menores.- 


La intervención del Juzgado de Familia en todos los casos se limitará a las primeras diligencias, cum- 
plidos las cuales se archivarán las actuaciones, sin otro trámite, Salvo que existan problemas jurídicos sobrevi- 
vientes, en cuyo caso reasumirán intervención. - 


Es obvio que la desinstitucionalización debe ser acompañada por amplios programas de política social, 
de apoyo integral a la familia, concientización de la sociedad civil en la cooperación natural que aconseja la 
solidaridad y la atención prioritaria del Estado fortaleciendo preferentemente los márgenes de educación, 
salud, vivienda y seguridad ciudadana como cimientos indispensables de la felicidad de nuestros niños.- 


Se ha establecido en el «Plan de Acción en favor de la Infancia» (Uruguay 1992) un conjunto de metas 
siguiendo la Declaración y el Plan de Acción adoptados por la Cumbre Mundial (setiembre 1990) para el 
cumplimiento de las cuales, se requiere, en casos como los del abandono y en general para las circunstancias 
especialmente difíciles (riesgo) cambios significativos en el marco institucional dentro del cual se conforman 
dichas políticas sociales.- 


En el Titulo 1 se trata de tos Hogares de Cuidado.- 


En este Título se tiene especial cuidado de velar por la situación del niño desomparado, y las posibili- 
dades de permanencia en dichos hogares, o en los de adopción .- 


El art. 14 consagra el principio de que todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y crecer con amor 
junto a su familia y a no ser separado de ella por rozones económicas, Salvo cuando en su interés superior y en 
el curso de un debido proceso, las auloridades competentes determinen otra relación personal sustituta.- 


Se hon regulado cuidadosamente los etapos procesales y sustanciales en las que el Juez de Fomilia 
resuelve la situaciones cuando de los informes psicológico y social, considera, en interés superior del niño y 
adolescente, que es imposible mantenerlo en forma permanente o transitoria en su hogar de origen. 


Le separación definitiva requiere pronunciamiento expreso del órgano jurisdiccional y la observancia 
de garantias procesales y sustanciales, tanto cuando media el consentimiento válido de los podres, como 
cuando los niños y adolescentes se encuentran en estado total de abandono.- 


En interés superior del niño y de la propia madre y ante la frecuencia con que en sanatorios, hospitales 
y establecimientos privados, se entregan los recién nacidos a terceros, se quita total validez al consentimiento 
prestado por la madre del hijo que está por nacer.- 


En el Título 1 se trata de la adopción.- 


El presupuesto biológico de la procreación es el que determina el vinculo jurídico de la filiación, esto 
es, la retación de padres a hijos o viceversa.- 


Pero la ausencia de ase presupuesto biológico no impide que se desarrollen relaciones o situaciones 
que han conducido a crear por vía legal, vínculos similares, como lo son, indudablemente, fos de las distintas 
farmas de adopción. - 


El proceso histórico de este instituto, que se remonta a épocas tan lejanas, ho sufrido una singular 
evolución - que no es del caso examinar en detalle - sino señalar los aspectos que interesan a la actual 
temática; como se ha operado el pasaje de la adopción del derecho interno al internacional, el estado actual 
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en el concierto internacional y la porición de la Comisión respecto al punto.- 


Si bien la filiación como categoria referida a la concepción del hijo como hecho biológico concitó la 
atención de toda da normativo juridica clásica, regulando les relaciones de familia tanto legítima como natural, 
la realidad determinó ante mn sinnúmero de situaciones de hecho, soluciones de política legislativo tendentes 
al amparo de la niñez corentes de un medio familiar o de aquellos que no tienen soporte apto para su 
desarrollo Hísico y espiritu - 


Las concepciones normadivas se consagreron primeramente en torno a las relaciones individuales y en 
el ámbito del derecho familiar 


Desde lo «abrogatios de coroctares politico - religiosos, la «adoptio» y el «alumnato» del derecho 
romano, pasando por la alratiation de tos países nórdicos, el «prohijamiento» del antiguo derecho español, 
toda la normativa tenfo relación can dichas situaciones individuales, dentro del país y como Únicos destinata- 
rios a los menores.- 


Se plasmuron en varios de estas formas de adopción que recogieron los códigos principios que conser- 
va el derecho moderno an cuanto al vínculo parental del adoptado con su familia de origen, los supuestos del 
domicilio, nombre, religión, nacionalidad y derecho sucesorio, pero dándose un mosgico de soluciones dispa- 
res.- 


En el Proyecto se regule cuidadosamente la adopción como instituto excepcional con la finalidad de 
etectivizar el derecho del niño y adolescente a la vida familiar, ingresando en forma permanente a una nueva 
familia.- 


5 prevén ves zos de useprión, simple, plena en el ámbito interno y la de carácter internacional.- 
Las dos primeras relteras y perfeccionan la normativa legal, - 


Se ha previsto que lo primera es permitida a toda persona mayor de 28 años, que tenga por lo menos 
15 años más que el adoptado; 59 probike la adopción por más de una persona a no ser por dos cónyuges que 
tengan por lo menos dos oños de matrimonio y que hubieran tenido al niño, o adolescente a su cargo por el 
mismo tiempo; se favorece a e voz la unión libre que culmina en matrimonio, computándoseles tiempo a los 
efecios de la exigencia legal; y se permite la adopción por parle del padrastro o madrastra del hijo legítimo o 
natural reconocido del otro cónyuge, sólo en coso que hubiera fallecido el otro progenitor. - 


So resula cuidadozomente el consentimiento sea cuando el niño o adolescente tiene 12 años o más, o 
es incapaz, o tiene padres cosodos entre si o divorciados, o es hijo natural o reconocido en todas cuyas 
situaciones el acto deberé ser realizado ante el Juzgado Letrado de Familia del domicilio de los padres.- 


Los parres que consienten la adopción perderán lo patria potestad sabre el niño o adolescente, la que 
pasará al adoptante, efecto que tiene gran importancia en el ámbito de las relaciones familiares, aún cuando 
el adoptado continúa perteneciendo « su familia natural donde conserva todos sus derechos. Las relaciones 
jurídicas se concretan anir el adoplado y el adoptante y no entre cualquiera de ellos y la familia del otro.- 


Será facultativo, a su vez, de los padres adoptantes conceder alos hijos adoptivos los derechos sucesorios 
que corresponden a los hitos propias, lo que deberá ser conferido por testamento.- 


Se regula en forma expresa el derecho que tiene el adoptado a conocer su verdadera situación en cuyo 
caso, el Juez vutorizará el examen dal expediente siempre que no lo perjudique.- 


La legitimación adoptiva o adopción plena, ha sido rodeada de garantías especiales, siguiendo los 
lineamientos generolos de las Leyes N* 10.674 de 20 de noviembre de 1945 y 14.759 de 5 de enero de 1978, 
rodeándola además, de los garantíos que significan las opiniones del Instituto Nacional de) Menor en cuanto 
deberá emitir opinión sobre les condiciones personales de los adoptantes, su estabilidad familiar y toda otra 
circunstancia que permito al Juez decidir en forma justa sobre la situación.- 
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La de carácter internacional ha sido motivo de un estudio profundo debido a las tentativas de apertura 
contenidas en la «Convención Interamericana sobre conflictos de leyes en materia de Adopción de Menores» 
aprobado por la Reunión de Expertos realizada en Quito, Ecuador, en marzo de 1983 y el Proyecto aprobado 
por el Comité Interamericano, en Río de Janeiro en enero de 1984 y la Convención de igual denominación 
suscrita en La Paz, en mayo de 1984. Ninguno de dichos instrumentos ha sido ratificado por Uruguay. 


Respecto a la adopción internacional, fue necesario el drama de las dos guerras mundiales, principal- 
mente la última, para que la realidad de la infancia abandonada eclosionara como fenómeno social e 
impulsara ta transformación del contenido mismo del instituto en toda Europa, ajustando sus pautas a una 
concepción que no buscaba asegurar un apellido o una opción hereditaria sino la protección hacia esa niñez 
desamparada, particularmente la de los huérfanos de guerra. Á esta temática responden las leyes francesas de 
19 de junio de 1923 y de 29 de julio de 1939, esta última sobre legitimación adoptiva.- 

Al cimentarse este «nuevo estilo» de la protección, se abrieron las fronteras y la idea adquirió univer- 
salidad, extendiéndose similores principios a los pafses americanos, los que ya padectan en ese entonces 
coyunturas económicos adversas, el panorama de una niñez en estado de pobreza crítico y la indiferencia de 
los propios Estados, ante un problema que consideraban hasta entonces sin importancia. - 


La adopción internacional reconoce sus primeras experiencias precisamente en los países europeos; el 
abandono y orfandad mosivos, imprime visos de imperiosa necesidad a la protección, la que se torna también 
maosiva.- 


Se efectiviza la acción a través de instituciones públicas o privadas. En cuanto a estas Últimas, sin 
perjuicio de excepciones, comenzaron a proliferar las agencias privadas, muchas al margen de la ley, en lo que 
lo primordial fue y es actualmente el trasiego de niños de un pals a otro. La adopción se transformó en la 
culminación de un negocio compartido, en la mayoría de los casos con los propios progenitores.- 


La Comisión considera que lo protección del derecho internacional está orientada a la familia natural. 
Por familia natural se entiende la familia biológica, sea la que deriva de la unión de la pareja humana por la 
vía del matrimonio como por la de la unión libre estable. De ese vínculo deriva el derecho del niño a preservar 
y conservar su propia identidad, incluidos la nacionalidad, el nombre, las relaciones familiares, religión, len- 
gua.- 


Los antecedentes de la Convención de tos Derechos del Niño son dos instrumentos internacionales 
de Naciones Unidas titulados «Adopción y colocación de menores en el extranjero» de 1979 y «Declaración 
sobre los principios sociales y jurídicos refativos a la protección y bienestar de los niños, con particular referen- 
cia a la adopción y la colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e internacional» adoptada por 
la Asamblea General de Naciones Unidos el 3 de diciembre de 1986 (Resolución N? 41/85).- Por el primero se 
aconseja reforzar la familia de origen por todos los medios posibles, para recién intentar la adopción primero 
local y sólo en último instancia internacional.- En el segundo documento la adopción internacional es regula- 
da como forma excepcional, alternativa, cuando el niño «no puede ser cuidado adecuadamente en su país de 
origen» y cuando se hayan establecido por los Estados una legislación y supervisión eficaz respecto a su 
protección ; por regla general debe formalizarse por conducto de los organismos y autoridades competentes, 
y aplicarse las mismas salvaguardias y normas existentes de las adopciones en el país de origen, a la vez que 
previene que en «ningún caso deberá tener por resultado beneficios financieros indebidos para quienes partici- 
pen en ella» .- 

Respecto a la Convención de los Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General tres años 
después de esta Declaración, es importante señalar los caracteres fundamentales que se le ha imprimido, 
desde que es instrumento vinculante, con fuerza de ley interna.- 


Todo el sistema se basa en el «interés superior del niño».- 
1) Se prevé la adopción cuando se compruebe que ese niño que se pretende adoptar no pueda ser 
colocado en un hogar de guarda, o entregado a una familia adoptiva o atendido adecuadamente en el pals de 


origen (art. 21 c).- 


Este criterio ha regido hasta ahora en Uruguay: la entrega de niños con el fin de su adopción en el 
derecho interno se rige por el Cap. lll del Código del Niño, que modifica el Titulo VII del Libro l, Sección ll del___ 
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C, Civil (arts. 156 a 172) y las leyes sobre legitimación adoptiva N? 10.674 del 20 de marzo de 1945, 14.152 
de 15 de febrero de 1974, 14.759 de 5 de enero de 1978 y 12.689 de 29 de diciembre de 1959. Se da 
intervención a los órganos especializados [Jueces de Menores, Letrados del Interior, e INAME) dejando el 
poder decisorio a cargo de los órganos jurisdiccionales. - 


2) La adopción en otro pals puede ser considerada como forma de cuidar al niño, pero siempre que 
éste no pueda ser colocado en un hogar de guarda, o eniregado « una familia adoptiva o no pueda ser 
atendido de manera adecuada en el país de origen (art. 21 b).- 


3) Si el juez uruguayo decide la entrega en adopción a sujetos adoptantes radicados en el extranjero, 
ha de observar la regla de que el niño goce de salvaguardias y normas equivalentes a las existentes respecto 
o la adopción en el país de origen (art. 21.c.).- 


4) Se insinúa la posibilidad de intervención de intermediarios, explicitando que se tomarán las medi- 
dos apropiadas para garantizar que «a colocación no de lugar a beneficios financieros indebidos pora quienes 
participen en elfos» (art. 21.d.).- 


Va de sí que no se trata de la intervención de instituciones especializadas de carácter oficial, coma lo es 
el Departamento de Adopciones de INAME o los organismos de Naciones Unidas, especialmente las de protec- 
ción de los Derechos Humanos, UNICER OIT o instituciones financieras de reconocido prestigio corno el BID y 
el Banco Mundial, sino de agencias privadas reconocidas oficialmente o no, que han hecho de esta actividad 
un verdadero comercio. Cuando operan en la clandestinidad, se eluden todos los controles estatales, no 
existen servicios anteriores, ni procesos de seguimiento, la agencie realiza el «negocio» y se desentiende de la 
suerte del niño. La actividad aparece rodeada desde su inicio de una serie de conductas delictivas encadena- 
das, generalmente en connivencia dolosa con los progenitores a quienes se les ofrecen beneficios indebidos, 
como si el niño fuera una mercancía, se les provee de documentos falsos, se eluden los controles migratorios 
y el niño desaparece eventualmente para siempre de su núcleo familiar.- 


En nuestro país diversas disposiciones del Código Penal ofrecen cierto grado de protección teórica; la 
coerción penal efectivizada por afgunas figuras delictivas (omisión de los deberes inherentes a la patria potes- 
tad; art. 279 B; 238 C.P falsificación ideológica; 180 falso testimonio; 258 y 259: supresión o suposición de 
estado) que han puesto en acción las autoridades judiciales en algunos casos notorios, parecen haber 
concientizado a los promotores de esos conductas ilícitas.- 


Tanto la Declaración de Naciones Unidas de 1986 (Resolución 41/85] como la Convención de Dere- 
chos del Niño (6 de X11/989 - Ley 16.137 de 28/1X/990) hon sido precedidas de exhaustivos estudios durante 
varios años por un cuerpo técnico mulfidisciplinario.- 


Sin emborgo, después de dos años de vigencia de la Convención, la Comisión de Derechos Humunos 
de Naciones Unidas, produjo un primer informe donde da cuenta de la gravedad del problema de la adopción 
internacional (Año 1992 - Sr. Vitit Muntarbhorn - Relatar Especial - E./CN 4/1992/55 - 22 de enero 1992).- 


Las conclusiones son particularmente ilustrativas. En síntesis, aconseja una mayor colaboración entre 
la policía y los servicios de inmigración para prevenir el trusiego ilícito de niños; supervisar las adopciones 
procediendo al consiguiente seguimiento; las leyes han de brindar protección contra las actividades de las 
agencias de adopción y de los intermediarios; ayuda y asistencia a los padres biológicos para que puedan 
conservar a sus hijos y no verse obligados por la pobreza a cedertos.- 


La política del Consejo del Niño primero y de INAME después ha sido la de rechazar sistemáticamente 
las peticiones formuladas por entidades extranjeras dedicadas a la intermediación de adopciones infernacio- 
nales, «en consideración al derecho de los niños a vivir en la patria en que nacieron, en defensa de la soberanía 
de la República y en cumplimiento de los principios de respecto y protección de los derechos del niño y de lo 
fomilio que consagra la Constitución». (Informe de lo Sala del Colegio de Abogados - Junio 1978 - Inés Varela 
de Motta: «La Adopción interna e internacional - Rev. Uruguaya de Derecho de Familia - N? 9, pag. 104).- 
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En el Capítulo XII se trata del Trabojo.- 


El tema del trabajo no es nuevo pero sí polémico. Todo to. que se ha escrito desde hace siglos conforma 
un cúmulo de teorías que invariablemente pretenden dor respuesta a lo que constituyen los puntos de mayor 
preocupación: el de qué hacer con los niños y adolescentes pertenecientes a las familias carenciadas, qué 
hacer para evitartes el sufrimiento de cada día en procurar el sustento para sus padres y hermanos menores; 
cómo reaccionamos ante la constante explotación por las empresas nacionales y multinacionales reconocidos; 
qué hacemos con la prostitución de las niñas que avanza día a día dentro de los lugares de trabajo; con los 
accidentes; con las enfermedades; con las empresas clandestinas; con el servicio doméstico; con el sistemo de 
contral, con el ausentismo escolar.- 


En reciente Seminario desarrollado en nuestro país, en torno al anteproyecto, el experto de Naciones 
Unidas Dr. Alarcon, formuló un panorama muy claro sobre la filosofía de las distintas posiciones sobre el tema, 
propiciando la eliminación del trabajo de los menores en términos muy precisos.- 


Los niños, - dijo - son personas en formación, sujetos o portadores de derechos, cuyo cumplimiento 
debe ser exigido al Estado; derecho a ser protegidos para asegurar su bienestar. No hay lugar para admitir el 
derecho del trabajo, sino el derecho a la protección para asegurar el bienestar del joven.- 


Recientemente UNICEF ha llamado a la reflexión del mundo entero con el informe sobre la situación 
de ta infancia que trabaja, algunas de cuyas conclusiones esta Comisión se permite reproducir.- 


De los 2.100 millones de niños en el mundo de O a 18 años, 9 de cada 10 (87 %) viven en fos países en 
desarrollo. 400 millones son los que trabajan; 250 millones son menores de 14 años. Más de 250 millones son 
objeto de explotación, la mayoría en países en vías de desarrallo.- 


En Latinoamérica 1 de cada 5 niños trabaja; 8, 8 a 10,5 corresponden a niños ente 10 y 14 años.- 


En los países en desarrollo hay más de 1.000 millones de niños entre 5 a 14 años, uno de cada cuatro 
trabajan.- 


Los niños no escolarizados en los niveles primarios demuestra la incidencia de las limitaciones que les 
impone el trabajo; el porcentaje en América Latina y El Caribe se eleva al 12 %.- 


La magnitud del problema ha sido expuesta también en el documento elaborado por la O.1.T. en junio 
de 1996, sometido a discusión de la Reunión Tripartita Oficiosa, de nivel ministerial en Ginebra. - 


Ese informe muestro la preocupación porque las medidas que se han adoptado hasta ahora para 
luchar contra el trabajo infantil no se ajustan en mado alguno a las dimensiones y gravedad del problema. No 
obstante señala como elemento positivo, el que en los países en desarrollo se están concientizando de las 
groves repercusiones que entraña el trabajo infantil para la sociedad, la economía y el desarrollo. «Reconocen 
cada vez más - dice el informe - que la explotación generalizada de los niños y en su empleo en condiciones 
nocivas a su dignidad, integridad moral, seguridad, salud o educación, perjudica gravemente los objetivos 
nacionales en materia de desarrollo económico y social. En un mundo tan competitivo como el actual, la 
prosperidad nacional depende en gran medida de las calificaciones de las personas y la permisividad del 
trabajo infantil resulta del todo incompatible con las inversiones en recursos humanos que los países han de 
hacer para garantizar su futuro. De ahí que los gobiernos hayan comenzado a adoptar una posición más firme 
ante el trabajo infantil, y a plantearse la cuestión de qué modalidades de acción pueden ser más viables y 
eficaces para controlarlo y, finalmente para eliminarlo».- 

En Uruguay no existen estadísticas que suministren una información acabada sobre la situación del 
trabajo infantil, sobre sus condiciones de desarrollo y de vida, necesidades, limitaciones y oportunidades de 
que dispone el grupo familiar al que pertenece el niño o adolescente. Pero el problema se ho visibilizado con 
aspectos preocupantes, especialmente en la observación diaria de los niños de la calle, los comentarios perio- 
disticos y los reclamos de tas instituciones sociales.- 


Ante este panorama la Comisión ha considerado necesario introducir determinados puntos de carác- 
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ler preventiva con el propósito de ir eliminando gradualmente el trabajo de los adolescentes menores de 15 
años en todos los sectores de la actividad, comprometiendo a la instituciones del Estado a colaborar con el 
instituto Nacional del Menor, en lo que respecta a la determinación de los trabajos prohibidos.- 


Se propone, además, prohibir el trabajo de los niños, cualquiera fuere la actividad a la que se encuen- 
tren ofectados.- 


Seria muy poco realista pensar que con las normas proyectadas el Estado puede controlar y resolver a 
corto plazo la situación de los adolescentes de 12 a 15 años, especialmente por cuanto esta franja etarea 
constituye actualmente el mayor problema, con un 13 % de desempleo adulto, el problema se inserta en el 
más general de qué hacer con las familias en estado de pobreza crítica. Las reformas legislativas han de 
traducir la situación de la niñez deseable; de aquí que todo empeño en lograrla resulta imperativo ético.- 


Estima con optimismo que el instituto Naciona! del Menor está en condiciones de ofrecer un plan de 
acción positivo para todos los menores de 18 años, encaminado a reducir al máximo el número de adolescen- 
tes aue trabajen. La colaboración de la sociedad civil, de las escuelas, universidades, centros hospitalarios, 
religiosos y policías será de notable eficacia. Es, en definitiva, tarea de toda la comunidad, el desarrollar 
programas donde no existan más niños y adolescentes trabajadores. - 


Los indicadores de desarrollo social publicados en el informe sobre desarrollo humano de la O.N.U. 
pare 1996, describen una realidad extremadamente crítica para América Latina, en cuanto 110 millones viven 
por debajo de la línea de pobreza crítica, 6 millones de niños padecen desnutrición y 20 millones no van a la 
escuela.- 


Este panoroma es un toque de alerta y reflexión.- 


Uruguay es uno de los paises cuyos índices individualmente considerados resultan más favorables. No 
obstante es preciso tomar conciencia que para eliminar la pobreza que padecen nuestros niños y adolescentes 
será necesario un enfoque integral del desarrollo humano.- po 


La creación de un ámbito de confianza espontánea, de costumbres sociales de cooperación en la que 
intervengan todos los sectores de la sociedad civil, iglesias, sindicatos, empleadores, partidos políticos, gente 
que actúe como una comunidad fuerte, constituye el resorte que permitirá lograr los ajustes estructurales 
necesorios para la puesta en marcha de proyectos productivos y programas asistenciales de carácter naciona! 
y aún internacional, mediante las redes de cooperación externas.- 


Se ha consagrado en la Ley de Seguridad Ciudadana un amplio sistema de cooperación entre los 
órganos públicos y privados, dando intervención prevalente a las Intendencias Municipales como responsables 
del funcionamiento de estas Comisiones.- 


El Gobierno Comunal!, adquiere por esta vía, un papel realmente protagónico.- 


Es necesario la integración en cada departamento de esa «Comisión Honoraria de Promoción de la 
Infencia en situación de riesgon, creado por la Ley de Seguridad Ciudadana, e incentivada por la colaboración 
de la sociedad civil, especialmente la promoción de orgonizaciones barriales que colaboren en las referidas 
fareos.- ó . 


En el Capítulo XIII, se han previsto las normas relativas a las emisiones públicas de imágenes, de los 
programas de radio y televisión en las franjos horarias más susceptibles de audiencia de niños y adolescentes 
con el propósito de evitar que por esos medios se difundan programas nocivos, que inciten a actitudes violen- 
tas, delictivas, discriminatorias o pornográficas, - 


Las prohibiciones respecto a la participación de niños o udolescentes en anuncios o mensajes publici- 
tarios obedece a similares propósitos, pretendiendo evitar que se expongan a estos coma agentes de propa- 
ganda en anuncios que promocionen productos nocivos pora su salud física o mental, o la porticipación en 
mensaies que atenten contra su dignidod e integridad física, psicológica o social.- 
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En relación con los espectáculos y centros de diversión se proyectan normas de control a cargo del 
Instituto Nacional del Menor, quien deberá tener en cbénta los prohibiciones establecidas y tomor las medidas 
conducentes o su cumplimiento.- 


El régimen de sanciones tienen relación con toda la normativa de este Capítulo, llegando a permitir la 
clausura de los establecimientos en infracción.- 


Los Capítulos XV_y XVI conservan, con leves variantes, los institutos establecidos en el Código del 
Niño, los que han resultado de fácil aplicación.- 


El Capítulo XVII, está dedicado al Consejo Nacional de los Derechos del Niño y Adolescente.- 


La creación del Consejo Nacional de los Derechos del Niño y Adolescente, integrado por representan- 
tes de las más altas jerarquías de los Órganos Públicos y por representantes de las Organizaciones No Guber- 
namentales y Privadas de promoción y atención a la niñez y adolescencia, constituye una verdadero necesidad 
en cuanto sus cometidas específicos se centran en la coordinación e integración de las políticas sectoriales 
sobre la adolescencia y la niñez diseñadas por las distintas entidades públicas vinculadas al tema en el ámbito 
nacional. - 


Se le ha dotado de facultades amplias en cuanto al cumplimiento de tales fines pudiendo recabar lo 
información necesaria directamente de los Organismos competentes y ser oldo preceptivamente en la elabo- 
ración de las normas que tengan relación con la niñez y la adolescencia.- 


Constituye una función técnica la facultad de ser oldo preceptivamente en el informe que el Estado 
debe elevar al Comité de los Derechos del Niño de Naciones Unidas en cumplimiento del ari, 44 de la Con- 
vención de los Derechos del Niño. Esta tarea le permitirá al Consejo evaluar con solvencia ese informe en cada 
uno de los aspectos referidos al cumplimiento de la Convención. De ahí la importante tarea en el campo de la 
promoción de la investigación que le corresponde desempeñar. - 


No hay duda que su trabajo será difundido en los altos niveles de los Órganos Públicos como de las 
Organizaciones Privadas en genera! y en bien de la niñez y adolescencia. - 
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CÓDIGO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 
CAPITULO I 


ART. 1%.- Ámbito de aplicación : 
Este Código se aplica a todos los seres humanos menores de 18 años de edad. Igual- 
mente, se aplica por encima de ese límite en aquellos casos especialmente previstos por la ley.- 
A los efectos de la aplicación de este Código, se entiende por niño a todo ser h u - 
mano hasta los doce años y por adolescente, los mayores de doce años y menores de dieciocho 
años de edad. - 


ART. 2”.- Sujetos de Derechos, Deberes y Garantías ; 
Todos los niños y adolescentes son titulares de derechos, deberes y garantías inhe- 
rentes a su calidad de personas humanas.- 


ART. 39.- Principio de protección : 
Todo niño y adalescente tiene derecho o las medidas de protección que su condición 
de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado.- 


ART. 4?.- Interpretación : 

Para la interpretación del presente Código, se tendrá en cuenta las disposiciones y 
principios generales que informan la Constitución de la República, la Convención sobre los De- 
rechos del Niño, leyes nacionales y demás instrumentos internacionales que obligan al país.- 

Las instituciones familiares en todo lo relacionado con la minoridad se rigen por lo 
dispuesto en el presente Código y por el Código Civil en to que les fuere aplicable. - 

En los casos de oscuridad o insuficiencia suptetoriamente se deberá recurrir a las 
normas propias de cada materia, conforme a los criterios de interpretación e integración.- 

Cuando se alude al niño o adolescente debe entenderse a la perspectiva de género. - 


ART. 5%... Criterios específicos de interpretación - El interés superior del niño : 

Para interpretar las normas de este Código se deberá tener en cuenta el interés 
superior del niño o adolescente, que se expresa en el reconocimiento y respeto de sus derechos 
fundamentales.- : 


ART. 6%.- integración : 
En caso de vacío legal se deberá recurrir a las normas propias de cada materia en 
cuanto fueren aplicables.- 


ART. 7*.- Concurrencia para la efectivización de los derechos y la protección de niños y 
adolescentes : 

1.- La efectivización de los derechos declarados en este Código es corresponsabilidad 
de los padres, la familia, la comunidad y Estado.- 

2.- El Estado deberá actuar en las tareas de orientación y fijación de las políticas 
generales aplicables a las distintas áreas vinculadas a la minoridad y a la famitia, coordinando 
las actividades públicas y privadas que se cumplan en tales áreas.- 

3,- En casos de insuficiencia, defecto o imposibilidad de los padres y demás obliga- 
dos, el Estado deberá actuar preceptivamente, desarrollando todas las actividades integrativas, 
complementarias o supletivas que sean necesarias para garantizar adecuadamente el goce y 
ejercicio de los derechos de los niños y adolescentes y la protección que debe asegurársele.- 


31 de Agosto de 1999 CAMARA DE SENADORES C.S.-305 


CAPITULO I!-. L 
DE LOS DERECHOS DE LOS NINOS Y ADOLESCENTES: 


ART. 89.- Principio general: 

Todo niño y adolescente goza de todos los derechos inherentes a la persona humana 
y su ejercicio sólo podrá ser limitado en atención a su edad y en la forma establecida por este 
Código y leyes especiales. En todo caso tiene derecho a ser oído y obtener respuestas cuando se 
tomen decisiones que afecten su vida.- 

Tiene derecho a acudir a los tribunales y ejercer todos los actos procesales en defensa 
de sus derechos. El juez ante quien acuda tiene el deber de designarle curador que lo represente 
y osista en sus pretensiones. - 


ART. 9%,- Derechos esenciales : 
Todo niño y adolescente tiene derecho intrínseco a la vido, la salud, a la identidad, integri- 
dad, educación y cultura y a los beneficios de las prestaciones de la Seguridad Social que genera. 


ART. 10”.- Derecho del niño y adolescente con capacidad diferente : 

Todo niño y adolescente, con capacidad diferente psíquica, física o sensorial, tiene 
derecho a vivir en condiciones que aseguren su participación social a través del acceso efectivo a 
la educación, cultura y trabajo.- 

Este derecho se protegerá cualquiera sea la edad de los beneficiarios si su situación 
asi lo requiriera.- 


ART. 11%.- Derecho a la intimidad : 

Todo niño y adolescente tiene derecho a que se respete la privacidad de su vida. 
Tiene derecho a que no se utilice su imagen en forma lesiva, ni se publique ninguna información 
que lo pejudique y pueda dar lugar a la individualización de su persona.- 


ART. 12”.- Derecho al disfrute de sus padres y familia : 

La vida familiar es el ámbito adecuado para el mejor logro de la protección integral.- 

Todo niño y adolescente tiene derecho a vivir y crecer junto a su familia y a no ser 
separado de ella por rozones económicas. - 

Sólo puede ser separado de su familia cuando en su interés superior y en el curso de 
un debido proceso, las autoridades competentes determinen otra relación personal sustitutiva. - 

En los casos en que sobrevengan circunstancias especiates que determinen la sepa- 
ración del núcleo familiar, se respetará su derecho a mantener vínculos ofectivos y contacto 
directo con uno o ambos padres, salvo si es contrario a su interés.- 

Si el niño o adolescente carece de familia, tiene derecho a crecer en el seno de otra 

familia o grupo de crianza, la que será seleccionada, atendiendo a su bienestar. - 

Solo en defecto de esta alternativa, se considerará el ingreso a un establecimiento 
público o privado. Se procurará que su estancia en él sea transitoria. - 


ART. 13,- Conflictos armados : ] 
Los adolescentes no pueden formar parte de las hostilidades en conflictos armados ni 
recibir preparación para ello.- 
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CAPITULO HI 
DE LOS DEBERES DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 


ART. 149.- Todo niño y adolescente está obligado a mantener una actitud de respeto en la vida 
de relación familiar, educativa y social, así como empleor sus energías fisicas e intelectuales en la 
adquisición de conocimientos, y desarrollo de sus habilidades y aptitudes. - 


CAPITULO Iv 
DE LOS DEBERES DE LOS PADRES O RESPONSABLES 


ART. 15.- Son deberes de los padres o responsables respecto de los niños y adolescentes bajo 
su patria potestad, tutela, guarda o curatela: 


a) Proporcionarles los cuidados necesarios para asegurar su desarrollo integral. - 

b]) Colaborar para que sus derechos humanos sean efectivamente gozados.- 

c) Corregir adecuadamente a sus hijos o tutelados.- 

d) Velar por la asistencia regular a los centros de estudio y participar en el proceso educativo. - 


e) Solicitar, o permitir la intervención de servicios sociales especioles cuando se produzca un 
conflicto que no pueda ser resuelto en el interior de la familia. - 


CAPITULO V 
DE LOS DEBERES DEL ESTADO: 


ART. 16”.- Principio general : 

El Estado protegerá a todos los niños y adolescentes sujetos a su jurisdicción, inde- 
pendientemente del origen étnico, naciona! o social, el sexo, el idioma, la religión, la opinión 
política o de otra índole, la posición económica, los impedimentos físicos, el nacimiento o cual- 
quier otra condición del niño o de sus representantes legales. - 

Asegurará la aplicación de toda norma que efectivice esos derechos. 


ART. 177.- Protección especial : 
El Estado tiene la obligación de proteger a los niños o adolescentes, respecto a toda 
forma de: 

a) abandono, abuso sexual o explotación de la prostitución; 

b) hostigamiento, segregación o exclusión en los lugares de estudio, esparcimien- 
lo o trabajo; 

c) explotación económica, o cualquier tipo de trabajo nocivo para su salud o para 
su desarrollo físico, espiritual o moral; 

d) tratos crueles, inhumanos o degradantes; 

e) estimulo a los vicios sociales, tales como consumo y comercialización de dro- 
gas, inhalantes, cigarrillos, juegos prohibidos, frecuentación a lugares clandestinos, expendios 
de bebidas alcohólicas; 

f) situaciones que pongan en riesgo su vida, o inciten a la violencia, como el uso y 
comercio de armas; 
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g) situaciones que pongan en peligro su seguridad, como detenciones ilegítimas; 
h) situaciones que pongan en peligro su identidad como adopciones ¡legítimas y 
ventas.- 


CAPITULO VI ; 
POLÍTICAS SOCIALES DE ATENCIÓN A LA NIÑEZ 
Y ADOLESCENCIA 


ART. 18".- Protección general: 
Deberá asegurarse una protección especial al niño y adolescente como persona.- 


ART. 19*.- Afirmación de políticas sociales: 

Las normas que regulan la vigencia efectiva de sus derechos en las áreas de supervi- 
vencia y desarrollo, requerirán de la implementación de un sistema de políticas sociales bósi- 
Cas.- 


CAPITULO VII 
DE LOS NINOS Y ADOLESCENTES 


1.- ÓRGANOS DE COMPETENCIA 


ART. 20*.- Competencia: 

La competencia de los órganos jurisdiccionales en materia de niños y adolescentes, 
es la que fija la Ley N* 15,750 de 24 de junio de 1985 con excepción de las siguientes modifica- 
ciones: 

Art. 67: Los Jueces Letrados de Menores entenderán en primera instancia en todos 
los procedimientos que den lugar las infracciones juveniles a la ley penal.- 
En segunda instancia entenderán los Tribunales de Familia.- 


ART. 21”.- Competencia de urgencia: 
La Suprema Corte de Justicia, asignará por lo menos a dos Juzgados Letrados de 
Familia competencia de urgencia, para atender en forma permanente todos los asuntos que 
requieran infervención inmediata, con excepción de los infracciones juveniles a la ley penal.- 
Tomadas las primeras medidas en salvaguarda de los derechos, los derivaran al Juz- 
gado Letrado de Familia que corresponda.- 


ART. 22”.- Obligatoriedad: 

Reclamada la intervención en forma legal y en negocios de su competencia, no po- 
drán excusarse de ejercer su autoridad, ni aún por razones de silencio, oscuridad o insuficiencia 
de las leyes (art. 2? Ley N* 15.750 de 24 de junio de 1985).- 

El criterio básico consistirá en la promoción de la familia, en especial de las más 
carenciadas.- 


ART. 23”.- Competencia del Instituto Nacional del Menor: 

Además de los cometidos específicos establecidos por el art. 1% de ta Ley N* 15.977 
de 14 de setiembre de 1988, deberá determinar por intermedio de sus órganos especializados la 
forma de levar a cabo el ingreso, vigilancia, relaciones y desarrollo de los niños, adolescentes y 
adultos con capacidad diferente que fueran sometidos a su cuidado. - 
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H.- DE LOS ADOLESCENTES Y LAS INFRACCIONES JUVENILES 


ART. 24?.- Concepto de infracción: 
Se considera infracción juvenil a la ley penal, toda acción u omisión especialmente 
prevista por este Código.- 


ART. 25”.- Adolescente infractor: 
Se denomino adolescente infractor a quien se declare por sentencia ejecutoriada, 
dictada por juez competente, autor de actos descritos como infracciones juveniles a la ley penal.- 


ART. 26".- Relación causal: 

Solo puede ser sometido a proceso especial, regulado por este Código el adolescente 
a quien se le pueda atribuir materiol y psicológicamente un hecho constitutivo de infracción 
juvenil a la ley penal. - 

La existencia de la infracción debe ser la consecuencia de su acción u omisión.- 


ART. 27*.- Infracciones juveniles a la tey penal: 
Son infracciones juveniles a la ley penal las siguientes: 


a) Actos que atentan contra la vida e integridad física de las personas causándoles la 
- muerte o lesiones graves o gravísimas.- 

b) Los atentados contra la libertad sexual. - 

cjOfensa y violencia contra la autoridad.- 

d) Privación de libertad.- 

e) Los atentados a la propiedad mediante violencia contra las personas o las cosas.- 

f) Copamiento.- 

a) Asociación para delinquir. - 

h) Riña simple o calificada.- 

i) Tráfico y consumo de estupefacientes. - 

¡j) Daño, incendio, estrago.- 

k) Lesión a la propiedad sin violencia. - 

l) Desacato a la autoridad. - 

m) Violación de domicilio.- 

n) Estafa.- 

ñ) Abuso de firma en blanco.- 

o) Violencia doméstica.- 

p) Receptación o encubrimiento.- 

qlFalso testimonio. - 
ART. 28.- Adecuación a la normativa del Código Penal y Ley de Seguridad Ciudadana: 

El Juez deberá examinar cada uno de los elementos constitutivos de la responsobili- 
dad, de las circunstancias qué eximen de la aplicación de medidos o que aminoren el grado de 
las infracciones y el concurso de infracciones e infractores, tomando en cuenta los preceptos de 
la parte general y especial del Código Penal, de la Ley N? 16.707 de 12/VI1/95, la condición de 
adolescente y los presupuestos de perseguibilidad de la acción.- 


CAPITULO VIII 
1.- DERECHOS Y GARANTÍAS DEL PROCEDIMIENTO 


ART. 29%.- — Principios que rigen: 
En todos los casos en que al adolescente se le impute el haber incurrido en actos 
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que se presumen comportan infracción juvenil a la ley penal, deberá asegurarse el cumplimiento 
de las garantías del debido proceso, especialmente las siguientes: 


a) Principios de judicialidad y legalidad: 

El adolescente imputado de haber cometido una infracción juvenil a la tey penal, 
será juzgado por los jueces competentes en conformidad a los procedimientos especiales esta- 
blecidos por este Código.- 

Se asegurará, además, la vigencia de las normas constitucionales, legales e ins- 
irumentos internacionales, especialmente la Convención de los Derechos del Niño. - 


b) Principio de responsabilidad: 

Sólo puede ser sometido a proceso especial regulado por este Código el adoles- 
cente mayor de 12 años y menor de 18 años, imputado de infracción a la ley penal. - 

La responsabilidad juvenil tendrá lugar a partir de la sentencia definitiva que atri- 
buya al adolescente el hecho constitutivo de infracción juvenil a la ley penal.- 


c) Principio que condiciona la detención: 

Solo puede ser detenido en casos de infracciones flagrantes o habiendo elemen- 
tos de convicción suficientes sobre la comisión de una infracción. En este último caso mediante 
orden de juez competente.- 


d) Principio de humanidad: 

El adolescente privado de libertad será tratado con la humanidad y el respeto que 
merece la dignidad inherente a la persona humana. - 

Tendrá derecho a mentener contacto permanente con su familia o responsables, 
salvo en circunstancias especiales.- 


e) Principio de inocencia: 
Tiéne derecho a que se presuma su inocencia. - 
No será obligado a declarar contra sí mismo, ni a declararse culpable.- 


f) Principio de inviolabilidad de la defensa: 
Tiene derecho a contar en forma permanente con asistencia jurídica gratuita es- 
pecializada o privada, durante todo el proceso y hasta la ejecución completa de las medidas. - 


g) Principio de libertad de comunitación: 
Tiene derecho durante la privación de libertad, de comunicarse libremente y en 
privado con su defensa, sus padres, responsables y asistentes espirituales. - 


h) Principio de prohibición de juzgamiento en ausencia: 
Tiene derecho de no ser juzgado en su ausencia, so pena de nulidad de todo lo 
actuado. - 


i) Principio de impugnación: 
Todo adolescente tendrá derecho a impugnar todas los decisiones judiciales que 
lo perjudiquen. - 


i) Principio de duración razonable: 
En ningún caso la situación derivada de la formalización del proceso excederá en 
sus consecuencias el término de duración de la medida que hubiere correspondido. - 
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- k) Principio de asistencia de interpretes: 
Todo adolescente tendrá derecho a contar con la libre osistencia gratuita de un 
intérprete si no comprende o no habla el idioma oficial. - 


11,- PROCEDIMIENTO: 


ART. 30*.- Principio general: 

En todos los casos en que se determine la responsabilidad del adolescente, el proce- 
dimiento se ajustará o los trámites establecidos por este Código, y en los puntos no regulados 
por la Constitución Nacional, por el Código General del Proceso, la Convención sobre los Dere- 
chos del Niño e Instrumentos internacionales ratificados por el país. 


ART. 31?.- 
1) Cometidos de la autoridad policial : 
Cuando proceda la detención del adolescente conforme a lo establecido en el art. 
29%, c, la autoridad aprehensora, bajo su responsabilidad, deberá: 
a) Realizar la actuación de modo que menos perjudique a la persona y reputación 
del adolescente. - 
b) Poner el hecho de inmediato en conocimiento del Juez.- 
c) Hacerle conocer los motivos de la detención y los derechos que le asisten, espe- 
cialmente el derecho que tiene de designar defensor. - 
d) Si fuera necesario, antes de conducirlo a la presencia del Juez, hará constar to 
indispensable pora lo información de los hechos. 
e) Si no fuere posible llevarlo de inmediato a presencia del Juez, previa autoriza- 
ción de éste, deberá conducirlo a la Comisaría de Menores por el tiempo estrictamente necesa- 
rio, no más de doce horas. Dicha autoridad solo deberá asegurarle la debida protección.- 


2) Audiencia preliminar: 

En los casos de infracciones juveniles que lo ameriten, el juez dispondrá, en plazo que 
no exceda fas veinticuatro horas, la realización de una audiencia preliminar donde deberán 
estar presentes, bajo pena de nulidad, el adolescente, su defensor y el Ministerio Público.- 

Se procurará la presencia de los padres o responsables. También podrán comparecer 
si lo aceptaran y no existiera peligro para su seguridad la víctima y testigos. - 

El Juez ol interrogorlo le hará conocer en términos accesibles los motivos de la deten- 
ción y los derechos que le asisten.- 

Se dispondrá la inmediata agregación de la partida de nacimiento o la acreditación 
de la edad mediante medios sustitutivos. 

Mediando acuerdo de partes, podrá prescindirse de la agregación inmediata. - 


3) Medidas probatorias: 

Durante esta audiencia, el Ministerio Público y la Defensa podrán solicitar las medi- 
das que estimen convenientes. - 

La información deberá recabarse en un plazo que no exceda de los 20 días continuos 
y perentoriós, contados a partir de la decisión judicial. - 

La pruebo se diligenciorá con las garantías que aseguren el debido proceso. Será 
indispensable la presencia del adolescente y su defensor en todas las instancias probatorias. - 

En todo lo que le fuere requerido, la policía prestará colaboración. - 


4) Medidas provisionales: 
Durante el proceso de información el Juez, previa conformidad del Ministerio Público 
y la Defensa, dispondrá las medidas que considere útiles para el conocimiento de la personal:. 
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dad del adolescente y las cautelas que menos lo perjudiquen.- 

Si el adolescente tiene padres o responsables, parientes o terceros de reconocida 
solvencia moral, podrá entregarlo al cuidado de alguno de ellos, bajo su responsabilidad si no 
existiera peligro para terceros.- 

En principio tos padres están obligados a recibir a sus hijos y a brindarles el cuidado, 
vigilancia y protección necesarios a da cautela confiada. Cesa esto obligación cuando la infrac- 
ción fuere cometida contra alguno de sus progenitores.- 

Cuando carezca de padres o responsables y los parientes o terceros rehusen hacerse 
cargo, o cuando, por la gravedad del hecho el adolescente se vea expueslo a situaciones que 
pongon en peligro su integridad física, o exista temor que atente contra su vida o se sustraiga a 
la acción de la justicia, el Juez dispondrá su guarda por el Instituto Nacional del Menor.- 


5) Informe del equipo técnico judicial : 

De no haberse dispuesto la internación, el juez podrá solicitar del equipo técnico del 
Poder Judicial o de algún otro servicio público o privado que estime pertinente, que produzca un 
informe tendiente a recabar aquellas circunstancias necesarias para el buen fin de la medida 
dispuesta. - 

Los técnicos producirán los informes verbales o escritos que el Juez disponga y po- 
drán participar en la aplicación de las medidos. - 

En todos los casos dichos informes, que se brindarán durante el período de prueba, 
deberán contener elementos acerca de las condiciones y recursos personales del adolescente, 
así como de su medio familiar y sacial! 


6) Informe del Centro de Internación: 

Si el Juez resuelve la internación dispondrá que el equipo técnico del centro de inter- 
nación, en un término que no exceda de los 20 días dispuestos para la prueba, produzca un 
informe con una evaluación médico y sico-social, el cual se expedirá especialmente sobre las 
posibilidades de convivencia en régimen de libertad. - 


7) Audiencia final: 

Al vencimiento del plazo de 20 días el Juez convocará a la audiencia final, en la que 
participarán necesariamente las mismas personas que asistieron a la audiencia preliminar. - 

Pondrán a disposición de las partes necesarios los informes técnicos recabados, - 

El Ministerio Público a quien se le dará traslado en primer término, podrá manifestar 
su propósito de deducir acusación.- 

En ese caso relacionará las pruebas ya diligenciadas y analizará los informes técnicos 
y formulará los presupuestos de la imputación.- 

La defensa, a su vez, en el mismo acto, tendrá derecho a analizar sus pruebas, las del 
Ministerio Público y los informes técnicos, articular descargos o estar de acuerdo con la imputa- 
ción.- 

Se daré porticipación al menor, si éste lo solicita.- 


8) Aceptación de cargos: 

Si el adolescente ha aceptado su intervención en los hechos, o en caso de no haberse 
ofrecido o diligenciado la prueba, el acto se realizará necesariamente con las mismas personas 
que asistieron a la audiencia preliminar.- 

Si el Ministerio Público manifiesta su propósito de deducir acusación, procederá a 
formular los cargos y solicitar la aplicación de una de las medidas socio educativas descritas en 
el Capítulo VII, numeral 1I!.- 


9) Sobreseimiento: 
Si el Ministerio Público manifiesta su propósito de no deducir acusación, se dará 
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traslado a la defensa, quien tiene derecho a opinar.- 

El dictamen del Ministerio Público obliga al Juez.- 

Cesarán de inmediato las medidas cautelares y se procederá al archivo de los ante- 
cedentes, sin otro trámite.- 


10) Plazo para dictar sentencia: 

Puestos los autos al despacho, el Juer deberá dictar sentencia definitiva de primera 
instancia ol cabo de la audiencia final, y en esa misma oportunidad expedir el fallo con sus 
fundamentos; de todo lo cual se dará lectura a los efectos de su comunicación (art. 76 C.G.P), 
siendo de aplicación, en cuanto a su contenido y en lo pertinente, el art. 245 del Código del 
Proceso Penal.- 

Cuando la complejidad del asunto lo justifique, se podrá prorrogar el plozo para 
dictar la sentencia con sus fundamentos, por cuarenta días, procediéndose para su comunica- 
ción a la formalización de una oudiencia complementaria.- 


11) Contenido de la sentencia: 

Si se dispusieren medidas socio-educativos fas sentencias serán dictadas con la fina- 
lidad de preservar el interés del adolescente. 

La privación de libertad se utilizará solo como medida de último recurso y durante el 
periodo más breve que proceda.- 

Deberá fundamentar por qué no es posible aplicar otra medida distinta a la de priva- 
ción de libertad. - 

* El Juez no podrá imponer medidas educativas sin previo pedido del Ministerio Públi- 

co, ni hacerlo de manera más gravosa de la solicitada por ésie.- 

El Juez podrá desestimar los cargos cuando considere que su gravedad no justifica la 
persecución o cuando estime que existen circunstancias que excluyen la responsabilidad. - 


12) Coparticipación de mayores: 

En el caso de hechos con apariencia delictiva en que se hallen involucrados adoles- 
centes junto a personas mayores, la autoridad policial lo hará saber simultáneamente al Juez de 
Menores y al Juez Penal de Turno, quienes actuarán en forma paralela, comunicándose recipro- 
camente las alternativas de la causa.- 

Deberá recabarse autorización del Juez de Menores para el traslado del menor al 
Juzgado Pena! siempre que seo necesaria su declaración, como testigo.- 


13) Régimen recursivo: 
Se aplicará el régimen recursivo que la ley establece (arts. 253 y 254 C.G.P).- 
La apelación será automática cuando la medido impuesta supere los dos años de 
privación de libertad. - 
En segunda instancia serán competentes los Tribunales de Apelaciones de Familia 
que deberán dictar sentencia en al plazo de 20 dios (arl. 324 Lay N* 16.226).- 
Si la sentencia es absotutoria, no admite recurso alguno. - 


14) Zonas Rurales: 

En las zonas rurales donde no sea posible dar cuenta inmediata al Juez Letrado 
competente, podrá actuar por vía de urgencia, el Juez de Paz respectivo, estándose a lo que éste 
decida (art. 45 C.PP).- 


111.- MEDIDAS SOCIO -EDUCATIVAS: 


ART. 32?.- Principios Generales 
Las medidas contempladas en este Código solo podrón aplicarse a los adolescentes 
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respecto e los cuales haya recaído declaración de responsabilidad juvenil, por sentencia 
ejecutoriada 


ART. 33".- 

Una vez que el juez disponga las medidas, deberá comunicarlo por escrito al Instituto 
Nacional del Menor o institución privada seleccionada para la internación, con remisión del 
texto de la sentencia, sin cuyos requisitos el órgano destinatario no dará curso a la internación. - 


ART. 34"- 

Todas las medidos que se adopten conforme a to establecido en el art. 31 numeral 11 
se podrán complementar con el apoyo de técnicos, tendrán carácter educativo y buscarán forta- 
lecer el respeto del adolescente por los derechos humanos y las libertades fundamentales de 
terceros, como asimismo el robustecimiento de los vínculos familiares y los de la sociedad civil. - 


MEDIDAS SOCIO -EDUCATIVAS NO PRIVATIVAS DE LIBERTAD: 
ART, 35".- 

Solo podrán aplicarse las siguientes medidas no privativas de libertad: 

a) advertencia, formulada por el Juez en presencia del defensor y de los pudres o 
responsables, sobre los perjuicios y las consecuenciasposibles de la misma; 

b) amonestación, formulada por el Juez en presencia del defensor, de los padres o 
responsables, intimándolo o no reiterar la infracción;- 

'c) orientación y apoyo mediante la incorporación de un programa de control a cargo 
del instituto Nacional del Menor, por un periodo máximo de un año; 

d) observancia de reglas de conducta, como prohibición de asistir a determinados 
lugares o espectáculos por un período que no exceda de seis meses; 

e) prestación de servicios a la comunidad, hasta por Un máximo de dos meses; 

f) obligación de reparar el daño; 

ag) prohibición de conducir vehículos motorizados, hasta por dos años.- 


ART. 36*.- Programos de orientación : 

Los programas de orientación y apoyo tienen por finalidad incorporar paulatinamen- 
te al adolescente al medio familiar o grupo de crianza, así como a los centros de enseñanza, y 
cuando corresponda a los centros de trabajo.- 

El Instituto Nacional del Menor elaborará el programa de vigilancia, el que, una vez 
aprobado, será de carácter obligatorio. Estos programas podrán ser ejecutados por el propio 
Servicio o por instituciones públicas o privadas.- 


ART. 37?.- Trabajos en beneficio de la comunidad : 

Los trabajos en beneficio de la comunidad se regularan de acuerdo a las directivas 
que al efecto programe el Instituto Nacional del Menor. - 

Preferentemente podrán realizarse en hospitales y otros servicios comunitarios públi- 
coS.- 

No podrán exceder de cuatro horas diarias. La autoridad administrativa vigilará su 
cumplimiento, concertando con los responsables de su ejecución, de forma que no perjudique la 
asistencia a los centros de enseñanza, de esparcimiento y las relaciones familiares, en todo lo 
cual se observará el cuidado de no revelar la situación procesal del adolescente.- 


ART. 38*.- Obligación de reparar ei daño : 50 
La obligación de reparar el daño, será siempre ordenada por el Juez, oido el Ministe- 
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rio Público, el adotescente, la defensa y la víctima.- 
Tratándose de perjuicios patrimoniales, el juez, oido el Ministerio Público y Defensor, 
procurará que el adolescente restituya la cosa o su valor.- 


ART. 39".- 
El Juez solo podrá aplicar una de las medidas previstas en este título y el siguiente. 


MEDIDAS SOCIO-EDUCATIVAS PRIVATIVAS DE LIBERTAD: 


ART. 407.- 

Las medidas privativas de libertad solo se aplicarán: 

1) A los adolescentes declarados por sentencia ejecutoriada responsables de infrac- 
ción juvenil que a juicio del juez amerite la detención. - 

2) A los adolescentes que habiendo sido declarados por sentencia ejecutoriada, res- 
ponsables de una infracción juvenil, han infringido en forma reiterada las medidas aplicadas por 
el juez.- 


ART. 41”.- 

Los medidas privativas de libertad no son obligatorias para el Juez.- 

Se aplicarán cuando configurándose los requisitos legales, no existan otras medidas 
adecuadas dentro de las no privativas de libertad. - 

El Juez fundamentará los motivos de la no aplicación de otros medidas.- 

Se tendrá en consideración el derecho del adolescente a vivir con su familia, y en 

caso que proceda la separación, a mantener contacto permanente con ella si no fuara perjudi- 
cial para el mismo. - 


ART. 42*.- 

Las medidas privativas de libertad, son: 

a) Internación en establecimientos públicos o privados cerrados, separados comple- 
tamente de los establecimientos carcelarios destinados a los adultos; 

b) Internación en iguales centros con posibilidades de gozar de semi libertad; 

c) Internación en iguales centros con posibilidades de gozar de libertad asistida; 


RÉGIMEN DE PRIVACIÓN DE LIBERTAD: 
ART. 43*.- 

Consiste en privar al adolescente de su libertad, recluyéndolo en un centro cerrado, 
que asegure su permanencia en el recinto, sin menoscabo de los derechos consagrados en este 
Código, las normas constitucionales, legales e instrumentos internacionales. - 


RÉGIMEN DE SEMI-LIBERTAD: 
ART. 44?.- 

El régimen de semi-libertad consiste en disponer que el adolescente cuya privación 
de libertad ha sido dispuesta en centro cerrado, goce de permiso para visitar a su familia o para 
la realización de actividades externos, de cuatro horas de duración, en su beneficio personal, 
controladas por la autoridad donde se encuentra recluido.- 

Este régimen se extiende o voluntad del adolescente mientras se aplica la medida de 
privación de libertad, salvo la suspensión temporaria o definitiva por inobservancia de las reglas 
de comportamiento. - 
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RÉGIMEN DE LIBERTAD ASISTIDA: 
ART. 45.- 

El régimen de libertad osistida consiste en acordarle al adolescente el goce de liber- 
tad, de manera que desarrolle su vida en forma semenjante a la vida familiar. - 

Será necesariamente apoyado por especialistas y funcionarios capacitados para el 
cumplimiento de programas educativos, de auxilio, asistencia social e inserción en el mercado 
de trabajo.- 

El Juez determinará lo duración de esta medida de acuerdo a los informes técnicos.- 

Se podrá prescindir de la aplicación de lu medida cuando se trate de adolescentes 
con buena conducta anterior o cuando sus padres o guardadores ofrezcan garantías suficientes 
de asistencia y apoyo eficiente.- 

En cualquier momento de su ejecución la medida podrá ser interrumpida, revocada o 
sustituida, de oficio o a instancia de los actores habilitados y previa intervención del Ministerio 
Público y del Defensor.- 


ART. 46".- Duración de las medidas de privación de libertad: 
La medida de privación de libertad tendrá una duración máxima de cinco años.- 
Deberá guardar proporcionalidad con la gravedad de la infracción y sus circunstan- 
cias.- : 
En ningún caso el adolescente que al llegar a los dieciocho años permanece sujeto a 
medidas, cumplirá lo que te resta en establecimientos destinados a los adultos.- 


ART. 47*.- Cumplimiento: 

El cumplimiento de las medidas de privación de libertad son de responsabilidad ex- 
clusiva, irrenunciable e indelegable del Estado.- 

Se cumplirán en centros especiales hasta la finalización de las mismas y de acuerdo a 
criterios, entre otros, de edad, complexión física, gravedad de la infracción y adaptación a la 
convivencia.- 

En ningún coso podrán cumplirse en establecimientos destinados a los adultos.- 

Se tendrá especial cuidado por las situaciones en que el adolescente requiera trata- 
miento médico, en cuyo caso deberá ser internado en centro adecuado a sus condiciones.- 


ART. 48*.- Infractores con dependencia: 
En los casos de adolescentes infractores, que padecen dependencias alcohólicas o 
toxicómanas, se efectivizará la asistencia a programas de orientación y tratamiento adecuados. - 


ART. 49".. Procedimiento por modificación o cese de las medidas: 

La tramitación de las solicitudes de sustitución, modificación, cese de las medidas o 
clausura de las actuaciones, se hará por audiencia debiendo dictarse resolución fundada, previo 
los informes técnicos que se estimen pertinentes, con presencia del adolescente, de sus repre- 
sentantes legales, de la Defensa y del Ministerio Público.- 

La audiencia deberá celebrarse en un plazo que no exceda los 15 días a partir de la 
respectiva solicitud. - 


ART. 50*.- Traslado de infractores: 

La internación de los adolescentes fuera de la jurisdicción de su domicilio se limitará 
al minimo posible, atendidas las circunstancias del caso.- 

Cuando los Juzgados dispongan la internación de adolescentes infractores fuera de 
su jurisdicción declinarán competencia para ante el juez del lugar de internación.- 
Deberán enviar junto con el adolescente, fotocopia certificada del expediente en sobre cerrado, 
que será entregado por el funcionario que lo traslade, bajo recibo, al Juez de turno del lugar de 
la internación. - Lo 
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ART. 517.- Reserva: 

Queda prohibida la identificación de la persona del adolescente por cualquier medio 
de comunicación, sin perjuicio de la información sobre los hechos.- 

Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la prensa en contravención a lo 
dispuesto en el inciso anterior serán pasibles de una suspensión de diez días con pérdida de 
haberes la primera vez, y un mes por la siguiente. La tercera infracción podra dar lugar a la 
destitución. La infracción será comunicada preceptivamente a esa institución a la que pertenece, 
con transcripción de las normas. 

Los medios de comunicación que infringieren lo dispuesto en el inciso primero incu- 
rrirán en una multa, entre 20 y 200 U.R., según los casos, a juicio del juez. 


ART. 52?.- Competencia; 

En las infracciones previstas en el artículo anterior inciso 3%, entenderán los Jueces de 
Menores, siguiendo el procedimiento legal pare reprimir las faltas en el derecho penal de adul- 
tos.- 


ART. 537.- Recurribilidad: 
La sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión 
hará cosa juzgada.- 


IV.- PRINCIPIOS DE LA EJECUCIÓN.- 
ART. 54?.- Supuestos de la ejecución: 


La actividad procesal de ejecución de las medidas educativas, comprende los actos 
destinados a promover el cumplimiento de las medidos, el trámite y la decisión de las cuestiones 
sobrevinientes.- 


ART. 55*.- Control que ejercen los Jueces competentes : 

Son cometidos de los Jueces competentes: 
1.) Vigilar los casos en los que han recaído medidas educativas dispuestas por sentencia 
ejecutoriada, hasta el termino de su cumplimiento.- 


2.) Entender en audiencia y con intervención dal Defensor y Ministerio Público, las reclamaciones 
de los adolescentes durante el periodo de ejecución de las medidas, tanto en los establecimien- 
tos oficiales, como fuera de ellos.- 


3.) Visitar, por lo menos una vez al mes"los centros de internación, dejando constancia en el 
expediente respectivo del resultado de la misma.- 

Sin perjuicio de lo que antecede podrá realizar inspecciones cada vez que lo conside- 
re oportuno.- 

En ambos casos, tomarán las medidas que más convengan al interés del adolescen- 
te.- 


4.) Dar cuenta a la Suprema Corte de Justicia en los casos que se constaten irregularidades 
graves.- 


ART 567.- Control de la autoridad administrativa : 
El Instituto Nacional del Menor o las autoridades de los centros de internación públi- 
cos o privados, informarán cada tres meses al Juez, sobre la forma como se cumple la medida.- 
El instituto Nacional del Menor reglamentará el funcionamiento de los centros donde 
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se cumplen las medidas privativas de libertad.- 


V.- DERECHOS Y DEBERES DURANTE LA EJECUCIÓN 
DE LAS MEDIDAS SOCIO EDUCATIVAS: 


ART. 57*.- Principio especial de la privación de libertad: 

Sin perjuicio de los derechos y garantías enumerados en el art. 29, se tendrán en 
cuenta los derechos y deberes de los adolescentes, con miras a contrarrestar los efectos perjudi- 
ciales de la institucionalización y fomentar su integración a la sociedad: 

A) Derechos: 

1) A ser informado del régimen de funcionamiento institucional y de sus dere- 
chos y deberes y conocer a los funcionarios que lo tendrán bajo su responsabilidad durante la 
internación o en régimen ambulatorio..- 

2) A conocer el régimen interno a fin de comunicarse personalmente con el 
Juez, Fiscal, Defensor, educadores, familiares y ejercer efectivamente ese derecho.- 

3) A estar informado sobre las medidas que se proyectan para lograr su inser- 
ción al ámbito familiar y social.- 

4) A recibir los servicios de salud, sociales, educativos, religiosos y de esparci- 
miento, y ser tratado conforme a su desarrallo y necesidodes.- 

En todo caso se garantizará su seguridad y se le protegerá contra influen- 
cias nocivas y situaciones de riesgo.- 


5) A estar informado sobre el régimen de convivencia. 

6) A no ser trasladado del centro donde cumple la medida educativa sin dar 
cuenta de inmediato al Juez competente. Todo traslado podrá ser recurrido conforme a dere- 
cho.- 

7) No podrán imponerse sanciones colectivas.- 
B) Deberes: 


Durante la ejecución de las medidas, los adolescentes, deherán respetar a sus educa- 
y observar los reglamentos internos en cuanto a convivencia, estudio y 
E apa Bn, esparcimiento, aseo personal y de las dependencias que ocupan, y res- 
peto a sus educadores, responsables y demás personas con quienes se vinculan cotidianamente. - 
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C) Ámbito de aplicación: 
Todos los derechos y deberes establecidos en orden a la ejecución de las medidas 
socio educativas, se aplicarán, en lo pertinente, a todo tipo de privación de libertad.- 


VI.- CESACIÓN DE PROCESO: 


ART. 587 .- Principio general: 

En cualquier estado del proceso, con intervención del adolescente, defensor y Minis- 
terio Público, y los padres, responsables o la victima, si correspondiere, el Juez dispondrá el cese 
del proceso, en los siguientes casos: 


1) Cuando se comprobare que el adolescente no es responsable. - 


2) Cuando se comprobare que no es el autor, co-autor o cómplice del hecho constitu- 
tivo de la infracción.- 


3) Cuando se comprobare que obró amparado por alguna de los circunstancias que 
eximen de pena.- 
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4) Cuando ha prescripto la acción por el hecho imputado.- 


5) Cuando se compruebe que el adolescente ha sido víctima de un delito. Si como 
resullado de las diligencias se establece que el menor ha sido víctima de un delito, el Juez de 
Menores remitirá de oficio los antecedes al Juez Letrado en lo Penal o Jueces Letrados Depoarta- 
mentales, que correspondan. - 


ART. 59" .- 
Decretado el cese, si el adolescente estuviese privado de libertad, se dispondrá su 
inmediato egreso y clausura de antecedentes. .- 


VIl.- DE LAS MEDIDAS CURATIVAS: 


ART. 60*.- Procedencia.- 

A los menores incapaces que hubieren cometido infracciones juveniles a la ley penal 
se les aplicarán medidas de carácter curativo que se cumplirán en establecimientos adecuados. - 
Correspondiendo a los directores de dichos establecimientos y a los técnicos que designe el Juez, 
determinar su tratamiento.- 

ART. 617.- Contral.- 
- Durante la internación, se aplicarán, en lo pertinente, las medidas de contralor a 
cargo de los Jueces de Menores estabiecidas en el art. 55. 


VilI.- DELAS AUDIENCIAS: 


ART. 62*.- Presencia del Juez: 

El Juez de Menores, en su caso, presidirá por sí mismo las audiencias, bajo pena de 
nulidad, que compromete su responsabilidad funcionol.- 

Igual deber compete al Ministerio Público, Defensor y a los técnicos asesores a quie - 
nes el Juez requiera opinión.- i 

Sin la presencia del adolescente no podrá llevarse a cabo ninguna audiencia. - 


ART. 637.- Contenido de las audiencias: 

1) Los audiencias preliminar y final, referidas en el art. 31 num. 2 y 7 se documenta- 
rán con la mayor precisión en acta que se labrará durante su desarrollo o al cabo de la misma. 
En forma resumida se consignará fecha y lugar en que se labra, describirán los hechos, la 
tipificación legal con expresa mención de la norma jurídica presuntamente violada y las atega- 
ciones de las partes, quienes podrán solicitar lo que estimen pertinente para asegurar la fideli- 
dad del resumen. La decisión del Juez deberá comprender el examen de los puntos tratados por 
las partes.- 

2) Si lo solicitaren, se entregaran a las partes copia integra de las sentencias defini- 
tivas, autenticadas por la Oficina Actuaria.- 


ART. 64?.- Acceso al expediente: 

Las partes y los técnicos designados durante el trámite tendrán, en todo momento, 
acceso al expediente, salvo casos excepcionales, e juicio del Juez y en atención al interés del 
adolescente.- 
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IX.- DE LAS COMUNICACIONES PROCESALES: 


ART. 657.- Notificaciones preceptivas: 

1) Cuando se produzca la detención del adolescente, salvo disposición expresa en 
contrario, el Juez dispondrá que el hecho sea inmediatamente notificado a su defensor, al Minis- 
terio Público, los padres o representantes legales y a los asesores técnicos pora cuyo asesora- 
miento el Juez estime necesario convocar.- 


2) Las actuaciones dispuestas en audiencia se tendrán por notificadas a quienes es- 
ién presentes o hayan debido concurrir al ucto.- 


3) Salvo en los casos que indique el Juez, los notificaciones se practicarán en la 
oficina.- 
A tal efecto, todos los interesados que actúen en el procedimiento respectivo, 
excepción hecha del Ministerio Público, concurrirán a la oficina para enterarse de las actuacio- 
nes.- 


ART. 66".- Notificación ficta: E 

Si la notificación se retardare tres días húbiles por falta de comparecencia del intere- 
sado, se tendrá por efectuada, sin necesidad de constancia alguna en los autos.- 

Si el día que concurriere el interesado la actuación no se hallare disponible, la Ofici- 
na Actuaria expedirá constancia, en formulario al efecto, si aquel lo solicitare (art. 86 Código 
General del Proceso).- 


ART. 67”.- Autorización para notificarse: 
Por simple escrito, se podrá autorizar a una tercera persona, para que con ella se 
entiendan las notificaciones. - 


ART. 68”.- Régimen complementario: 
En todos los casos no contemplados en este Código se aplicarán las disposiciones del 
Código General del Proceso (Sección lll, arts. 76 a 90).- 


X.- PLAZOS PROCESALES: 


ART. 697.- Carácter de los plazos: 
1) Todos los plazos señalados en este Código son perentorios e improrrogables. Sal. 
vo casos excepcionales, el Juez podrá suspender su curso, fundando la medida y su duración. - 
2) Para regular su aplicación se atenderá a to dispuesto por los arts. 92 a 99 del 
Código General del Proceso. 


ART. 707.- Infracciones reiteradas: 

En los cosos de infracciones reiteradas, los procesos se tramitarán por el juez compe- 
tente de cada una hasta la sentencia ejecutoriada, sin perjuicio de la unificación de las medidas 
impuestas, la que se realizará en vía incidental por el Juez de Menores que hubiere entendido en 
la última infracción.- 


CAPITULO IX 
I.- DE LA FILIACIÓN 


ART. 717.- Derecho a la filiación: 
Todo niño y adolescente tiene derecho a saber quienes son sus padres. - LE ae 
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ART. 72*.- Derecho a la protección: 

Todo niño y adolescente tiene derecho, hasta la mayoría de edad, a recibir de sus 
padres y responsables la protección y cuidados necesarios para su adecuado desarrollo integral 
y es deber de éstos el proporcionárselos.- 

Igual derecho corresponde a los adultos con copacidod diferente.- 


ART. 739.- Derecho a la identidad: 

El reción nacido deberá ser identificado en todas las maternidades públicas y priva- 
das mediante un registro de impresión planta! y digital, acompañado de la impresión digital de 
la madre.- 


ART. 747.- Derecho al nombre y apellidos familiares: 


Todo niño tiene derecho, desde su nacimiento, a ser inscripto con nombre y apellido, 
llevando como primer apellido el de su padre, y como segundo, el de su madre.- 


ART. 75*.- Inscripción de los hijos: 

1.- El niño inscripto por el padre, llevará como primer apellido el de éste, seguido del 
de aquélla que surja acreditada como su madre.- 

2.- A falta de inscripción por el padre, llevará como apellido el de su madre biológi- 
ca.- 

3.- Si se desconoce la identidad de los padres de un niño, el mismo será inscripto con 
dos apellidos de uso común, por el Oficial del Registro Civil.- 

4.- Los apellidos de uso común, serán sustituidos por el del padre o la madre que 
reconozca su hijo, o sean declarados tales por sentencia judicial. - 

5.- Si la inscripción la efectuaran familiares del niño, la determinación del o los ape- 
llidos de uso común la harán éstos.- 

6.- En caso de adopción plena los apellidos del niño adoptado serán sustituidos por 
los de los adoptantes.- 

Tratándose de adopción simple por un solo adoptante, su apellido sustituirá al origi- 
nal.- 

Si el adoptado fuera mayor de 12 años, se aplicará lo dispuesto en el capítulo referi- 
do a la Adopción.- 


ART. 76”.- Derecho a reconocer los hijos proplos: 
Todo progenitor tiene derecho, cualquiera fuere su estado civil, a reconocer sus hi- 
jos.- 


ART. 777.- Capacidad de los padres para reconocer sus hijos: 
La madre puede, cualquiera fuere 3u edad, reconocer a su hijo. El padre debe tener 
16 años de edad para hacerlo.- 


ART. 78*.- Formalidades del reconocimiento: 

“No se requieren términos socramentales para el reconocimiento expreso, bastando 
que el progenitor manifieste su condición de tal ante el Oficial de Estado Civil, en la escritura 
pública o en el testamento a los que se refiere el artículo 233 del Código Civil.- 


ART. 79%.- Voluntad del hijo: 

Cuando el hijo fuere toncdida luego de haber cumplido 12 años de edad, tiene 
derecho a expresar, ante el Oficial de Estado Civil, su voluntad de proseguir usando los opellidos 
con los que hasta entonces era identificado. Dicha expresión de voluntad será anotada al mar- 
gen de su partida de nacimiento.- e 
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El derecho mencionado podrá ejercerlo el menor, desde los 12 años hasta su mayorla 
de edad.- 


ART. 80”.- Inscripción tardía: 

En caso de inscripción tardía, el niño mayor de 12 años que no hubiere sido previa- 
mente reconocido por sus progenitores, podrá proceder de acuerdo a lo indicado en el artículo 
anterior. - 

Tratóndose de inscripción tardía de hijos de matrimonio, basta con la presencia de 
uno o de ambos padres sin perjuicio del cumplimiento de las disposiciones legales correspon- 
dientes.- 


II.- DE LA TENENCIA DEL NIÑO Y ADOLESCENTE: 


ART. 817.- Tenencia por los padres: 

1.- Cuando los padres estén separados, se determinará por su común acuerdo, cuál 
de ellos detentorá la tenencia de los hijos menores de edad. - 

2.- De no existir acuerdo de los padres, la tenencia la resolverá el Juez de Familia, 
dictando las medidas necesarias para su cumplimiento.- 


ART. 82”.- Facultades del Juez de Familia: 
En coso de no existir acuerdo de los padres, el Juez resolverá, teniendo en cuenta las 

siguientes recomendaciones: 

aj el hijo deberá permanecer con el padre o la madre con quien convivió el mayor 
tiempo, siempre que lo favorezca; 

b) preferir a la madre, cuando el niño sea menor de dos años, siempre que no sea 
perjudicial para él; 

c) siempre se debe oir y tener en cuenta la opinión del niño y del adolescente. - 


ART. 83".- Procedimiento: 

Todos las pretensiones relativas a la tenencia o guarda de los niños o adolescentes, 
se regularán por el procedimiento extraordinario consagrado en los artículos 346, 349 y 350 de! 
Código Genera! del Proceso, - 


HH.- VISITAS: 


ART. 84”.- 
Todo niño y adolescente tiene derecho a mantener el vínculo con sus padres, y conse- 
cuentemente a yn régimen de visitas con el progenitor que no goce de su tenencia. - 


ART. 85”.- Determinación de las visitas; 

1.- La determinación de los visitas se fijará de común acuerdo por los padres.- 

2.- A falta de acuerdo, o que se impida o limite el ejercicio del derecho mencionado, 
el Juez de Familia fijará el mismo, Se garantizará el derecho del niño o adolescente a ser oído, 
teniendo en cuenta su opinión, la cual se recabará en un ámbito adecuado.- 


ART. 867.- Sanción por incumplimiento: 

El incumplimiento del régimen de visitas fijado judicialmente podrá originar la varia- 
ción de la Tenencia si ello no perjudicara al interés del niño o adolescente, sin perjuicio de las 
sunciones pecuniarias que fije el Juez a instancia de parte o de oficio, cuyo producida será en 
beneficio del menor.- 
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ART, 87”.- Tenencia por terceros: 

1.- La Tenencia de un niño o adolescente puede solicitarlo cualquier interesado, siempre 
que ello contemple su interés superior.- 

2.- La persona que detente la tenencia de un niño o adolescente está obligado a 
brindarle la protección y cuidados necesarios para su desarrollo integral. 

3. La persona que no se sienta capacitada para proseguir con la Tenencia, deberá 
ponerlo en conocimiento del Juez de Familia, quien resolverá la situación de éste. 


ART. 88.- Procedimiento: 

Todas las pretensiones que conciernen al régimen de visitas, se regularán por el 
procedimiento extraordinaio cconsagrado en tos arts. 346, 349 y 350 del Código General dfel 
Proceso. 


CAPITULO X 
DE LOS ALIMENTOS 


ART. 89 ”..- Concepto de deber de asistencia familiar: 

El deber de usistencia familiar está constituido por los deberes y obligaciones a 
cargo de los integrantes de la familia u otros legalmente asimilados a ellos, cuya finalidad es la 
protección material y moral de los miembros de la misma.- 

Bajo la denominación de alimentos, se alude en este Código a la asistencia mate- 
rial.- 


ART. 90*.- Concepto de alimentos: 

Los alimentos están constituidos por las prestaciones dinerarias o en especie que 
sean bastantes para satisfacer, según las circunstancias particulares de cada caso, las necesida- 
des relativas al sustento, habitación, vestimenta, atención médica y los gastos necesorios para 
adquirir una profesión y oficio, educación, cultura y recreación.- 

También se consideran alimentos los gastos de atención de la madre durante el 
embarazo, desde la concepción hosta la etapa del post parto.- 

Las prestaciones deberán ser proporcionadas a las posibilidades económicas de 
los obligados y a las necesidades de los beneficiarios.- 


ART. 917.- Forma de prestación de los alimentos: 

Las prestaciones alimentarias serán servidas preferentemente en dinero, y excep- 
cionalmente en especie, en atención a las circunstancias de cada caso. - 

Todas las prestaciones se servirán en forma periódica y anticipada.- 


ART. 92*.- De la vigencia de la prestación alimentaria: 

La prestación alimentaria se debe desde la interposición de la demanda. Igual crite- 
rio se seguirá en el supuesto de aumento de la prestación. - 

Tratándose de cese o reducción de alimentos, la sentencia surtirá efecto desde que 
quede ejecutoriada, - 

La convenida extrajudicialmente, se debe desde la fecha pactada.- 


ART. 937.. Alimentos provisionales: 
El Juez al proveer sobre la demanda, a pedido de parte y atendidas las circunstancias 
invocadas, podré fijar alimentos provisionales. - 
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ART. 94?.- Beneficiarios de la obligación alimentaria: 
Son acreedores de la obligación alimentaria los niños y adolescentes y los muyores 
de 18 años y menores de 21.- 


Quedan asimilados a lo dispuesto en este título las personas con capacidad diferente 
cualquiera fuere su edad... 


ART. 959.- Personas obligadas y prestar alimentos y orden de preferencia: 

Los alimentos se prestarán por quienes corresponda en el siguiente orden: 

1.- los padres, y en su defecto, los ascendientes más próximos; 

2.- el o los adoptantes, a falta de los mencionados en el no. anterior; 

3.- el cónyuge del progenitor obligado, 

4.- los hermanos, con preferencia los de doble vínculo sobre los de vínculo simple; 

5.- los tíos; 

6.- quienes han procedido a una adopción plena tienen las mismos obligaciones que 
los padres biológicos, así como sus descendientes y ascendientes. 


ART, 967.- Concurrencia de obligados: 
Á falta de los mencionados en el articulo anterior, podrán ser obligados a servir 


alimentos a los menores de 21 años, o con capocidad diferente, los padrastros o madrastras, 
que hubieran convivido u la muerte del cónyuge. 


ART. 97*.- Caracteres de la obligación alimentaria: 
1.- Intrasmisibilidad e irrenunciablidad.- 
El derecho de pedir alimentos no puede trasmilirse por causa de muerte, ni 
renunciarse, ni venderse o cederse de modo alguno.- 
2.- Inembargabilidad e incompensabilidad.- 
Los pensiones alimenticias no son embargables. - 


El deudor de alimentos no puede oponer al demundante, en compensación, lo 
que el demandante le deba.- 


3.- imprescriptibilidad.- 
El derecho a pedir alimentos es imprescriptible.- 


ART. 987.- Pensiones alimenticias atrasadas: 

No obstante lo dispuesto en los artículos precedentes, los pensiones alimenticias alra- 
sadas podrán renunciarse; y el derecho a demandarlas, podrá trasmitirse por causa de muerte, 
venderse y cederse, sin perjuicio de la prescripción que competa al deudor. - 


ARE 99*.- Transacción sobre alimentos futuros: 


La transacción sobre alimentos futuros no surtirá efectos sino después de ser aprobo- 
da judicialmente.- 


ART. 1007.- Modificación de la obligación alimentaria: 
Los alimentos podrán ser objeto de aumento o de reducción, si se modifica la silua- 
ción económica del deudor o las necesidades del acreedor.- 


ART, 1017.- Extinción de la obligación alimentaria: 

La obligación de alimentos se extinguo y su cose debe ser judicialmente decretado en 
los siguientes casos: 

1.- cuando el beneficiario cumpla los 21 años, salvo que se tratare de personas con 
capacidad diferente; : 

2.- cuando el beneficiario deja de necesitarlos; 
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3.- cuendo el desdor se halla imposibilitado de servirlos; 7 

4.- cuando fallece el alimentante, sin perjuicio de lo asignación forzosa que grava la 
mosa de la herencia; 

5.- cuando fallece el alimentario, en cuyo caso la obligación se extiende a los gastos 
funerarios, siempre que no puedan cubrirse de otra manera.- 


ART. 102*.- Omisión injustificada de los alimentos: 

El obligado judicialmente a servir alimentos de acuerdo a las disposiciones de este 
Código que, habiendo sido previamente intimado judicialmente, omitiera prestarlos sin causa 
justificada, podrá ser sometido u arresto hasta por 30 días y en caso de nueva omisión podrá 
imponerse nuevo arresto, también por 30 días. Se suspenderá el apremio, si el obligado justificare 
que carece de los medios necesarios para el pago de la obligación alimentaria. - 

El mismo apremio se aplicará al que estundo obligado a servir alimentos para hijos 
menores o con capacidad diferente renuncie sin causa justificada a su trabajo luego de la noti 
ficación de la demanda, can el fin de burlar dicha obligación y carezca de rentas suficientes para 
cumplirla. - 

El mencionado apremio podrá ser dispuesto por el juez que entiende en la causa,y si 
«Lafectado dedujera recurso de apelación su decisión se suspenderá hasta que resuelva el Tribu- 
nal de Apelaciones de Familia competente, para lo que se le concede un plazo de veinte dias.- 


ART. 1037.- Concepto de ingresos: 

A los efectos de este Código, se entiende por sueldo o haberes, todo ingreso de 
cualquier naturaleza, periódico o no, que se origine en la relación laboral, arrendamiento de 
obras o de servicios o derive de la seguridad social. Los ingresos que reciba el alimentante por 
concepto de viáticos, se computarán en un cincuenta por ciento.- 

Quedan asimilados a lo dispuesto en el inciso unterior, los ingresos provenientes de 
retiros periódicos por concepto de utilidades, beneficios o ganancias, pago de intereses o divi- 
dendos. En general, lodo lo que perciba el deudor de alimentos por su trabajo o su capital.- 


ART. 104*.- Límite de la retención por alimentos: 
En el caso de ser el obligado empleado público o privado, podrá retenerse mensuol- 
mente hasta un 65 % de sus ingresos cuando así lo justifique el número de hijos y las necesida- 


des de los mismos. La resolución del Juez deberá ser fundada y será opelable con efecto 
suspensivo.- 


ART. 105*.- Medidas asegurativas de la prestación alimentaria: 

En el coso de prestar el alimentante servicios retribuidos por particulares o empresas, 
si se negare a cumplir la obligación de alimentos, se ordenará a aquellos que efectúen la reten- 
ción correspondiente a fos o habores respectivos.- z 

Para hacer efectiva la contribución señalada por el juez, bastará la orden librada por 
oficio al habilitado en fa oficina en que preste servicios el alimentante, y la empresa o el patrón 
responderán personal, solidaria e ilimitadamente del pago, si injustificadamente no cumplieran 
la orden recibida.- 


ART. 1067.- Obstáculos ul cumplimiento de la obligación alimentaria; 

El empleador o empresario que intencionalmente ocultare, total o parcialmente los 
ingresos, sueldos o haberes del obligado, será considerado incurso en el delito de estafa. - 

En el mismo delito incurrirá todo aquel que obstaculizare o impidiere el correcto 
servicio de la obligación alimentaria dispuesta judicialmente, o simulare créditos contra el abli- 
gado, o de cualquier manera colaborore intencional y fraudulentamente, en la reducción dei 
patrimonio efectivo del alimentante.- 
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ART. 107?.- Prohibición el alimentante de ausentorse del país sin dejar garantias suli- 
cientes: 

Iniciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá ausentarse del país sin dejar 
garantías suficientes, siempre que así lo solicitare el actor.- 


ART. 108*.- Procedimiento: 
El proceso de alimentos se rige por las normas previstas para el proceso extraordina- 
nio en el Código General del Froceso (arts. 346 y 349 numeral 2).- 


BART. 109*..- Competencia: 
Es Juez competenie para conocer en el juicio por alimentos, el del domicilio del niño 
o adolescente o el de la residencia del demandado, a elección del actor. - 


CAPITULO XI 
l.- DEL ABANDONO Y SITUACIONES AFINES: 


ART. 1109.- Concepto de abandono: 

El abandono se configura por la omisión del cumplimiento de los deberes de protec- 
ción integral que emunan de las disposiciones de este Código, a cargo de los padres, de los 
responsobles, de la familia, de la comunidad y de! Estado.- 


ART. 1117.- Primeras diligencias: 

El Juez Letrado de Fomilia a quien se le informe sobre un niño o adolescente abando - 
nado, tomará las más urgentes e imprescindibles medidas. interragará al menor si fuere posible 
en presencia del defensor, que se le proveerá en el acto y de sus padres o responsables, si los 
tuviere. El Ministerio Público deberá ser oído preceptivamente.- 


ART. 112”.- Medidas: 

El Juez lo entregará a sus padres o responsables o una familia de cuidado, formulan- 
do las recomendaciones del coso y si no los tuviere, dispondrá que el Instituto Nacional del 
Menor lo asista, tomando en las áreas de atención directa y en forma urgente, las medidas que 
le aseguren su estadia y egreso en condiciones de bienestar. - 


ART. 1137.- Estados afines: 

De igual forma procederá: 

a) en los casos de comisión por menores de 12 años de edad, de infracciones juveni- 
les e la ley penal; 

b) por amenaza o violación grave de los derechos consagrados en este Código, por 
negligencia, abuso, mallrato o explotación por los padres, responsables o terceros; 

c) en las situaciones conflictivas de carácter familiar o socia! en las que se encuentren 
involucrados. - 


ART. 114".- Comportamiento policial: 

Cuando la autoridad policial detenga a un niño o adolescente abandonado, o en las 
circunstancios del art. 113 deberá Hevarlo de inmediato a la presencia del Juez de Familia en la 
forma que menos perjudique su persona.- 


ART. 1159.- Responsabilidad penal; 

Si se configuraren elementos de convicción suficientes como para atribuir responsa- 
bilidad penal a los padres, responsables o terceros, se pasarán los antecedentes al Juzgudo 
Letrado de Primera Instancia en lo Penal, que corresponda.- 
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ART. 1167.- Archivo de actuaciones: 
Cumplidas las diligencias por la justicia, se archivorén los antecedentes, sin olro 
trámite, manteniendo la reserva pertinente. - 


ART. 1177.- Competencia: 
Los Jueces Letrados Departamentales tendrán igual competencia que la asignada a 
los Juecos de Familia (art. 71 de la Ley 15.750 de 24 de junio de 1985).- 


Il.- DELOS HOGARES DE CUIDADO: 


ART. 1187.- Entrega de niños y adolescentes; 

El que entregue a un niño o adolescente a persona ajena a la familia biológica 
deberá comunicarlo al Juez de Familia dentro de las 48 horas. El Juez dispondrá en forma 
urgente, informe sicológico y social a efectos de evaluar la posibilidad de mantener el vínculo del 
niño o adolescente con su familia de origen dispondrá así mismo informe sobre la familia a la 
cual fue entregado evaluando las posibilidades de permanencia junto a la misma. Si de dichas 
evaluaciones surgiere la imposibilidad de mantenerlo en forma permanente o iransitoria, se 
dispondrá la intervención del Instituto de Adopción del instituto Nacional del Menor.- 


ART. 1197.- Separación definitiva - Procedimiento: 

La separación definitiva de un niño o adolescente de su familia de origen deberá ser 
decretada por resolución fundada del Juez competente, sobre la base de información fehaciente 
y previo el asesoramiento de equipo técnico especializado. El procedimiento para decretarla se 
regulará por las disposiciones del proceso extraordinario regulado por el Código General del 
Proceso debiendo designorse defensor al niño o adolescente, quienes deberán ser oídos si fuese 
posible, y citarse y emplazarse u los padres o responsables. - 


ART. 1207.- invalidez: 


No tendrá validez el consentimiento que se otorgue para la separación del hijo que 
está por nacer. 


HI.- DELA ADOPCIÓN: 
ADMISIBILIDAD 
ART. 121.- Adoptantes: 

1. La adopción se permite a toda persona mayor de 28 años que tenga por lo 
menos 15 años más que el adoptado. 

2. El tutor no puede adoptar al niño o adolescente hasta que hayan sido apro- 
badas judicialmente las cuentas del cargo. 

3. Nadie puede ser adoptado por más de una persona, a no ser por dos cónyu- 
ges que tengan por lo menos dos años de matrimonio y que hubieran ienido al niño o 
adolescente a su cargo por el mismo tiempo. 

Si no se computan los dos años de matrimonio, pero hubiera existido durante dicho lapso 
un concubinato estable que culminó en matrimonio, se incluirá a los efectos de la tenen- 
cia, el período de la unión libre. 

4. Se permitirá la adopción por parte del padrastro o madrastra del hijo legíti- 
mo o natural reconocido del otro cónyuge, solo en caso que hubiere fallecido el progeni- 
tor. 

5. Realizada la adopción, la separación o divorcio ulterior de los cónyuges no 
lo exime de sus obligaciones para con el adoptado menor de edad aun cuando fueren 
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privados de! ejercicio de la patria potestad o de su tenencia o guarda. 


ART. 122 .- Adoplados: 

1. Puede ser adoptado todu persona menor de edad, cuyo consentimiento será 
recabudo si tiene 12 uños o más. 

2. Cuando el udoptado seca demente o sordomudo que no pueda darse a 
entender por escrito, prestará el consentimiento su representante legal. 

3. St se trata de un niño o adolescente de edad que tenga padre y mudre 
casados entre sí o divorciados, será necesario el consentimiento de ambos si conservan lu 
patria potestad. 

4. Si se trata de un hijo natural reconocido, el consentimiento para la udop- 
ción, será prestado por el progenitor que lo hubiere reconocido voluntariamente o por 
ambos en su caso, si conviven con el niño o adolescente. 

El consentimiento para la adopción será preslodo ante el Juez Letrado de Familia del 
domicilio de los padres, compareciendo personalmente ante aquél. 

Los padres que consienten en la adopción perderán la palria potestad sobre el niño o 
adolescente, la que pasará a! adoptante. - 


ART. 123... Efectos: 

1. El adoptado continúa perteneciendo a su familia natural donde conserva 
todos sus derechos. 

2. La adopción confiere el apellido del adoptante al adoptado, agregando éste 
a su apellido propio el del primero. Si el adoplante y el adoptado tienen el mismo apelli. 
do no se modificará el del adoptado. 

Si el adoptado es un hijo natural no reconocido, el apellido del adoptante se le puede 
conceder pura y simplemente, lo que se hará constar en la sentencia que hace lugar a la 
adopción. 

3. En caso de interdicción, de desaparición comprobada judicialmente o de 
muerte del adoptante durante la mimoridad del adoptado, se dará conocimiento al tribu- 
nal que otorgó la adopción, que dispondrá lo que más convenga al interés del niño o 
adolescente: el reintegro a su familia de origen o la entrega a otra familia sustituta. 

4. La adopción solo establece relaciones jurídicas entre el adoptado y el adop- 
tante y no entre cualquiera de ellos y la familia del otro. 

5. La adopción produce los siguientes efectos: 

a) Obligación recíproca de respeto entre adoptante y adoptado; 
b) Obligación de prestarse alimentos como obligados principales; 

c) Derechos sucesorios: los adoptados ingresan en el segundo orden previs- 
to en el artículo 1026 Código Civil y los adoptantes ingresan en el tercer orden previsto 
1027 Código Civil. 

6. Será facultativo de los padres adoptantes conceder a los hijos adoptivos los 
derechos sucesorios que corrresponden a los hijos propios (art. 1025 Código Civil) lo cual 
deberá constar en testamento. 


ART. 124.- Revocación: 

1. La adopción podrá revocarse por motivos graves. La misma podrá solicitarse 
tanto por el adoptante como por el adoptado o quien lo represente, ante el Juez de 
Familia correspondiente. 
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2. La revocación hará cesar para el futuro los efectos de la adopción, lo que se 
comunicará al Registro del Estado Civil a los efectos pertinentes. 


ART. 125.- Procedimiento: 

1. Las pretensiones de adopción, así como todas las reclamaciones relaciona- 
dos con las mismas, se tramitarán ante el Juzgado Letrado de Familia del domicilio del 
adoptanic mediante el proceso voluntario (art. 402 y siguientes del Código General del 
Proceso) con intervención preceptiva del Ministrio Público. 

2. Los interesados a que se refiere el artículo 403.2 del mismo Código son los 
padres y abuelos del niño o adolescente, los que serán citados personalmente o por 
edictos si se reconociera su domicilio. 

En caso de oposición por parte de uno de los mencionados el proceso será contencioso 
aplicándose las normas del Código General del Proceso correspondientes al proceso ex- 
traordinario (346 y siguientes). 

Previo al pronunciamiento, admitiendo o denegando la adopción el Juzgado intervimente 
deberá solicitar al Instituto Nacional del Menor una evaluación sobre las condiciones 
personales de el o los adoptantes, su estabilidad familiar y los demás circunstancias que 
permitan fundamentar su criterio para aconsejar la convenciancia o no de la adopción en 
el caso. La sentencia que odmite la adopción será comunicada a la Dirección General del 
Registro de Estado Civil a efectos de la anotación pertinente en la partida del menor. 


ART. 126.- Derechos del adoptado: 

El adoptado tiene derecho a conocer su condición de tal. El acceso al expedien- 
te judicial podrá ser autorizado por el Juez siempre que ello no perjudique al menor, 
atendiendo a su edad y coracterísticas. 

Si el adoptado tiene 12 años o más no podrá negársele el acceso al expediente respectivo. 


ART, 127.- Salida del país: 
En todos los casos se requerirá autorización judicial expreso y fundada para que el 
niño o adolescente que ha sido adoptado pueda salir del país. 


LEGITIMACION ADOPTIVA 


ART.128.- Adoptados: 

1. Se permite la legitimación adoptiva en favor de: niños o adolescentes abandona- 

dos o huérfanos de padre y madre o pupilos del estado, o hijos de padres desconocidos o del 
hijo o hijos reconocidos por uno de tos legilimantes. 
2. Se autoriza la legitimación adoptiva en favor de niños o adolescentes ubandona- 
dos por uno de sus progenilores legítimos, cuando fuere solicitada por el pudre o madre que 
haya mantenido la patria potestad o conjuntamente con el cónyuge con el que contrajo nuevo 
matrimonio y hubiere fallecido el otro progenitor. 

3. Cuendo se pretendiere legitimar adoplivamente dos o más niños o odolescentes 
simultáneamente no será obstáculo la circunstancia de que mediasen menos de 180 días enlre 
sus respectivos nacimientos. En ese caso el Juzgade establecerá en la sentencia las fechas de 
nacimiento de cada uno en forma que no se viole el plazo mínimo establecido en el artículo 215 
del Código Civil. 


ART. 129.- Adoptantes: 
1.Podrán solicitarla dos cónyuges con cuatro años por lo menos de matrimonio, ma- 
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yores de 30 años, con 15 años más que el niño o adolescente y que lo hubieran tenido bajo su 
guarda o tenencia por un término no inferior a dos años. 

2. También podrán efectuarla el viudo o viuda y los esposos divorciados siempre que 
medie la contormidad de ambos y cuando la guarda o tenencia del niño o adolescente hubiera 
comenzado durante el matrimonio y se completara después de la disolución de éste. 

3. No es obstáculo para lo legilimeción adoptiva la existancia de una previa adopción 
simple realizada por los mismos peticionantes. 


ART. 130.- Procedimiento 
1. La legitimación adoptiva deberá ser promovida ante el Juzgado Letrado de Familia 
del domicilio del adoptante. 


Se seguirá el procedimiento voluntario previsto en los artículos 402 y siguientes del Código 
General del Proceso. 


Los interesados a los que se refiere dicho código son los padres y los abuelos del niño o adoles- 
cente, los que serán citados y emplazados por edictos si se desconociere su domicilio. 

2. En caso de oposición a la legitimación adoptiva el proceso será contencioso. Se 
aplicarán las normas del Código General del Proceso referidas al proceso extraordinario (art. 
346 y SS). 

El Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y las que juzgue convenientes interrogando a los 
peticionantes y al niño o adolescente en su caso. 

3. La tramitación será reservada en cuanto a terceros, no así respecto al niño o 
adolescente interesado quien tendrá derecho a acceder al expediente y a sus antecedentes cuando * 
tuviere doce años de edad o más. , 

4. Previamente al dictado de la sentencia el Juez deberá solicitar al Instituto Nacional 
del Menor su opinión sobre las condiciones personales de los adoptantes, su estabilidad familiar 
y toda otra circunstancia que permita fundar su criterio para aconsejar la conveniencia de la 
legitimación adoptiva en el coso. 

Será oído asi mismo preceptivamente el Ministerio Público. 


ART. 131.- Procedencia: 


La legitimación adoptiva solo se otorgará por justos molivos y existiendo convenien- 
cia para el niño o adolescente. 
Cuando el niño o adolescente tuviere derechos cuyo dominio se acredite por documento público 
o privado, el Juez dispondrá que el Actuario inserte en el mismo constancia breve que exprese el 
cambio de nombre del titular, de los que tomará nota el Registro respectivo cuando se trale de 
títulos justificalivos de propiedades inmuebles o constitución de derechos reales. 


ART. 132.- Sentencia: 

Con el testimonio de la sentencia ejecutoriada que autorice la legitmación adoptiva 
la parte solicitante efectuará la inscripción del niño o adolescente en el Registro del Estado Civil 
como hijo legítimo inscripto fuera de término. 


En la partida correspondiente no se hará mención alguna del juicio y su texto será el corriente en 
dicho instrumento. 

Se realzará también lo anotación pertinente en la libreta de organización de familia de modo 
idéntico a la de los hijos legítimos. 

El testimonio de la sentencia se orchivará en forma dejándose constancia de haborse efectuado 
la inscripción mencionada. 

Toda la tramitación, incluso la expedición de partidas, será gratuila. 


ART. 133.- Efectos: . 
1. Realizada la legitimación adoptiva caducarán los vínculos de filiación anterior del 
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niño o adolescente a todos sus efectos, con excepción de los impedimentos previstos en el artícu- 
to 91 del Código Civil. : 
Deberá hacerse constar dicha caducidad en el acta de inscripción original del niño o adolescen- 
- te. 

2. Los padres que consienten la legitimación adoptiva perderán la palria poteslad 
sobre dichos hijos excepto si se trata de hijo propio de uno de fos adoptantes. 

3. Lo legitimación adoptiva es irrevocable, aunque posteriormente nazcon hijas pro- 
pios de uno o de ambos de los legifimantes. 
La legitimación adoptiva tendrá efecios constilutivos sobre el estado civil del menor objeto de la 
misma, quien se reputará en adelante, con los mismos derechos y deberes que si hubiera nacido 
de! matrimonio legilimante. 


p 
ADOPCION INTERNACIONAL: 
ART. 134*.- 

En defecto de convenios internacionales ratificados por la República, las adopciones 
internacionales se regularán por las disposiciones del presente capitulo. 

Se considera adopción internacional a la que se lleva a cabo por matrimonios con 
domicilio o residencia habitual en el extranjero, con relación a niños o adolescentes con domici- 
lio o residencia habitual en fa República. 


ART. 135”.- 

El instituto Nacional del Menor y los demás autoridades con competencia en materia 
de adopción, deberán dar preferencia au la ubicación de los niños o adolescentes adoptables en 
hogares de cuidado o familias que los requieron y vivan dentro del territorio nacional. 


ART.136".- 

Las adopciones inlernacionales se constituirán con la intervención preceptiva del Ins- 
titulo Nacional del Menor, a lravés de sus servicios especializados, debiendo observarse los 
demás requisilos y procedimientos previstos en el art. 138 del presente capítulo. 


ART. 137".- 

La adopción internacional será plena, pudiendo acceder a ella cónyuges cuya unión 
matrimonial no sea inferior a cuatro años. 

Los adoptantes deberán residir y convivir con el menor en el territorio nacional, aún 
en forma oliernada, por un plazo de dos años ininterrumpidos. 


ART. 138*.- 

Con la solicitud de adopción se deberá presentar la documentación justificativa de 
los condiciones físicas, morales, económicas y familiares de los solicitantes. Los informes y docu- 
mentos al respecto deberán tramitorse por medio de los Autoridades Centrales del país de los 
adoptantes y de la República. 


ART. 1390.- 

Serón competentes para el otorgamiento de la adopción internacional los Jueces de 
Familia, quienes procederán de acuerdo a los trámites del juicio extraordinario del Código Ge- 
neral del Proceso (art. 346). La apelación se regirá por la misma normativa (art. 347). 

Los solicitantes deberán comparecer a la cudiencia preliminar en forma personal, 
Tombién deberán hacerlo cuando el Tribunal, en forma fundada, lo considere conveniente. 

La salida del menor del país sólo será autorizada judicialmente, luego de quedar 
ejecutoriada la sentencia que decreta sy adopción. La salida sólo tendrá lugar en compañía de 
uno e ambos padres adoptantes. 
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ART. 1407.- 
Corresponde a los Jueces de Familia que autorizaron la adopción, la tramitación de 
los juicios de anulación, los que serán resueltos teniendo en cuanto al interés superior del menor. 


El trámite se regirá por el procedimiento extraordinario del Código General del Proceso (arts. 
346 y 347). 


ART, 141?.- 
Los menores de nacionalidad uruguaya adoptados por extranjeros domiciliados en el 
exterior mantienen su nacionalidad, sin perjuicio de adquirir, además, la de los adoptantes. 


CONTROL ESTATAL DE LAS ADOPCIONES: 


ART. 142*.- Control: 
El Instituto Nacional del Menor, a través de sus servicios especializados es el organis- 
mo encargado de proponer, ejecutar y fiscalizar la polílica a seguir en materia de adopciones. - 
Para el desarrollo de programas de adopción, el Institulo Nacional del Menor podrá 
autorizar el funcionamiento de instituciones privadas con personería jurídica y especialización en 
la materia.- 


ART, 143?.- 

Todos los servicios e instituciones que desarrollen programas de adopción deberán 
contar con equipo técnico interdisciplinorio que lendrá coma cometidos: 

A) asesorar a los interesados en adoplar niños o adolescentes y analizar los motivos 
de su solicitud, 

B) evaluar las condiciones de salud, psíquicas y sociales de los solicitantes y su com- 
patibilidad con la medida, 

C) llevar un Registro de interesados en adoptar, ordenado cronológicamente según 
fecha de solicitud, en el que conste el informe técnico a que refiere el artículo anterior, 

D) seleccionar de dicho Registro respelando estrictamente el orden de inscripción, los 
posibles padres adoptivos ante la solicitud formulada por el Juzgado competente, en el caso de 
un niño o adolescente en condiciones de ser adoptado.- 

El orden solo podrá ser alterado por las necesidades del niño o adolescente, debi- 
damente fundadas. En todos los casos el niño o adolescente deberá ser oído preceplivamente.- 

E) Orientar y acompañar el proceso de integración familiar. - 

F) Asesorar al Juez toda vez que le sea requerido su informe.- 


DEL REGISTRO DE ADOPCIONES: 
ART. 144”.- 
El Instituto Nacional del Menor llevará un Registro reservado donde constarán fos 
datos identificatorios de: 
1) adoplanies: nombre, nacionalidad, domicilio y estado civil e institución macio- 
nal o extranjera que lo patrocinó.- 
2) datos del niño o adolescente, 
3) Juzgado en que se tramitó el proceso respectivo, 
El Juzgado donde se tramiló el proceso de adopción podrá autorizar su examen, 
comunicando al Instituto Nacional del Menor.- 


CAPITULO XIi 
TRABAJO 


ART. 1457.- Principio general: 
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El estatuto de los adolescentes que trabajan se regulará conforme a las normos de 
este Código, leyes especiales, tratados, convenciones y resoluciones internacionales ratificadas 
por el país.- 

La distinción entre niños y adolescentes es la que indica el articulo 1% de este Códi- 
go.- 


ART. 1467.- Edad de admisión: 
Se fija en los quince años la edad mínima que se admitirá en los que trabajan en 


empleos públicos o privados, en todos los sectores de la actividad económica, salvo las excepcio - 
nes especialmente establecidas en los urtículos siguientes.- 


ART. 147?.- Obligerción de protección: 

Para el coso de que estos adolescentes trabajen, el Estado está obligado a proteger- 
los contra toda forma de explotación económica y contra el desempeño de cualquier Hipo de 
trabajo peligroso, nocivo para su salud o para su desarrollo físico, espiritual, moral o social. - 

Se prohibe todo trabajo que no le permita gozar de bienestar en compoñía de su 
familia o responsables, o entorpezca su formación educaliva.- 


ART. 148".- Trabajos necivos: 

El Instituto Nacional del Menor, con el asesoramiento del Ministerio de Salud Pública, 
de Trabajo y Seguridad Social, y del Banco de Seguros del Estado, establecerá con carácter de 
urgente el listado de tareas a incluir dentro de la cofegoría de trabajo peligroso o nocivo para la 
salud o para su desarreallo fisico, espiritual o moral, los que estarán terminantemente prohibidos, 
cualquiera fuere la edad del que prelenda trabajar o ya se encuentre en relación de trobajo.- 

El Instituto Nacional del Menor regulará las formas de control necesarias para el cese 
de estas situaciones. - 


ART. 1497. - Situaciones especiales: 

El Instituto Nacional del Menor, revisará las autorizaciones que ha prestado respecto 
al empleo de adolescentes entre los trece y los quince años. Solo serán permitidos trabajos 
ligeros, que por su naturaleza o por las condiciones en que se prestan no perjudican el desarrollo 
físico, mental o social de los mismos, ni obstan a su escolaridad. - 


El Estado promoverá programas de apoyo integral para desalentar y eliminar paula- 
tinamente el trabajo de estos adolescentes.- 


La sociedad civil deberá prestar su concurso en los campañas preventivas, educativas 
e informativos que se desarrollen a fin de asegurar el bienestar del adolescente. - 


ART. 150%.- Trabajo de los niños: 


Queda terminantemente prohibido el empleo de los niños en trabajos de cualquier 
naturaleza. - 


ART. 1517.- Carné de habilitación: 

Para trabajar, los odolescentes deberán contar con carné de habilitación, tramitado 
ante el departamento especial del Instituto Nacional del Menor. En dicho carné constará el exa- 
men médico que lo declare apio para el trabajo, así como la constancia de haber completado el 
ciclo de enseñanza obligatoria o el nivel alcanzado. - 


ART. 152”.- Jornada de trabajo: 

Los mayores de 15 años no podrán trabajar más de seis horas diarias, equivalentes a 
treinta y seis horas semanales y disfrutar de un día de descanso semanal, preferentemente en 
domingo. El Instituto Nacional del Menor podrá autorizar a los adolescentes entre 16 y 18 años 
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a trabajar hasta ocho horas diarias, correspondiéndoles dos dias continuos de descanso por 
cada cinco de trabajo.- ñ 


ART. 1537.- Trabajo nocturno: 
Los adolescentes no podrán ser empleados ni trabajar en horario nocturno, es decir 
el comprendido entre las veintiuna horos del día y los sois de la mañana del siguiente. - 


ART. 154".- Fiscalización y sanciones: 

Sin perjuicio del contralor general del cumplimiento de las normas de previsión social 
por los Inspectores del Trabajo y de la Seguridad Social, los Inspectores del Instituto Nacional del 
Menor estarán habilitados con las mismas facultades y responsabilidades, para controlar el cum- 
plimiento de las disposiciones específicas respecto al trabajo de los adolescentes.- 

Las empresas o los particulares que no cumplan con las obligaciones impuestas serán 
sancionados con una multa, a juicio del Juez, que vaya entre 50 a 300 Unidades Reajustables, 
según los casos.- 


ART. 1557.- Competencia: 

Serán competentes para entender en las infracciones previstas en el artículo anterior, 
los Jueces de Familia, quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraordinario previsto en el 
Código General del Proceso.- 


ART. 1567.- Recurribilidad: 


La sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de Familia respectivo, cuya decisión 
hará cosa juzgada. - 


ART. 1577.- Responsabilidad de tos padres o responsables; 

Los podres o responsables de los niños y odolescentes que permitan o favorezcan que 
estos Irabojen violando las normas prohibitivas consagradas en este Código, incurrirán en el 
delito previsto por el art. 279 B del Código Penal.- 

Constatada la infracción, el Instituto Nacional del Menor o cualquier persona respon- 
sable, formulará la denuncia al Juez Letrado en lo Penal que corresponda. - 


ART. 158*.- Asesoramiento: 
Todo adolescente podrá requerir asesoramiento en la Oficina especializada de Tra- 
bajo y Seguridad Social y realizar tas gestiones que correspondan. - 


ART. 159”.- Peculio profesional o industrial: 

Todo adolescente que trabaje tendrá derecho de acuerdo a lo prescripto por el art, 
266 y siguientes del Código Civil, a la administración exclusiva del salario o remuneración que 
perciba, la que deberá serle abonada directamente, siendo válido el recibo que el empleador 
otorgue por tal concepto. Cualquier constancia en el recibo o fuera de él que pudiera implicar 
renuncia del adolescente a sus derechos, carecerá de validez.- 


ART, 160”.- Remuneración: 
La remuneración del adolescente trabajador se regirá por lo dispuesto en las leyes, 
decretos, laudos o convenios colectivos de la actividod correspondiente.- 


ART. 161?.- Accidentes de trabajo y enfermedades profesionales: 

En caso de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales de un adolescentes 
trabajador, se investigarán las causas y si se comprueban irregularidades como realización de 
tareas prohibidas, o encontrarse el menor de edad en sitio en el que esté prohibida su presencia, 
se considera por este hecho el accidente o la enfermedad como resultante de la culpa grave del. 
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empleador, con las consecuencias previstas por el art. 7 de la Ley N” 16.074 del 10 de octubre de 
1989.- 

El empleador podrá eximirse de esta responsobilidad si prueba fehacientemente que 
el joven se encontraba circunstancialmente en el lugar y sin conocimiento de la persona habiti- 
tada para permitirle el acceso.- 


CAPITULO XHI— 
DE LA PREVENCIÓN ESPECIAL 


1.- MEDIOS DE COMUNICACIÓN - PUBLICIDAD - ESPECTÁCULOS: 
ART. 162".- Exhibición o emisión de imágenes 

La exhibición o emisión pública de imágenes, mensajes u objetos no podrá vulnerar 
los derechos de los niños y adolescentes, los principios reconocidos en la Constitución y las leyes, 
o incitar a actitudes o conductas violentas, delictivas, discriminatorias o pornográficas.- 


ART. 163*.- Objetivos educativos 

Los programas de radio y televisión en las franjas horarias más susceptibles de au- 
diencia de niños y adolescentes, deben favorecer los objetivos educativos que dichos medios de 
comunicación permiten desarrollar y deben potenciar los valores humanos y los principios del 
Estado Democrático de Derecho. Debe evitarse la exhibición en las franjas horarias ante dichas 
de películas que promuevan la violencia y vicios sociales.- 


ART. 164".- Publicidad 

A fin de proteger los derechos de los niños y adolescentes, en lo que refiere a la 
publicidad elaborada y divulgada en todo el territorio nacional, deberán atenderse a los siguien- 
tes principios: 

a) los anuncios publicitarios, no deben incitar a la violencia, a la comisión de actos 
delictivos o a cualquier forma de discriminación, 


b) las prestaciones del producto deben mostrarse en forma comprensible y que coin- 
cida con la realidad, 


Publicidad protagonizada por hiños y adolescentes: 
ART. 1657.- Anuncios publicitarios 

Queda prohibida la participación de niños y adolescentes en anuncios publicitarios 
que promocionen bebidas alcohólicas, cigarrillos o cualquier producto perjudicial para su salud 
física o mental.- 


ART. 166”.- Mensaje publicitarios 
Queda prohibida la participación de niños y adolescentes en mensajes publicitarios 
que atenten contra su dignidad o integridad física, psicológica o social.- 


II.- ESPECTÁCULOS Y CENTROS DE DIVERSIÓN: 


ART. 167*.- Concurrencia a espectaculos 
Queda prohibida la concurrencia de personas menores de 18 años a casinos, boítes 
similares y prostibulos.- 
- El Instituto Nacional del Menor deberá controlar a los efectos pertinentes la concu- 
rrencia de adolescentes a aquellos locales mencionados precedentemente.- 
Corresponde asimismo al Instituto Nacional del Menor regular la asistencia de ado- 
lescentes a espectáculos públicos de cualquier naturaleza. - 
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ART. 168"... Prohibiciones 

Queda prohibida la venta a adolescentes de : 

1.- Ármas, municiones y explosivos; 

2.- Bebidos alcohólicas; 

3.- Tabaco, fármacos, pegamentos y similares, cuyos componentes puedan significar 
un peligro o crear dependencia física o síquica.- 


4.- Revistas y publicaciones que violen las normas establecidas en fos arts. 161 a 163 
de este Código.- 


ART. 169”.- Sanciones: 

Las empresas o los particulares que no cumplan con las obligaciones impuestas en 
los artículos 159 y siguientes, serán sancionados con una multa, a juicio del juez, entre 50 a 200 
Unidades Reajustables, según los casos. Si reinciden se duplicará la sanción que les hubiere sido 
impuesta por primera vez.- 


A la tercera vez el Instituto Nacional del Menor podrá clausurar por 24 horas a 10 
días el establecimiento en infracción. 


ART. 170*.- Competencia: 

Serán competentes para entender en la aplicación de las infracciones, los Jueces de 
Familia, quienes actuarán siguiendo el procedimiento extraordinario previsto por el Código Ge- 
neral del Proceso, - 


ART. 1717.- Recurribilidad: 


La sentencia podrá ser apelada ante el Tribunal de Apelaciones de Familia respectivo, 
cuya decisión hará cosa juzgada.- 


[11.- AUTORIZACIÓN PARA VIAJAR: 


ART. 172"... Compañía de los padres o responsables: 
Los niños y adolescentes no necesitan autorización para viajar cuando salen del país 
acompañados de sus padres naturales.- 


ART. 1737.- Uso del pasaporte - Emancipado - Habilitado : 
Tampoco necesitan autorización cuando viajen en posesión de pasaporte válido au- 
torizado por sus padres naturales o que se encuentren emancipado o habilitado de edad.- 


ART. 174”.- Autorizaciones: 

Los niños y adolescentes que viajen solos o en compañla de terceros, fuera del país, 
necesitan el consentimiento de ambos padres, o del representante legal y a falta de éste, del 
Juez de Familia.- 

En caso de separación o divorcio, se requerirá la outorización de ambos padres. Si se 
planteara conflicto para el consentimiento, lo resolverá el Juez Letrado de Familia, quien fijará la 
duración de la estadía. - 


ART. 175*.- Adoptados: ] 
Los niños y adolescentes adoptados por matrimonios extranjeros necesitan la autori- 
zación del Juez Letrado de Familia, aún cuando viajen con sus padres.- 
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CAPITULO XIV 
ACCIONES ESPECIALES 


ART. 176.- Acción de amparo: 


La acción de amparo para la protección de los derechos de los niños y adolescentes 
se regirá por la Ley N* 16,011 del 19 de diciembre de 1988 y por las siguientes disposiciones.- 

Podrá ser deducida también por el Ministerio Público, cualquier interesado y las ins- 
filuciones o asociaciones de interés social que según lo Ley, o a juicio del Tribunal, garanticen 
una adecuada defensa de los derechos comprometidos. - 

Procederá en todos los casos, salvo que exista proceso jurisdiccional pendiente, 


presumiéndose, salyo prueba en contrario, que los otros medios jurídicos de protección resultan 
ineficaces. - 


Deberá ser promovida dentro de tos sesenta días a partir de la fecha en que se 
produjo el acto, hecho uy omisión contra el que se recurre.- 
Serán competentes en razón de la materia los Jueces Letrados de Familia.- 


ART, 177*.- intereses difusos: 


Ampliase a la defensa de los derechos de los niños y adolescentes las previsiones del 
art. 42 del Código General del Proceso.- 


CAPITULO XV , 
DE LA INVESTIGACIÓN DE LA PATERNIDAD 
CON FINES ALIMENTICIOS 


ART. 178".- Principio General: 

A los efectos de lo dispuesto en el art. 89, procede la investigación de la paternidad 
con el fin de asegurarle al niño y adolescente, los alimentos necesarios para su desarrollo y 
bienestar así como derecho a llevar el apellido de quien resulte identificado como su padre.- 


ART. 1797... Accionantes: 
Podrán iniciar la acción: 
1) La madre, desde el quinto mes de gravidez, hasta que el hijo cumpla dieciocho 


Si la madre fuera menor de edad, se le nombrará curador ad titem.- 
En el caso de menores de edad internados en el Instituto Nacional del Menor, éste 
solicitará al Juez Letrado de Familia, el nombramiento de Curador ad litem.- 
2] El Instituto Nacional del Menor, de oficio, cuando tenga conocimiento que el niño 
ha sido inscripto como hijo de padres desconocidos, o que ingrese al establecimiento un niño o 
adolescente sin filiación paterna, o cuando un niño o adolescente lo solicite.- 
A los efectos de esta acción, los oficiales del Registro de Estado Civil, darán cuen- 
ta, en el primer caso, de dicha inscripción.- 
El Instituto Naciona! del Menor requerirá de las oficinas respectivas un informe 
semestral de estas situaciones. - 


ART. 1807.- Emplazamiento: 

En los casos previstos por el art. 176% inc. 2? el Instituto Nacional del Menor iniciará 
los procedimientos emplazando a la madre del niño a adolescente con domicilio conocido, para 
que comparezca dentro de los diez días siguientes, informándole sobre los motivos de la cita- 
ción.- 

Si no se conociera el domicilio, se le emplazará por edictos. - A 
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ART. 181”.- Acción de la madre: 
Si la madre comparece dentro del término y expresa su voluntad de iniciar por si 
misma la investigación, lo hará ajustándose al procedimiento fijado por este Capitulo.- 


ART. 182*.- No comparecencia: 

Si citada por segunda vez y bajo apercibimiento, la madre no comparece, se comuni- 
cará al Juez Letrado de Familia de turno, con remisión de los antecedentes, quien iniciará el 
procedimiento de oficio.- 

De igual forma se procederá si el emplazamiento se ha realizado por edictos.- 

Al efecto le nombrará al niño o adolescente un tutor dativo, oyendo previamente al 
Ministerio Público, quien podrá proponer dos o más personas idóneas pora que entre ellos elija 
el Juzgado.- 


ART. 183*.- Administrador legal: 

Quien resulte designado tendrá a su cargo la prosecución de la acción, y será el 
administrador legal de ta pensión alimenticia y de todos los bienes que obtenga como conse- 
cuencia de la acción, a la vez que será responsable del bienestar, salud y educación del niño y 
adolescente.- 


Se aplicarán en lo pertinente los normas del Código Civil sobre Tutela.- 


ART. 184".- Procedimiento: 

Las pretensiones que conciernen a las cuestiones de investigación de la paternidad a 
que refiere esto título, se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en el Código General 
del Proceso (arts. 346, 349 y 350).- 


ART. 1857.- Prohibición de excepcionarse: 
El demandado no podrá excepcionarse invocando la mata conducta de la madie.- 


ART. 1867.- Maniobras artificiosas: 

Cuando de la denuncia sobre paternidad, resulte el empleo de maniobras artificio- 
sas, se pasarán los antecedentes al Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de turno en 
la fecha que se invocó el engaño.- 


CAPITULO XVI 
DE LA PERDIDA, LIMITACIÓN O SUSPENSIÓN 
DE LA PATRIA POTESTAD 


ART. 1877.- Competencia.- 

Es Juez competente para conocer en los juicios de pérdida, limitación o suspensión de 
la potria potestad en tos casos previstos en los artículos 285, 286 y 295 del. Código Civil, aunque 
la patria potestad seo ejercida de acuerdo con el art. 177 del mismo Código, el Juez Letrado de 
Familia en Montevideo y los Jueces Letrados Departamentales del domicilio de los padres, y 
cuando el domicilio no sea conocido, el de la residencia del niño o adolescente. - 


ART. 1887.- Responsabilidad del Ministerio Público: 

La demanda deberá ser deducida por el Ministerio Público siempre que tenga cono- 
cimiento de alguno de los hechos que puedan dar lugar o la pérdida, limitación o suspensión de 
la patria potestad.- 


ART. 189?.- Procedimiento: 
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Las pretensiones que conciernen a las cuestiones de limitación, pérdida o suspensión 
de la patria potestad, se tramitarán por el proceso extraordinario previsto en el Código General 
del Proceso (art. 349 numeral 3, 346, 347 y 350).- 


ART. 190%. Administración de los blenes: 

El Juez Letrado de Familia o los Jueces Letrados Departamentales cuando lo conside- 
re convoniente podrán entregar la administración de los bienes del niño o adolescente a institu- 
ciones bancarias de notoria responsabilidad. - 


ART. 191*.- Reserva: 

No serán de conocimiento público las situaciones previstas en los artículos 285, 286 
y 295 del Código Civil. No obstante el tribuna! podrá decidir la publicidad del proceso siempre 
que las partes consintieran en ello (art. 8%, ley 16.699 de 25 de ubril de 1995).- 


CAPITULO XVI 
CONSEJO NACIONAL DE LOS DERECHOS DEL 
NINO Y ADOLESCENTE.- 


ART.- 192%.- 

Créase el Consejo Nacional Honorario de los Derechos del Niño y Adolescente que 
se integrará con un representanie del Minisierio de Educación y Cultura, del Ministerio de Salud 
Pública, del Instituto Nacional del Menor, del Poder Judicial, de la Administración Nacional de 
Educación Pública, del Congreso de Intendentes, dos reprasantantes de los Organizaciones no 
Gubernamentales y un representante de las Organizaciones privadas, en ambos casos, de pro- 
moción y atención a la niñez y adolescencia. - 


ART.- 1937.- Integración: 

Los representantes de los Organismos públicos deberán ser funcionarios de las más 
altas jerarquías. - 

El representante de las Organizaciones privadas, será designado en lo forma que 
establezca lo reglamentación.- : 


ART.- 194*.- Convocatorlus especlales: 

El Consejo podrá convocar u sesiones extraordinarios a representantes del Ministerio 
de Vivienda, Organización Territorial y Medio Ambiente, Ministerio de Relaciones Exteriores, 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Ministerio del Interior, y Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y demás Organismos Públicos que tengan injerencia en el tema.- 


ART. 195".- Competencia: 
El Consejo que se crea, tendrá competencia a nivel nacional, serán sus fines: 


1) Coordinar e integrar las políticas sectoriales de atención a la niñez y ado- 
lescencia, diseñadas por las diferentes antidades públicas vinculadas al tema.- 

2) Elaborar un documento anual que contemple lo establecido en el numeral 
anterior. - 

3) Solicitar la información necesaria para cumplir los cometidos relacionados 


en los numerales precedentes, recabando la misma directamente a los organismos competentos, 
la que deberá ser brindada en el plazo más breve.- 

4) Ser oído preceptivamente en la elaboración del informe que el Estado debe 
elevar al Comité sobre los Derechos del Niño de Naciones Unidas (artículo 44 de la Convención 
sobre Derechos del Niño).- 

5) Ser oído preceptivamente en la elaboración de los leyes de presupuesto, 
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rendición de cuentas y demás normas que lengan relación con lo niñez y adolescencia. - 


ART 196.- Jerarquía: 

El Consejo actuará en la órbita del Ministerio de Educación y Cultura, cuyo represen- 
lante lo presidirá, el cual establocerá la sede de sus reuniones y asignará los recursos necesarios 
para su funcionamiento.- 


ART. 197*.- Atribuciones; 


El Consejo podrá crear Comisiones Departamentales, reglamentando su integración 
y funcionamiento.- 


ART. 1987.- Funcionamiento: 
El Consejo dictará su reglamento inferno de funcionamiento dentro del plazo de 
sesenta días a partir de su insialación.- 


CAPITULO XVII 
DEROGACIONES Y OBSERVANCIA DEL CODIGO 


ART. 1997.- Derógase la Ley 9.432, de ó de abril de 1934 (Código del Niño), sus modificaciones 
y todas las disposiciones legales que se opongan a la normativa proyectada, tanto en su aspecto 
sustanciol como procesal. 


ART. 2009.- La derogación dispuesta no alcanza a lo Ley N* 15.977, de 14 de setiembre de 
1988, la que mantiene todo su vigor, 


ART. 201”.- Decláreso igualmente vigonte el art. 544,3 del Código General del Proceso. 


ART. 2029. - Deróguse el art. 25 de la Ley 16.707 de 19 de mayo de 1995, sustitutivo del arl. 
114 de la Ley 9432, de ó de abril de 1934, 
Mantienen su vigencia los arts. 35, 37 y 38 de la misma Ley. 


ART. 203”.- Deróganse las disposiciones del Código Civil que han sido objeto de modificación 
expresa por este Código. 


ART. 204”.- Derógase la ley 15.210 de 9 de noviembre 1981 y las Leyes sobre legitimación 
adoptiva (N” 10.674 de 20 de noviembre de 1945 y sus modificativas N* 14,759 de 5 de enero 
de 1978 y 12.689 de 29 de diciembre de 1959). 


ART. 2057.- Mantiene todo su vigor la Ley 16.719, de 11 de octubre de 1995. 
ART. 206".- Este Código entrará en vigencia a los 60 días después de su promulgación. 


Salvo los casos en que ya ha recaido sentencia ejecutoriada, todos los precedimientos de regirán 
por las disposiciones de este Código. 
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CODIGO CIVIL 


Artículo 91 , 

Son impedimentos dirimentes para el matrimonio: 

-1*.- La falta de edad requerida por las leyes de la República; esto es, catorce años 
cumplidos en el varón y doce cumplidos en la mujer. 

2”.- La falta de consentimiento en los contrayentes. 

Los sordomudos que no pucdan darse a entender por escrito son hábiles para 
contraer matrimonio, siempre que se compruebe que pueden otorgar consentimiento. La 
comprobación se hará por infonne médico aprobado judicialmente, 

3*.- El vinculo no disuelto de un matrimonio anterior. 


4”.- El parentesco en línea recta por consanguinidad o afinidad, sea legitimo o 
natural. 


S”.- En la línea transversal, el parentesco entre hermanos legítimos o naturales. 


6”.- El homicidio, tentativa o complicidad en el homicidio contra la persona de uno. 
de los cónyuges, respecto del sobreviviente, 
7%.- La falta de consagración religiosa, cuando ésta se hubiere estipulado como 


condición resolutoria en el contrato y se reclumase el cumplimiento de ella en el mismo 
día de la celebración del matrimonio. 


174 - 
Salvo motivo grave, a juicio del Juez, los hijos que tengan menos de cinco años 
serán confiados a la madre. 


En cuanto a los que tengan más de cinco años, el Juez proveerá contemplando las 
razones que expusieran los padres y la opinión del Fiscal. 


177.- 

Las convenciones que celebren los cónyuges y las resoluciones judiciales a que se 
refieren los articulos anteriores, sólo podrán recaer válidamente sobre la tenencia de los 
hijos, que podrán ser confiados a uno, a ambos cónyuges o a un tercero o repartida entre 
ellos, pero todos los demás derechos y deberes de la patria potestad corresponderán a los 
cónyuges con arreglo a las disposiciones del Título VII de este Libro. 


214.- 


Viviendo los cónyuges de consuno, la ley considera al marido, padre de la criatura 
concebida durante el matrimonio. 
233 | 
El reccnocimiento de un hijo natural puede hacerse expresa o tácitamente, 
El reccrocimiento expreso debe hacerse por escritura pública o por testamento o 


ante el Oficial del Estado Civil en el acto de la inscripción del nacimiento o después de 
verificada. 
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Cuando se efectúe el reconocimiento ante el Oficial del Estado Civil, si la persona 
que lo hace no fuese de conocimiento del funcionario, deberá justificar su identidad con 
dos testigos ds conocimiento de éste, todo lo cual deberá constar en el acta. 

Cuando ss haga el reconocimiento después de la inscripción del nacimiento, deberá 
acompañarse ¡a partida respectiva, * 

El reconocimiento tácito es el que resulta de la constatación, ante el Juez compe- 
tente, de la posesión notoria del estado de hijo natural de confomidad con los artículos 44, 
46, 47 y 43 da este Código en lo que fueren aplicables. 


241.- 
La paternidad ilegítima puede ser judicialmente declarada: 
1*.- Si ha habido rapto o violación, cuando la época de la concepción coincida con 
- el rapto o violación. 
2”.- En el caso en que el marido haya desconocido la patemidad de! hijo, obteniendo 
sentencia ejecutoriada a su favor. 
3”.- Cuando el padre haya reconocido por escrito la paternidad que se reclama, 
4”.- Cuando el pretendido padre haya vivido en concubinato notorio con la madre 
durante el periodo de la concepción. 
5”.- Cuando el padre haya provisto al mantenimiento, educación y vestido del hijo, 
de manera pública y continuada por un año, por lo menos, invocando su calidad de padre. 
6”.- En el caso de seducción de la madre, cumplida con abuso de autoridad o con 
promesa de matrimonio, en época contemporánea de la concepción y siempre que para el 
segundo caso exista principio de prueba por escrito. 
. 'Sin perjuicio de las excepciones del derecho común, el demandado podrá 
excepcionarse contra la acción, probando: Ds. 
A) Que durante el periodo legal de la concepción la madre observaba notoriamente 
costumbres deshonestas o mantenía comercio con otro individuo. 
B) Que durante el periodo de la concepción le ha sido fisicamente imposible tener 
acceso con la madre. * ús 
La acción no pertenece sino al hijo, pero durante su menor edad sólo podrá ser 
deducida por la madre o por su representante legal. salvo que esté habilitado de edad. Si 
la madre es menor, sc la proveerá de curador especial. La madre sólo podrá iniciarla acción 
dentro de los dos años de producido el alumbramiento y el tutor dentro de los seis meses 
de su nombramiento. En los casos de los números 4” y 5" estos plazos empezarán a correr 
desde la cesación de los hechos a que se refieren y en el caso del número 2", desde que 
quede ejecutoriada la sentencia que haga lugar al desconocimiento de la patemidad Si la 
acción no ha sido intentada durante la menor edad del hijo, éste podrá deducirla dentro de 
los cinco años de su mayor edad. - - 
Cuando el demandado sea absuelto, si el Juez establece que el actor ha procedido 
- con intención dolosa, se pasarán los autos al Juzgado competente en materia penal que 
corresponda, 
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Cuando el presunto hijo o su representante legal. ejercite conjuntamente con la 
acción que este artículo le acuerda, la de petición de herencia, el Actuario, bajo la pena 
de 100 unidades reajustables de multa lo comunicará dentro de quince días al Registro 
correspondiente para la inscripción que corresponda, que producirá los efectos enuncia- 
dos en el articulo 685.Si entre los demandados hubiese herederos, testamentarios o de los 
llamados a la herencia por el artículo 1025 o cónyuge con derecho a gananciales o a 
porción conyugal, cualquiera de ellos podrá obtener que se limite la interdicción a un bien 
o lote de bienes hereditarios cuyo valor cubra ampliamente la legítima del actor, quien solo 
sobre ese bien o lote podrá perseguir el pago de su haber hereditario en caso de que le sea 
reconocida la filiación invocada y sin perjuicio de la acción personal que le corresponda 
por restitución de frutos. Cuando por la naturaleza de los bienes sea imposible separar 
parte de elos para garantizar la efectividad del derecho hereditario invocado, cualquiera 
de los demandados a que se refiere el párrafo anterior podrá pedir que en vez de limitarse 
la interdicción se cancele totalmente, constituyendo garantía hipotecaria o prendaria que 

«asegure al actor el pago de su legítima y de sus intereses. 


242.- 

Se admite la investigación de la maternidad, cuando no se trate de atribuir el hijo 
a una mujer casada. 

Si la demandada negare ser suyo el hijo, seráadmitido el demandante a probarlo con 
testimonios fehacientes que establezcan el hecho del parto y la identidad del hijo. 

La partida de nacimiento o bautismo no hace por sí sola prueba alguna. 


266.- e 

Los padres tienen el usufructo de todos los bienes de sus hijos legítimos que estén 
bajo su patria potestad, con excepción de Ins siguientes: 

1”.- De los bienes que los hijos adquieran por sus servicios civiles, militares y 
eclesiásticos. 

2”.- De los que adquieran por su trabajo o industria. 

3”.- De los que adquieran por caso fortuito. . 

4*.- De los adquiridos por los hijos a título de donación, herencia o legado, cuando 

- el donante o testador ha dispuesto expresamente que el usufructo corresponda al hijo. 


5”.- De las herencias o legados que hayan pasado al hijo por indignidad del padre 
o madre o por haber sido éstos desheredados. 


Los bienes comprendidos bajo los números 1” y 2”, forman el psculio profesional 
o industrial del hijo; aquellos en que el hijo tiene la propiedad y los padres el derecho de 
usufructo, forman el peculio adventicio ordinario y los comprendidos bajo los números 
3%, 4 y 5” el peculio adventicio extraordinario. E RR 
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Los padres podrán perderla patria potestad a instancia de parte, previa sentencia del 
Juez competente, en los casos siguientes: a 

1”.- Si fueren condenados a penitenciaria como autores o cómplices de un delito 
común. o as 

2”.- Si por dos veces fueren condenados por sustitución, ocultación, atribución de 
falsa filiación o patemidad, exposición o abandono de niños, o en el caso de mendicidad 
establecido por el articulo 343-1 inciso 1%, sin perjuicio de lo dispuesto en el número 
anterior, 


3*.- Si fueren condenados por cualquiera de los delitos del articulo 274 del Código 
Penal, con excepción del caso previsto en el numeral 1” del artículo 284. 

4”.- Si fueren condenados por dos veces a pena de prisión como autores o cómplices 
de delitos a que hubieren concurrido con sus hijos. : 

3”.- Los que fuera de los casos expresados en este artículo y el anterior, excitaren o 
favorecieren en cualquier forma la corrupción de menores. 

6”.- Si por sus costumbres depravadas o escandalosas, ebriedad habitual, malos 
tratamientos o abandono de sus deberes, pudieren comprometer la salud, la seguridad o la 
moralidad de sus hijos, aun cuando esos hechos no cayeren bajo la ley penal. 

7”.- Si se comprobare en forma irrefragable que durante un año han hecho abandono 
culpable de los deberes inherentes a sú condición de tales, no prestando a sus hijos los 
cuidados y atenciones que les deben, 

El Ministerio Público y el Juez competente apreciarán la prueba, atendida la 
situación de los padres y muy especialmente las conveniencias del menor. 

Sólo por causas excepcionales acreditadas debidamente, el Juez podrá conceder a 
los padres la readquisición de los derechos de que hubieran sido privados por la causal 
expresada en el presente numeral séptimo, 

8”.- Cuando hicieren abandono de sus hijos y a juicio del Instituto Nacional del 
Menor sea posible la inmediata entrega en tenencia con fines de posterior legitimación 
adoptiva o adopción. 

Para que se configure el abandono será necesario comprobar que los padres rehusan 
el cumplimiento de los deberes inherentes a la patria potestad en términos tales, que hagan 
presumir fundadamente el abandono definitivo. : , 

9”.- Cuando no se conociere quienes son los padres y éstos no comparecieren a 
hacerse cargo de sus deberes en el término de quince días, luego que hubieren expuesto al 
niño, abandonándolo en lugar público o privado. 

Es aplicable a los casos de este artículo lo dispuesto en cuanto a los derechos y 
obligaciones de los padres y demás, en la última parte del articulo 284, 


236.- 


Cuando la conducta de los padres con sus hijos no bastase, según cl criterio de los * 
Jueces, paradeclararla pérdida de la patria potestad, podrán limitar ésta hasta donde lo exija 
cl interés bien entendido de los hijos. 
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289.- 


Sólo podrán deducir la acción para provocar la pérdida, limitación o suspensión de 
la patria potestad el padre, la madre, los ascendientes, los colaterales dentro del cuarto 
grado y el Ministenño Público. 

Sin embargo podrán deducirla los tenedores del niño, siempre que promuevan el 
¡juicio con fin de legitimarlo adoptivamente, invocando la causal prevista en el numeral 7? 
del articulo 285 y el Instituto Nactonal del Menor en los casos previstos por la ley. 

Los padres deberán ser oídos en todos los casos, - 


295.- 

Suspéndese la pata potestad: 

1*.- Por la prolongada demencia de los padres. 

22.- Por su larga ausencia, con grave perjuicio de los intereses de sus hijos, a que los 
padres ausentes no proveen. 

La suspensión de la patria potestad deberá ser decretada porel Juez, con conocimien- 
to de causa, a solicitud de cualquier pariente del hijo o del Ministerio Público. 


296.- 
Los padres que hubiesen perdido la patria potestad o a los cuales se les hubrese 
linútado o suspendido su ejercicio, podrán pedir al Juez su restitución. 
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CODIGO PENAL 


Artículo 272. (Violación) 


Comete violación el que compele 3 una persona del mismo o de distinto sexo, con 
violencias O amenazas a sufrir la conjunción camal, aunque el acto no llegara a 
consumarse, ; : 

La violencia se presume cuando la conjunción carnal se efectúa: 

1% Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince años. Ño obstante, 

se admitirá prueba en contrario cuando la víctima tuviere doce años cumplidos: 

2* Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, permanentes o transito- 

rias. se halla, en elmomento de la ejecución del acto. privada de discemimiento 

o voluntad; 
3” Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable resulte ser el 

encargado de su guarda o custodia: 7 > 
4* Con fraude, sustituyéndose el culpable a otra persona. 

Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaría.de dos a doce años. 


Artículo 279,A. (Omisión de la asistencia económica inherente 
a la patria potestad o a la guarda) 

El que omitiere el cumplimiento de los deberes legales de asistencia económico 
inherentes ala pauia potestad, o ala guardajudicialmente conferida, serácastigado con 
pena de tres meses de prisión a dos años de penitenciaría. 

Constituye agravante especial de este delito el empleo de estratagemas o pretextos 
para sustraerse al cumplimiento de los deberes de asistencia económica inherentes a 
la patria potestad. 


Art. 279.B. (Omisión de los deberes inherentes a la patria potestad) 

El que omitiere el cumplimiento de los deberes de asistencia inherentes a la patria 
potestad poniendo en peligro la salud moral o intelectual del hijo menor será castigado 
con tres meses de prisión a.cuatro.años'de penitenciaría, 
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Árt. 282. (Agravantes) 
Son circunstancias agravantes especiales y la aplicación del máximo se considerará 
justificada cuando el delito se cometa: 
1% Por un funcionario público, o contra un funcionario público en el ejercicio de 
sus funciones 0 con motivo de haberlas ejercido. 
2*” Con amenazas O sevicias, 
3% Porespíritu de venganza o con propósito de lucro, parautilizar cocreitivamente 
los servicios de la víctima. : 
4% Cuando la privación de libertad superare los dicz días. 
Constituye una agravante muy especial el hecho de que el delito se cometa con el 
fin de obtener de las autoridades públicas, a cambio de la liberación. una ventaja O 
provecho en beneficio propio o ajeno, consiguiendo o no su objeto. o cuando el hecho 


obedcciera a móviles políticos o ideológicos. La pena será de scis a doce años de 
penitenciaria. 


Artículo 310. (Homicidin) 
El que. con intención de matar, diere muerte a alguna persona. será castigado con 
veinte meses de prisión a doce años de penitenciaría. 


Art. 318. (Lesiones gravísimas) 
La lesión personal es gravísima y se aplicará la pena de veinte meses de prisión a 
ocho años de penitenciaría, si del hecho se deriva: 


1% Una enfermedad cierta o probablemente incurable. 
2% La pérdida de un sentido. 


3% La pérdida de un miembro o una mutilación que le torne inservible o la pérdida 
de unórgano, o de la capacidad de generar, o una grave y permanente dificultad 
de la palabra, 

4% Una deformación permanente en el rostro. 

5* El aborto de la mujer ofendida. 


Artícuto 344, (Rapiña) ! 

El que, con violencias o amenazas, se apoderare de.cosa mueble, sustrayéndoscta 
a su tenedor, para aprovecharse o hacer que otro se aproveche de ella, será castigado 
con cuatro a dieciséis años de penilenciaría. 

La misma pena se aplicará al que, después de consumada la sustracción, empleara 
violencias o amenazas para asegurarse o asegurar a un lercero, la posesión de la cosa 
sustraída, o para procurarse o procurarle a un tercero la Impunidad. 

* La pena será elevada a un tercio cuando concurra alguna de las circunstancias 
previstas en el artículo 341 en cuanto fueren aplicables. 
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Art. 345. (Extorsión) 


El que con violencias o amenazas. obligare a alguno a hacer, toleraro dejarde hacer 
_ algo contra su propio derecho, para procurarse a sí mismo o para procurar a oro un 


provecho injusto, en daño del agredido o de untercero, será casilgado con cuatro a dicz 
años de penitenciaria. 


Art. 346, (Secuestro) 


El que privare de su líbertad a una persona para obtener de ella, o de un tercero. 
como precio de su liberación, un provecho injusto en beneficio propio o ajeno. 
consiguiere o no su Objeto, será castigado con seis a doce años de penitenciaría, 


Art. 355.- Violenta perturbación de la posesión 
El que fuera de los casos mencionados, perturbare, con violencias o amenazas en las 


personas, la pacifica posesión de un inmucble, será castigado con tres a veinticuatro 
meses de prisión. 
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CODIGO GENERAL DEL PROCESO 


Artículo 42*.- Representación en caso de intereses difusos.- 


En el caso de cuestiones relativas a la defensa del medio ambiente, de valores 
culturales o históricos y, en general, que pertenezcan a un grupo indeterminado de 
personas, estarán legitimados indistintamente para promover el proceso pertinen- 
te, el Ministerio Público, cualquier interesado y las instituciones o asociaciones de 
interés social que según la ley o a juicio del tribunal garanticen una adecuada defen- 


sa del interés comprometido. 


Artículo 76".- Principio de notificación.- 

Toda actuación judicial, salvo disposición expresa en contrario, debe ser inme- 
diatamente notificada a los interesados mediante el procedimiento establecido en 
los artículos siguientes: 

Las pronunciadas en audiencia se tendrán por notificadas a quienes estén pre- 
sentes o hayan debido-concurrir al acto. 


Artículo 77”.- Formas de notificación.- 

La notificación se practicará por la oficina central de notificaciones y en su caso, 
por correo, por telegrama, por acta notarial, por la policía, por tribunal comisiona- 
doo por el medio idóneo que habilite la Suprema Corte de Justicia. 


Artículo 78”.- Notificación en la oficina.- 

78.1 En todos los casos de jurisdicción voluntaria y contenciosa, las notificacio- 
nes de las actuaciones judiciales, con excepción de las que se indican en el artículo 
87, se efectuarán en las oficinas del tribunal. (*) 


78.2 Cuando corresponda la notificación en la oficina, el funcionario facilitará a 
la persona que debe notificarse la actuación respectiva, permitiéndole su lectura y 
haciéndole entrega de las copias que correspondan. 

Acto continuo, se pondrá constancia al pie de la actuación, la que suscribirán el 


funcionario y el interesado. Si éste no pudiere o se resistiere a firmar, se pondrá 
constancia, 


Artículo 79”.- Notificación en el domicilio.- 

79.1 Cuando corresponda la notificación en el domicilio, el funcionario o escri- 
bano público a quien se cometa la diligencia concurrirá al mismo y si hallara allí a la 
persona que debe ser notificada, se procederá en la forma establecida enel artícu- 
lo anterior, 

79.2 Si el interesado no fuere hallado, la diligencia se entenderá con su cónyu- 
ge, hijos mayores de edad, persona de servicio o habitante de la casa. A falta de 
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ello, se dejará cedulón en lugar visible, del modo que mejor asegure su recepción 
por el interesado, dejándose constancia de la diligencia que suscribirá el funciona- 
rio comusionado. 

79.3 Si la persona de la casa con quien se entiende la diligencia se resistiera a 
recibir el cedulón, se procederá como en el ordinal precedente. 

79.4 Las notificaciones a las personas jurídicas se harán a nombre de éstas en 
las personas de sus representantes, sin necesidad de individualizarlos. 

79.5 A solicitud de parte y con autorización del tribunal, podrá practicarse la 
notificación en el domicilio, en todo el territorio nacional, en la forma prevista en 
este artículo mediante acta notarial por el escribano público que designe aquélla y 
a su costo, 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará esta forma de notificación. 


Artículo 80”.- Notificación por Correo Judicial.- 

Cuando corresponda la notificación por correo, se entregarán al mismo, en 
sobre cerrado, en el que se incluirán las copias respectivas, las piezas necesarias 
para el conocimiento de la resolución judicial. 

La entrega al Correo se hará mediante IeeiDe y aquél entregará las piezas res- 
pectivas también mediante recibo. 

La Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con el Poder Ejecutivo, reglamenta- 
rá el servicio de Correo Judicial, a fin de dotarlo de las condiciones de eficiencia y 
seguridad indispensables. 


Artículo 81”. Notificación por telegrama.- 

En caso de urgencia, podrá practicarse la notificación por telegrama colacionado, 
remitido con copía, debiendo agregarse en el expediente constancia de su recep- 
ción. 

La Suprema Corte de Justicia, de acuerdo con el Poder Ejecutivo, reglamenta- 
rá el servicio de Telégrafo Judicial, a fin de dotarlo de las condiciones de eficiencia 
y seguridad indispensables. 


Artículo 82*.- Notificación por la Policía.- 
Cuando las circunstancias del caso lo aconsejen y en especial en las zonas 
rurales, podrá disponerse la notificación por intermedio de la Policía. 


A los efectos de este servicio, la Suprema Corte de Justicia procederá tomo en 
los artículos antériores, 


31 de Agosto de 1999 


31 de Agosto de 1999 CAMARA DE SENADORES C.S.-355 


Artículo 83".- Notificación por tribunal comisionado.- 
La notificación por tribunal comisionado se hará porel tribunal o por funciona- 
rios de su oficina. 


Artículo 84”.- Carga de la asistencia al tribunal.- 

Salvo disposición expresa de la ley, las notificaciones se practicarán en la oficina. 

Para tal fin. todos los interesados que actúen en el procedimiento respectivo, 
excepción hecha del Ministerio Público y Fiscal, concurrirán a la oficina, para en- 
terarse de las actuaciones. , 

La carga de la asistencia recae también sobre los funcionarios públicos que 
representen en juicio al Estado, alos Entes Autónomos y Servicos Descentraliza- 
dos y alos Municipios. 


Artículo 85”.- Autorización para notificarse.- 

Por simple escrito presentado en los autos, sé podrá autorizar a una tercera 
persona, aunque no tenga título de procurador, para que con ella se entiendan las 
notificaciones. En la jurisdicción voluntaria, podrá reunirse en una sola constancia 
la notificación a todos los interesados que actúen de común acuerdo. 

Artículo 86".- Notificación ficta en la oficina.- 

Sila notificación se retardare tres días hábiles por falta de comparecencia del 
interesado, se tendrá por efectuada, sin necesidad de constancia alguna en los 
autos. ! 

Si el día en que concurriere el interesado, la actuación no se hallare disponible, 


la oficina actuaria expedirá constancia, en formulario al efecto, si aquél lo solicitare, 


Artículo 87".- Providencias exceptuadas.- 


Serán notificadas en el domicilio de los interesados, salvo si se pronunciaren en 
audiencia, y respecto de aquellos que hubieren concurrido O debido concurrir a la 
misma, 

1 . A la persona frente a quien se pide, el auto que proves una petición de 
diligencia preparatoria, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307.3. 
2. Al demandado, el auto que le da conocimiento de la demanda principal, 
reconvencional o incidental o, en su caso, el que lo cita de excepciones. 
3. Al citado, el auto que ordena la absolución de posiciones. 
4. A la parte de quien emana, el auto que admite un documento en la oportuni- 
dad prevista por el artículo 171. 
5. El auto que convoca a audiencia. 
6..Las providencias posteriores a la conclusión de la causa y la primera resolu- 
ción que se dictare en instancia de apelación O casación. 
7.La sentencia definitiva o interlocutoria. 
8. El auto que ordena la facción de inventario. 
9. Al tercero, el auto que lo cita o llama para que comparezca en Un procedi- 
miento contencioso o voluntario. 
10. Las providencias recaídas en el pedido inicial de ejecución de sentencia. 
11. Las resoluciones que el tribunal disponga sean notificadas a domicilio, sien- 
pre que no se trate de aquellas pronunciadas en audiencia (artículo 76). 
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Artículo 88*.- Reglamentación de la notificación 
de las providencias.- 
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La Suprema Corte de Justicia determinará la forma en que se practicarán las ' 


notificaciones, con sujeción a lo dispuesto en este Código. 


Artículo 89*.- Notificación por edictos.- 

En los casos que correspondiendo notificar a domicilio, se tratare de persona 
indeterminada o incierta o cuyo domicilio no se conozca, la notificación se cumplirá 
por edictos publicados en el Diario Oficial y otro periódico de la localidad, durante 
diez días hábiles continuos. 

Si el interesado gozara de beneficio de pobreza, el tribunal podrá disponer que 
la publicación se efectúe solamente en el Diario Oficial si no se obtuviere la publi- 
cación gramita en el otro periódico, circunstancia que se acreditará con la declara- 
ción jurada del interesado, 

La publicación se justificará por constancia de la Oficina Actuaria, que la 
extenderá previa exhibición de los ejemplares de la primera y última publica- 
ciones. : 

Podrá ordenarse, también, la propalación radial o televisiva o la publicación en 
otros periódicos conforme con la reglamentación que al efecto se dicte, 


Artículo 90*.- Comunicaciones internas.- 

- Cuando los tribunales deban dar conocimiento de sus resoluciones a otras au- 
toridades nacionales o formularles alguna petición para el cumplimiento de diligen- 
cias del proceso, lo harán por exhortos u oficios que se cursarán por correo. 

Si hubiera urgencia, podrán disponer la comunicación por cualquier otro medio 
idóneo, 

A pedido de parte y siempre que ello no cause riesgo, podrá entregarse el oficio 
al interesado, para su mejor diligenciamiento, 


Artículo 92*.- Carácter de los plazos.- 

Salvo disposición en contrario, los plazos señalados a las partes para realizar 
los actos procesales son perentorios e improrrogables. 

Pero las partes, expresamente y de común acuerdo, podrán suspender el curso 
de los plazos de modo previo o durante su desarrollo, por el tiempo que estimen 
conveniente, ; 

Vencido el plazo, el secretario o actuario dará cuenta inmediata y el tribunal, sin 
necesidad de petición alguna, dictará la resolución que corresponda al estado del 
proceso. 


Artículo 932 Comienzo de los plazos.- 

Los plazos establecidos para las partes comenzarán a correr, para cada una de ellas, 
el día hábil siguiente al dela respectiva notificación, salvo que por disposición de la ley 
o por la naturaleza de la actividad a cumplirse, tengan el carácter de comunes, en cuyo 
caso comenzarán a correr el día hábil siguiente al de la última notificación. 
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Artículo 94".- Transcurso de los plazos.- 


Los plazos que se cuentan por días, sólo se suspenderán durante las ferias 
judiciales y la Semana de Turismo. 


Exceptúanse los plazos cuya duración no exceda de quince días y los que se 
cuentan por horas, en los cuales solamente se computarán los días hábiles. 


Para el cómputo de los plazos fijados en meses o en años, se contarán los días 
hábiles y los inhábiles. 


Artículo 95”.- Vencimiento de los plazos.- 

Los plazos vencen en el último momento hábil del horario de la Oficina del 
tribunal del día respectivo. Todos los plazos que venzan en día inhábil se entende- 
rán prorrogados hasta el primer día hábil siguiente. 


Artículo 96”.- Días y horas hábiles.- 

96.1 Son días hábiles para la realización de los actos procesales todos aquellos 
en los que funcionen las oficinas de los tribunales, cuyo horario, en ningún caso, 
será inferior a cuatro horas. 

96.2 Son horas hábiles las correspondientes al horario fijado para el funciona- 
miento de esas oficinas. 

96.3 Para la práctica de todas las diligencias judiciales, se considerarán horas 
hábiles las que medien entre las siete y las veinte horas. j 


96.4 Los escritos deberán presentarse en la Oficina y dentro de su horario de 
funcionamiento. 


Artículo 97”.- Habilitación de días y horas inhábiles.- 
Podrá pedirse la habilitación de días y horas inhábiles para la realización de 
diligencias sin cuyo cumplimiento corra grave riesgo el ejercicio de algún derecho. 
La habilitación podrá pedirse durante los días y horas en que funcionen las 
oficinas de los tribunales, 


Artículo 98*.- Principio general de suspensión de los plazos.- 
Ali a por justa causa no le corre plazo desde el momento en que se 

configura el impedimento y hasta su cese. Sólo se considera justa causa la que 

provenga de fuerza mayor o caso fortuito para la parte y que la coloque en la 


imposibilic: ¿e realizar el acto por sí o por mandatario. 


Artículo 99”.- Traslados y vistas.- 
En atención a las circunstancias del caso, el tribunal podrá sustanciar los petitorios 
de las partes confiriendo traslados o vistas. 


Salvo disposición contraria, los traslados deben ser evacuados dentro de seis 


días y las vistas dentro de tres días. 
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- Artículo 253".-.Apélación de sentencias definitivas.- 


253.1 El recurso de apelación contra las sentencias definitivas se interpondrá 
en escrito fundado, dentro del plazo de quince días. Se sustanciará con un traslado 
ala contraparte por el término de quince días. 

Al evacuar el traslado, podrá la contraparte adherir al recurso, y fundar a la vez 
sus agravios, los que se sustanciarán con un traslado'a la otra parte por el plazo de 
quince días. 

La apelación y la adhesión no fundadas se rechazarán de plano, teniéndose por 
desistidos a los recurrentes. 

"253.2 Las partes podrán solicitar el diligenciamiento de prueba en segunda 
instancia, tanto en el escrito de interposición del recurso como en el de contesta- 
ción al mismo, exclusivamente en los siguientes casos: 

1) Si se tratare de producir la prueba regulada por los artículos 148 y 133 con 
referencia a hechos que no hubieren sido objeto de la roísma probanza en la instan- 
cia anterior. ' 

2) Si se tratare de presentar documentos de fecha posterior a la conclusión de 
la causa o anteriores, cuando, en este último caso, se afirmare bajo juramento no 
haber tenido antes conocimiento de los mismos, circunstancia que apreciará el 
tribunal para admitir o rechazar la prueba. A tal efecto, podrá requerir o recabar 
la información sumaria que la acredite. 

3) Si se tratare de acreditar hechos nuevos conforme con lo dispuesto por el 
artículo 121.2. 

En todos los casos, se solicitará el diligenciamiento de la prueba correspondien- 
te, conforme con lo prescripto por el artículo 118. 


Artículo 254*.- Apelación de sentencias tnterlócutorias.- 

El recursode apelación contra las sentencias interlocutorias se regirá por lo 
dispuesto para las sentencias definitivas, con las siguientes modificaciones: 

1) Si se tratare de providencia pronunciada fuera de audiencia, el plazo para la 
interposición del recurso será de seis días, al igual que el del traslado y el de la 
contestación a la adhesión a la apelación. 

2) Si se tratare de providencia pronunciada en audiencia, deberá anunciarse la 


- apelación en ella e interponerse y sustanciarse dentro del plazo y trámites indicados 


ere! numeral anterior. 

3) Si se tratare de providencia pronunciada en audiencia y proócediere la apela- 
ción con efecto diferido, el recurso se interpondrá en la propia audiencia 
procediéndose en lo demás, según lo dispuesto en el artículo 251, numeral 3", 

4) Sólo se admitirá la prueba documental conforme con lo dispuesto por el 
artículo 253.2, numeral 2”, 

5) Se haya o no interpuesto recurso de reposición, el tribunal podrá siempre, 
por contrarid imperio, revocar la providencia interlocutoria recurrida. 
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Artículo 321".- Incidente fuera de audiencia.- 


321.1 La demanda incidental se planteará por escrito, dándose un traslado por 


seis días que se notificará a domicilio, 


321.2 Tanto con la demanda como con la coneclación: si se tratare de una 


cuestión que requiera prueba, las partes la acompañarán conforme con lo dispues- 
to por el artículo 118. 


El tribunal ordenará el diligenciamiento de la prueba y la concentrará en una sola 


audiencia, al término de la cual oirá brevemente a las partes acerca del resultado de 
la misma. 


321.3 Contestado el traslado, si se tratare de asunto de puro derecho o si las 


partes no ofrecieren prueba y el tribunal no considerare necesario decretar ninguna 
o una vez diligenciada la que correspondiere, el tribunal resolverá conforme con lo 
dispuesto en el artículo 346,4, (*) 


Artículo 346".- Procedimiento.- 


El proceso extraordinario se regirá por lo establecido en el ordinario en cuanto 


fuere pertinente y con las siguientes modificaciones: 


1) El trámite se concentrará en una sola audiencia de conciliación, fijación de 


los puntos en debate, prueba, alegatos y sentencia. 


2) Sólo se admitirá la reconvención sobre la misma causa y objeto que los 
propuestos en la demanda, 

3) Luego de la contestación de la demanda o, en su caso, de la reconvención, 
el tribunal dispondrá el diligenciamiento de la prueba solicitada por las partes y que 
no pueda ser recibida en la audiencia, de modo tal que a la fecha de aquélla, esa 
prueba se halle diligenciada. 

4) El tribunal se pronunciará en una única sentencia sobre todas las excepcio- 
nes y defensas; sólo si entre ellas se encuentra la de incompetencia y se declarare 
incompetente, omnitirá pronunciarse sobre las otras. 

5) En la segunda instancia no se admitirá otra prueba que la que el tribunal 
entienda oportuna para mejor proveer, la documental sobre hechos supervinientes 
o la de ese mismo género que se declare, bajo juramento, no conocida hasta ese 
momento, conforme con lo dispuesto por el artículo 253.2, numeral 2” o la de 
fecha auténtica posterior a la de la audiencia de primera instancia 1”). 


Artículo 349".- Procedencia del proceso extraordinario.- 


Tramitarán por el proceso extraordinario: 
1) Las pretensiones de conservar y de recobrar la posesión o la tenencia, la de 


denuncia de obra nueva y de obra ruinosa a que refieren, respectivamente, los 
artículos 658 a 670,672 4675 y 620 del Código Civil. 


2) Las pretensiones relativas a la determinación, aumento, reducción o exone- 


ración de la prestación alimenticia a que refieren los artículos 116 a 129, 183, 194 
y 933 del Código Civil, 197 a 222 del Stgo del Niño y 1638 del Código de 
Comercio. 
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3) Las pretensiones que conciernen a las cuestiones previstas en los artículos 

289 a 300 del Código Civil y 142 a 146 del Código del Niño y en los artículos 

150, 151, 171 y 173 a 192 de este último Código, así como las relativas aregíme- 

nes de visita, restitución o entrega de menores o incapaces 


Artículo 347".- Recursos.- 

Contra la sentencia definitiva dictada en proceso extraordinario, caben los re- 
cursos previstos en las Secciones HL, IV, V, VI y VIL, Capítulo VII, Título VI del 
Libro [, conforme con lo que disponen las reglas generales y propias de cada uno 
de ellos. 

No obstante, en aquellos procesos en que se sentencia "rebus sic stantibus”, 
como en el de alimentos o cuestiones relativas a menores, cuando se alegare ul 
cambio de la situación ya resuelta, corresponderá, en sustitución de los recursos 
ordinarios, el proceso extraordinario posterior, para decidir la cuestión definida 
conforme con las nuevas circunstancias que la configuran . 


Artículo 350".- Reglas especiales para ciertas pretensiones.- 
350.1 Tratándose de divorcio por causal, salvo cuando el mismo se tramitare 
por proceso de estructura monitoria (artículo 369) en la audiencia preliminar, ade- 
más de lo previsto por el artículo 341, se resolverá lo relativo a las pensiones 
alimenticias, al régimen de guarda y de visitas de los hijos menores o incapaces, así 
como la cuestión a cuál de los cónyuges habrá de permanecer en el hogar conyu- 


El tribunal procurará que las partes lleguen a un acuerdo sobre todos o algunos 
de esos puntos y, en su defecto, pronunciará providencia solucionando 
provisoriamente aquellos sobre los que persista el desacuerdo. 

La resolución provisoria significará cumplimiento del requisito establecido por 
el artículo 167 del Código Civil, pero cualquiera de las partes podrá plantear, en el 
proceso correspondiente, la cuestión resuelta de manera provisoria. 

350.2 En las pretensiones relativas a lamateria de familia, el criterio básico 
para la actuación del tribunal consistirá en la promoción de la familia y de sus 
integrantes, en especial de los más desprotegidos, de conformidad cón las normas 
constitucionales. 

350.3 En las pretensiones propias de la materia laboral, agraria y demás de 
carácter social, no obstante lo dispuesto en el numeral 1? del artículo 341, se podrá 
modificar la pretensión en la audiencia preliminar, cuando resulte, manifiestamente, 
que carencias de información o de asesoramiento han determinado omisiones en 

relación a derechos que asisten a la parte. En estos casos, el tribunal otorgará a la 
contraparte oportunidades para la adecuada contestación; se podrá a tales efec- 
tos, prorrogar la audiencia, si las nuevas cuestiones son de hecho y no fuere posible 
controvestirlas, sin previa información. 
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350,4 En las pretensiones relativas a menores o incapaces, se considerará 
prioritaria la tutela de su interés por el tribunal. 

350.5 En los procesos a que refieren los dos ordinales anteriores, el tribunal 
dispondrá de todos los poderes de instrucción que la ley acuerda a los tribunales 


del orden penal en el sumario dél proceso penal, sin perjuicio del respeto al princi- 
pio de contradicción y a los propios de debido proceso legal. 


Artículo 402”.- Principios de la jurisdicción voluntaria.- 
En todos los casos en que por así disponério la ley, se deba acudir ante la 
Jurisdicción para demostrar la existencia de hechos que han producido o pueden 


llegar a producir efectos jurídicos, sin causar perjuicio a terceros, se aplicarán las 
disposiciones del presente Título. 


403.1 Los procesos voluntarios se tramitarán ante los tribunales competentes, 
según la materia, para la primera instancia. 

Las providencias que en ellos se pronuncien sólo serán susceptibles del recur- 
sos de reposición, salvo la definitiva que ponga fin al procedimiento, la que podrá 
recurirse mediante apelación sin efecto suspensivo. 

403.2 La iniciación del procedimiento se notificará a todo sujeto interesado en 
el asunto, cuando así lo disponga la ley o se estimare por el tribunal que, por la 
naturaleza del asunto, corresponde o conviene tal intervención. 


403.3 En todo proceso voluntario intervendrá preceptivamente el Ministerio 
Público. 
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Artículo 45. (Competencia de urgencia). - Los Jueces de todos los 
Tribunales y Juzgados -aun los no penales- son competentes para adop- 
tar las primeras y más urgentes diligencias, cuando se hellen próximos 
al lugar del hecho. 


Si varios Jueces concurren simultáneamente, conocerá el de mayor 
jerarquía. 


Realizadas las actuaciones de urgencia, se remitirán al Juzgado. 
competente. 


Artículo 245. (Forma y contenido de la sentencia). - La sentencia SE 
dictará con sujeción a las siguientes reglas: 


lo) Comenzará expresando la fecha en que se dicta y, en el 
preámbulo, el nombre del acusado o acusados, la designa- 
ción del representante del Ministerio Público que actúa en. 
el juicio y la mención del delito imputado. 


29) Expresará a continuación, por Resultandos,las actuaciones 
incorporadas al proceso, relacionadas con las cuestiones y 
resolver en el fallo, las pruebas que le sirvieren de fund: 
mento, las conclusiones de la acusación y la defensa y, fi, 


nalmente, debidamente articulados, los hechos que se rep 
tan probados, 


39) Determinará luego, por Considerandos, cada uno de los ag 
pectos del derecho a aplicar, enunciando: 


A) Los fundamentos legales de la calificación de los he: 
chos que se tienen por probados, 


B) Los fundamentos legales determinantes de la partici: 
pación que, en los referidos hechos, hubiere tenido d 
- 0 los acusados, 
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C) Los fundamentós legales de las circunstancias atental 
tes o agravantes, asf como de las causas de justific” 


ción, inimputabilidad, impunidad y extinción del delito. 


D) La mención expresa de las disposiciones legales aplica 
bles, y 


E) Los fundamentos legales de las resoluciones referentes 
a confiscación de los efectos del delito y de los instru- 


mentos con que hubiese sido llevado a cabo y las indem 
nizaciones al Estado, 


40) En su parte dispositiva, la sentencia concluirá por fallo, con 
denando o absolviendo, 
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LEY N” 10.674, de 20 de noviembre de 1945 


Artículo 1.* Quéda permilida la legilimatión adoy iva 
en favor de menores abandonados, o hiérfanos de paJre 
y madre, o bijos de padres desconocidos. 

También podrán ser legitimados los pupilos del Estado, 


“cuya situación de total abandono por parte de los pánres 


alcance a más de tres años, 

Podrán solicitarla dos dónvugvs con cinco dñios de ma- 
iriimonlo. mayores de trelnta años y cop veinte más qua £1 
menor, que lo hubieran tenido bajo sy guarda o teueurla 
por ún término no Infertor a tres años. 

También podrán efectuarla el vludo o viuda, y lus es- 
Posos divorciados, slempre que medie la conformidad de 
ambos, cuando la guarda o: tenencla del. menor hublera 
comenzado durante el matrimonio y se completará des- 
vués de la disolución del vínculo legal. 

No podrá efectuarse ésta legitimación después que el 
menor cúmpla' dieciooho años de edad. 

Art. 2." La legitimación adoptiva sólo podrá 3er dispnes- 
ta por el Juzgado Letrado de Menotes, en Montevideo; o 
por los Juzgados que tengan sus funciones en los demás 
Departamentos. 

Sólo se otorgará por justos motivos y existiendo conve- 


_hlencia para el meuor, 


Los adoptantes formularán su petición por escrito y ofre- 


.cerán la prueba «pertinente. 


La condición de menor abandonado se acreditará por 
sentencia ejecutoriada que declare la pérdida de la pa- 
tria potestad. . 

En tal caso, el término de tres años a que se refiere el 
inciso tercero del artículo 1.2 de esta ley empezará a tu- 


«gir desde el comianzo del abandono. 


Se .considerará también dentro del término útil, tods el 
tiempo de guarda:comprendldo en el periodo del abandoro, 


- anterior ala sentencia, 


li Juez diligenciará las pruebas ofrecidas y decretará, 


además, las que considerare convenientez, pudiendo inte- 
rrogar a los solicitantes conjunta o separadamente, y al 
menor en forma tal que no revele su situación. 

Agregados todos los antecedentes, se dará traslado por 
diez días perentorios al. Ministerio Público, quien podrá, 
para mejor proveer, pedir las ampliaciones que creyere 
oportuno. 

El Juzeado resoiverá otorgando o denegando la inscrip- 


ción y su falio será apelable libremente para ante el "[ri- 
¿<bunal de Apelaciones que correspunda, cuya sentenctu ba- 


rá cosa juzgada. ; 

En segunda instaucia podrán disponerse también las 
mismas medidas preindicadas. AE 

“En estos juicios se actuará en papel común y no se cáu- 
sarán costas, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 
688 del Código Civil. 

La expedición de las. vorrespondientes partidas del Re- 


_sfistro del Estado. Civil será gratuita. ' . 


Cuando se pretendiese legitimar dos o más menores fl- 
multáneamente no será obstáculo la circunstancia de que 


wediase menos de (180 días entre los respectivos nactmien- 


tos. En ese caso el Juzgado establecerá en la sentencia las 
fechas de nacimiento de cada uno, en forma que ho se vio- 
le el plazo mínimo establecido en el articulo 215 del Có- 
digo Civil 
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. Art. 3. Con el solo testimonto de la sentencia ejecuto- 
 ríada que autorice la legltimación, ta parte solicitanto efoc- 


tuará la inscripción del menor en el Registro del Estado 
Civil, como hijo tegftimo inscripto fuera de término. 

En, la partida correspondiente no se hará mención al- 
guna del juicio, y su texto será el corriente en dichos !ns- 
.rumentos. Se realizará también la anotación pertinente en 
la Libreta de Organización de Familia, de modo ldéntico 
. 4, la de los hijos legítimos. 

-— El testimonio de la sentencia se archivará en torma, de- 
Jándose constancia de haberse efectuado la inscripoión 
mencionada. ¿ 

Realizada ésta, caducarán los vínculos de fillación an- 

terior del menor, en todos sus efectos, con excepción de 
tos impedimentos previstos en el artículo 91 del Códizo 
Civil. Deberá hacerse constar dicha caducidad en el pecta 
ce inscripción primitiva del menor, 


La. legitimación adoptiva es irrevocahla aunque poste- 


riormente nazcan hijos lezftimos. 
Art, 4.7 La legitimación adoptiva tendrá efectos cónstifn- 
Hvos sobre +2) estado civil del menor, objeto de la misma, 
quien se reputará en ade:ante con los mismos derechos y 
deberes que si hubiera nacido del matrimonio, 

Art. 5. La adopción prevista en el capítulo XIII ¿el 


Código del Niño no obstará a la legitimación adopliva nus- 
terior. 

Art. 6.7 La tramitación será reservada en absoluto. 

La violación del deber consiguiente, por cualquier fun- 
cionario obligado, será castigada en la forma prevista por 
el artículo 163 del Código Penal, sin perjuicio de la ”es- 
ponsabilidad civil, * . 

El Juzgado que entendió en el asunto podrá denegar la 

nexkibición, entrega o agregación del expediente, en (rámt- 
te o archivado. Contra su resolución no habrá recurso al- 
guno E 

Cuando el menor fuese pupilo del Cousejo del Niño su 
ticha individual -se destruirá conjuntamente cep el expe- 
diente. 

Art, 7.7 Cuando el menor tuviese derechos cuyo demi- 
mio se acredite por documento público o p:ivado, el Juez 
dispondrá que el Actuário Inserti en él constancia yreve 
Que exprese el cambio de nombre del tilular, de la gue to- 
mará nota el Registro respectivo, cuando se trate de títu- 
lo justificativo de propiedad inmueble o constitución de 
derechos reales, 

Art. 8.: El tiempo transcurrido antes de la vigencia de 
esta ley podrá ser invocado a los fines que establece 

La exigencia de edad prevista en el inciso final do] ar- 
fculo 1.* no regirá durante el plazo de dos años resperto 
Ge los menores o mayores que en el moménto de la tabi- 
cación de esta ley reunan las demás condiciones raquneri- 
das para que proceda la legitimación adoptiva. 

Art. 9, Cuando el Juez compruebe que ha existido in- 


tención dolosa, pasará los autos al Juzgado de Enstrucrión . 


que corresponda procediendo la acción públice para el rag- 
tigo del delincuente, 

Art. 10. En los juicios a que se refiere el artículo 85, 
inciso 7.* del Código Civil, tiene acción c] guarñador del 
niño, siempre que la promueva con el fin de legllimarin. 

Art. 11, Se tendrán por no pronunciadas las sentenctas; 
se clausurarán los procedimientos de los Pproces08; y nu se 
procesará a nadle que haya incurrido hesta la sanción de 
esta ley, en el delito de inscribir com» sropto a un “ja 
"ajeno, siempre que lo haya hecho, por «el impulso del afas- 
to, con una finalidad social y humana. (Artículo 258 del 
Código Penal). 

Art, 12, Comunfguese, elc. 
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LEY N” 12.689, de 29 de diciembre de 1959 


Artículo 1? En los casos de legitimación de hijos na- 
turales por suriguiente matrimonio válido de sus padres, 
la inscripción de los mismos como legítimos (artículos 
228 y 229 del Ódigo Civil), se hará en idéntica forma a 
la de los hijo: nacidos durante el matrimonio, en el 


«Registro de Natmientos (artículo 3% y capítulo III del 
decreto-ley No M30, de 12 de febrero de 1879). 


El acta de marimonlo de los padres, la de inscripción 
del hijo legittmoy-lá anotación en la libreta de Organi- 
zación de Famila, deberán extenderse sin mención ni 
referencia algunka la legitimación, de manera que nada 


las diferencie de las comunes de matrimonio, ni de las 
de inscripción y anotación de hijos legítimos. 


Art. 22 Presentada la partida de matrimonio respec- 
tiva y la de reconocimiento del hijo natural, el Oficial de 
Estado Civil efectuará la inscripción en la forma esta- 
blecida en el artículo anterior. Realizada ésta, quedarán 
sin valor las partidas y constancias preexistentes, sean 
de nacimiento o de reconocimiento, y prohibida su exhibi- 
ción, así como la expedición de testimonio, salvo en los 
casos en que se dispusiere lo contrario, con citación o 
intervención de los interesados. 

En el caso de simple inscripción del hijo natural no 
reconocido, la presentación de la partida de matrimonio 
deberá ser hecha por los padres, 

El Oficial de Estado Civil que realice la inscripción, 


efectuará las constancias respectivas si aquellos docu- 


mentos obraran en su oficina, Si correspondieran a otra 
sección judicial o estuvieran ya en poder de la Dirección 
del Registro del Estado Civil y del Concejo Departamen- 
tal respectivo, librará los oficios necesarios dando cuenta 
de la inscripción 2 fin de que se extiendan dichas ano- 
taciones, todo con carácter reservado. 

Tratándose de partidas o constancias que hubieran si- 
do extendidas por mandato judicial, se oficiará además 
al Juzgado de donde éste procediera, a fin de que dis- 
ponga el cumplimiento de “la garantía pertinente de 
reserva de las actuaciones respectivas, que estará some- 
tida también al régimen establecido en el inciso 1% de 
este artículo, 

Estas gestiones no devengarán ningún gasto. 


Art. 3% Las actas de matrimonio con constancia de 
legitimación, así como las de inscripción de los hijos le- 
gitimados y las Libretas de Organización de Famllía 
extendidas con anterioridad a esta ley, podrán ser sus- 
tituidas por otras ajustadas a las disposiciones pre- 
cedentes, 

Para obtenerlas, los interesados lo solicitarán del Juz- 
gado de Paz de la sección cuyo Oficial de Estado Civil 
extendió las actas correspondientes, al que presentarán 
testimonio de las partidas que quieran sustituir. Justifi- 
cados los extremos requeridos, el Juez dispondrá de 
conformidad y procederá según lo previsto en los incisos 
29 y 39 del artículo 22 precedente. 

De todo se dejará constancia en acta. 

Regirán para estos procedimientos las garantías sobre 
reserva establecidas en el artículo 2% y la gestión no 
devengará ningún gasto, 
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Art. 42 En todos los documentos que se invaliden por 
efecto de esta ley, se estampará un sello de caracteres 
bien visibles, que cruzará transversalmente su texto con 
esta leyenda: “prohibida la exhibición por aplicación de 
la ley N2 (aquí el número y la fecha de esta ley). 


Art. 5% La violación del deber de reserva establecido 
en los artículos 2% y 3% precedentes se sancionarán en 
la forma dispuesta en el artículo 6% de la ley N9 10.674, 
de 20 de noviembre de 1945. 


Art, 6% FEfectúase en el decreto-ley N? 1.430, de 12 
de febrero de 1879, las sigulente modificaciones: 

Suprimese del apartado 4% del artículo 29 y del título 
de su Capítulo VI, la frase “y legitimación de los hijos”. 

Sustitúyense los artículos 69 y “10 por los siguientes: 


“Artículo $9. Los reconocimientos de hijos naturales 
hechos por escritura pública o por testamento se ano- 


tarán en el Juzgado de Paz del domicilio del padre o 


de la madre”. 


“Artículo 70. Estos asientos deben contener, además 
de las declaraciones contenidas en el artículo 10: 


1% Los hombres, apellidos, estado civil, nacionalidad y 
demicilio de las personas que hacen el reconoci- 
miento. 

27) Los nombres, apellidos, estado civil, nacionalidad y 
domicilio, siendo conocido, del hijo reconocido. 

3%) La declaración del documento por el cual se ha he- 
cho el reconocimiento. 


(Si el reconocimiento ha sido hecho por testamento o 
por escritura pública, se declarará la fecha y el protocolo 
donde existe)”.- 


Axt, 12 Comuniquese, etc. 


C.S.-367 


368-C.S. 


CAMARA DE SENADORES 


LEY N” 15.750, de 24 de junio de 1985 


DECRETAN: 


Ley Orgánica de la Judicatura y de Organización de los 
Tribunales. 
TITULO 1 


Disposiciones Generales 


Artículo 1% El Poder Judicial y el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo son independientes de toda otra 
autoridad en el ejercicio de sus funciones. 


Árt. 29. La Potestad de conocer en los asuntos que les 
están asignados y de hacer ejecutar lo juzgado en la forma 
que en cada caso corresponda, pertenece exclusivamente a 
los tribunales que establece la ley. Por tribunales se entien- 
de, tanto los colegiados como los unipersonales. 


Art. 39, También corresponde a los tribunales intervenir 
en todos aquellos actos no contenciosos en que la ley lo 
requiera. 


Art. 4%. Para hacer ejecutar sus sentencias y para practi- 
car los demás actos que decreten, pueden los tribunales 
requerir de las demás autoridades el concurso de la fuerza 
pública que de ellas dependa, o los otros medios de acción 
conducentes de que dispongan. 

La autoridad requerida debe prestar su concurso sin que 
le corresponda calificar el fundamento con que se le pide. 


ni la justicia o legalidad de la sentencia, decreto u orden 
que se trata de ejecutar. 


TITULO 11 
De la Jurisdicción y Competencia 
Capítulo 1 


reglas Generales 


Artículo 5%. Los tribunales no pueden ejercer su minis 
terio sino a petición de parte, salvo los casos en que, según 
la ley, deban o puedan proceder de oficio. 

Reclamada su intervención en forma legal y en negocios 
de su competencia, . no podrán excusarse de ejercer su 
autoridad ni aún por razón de silencio, oscuridad o insu- 
ficiencia de las leyes, 


Art. 6% Es jurisdicción de los tribunales la potestad 


pública que tiene de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado, en 


una materia determinada. 
Es competencia la medida dentro de la cual la referida 


potestad está distribuida entre los diversos tribunales de 


una misma materia. 
La prórroga de jurisdicción está prohibida. 
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Art. 7%. Siempre que según la ley fueren competentes 
para conocer de un mismo asunto dos o más tribunales, 
ninguno podrá excusarse bajo el pretexto de haber, otros 
que puedan conocer de él; pero el que haya prevenido en 
el conocimiento excluye a los demás, los cuales cesan, 
desde entonces, de ser competentes. 


Art. 8%. Una vez fijada con arreglo a la ley la competen- 
cia de un tribunal para conocer en primera instancia de un 
determinado asunto, queda igualmente fijada la de los tri- 
bunales inmediatos superiores para conocer del mismo asun- 
to en las demás instancias. 


Art. 9% Cuando dos o más tribunales de similar cate- 
goría y competencia tengan la misma circunscripción terri- 
torial, su intervención se determinará por el sistema que 
establezca la Suprema Corte de Justicia. 


Capítulo Mí 
Prórroga de Competencia 


Artículo 10. La competencia de los tribunales solamen- 
te es prorrogable de lugar a lugar. 


Art. 11. La prórroga de competencia puede ser expresa 
o tácita. 

Es expresa. cuando en el contrato mismo o en un acto 
posterior han convenido en ello las partes, designando al 
tribunal a quien se someten. 

Es tácita, por parte del demandante, por el hecho de 
ocurrir ante el tribunal interponiendo su demanda, y por 
parte del demandado, por el hecho de no oponer la excep- 
ción declinatoria dentro del plazo legal. 


Art. 12. Pueden prorrogar competencia todas las perso- 
nas que, según la ley, son hábiles para estar en juicio por si 
mismas; y por las que no lo son, pueden prorrogarla sus 
representantes legales. 

- El Procurador no necesita facultad especial para prorro- 
gar competencia. 


Art. 13. El tribunal ante quien se deduzca una acción, 
si se considera absolutamente incompetente para conocer 
en ella, deberá inhibirse de oficio sin más actuaciones, 
mandando que el interesado ocurra donde corresponda. 

Se exceptúa de esta regla la incompetencia por razón de 
turnos. 

Las partes no podrán disponer de ellos; no obstante, si 


" por error se dejaren de observar, lo actuado ante el tribu- 


nal incompetente por razón del turno es válido, sin perjui- 
cio de que advertido el defecto, de oficio o a petición de 
parte, se remita el expediente al tribunal competente. 


Art. 14. La prórroga de competencia legalmente opera- 
da obliga al tribunal. 

En los casos en que la prórroga tenga lugar, el tribunal 
conocerá del asunto en la misma forma en que conoce sde 
los de sus competencia normal. 
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Capítulo Mi 


Competencia de los Tribunales Según la Naturaleza de la 
Acción 


Artículo 15. Es tribunal competente para conocer de 
los juicios en que se ejerciten acciones reales sobre bienes 
inmuebles, el del lugar en que este la cosa litigiosa. 

Si los inmuebles que son objeto de la acción real estu- 
vieran situados en distintos lugares, será competente cual- 
quiera de los tribunales del lugar en que estén situados. 


Art. 16. Si una misma acción real tuviere por objeto 
reclamar bienes muebles e inmuebles, será tribunal compe- 
tente el del lugar en que estuvieren situados los inmuebles. 


Art. 17. De los juicios en que se ejerciten acciones 
reales sobre bienes muebles o semovientes, conocerá el 
tribunal del lugar en que se hallen, o el del domicilio del 
demandado, a elección del demandante. 


Art. 18. Si la acción real entablada tuviera por objeto 
derechos o acciones que se reputan muebles o inmuebles 
por los artículos 474 y 475 del Código Civil, se estará a lo 
dispuesto en los artículos precedentes respecto de cada una 
de esas clases de bienes. 


Art. 19. De los juicios en que se ejerciten acciones 
reales y personales conocerá, a elección del demandante, el 
tribunal del lugar en que esté la cosa o el que corresponda 
según el artículo 21. 

Si las cosas inmuebles sobre las cuales recae la acción 
real son varias y situadas en diversos lugares, se aplicará el 
artículo 15 en el caso de optar el demandante por seguir el 
fuero de la situación de las cosas. 


Art. 20. Si los derechos producen acciones alternativas, 
reales o personales, se aplicarán las reglas de los preceden- 
tes artículos. Será competente el juzgado que corresponda a 
unas O a otras, a elección del demandante. 


Art. 21. De los juicios en que se ejerciten. acciones 
personales, conocerá el tribunal del lugar en que deba 


cumplirse la obligación; y a falta de designación expresa O 
implícita de lugar, a elección del demandante, el del domi- 
cilio del demandado o “el del lugar donde nació la obliga- 
ción, si hallándose en él este último aunque sea accidental- 
mente, puede ser emplazado. : 


Art. 22. Si una misma demanda comprendiese obliga 
ciones que deben cumplirse en diversos lugáres, entenderá 
en el juicio el tribunal competente para conocer respecto 
de alguna de ellas ante el cual se reclame el cumplimiento 
de todas, sin perjuicio de cumplirse cada una en su lugar 
respectivo. : 


Art. 23. Si el demandado tuviese su domicilio en dos o 
más lugares, podrá el demandante entablar su acción ante 
el tribunal de cualquiera de ellos; pero si se trata de cosas 
que dicen relación especial con uno de dichos lugures 
exclusivamente, sólo ese lugar será para este caso el domi- 
cilio del demandado, 
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Art. 24. Sí los demandados fuesen dos o más por una 
misma obligación. para cuyo cumplimiento no haya lugar 
expresa o implicitamente determinado, y cada uno tuviera 
su domicilio en otro diferente, podrá el demandante enta- 
blar su acción ante el tribunal de cualquier lugar donde 
esté domiciliado uno delos demandados y. en tal caso, 
quedarán sujetos los demás a la competencia del mismo 
tribunal. 


Art. 25. Respecto de: los demandados que no tuvieran 
domicilio fijo, se entenderá por domicilio para los efectos 
de la competencia, el lugar donde se encuentren o el de su 
última residencia : 

Art. 26. Cuando el demandado fuese una persona juridi- 
ca se tendrá por domicilio, para fijar la competencia del 
tribunal, el lugar donde tenga asiento su administración, si 
en el estatuto.o en la autorización que se le dio no tuviere 
domicilio señalado. 


Art. 27. Si la persona jurídica o la sociedad comercial y 
civil tuviere establecimientos, agencias u oficinas en diver- 
sos lugares, podrá ser demandada nte el tribunal del lugar 
donde exista el establecimiento. agencia uv oficina que cele- 
bró el contrato o que intervino en el hecho que da origen 
al juicio. 


Art. 28. De tos juicios en que se ejerciten acciones 
respecto a la gestión de tutores, guardadores y administra- 
dores, conocerán los tribunales del lugar en que se hubiese 


desempeñado la tutela, guarda O administración, a no ser 


que el actor prefiera el fuero del domicilio del tutor, 
guardador o administrador, atendida la importancia de los 
bienes. 


Art. 29. El administrador judicial deberá responder ante 
el tribunal que le haya conferido la administración. 


Art. 30. Los que hubiesen sido .citados en garantía de 
cualquier especíe con motivo de un litigio deberán compa- 
recer ante el tribunal donde penda la demanda principal. 

Lo mismo sucederá si el vendedor citado de evicción 
saliese al pleito. 


Art. 31. De las gestiones o reclamaciones por honora- 
rios, no concertados conocerá el tribunal ante quien se 
hayan causado éstos, o ante quien exista el expediente en 
el momento de la gestión. 


Art. 32. En los casos de ausentes de que trata el Título 
TV, Libro 1 del Código Civil, serán competentes para pro- 
veer sobre la administración de sus bienes los tribunales del 
lugar en que éstos se hallen situados; pero para obtener la 
declaración de ausencia, la posesión interina o definitiva y 
la partición de bienes del ausente, deberá acudirse a los 
tribunales del último domicilio del ausente de la República. 


Art. 33. En los casos de concurso de acreedores, serán 
tribunales competentes los del lugar en que el deudor 
tuviese su domicilio y según la cantidad; salvo lo dispuesto 
en el Código de Comercio y leyes especiales. 


Art. 34. Son competentes para conocer en los juicios a 
que dan' lugar las relaciones jurídicas internacionales, los 
jueces del Estado a cuya ley corresponde el conocimiento 
de tales relaciones. Tratándose de acciones personales patri- 
moniales, éstas también pueden ser ejercidas, a opción del 
demandante, ante los jueces del país del domicilio del 
demandado. 
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Capitulo IV 


Reglas para Determinar la Competencia según la Importancia 
del Asunto 


Artículo 35. La importancia O valor de la cosa disputa- 
da, para fijar la competencia del tribunal, se determinará 
por das reglas establecidas en los artículos siguientes. 


Art. 36. Si el demandante acompañase documentos que 
sirvan de apoyo a 5u acción, y en cllos apareciera deter- 
minado el valor de la cosa disputada, se estará, para fijar la 
competencia, a lo que conste de dichos documentos salvo 
que se tratara de acciones reales sobre inmuebles; en este 
último caso se estará al valor real fijado por la Dirección 
General del Catastro Nacional y Administración de Inmue- 
bles del Estado. 


Art. 37. Si el demandante no acompañase documentos 
o si ellos no apareciere determinado el valor de la cosa. 
y la acción entablada fuese personal, se determinara la 
cuantía de la materia por la apreciación que el actor hiciese 
en su demanda. 


Art. 38. Si la acción entablada fuese real y el valor de la 
cosa no apareciere determinado del modo que se indica en 
el articulo 36, se estará a la apreciación que las partes 
hicieren de común acuerdo. 

Esta apreciación si no es expresa, quedará hecha, de 
parte del demandante, por la presentación de la demanda, y 
de parte del demandado, cuando no ha opuesto la declina- 
toria dentro del plazo legal. 


Art. 39. En caso de que no exista el acuerdo a que se 
refiere el artículo anterior, el tribunal ante quien se hubiere 
deducido la acción read sobre cosa mueble fijará inapela- 
blemente el valor de ésta, para el efecto de la competen- 
cia, oyendo cl informe de un perito que nombrará de 
oficio. 


Art. 40. En las-controversias sobre usufructo, uso, habi- 
tación o nuda propiedad, el valor de la cosa será la mitad 
del valor real de la propiedad fijado por la Dirección Gene- 
ráb del Catastro Nacional y Administración de Inmuebles del 


Estado, salvo que se acompañasen documentos en que 
apareciese determinado otro valor. 


Art. 41 En los pleitos sobre servidumbres, siempre que 
no se acompañaren documentos en que se determine su 
valor, éste será la mitad del valor real del predio sirviente 
fijado por la Dirección General del Catastro Nacional y 
Administración de Inmuebles del Estado. 


Art. 42 En las cuestiones sobre límites de una propie- 
dad, se atenderá al valor real de la misma, establecido por 
la Dirección General del Cátastro Nacional y Administración 
de Inmuebles del Estado. 


Art. 43 | Si en una misma demanda se entablasen a la vez 
varias acciones, en los casos en que esto pueda hacerse 
conforme a lo previsto en el Código de. Procedimiento 
Civil, se determinará la cuantía del juicio por el monto a 
que ascendieren todas las acciones entabladas. 


31 de Agosto de 1999 


31 de Agosto de 1999 


CAMARA DE SENADORES 


Art. 44 Si el demandado, al contestar la demanda enta- 
bla reconvención, la cuantía de la materia se determinará 
por el monto a que ascendieren la acción principal y la 
reconvención reunidas. 


Art. 45 Si se trata de derecho a pensiones futuras que 
no abarquen un tiempo determinado, se fijará la cuantía de 
la materia por la suma a que ascendieren dichas pensiones 
en diez años. Si tienen tiempo determinado, se atenderá al 
monto de todas ellas. 

Pero si se trata del cobro de una cantidad procedente de 
pensiones periódicas ya devengadas, la determinación se 
hará por el monto a que todas eilas ascendieren. 


Art. 46 Si el valor de la cosa disputada aumentare O 
disminuyese durante el juicio, no sufrirá alteración alguna la 
determinación que antes se hubiera hecho con aregio a la 


ley. 


Art. 47 Tampoco setá alterada la determinación en ra- 
zón de lo que se deba por intereses, frutos, costos, gastos 
judiciales, daños y perjuicios, causados después de la inter- 
posición de la demanda. 


Pero los intereses, frutos. daños y perjuicios causados 
antes de la demanda. se tomarán en cuenta para determinar 
la cuantía de la materia. 


Art. 48 Si fueren varios los demandados en un mismo 
juicio, el valor total de la cosa o cantidad debida deter- 
minará la cuantía de la materia. aun cuando por no ser 
solidaria la obligación, no pueda cada uno de los demanda- 
dos ser compelido al pago total de la cosa o cantidad, sino 
tan solo al de la parte que le correspondiese. 


Art. 49 Sin perjuicio de las asignaciones especiales de 
competencia que pueda hacer la ley, para el efecto de 
determinarla se reputarán como de valor de más de 
N3 400.000 (nuevos pesos cuatrocientos mil) los asuntos 
que versen sobre materias que no están sujetas a una 
determinada apreciación pecuniaria, como por ejemplo, los 
relativos al estado civil de las personas, a la crianza y 
cuidado de los hijos y la apertura y protocolización de 
testamentos. 


Art. 50 Todos los valores monetarios a que se hace 
referencia en la presente ley, serán actualizados por la 
Suprema Corte de Justicia de acuerdo con la variación 
operada en el Indice de Precios de Consumo hasta el mes 
de octubre de cada año, redondeados al millar de nuevos 
pesos más próximo. 

Dicha actualización entrará en mgeneja a partir del 1%. de 
enero del año siguiente, 


Capítulo Y 


De la Organización y Competencia de los Tribunales 
según la Materia, Cuantía y Grado del Asunto 


-SECCION I 
Reglas Generales 


Artículo 51 Eli ejercicio de la función jurisdiccional 
compete, en lo pertinente, a los siguientes órganos, 


Suprema Corte de Justicia y Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. 


C.S.-373 


374-C.S. 


CAMARA DE SENADORES 


Tribunales de Apelaciones en to Cavit, Penal y del Lra- 
bajo. : 

- Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil, del 
Trabajo, de Familia, de Menores, de Aduana, en lo Penal 
y de Primera instancia de lo Contencioso-Administrativo. 

- Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior. 

- Juzgados de Paz Departamentales de la Capital. 

- Juzgados de Paz Departamentales del Interior. 

- Tribunal de Faltas. 

- Juzgados de Paz. 


Art. 52 En el Poder Judicial, la competencia por razón 
de la materia, la cuantía y el grado se distribuirá entre los 
Organos que correspondan de los mencionados cn cl artícu- 
lo 51, de acuerdo con lo dispuesto en las Secciones si- 
guientes. 

En cuanto al ejercicio de la función jurisdiccional en lo 
Contencioso-Administrativo, su organización, funcionamien- 
to y competencia, se estará a lo dispuesto por la Ley 
Orgánica respectiva. 


SECCION II 
De la Suprema Corte de Justicia 


Artículo 53 La Presidencia de la Suprema Corte de 
Justicia se ejercerá por turno anual rotativo entre sus 
miembros, según el orden de antiguedad en el cargo. 

El turno comenzará con la apertura de los tribunales. 

En caso de vacancia, licencia, recusación o impedimento, 
la Presidencia será desempeñada provisoriamente por el 
Ministro de mayor antiguedad en el cargo. 

A igual antigúedad entre dos o más Ministros, la Suprema 
Corte resolverá, 

Los Ministros precederán entre sí, en el mismo orden, 


Art. 54 La Suprema Corte de Justicia designará los 
Secretarios Letrados de entre los Secretarios de los Tribuna- 
les de Apelaciones y los Jueces Letrados. Asimismo, designa- 
rá sus Escribanos de entre los Escribanos del grado inme- 
diato inferior. 

En ambos casos, se requerirán cuatro votos conformes. 


Art. 55 A la Suprema Corte de Justicia, además de las 
competencias que ociginariamente se le atribuyen en la 
Sección XV de la Constitución, corresponde: 


1) Dirimir las contiendas de competencias entre los or- 
ganos del Poder Judicial y los de lo Contencioso 
Administrativo. 

2) Ejercer la consulta en his causas penales. 

3) Dar posesión de sus cargos a los Jueces del Poder 
Judicial, previo juramento habilitante. En el caso de 
los Jueces de Paz del Interior, podrán delegar en 
Jueces Letrados el ejercicio de esta atribución. 

4% Recibir el juramento habilitante para el ejercicio de 
las prolesiones de abogado, escribano y procurador. 

5) Ejercer la policía de las profesiones referidas en el 
inciso anterior, conforme a las leyes que reglamentan 
esa potestad. : ] 

6) Dictar las acordadas necesarias para el funcionamien- 
to del Poder Judicial y el cumplimiento efectivo de la 
función jurisdiccional. 
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Art. 56 Lai Suprema Corte de Justicia no podrá funcio- 
nar con menos de tres miembros. pero deberán concurrir 
los cinco para dictar sentencia definitiva que podrá pro- 
nunciarse por simple mayorta. 

Para dictar sentencia interlocutoria bastará la presencia 
de tres miembros con voto unánime, y de uno para los 
decretos de sustanciación. 


Art. 57 En caso de resultar necesario ta Suprema Corte 
de Justicia se integrará de oficio y por sorteo entre los 
miembros de los Tribunales de Apelaciones de la materia « 
la que pertenece el asunto que da mérito a la imegración. 

Si ello no fuere posible por impedimento de todos los 
miembros de los Tribunales de Apelaciones de esa materia, 
se seguirá el orden establecido en el artículo 62. 

En las causas civiles. si el impedimiento fuere por causa 
de licencia por plazo superior a treinta días, la integracion 
se efectuará 4 pedido de parte. En las penales y labores. 
en todo caso de oficio. El nuevo miembro continuará 
conociendo del asunto hasta dictar la sentencia que motiva 
la integración. 

Art. 58 El ejercicio de las funciones de la Suprema 
Corte de Justicia se regulará por el reglamento interno que 
la misma dictará. 


SECCION IM 
De los Tribunales de Apelaciones 


Artículo 59 Los Tribunales de Apelaciones se integrarán 
cada uno con tres miembros que se denominarán Ministros. 


Art. 60 La Presidencia de cada tribunal se ejercerá por 
turno anual rotativo entre sus miembros, según el orden de 
antiguedad en el cargo. 

El turno comenzará con la apertura de dos tribunales. 

En lo demás, se estará a lo dispuesto por el artículo 53, 
en cuanto corresponda. 


Art. 61 Es indispensable la presencia de todos los miem- 
bros del Tribunal y se requieren tres votos conforme para 
dictar sentencias definitivas. 

Para dictar sentencias imterlocutorias con fuerza de defi- 
nitivas, se necesita también la presencia de todos los miem- 
bros, pero sólo dos votos conformes. 

Para dictar las demás sentencias interlocutorias, los miem- 
bros de cada Tribunal establecerán entre ellos turnos sema- 
nales. El asunto será estudiado por el miembro que estuvie- 
se de turno el día que se concedió el recurso O se 
promovió la queja o el incidente, y por el que le haya 
precedido. Si estuviesen discordes, pasarán los autos al 
tercer miembro para que dirima la discordia, el que también 
subrogará a cualquiera de los otros dos en caso de enferme- 
dad u otro impedimento accidental, 

Los decretos de sustanciación podrán ser dictados por 
uno de los miembros del tribunal. 


Art. 62 Cuando haya que integrar un Tribunal de Ape- 
laciones en caso de vacancia, por excusación O recusación 
de alguno de sus miembros o por discordia, éstos serán 
reemplazados, de oficio y pur sorteo, en la forma siguiente: 


1) El sorteo se efectuará, en primer término, entre los 
demás miembros de los tribunales de la misma ju- 
risdicción. 
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2) Luego. en el caso ocurrente: entre los Ministros de 
los Tribunales de Apelaciones del Trabajo y en lo 
Penal, por su orden, para integrar los Tribunales de 
Apelaciones en lo Civil; entre los Ministros de los 
Tribunales de Apelaciones en lo Civil y en lo Penal, 
por su orden, para integrar los Tribunales de Apela- 
ciones del Trabajo; y entre los Ministros de los Tri- 
bunales de Apelaciones en lo Civil y del Trabajo, 
por su orden, para los Tribunales de Apelaciones 
en lo Penal. 


Art. 63 la integración de oficio de los tribunales se 
efectuará en las causas civiles, si el impedimento fuere por 
licencia superior a treinta días; y en las penales y laborales, 
en todo caso. El nuevo miembro continuará conociendo del 
asunto hasta dictar la sentencia que motiva la integración. 


Art. 64 Los Tribunales de Apelaciones en lo Civil cono- 


cerán, en segunda instancia, de las apelaciones que se inter-. 


pongan contra las sentencias dictadas en toda materia no 
penal ni del trabajo, por todos los Juzgados Letrados. 


Art. 65 Los Tribunales de Apelaciones en lo Penal y del 
“Trabajo tendrán las competencias que las leyes especiales 
les asignen. 


SECCION EV 


De los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal y 
del Trabajo; de los Juzgados Letrados de Aduana y de 
Menores y del Tribunal de Faltas 


Artículo 66 Los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en lo Penal, los Juzgados Letrados de Primera Instancia del 
Trabajo, los Juzgados Letrados de Aduana y el Tribunal de 
Faltas tendrán las competencias que las leyes especiales les 
asignen. 


Art. 67 .Los Juzgados Letrados de Menores entenderán 
de todos los procedimientos preventivos, educativos y co- 
rrectivos a que den lugar los hechos antisociales cometidos 
por menores y las situaciones de abandono. 


SECCION Y 


1 
De los Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Civil 


Artículo 68 Los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
en lo Civil entenderán: 


1) En primera instancia de los asuntos de jurisdicción 
contenciosa, civil, comercial y de hacienda, cuyo 
conocimiento no corresponda a otros jueces. 

2) En segunda y última instancia, de las apelaciones 
que se deduzcan contra las sentencias de los Jueces 
de Paz Departamentales de la Capital. 
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2 
De los Juzgados Letrados de Familia 


Artículo 69 Los Juzgados Letrados de Familia entende- 
rán, en primera instancia: 


En las cuestiones atinentes al nombre, estado civil y 
capacidad de las personas y a las relaciones personales y 
patrimoniales entre los miembros de la familia legítima y 
natural fundallas en su calidad de tales, como: 


a) Las reclamaciones y contestaciones de filiación legíti- 
ma y natural y de posesión de estado civil. 

b) Las acciones referentes al matrimonio y a la situación 
de los cónyuges; separación de cuerpos, divorcio, 
nulidad del matrimonio. 

Cc) Las pensiones alimenticias y régimen de visitas. 

d) la guarda, tutela, administración de los peculios de 
los hijos, suspensión, limitación, pérdida y restitución 
de la patria potestad. 

e) Emancipación, habilitación de edad y venia de dispo- 
sición de bienes. 

f) El irracional disenso de los padres para contraer 
matrimonio. 

g) Adopción y legitimación adoptiva. 

h) Declaración de incapacidad, curatela y ausencia, 

i) Régimen matrimonial de bienes. 

j) El procedimiento sucesorio. 


Art. 70 El fuero de atracción del procedimiento suceso- 
rio no comprenderá las acciones de carácter patrimonial 
dirigidas por terceros contra la herencia, : 


"SECCION VI 
De los Juzgados Letrados de Primera Instancia del Interior 


Artículo 71. Los Juzgados Letrados de Primera Instancia 
del Interior tendrán en materia penal, de trabajo y de 
aduana, las competencias que les asignan las leyes especia: 
les respectivas; y en materia civil, comercial, de hacienda, 
de familia y de menores, las que esta ley asigna a los 
respectivos Juzgados de Montevideo. 

También conocerán, en segunda y última instancia, de las 
apelaciones que se deduzcan contra las sentencias dictadas 
por los Juzgados de Paz de su circunscripción territorial. 
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SECCION VIH 
De los Juzgados de Paz Departamentales de la Capital 


Artículo 72: Los Juzgados de Paz Departamentales de la 
Capital entenderán en los asuntos judiciales no contencio- 
sos, que no correspondan a los Juzgados Letrados de Fami- 
lia, cualquiera sea su cuantía, salvo que se suscite contienda 
u oposición de interesados o del Ministerio Público o 
Fiscal, en cuyo caso se remitirá el expediente al Juzgado en 
lo Civil que corresponda, el que seguirá conociendo del 
asunto hasta su conclusión, 

También tendrán competencia en. los asuntos contencio- 
sos, civiles, comerciales y de hacienda cuya cuantía no 
exceda de N$ 32.000,00 (nuevos pesos treinta y dos mil). 

Conocerán, asimismo, el toda la materia de arrendamien- 
tos urbanos que el decreto-ley 14.219, sus modificativos y 
concordantes, cometieron a los Juzgados de Paz de Monte- 
video. 


SECCIÓN VIT 
De los Juzgados de Puz Departamentales del Interior 


Artículo 73 Los Juzgados de Paz Departamentales del 
Interior entenderán: 


1) Dentro de idénticos límites territoriales del Juzgado 

Letrado de Primera Instancia al que acceden: 

a) En Primera Instancia en los asuntos contencio- 
sos, civiles, comerciales y de hacienda cuya 
cuantía sea superior a N$ 23.000,00 (nuevos pe- 
sos veintitrés mil) y no exceda de N$ 32.000,00 
(nuevos pesos treinta y dos mil). 

b) En Jurisdicción voluntaria, de los actos jurisdic- 
cionales no contenciosos, cualquiera sea su 
cuantía, salvo que se suscite contienda u opo- 
sición de interesados o del Ministerio Público o 
Fiscal, en cuyo caso, se remitirán al Juzgado 
Letrado de Primera Instancia que corresponda, 
el que seguirá conociendo del asunto hasta su 
conclusión. 

2) Dentro de los límites de la Sección Judicial corres- 
pondiente a su sede: 


a) En Primera instancia, en los asuntos contencio- 
sos, civiles, comerciales y de hacienda que ex- 
cedan de N$ 11.000,00 (nuevos pesos once mil) 
y hasta N$ 23.000,00 (nuevos pesos veintitrés 
mil). 

b) En única instancia en los asuntos contenciosos, 
civiles, comerciales y de hacienda hasta 
N$ 11.000,00 (nuevos pesos once mil). 

c) Los que les asignan las normas especiales. 
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SECCION IX 
De los Juzgados de Paz 


Artículo 74 Los Juzgados de Paz de las ciudades, villas, 
Oo pueblos del interior, entenderán en única instancia, de los 
asuntos contenciosos, civiles, comerciales y de hacienda, 
cuya cuantía no exceda de N$ 11.000,00 (nuevos pesos 
once mil) y, en primera instancia, de los que excedieren de 
ese valor y no pasaren de N$ 23.000,00 (nuevos pesos 
veintitrés mil). 

En las circunscripciones territoriales que accedan a di: 
chas ciudades, villas o pueblos, estos juzgados entenderán 
asimismo, en primera instancia, de las demandas civiles, 
comerciales y de hacienda que pasando de N$ 7.000.00 
(nuevos pesos siete mil), no excediéeren los N$ 23.000.00 


(nuevos pesos veintitres mil) A esos electos la Suprema 
Corte de Justicia determinará las circunscripciones territo- 
riales que deben acceder a esos juzgados. 

Los Juzgados de Paz rurales entenderán, en primera ins 
tancia de las demandas civiles, comerciales y de hacienda 
que no excedieren de N$ 7.000,00 (nuevos pesos sicte 
mil). 


SECCION X 
De los Jueces Suplentes 
Artículo 75 Habrá Jueces Suplentes para los Juzgados 
Letrados, con categoría de Juez Letrado de Primera Instan- 
cia de la Capital. 


Dichos magistrados tendrán su despacho en la sede de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Art. 76 Corresponde a esos magistrados subrogar alos 


Jueces Letrados de Primera Instancia de la Capital vw del 


Interior en los casos de vacancia temporal por causa de 
licencia, enfermedad u otro motivo, cuando la Suprema 
Corte de Justicia así lo disponga. 

Tendrán. además. las facultades inspectivas y de instruc- 
ción sumurial que la misma les cometa. 


TITULO MI 
Estatuto de dos Jueces 
Capitulo | 
Cualidades 


Articulo 77 Los Jueces no podrán ejercer el cargo hasta 
haber sido puestos en posesión del mismo en acto público. 
en el que deberan jurar el el cumpliomento de sus deberes 


Art. 78 El ingreso a la carrera judicial se hará por los 
cargos de menor jerarquía, salvo en casos excepcionales, en 
que podrán acceder, en cualquier grado de aquélla, ciuda- 
daños destacados por su notoria versación jurídica, pero 
siempre. con arreglo a los articulos 235, 242 y 245 de la 
Constitución. 
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Art. 79 Sin perjuicio de los requisitos especiales que.se 
establecen respecto a cada Tribunal, para ingresar a la Judi- 
catura se requieres. 


1) Ciudadanía natural en ejercició, o legal con dos años 

“de ejercicio. 

2) Ser abogado, sin perjuicio de lo establecido en el ar- 
tículo 247 de la Constitución. 

21) No tener impedimento físico o moral 

En el impedimento físico entran las dolencias cró- 
nicas O permanentes que turban la actividad comple- 
ta de la personalidad física o mental. 

Es impedimento moral el que resulta de la con- 
ducta socialmente cegradanie o de las condenaciones 
de carácter penal. 

Tampoco pueden ser sombridos Jueces los que 
estén procesados criminalmente por delito que dé 
lugar a acción pública. 

4) Tener un nivel de escolaridad en la, Facultad de 
Derecho y Ciencias Sociales adecuado a las exigen: 
cias del servicio a juicio de la Suprema Corte de 
Justicia. En ta solicitud de ingreso podrán señalarse 
otros meritos. 


La Suprema Corte de Justicia propiciará la realización de 
cursos de post-grado especialmente dirigidos a la formación 
de aspirantes al ingreso en la Judicatera. En tal caso, el 
abogado que hubiere hecho y aprobado el curso, tendrá 
prioridad en el ingreso. 


Art. 80 Para ser Ministro del Tribunal de Apelaciones se 
requiere: 


1) Treinta y cinco años cumplidos de edad, 

2) Ciudadanía natural en ejcrcicia, o legal con “siete 
años de ejercicio 

3) Ser abogado con ocho años de antigiiedad o haber 
ejerudo con sa calidad da Judicatura o cl Ministerio 
Público o Fiscal por espacio de seis años. 


Art. 8f Pura ser Juez Letrado se requiere: 
1) Veintiocho años cumplidos dé edad. 


2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal con cuatro 
años de ejercicio. 

3) Ser abogado con cuatro años de antigiicdad o haber 
pertenecido con esa calidad por espacio de dos años 
al Ministerio Público y Fiscal o a la Justicia de Paz. 


Art. 82 Para ser Juez de Paz Epia de la Capi- 
tal se requiere: 


1) Veinticinco años cumplidos de edad, 

2) Ciudadanía natural en ejercicio, o legal'con dos años 
de ejercicio. 

3) Ser abogado. 
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Art. 83 Para ser Juez de Paz Departamental del Interior 
y Juez de Paz de las demás categorías, se requiere: 


1) Los requisitos referidos en los literales 1% y 2%. del 
artículo anterior para todas las categorías. 

2) Ser abogado o escribano público para ser Juez de 
Paz Departamental del Interior y Juez de Paz de las 
ciudades del Interior o cualquier otra población cu- 
yo rhovimiento judicial así lo exija, a juicio de la 
Suprema Corte de Justicia. 


Capítulo 

Derechos, Deberes, Prohibiciones € Tocompatibilidades 
SECCION 1 
Derechos 


Articulo 84 Los miembros de la Judicatura serán abso- 
lutamente independientes en el ejercicio de la función 
jurisdiccional € inamovibles por todo el tiempo que dure su 
buen comportamiento, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
artículo 250 de la Constitución. 

Los nombramientos de los Jueces Letrados tendrán carác- 
ter definitivo desde el momento en que se produzcan, 
cuando recaigan sobre ciudadanos que ya pertenccian, con 
antigiedad de dos años. a la Judicatura, al Ministerio Públi- 
co y Fiscal o la Justicia de Paz, en destinos que deban ser 
desempeñados por abogados. 


Si los mismos funcionarios tuviesen menor antigúedad en 
sus respectivos cargos serán considerados con cirácter de 
Jueces Letrados interinos, por un período de dos años, a 
contar desde la fecha de nombramiento, y por el mismo 
tiempo tendrán ese carácter los ciudadanos que recién 
ingresen a la Magistratura. 

Durante el perívdo de interinato, la Suprema Corte de 
Justicia podrá remover en cualquier momento al Juez Letra- 
do interino, por mayoría absoluta del total de sus miem- 
bros. Vencido el término del interinato el nombramiento se 
considerará confirmado de pleno derecho. 

Los jueces de Paz durarán cuatro años'en el cargo y 
podrán ser removidos en cualquier tiempo si así conviene a 
los fines del mejor servicio. 


Art. 85 la dotación de los miembros de la Suprema 
Corte de Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Adminis- 
trativo mo podrá ser inferior a la que en cada caso se 
establezca para los Ministros Secretarios de Estado. 

Las remuneraciones de los jueces de los demás grados 
tendrán como base el cien por ciento de la dotación que 
perciban los miembros de la Suprema Corte de Justicia y 
del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, quedando 
fijadas de acuerdo a la siguiente escala: 
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Ministros de los +Tribunales de Apelaciones 90% 
Jueces Letrados con asiento en la capital y 

Jueces Letrados Suplentes 80% 
Jueces Letrados de Primera Instancia del Interior 70% 
Jueces de Paz Departamentales de la Capital 60% 
Jueces de Paz Departamentales del interior 55% 
Jueces de Paz de Ciudad 50% 
Jueces de Paz de Primera Categoría 40% 
Jueces de Paz de Segunda Categoría 35% 
Jueces de Paz Rurales 25% 


Art. 86 Los Jueces tendrán derecho a la licencia que 
gozarán durante los periodos de receso de los Tribunales, 
que serán dos: uno del primero al treinta y uno de enero, y 
el otro del primero al veinte de julio de cada año, sin 


. perjuicio de las licencias especiales dispuestas por otras 


normas O las que la Suprema Corte de Justicia, a su 
petición estimare oportuno concederles por motivos funda- 


dos, siempre que con ello no se afectare el funcionamiento 
del servicio. 

La Suprema Corte de Justicia designará los magistrados y 
funcionarios que actuarán durante los períodos de receso. 


Art. 87 Los Jueces actuarán en los días feriados previa 
habilitación en asunto en que exista urgencia. Esa habilita- 
ción podrá hacerse antes del feriado o derítro de: él. 

Sólo se estimarán urgentes para ese efecto, las actuacio- 
nes cuya dilación pueda causar evidente perjuicio grave a 
los interesados o a la buena Administración de Justicia. 


SECCION U 
Deberes, Prohibiciones e Incompatibilidades 


Artículo 88 Todos los Jueces deberán domiciliarse en el 
lugar donde tenga asiento la sede en que presten servicios. 

La infracción a este precepto podrá ser causa bastante 
para la destitución. 

En los departamentos del interior de la República, el 
Estado proveerá lo necesario para lograr la radicación de 
los Jueces en sus respectivas sedes. 

Los Jueces deberán asistir a sus despachos con la regula. 
ridad que requiera el mejor desempeño del servicio. 


Art. 89 Los Magistrados en actividad tendrán derecho a 
ocupar las viviendas que provea el Estado con el fin de 
lograr su radicación en las sedes respectivas, con sujeción a 
las siguientes condiciones: 


19.) La ocupación de la vivienda no podrá comenzar 
antes que el Magistrado tome posesión de su cargo; 
y finiquitará de pleno derecho, sin que al respecto 
se requiera declaración alguna, si el Magistrado 
cesa en sus funciones o es trasladado a otra sede. 

2%.) El derecho de ocupación del local destinado a la 

radicación de los Magistrados no configura una 
retribución en especie integrante del sueldo. 

3%.) Será de cargo del ocupante el pago de los consu- 
mos de luz, teléfono, -agua, gas y Otros análogos, y 
de los denominados gastos comunes, en su caso, asi 
como los tributos que correspondan al ocupante. 
Facúltase a la Suprema Corte de Justicia a retener 
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de los haberes de los Magistrados ocupantes los 
importes necesarios para el pago regular de dichos 
gustos y tributos. 

40,) Cuando se produzca el cese o el traslado de un 
Magistrado, la vivienda, en su carácter de bien esta: 
tal afectado 2 un servicio público, deberá ser deso- 
cupada en el plazo perentorio que al respecto 
señale la Suprema Corte de Justicia, a fin de dejar- 
la nuevamente en condiciones de servicio. 

Vencido el plazo sín que el ocupante dé cumpli- 
miento 2 su obligación, la Suprema Corte de Justi- 
cia queda facultada para disponer y ejecutar todas 
las medidas adecuadas para obtener la libre disposi- 
ción del local (Decretodey 15.410, de 3 de junio 
de 1984) 


Art. 90 Los Jueces celarán en sus secretarios, actuarios 
y demás funcionarios de su dependencia, la puntual obser- 
vancia de sus obligaciones, debiendo advertir y corregir 
cualquier defecto o falta que encuentren en los expedientes 
de que conozcan, haciéndolos constar en la providencia 
respectiva, sin perjuicio de la comunicación a la Suprema 
Corte de Justicia, cuando corresponda. 


Art. 91 A los Magistrados y a todo ei personal de 
empleados pertenecientes a los despachos y oficinas inter- 
nas de la Suprema Corte de Justicia, Tribunales y Juzgados, 
les está prohibido, bajo pena de inmediata destitución, 
dirigir, defender o tramitar asuntos judiciales o intervenir, 
fuera de su obligación funcional de cualquier modo en 
ellos, aunque sean de jurisdicción voluntaria. la transgre- 
sión será declarada de oficio en cuanto se manifieste. Cesa 
la prohibición únicamente cuando se trate de asuntos per- 
sonales del funcionario o de su cónyuge. hijos o ascen- 
dientes. 


Art. 92 Los cargos de la Judicatura serán incompatibles 
con toda otra función pública retribuida, salvo el ejercicio 
del profesorado en la Enseñanza Pública Superior en mate- 
ria jurídica, y con toda -otra función pública honoraria 
permanente, excepto aquéllas especialmente conexss con la 
judicial. o 

Para desempeñar cualquiera de estas funciones se reque- 
rirá previamente la autorización de la Suprema Cove de 


Justicia, otorgada por mayoría absoluta de votos del total de 
sus componentes. 


Art. 93 No pueden ser simultáncamente jueces de un 
mismo Tribunal, ni aún para el caso de integración, los 
cónyuges, los parientes consamguíncos O afines en línea 
recta, y los colaterales hasta el cuarto grado inclusive de 
consanguinidad o segundo de afinidad. 


Art. 94 Los Jueces se abstendrán: 


19.) De expresar y aun insinuar su juicio respecto de 
los asuntos que por ley son llamados a fallar, fuera 
de las oportunidades en que la ley procesal lo 
admite. 

29,) De dar oído a cualquier alegación que las partes 
O terceras personas a nombre o por influencia de 
ellas, intenten hacerles en forma distinta de la esta- 
blecida en las leyes. 
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Capítulo MI 
Del Ascenso de los Jueces 


Artículo 95 Los miembros de la Judicatura tendrán 
derecho al ascenso en las condiciones que establece la ley. 


Art. 96 La Suprema Corte de Justicia establecerá el 
orden de los ascensos y de los traslados entre los distintos 
tribunales. 


Art. 97 Los ascensos se efectuarán, en principio, al 
grado inmediato superior, teniendo en cuenta los méritos, 
la capacitación y la antiguedad en la categoría, sin perjuicio 
de lo dispuesto en el artículo 99. 

Los méritos serán apreciados por la Suprema Corte de 
Justicia examinando la actuación y el comportamiento del 
Juez en el desempeño de sus funciones, teniendo en cuenta 
a esos efectos, especialmente, las anotaciones favorables o 
desfavorables que surjan del respectivo legajo personal. 

La capacitación será apreciada mediante los criterios ge- 


nerales que establecerá y reglarmentará la Suprema Corte de 
Justicia. 


Art. 98 la carrera judicial comprende los siguientes 
grádos correspondientes a cada una de las siguientes ca- 
lidades: 


10.) Juez de Paz. 

29%.) Miembro del Tribunal de Faltas. 

30.) Juez de Paz Departamental del Interior. 

40) Juez de Paz Departamental de la Capital. 

509.) Juez Letrado de Primera Instancia del Interior. 

6%.) Juez Letrado de la Capital, Juez Letrado de Primera 
Instancia de lo Contencioso-Administrativo y Juez Le- 
trado suplente. 

79,) Ministro del Tribunal de Apelaciones. 


Art. 99 Los Jueces Letrados con efectividad en el cargo, 
durarán en sus funciones todo el tiempo de su buen 
comportamiento hasta el límite establecido en el articulo 
250 de la Constitución. No obstante, por razones de buen 
servicio, la Suprema Corte de Justicia podrá trasladarlos en 
cualquier tiempo de cargo o de lugar, o de ambas cosas, 
con tal que ese traslado se resuelva después de oído el 
Fiscal de Corte y con sujeción a los siguientes requisitos: 


1) Al voto conforme de tres de los miembros de la 
Suprema Corte en favor del traslado si el nuevo 
cargo mo implica disminución de grado o de remu- 
neración, con respecto al anterior. 

2) Al voto conforme de cuatro de sus “miembros en 
favor del traslado, si el nuevo cargo implica dis- 
minución de grado o de remuneración, con res- 
pecto, al anterior. 

En caso de traslado o ascenso el Estado sufragará 
los gastos que se ocasionaren salvo que el traslado 
tuviere carácter sancionatorio. 
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Capítulo IV 
De la Suspensión y Cesación del Juez en sus Funciones 
Artículo 100 El Juez cesa en sus funciones: 


to.) Por inhabilitarse física o moralmente. 
20.) Por destitución dispuesta por la Suprema Corte de 
Justicia, dictada en procedimiento disciplinario. 


30.) Por haber sido condenado por delito que por su 
naturaleza sea incompatible con la dignidad y decoro 
de su función, extremos que serán dpreciados por la 
Suprema Corte de Justicia 

4e ) Por entrar a ejercer un cargo declarado incompatible 
con el ejercicio de la magistratura 

59) Por jubilación aceptada. 

62.) Porc renuncia aceptada 


Art. 101 las funciones de Juez se suspenden: 


19.) Por hallarse procesado por delito. 


20.) Por sentencia judicial que le imponga la pena de. 


suspensión. 

39,3 Por resolución de la Suprema Corte de Justicia dic- 
tada como medida preventiva o sancionatoria en un 
procedimiento disciplinario. 

49.) Por licencia. 

Capítulo V 


De la Subrogación de los Jueces 


Artículo 192 Los Jueces se subrogarán en la forma que Ñ 


se establece en los artículos. siguientes. 


Art. 103 si se trata de un Ministro de la Suprema Corte 
de Justicia se procederá de acuerdo al artículo 57, y si se 
trata de un Ministro de alguno de los Tribunales de Apcla- 
ciones. de acuerdo con los articulos 62 y 03. 


Art. 104 Si se trata de un Juez Letrado de Primera 
Instancia de la Capital, será subrogado, en primer término, 
por el de idéntica categoría y de la misma materia que le 
hubiere precedido en el turno, y si todos ellos se hallaren 
impedidos, se procederá del siguiente modo: 


19.) Si se trata de la materia civil. será subrogado por el 
Juez de la materia de familia que se halle de turno 
cuando quede ejecutoriado o consentido el auto que 
declara el impedimento. 

20.) Si se trata de la materia de familia o de menores, 
será subrogado por el Juez de la materia civil que 

se halle de tumo cuando quede ejecutoriado o con- 
sentido el auto que declara el impedimento. 


30.) Si se trata de la materia laboral o de aduana, Sera 
subrogado por el Juez de la materia civil que se halle 
de turno cuando quede ejecutoriado' O consentido 
el auto que declara el impedimento. 

40.) Los Jueces de la materia penal se subrogarán confor- 
me a lo dispuesto por el literal c) del artículo G6 
del Código del Proceso Penal. 
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Art. 105 Si el impedido fuese un huez Letrado de 
Primene bastancia del Interior. si hay mas de uno, lo subro- 
gura el que le preceda en el turno y s1 todus estuvicsen 
impedidos, por el Juez de Paz Departamental que accede al 
impedido, si fuese abogado; si no lo fuese o en caso de 
impedimento de este último, lo subrogará el Juez Letrado 
de Primera Instancia más inmediato que estuviese de turno 
al quedar ejecutoriado o consentido el auto que declara el 
impedimento. 

Los demás Jueces Letrados de Primera Instancia del Inte- 
rior, serán subrogados en los mismos casos, por los Jueces 
de Paz Departamentales respectivos, si fuesen abogados: si 
no lo fuesen o en caso de impedimento, los subrogará el 
Juez Letrado de Primera Instancia más inmediato como se 
indica en el inciso anterior. 


Art. 106 Los Jueces de Paz Departamentales de la capi- 
tal serán subrogados por el que les preceda en el turno y 
así sucesivamente. 

Los Jueces de Paz Departamentales del interior serán 
subrogados por el más inmediato de su categoria. 


Art. 107 Los Jueces de Paz serán subrogados por los 
más inmediatos. ! 


Art. 108 En los asuntos en que los Jueces entiendan 
por subrogación originada en recusación, impedimento 0 
cacusacioón. amternendra el actuario del Juzgado subrogiulite 
y las causas se archivarán en el Juzgado de origen. 


Capitulo VI 
De la Responsabilidad de los Jueces 


Artículo 109 Los jueces son responsables ante la ley de 
toda agresión contra los derechos de las personas. así como 


por separarse del orden de proceder que en ella se esta: 
blezca. 

Su responsabilidad en materia penal, civil y disciplinaria 
se regula conforme-a los artículos siguientes. 


Art 110 En caso de que un juez sea detenido o pro- 
cesado, la autoridad competente dará cuenta de inmediato a 
la Suprema Corte de Justicia a sus efectos. 


Art. 111 Tratándose de responsabilidad civil: de los 
jueces por actos propios de su función, se aplicará el 
régimen establecido por la Constitución de la República. 


Art. 112 Los juéces incurrirán en responsabilidad disci- 
plinaria en los casos siguientes: 


19.) Por acciones u omisiones en el cumplimiento de 
sus cometidos, cuando de ellas pueda resultar per- 
juicio para el interés público O descrédito para la 
Administración de Justicia E 

29.) Por ausencia injustificada, abandono de sus cargos 
'o por retardo en reasumir o reintegrarse 2 sus 
funciones. 

39,) Cuando por: la irregularidad de su conducta moral 

comprometieren el decoro de su ministerio. 

40) Cuando contrajeren obligaciones pecuniarias con 
sus subalternos. * 

$2.) Cuando incurrieren en abuso de autoridad en el 
ejercicio de sus funciones, cualquiera sea el objeto 
con que lo hagan. 
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Art. 113 Ningún proceso disciplinario podrá ser incoa- 
do después de transcurrido un año de haber ocurrido el 
hecho que lo motive, excepto cuando la sanción deba 
aplicarse corno consecuencia de omisiones que se adviertan 
en la consulta de causas o estando ellas en casación. 


Art. 114 La imposición de las correcciones disciplina- 
rias será atribución de la Suprema Corte de Justicia, que 
procederá de acuerdo al procedimiento que reglamentará, 
de acuerdo con lo dispuesto por la Constitución de la 
República, 


Las sanciones consistirán en: 


12) Amonestación. 

2%.) Apercibimiento y censura en forma oral ante la Su- 
prema Corte de Justicia, labrándose acta de ta res. 
pectiva diligencia. 

A.) Suspensión en el ejercicio del cirpo, 

49,) Fraslado a yn Cargo no conceptuado come de 
ASCENSO: 

5%.) Pérdida del derecho al ascenso por uno a cinco 
anos, 

6%.) Descenso a la categoría inmediata inferior. 

7%.) Destitución en caso de ineptitud, omisión o delito. 


Art. 115 Contra la resolución de la Suprema Corte de 
Justicia en la vía administrativa, sólo habrá lugar 2 recurso 
de revocación para ante la misma, sin perjuicio de las 
acciones contencioso-administrativas correspondientes. 


Art. 116 Siempre que un juez o tribunal conociendo en 
un asunto, encontrare en da actuación y procedimiento del 
inferior, «mérito suficiente en su concepto para la imposi- 
ción de correcciones disciplinarias, deberá dar cuenta a la 
Suprema Corte de Justicia elevando el expediente original o 
remitiendo los testimonios que fueren necesarios. si lo 
primero infiere perjuicio a las partes interesadas. 


TITULO Iv 


De los Secretarios de la Suprema Corte de Justicia, del 
Tribunal de lo Contencioso-Administrativo. de los 
Tribunales de Apelaciones, de los Actutrios de 
los Fuzgados de todas las categorías, de los 
Secretarios de los Jueces y de 
los Alguaciles 


Capítulo 1 


De los Secretariós de li Supra Corte de Justicia. del 
Tribunal de lo Contep£u93b-Administritivo, de los 
Tribunales de Apelaciones y de los Actuarios 
de dos Juzgados de todas las Categorias 


Artículo 117 Los secretarios y actiiarios son funciona 
rios encargados del' control. “autenticáción. comunicación y 
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conservación de los expedientes y documentos existentes 
en el tribunal. Practicatán. además, las diligencias que se les 
encomienden por la lev o por los jueces. 


Art. 118 Para ser secretario de la Suprema Corte de 
Justicia y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo se 
requieren las calidades establecidas en el articulo 81. 

Los Secretarios Letrados de la Suprema Corte de Justicia 
y del Tribunal de lo Contencioso-Administrativo, están equí- 
parados, a todos los efectos de la carrera judicial. como en 
su dotación. a los fueces Letrados de la Capital. 


Art. 119 Para ser secretario de los Tribunales de Apelacio- 


nes. se requiere tener veinticinco años de edad y ser 


abogado. 

Los mismos serán designados por la Suprema Corte de 
Justicia, en principio. de entre los actuarios de los Juzgados 
Letrados que tuvieren la calidad de abogados. y los secre- 
tarios de los jueces, siempre que unos y otros reúnan los 
requisitos habilitantes. 


Art. 120 Para ser actuario o actuario adjunto se requie- 


re ser abogado o escribano. y tener veinticinco años de 


edad. 

Serán designados por la Suprema Corte de Justicia en 
consideración al merito y la antigtiedad. 

“Si estos nombramientos recayeren en profesionales que 
no desempeñaren cargos técnicos en la Administración de 
Justicia. deberán rendir una prueba de suficiencia que regla- 
mentará la Suprema Corte de Justicia 


Art. 121  Hubrá en cada actuaría el número de actuarios 
adjuntos que tie tao les de presupuesto, los que seran 
nombrados por la Suprema Corte de Justicia. previa prueba 
de suficiencia. 


Art. 122 Los actuarios tendrán la dirección administra: 
tiva de la oficina, bajo la superintendencia del titular del 
Juzgado. 

Los adjuntos desempeñarán las funciones que les asigne 
el actuario. 


Art. 123 Los secretarios y actuarios deberán: . 
19.) Dar cuenta de las peticiones que presenten las par- 


tes y de los oficios y demás despachos que se di- 
rijan a los juzgados o tribunales en que presten sus 
servicios. : 


2%.) Hacer saber a los interesados las providencias o 
resoluciones que se dictaren, efectuando las respec- 
tivas diligencias. La notificación se hará conforme 
a-las disposiciones legales y reglamentarias corres 
pondientes, 


3%,) Dar conocimiento, a cualquier persona que lo soli- 
citare, de los expedientes en trámite o ya archi- 
vados en sus oficinas, salvo que existieren pen- 
dientes de ejecución medidas de carácter reservado 
y hasta tanto ellas se cumplan. 

Si la solicitud fuera denegada, se podrá reclamar 


50.) Guardar absoluta reserva sobre los actos que así 
lo requieran. 


6%.) Cumplir con los demás deberes que les impongan 
las leyes y reglamentos. 
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Capítulo Il 
De los Secretarios de los Jueces 


Artículo 124 Los secretarios de los Jueces son los fun- 
cionarios técnicos designados por la Suprema Corte de 


" Justicia encargados de colaborar con el juez en el desempe- 


ño de ls atribuciones jurisdiccionales. 


Art. 125 Para ser secretario se requiere ser abogado, 
poseer los requisitos exigidos para ser funcionario público y 
haber rendido satisfactoriamente una prueba de suficiencia 
que reglamentará la Suprema Corte de Justicia. 


Capítulo Hi 


Disposiciones Comunes a los Secretarios de la Suprema 

Corte de Justicia, de los Tribunales de Apelaciones, de los 

Actuarios de los Juzgados de todas las Categorías y de los 
- Secretarios de los Jueces 


Artículo 126 La remoción de los secretarios, actuarios y 


adjuntos se hará por la Suprema Corte de Justicia y estarán 
sometidos al mismo régimen disciplinario de los jueces. 


Art. 127 Los secretarios, actuarios, adjuntos y demás 
funcionarios tendrán las retribuciones que fije la ley presu- 
puestal, y gozarán del derecho de licencia que establecen 
las leyes y las normas reglamentarias dictadas por la Supre- 
ma Corte de Justicia. [a licencia anual será acordada prefe- 
rentemente en las ferias judiciales, 


Art. 128 Además de las incompatibilidades a que se 
refiere el artículo 91, también serán aplicables 2 los secreta: 
rios, actuarios y adjuntos, las establecidas en el artículo 92, 
salvo el ejercicio efectivo de la docencia. 


Art. 129 Los secretarios, actuarios y adjuntos que fue- 
ren escribanos y no hubieren optado por el régimen de 
dedicación total instituido por el artículo 158 de la ley 
12.803, de 30 de noviembre de 1960 y modificativas, 
podrán ejercer la profesión de escribano. 


Cápítulo IV 
De los Alguaciles. 


* Artículo 130 Para ser alguacil se requiere ser mayor de 
edad, haber acreditado idoneidad suficiente mediante ta 
aprobación de las pruebas y los “cursos organizados por la 
Suprema Corte de Justicia. 


Art 131” El nombramiento de alguacil se hará entre los 


en el artículo anterior. * 


funcionarios que hubieren satisfecho la “exigencia referida 
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Art. 132 Los alguaciles deberán: 


19%.) Practicar todas las diligencias que los jueces les 

- encomienden, en especial aquellas en que por su na- 

turaleza pueda ser necesario el empleo de la fuerza 
pública. 

29.) Ejecutar a pedido de los interesados y sin necesidad 
de orden judicial, las intimaciones de pago, protes- 
tas de daños y perjuicios o los actos equivalentes 
para dejar constancia de la mora del deudor. 

Las diligencias que les fueren ordenadas, debe- 
rán ser cumplidas bajo la más severa responsabilidad 
disciplinaria y en figuroso orden cronológico, del 
que sólo podrán apartarse mediante orden o autori- 
zación expresa del juez, la que se extenderá en el 
libro respectivo. 


Art. 133 El alguacil encargado de practicar cualquier 
diligencia que se le cometa deberá efectuarla no obstante 
cualesquiera alegaciones de las partes, y si para ello fuese 
necesario el auxilio de la fuerza pública, deberá solicitarlo 
inmediatamente de la autoridad policial, sin necesidad de 
nuevo mandato del juez. 


Art. 134 Si el Juzgado no tuviere alguacil o éste estu- 
viere legalmente impedido, el juez designará al funcionario 
que interinamente hará sus veces. 


Art. 135 Los alguaciles Hevarán ún registro donde asen- 
tarán por orden de sus fechas, todos los actos que practi- 


quen, conforme a lo que disponga la reglamentación res- 
pectiva. 


Art. 136 El alguacil estará a la orden del juez en el 
ejercicio de sus funciones. 


TÍ FULO V 
De los Abogados y Procuradores 
Capitulo 1 
De los Abogados 
Artículo 137 Para ejercer la abogacia se requiere: 


19.) Titulo habilitante expedido por la Cuiversidad de 
la República, 


29) Veintiún años de edud. 


39,3 Estar inscripto en lao matricula y haber prestado 
juramento ante la Suprema Corte de Justicia. 
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Art. 138 El abogado que pretenda la posesión de estra 
dos y se encuentre procesado con motivo de delito doloso 
o ultraintencional debera comparecer previamente ante la 
Suprema Corte de fusticit para que resuelva sio su procesa: 
miento obstt al ejercicio de la profesión, 


Art. 139 Los que tengan proceso por delito culposo. no 
estan impedidos en ningun caso para el ejercicio de te 
profesión. 


Art. 140  Decretado el procesanuento de un abogado 
por delito doloso o ultraintencional. el juez de la causa 
dario sucintt cuenta de lo actuado a da Suprema Corte de 
Justicia. Esta. previt audiencia del inculpado, aprectara la 
incompatibilidad con el ejercicio de la profesion 4 podra 
decretar la suspension del procesado en dicho ejercicio si 
el acto ilícito. por su naturaleza. es incompatible con la 
dignidad y el decoro de la misma. La Suprema Corte de 
Justicia podra levantar la suspensión en cudquier momento. 


Art. 141 Los abogados quedaria suspendidos en el ejer- 
cicio de su profesión. desde que, en razón de delitos 
cometidos - en dicho ejercicio. hayan sido condenados a 
pena de suspensión o de privación de libertad. mientras 
dure una u otra 


Art. 142 Los jueces de lo penal, en los juicios a que se 
refieren los articulos anteriores. comunicarán de inmedirto 


a la Suprema Corte de Justicia las decisiones ejecutoriadas 
que importan suspensión o levantamiento en el ejercicio de 
la profesión, 

La Suprema Corte de Justicia lo hará saber a todos los 
Tribunales de la República, publicándose por una sola vez, 
en dos diarios, siendo uno de ellos el “Diario Oficial”. 


Art. 143 Sin perjuicio del ejercicio de la representación 
con las facultades que sus clientes les hayan conferido de 
acuerdo con el régimen legal respectivo, los abogados cuyo 
patrocinio conste de manera fehaciente podrán asistir a 
todas las diligencias de los asuntos que les hayan sido 
confiados, aun cuando no se: encuentren presentes sus 
patrocinados, en tales casos, podrán formular las observacio- 
nes que consideren pertinentes. ejercer la facultad de repre- 
guntar y todas aquéllas adecuadas para el mejor desempeño 
del derecho de defensa. 


Art. 144 Los abogados podrán concertar con la parte, 
los honorarios y la forma de pagarlos. Dicho acuerdo debe- 
rá ser probado por escrito. 

Los honorarios generados en actividad judicial que no 
hayan sido concertados, serán regulados, a petición de 


Cualquiera de los interesados en su cobro o en su pago, por 


el juez de la causa (artículo 31) el que, a tales efectos, 
tendrá en cuenta la importancia económica del asunto de 
acuerdo a los valores de la fecha de la demanda de regula- 
ción, su complejidad, el trabajo realizado, la eficacia de los 
servicios profesionales y, en cuanto corresponda, el arancel 
de la asociación profesivnal vigente en el momento de 
presentarse la demanda de regulación. 
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Si la petición se formula por el abogado, se sustanciara 
con citación del patrocinado y también de la parte contra- 
ría si ésta hubiere sido condenada en costos. El plazo de la 
citación será de diez días particulares y perentorios. | 

La citación se hará en el domicilio real del citado, 
excepto tratindose del condenado en costos, el que puede 
ser citado en el domicilio que constituyere a los efectos del 
proceso en que se generaron dos honorarios, 

Si no se dedujere oposición. los autos se pondrán al 
despacho para sentencia. 

Si se dedujere, se dacá traslado de la misma y se sustan- 
ciará en la forma correspondiente ¿e dos incidentes. 

Vodos los plazos tendrán carácter perentorio, 


Los honorarios debidos se reajustarán durante el lapso 
que corra entre la presentación de la demanda de regula- 
ción y el momento del pago, y devengarán el interés legal. 

En todos los casos se descontarán. reajustadas desde el 
día de su pago, las sumas entregadas a cuenta de los 
honorarios. 

El procedimiento para los reajustes y Cálculos de tos 
intereses será el establecido por el decreto-ley 14.500, de 8 
de marzo de 1976. 

Contra la sentencia de regulación de honorarios sólo 
cabrá el recurso de apelación que deberá interponerse en 
el plazo de cinco días. 

"La sentencia que fije los honorarios constituirá título que 
apareja ejecución. la que se seguirá por el trámite previsto 
para la ejecución de las sentencias que condenan al pago 
de cantidad líquida; en caso de ejecución no será necesaria 
la intimación prevista por el inciso final del artículo 53 de 
la ley 13.355, de 17 de agosto de 1965. 


Mediando condenación en costos, el abogado cuyo hono- 


rario no hubiere sido satisfecho por su patrocinado tendrá 
derecho a reclamarlo de éste o del condenado. 

Los condenados en costos son solidariamente responsa- 
bles de su pago. 


Art. 145 Los abogados podrán exigir de sus clientes, 
ántes de iniciar el proceso una relación escrita del hecho, 
firmada por la parte, a ruego de ésta o por su apoderado. 


Art. 146 Los abogados son responsables ante sus clientes 


de cualquier daño o perjuicio que les sea legalmente impu. 
table, : 


Art. 147 Los abogados nombrados defensores de pobres 
en las causas civiles y que no desempeñaren este cargo 
oficialmente, podrán reclamar el pago de sus honorarios. 
previa regulación, en caso de haber obtenido su defendido 
resultado favorable en un pleito de contenido económico. o 
si hubiere llegado a mejor fortuna. 

Sin embargo, en el caso de que el declarado pobre saliera 
vencedor en el pleito, no podrá el abogado cobrar por los 
honorarios una cantidad mayor que la cuarta parte de lo 
que obtuviere su defendido. : 
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Art. 148. Los abogados podrán ser corregidos disciplina- 
riamentc, en los siguientes casos: 


1%.) Cuando en el ejercicio de la profesión faltaren de 
palabra, por escrito o de obra, el respeto debido 
a los magistrados. 

2%.) Cuando en la defensa de sus clientes se expresaren 
en términos descompuestos u ofensivos contra sus 
colegas o contra los litigantes contrarios. 

39,) Cuando llamados al orden en las alegaciones orales 
no obedecieren al magistrado. 

4%.) Cuando alegaren hechos cuya falsedad se hallase pro- 
bada en los autos o dedujeren recursos expresamente 
prohibidos por la ley. 


Art. 149 Se pueden imponer las siguientes correcciones: 


19.) Prevención. 
2%.) Apercibimiento. 


3%.) Multa que no excederá de N$ 30.000 (nuevos pesos 


treinta mil), y para cuyo cobro se irá directamente 
a la vía de apremio, vertiéndose la suma en Rentas 
Generales. 

40.) Suspensión temporaria que no podrá exceder de un 
año en el ejercicio de la profesión. 


Art. 150 La corrección en los tres primeros casos del 
artículo anterior será pronunciada de plano por el tribunal 
que esté entendiendo en la causa, fuere o no aquél que 
conocía en el momento de cometerse la infracción. 

La suspensión temporaria será impuesta por la Suprema 
Corte de Justicia en virtud de denuncia del tribunal respec- 
tivo y previa audiencia del inculpado. 

En todos los casos, así como en el Supuesto de suspen- 
sión de los artículos. 138 y 140, las decisiones de los 
tribunales" serán pasibles de los recursos administrativos 
previstos en los artículos 317, uta y concordantes de 
la Constitución. 


Capítulo HN 
De los Procuradores 


Artículo 151 Para ejercer la procuración se requiere: 


1%.) Título habilitante expedido 'por la Universidad de la 
República. 

20.) Veintiún años de-edad. 

30,) Hailarse inscripto en la matrícula que al efecto se 
llevará en la Suprema Corte de Justicia y prestar 
juramento ante ella. 

4%,) Acreditar honradez y costumbres moráles en la misma 
forma que para los aspirantes a escribanos establece 
la ley respectiva. 
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Los procuradores recibidos bajo el régimen anterior (ar- 
tículo 6%. de ta ley 9.164, de 19 de diciembre de 1933) e 
inscriptos en la matrícula, podrán continuar ejerciendo su 
profesión en las mismas condiciones que al presente. 


Art. 152 Será aplicable a los procuradores lo dispuesto 
en los aruculos 138 a 142. 


Art. 153 Los abogados y escribanos, por el mero hecho 
de serlo, están habilitados para ejercer la procuración, 
bastando su solicitud de inscripción en la matrícula. 


Art. 154 Será obligación de los procuradores: 


19.) Presentar oportunamente el poder que tengan para 
comparecer ante los tribunales o proceder, si no 
lo aceptasen, en la forma dispuesta por el artículo 
2.059 del Código Civil. 

2%.) Seguir el juicio mientras no hayan cesádo' en su 
encargo por alguna de las causas que se expresan 
en la ley. pa e 


39.) Asistir diariamente a las oficinas actuarias a instruir- 


"se de lo que les concierne en el despacho de los 
negocios. : E 
40.), Tomar copia de todas las providencias que se dicta- 
¿ ren en los asuntos que tuvieren a su cargo y co- 
municarlas inmediatamente al respectivo abogado, 
al cual darán también lós avisos convenientes sobre 
el estado de los mismos asuntos. ES 


5%.) Recibir -y firmar notificaciones de cualquier clase 
sin serles permitido después de haber asumido per- 
Sonería pedir que ellas se entiendan directamente 
con el mandante. 

6%.) Abonar como responsable solidario los gastos co- 
munes y particulares que causados durante su inter. 
vención sean de cargo. del poderdante. 

la condena a los gastos del proceso, se hará 
efectiva contra el poderdante o representado, sin 
perjuicio de que la parte a quien interese pueda 
reclamarlas del apoderado si éste hubiese tomado 
sobre sí expresamente esa responsabilidad. 

7%.) Cumplir las demás obligaciones que impongan las 
leyes y reglamentos y especialmente las que para 
los mandatarios establece el Código Civil en todo 
lo que no se oponga a lo preceputado en esta ley 
y en el Codigo de Procedimiento Civil. 


Art. 155 Es aplicable a los procuradores lo dispuesto en 
el articulo ¡146 de esta ley. 


Art. 156 Cesará el procurador en su representación: 
19.) Por la revocación del poder tan luego como se 


apersone en autos la parte misma o el nuevo 
procurador. 


31 de Agosto de 1999 


31 de Agosto de 1999 


CAMARA DE SENADORES 


2%.) Por la renuncia del procurador hecha ante el Juez 
competente. 

En este caso el juez dispondrá un emplazamiento 
por el término legal para la comparecencia del 
poderdante, debiendo entretanto el procurador 
continuar sus gestiones. 

Si al vencimiento del término señalado no com- 
pareciere el poderdante por sí o por medio de otro 
apoderado, el juicio continuará en su rebeldía, sal- 
vo el caso de que el emplazamiento se haya hecho 
por edictos, en el cual corresponderá el nombra: 
miento de defensor de oficio. 

30) Por la muerte o inhabilitación del procurador. Cuan- 
do esto sucediere, el juicio quedará por el mismo 
hecho suspenso y se pondrá esta circunstancia en 
conocimiento del poderdante por medio de ua 
emplazamiento librado en las mismas condiciones 


que expresa el inciso anterior. No compareciendo 
el poderdante, se estará a lo dispuesto en el 
inciso anterior, 


Art. 157 Si después de presentada la demanda falleciere 
o se hiciere incapaz el poderdante, el procurador conti- 
nuará ejerciendo la personería, mientras que el poder no 
sea revocado por la persona O personas que para ello 
tengan derecho. 

Igual cosa sucederá en el caso a que se refiere el artículo 
2.086 del Código Civil, siempre que, como en el anterior, 
hubiese sido presentada la demanda. 


Art. 158 Rige respecto del honorario de los procurado- 
res, la disposición del artículo 144 en cuanto sea aplicable, 


Art. 159 Son aplicables a los procuradores y en lo 
pertinente a las partes cuando litigden por sí, las disposicio- 
nes contenidas en los artículos 148 y siguientes. 


TITULO VI 
Disposiciones Especiales y Transitorias 


Artículo 160 Suprimese el denominado Consejo Supe- 
rior de la Judicatura pasando sus atribuciones a ser desem- 
peñadas por la Suprema Corte de Justicia y el Tribunal de 
lo Contencioso-Administrativo, en su caso, de conformidad 
a lo dispuesto en las Secciones XV y XVI! de la Constitu- 
ción de la República. 


Art. 161 Las referencias a Juzgados Letrados en el de- 
creto-ley 14.384, de 16 de junio de 1975, deben entender. 
se hechas a los Juzgados Letrados de Primera Instancia en 
lo Civil y de Primera Instancia del interior. 


P 
Art. 162 Todas las informaciones que se tramitaban 
ante los anteriores Juzgados de Paz de Montevideo, a los 
efectos de acreditar situaciones o requisitos necesarios para 
el disfrute de beneficios sociales, se tramitarán ante los 
organismos de Previsión -Social respectivos. 


Art. 163- Transfórmanse los actuales Juzgados Letrados 
Departamentales de Montevideo y del Interior, en Juzgados 
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de Paz Departamentales de Montevideo y del Interior, res- 
pectivamente, sin que ello implique modificación de la 
actual situación presupuestal de sus titulares. 


Art. 164 Transfórmanse los Juzgados de Paz de tas 
Secciones Judiciales 7?. de Artigas, 44 y 71 de Canelones, 
32, y 61 de Colonia, 42. de Rív Negro, 32, de Soriano y 10% 
de Tacuarembó, en Juzgados de Paz Departamentales del 
Interior. 


Art. 165 Hasta tanto se dicte la reglamentación que 
prevé al articulo 114 de esta ley se aplicarán, en lo 
pertinente, las normas vigentes en la materia. 


Art. 166 Los asuntos pendientes ante los Juzgados Le- 
trados Departamentales del Interior, que por la presente ley 
corresponderán a los Juzgados de Paz Departamentales del 
Interior que se crean en las ciudades no capitales, continua- 
rán su trámite hasta su conclusión, ante los Juzgados donde 
se están sustanciando. 

Las acciones de carácter patrimonial pendientes ante los 
Juzgados Letrados de Familia en razón de la aplicación del 
fuero de atracción que establecía el artículo 70 del decreto- 
lcy 15.464, de 19 de setiembre de 1983, eliminado por la 
presente ley, continuarán tramitándose ante dichos juzgados 
hasta su conclusión. 


Art. 167 La conciliación prevista en el artículo 255 de 
la Constitución, se regirá por el procedimiento que estable- 
cía el Capítulo 11 del Título IV del Código de Procedimien- 
to Civil. 


Art. 168 Derógase el decreto-ley 15.464, de 19 de 
setiembre de 1983, así como todas las disposiciones que, 
directa O indirectamente, se opongan a la presente ley. El 
Poder Judicial se regulará por lo dispuesto en la Sección XV 
de la Constitución de la Repúbtica 


Art. 169 Los Juzgados Letrados de Primera Instancia de 
lo Contencioso Administrativo integran el Poder Judicial y 
tienen lá competencia que les asigna el artículo 14 del 
decreto-ley 15.524, de 9 de enero de 1984, en la redacción 
dada por el decreto-ley 15.532, de 29 de marzo de 1984. 


Sus sentencias serán apelables para ante los Tribunales de 
Apetaciones en lo Civil. 

Los asuntos de competencia de dichos jueces que actual. 
mente están radicados en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo en apelación continuarán en dicha sede husta 
que se dicte sentencia de segunda instancia. 


Art. 170 La presente ley entrará en vigencia a partir de 
su promulgación por el Poder Ejecutivo. 


Art. 171 Comuniquese. etc. 
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LEY NO 15.750, 
de 24 de junio de 1985 


REFERENCIAS 


Artículo 14.- Se 


Artículo 57.- Se 


Artículo 62.- Se 


Artículo 63.- Se 


Artículo 69.- Se 


Artículo 69.- Se 


Artículo 69 bis. 


Artículo 86.- Se 


agrega inciso. 
artículo 376, Ley NO 16.320, 
10/nov,/992. 


sustituye el inciso tercero. 
artículo 345, Ley NO 16.226, 
29/0ct./991. 


sustituye el numeral 2). 
artículo 342, Ley NO 16.226, 
29foct./991. 


sustituye. 
artículo 346, Ley NO 16.226, 
29/oct./991. 


sustituye. 
artículo 373, Ley NO 16.320, 
10/nov./992. 


agrega literal K). 
artículo 374, Ley NO 16.320, 
10/nov./992. 
agregan incisos finales. 
artículo 375, Ley NO 16.320, 
19/nov./992. 
DEROGADO 


Se agrega. 
Ley NO 15.860, 10/abr./987. 


sustituye. 


artículo 117, Ley No 16.002, 


25/nov. /988 

artículo 343, Ley NO 16.226, 
29/0ct,/991 

artículo, Ley NO 16.320, 
19/nov./992 

artículo 505, Ley NO 16.736, 
5/ene./996. 
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Artículo 106. — Se sustituye el inciso 
artículo 320, Ley N9 15. 903, 
10/nov./987. 


Artículo 107.- Se DEROGA. 
artículo 320, Ley N2 15.903, 


10/nov./987. 

Artículo 113.- Se sustituye. 
artículo 344, Ley No 16.226, 
29/oct. /991 


: 


Artículo 118.- Se incorpora un inciso. 
Artículo 497, Ley N0 16.736, 
5/ene./996. 


Artículo 119.- Se sustituye. 
artículo 124, Ley NQ 16.462, 
11/ena. /994. 


Artículo 151.- Referencia al mumeral 3). 
Artículo 347, Ley NO 16.226, 
29/oct ./991. 
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LS 


Artículo Lo. Sustitúyese el artículo lo de la ley 10.674; 


de 20 de noviembre de 1945, modificado por el artículo 1.0 
de la ley 12.486, de 26 de diciembre de 1957, por el si- 
guiente: 


“ARTICULO 10 Queda permitida la legitimación 


adoptiva en favor de menores abandonados, de huérfa-. 
nos de padre y madre, de pupilos del Estado, de hijos. 


de padres desconocidos, o del hijo o hijos reconocidos 
por uno de los legitimantes- 


Podrán solicitarla dos cónyuges con cinco años de ma- 
trimonio, mayores de treinta años que cuenten con 
quince años más que el menor y que lo hubieren tenido 
bajo su guarda o tenencia por un término no inferior 
a un año. Por motivo fundado y expreso, el Juez podrá 
otorgarla aún cuando alguno de loz cónyuges o ambos 
no alcanzaren tal diferenc:ie de edad. reduciéndola has- 
ta un límit. que admita razonablemente que el adopta- 
do pueda ser hijo de ¡os adoptantes, p. en casos excep- 
cionales, teniendo en cuenta la misma limitación y si 
no mediare oposición del Ministerio Público, a pesar de 
que uno o los dos Jegitimantes no fueren mayores de 
treinta años de edad. 

También podrán efectuarla el viudo o viuda y los es- 
posos divorciados siempre que medie la conformidad de 
ambos, cuando la guarda e tenencia del menor hubie- 
ra comenzado durante el matrimonio y se completara 
después de la disolución del vínculo legal. 

No podrá efectuarse esta legitimación cuando el bene- 
ficiario fuere mayor de edad”. 


Art. 20 Comuníquese, ete. 
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Artículo 1? El Consejo del Niño dará prioridad absolu- 
ta al régimen de integración del menor a un núcleo fami- 
liar adecuado. 

En primer término procurará el reintegro del menor 
a su tamilía. Si ello no fuere posible, buscará su integra- 
ción a una familía sustitutiva. 

Sólo se dispondrá y mantendrá la internación cuando 
por circunstancias particulares no pueda acudirse al ré- 
gimen de integración familiar. 


Art. 2? Los padres perderán la patria potestad de ple- 
no derecho cuando hicieren abandono de sus hijos y a 
juicio del Consejo del Niño sea posible la inmediata legi- 
timación adoptiva o adopción. 


Art. 3? Para que se configure el abandono será necesa: 
rio comprobar que los padres rehusan el cumplimiento de 
los deberes inherentes a la patria potestad en términos 


tales que hagan presumir. fundadamente, el abandono de- 
finitivo. 


Art. 4? Se considera expósito al niño que ha sido aban- 
donado en lugar público o privado, desconociéndose quié- 
nes son sus padres. De no comparecer éstos a hacerse car- 
go de sus deberes en el término de quince días, perderán 
la patria potestad de pleno derecho. 


Los Directores, Administradores y Encargados de Ins- 
tituciones o establecimientos públicos o privados, en los 
que se produjeren nacimientos, en caso de abandono del 
recién nacido deberán comunicar este hecho dentro de 


las 24 horas, directa y simultáneamente, en forma verbal 


O escrita, al Juzgado Letrado de Menores que correspon- 
da y al Consejo del Niño. 


Art. 5% El Juez que haya recibido la denuncia resolve- 
rá sin más trámite lo que resulte más conveniente a los 
j del menor. : : ] 
ol caso de decidir la integración familiar, ésta se 
realizará a través de las dependencias del Consejo del Ni- 
ño, o directamente por el magistrado, quien podrá reque- 
rir el asesoramiento de los cuerpos técnicos de dicha Ins. 
titución. Pe : ES 


Art. 6? Transcurridos seis meses desde la internación 
voluntaria de un menor en dependencias del Consejo del 
Niño, éste podrá intimar a los padres para que se hagan 
cargo de él, dentro de los seis meses siguientes, contados 
desde la primera publicación de la intimación a que se 
refiere el inciso segundo, bajo apercibimiento de decla- 
rarse la pérdida de la patria potestad. a EN 

La intimación se hará personalmente si el domicilio de 
los padres fuere conocido, y, en caso contrario, median- 
te publicación en el “Diario Oficial” y en dos diarios del 
lugar de la internación, si los hubiere, durante treinta días 
dejándose debida constancia de las actuaciones. 
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Art. 7? Transcurrido el plazo de intimación sin que los 
padres u otros responsables de la tenencia del menor se 
hayan hecho cargo del mismo, el Juez, a solicitud del Con- 
sejo del Niño, verificada la comprobación de los corres- 
pondientes extremos legales, tendrá por configurada, en 
su caso, la hivótesis de abandono del menor, a los efectos 
previstos en el artículo 2? e inciso segundo del artículo 5?. 

Esta combrobación deberá efectuarla el Juzgado dentro 
de los treinta días de formulada la solicitud por el Con- 
sejo del Niño. La resolución se adoptará luego de una 
audiencia a la que se citará al Ministerio Público y a los 
padres, quienes deberán adelantar la prueba. Dicha Teso- 
lución se fundará en forma legal. no admitiéndose recur- 
so alguno, ordinario ni extraordinario. . 

La citación a los padres se hará personalmente cuando 
el domicilio fuere conocido, y, en caso contrario. median- 
te publicación en el “Diario Oficial” y en dos diarios del 
lugar de la internación, si los hubiere, durante cinco días. 


Art. 3? El Juez vodrá decretar la pérdida de la patria 
potestad a instancias del Consejo del Niño o de otro in- 
teresado. si entendiere que el ejercicio de aquélla por sus. 
padres supone un riesgo cierto para la formación corpo- 
ral, intelectual o moral del menor. El bronunciamiento de- 
berá producirse dentro de los sesenta días de efectuada 
la denuncia, y se seeuirá el procedimiento previsto en el 
artículo 7? en lo pertinente, siendo de aplicación el inciso 
segundo del artículo 5?. 


Art. 9 Producida la internación en el Consejo del Ni. 
ño, éste podrá entregar al menor, para su custodia, a una 
de las familias presentadas ante las oficinas competentes 


"quedando aquél bajo el control de dicha Institución. Al 
“decretarse la custodia, se expedirá la constancia pertinen- 


te a los efectos de la tramitación judicial de la tenencia o 
la pérdida de la patria potestad, en su caso. 


Art. 10. Cuando el Juez entendiere que no se comprue- 
ban los extremos que el artículo 3? determina para la con- 
figuración del abandono, pero que razones de otra índole 
“imposibilitan permanentemente el reintegro del menor a 
su familia, podrá decretar la pérdida definitiva de la guar- 
da la, que trasladará, con este carácter, a la familia que 
quisiere asumirla. 


Art. 11. En todo caso de internación voluntaria, la de- 
pendencia del Consejo del Niño en que se produzca, en- 
tregará a quien la realice copia de la presente ley, dejándo- 
se constancia escrita de su recibo. A 


Art. 12. Las publicaciones Que se realicen en cumpli- 
miento de esta ley serán gratuitas. 


Art. 13. Comuniquese, etc. 
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LEY N” 16.011, de 19 de diciembre de 1988 


Artículo 12 Cualquier persona física o jurídica, pública o privada, podrá 
deducirla acción de amparo contra todo acto, omisión o hecho de las autoridades 
estatales o paraestatales, así como de particulares que en forma actual o 
inminente, a su juicio, lesione, restrinja, altere o amenace, con ilegitimidad 


. manifiesta, cualquiera de sus derechos y libertades reconocidos expresa O 


implícitamente por la Constitución (artículo 72), con excepción de los casos en 
que proceda la interposición del recurso de '*habeas corpus””. 


La acción de amparo no procederá en ningún caso: 


A) Contra los actos jurisdiccionales, cualquiera sea su naturaleza y el órgano del 
que emanen. Por lo que refiere a los actos emanados de los Órganos del Poder 
Judicial, se entiende por actos jurisdiccionales, además de las sentencias, 
todos los actos dictados por los jueces en el curso de los procesos contencio- 
s0s; 

B) Contra los actos de la Corte Electoral, cualquiera sea su naturaleza; 

C) Contra las leyes y los decretos de los Gobiernos Departamentales que tengan 
fuerza de ley en su jurisdicción. 


Art. 2% La acción de amparo sólo procederá cuando no existan otros medios 
judiciales o administrativos que permitan obtener el mismo resultado previsto en 
el literal B) del artículo 9% o cuando, si existieren, fueren por las circunstancias 
claramente ineficaces para la protección del derecho. Si la acción fuera manifies- 
tamente improcedente, el Juez la rechazará sio sustanciarla y dispondrá el 
archivo de las actuaciones. 


Art. 32 Serán competentes los Jueces Letrados de Primera Instancia de la 
materia que corresponda al acto, hecho u omisión impugnados y del lugar en que 
éstos produzcan sus efectos. El turno lo determinará la fecha de presentación de 
la demanda. 

Todo ello de acuerdo con las disposiciones de la ley 15.750, de 24 de junio 
de 1983, . 


Art. 4* La acción de amparo deberá ser deducida por el titular del derecho o 
libertad lesionados o amenazados, pero si éste estuviera imposibilitado de 
ejercerla podrá, en su nombre, deducirla cualquiera de las personas referidas en 
el artículo 153 del Código de Procedimiento Civil, sin perjuicio de la responsa- 
bilidad de éstas, si hubieren actuado con malicia o con culpable ligereza. 


En todos los casos deberá ser inteppuesta dentro de los treinta días a partir 
de la fecha en que se produjo el acto, hecho u omisión caracterizados en el 
artículo 19. No le correrá el término al titular del derecho o libertad lesionados 
si estuviere impedido por justa causa. 


Art. 5% La demanda se presentará con las formalidades prescriptas en el 
Código de Procedimiento Civil, en cuanto corresponda, indicándose, además, 
los medios de prueba a utilizar. 

La prueba documental se acompañará necesariamente con la demanda. 


Art. 6” Salvo en el caso previsto en la oración final del artículo 2%, el Juez 
convocará a las partes a una audiencia pública dentro del plazo de tres días a 
partir de la fecha de la presentación de la demanda. 


En dicha audiencia se cirán las explicaciones del demandado, se recibirán las 
pruebas y se producirán los alegatos. El Juez, que podrá rechazar las pruebas 
manifiestamente impertinentes o innecesarias, presidirá la audiencia so pena de 
nulidad e interrogar a los testigos y a las partes, sin perjuicio de que aquéllos 
sean, a su vez, repreguntados por los abogados, Gozará de los más amplios 
poderes de policía y de dirección de la audiencia. , 

En cualquier momento podrá ordenar diligencias para mejor proveer. 
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La sentencia se dictará en la audiencia o, a más tardar, dentro de las 
veinticuatro horas de su celebración. Sólo en casos excepcionales podrá prorro- 
garse la audiencia por hasta tres días. 

Las notificaciones podrán realizarse, por intermedio de la autoridad policial. 
A los efectos de lo dispuesto por el literal C) del artículo 9%, se dejará constancia 
de la hora en que se efectuó la notificación. 


Art. 7? Si de la demanda o en cualquier otro momento del proceso resultare, 
a juicio del Juez, la necesidad de su inmediata actuación, éste dispondrá, con 
carácter provisional, las medidas que correspondieren en amparo del derecho o 
libertad presuntamente violados. 


Art. 8? La circunstancia de no conocerse al responsable del acto, hecho u 
omisión impugnados, no obstará a la presentación de la demanda, en cuyo caso 
caso el Juez se limitará a la eventual adopción de las medidas provisorias 
previstas en el artículo 7%, slempre que se hayan acreditado los extremos 
referidos en dicha norma. 


Art. 92 La sentencia que haga lugar al amparo deberá contenet: 


A) La identificación concreta de la autoridad o el particular a quien se dirija y 
contra cuya acción, hecho u omisión se conceda el amparo; 

B) La determinación precisa de lo que deba o no deba hacerse y el plazo por el 
cual dicha resolución regirá, si es que correspondiere fijarlo; 

C) El plazo para el cumplimiento de lo dispuesto, que no podrá exceder de 
veinticuatro horas continuas a partir de la notificación. 


Sin perjuicio de lo establecido la sentencia podrá disponer las sanciones 
pecuniarias conmutativas dispuestas por el decreto ley 14.973 del 14 de diciem- 
bre 1978. 


Art. 10 En el proceso de amparo sólo serán apelables la sentencia definitiva 
y la que rechaza la acción por ser manifiestamente improcedente. 


El recurso de apelación deberá interponerse en escrito fundado, dentro del 
plazo perentorio de tres días. El Juez elevará sin más trámite los autos al superior 
cuando hubiere desestimado la acción por improcedencia manifiesta y lo 
sustanciará con un traslado a la contraparte, por tres días perentorios, cuando la 
sentencia apelada fuese la definitiva. 


El Tribunal resolverá en acuerdo, dentro de los cuatro días siguientes a la 
recepción de los autos. La interposición del recurso no suspenderá las medidas 
de amparo decretadas, las cuales serán cumplidas inmediatamente después de 
notificada lasentencia, sin necesidad de tener que esperar el transcurso del plazo 
para su impugnación. 


Art. 11 La sentencia ejecutoriada hace cosa juzgada sobre su objeto, pero 
deja subsistente el ejercicio de las acciones que pudieren corresponder a 
cualquiera de las partes con independencia del amparo. 


Art. 12 En los juicios de amparo no podrán deducirse cuestiones previas, 
reconvenciones ni incidentes. El Juez, a petición de parte o de oficio, subsanará 
los vicios de procedimiento, asegurando, dentro de la naturaleza sumaria del 
proceso, la vigencia del principio del contradictorio. 


Cuando se planteare el recurso de inconstitucionalidad por vía de excepción 
o de oficio (ley 13.747, de 10 de julio de 1969) se procederá a la suspensión del 
procedimiento sólo después que el Magistrado actuante haya dispuesto la 
adopción dé las medidas provisorias referidas en el artículo 7% de la presente ley 


o,en 3ucaso, dejando constancia circunstanciada de las razones de considerarlas 


innecesarias, 


Art. 13 Las normas procesales vigentes tendrán el carácter de supletorias en - 


los casos de oscuridad o insuficiencia de las precedentes. 


Art. 14 Comunfquese, etc. 
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LEY N” 16.074, de 10 de octubre de 1989 


CAPITULO 1 
Principios generales 


Artículo 1* Declárase obligatorio el seguro sobre accidentes del trabajo y 
enfermedades profesionales previsto en la presente ley. 


Art. 2! Todo patrono es responsable civilmente de los accidentes o enferme- 
dades profesionales que ocurran a sus obreros y empleados a casa del trabajo 
o en ocasión del mismo, en la forma y condiciones que determinan los artículos 
siguientes, 


Art. 3% Allow efectos de la presente ley, entiéndese por patrono toda persona, 
de naturaleza públidá, privada o mixta, que utilice el trabajo de otra,sea cual fuere 
su número: y por obrero o empleado, a todo aquel que ejecute un trabajo habitual 
u ocasional, remunerado, y en régimen de subordinación. 


No se consideran -obreros'o empleados a quienes practiquen cualquier 
actividad deportiva osean actores en espectáculos artísticos, sin perjuicio de los 
seguros especiales que se contrataren. 


Art. 42 La presente ley será aplicable además: 


a) Á los aprendices y personal a prueba, con o sin remuneración: 

b) Á quienes trabajen en su propio domicilio por cuenta de terceros: 

c) Alosserenos, vareadores, jockeys. peones, capataces y cuidadores ocupados 
en los hipódromos y studs. 


Las instituciones que explotan los hipódromos cuando los accidentes ocurran 
dentro de los mismos, serán consideradas patronos. 


Art. 5* El Estado, Gobiernos Departamentales, Entes Autónomos y demás 
Organismos Públicos, están obligados a asegurar en el Banco de Seguros del 
Estado, a todo su personal, cualquiera sea el tipo de tarea que realice. Esta 
obligación se mantiene aun cuando distintos tipos de reglamentaciones les 
otorguen el derecho a licencia con goce de sueldo mientras no se reintegren al 
trabajo. y 


. Elpersonal asegurado recibirá durante el período de asistencia por incapaci- 
dad temporaria y mientras ella dure, la indemnización fijada por la presente ley: 
y directamente de los organismos mencionados, la diferencia de remuneración 
que pueda corresponderles según las leyes o reglamentos a que estén sometidos. 


Art. 6* Toda persona que fuera de su actividad habitual utilice ocasionalmente 
los servicios de otra, no está comprendida en la presente ley. 


Art.7* Las personas amparadas porla presente ley, y en su caso, sus derecho- 
habientes, no tendrán más derechos como consecuencia de accidentes del trabajo 
y enfermedades profesionales, que los que la presente ley les acuerda, a no ser 
que en éstos haya mediado dolo por parte del patrono o culpa grave en el 
incumplimiento de normas sobre seguridad y prevención. En este caso además, 
el Banco podrá aplicar las sanciones correspondientes (pérdida del seguro, 
recuperaciones de gastos y multas). 


Acreditada porel patrono la existencia del seguro obligatorio establecido por 
la presente ley, la acción deberá dirirgirse directamente contra el Banco de 
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Seguros del Estado, quedando eximido el patrono asegurado d* toda respon" 
bilidad y siendo inaplicables por tanto las disposiciones del derechocomún. [ua 
ello sin perjuicio de la excepción establecida en el'inciso anterior. 


Art. 3? El Banco de Seguros del Estado prestará asistencia médica y abonará 
las indemnizaciones que correspondieran a todos los obreros y empleados 
comprendidos por la presente ley, con independencia de que sus patronos hayan 
cumplido onocon la obligación de asegurarlos. Eliosin perjuiciode las sanciones 
y recuperos a que hubiere lugar. 


Las indemnizaciones que abonará el Banco a siniestrados dependientes de 
patronos no asegurados se calcularin tomando como base un salario mínimo 
nacional. 


A aquellos funcionarios públicos dependientes de Organismos que no estén 
al día en el pago de las primas o no hayan asegurado a sus funcionarios, sólo se 
les brindará asistencia médica. 


- El Banco de Seguros del Estado deberá exigir en todos los casos del patrono 
no asegurado, la constitución del capital necesario para el servicio de renta y el 
reembolso de los gastos correspondientes, conforme al procedimiento estable- 
cido en el artículo'36. 


Constituido el capital correspondiente y pagados los demás gastos anexos por 
el patrono, oconvenida con el Banco de Seguros del Estado una fórmula de pago, 
se efectuarán las reliquidaciones que correspondan. 


Art 9! Los siniestrados y ensucasolos causahabientes, mantienen el derecho 
a la indemnización aun cuando el accidente se haya producido mediante culpa 
leva o grave de parte de aquéllos, o por caso fortuito o fuerza mayor. pero lo 
pierden en el caso de haberlo provocado dolosamente. 


También pierde el siniestrado todo derecho a indemnización, cuando 
intencionalmente agrave las lesiones, o se niegue a asistirse o prolongue el 
período de su curación. 


Art. 10. El trabajador lesionado por accidente de trabajo o afectado por 
enfermedad profesional deberá someterse obligatoriamente a la asistencia que le 
suministre el Bancode Seguros del Estado, salvo que se la procure particularmen- 


te, con autorización previa del Banco, en cuyo caso mantiene éste el derecho al 
control de su evolución. 


El Banco también podrá exigir la internación hospitalaria de los accidentados 
o víctimas de enfermedades profesionales a efectos de evaluar-su incapacidad 
permanente o la agravación o.atenuación de la misma, debiendo compensar la 
pérdida de salarios que pueda derivarse de tal internación. 


Durante ei período de asistencia, el trabajador no podrá realizar tareas 
remuneradas sin la previa autorización del Banco de Seguros del Estado. En caso 
de que dicha autorización fuere otorgada, el trabajador perderá el derecho a la 
indemnización diaria establecida en cl artículo 19 por todo el tiempo que realice 
dichas tareas remuneradas. . 


El incumplimiento de las obligaciones que este artículo pone a cargo del 
trabajador, dará derecho al Banco de Seguros del Estado a disponer la suspensión 
o el cese del pago de la indemnización diaria o renta. sin perjuicio de la acción 
legal que correspondiere. 
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Art. 11. La asistencia del siniestrado, que se prestará en el país de acuerdo con 
sus adelantos técnicos, comprende los gastos médicos, odontológicos y farma- 
céuticos así como también el suministro de aparatos ortopédicos, renovación 
normal de los accesorios necesarios para garantizar el éxito del tratamiento o 
alivio de las consecuencias de las lesiones. 


Están asimismo comprendidos los gastos de transporte del lugar del siniestro 
al de asistencia y en caso necesario, de éste al domicilio y viceversa, y los de 
sepelio. En este último caso, no excederán del importe de seis sueldos mínimos 
nacionales. E 


Art. 12, En cuanto exceda de la indemnización que la presente ley pone a 
cargodel Banco de Seguros del Estado odel patrono nosegurado, correspondien- 
te ala incapacidad laboral padecida, el trabajador siniestrado, osuscausahabientes, 


conservan el derecho a reclamar contra los terceros causantes de los demás daños 


derivados del evento, de acuerdo a las disposiciones del Código Civil, así como 
la parte de indemnizaciones no cubierta por el Banco de Seguros del Estado. 


Se entiende por tercero, todas las personas, exceptuados el patrono y sus 
empleados y obreros. 


La indemnización de la incapacidad laboral que se obtuviere de terceros, en 
virtud de lo dispuesto en este artículo, exonerará al patronode su obligación hasta 
la suma equivalente a dichos daños. 


Esta indemnización será servida por el Banco de Seguros del Estado en la 
forma prevista en los artículos 25 y siguientes de la presente ley, mediante la 
constitución del capital correspondiente para servirla. 


El Banco de Seguros del Estado, se subrogará en los derechos de la víctima 
o sus causahabientes con referencia a la incapacidad laboral indemnizada y 
gastos anexos. 


Art.-13 La-orresente ley es de orden publico.: - Lodo contrato, acuerdo o pS 
renúlicia que seriga por obreto liberar al patrono de las obugaciones ; y MUS PONSA» 


pucades .. ella impone o que sea “derogatorio de sus disposiciones; es. 


absolutamente nulo 


Art. 14, No será cónsiderado accidente del trabajo el que sufra un obrero'3 he 
empleado en el trayectoal odel lugar de desempeño de sus tareas, salvó que media 
alguna de las siguientes circunstancias: 


a) Que estuviere cumpliendo una tarea específica ordenada por el patrono; 
b) Que éste hubiere tomado a su cargo el transporte del trabajador; 
€) Que el acceso a) establecimiento ofrezca riesgos especiales. 


Art. 15. Cuando el obrero o empleado trabaje en su domicilio o fuera de él, 
para varios patronos, a los efectos de determinar el salario básico para la 
liquidación de las indemnizaciones o rentas, se tendrán en cuenta todos los 
ingresos que obtenga por aquel concepto. NS 


Este régimen se aplicarátambiénen elcasodeque realice másde una actividad 
para un mismo patrono. E 


Art. 16. Las rentas de indemnización por accidentes del trabajo y enferme- 
dades profesionales se pagarán mensualmente. Todas las indemnizaciones que 
fija la presente ley serán incedibles, inembargables e irrenunciables. 
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No obstante ello, la renta por incapacidad permanente que el accidentado 
reciba del Banco de Seguros del Estado podrá servir de garantía para préstamos 


de entidades baricarias oficiales, en el mismo carácter que los sueldos o 


jubilaciones de funcionarios públicos. 


ElBanco de Seguros del Estado podrá retener, expresamente autorizado por ] 
el afiliado, de cada renta que sirva, el importe de la cuota social de la asociación 
con personería jurídica que represente a los rentistas y pensionistas vitalicios del 
Banco. - : 


Art. 17. Las indemnizaciones que establece la presente ley se determinarán - 
de acuerdo a la remuneración real que perciba el trabajador, la que nunca será 
considerada menor al salario mínimo nacional. 


Art. 18. Los salarios que sirvan de base para las indemnizaciones no tendrán 
límite máximo, salvo el que entendiera conveniente fijar el Poder Ejecutivo por 
razones de interés general, previo informe del Banco de Seguros del Estado. En 
este últimocaso, ese límite no podrá ser nunca inferior a quince salarios mínimos 
nacionales 


CAPITULO 1 
ve las indemmdo. o. temporarios 


Art 19. Las indemnizaciones temporaras por accidentes del trabajo, corres- 
pondientes a la presente ley, 5e regularán por las siguientes disposiciones: 


D Elsiniestrado tendrá derecho a una indemaización diarta calculada sobre las 
2/3 partes del jomal o sueldo mensual que se le pagaba en el momento del 
accidente. Las indemnizaciones serán diarias y se abonarán las que corrés- 
pondan a los días festivos; 

Si la víctima trabaja en forma irregular o a destajo, la indemnización diaria 

será igual a las 2/3 partes del salario diario que resulte de dividir por ciento 

cincuenta el salario semestral; 

UD Para los trabajadores que realicen tareas de “zafra”, el cálculo del jornal 
resultará del promedio actualizado de lo percibido durante la zatra y fuera 

de ella,en la forma establecida en el artículo 29 del Capítulo (li de la presente 

ley; : 

TW)Enel caso de los trabajadores rurales, se tendrán en cuenta para el cálcuio de 
las indemnizaciones mínimas, los jornales establecidos en las normas 
pertinentes; j 

V)El accidentado percibirá la indemnización temporaria establecida 
precedentemente, a partir del cuarto día de ausencia provocada por el 
accidente. : 


u 


— 


Art. 20. Si el salario de un trabajador está fijado por día o por hora. pero hay 
factores que pueden hacerlo variar, como lo son por ejemplo las circunstancias 
de que el trabajo se realice de día o de noche, en día de labor o en día festivo, que 
las sustancias o artículos manipulados sean de delerminada clase, las 
indemnizaciones por incapacidad temporaria originadas por accidentes del 
trabajo o enfermedades profesionales se liquidarán sobre la base del salario 
medio que resuite de dividir por ciento cincuenta el importe total de los salarios 
ganados por la víctima durante los seis anteriores. 


Art, 21. Si en el caso previsto en el artículo anterior al producirse la 
incapacidad temporaria no hubiesen transcurrido todavía seis meses desde que 
el obrero o empleado empezara a trabajar para el patrono, o si, por cualquier 
motivo, no fuese posible determinar el salario básico en la forma dispuesta, se 
tomará como base para liquidar la indemnización temporaria, el salario medio 
ganado durante el expresado lapso por los trabajadores similares en el mismo 
establecimiento o, en su defecto, en algún establecimiento o actividad afines. 


Art.22. Seconsideracomo sueido osalario, todo ingreso que en forma regular 
y permanente, sea en dinero (inclusive propinas) o en especie, susceptible de 
expresión pecuniaria, perciba el trabajador en relación de dependencia. 


C.S.-407 


408-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 


Art 23. El salario o remuneración que sirva de base para el cálculo de la, 
indemnización temporal fijada en el artículo 19 de la presente ley, se actualizará 
como mínimo cada'cuatro meses, de acuerdo al índice medio salarial de la 
Dirección Generalde Estadística y Censos, correspondiente al mes anterior alque 
ocurrió el accidente y al mes anterior a la fecha en que corresponde la actualiza- 
ción. 


Art. 24 La indemnización por incapacidad temporal cesaen el mumeto ae la 
cura completa o consolidación de la lesión. En este último caso, sin hay 
incapacidad permanente indemnizable se establecerá de inmediato el monto de 
la renta. 


CAPITULO IU 


De las Rentas por incapacidades permanentes 


Artículo 25 


L La incapacidad permanente no dará lugar a indemnización alguna si la 
reducción de la capacidad profesional no alcanza al 10% (diez por ciento). No 
obstante el trabajador que haya sido víctima de sucesivos accidentes del trabajo 
oenfermedades profesionales, tendrá derecho a indemnización aun por aquellos 
que sólo le hayan causado una incapacidad permanente inferior aese porcentaje, 
siempre que la reducción de su capacidad de trabajo originada por los diversos 
infortunios laborales sufridos, alcance globalmente aese mínimo y a partir de ese 
momento. La indemnización correspondiente a cada accidente o enfermedad 
profesional será liquidada por separado sobre la base del salario que la víctima 
ganaba al sufrirlo. 


K. En caso de accidentes o enfermedades profesionales que originen una 
incapacidad permanente igual o superior al 10% (diez por ciento), y no mayor del 
20% (veinte por ciento) a solicitud de la víctima y previa conformidad dei Banco 
de Seguros del Estado, el siniestrado recibirá como indemnización un pago único 
equivalente a treinta y seis veces la reducción mensual que la incapacidad haya, 
originado enel sueldo o salario. El Banco de Seguros del Estado tendrá en cuenta 
para dar su conformidad, el tipo de lesión y la posibilidad existente sobre la 
evolución de la incapacidad que lleve a ésta a superar en el futuro el citado 
porcentaje del 20% (veinte por ciento). De no darse los presupuestos citados de 
solicitud del obrero y conformidad del Banco, se procederá en la misma forma 
establecida en el numeral TI de este artículo. 


UI. En caso de incapacidades permanentes superiores al 20% (veinte por 
ciento), se abonará una renta igual a la reducción cue le incapacidad haya h=cho 


sufrir fal! súcido Gsalano; qen'taso ue que el, inCapacita... pOr o a ds 
lesiones io 'pudiere subsistir s sin'la ayuda permanente de Otras personas la renta 
ñe elevará id 115% (ciento quince nor ciento) del sueldo-d e : 


[V. En caso de que u un siniestro haya percibido la suma establecida en el 
numeral ll, y que, sufriera” una nueva incapacidad (o un agravamiento de la 
anterior), que en conjunto” con la inicial superara el 20% (veinte por ciento), se 
procederá en la siguiente forma: * 


a) Si hubieran transcurrido tres años o más desde la fecha en que se generó el 
derecho a la indemnización, liquidada de acuerdo a lo establecido en el 
numeral IL, el siniestrado tendrá derecho al cobro de rentas por todas las 
incapacidades, en la forma establecida en el numeral UL. desde la fecha de, 
alta del accidente del trabajo o enfermedad profesional que originó la última 
incapacidad; 
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b) Si no hubiera pasado dicho perícdo de tres años se liquidará la nueva 
incapacidad (o el aumento de incapacidad), en la forma estabiecida en el 
numeral HI. 

Al finalizar dicho período de tres años se procederá en igual forma con la 
incapacidad inicial. 


V. En circunstancias excepcionales, cuando se juzgue que el capital se 
utilizará de manera particularmente ventajosa para la integridad física del 
trabajador, de acuerdo a informes técnicos terminantes en establecer una 
salvaguardia de la vida o mejoramiento de la incapacidad, a solicitud del 
beneficiario, el Banco de Seguros dei Estado podrá cancelar hasta el $0% 
(cincuenta por ciento) de la renta, abonando el equivalente actuarial de los pagos 
periódicos. 


Tal resolución requerirá cinto votos conformes del Directorio. 


Art. 26 La renta deberá calcularse tomando por base la remuneración anual 
que la víctima del accidente bubiere recibido a título de sueldo o salario lo que 
se hará multiplicando por veinticuatro el promedio del salario medio quincenal 
ganado en el último semestre anterior al accidente, siempre que haya trabajado 
por lo menos ciento cincuenta días durante ese semestre. 


En caso de no haber llegado a trabajar ciento cincuenta días en el semestre 
anterior, se aplicará el criterio establecido en el artículo siguiente. 


Art. 27 Sila víctima no ha tenido ocupación en el establecimiento durante * 


seis meses con anterioridad al accidente del trabajo o a la fecha de abandono en 
caso de enfermedad profesional, en las condiciones indicadas en el artículo 


«anterior: él salario: anual sera acterminado. múdltiplicando por: yeinticuátro? sel 
cociente que Fesulte de dividir la:suma total que haya' ganado en: ¿Das quincénas 


trabajadas.en “Josuúltimos seis meses,'por el número de quincenas que-haya 
permanecido en el establecimiento, durante ese períndo. 


Sila víctima ha ingresado al establecimientoen la quincena en que se produjo 
el accidente de trabajo o fecha de abandono en caso de enfermedad profesional, 
se tomará como base para calcular la indemnización, el salario medio de los 
trabajadores similares del establecimiento, y si no los hubiera, de establecimien- 
tos afines. 


Art. 28 Si el siniestro trabajara a destajo, el cálculo del salario anual se hará 
multiplicando por trescientos el salario diario medio en el último trimestre 
anterior al accidente o fecha de abandono en caso de enfermedad profesional. 


+ 


En caso de ser imposible esta determinación se tomará como base el salario 
de los operarios válidos similares del establecimiento, y si no los hubiera, de 
estabiecimientos afines. 

Art. 29 Para quienes realicen trabajos de zafra, el cálculo del salario anual 
se efectuará multiplicando el número de quincenas que dure la zafra porel salario 
medio quincenal correspondiente a ese período y agregando el producto del 


* número de quincenas que falte para llegar a veinticuatro por el salario quincenal 


medio ganado por los trabajadores válidos de su categoría fuera de la época de 
zafra. Esta regla se aplicará tanto si el accidente o abandono en caso de 
enfermedad profesional, ocurriera durante el período de la zafra, como si tuviere 
lugar durante el resto del año. 


La cantidad resultante se actualizará de acuerdo a los Índices de salarios de 
la Dirección General de Estadística y Censos correspondientes al mes de la fecha 
del accidente o abandonoen caso de enfermedad profesional y a scis meses antes. 
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Art.30 Los aprendices y trabajadores menores de veintiún años que no gocen 
de remuneración o cuando ésta sea inferior a la de los demás trabajadores 
ordinarios, tendrán derecho, en caso de incapacidad permanente, a una indem- 
nización que se calculará tomando como base el producto de la multiplicación 
por trescientos del salario diário más bajo de los trabajadores ordinarios válidos, 
empleados en el mismo establecimiento o análogos, y en la misma localidad. 


Por trabajador ordinario válido se entiende el que, sin constituir una especia- 
lidad en su género, goza de la plenitud de sus aptitudes profesionales. 


Art. 31 A los efectos de la determinación de los montos considerados en este 
Capítulo rige lo dispuesto en los artículos 19 al 23 inclusive. 


Art. 32 El siniestrado que zecibe renta por incapacidad permanente debera 
¿hat A in y ACI ey MM Ar E dEl qt TL 
suministrar por escrito a) Banco de Seguros del Estado, los "datos que' éste le 
solicite sobre 2l'irabajo O actividad remunerada a que se dedica? género de la 
misma, salarios que percibe y nombre de su patrón. pudiendo el Banco suspender 
el pago de las rentas hasta tanto el trabatador no le proporcione dicha inftorma- 
ción. 
" Si en ella se consignaren hechos falsos y hubiera mediado dolo de parte del 
trabajador en la adulteración de los datos suministrados. podrá el Banco decretar 


la cesación definitiva de la renta, sin perjuicio de la denuncia penal correspon: 


diente. : 
Cuando la renta sea servida por otro Organismo. tendrá éste la misma 
facultad. 


Art.33 Silas personas amparadas por la presente ley se radicaren<n otro país, 
sin designar apoderado en forma. se les suspenderá el pago de la renta. Dicho 
pago se reiniciará, conjuntamente con los atrasos, cuando aquéllas propongan 
otra forma de cobro de las mencionadas obligaciones aceptada por el Banco de 
Seguros del Estado. 

De existir convenios de previsión social con algún país, se estará a lo que se 
establezca en los mismos. 

Sin embargo, los derecho-habientes de trabajadores fallecidos que viviesen 
enelextranjero a la época de producirse el accidente o la enfermedad profesional 
que provocó la muerte del trabajador, pero que luego vinieren a domiciliarse al 
Uruguay, tendrán derecho a percibir renta de acuerdo a lo establecido en los 
artículos 46 y 47 de la presente ley, sólo 2 partir de la fecha de su radicación en 
el país y mientras dure su permanencia en el mismo. 


Art. 34 Elsalario anual que sirve de base parael cálculo de las indemnizaciones 
establecidas en el artículo 25, se actualizará una sola vez de acuerdo al ídice 
medio salarial de la Dirección General de Estadística y Censos correspondiente 
al mes anterior al que ocurrió el accidente o se diagnosticó la enfermedad 
profesional y al mes anterior a la fecha de inicio de la renta, 


Art. 35 El Banco de Seguros del Estado ajustará como mínimo una vez al año 
las rentas que sirve por incapacidad permanente o muerte, en los casos de 
accidentes del trabajo o enfermedades profesionales. Ese ajuste se realizará en 
función exclusiva del Índice medio de salario establecido por la Dirección 
General de Estadística y Censos. 


En el caso de ajuste anual, el mismo se realizará en el mes de enero de cada 
año y alos efectos del cálculo se considerará el período de doce meses que finaliza 


'en el mes de setiembre anterior al del ajuste. 


Para las rentas que comenzaren a servirse en el transcurso del año, se 
considerarán a los efectos de su ajuste, los Índices correspondientes al mes de 
setiembre anterior al del ajuste y a cuatro meses antes del mes en que se inició 
la renta. 
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nz En cásode djusteden un plazo inferior al Año 'Se- procederá £h, ne 
similar... A. Josyefectos d del cálculo. en Este. caso. 'se considerarán, les Hices 
«correspondientes a cuatro meses antes de la fecha del ajuste anienoi a "cuatro 


meses antes de la fecha del nuevo ajuste. - 


Las rentas quesirvael Banco de Previsión Social por incapacidad permanente 
o muerte a los trabajadores rurales, las ajustará en la misma forma, de Sc UsIóO 
a los índices aplicados por el Banco de Seguros del Estado. et 

RE 

Art. 36 En el caso de rentas correspondientes a trabajadores cuyos patronos 
no estuvieran asegurados a la fecha de los accidentes o enfermedades profesio- 
nales. dichos patronos deberán constituir en el Banco de Seguros del Estado el 
capital de la renta que se origine, el que se establecerá en la forma que se indica 
a Continuación. 


Se tomarácomo base la suma necesaria paraservirla renta,evaluada a la fecha 
de inicio de la misma, calculada se gún las tablas del Banco de Seguros del Estado, 
la que se reajustará por el artículo 57 de la presente ley. 


Art.37 La renta anual por incapacidad permanente o muerte es integramente 
compatible con las jubilaciones o pensiones atendidas por los Organismos de 
Previsión Social. 

CAPITULO IV 
De las enfermedades profesionales 


Artículo 38 Se considera enfermedad profesional la causada por agentes 
físicos, químicos o biológicos, utilizados o manipulados durante la actividad 
laboral o que estén presentes en el lugar de trabajo. 


Art. 39 Para que una enfermedad se considere profesional es indispensable 
que haya tenido su origen en los trabajos que entrañan el riesgo respectivo, aún 
cuendo aquéllos no se estén desempeñando a la época del diagnóstico. 


Art. 40 Las enfermedades profesionales indemnizadas son aquellas enume- 
radas por el decreto 167/981, de 8 de abril de 1981. 


Art. 41 El trabajador o en su caso el patrono podrán acreditar ante el Banco 
de Seguros del Estado el carácter profesional de alguna enfermedad que no 
estuviera aceptada como tal, estando a la resolución que al respecto adopte dicho 
organismo. 


Art. 42 La inclusión de nuevas enfermedades profesionales o declaración de 
tales, fuera de las que se a encumplimiento de los convenios internacinales 


suscritos por el país, así como la interpretación Y aplicación d des su 1 listado, se se hará 
por el Banco de Seguros del Estado, dando cuenta al Poder, Ejecutivo. 


Art. 43 Serán obligatorios los exámenes preventivos de acuerdo al riesgo. 
laboral: los pre-ocupacionales clínicos y paraclínicos específicos, los periódicos 
para los ya in gresados al trabajo, así como cualesquiera otros que determine el 
Poder Ejecutivo por. vía de' reglamentación de las leyes sobre prevención de 
enfermedades profesionales. 


El patrono que no exija al trabajador el cumplimiento de los exámenes aque 
se hace referencia en este artículo asumirá la responsabilidad del riesgo. 


Si el trabajador se niega a someterse a los mencionados exámenes será 
suspendido en el trabajo hasta que desista de esa actitud. 
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Art. 44 Las indemnizaciones temporales por enfermedades profesionales se 
liquidarán de acuerdo a lo establecido en el Capítulo II de la presente ley, salvo 
en lo que respecta a la indemnización diaria que se calculará sobre la base de la 
totalidad del jornal o sueldo mensual que percibía el siniestro en el momento en 
que se diagnostique su enfermedad y a partir del día siguiente del abadono de sus 
LAre as. A 


Art. 45 Las rentas por incapacidades permanentes originadas por enferme- * 


dades profesionales se liquidarán enla forma establecida en el Capítulo HI de la 
presente ley. Mientras el Estado no funde escuelas de reeducación profesional y 
se reglamenten los derechos y obligaciones de los egresados, el concepto de 
incapacidad total y permanente se estableceráen función directadel oficio olabor 
desempeñado por el beneficiario, sin tenerse en cuenta sus posibilidades de 
readaptación para ejercer otro trabajo. 


CAPITULO Y 


De los derecho-habientes 


Art. 46 En caso de accidente o enfermedad profesional que haya producido 
la muerte del siniestrado, sus derecho-habientes tendrán derecho a una renta, de 
acuerdo con las siguientes normas; 


a) Una renta vitalicia igual al 50% (cincuenta por ciento) del salario o 
remuneración anual parael cónyuge sobreviviente no divorciado o separado 
de hecho, a condición de que el matrimonio se haya celebrado con anterio- 
ridad a la fecha en que ocurrió el siniestro, oque el celebrado posteriormente 
tenga una duración de más de un año. Igual renta vitalicia corresponderá a 


la concubina o concubino del siniestrado que demuestre fehacientemente la, 


vida en comúa por un plazo de más de un año, a la fecha del fallecimiento. 


En el caso de que el único con derecho a percibir rentas de mánera 
permanente sea el cónyuge o concubino sobreviviente, el porcentaje se elevará 
a las dos terceras partes del salario o remuneración anual. 


b) Unarenta que se determinará con arreglo a las disposiciones que siguen, para 
los menores de dieciocho años y hastaesaedad: y alos mayores de dieciocho 
años discapacitados que vivían a expensas del trabajador sea cual fuere el 
lazo jurídico que a éste los uniere, siempre que se justifique este hecho aun 
sumariamente. 


No será necesaria esa justificación cuando los menores o discapacitados 
fueren hijos legítimos o naturales del trabajador fallecido, así como otros 
descendientes o colaterales de hasta el cuarto grado que hubiesen vivido en su 
misma morada. A los efectos de acreditar la calidad de derecho-habiente se 
presentarán las partidas de estado civil pertinentes y se «practicará la información 
testimonial administrativa correspondiente. 


c) Larenta, si los menores o incapaces concurren con el cónyuge o concubino 

sobreviviente, será del 20% (veinte porciento) del salario anual si no hay más 

que uno; del 35% (treinta y cinco por ciento) si hay dos; del 45% (cuarenta 

y cinco por ciento) si hay tres y del 55% (cincuenta y cinco por ciento) si hay 
cuatro o más. 


d) Si no hay cónyuge o concubino sobreviviente, la renta de los menores o 
incapaces se elevará al 50% (cincuenta porciento) del salario anual para cada 
uno de ellos, con el límite fijado en el artículo siguiente. 
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De noconcurrir los beneficiarios mencionados en el literal a). tendrán derecho 
arenta los ascendientes del siniestrado, siempre que vivieran a sus expensas. La 
misma será equivalente al 20% (veinte porciento) del salario anual para cada uno 
de ellos, con el límite fijado en el artículo siguiente. 


Art. 47 La renta anual, que se acuerda con arreglo al artículo anterior a las 
personas en él mencionadas, nopodrásn ningún caso exceder del 100% (cien por 
ciento) del salario anual, dentro del límite máximo fijado con carácter general. 
Si las sumas de las rentas excedieran ese porcentaje, cada una de ellas será 
reducida proporcionalmente. 


+ 


CAPITULO VI 
Procedimientos 


Artículo 48 En los casos de accidentes de trabajo ocurridos a obreros o 
empleados asegurados en el Banco de Seguros del Estado o al tener conocimiento 


de enfermedades profesionales, los patronos deberán dar cuenta de los mismos 
en su Sede Central o Sucursales o Agencias del Interior dentro de las setenta y 
dos horas de que el hechose produjeraen Montevideo y en un plazo de cinco días 


lrábiles, por un medio fehaciente. cuando se trate de los demás departamentos. . 


En caso de que los patronos, sin causa justificada. no hicieren la denuncia en 
los términos indicados, incurrirán en una multa equivalente a 50 UR (cincuenta 
Unidades Reajustabies) y a 100 UR (cien Unidades Reajustables) en caso de 
reincidencia. 


Art. 49 El obrero o empleado víctima del accidente o sus representantes, 
podrán también denunciarlo ante el Banco, Sucursales o Agencias, dentro del 
plazo de quince días continuos. 


Art. 50 La denuncia debe indicar el nombre y domicilio del patrono, lugar 
en que se halla situado el establecimiento, día y hora en que se produjo el 
accidente, su naturaleza, las circunstancias en que el hecho se haya producido, 
salario diario, edad y estado civil de la víctima y el nombre y domicilio de los 
testigos. 


Art. 51 Recibida la denuncia, si el Banco entendiere que no debe aceptarla 
oabrigase dudas sobre el carácter del accidente, deberá presentar dentro del plazo 
de veinte días, exposición escrita ante la Inspección General del Trabajo y la 
Seguridad Social, fundamentando su posición. De esta exposición deberá darse 
noticia al patrono, al trabajador o a sus derecho-habientes. 


Tratándose de accidentes ocurridos fuera del departamento de Montevideo el 
plazo será de treinta días. 


El Banco de Seguros del Estado se pronunciará dentro del término de noventa 
días. La resolución del Banco deberá comunicarse al patrono al accidentado y a 
la Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social dentro de los diez días 
siguientes. De existir oposición de parte de cualquiera de éstos, la Inspección 
General del Trabajo y la Seguridad Social deberá remitir los antecedentes al 
Juzgado que corresponda. 


Art. 52 Si el Banco no presentase exposisión dentro de los términos 
expresados, se entenderá que acepta la denuncia. En este caso, estando las partes 
de acuerdo, se liquidará la indemnización labrándose las actas que correspondieren, 


Art. 53 En todos los casos el Asesor Letrado de la Inspección General del 
Trabajo y la Seguridad Social o los Fiscales Letrados Departamentales, según 
corresponda, podrán solicitar del Banco los antecedentes que juzguen necesarios 
y controlar la determinación y cumplimiento de las indemnizaciones. 
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¡Arte 54 El siniestrado. p el Banco podrán solicitar la revisión, de la fenta,; 
permanente que se sirve, siempre que haya, transcurrido un. año de: su fijación: o. 


revisión anterior: 


Art. 35 Toda controversia originada por la fijación del salario o de la renta, 
aumento o disminución de la capacidad ocualquiera otra suscitada por aplicación 
de la presente ley será resuelta judicialmente siguiéndose el presesiciemto 
vigente en materia laboral. 

La Inspección General del Trabajo y la Séguridad Social asesorará al FEgids 
en lo pertinente. 

Sin perjuicio del trámite judicial establecido cuando la controversia radique 
en el grado de incapacidad permanente a adjudicar al damnificado, con carácter 
previo a la decisión jurisdiccional. el Banco de Seguros del Estado abonará una 
renta al siniestrado según el grado de incapacidad que determine por mayoría 
simple un Tribunal Médico integrado por tres médicos: dos designados por el 
Banco de Seguros del Estado y el otro por el siniestrado. 


Este Tribunal, que funcionará en el Banco de Seguros del Estado, recibirá los 
antecedentes sobre los que se expedirán en un plazo máximo de treinta días. 


Enel ínterin el Banco servirá la renta correspondiente al grado de incapacidad 
adjudicado por sus servicios técnicos. 


CAPITULO VH 


Disposiciones tendientes a garantir el pago de las indemnizaciones 


Artículo 56 El patrono que no haya cumplido con la obligación de asegurar 
a su personal establecida en el artículo 1? de la presente ley, sin perjuicio de la 
responsabilidad frente al Banco de Seguros del Estado, podrá ser sancionado con 
una multa que impodrá el Banco, igual al doble de las primas de los seguros que 
haya omitido la primera vez y dei cuádruplo de dicha cantidad por las omisiones 
siguientes. Esta multa, como mínimo, será equivalente al importe de 50 UR 
(cincuenta Unidades Reajustables) la primera vez, y de 200 UR (doscientas 
Unidades Reajustables) en cada reincidencia. 


Sin perjuicio de la acción judicial de cobro de multa correspondiente, cuando 
se trate de establecimientos industriales o comerciales, se faculta al Banco a 
solicitar su clausura al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, hasta que se acredite haber cumplido con la obligación de 
asegurar. 


Serán considerados comono asegurados aquellos patronos a quienes el Banco 
decrete la caducidad de la póliza por no haber abonado su premio en tiempo y 
forma. 


esotalós necesarios” “para! servicios: «de rentas! indemnizaciones ' temporarios; 
gastos de asistencia médica, Primas de pólizas y adicionales, multas y cualquier 
otro crédito contra el patrono generado por la aplicación de la presente ley, 
constituirán título ejecutivo de acuerdo a lo establecido en el artículo 353 del 
Capítulo IV, Sección II del Código General del Proceso y se reajustarán de 
acuerdo al decreto-lev ' 4.500, de 8 de marzo de 1976. 


Los créditos de la víctima o de los derecho-habientes contra patronos no 
asegurados, gozarán del privilegio del numeral 4* del artículo 2369 del Código 
Civil y numeral 4* del artículo 1732 del Código de Comercio. 
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Art. 58 Los patronos deberán exhibir toda la documentación que les sea 
requerida a los efectos de determinar los jornales pagados y cualquier otro 
aspecto conexo con la presente ley. De no hacerlo así. el Banco podrá requerir 
el auxilio de la fuerza pública, sin perjuicio de las liquidaciones de oficio que 
practique. 


El patrono que formule falsa declaración en perjuicio del Banco o del 
Trabajador siniestrado, incurrirá en el delito de "falsificación ideológica por 
particular” tipificado en el artículo 239 del Código Penal. 


Art.59 No obstante el derechodel siniestrado osus causahabientes a procurar 
por medios propios su defensa, la Inspección General del Trabajo y la Seguridad 
Social les asesorará y proporcionará la defensa que requieran para comparecer 
ante el Banco de Seguros del Estado o en juicio. 


En el interior del país y mientras no se designen funcionarios especialmente 
encargados del mismo asesoramiento, la defensa del obrero que lo requiera estará 
a cargo de los Fiscales Letrados. 


Art. 60 Sobre los bienes, derechos y acciones de los patronos que no hayan 
cumplido con la obligación de asegurar podrán adoptarse medidas cautelares a 
solicitud fundada del Banco, del siniestrado o sus causahabientes. El Juez podrá 
decretar las medidas cautelares sin más trámite, prescindiendo de la contra 
cautela prescripta en el numeral 5% del artículo 313 del Cédigo General del 
Proceso y la constancia del monto de la deuda será sustituida por una estimación 
de la misma realizada por el Banco de Seguros del Estado. ne 


£ 


Art. 61 Será necesaria la exhibición de la documentación que ac 
cumplimiento de la presente le y paraimportar, exportar, interveniren | lb 
públicas, reforma de estatutos liquidación o disolución total o 


establecimientos comerciales o industriales y distribución de uu) 
dendos. 


¿brit 6 62 Sin perjuicio de Jo establecido en el aricuro anterior.;el, bangy ae, 
Seguros dí «del: Estado “deberá remitir a las instituciones_de crédito, públicas. 9 


"privadas: nómina de las personas y empresas omisas en el cumplimiento de da 


regularización: de lasituación de incumplimiento. La Dirección General impositiva 
y el Banco de Previsión Social pondrán a disposición del Banco de Seguros del 
Estado, la información de sus registros de contribuyentes para un completo 
relevamiento de las actividades comerciales e industriales. 


CAPITULO VIH * 
: Disposiciones Generales 


Artículo 63 Los médicos, el Ministerio de Salud Pública y demás entidades 
de asistencia médica, están obligados a informar a las autoridades judiciales o 
administrativas y al Banco de Seguros del Estado, sobre todas las cuestiones 
vinculadas con la presente ley, en que hayan tenido participación. 


Art. 64 Los Inspectores del Banco de Seguros del Estado, de la Inspección 
General del Trabajo y la Seguridad Social y los funcionarios que designe el Poder 
Ejecutivo, tendrán libre entrada, con excepción del hogar a todos los lugares de 
trabajo, para asegurar el cumplimiento de las disposiciones sobre prevención de 
accidentes y enfermedades profesionales, teniendo la facultad de requerir el 
auxilio de la fuerza pública a estos fines. 
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Art. 65 Serán competentes para entrar en las acciones ejecutivas previstas en 
el artículo 57 y en las demás controversias que se susciten por aplicación de la 
presente ley, los Jueces Letrados de Primera instancia del Trabajo o el Juez 
Letrado de Primera Instancia en los departamentos donde no los hubiere, quienes 
podrán requerir los medios de prueba que estimen necesarios. 


Art. 66 Las acciones por cobro de primas de seguros correspondientes a la 
presente ley por constitución de capitales necesarios para el servicio de rentas, 
y demás obligaciones a cargo de los patronos o del Banco, prescribirán a los diez 
años contados desde el día en que las obligaciones se hicieran exigibles, ya sean 
ellas deducidas por el Banco o por el trabajador según el caso. 


La interposición por el interesado de cualquier recurso administrativo o 
jurisdiccional, suspenderá el curso de la prescripción hasta la resolución defini- 
tiva o sentencia ejecutoriada. 


Art 67 El Banco de Seguros del Estado fijará las primas del Seguro de 
Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, las que deberá revisar 
periódicamente, *aciéndolo por lo menos una vez cada dos años. Las primeras 


podrán variar en función de la peligrosidad del riesgo para las diversas activida- 
des laborales y aun para los diversos establecimientos dentro de cada actividad, 
pero en ningún caso la prima aplicada a un establecimiento podrá ser más de 
cuatro veces el promedio de las primas de los establecimientos similares. Para 
medir la peligrosidad del riesgo se tendrán en cuenta primordialmente los 
resultados del seguro en años anteriores. Además se apreciarán las medidas de 
prevención adoptadas en accidentes del trabajo o enfermedades profesionales, 
las posibilidades de siniestros catastróficos y toda otra información que técnica- 
mente corresponda, 


Para la financiación de las rentas el Banco de Seguros del Estado empleará el 
método de capitalización y constituirá la respectiva reserva matemática de 
acuerdo con sus tablas. Los aumentos de las obligaciones que se originen por la 
aplicación del régimen de actualización de rentas previsto en la presente ley, no 
determinarán en cambiola constitución de reserva matemática. rigiéndose porlos 
principios del método de reparto empleado en materia de seguros sociales.Las 
reservas técnicas originadas por el Seguro de Accidentes del Trabajo y Enferme- 
dades Profesionales podrán invertirse de acuerdo a lo establecido en la Carta 
Orgánica del Banco de Seguros del Estado, de manera de asegurar una rentabi- 
lidad adecuada al mantenimiento de los valores. 


El beneficio neto de explotación del Seguro de Accidentes del Trabajo y 
Enfermedades Profesionales no podrá ser mayor del 10% (diez por ciento) de las 
primas totales percibidas en esta Cartera por el Banco de Seguros del Estado. A 
los efectos del cálculo de ese beneficio se tomarán en consideración: 


- — las indemnizaciones por incapacidad temporaria; | 

- las reservas matemáticas; 

- — las rentas por incapacidad permanente o muerte; 

- — las cantidades a pagar por actualizaciones de rentas; 

- — las erogaciones derivadas de la prestación de asistencia médica; 

- — laprovisión para reservas de siniestros en trámite y riesgos no corridos; 

- — las reservas para morosos; 

- — las reservas de emergencia y catástrofe; 

- los gastos administrativos e impuestos; y 

- — Unapartida de hasta 1% (uno por ciento) de los premios del año anterior, 
destinada a prevención de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, 
que se incluirá en el Presupuesto Operativo del Banco. 


El Banco de Seguros del Estado podrá deducir del beneficio neto de cada 
ejercicio que supere el 10% (diez porciento) de las primas percibidas, la pérdida 
actualizada sufrida en la misma Cartera de Seguros en ejercicios anteriores. Esta 


compensación podrá operarse hasta el quinto año siguiente a aquel en que tuvo 
lugar la pérdida. 
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¿FArt. 68; ¿Si después de proceder en la forma prevista en el Laicúlo:a anterior se. 
- obtuviere. En; el balance; “anual ún beneficio mayor al 10% Tdiez: :porsciento) de 


“ dichas primas. con “el excedente el Banco constituirá un fondo especial denomi- 
* nado Fondo, "de Fomento de la Rehabilitación de Trabajadores Discapacitados 


por Accidentes * "de Trabajo y Enfermedades Profesionales”. «Este: Fondo 'sólo 
podrá ser utilizado para las finalidades indicadas en su denominación como ser 


a) Subvensionar a instituciones públicas o privadas que fomenten la rehabili- 
tación de trabajadores discapacitados por accidentes del trabajo o enferme- 
dades profesionales. 


b) Instítuir becas para el estudio de la rehabilitación de discapacitados. 


" e) Financiar cursos, material de divulgación y campañas publicitarias sobre 


rehabilitación. 


Art. 69 El trabajador, víctima de un accidente de trabajo o de una enfermedad 
profesional, si así lo solicita, deberá ser readmitido en el mismo cargo que 
ocupaba, una vez comprobada su recuperación. Si el trabajador queda con una 
incapacidad permanente parcial, tendrá derecho a solicitar su reincorporación al 
cargo que ocupaba, si está en condiciones de desempeñarlo, o a cualquier otro 
compatible con su capacidad limitada. 


Readmitido el trabajador, no podrá ser despedido hasta que hayan transcurn- 
do por lo menos ciento ochenta días a conlar de su reingreso, salvo que el 
empleador justifique notoria mala conducta o causa grave superveniente. 


El trabajador deberá presentarse a la empresa para desempeñar sus tareas 
dentro de los quince días de haber sido dado de alta. Si la empresa no lo 
readmitiera dentro de los quince días siguientes a su presentación tendrá derecho 
a una indemnización por despido equivalente al triple de lo establecido por las 
leyes laborales vigentes. 


Art. 70 No podrá imputarse al goce de licencia el tiempo no trabajado por 
causa de accidente de trabajo o enfermedad profesional. 


Art. 71 Las rentas que actualmente sirve el Banco por muerte o por 


incapacidades permanentes iguales o mayores al 60% (sesenta por ciento) 
(artículo 25), se reajustarán a la fecha de vigencia de la presente ley, tomando 
como salario base el mínimo nacional en todos aquellos casos en que la renta 


percibida sea inferior a la que cotresvondería a dicho salario mínimo. 


Ninguna renta nar incapatidad permanente que se haya otorgado y servido 
zon anterioridad a ta vigencia de la bresente ley. podrá tener un monto inférior 


* a un 15% (quince por ciento) del salario munimo nacional.” 


Los mencionados reajustes se efectuarán'en cuanto las disponibilidades 
financieras del Banco así lo permitan, peroen todo caso no más allá del plazo de 
un año contado desde la" vigéncia'de la presente ley, 


Art.72 Deróganse las leyes 10,004, de 23 de Febrero de 1941 y 1.949, de 21 


de noviembre de 1961, así como todas las disposiciones que se opongan a la 
presente ley. AS 


Art.73 La presente ley comenzará áregir alos noventa días de publicada en 
el "Diario Oficial”. 


Art. 74 Comuníquese, etc. 
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LEY N” 16.699, de 25 de abril de 1995 


Artículo 1?.- Agréganse al artículo 545 del Código General del Proceso 
los siguientes literales: : 


*f) El proceso de regutación de honorarios establecido por el artículo 
144 de la ley 15.750, de 24 de junio de 1985; 

g) El proceso de toma urgente de posesión previsto en el artículo 
42 de la ley 3.958, de 28 de marzo de 1912, en la redacción 
dada por el decteto ley 10.247, de 15 de octubre de 1942”. 


Art. 2”.- Sustitúyese el artículo 338.2 del Código General del Proceso 
por el siguiente: 


"ARTICULO 338.2, - Si imediare reconvención se conferirá 
traslado al actor por el plazo de treinta días. Si se opusieren a la 
demanda o a la reconvención excepciones previas se conferirá 
traslado al actor o al demandado, según fuere el caso, por un plazo 
de diez días. Cuando, por aplicación de este numeral, cualquiera de 
las partes dispusiere simultáneamente de plazos de diez y de treinta 
días para evacuar traslados, los evacuará todos juntos en el plazo 
de treinta días”. 


Art. 3”.- Sustitúyese el numeral 2) del artículo 341 del Código General 
del Proceso por el siguiente: 


*2) Ratificación fundada por el actor de su contestación a las 
excepciones previas npuestas por el demandado y por éste de 
su contestación a las opuestas por el actor respeto de la 
reconvención”. 


Art. 4%.- Sustitúyense los artículos 78.1, 79,5, 177.2, 204.3, 205, 
247, 268, 285.2, 287, 315.3, 340.3, 344,3, 349.3, 378.4, 387.2, 
398.4, 407,1, 420.6, 432, 438.2, 490 y 544.2 del Código General del 
Proceso por los siguientes: 


"ARTICULO 78.1.- En todos los casos de jurisdicción voluntaria 
y contenciosa las notificaciones de las actuaciones judiciales, con 


excepción de las que se indican en el artículo 87, se efectuarán en 
las oficinas del tribunal”. 


“ARTICULO 79.5.- A solicitud de parte y con autorización del 
tribunal, podrá practicarse la notificación en el domicilio, en todo el 
territorio nacional, en la forma prevista en este artículo mediante acta 
notarial por el escribano público que designe aquélla y a su costo. 


La Suprema Corte de Justicia reglamentará esta forma de 
notificación”, 


“ARTICULO 177.2.- Las partes no podrán solicitar sino un 
dictamen pericial sobre un mismo punto, salvo que se produjera la 
impugnación de sus conclusiones en tiempo y forma. El tribunal podrá 
disponer de oficio un nuevo dictamen cuando, a su juicio, procediere”. 


"ARTICULO 204.3.- Devueltos los autos por el último Ministro 
se convocará a la audiencia respectiva, que deberá realizarse dentro 
de un plazo que no podrá exceder de treinta días”. 


"ARTICULO 205. (Plazos de estudio en los tribunales 
unipersonales).- Cuando la segunda instancia se tramite ante un 
tribunal unipersonal su titular dispondrá de los plazos de estudio 
indicados en el artículo precedente y se convocará a audiencia que 
deberá reatizarse en un plazo máximo de treinta días”. 


* ARTICULO 247. (Efectos de la reposición).- Si la decisión fuera 
modificativa de la anterior, la parte contraria tendrá da facultad de 
interponer un nuevo recurso de reposición y el de apelación, si 
correspondiere”. 
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“ARTICULO 268. (Procedencia).- El recurso de casación procede 
contra las sentencias dictadas en segunda instancia por Jos Tribu- 
nales de Apelaciones en lo Civil del Trabajo y de Familia, así como 
por los Juzgados Letrados de Primeta Instancia, sean definitivas o 
interlocutorias con fuerza de definitivas”. 


“ARTICULO 285.2.- Dicho plazo quedará suspendido desde el 
momento en que se promueva el correspondiente proceso para el 
acreditamiento del motivo de revisión, enlos casos en que tal proceso 
fuere necesario, hasta que quede ejecutoriada la sentencia que ponga 
fin a dicho proceso”. 


“ARTICULO 287. (Efecto de la interposición del recurso). - 
La interposición del recurso de revisión no suspenderá la ejecución 
de la resolución firme que motivare, sin perjuicio de lo dispuesto en 
el artículo 289”, 


“ARTICULO 315.3.- La providencia que admita o deniegue una 
medida cautelar será recurrible mediante reposición y apelación; 
también lo será toda otra providencia modificativa de la medida. 


La providencia que decrete una medida o dispone su sustitución 
por otra será apelable sin efecto suspensivo”. 


“ARTICULO 340.3.- Si el inasistente fuere el demandado el 
tribunal dictará sentencia de inmediato y tendrá por ciertos tos hechos 
afirmados por el actor en todo lo que no se haya probado lo contrario, 
salvo que el proceso refiriese a alguna de las cuestiones mencionadas 
en el inciso segundo del artículo 134, en cuyo caso de estará a lo 
que allí se dispone”. 


“ARTICULO 344.3.- En audiencia se diligenciará la prueba que 
el tribunal hubiere dispuesto a iniciativa de parte o de oficio 
(artículos 253,2 y 254 numeral 4) y se oirá a las partes en la forma 
prevista para la primera instancia, dictándose luego sentencia”, 


"ARTICULO 349.3.- Las pretensiones que conciernen a las 
cuestiones previstas en los artículos 289 a 300 del Código Civil y 
142 a 146 del Código del Niño y en los artículos 150, 151, 171 
y 173 a 192 de este último Código, así como las relativas a regimenes 
de visita, restitución o entrega de menores o incapaces”. 


“ARTICULO 378.4. (Recursos).- Contra la sentencia que decide 
el incidente de liquidación podrán interponerse los recursos de 
reposición y apelación (lartícutos 245, 250.2 y' 254)". 


“ARTICULO 387.2.- El remate será precedido, a criterio del 
tibunal, de uno a cinco anuncios en el Diario Oficial, los que 
comenzarán a publicarse conforme con lo dispuesto en el artículo 89, 
así como en otro periódico del lugar donde se celebrará el remate, 


El anuncio deberá necesariamente contener: 


a) La identificación de los autos; 

b) El día, hora y lugar del remate; 

c) La individualización del bien a rematarse; 

d) La base del remate o, en su caso, st éste se realiza sin ella y 
al mejor postor; 

e) El nombre del rematador; 


fi La seña que habrá de consignar el mejor postor en el acto del : 


remate y que el tribunal fijará en suma no inferior al diez por 
ciento de la oferta así como la comisión y tributos a cargo del 
comprador; 

g) La mención del lugar donde se encuentran tos títulos de propiedad 
a disposición de los interesados, para su consulta. Cuando se 
rematare un inmueble sa colocará en el mismo un cartel que así 
lo anuncie; 

h) Las prevenciones que la Secretaría del tribunal haga notar en el 
informe correspondiente y se consideren oportunas”. 
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"ARTICULO 398.4.- Si la obligación cuya ejecución se persigue 
consiste en otorgar esctitura pública y, en su caso, efectuar la 
tradición de una cosa, se procederá conforme a lo dispuesto en el 
ordinal *. Vencido el-ptazo, el tribunal otorgará de olicio la escritura 
y, en su caso, efectuará la tradición. 


Los gastos serán satisfechos por el ejecutante, el cual dispondrá 
de la vía de apremio para obtener el reembolso de lo que abonare”. 


"ARTICULO 407.1.- Deferida la herencia de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 1.037 del Código Civil podrá promoverse el 
proceso sticesorio, el que se tramitará de acuerdo con las disposi- 
ciones del presente Título”, : 


“ARTICULO 420.6.- Aprobada definitivamente la partición, se 
procederá a entregar a cada interesado su hijuela, así como los títulos 
de propiedad respectivos, con constancia de la adjudicación. En 
cuanto a los títulos comunes, se procederá como disponen los 
artícutos 1.147 y 1.148 del Código Civil”. 


“ARTICULO 432. (Intervención del Ministerio Público y Fiscal).- 
En todos los trámites de la herencia yacente intervendrá el repre- 
sentante del Ministerio Público y Fiscal”. 


"ARTICULO 438.2.- Las sentencias que se pronuncien resolvien- 
do cuestiones que sd sustancian en juicio ordinario o extraordinario 
serán susceptibles de apelación como las definitivas (artículos 250.1 
y 253)”, 


“ARTICULO 490. (Libertad de procedimiento).- Las partes pueden 
convenir el procedimiento que consideren más conveniente. 


Si nada dijeren o en cuanto no hubiese sido objeto de previsión 
especial en el procedimiento señalado, se aplicarán por los árbitros 
las disposiciones establecidas en este Código para el proceso 


ordinario. ; 


s 


En todos los casos, el Tribunal Arbitral antes de iniciar el proceso 
y sin perjuicio de reiterarla en él cuantas veces lo entienda oportuno, 
deberá intentar la conciliación en audiencia que no podrá delegar en 
el árbitro sustanciador, bajo pena de nulidad absoluta que se 
trasmitira a las actuaciones posteriores”. 


"ARTÍCULO 544.2.- La derogación dispuesta no alcanza a las 
disposiciones legales que establecen requisitos especificos previos 
para la válida proposición de la pretensión; las que determinan 
calidades o condiciones especiales en materia de capacidad o 
legitimación; las que limitan tas defensas o excepciones admisibles; 
las que prescriben, para casos especiales, la inadmisibilidad de ciertas 
ptuebas o determinan las exclusivamente admisibles y las que 
asignan efectos sustanciales propios de la sentencia”. 


Art. 5%, - Sustitúyese el artículo 406.1 del Código General del Proceso 


por el siguiente: 


“ARTICULO 406.1.- Se aplicarán las disposiciones de este 
Capítulo, salvo expresa disposición en contrario, en todos los casos 
de jurisdicción voluntaria. El irracional disenso y la disolución de la 
sociedad conyugal son procesos voluntarios”, 


Art, 6”.- Sustitúyense los articulos 56, 261 y 267 del Código General 


del Proceso por los siguientes: 


“ARTICULO 56.- Condenaciones en la sentencia definitiva. 


56.1.- La sentencia definitiva impondrá condenación en costas, 
en costas y costos o declarará no hace: especial condenación, según 
corresponda, con arreglo a lo disp:esto por el artículo 688 del Código 
Civil, 
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Se consideran costas todos los tributos, incluido el del pago de 
la vicésima, así como los honorarios de los peritos, depositarios, 
tasadores y demás auxiliares del tribunal. Se consideran costos los 
honorarios de los abogados y de los procuradores. 


56.2.- El régimen establecido en el numeral anterior se aplicará 
a todas las actuaciones judiciales previstas en este Código, con 
excepción de los procedimientos siguientes: juicio ejecutivo, vía de 
apremio, entrega de la cosa, recurso de casación, recurso de revisión 
e inconstitucionalidad de las leyes. En los procedimientos exceptua- 
dos se seguirá el régimen dispuesto en cada caso por este Código. 


56.3.- La parte favorecida por la condena en costas presentará 
su liquidación de lo adeudado por ese concepto que le deba ser 
reintegrado ante el Secretario Actuario del tribunal, el que la aprobará 
o corregirá, expidiendo testimonio que constituirá título de ejecución 
contra el obligado a su pago. De dicha liquidación, que será notificada 
personalmente a las partes, se podrá impugnar para ante el tribunal, 
cuya decisión será irrecurrible”. 


“ARTICULO 2861.- La sentencia de segunda instancia impondrá 
las condenaciones procesales de conformidad con el artículo 56,1”. 


“ARTICULO 267.- Las costas y costos de la queja se impondrán 
de conformidad con el artículo 56.1”. 


Art. 7*.- Sustitúyense los artículos 72.1, 160, 183.1, 185.3, 203, 


260 y 293.2 del Código General del Proceso por los siguientes: 


“ARTICULO 72.1.- Los documentos que se incorporen al expe- 
diente podrán presentarse en su original o facsímil, con autenticación 
de su fidelidad con el original por escribano o funcionario público, 
si legalmente correspondiere. Sólo en caso de duda el tribunal podrá 
solicitar, de oficio o a pedido de parte, la agregación del original. 


Cuando se presente un documento a los efectos de su ejecución 


deberá acompañarse el original, el cual podrá ser devuelto con 
constancia de su presentación si de proporcionare copia para ser 
agregada al expediente”. 


“ARTICULO 160.- Citación del testigo. 


160.1.- Los testigos serán citados con tres días de anticipación, 
por lo menos, por cédula en la que se señalará el deber de comparecer 
y la sanción para el caso de desobediencia. 


160.2.- Se prescindirá de la citación cuando la parte que propuso 
al testigo asumiere la carga de hacerlo cormparecer; en este caso 
si el testigo ho concurriera sin justa causa se prescindirá de su 
testimonio, salvo lo dispuesto en el numeral 5) del artículo 24. 


160.3.- El testigo que citado por el tribunal rehúse comparecer, 
será conducido a presencia de aquél por la fuerza pública. 


160.4.- El testigo que rehusara declarar incurrirá en desobedien- 
cia al tribunal y éste podrá imponer su arresto hasta por veinticuatro 
horas. 


160.5.- No se:descontará del salario del testigo compareciente 
el tiempo que estuvo a disposición del tribunal. 
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160.6.- Excepcionalmente, y consideradas las circunstancias del 
caso, podrá disponerse la declaración del testigo ante el tribunal 
comisionado cuando aquél se domicilie en el extranjero o a una 
distancia tal de la sede que le haga difícil o gravosa su concurrencia. 
A esos efectos se librará exhorto instruido para su interrogatorio que 
redactará el tribunal oídas las partes al respecto. El interrogatorio 
se practicará por el tribunal comisionado en la forma indicada en el 
artículo siguiente. Cuando el cometido fuera un tribunal nacional se 
comunicará al comitente con antelación suficiente la fecha señalada 
para la audiencia, a fin que ésta sea puesta en conocimiento de las 
partes”. 


"ARTICULO 183.1.- El dictamen pericial será comunicado a las 
partes y éstas, en el plazo de tres días luego de aquella comunicación 
o en la audiencia de prueba, podrán pedir las aclaraciones o 
ampliaciones que estimen pertinentes, las que serán evacuadas 
durante el curso de la audiencia o si ello no fuera posible en el plazo 
que establezca el tribunal. En todos los casos, el dictamen será 
examinado en la audiencia, a la que deberá concurrir el perito salvo 
que por motivos debidamente fundados y tratándose de peritos 
designados en virtud de su función pública, el tribunal exima ta 
concurrencia”. 


“ARTICULO 185.3.- En el peritaje solicitado por las partes se 
deberá consignar previamente, con apercibimiento de tenerse por 
renunciada esa prueba, una suma adecuada que fijará el tribunal para 
garantizar el pago de los honorarios y gastos, los cuales serán fijados 
en la sentencia definitiva. 


El tribunal podrá eximir de la previa consignación cuando la parte 
que solicita el peritaje justifique, o ello surja de autos, que carece 
de medio para solventarla; en estos casos, el tribunal podrá encargar 
la pericia a un técnico en la materia, funcionario de un organismo 
estatal, quien no podrá excusarse”., 


“ARTICULO 203.- Plazos para dictar sentencia. 


203.1.- Los tribunales, sean unipersonales o colegiados, deberán 
dictar la sentencia al término de la audiencia final y en esa misma 
oportunidad expedir el fallo con sus fundamentos; de todo lo cual 
se dará lectura a los efectos de su comunicación (artículo 76), 


203.2.- El tribunal, sea unipersonal o colegiado, podrá diferir la 
expresión de los fundamentos para una ulterior audiencia, la que 
deberá llevarse a cabo en plazo no mayor de diez días si se tratare 
de sentencia interlocutoria y de quince días si se tratare de sentencia 
definitiva. Los plazos para recurrir se contarán a partir del día 
siguiente al de la celebración de esta última audiencia. 


203.3.- Cuando la complejidad del asunto lo justifique se podrá 
prorrogar el plazo para dictar la sentencia con sus fundamentos por 
quince días, si fuere interlocutoria y por treinta días si se tratare de 
sentencia definitiva, procediéndose conforme con lo establecido en 
el ordinal anterior. 


203.4.- Lo dispuesto por el ordinal primero de este artículo no 
rige en los casos en que la ley permite expresamente que la sentencia 
sea dictada por escrito y fuera de audiencia, y los casos de 
jurisdicción voluntaria en que las providencias se dictan fuera de 
audiencia. En estos casos los plazos para dictar sentencia serán de 
quince días si se tratare de interlocutoria y de treinta días si se tratare 
de definitiva, de puestos los autos al despacho al efecto. Si entre 
esa fecha y la de la última actuación mediaran más de diez días, 
el plazo comenzará a correr desde la última actuación. Si se tratare 
de tribunal colegiado, cada integrante dispondrá del plazo de estudio 
que prevé el artículo 204.1 que se computará conforme con lo 
establecido por el artículo 208, y el plazo para dictar sentencia se 


contará a partir de la fecha de devolución de los autos por el último 
Ministro”. j 
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“ARTICULO 260.- Ejecución provisional. 


260.1.- Cuando se recurriere una sentencia definitiva de condena 
el vencedor podrá solicitar la ejecución provisiomal dentro del plazo 
para evacuar el traslado del recurso, prestando garantía suficiente 
para responder, en su caso, por todos los gastos judiciales y daños 
y perjuicios que pudiera ocasional a la parte contraria. 


260.2. Será competente para la ejecución provistonal de la 
sentencia el tribunal ante el cual se siguió la primera instancia del 
proceso. 


La petición de ejecución provisional puede hacerse en el mismo 
expediente o mediante presentación de un testimonio de la sentencia. 


Si se formulase en el mismo expediente, se formará de inmediato 
pieza separada y se continuarán en esa pieza los procedimientos. 


Si se formulase mediante presentación de testimonio, se seguirán 
a continuación de éste los procedimientos. 


260,3.- la contraparte podrá solicitar la suspensión de la 
ejecución provisional por causarle perjuicio grave, de difícil repara- 
ción; circunstancia que el tribunal apreciará discrecionalmente. Si 
estimare que existe esa posibilidad, exigirá al condenado que preste 
garantía bastante para asegurar, en todo caso, lo que ha de ser objeto 
de la ejecución con más los intereses, costas y costos que el posterior 
trámite del recurso pueda irrogar. 


260.4.- Las resoluciones del tribunal que dispongan o denieguen 
la ejecución provisional o su suspensión serán apelables conforme 
con lo dispuesto por el numeral 2) del artículo 251. 

E 


260.5.- En lugar de la ejecución provisional podrán adoptarse en 
cualquier momento medidas cautelares, si la parte interesada así lo 
solicitare, sin más exigencia que la prestación de garantía para 
responder, en su caso, por todos los daños y perjuicios y gastos 
judiciales que la medida pudiere irrogar a la parte recurrente, si se 
revoca la sentencia, según las circunstancias del caso podrá el 
tribunal eximir al peticionario de la prestación de contracautela”, 


“ARTICULO 293.2.- Si el actor ignorare el domicilio del deman- 
dado o se tratare de persona desconocida, se prescindirá de ta 
conciliación previa. Tampoco procederá la conciliación previa cuando 
el demandado se domiciliaro fuera del departamento correspondiente 
al tribunal competente para conocer del juicio”. 


Art. 8%, - Agrégase al articulo 7” del Código General del Proceso el 


siguiente inciso: 


“No serán de conocimiento público los procesos en que se traten 
las situaciones previstas en los artículos 148, 187 y 285 del Código 
Civil y en el artículo 1% de la ley 10.674, de 20 de noviembre de 
1945, modificado por el artículo 1? de la ley 12.486, de 26 de 
diciembre de 1957, y por el artículo 1* del decreto ley 14.759, de 
5 de enero de 1978. No obstante, el tribunal podrá decidir la 
publicidad del proceso siempre que tas partes consintieren en ello”. 
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Artículo 1%. - Sustitúyese el artículo 18 del Código Penal, por 
siguiente: 


”18: Régimen de la culpabilidad. Nadie puede ser castigado 
por un hecho que la ley prevé como delito, si no es intencional, 


ultraintencional o culposo, cometido además con conciencia y 
voluntad. 


El hecho se considera intencional, cuando el resultado se 
ajusta a la intención; ultraintencional cuando el'resultado excede 
de la intención, siempre que tal resultado haya podido ser 
previsto; culpable, cuando con motivo de ejecutar un hecho, en 
sí mismo jurídicamente indiferente, se deriva un resultado que, 
pudiendo ser previsto, no lo fue, por imprudencia, impericia, 
negligencia o violación de leyes o reglamentos, 

El resultado que no se quiso, pero que se previó, se considera 
intencional, el daño que se previó como imposible se considera 
culpable. 


En ningún caso podrá castigarse por un resultado antijurídico, 
distinto o más grave que el querido, que no haya podido ser 
previsto por el agente”. 


Art. 2%, - Sustitúyese el artículo 46 del Código Penal, por el 


siguiente: 


“46.- Atenúan el delito cuando no hubieran sido especialmen- 
te contempladas por la ley al determinar la infracción, las 
siguientes: 


1%) Legítima defensa incompleta. La legítima defensá propia o 
ajena, cuando no concurrieren en ella todos los requisitos 
exigidos por la ley; 


2%) Intervención de terceros en el estado de necesidad. El estado 
de necesidad, cuando el agente ejecutare el hecho para 
prevenir el daño que amenazare a un tercero extraño, o 
faltare alguno de sus elementos esenciales; 


3% Cumplimiento de la ley y obediencia al superior. El mandato 
de la ley y la obediencia al supérior, cuando fuere presumible 
el error respecto de la interpretación de la primera, o faltara 
alguno de los requisitos que caracterizan la segunda; 


4% La embriaguez voluntaria y la culpable. La embriaguez 
voluntaria que no fuere premeditada para cometer el delito, 
y la culpable plenas, y la producida por fuerza mayor o caso 
fortuito, semiplena;* 


5%) Minoría de edad. La edad, cuándo el agente fuere. menor de 
veintiún años y mayor de dieciocho; 


6”) Sordomudez. La sordomudez, cuando el autor tuviera más de 
dieciocho años y fuera declarado responsable; 


7%) Buena conducta. La buena conducta anterior; 
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8%) Reparación del mal. El haber procurado, por medios eficaces, 
la reparación del mal causado o la atenuación de sus 
consecuencias; 

9) Presentación a la autoridad. El haberse presentado a la 
autoridad, confesando el delito, cuando de las circunstancias 
resultare que el agente pudo sustraerse a la pena, por la 
ocultación o la fuga; 

10)Móviles jurídicos altruistas o sociales. El haber obrado por 
móviles de honor o por otros impulsos de particular valor 
social o moral; 

11iLa provocación. El haber obrado bajo el impulso de la cólera, 
producido por un hecho injusto, o el haber cometido el delito 
en estado de intensa emoción, determinada por una gran 
desventura; ! j 

12)Colaboración con las autoridades judiciales. El colaborar 
eficazmente con las autoridades judiciales en el esclareci- 
miento de un delito; 

13)Principio general. Cualquier otra circunstancia de igual 
carácter, o análoga a las anteriores”. 


Art.3%. - Sustitúyese el artículo 87 del Código Penal, por el 


siguiente: 


"87. Peñalidades del delito tentado. Individualización. El delito 
tentado será'castigado con la tercera parte de la pena que 
correspondería por el delito consumado pudiendo elevarse la pena 
hasta la mitad, teniendo en cuenta la gravedad del hecho y la 
peligrosidad del agente. 


Tratándose de los delitos de violación, homicidio, lesiones, 
rapiña, extorsión y secuestro, y en mérito a las mismas 
consideraciones, el Juez podrá elevar la pena hasta las dos 
terceras partes de la que correspondería al delito consumado”. 


Art, 4”. - Sustitúyese el artículo 150 del Código Penal, por el 


siguiente: 


"150, Asociación para delinquir. Los que se asociaren para 
cometer uno o más delitos serán castigados, por el simple hecho 
de la asociación, con seis meses de prisión a cinco años de 
penitenciaría. 


El hecho será castigado con dieciocho meses de prisión 
a ocho años de penitenciaria sí la asociación tuviere por 
objeto la ejecución de cualquiera de los delitos previstos en 
el articu-lo 1? de la ley 8.080, de 27 de mayo de 1927; 
en los artículos 30 a 35 del decreto ley 14.294, de 31 de 
octubre de 1974, en el artículo 5% de la ley 14.095, de 
17 de noviembre de 1972, de cualquier actividad ilícita 
relacionada con el tráfico de órganos o tejidos [ley 14.005, 
de 17 de agosto de 1971); el contrabando o la adquisición, 
recepción u ocultamiento de dinero o de los efectos 
provenientes de un delito”. 


Art. 5% - Sustitúyese el artículo 157 del Código Penal, por el 


siguiente: 


2157. Cohecho simple. El funcionario público que, por 
ejecutar un acto de su empleo recibe, por sí mismo, o por un 
tercero, para sí mismo o para un tercero una retribución que 
no le fuere debida, o aceptare la promesa de ella, será castigado 
con una pena de tres a quince meses de prisión e inhabilitación 
especial de dos a cuatro años. 


La pena será reducida de ta tercera parte a la mitad, cuando 
el funcionario público acepta la retribución, por un acto ya 
cumplido, relativo a sus funciones”, 
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Art. 6%, - Sustitúyese el artículo 159 del Código Penal, por el 
siguiente: 


"159. Soborno. El que indujere a un funcionario público a 
cometer cualquiera de los delitos previstos en los artículos 157 
y 158, será castigado por el simple hecho de la instigación, con 
una pena de la mitad a las dos terceras partes de la pena 
principal establecida para los mismos. 


Se considerará agravante especial que el inducido sea 
funcionario policial o encargado de la prevención, investigación 
o represión de actividades ilícitas, siempre que el delito fuere 
cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, o 
en razón de su calidad de' tal y que esta última circunstancia 
sea ostensible para el autor del delito”. 


Art. 7%. - Sustitúyese el artículo 172 del Código Penal, por el 
siguiente: 


“172. Circunstancias agravantes. Son circunstancias agravantes: 


17) El que la violencia o amenaza se ejerciera por más de tres 
personas y menos de quince; 

2% El que la violencia o amenaza se ejecutare contra más de 
dos funcionarios o contra un cuerpo político, administrativo 
o judicial, de organización jerárquica o colegiada, o contra 
un funcionario del orden judicial o policial; 

3% El que la violencia o amenaza se efectuare con armas; 

4% La calidad de jefe o promotor: 

5% La elevación jerárquica del funcionario ofendida”. 


Art. 8%, - Sustitúyese el artículo 197 del Código Penal por el 
siguiente: - 


"197. Encubrimiento. El particular o funcionario que, después 
de haberse cometido un delito y sin concierto previo a su 
ejecución con los autores, coautores o cómplices, aunque éstos 
fueren inimputables, los ayudaren a asegurar el beneficio o el 
resultado del delito, a estorbar las investigaciones de las 
autoridades, a sustraerse a la persecución de la justicia o a eludir 
su castigo. así como el que suprimiere, ocultare o de cualquier 
manera alterare los indicios de un delito, los efectos que de él 
provinieren o los instrumentos con que se hubiere ejecutado, será 
castigado con pena de tres meses de prisión a diez áños de 
penitenciarla”. 


Art. 9”, - Sustitúyese el artículo 272 del Código Penal, por el 
siguiente: 


"272. Violación. Comete violación el que compele a una 
persona del mismo o de distinta sexo, con violencias o amenazas, 
a sufrir la conjunción carnal, aunque el acto no llegara a 
consumarse. 


La violencia se presume cuando la conjunción carnal se 
efectúa: 


1.- Con persona del mismo o diferente sexo, menor de quince 
años. No obstante, se admitirá prueba en contrario cuando 
la víctima tuviere doce años cumplidos: 

2.- Con persona que, por causas congénitas o adquiridas, 
permanehtes o transitorias, se halla, en el momento de la 
ejecución del acto, privada de discernimiento o voluntad: 

3,- Con persona arrestada o detenida, siempre que el culpable 
resulte ser el encargado de su guarda o custodia; 

4.-Con fraude, sustitúiyendose el culpable a otra persona. 


Este delito se castiga, según los casos, con penitenciaria de 
dos a doce años”. 
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Art. 70. - Sustitúyese el artículo 274 del Código Penal, por el 
siguiente: : 


“274. Corrupción. Comete corrupción el que, para servir su 
propia lascivia, con actos libidinosos corrompiere a persona 
Mayor de doce años y menor de dieciocho. 

Este delito se castiga con pena que puede oscilar entre seis 
meses de prisión y tres años de penitenciaria. 

Comete delito de proxenetismo y se halla sujeto a las penas 


respectivas el que ejecutare algunos de los hechos previstos por. 


la Ley Especial de 27 de mayo de 1927". 


Art. 11. - Sustitúyese el artículo 290-del Código Penal, por el 
siguiente: 


"290. Amenazas. El que fuera de los casos previstos en el 
artícu-lo 288 amenazare a otro con un daño injusto, será 
castigado con multa de veinticinco a setecientas unidades 
reajustables. 


Son circunstancias agravantes especiales de este delito, la 
gran importancia del daño con qUe se amenazare, y todas las 
indicadas en el artículo anterior, con excepción de la última”. 


Art. 12. - Sustitúyese el artículo 311 del Código Penal, por el 
siguiente: 


*311, Circunstancias agravantes especiales. El hecho penvisto 
en el artículo anterior será castigado con diez a veinticuatro años 
de penitenciaría, en los siguientes casos: 


1% Cuando se cometiera en la persona del ascendiente o del 
descendiente legítimo o natural, del cónyuge, del concubino 
o concubina 'more uxorio”, del hermano legítimo o natural, 
del padre o del hijo adoptivo; 

2% Con premeditación; 

3% Por medio de veneno; 

4% Si el sujeto fuera responsable de un homicidio anterior 
ejecutado con circunstancias atenuantes. 


Art. 13. - Sustitúyese el artículo 320 del Código Penal, por el 
siguiente: 


“320, Circunstancias agravantes. Son circunstancias agravantes 
del delito de lesiones, las previstas en los artículo 311 a 312, 
en cuanto fueren aplicables, la calidad ostensible de funcionario 
policial de la víctima, siempre que el delito fuere cometido a 
raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones o de su calidad 
de tal, y el haberse cometido el hecho con armas apropiadas 
o mediante sustancias corrosivas”, 


Art. 14. - Sustitúyese el artículo 322 del Código Penal, por el 
siguiente: 


"322. De la denuncia. El traumatismo, las lesiones ordinarias 
y las lesiones culposas graves sólo se castigarán a instancia de 
parte. 


El Juez o el Ministerio-Público podrán proceder de oficio, en 
los casos de traumatismo o de lesiones ordinarias causadas con 
abuso de las relaciones domésticas o de la cohabitación., 


Se procederá de oficio cuando medien las circunstancias 
previstas en los incisos 3% y 4 del artículo 59”. 


Art. 15. - Incorpórase al Código Penal la sIquiónta disposición: 


*152 bis. Porte y tenencia de armas. El que portare o tuviere 
en su poder armas cuyos signos de identificación hubieren sido 
alterados OU suprimidos, o , tuyas " características o munición 
hubieren sido alteradas, en' forma circunstancial o permanente, 
de manera tal de aumentar significativamente su capacidad de 
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daño será castigado con tres a dieciocho meses de prisión o 
multa equivalente, pena por la cual optará el Juez según las 
circunstancias del caso”. 


Art. 16. - Incorpórase al Código Penal la siguiente disposición: 


*242 bis. Falsificación de cédulas de identidad y de pasa- 
portes. El funcionario público que, en el ejercicio de sus 
funciones, expidiere una cédula de identidad o un pasaporte 
falso, así como el particular que hiciere una cédula de identidad 
o un pasaporte falso, o alterare una u otro, cuando éstos fueren 
verdaderos, será castigado con pena de seis meses de prisión 
a cuatro años de penitenciaria”. 


Art. 17. - Incorpórase al Código Penal la siguiente disposición: 


2310 bis. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, 
se considerará agravante especial del delito, la calidad ostensible 
de funcionario policial de la víctima, siempre que el delito fuere 
cometido a raíz o en ocasión del ejercicio de sus funciones, 
o en razón de su calidad de tal. En este caso, el máximo de 
la pena se elevará en un tercio respecto de la prevista en el 
artículo anterior”. 


Art. 18. - Incorpórase al Código Penal la siguiente disposición: 


*321 bis. Violencia doméstica. El que, por medio de 
violencias o amenazas prolongadas en el tiempo, causare una 
o varias lesiones personales a persona con la cual tenga o haya 
tenido una relación afectiva o de parentesco, con independencia 
de la existencia de vínculo legal, será castigado con una pena 
de seis a veinticuatro meses de prisión. 


La pena será incrementada de un tercio a la mitad cuando 
la víctima fuete una mujer y mediaren las mismas circunstancias 
y condiciones establecidas en el inciso anterior. 


El mismo agravante se aplicará si la víctima fuere un menor 
de dieciséis años o una persona que, por su edad u otras 
circunstancias, tuviera su capacidad física o psíquica disminuida 
y que tenga con el agente relación de parentesco o cohabite con 
er”. 

Art. 19. - Incorpórase al Código Penal la siguiente disposición: 


“323 bis. El que, con motivo o en ocasión de una competencia 
deportiva u otro espectáculo público que tuviera por objeto 
recreación o esparcimiento, durante su desarrollo o al ingresar 
o retirarse del mismo, participare en una riña o compeliere a 
participar en ella, la dirigiere o la propiciare, será castigado con 
pena de tres a veinticuatro meses de prisión. 


Con la misma pena será castigado el que, en las circunstan- 
cias del inciso anterior, portare armas (artículo 293) o las 
introdujere en el recinto en que se desarrollare la competencia 
deportiva o el espectáculo público. 


En todos los casos, se procederá al comiso de las armas 
incautadas. 


Si de la riña resultare muerte o lesión se aplicará lo dispuesto 
por el inciso segundo del artículo 323, incrementándose la pena 
en un tercio, siempre que el resultado fuera previsible para el 
partícipe. 
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Cuando, baja las mismas circunstancias del inciso primera, 
pero fuera de das hipótesis en él mencionadas, se cometieren 
por motivos relacionados a la competencia o espectáculo mismo, 
los delitos previstos en los artículos 310 (homicidio), 316 
(lesiones persona-les), 317 (lesiones graves) y 318 (lesiones 
gravísimas), las penas máximas de las respectivas figuras se 
incrementarán en un tercio”, 


Art. 20. - Incorpórase al Código Penal la siguiente disposición: 


“344 bis. Rapiña con privación de libertad. Copamiento. El 
que, con violencias o amenazas, se apoderare de cosa mueble, 
sustrayéndosela a su tenedor, para aprovecharse o hacer que otro 
se aproveche de ella, con privación de la libertad de su o sus 
víctimas, cualquiera fuera el lugar en que ésta se consumare, 
será castigado con ocho a veinticuatro años de penitenciaria” 


Art. 21. - incorpórase al Código Penal la siguiente disposición: 


"350 bis. Receptación. El que, después de haberse cometido 
un delito, sin concierto previo a su ejecución, con los autores, 
coautores o cómplices, con provecho para sí o para un tercero, 
adquiera, reciba u oculte dinero o efectos provenientes de un 
delito, o de cualquier manera interviniere en su adquisición, 
recepción u ocultamiento, será castigado con pena de seis meses 
de prisión a diez años de penitenciaria. 


Se consideran agravantes del delito: 


A] Que los efectos se reciban para su venta; 
B]) Que el agente hiciere de esta actividad su modo de vida 
usual”. 


Art. 22. - incorpórase al Código Penal la siguiente disposición: 


"358 bis. El que destruyere o de cualquier modo 'dañare total 
o parcialmente una cosa ajena mueble o inmueble, con motivo 
o en ocasión de una competencia deportiva u otro espectáculo 
público, durante su desarrollo o al ingresar o retirarse del mismo, 
será castigado con pena de prisión de tres a quince meses”. 


Art. 23. - Deróganse los artículos 313 (Infanticidio honoris causa) 


y 331 (Abandono de un recién nacido por motivo de honor) del 
Código Penal. 


Art. 24. - Sustitúyense los artículos 1% y 2* de la ley 8.080, 


de 27 de mayo de 1927, por los siguientes: 


“ARTICULO 17.- Toda persona de uno u otro sexo, que explote 
la prostitución de otra contribuyendo a ello en cualquier forma 
con ánimo de lucro, aunque haya mediado el consentimiento de 
la victima, será castigada con dos a ocho años de penitenciaria. 
En caso de reincidencia las agravantes se aplicarán sobre el 
máximo de pena legal. 


El que, con ánimo de lucro, indujere o determinare a otro 
al ejercicio de la prostitución, en el país o en el extranjero, será 
castigado con tres a doce meses de prisión. 


“ART. 2*”.- La pena mínima será de cuatro años de peniten- 
ciaría si la víctima fuere menor de dieciocho años o el 
delincuente fuere funcionario policial o el hecho se produjere 
mediante engaño, Violencia, amenaza de un mal grave, abuso 
de autoridad u otro medio de intimidación o coacción, como 
también si el actor fuera ascendiente, marido, hermano, tutor 
o encargado de la guarda de la víctima o hiciera vida marital 
con ella”. A 
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Art. 25. - Sustitúyese el artículo 114 de la Ley 9.342, de 6 


de abril de 1934 (Código del Niño), por el siguiente: 


“ARTICULO 114. 1. En todos los procedimientos en que se 
atribuya a menores de dieciocho años la comisión de actos 
descriptos como delitos o faltas por la ley penal, la resolución 
que determine las medidas a aplicar será precedida de audiencia 
indagatoria que deberá cumplirse con la presencia del Defensor 
y del Ministerio Público, debiéndose interrogar a los represen- 
tantes legales del menor y a los testigos. 


En esta audiencia el Ministerio Público y el Defensor podrán 
solicitar la ampliación de aquellas diligencias, tendientes al 
esclarecimiento de los hechos y a la protección de los derechos, 
rigiendo en esta materia lo establecido en el artículo 16 de la 
Constitución de la República. 


De no estar incluida en autos, se dispondrá la inmediata 
agregación de testimonio de la partida de nacimiento del menor 
o medios sustitutivos para la acreditación de la edad fartículo 
44 del Código Civil y 130 de este Códiga). 


Culminada la indagatoria, constatando en autos ta existencia 
de una infracción, y siempre que existan elementos de convic- 


ción suficientes para juzgar que el menor tuvo participación en 
la misma, se procederá a dictar la resolución debidarnente 
fundada, o con exposición de los hechos acreditados en que 
presuntamente intervino el menor y los pertinentes fundamentos 
de derecho. 


2.- Para el cumplimiento de su misión, los Jueces Letrados 
de Menores, tienen todas las facultades inquisitivas de los Jueces 
en materia penal, podrán requerir verbalmente o por escrito el 
auxilio inmediato de la fuerza pública, hacer comparecer en sus 
despachos a cualquier persona cuando lo juzguen necesario para 
el ejercicio de sus funciones y dirigirse a cualquier autoridad sin 
que, contra sus prerrogativas puedan oponerse reglas o dispo- 
siciones de institución alguna. 


Se tendrá en cuenta, en todos los actos del proceso, que el 
menor es un sujeto de derecho, así como su interés, en los 
términos del artículo 350.4 del Código General del Proceso. 


3.- Mientras el Instituto Nacional del Menor no informe a la 
Suprema Corte de Justicia de la existencia de respuestas 
adecuadas, particularmente locativas, para la reeducación de los 
menores a que hace referencia esta disposición, los Jueces 
Letrados de Menores podrán disponer fa internación en estable- 
cimientos de alta seguridad de menores mayores de dieciséis 
años, en lugares separados de Jos reclusos mayores de edad, 
cuando los inismos hayan cometido actos descriptos en el Código 
Penal como delitos de homicidio doloso, lesiones dolosas graves 
o gravísimas, violación, secuestro, extorsión o rapiña en 
cualquiera de sus modalidades. 


- A tales efectos, el instituto Nacional del Menor informará 
semestralmente a la Suprema Corte de Justicia el estado de los 
establecimientos destinados a menores infractores a los que se 
aplican medidas de seguridad y las posibilidades de reeducación 
con que cuentan los mismos. 


El local destinádo a reclusión dentro del establecimiento 
quedará bajo la responsabilidad del Instituto Nacional del Menor, 
correspondiendo al personal del Ministerio del Interior la segu- 
ridad perimetraí del mismo, pudiendo ingresar toda vez que sea 
requerido. : 
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Se adoptarán las medidas para evitar el contacto con los 
reclusos mayores de edad. 


Además podrán disponer las medidas previstas en el artículo 


124 de este Código y artículo 40 numeral 4% de la Convención 
Internacional de los Derechos del Niño. 


4.- Podrán solicitarse informes técnicos que deberán evacuarse 
dentro del plazo de veinte días bajo la más seria responsabilidad 
administrativa de las autoridades requeridas, cumplido lo cual 


se pondrán los autos de manifiesto por Un término común de 
seis días para el Defensor y para el Ministerio Público, 
motificándose personalmente. Los autos podrán ser retirados en 
confianza por cuarenta y ocho horas como máximo en cuyo caso 
se suspenderá el término. 


Si se ofreciera prueba, la misma deberá ser diligenciada en 
presencia del Defensor y del Ministerio Público y en su caso de 


los representantes legales del menor, en el término de treinta 
días. 


5.- Una vez diligenciada la prueba o en caso. de no haberse 
ofrecido ninguna, se dará trastado al Ministerio Público por el 
término de seis días perentorios e improrrogables para que 
dictamine. 


Del dictamen fiscal se conferirá trastado a la Defensa por el 
mismo término. 


6.- Puesto los autos al despacho el Juez deberá dictar 
sentencia definitiva de primera instancia, dentro de los treinta 
días lartícu-lo 343.7 del Código General del Proceso-, siendo de 
aplicación en cuanto a su contenido y en lo pertinente, el artículo 
245 del Código del Proceso Penal. 


Mientras dure el procedimiento y atendiendo las circunstan- 
cias del caso, los Jueces podrán disponer preventivamente la 
internación de los presuntos infractores en los establecimientos 
a que se hace referencia en el numeral 3 de este artículo. 


7.- Se aplicará el régimen de impugnación establecido en el 
Código Genergl del Proceso, siendo competentes para entender 
en la alzada los Tribunales de Apelaciones de Familia que 
deberán tallar bajo la más seria responsabilidad de sus integran- 
tes en el término de cuarenta y cinco días desde el ingreso del 
expediente a las respectivas Sedes. 


8.- Cuando los Juzgados Letrados dispongan la internación de 
menores fuera de su jurisdicción deberán enviar, junto con el 
menor, fotocopia certificada del expediente en sobre cerrado; 
el funcionario que traslade al menor entregará la documentación, 
bajo recibo al Juez de Turno del lugar de internación. 


Se limitará al mínimo posible, atendidas las circunstancias 
det caso, la internación de los menores fuera de la jurisdicción 
de su domicilio. 


El Juez del lugar de internación tendrá competencia para 
sustituir, modificar o decretar el cese de la medida, de oficio 
o a solicitud de parte. 


La tramitación de las solicitudes de sustitución, modificación, 
cese de las medidas o clausura de las actuaciones, se hará por 
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el procedimiento de los incidentes, debiendo dictarse resolución 
fundada, previo los informes técnicos que se estimen pertinentes, 
con audiencia del menor, de sus representantes legales, de la 
Defensa y del Ministerio Público”. 


Art. 26. - Sustitúyese el artículo 138 del Código del Proceso 


Penal, por el siguiente: 


4138. Admisibilidad genérica. Podrá concederse la excarce- 
lación del procesado que se encontrare en prisión preventiva, en 
cualquier estado de la causa, salvo que la ley reprima el delito 
atribuido con mínimo de penitenciaría, O cuando se estime, 
*prima facie”, que la pena a recaer en definitiva será de 
penitenciaria (artículo 27 de la Constitución de la República). 


En los casos de procesamiento con prisión, si el procesado 
registrara una o más causas criminales pendientes de sentencia 
ejecutoriada, el auto que concediere la excarcelación deberá ser 
fundado, incluyendo una evolución sobre la peligrosidad del 
agente y sobre sus posibilidades de reinserción social. 


Lo establecido en esta disposición es sin perjuicio de las 
previsiones pertinentes del decreto ley 14.734, de 28 de 
noviembre de 1977". 


Art. 27. - Sustitúyese el artículo 139 del Código del Proceso 


Penal, por el siguiente; 


"139, Revocación y modificación. El beneficio de la excar- 
celación podrá revocarse o modificarse, de oficio o a petición 
del Ministerio Público, durante todo el curso del proceso, por 
violación de los deberes impuestos a por otros fundamentos 
graves que deberán expresarse. 


El auto respectivo será apelable en la forma prescripta por 
el artículo 158. 


Se considerará fundamento grave la existencia de un proce- 
samiento ulterior por delito cometido contra el mismo bien 
jurídico tutelado en el proceso en que se le concedió el beneficio. 


El beneficio deberá ser revocado de oficio cuando el 
excarcelado provisionalmente sea nuevamente procesado por 
violación a las disposiciones del mismo Título del Código Penal 
o de las leyes especiales cuya transgresión hubiera dado mérito 
a los anteriores procesamientos. A esos efectos, ta Sede que 
dispusiere el nuevo procesamiento deberá ponerlo inmediatamen- 
te en conocimiento de la que hubiere decretado la última 
excarcelación en causa comprendida en la presente disposición 
y no afectará los beneficios de la misma naturaleza que se 
hubieren concedido en otras causas. 


Si la Sede que conoce de la última causa dispusiere la 
excarcelación del procesado, éste permanecerá igualmente 
detenido y a disposición del Juzgado que dictó la revocación, 
sin perjuicio de la continuidad de los respectivos procesos. La 
excarcelación que pudiere corresponder luego de la revocación 
de tal beneficio, deberá ser fundada en los mismos términos del 
inciso segundo del artículo anterior y comunicada a la Suprema 
Corte de Justicia, a los fines pertinentes. ' 


A los efectos de la aplicación de esta disposición, la Suprema 
Corte de Justicia implementará las medidas necesarias para que 
los Jueces que han concedido excarcelaciones provisionales 
tengan conocimiento de las ulteriores causas que se sigan contra 
el liberado provisional. 


En todos los casos, la Suprema Corte de Justicia adoptará 
similares medidas a los efectos de la más pronta agregación a 
los autos de la planilla de antecedentes judiciales, expedida por 
el instituto Técnico Forense. 
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Sin perjuicio de do anterior, el Juez de la causa podrá, en 
circunstancias excepcionales, solicitar por el medio de comu- 
nicación que considere más apropiado, la referida información”. 


Art. 28. - Sustitúyese el artículo 5% de la ley 13.963, de 22 
de maya de 1971, y modificativas (Ley Orgánica Policial), por el 
siguiente: 


“ARTICULO 5”.- El servicio policial debe asegurar el cumpli- 
miento de las leyes, reglamentos, órdenes, resoluciones y 
permisos de cuya vigencia efectiva le está encomendado el 
contralor; y le corresponde colaborar con las autoridades 
judiciales y los Gobiernos Departamentales. 


Para el logro de los fines descriptos, los servicios policiales 
se emplearán bajo su responsabilidad, los tnedios razonablemente 
adecuados y en igual forma elegirán la oportunidad conveniente 
para usarlos. 


A los efectos del cumplimiento de tas finalidades institucionales 
y cometidos del artículo 2% de la presente Ley, el personal 
policial utilizará las armas, la fuerza física y cualquier otro medio 
material de coacción, en forma racional, progresiva y propor- 
cional, debiendo agotar antes los medios disuasivos adecuados 
que estén a su alcance según los casos. 


El Ministerio del Interior instruirá a dicho personal siguiendo 
las pautas contenidas en el Código de Conductas para funcio- 
narios encargados de hacer cumplir la Ley, Declaración de la 
Asamblea General de las Naciones Unidas (AG/34/169), de 17 
de diciembre de 1979", 


Art, 29. - Sustitúyese el artículo 62 del decreto ley 14.470, 
de 2 de diciembre de 1975, por el siguiente: 


“ARTICULO 62.- Para la concesión de la salida transitoria, 
se requerirá poseer buena conducta y podrá ser otorgada toda 
vez que el recluso, personalmente o por intermedio de su 
Defensor, presente solicitud por escrito ante el establecimiento 
donde se encuentre rectuido. 


En un plazo que no excederá de setenta y dos horas desde 
la presentación de la solicitud, la autoridad carcelaria formulará 
un informe al Juez de la causa. 


Si se entiende que el recluso no tiene buena conducta o que 
existe cualquier causa que determine la inconveniencia del 
otorgamiento de la salida, se hará saber al Juez de ta causa quien 
en definitiva resolverá. 


Si el informe de la autoridad carcelaria fuere favorable a la 
safida transitoria, deberá establecer en forma precisa el régimen 
a seguirse y en especial: 


AJ El lugar o distancia máxima a que podrá trasladarse el 
recluso; : 

B] Las normas de conducta que el recluso deberá observar 
durante las salidas, asf como las restricciones o prohibiciones 
que se estime convenientes; 

C) El tiempo de duración de la salida, el motivo y el grado de 
seguridad que se adopte; 

D) Cualquier otro requisito o condición, que se estime necesario 
para el mejor cumplimiento del régimen”. 
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Art. 30. - Sustitúyese el artículo 63 del decreto ley 14.470, 
de 2 de diciembre de 1975, por el siguiente: 


“ARTICULO 63.- El referido informe, le será entregado en 
original y una copia al Defensor o al recluso, el que se presentará 
ante la Sede competente, donde al momento de recibirse se 
sellará la copia y se la devolverá con la constancia del día y 
hora de su presentación. 


El Actuario del Juzgado, bajo la más seria responsabilidad, 
deberá poner el informe al despacho del Juez en forma 
inmediata, quien en un plazo que no excederá de cinco días desde 
ta fecha de su presentación, deberá expedirse sobre el régimen 
propuesto o sobre las modificaciones que entendiera pertinentes 
al mismo. 


Vencido el plazo sin que se haya dictado resolución, se 
entenderá que el régimen propuesto ha sido aprobado, siendo 


prueba suficiente ta copia entregada con la constancia del día 
y hora de recibido el informe por el Juzgado”. 


Árt. 31. - Sustitúyase el artículo 64 del decreto ley 14.470, 
de 2 de diciembre de 1975, por el Siguiente: 


"ARTÍCULO 64.- La salida transitoria, podrá revocarse, 
suspenderse o modificarse en cualquier momento por el Juez de 
la causa, cuando considere inconveniente su continuación, 
expresando los fundamentos en los que se base”. 


Art. 32, - Se dispondrá lo necesario para que (a través del 
Ministerio del Interior, Ministerio de Educación y Cultura, Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública y demás órganos competen- 
tes) la Escuela Nacional de Policía celebre convenios con la 
Universidad del Trabajo del Uruguay y la Universidad de ta 
República, a efectos de lo dispuesto en los artícu-los 28 y 33 de 
la presente Ley o de otros que tengan que ver con el mejoramiento 
de la formación del personal policial. 


Art. 33, - El Ministerio del Interior coordinará con el Ministerio 
de Educación y Cultura, a través del instituto Nacional de la 
Juventud (INJU), la Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), el Instituto Nacional del Menor (INAME), la Junta Nacional 
de Empleo u otros organismos competentes, la aplicación de 
políticas de prevención y educación relacionadas con los problemas 
de la juventud, pudiendo celebrarse las convenios que a tal fin se 
consideren necesarios. 


El Poder Ejecutivo reglamentará esta disposición. 


Art. 34. - Cráase una Comisión Honoraria de nueve miembros 
con el cometido de asesorar al Poder Ejecutivo, en tado lo relativo 
al mejoramiento del sistema carcelario. Esta Comisión será desig- 
nada por el Poder Ejecutivo y tendrá la siguiente integración: un 
miembro propuesto por la Suprema Corte de Justicia (ex Ministro 
de dicha Corporación) que la presidirá; uno propuesto por el 
Ministerio de Salud Pública; uno propuesto por la Presidencia de la 
Asamblea Generál del Poder Legislativo; otro por la Facultad de 
Derecho de la Universidad de la República: otro por el Colegio de 
Abogados; un ex Juez en to Penal; un ex Fiscal; un técnica en 
materia penal propuesto por el Ministerio del interior y otro por una 
terna propuesta por Organizaciones No Gubernamentales de protec- 
ción de los Derechos Humanos. - 


El cometido de esta Comisión estará dirigido a: 


A) Promover la actualización de ta legislación penitenciaria armo- 
nizándola con las normas internacionales aprobadas por el pafs 
en la materia; 


B) Proponer métodos para mejorar la clasificación de los reclusos, 
observando el sistema progresivo; 


C) Analizar la habilitación de instalaciones de máxima seguridad; 
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D) Proyectar la reglamentación de la actividad laboral de los 
reclusos, el aprendizaje y su adecuación a la legislación laboral 
y de la seguridad social; 


E) Analizar la creación de los Jueces de Ejecución y Vigilancia en 
materia penal; 


F) Otras sugerencias que se estimaren útiles. 


El Poder Ejecutivo reglamentará el funcionamiento de esta 
Comisión, la que tendrá un plazo de ciento ochenta días para 
expedirse. 


Art. 35. - El Ministerio del Interior coordinará con las Intendencias 
Municipales la aplicación de políticas de prevención del delito, de 
base zonal, pudiendo a tal fin celebrarse los convenios que se 
consideren necesarios. 


Las instituciones públicas y privadas prestarán su concurso en 
las campañas educativas e informativas que se desarrollen a fin de 
promover la seguridad ciudadana, procurando el apoyo de los medios 
de comunicación. 


Art. 36. - Encomiéndase al Poder Ejecutivo la implementación 
de un programa de protección a los testigos y denunciantes de 
hechos presuntamente delictivos. 


Art. 37. - Créase en cada departamento de la República una 
Comistón Honoraria de Promoción de la Infancia en Situación de 
Riesgo integrada con un representante del Instituto Nacional del 
Menor, uno del Ministerio del Interior, uno del Ministerio de Salud 
Pública, uno de la Administración Nacional de Educación Pública, 
uno de la Intendencia Municipal y uno de la Junta Departamental 
respectivas y uno designado por las Organizaciones No Gubernamen- 
tales del lugar, dedicadas a los problemas de la minoridad, con los 
siguientes cometidos: 


A) Coordinar la acción de las diferentes instituciones públicas y 
privadas, estableciendo las áreas y lugares físicos en que se 
realizará efectivamente esa coordinación: 

8) Diseñar planes de prevención y desarrollo local destinados a la 
protección y mejoramiento de la infancia en situación de riesgo; 

C) Promover la formación de organizaciones barriales que colaboren 
en las referidas tareas; 

0) Confeccionar el mapa departamental de las zonas de mayor 
concentración de necesidades básicas insatisfechas; 

E) Elevar anualmente un informe a la Asamblea General del Poder 
Legislativo y a las Juntas Departamentales respectivas. 


Las Intendencias Municipales coordinarán el funcionamiento de 
esta Comisión para el desarrollo de sus cometidos. 


La Comisión podrá solicitar el asesoramiento de las instituciones 
públicas y privadas que estime convenientes. 


Art. 38. - Encomiéndase al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, la implementación 
de programas específicos para la asistencia integral a las personas 
y sus familiares, víctimas del delito y del abuso de poder. Se tendrá 
en cuenta para estos programas la normativa internacional en la 
materia. 


Art. 39. - Encomiéndase al Poder Ejecutivo que, por intermedio 
del Ministerio del Interior, instrumente medidas de prevención del 
abigeato, creando equipos especiales y asignando medios que 
aseguren la eficacia de su acción. 


Art. 40. - El Poder Ejecutivo presentará un informe anual a la 
Asamblea General sobre la situación de la seguridad pública y las 
medidas que considere pertinentes para su mejoramiento, 
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LEY NO 16.707, 
de 12 de julio de 1995 


Referencias 
i Artículo 29.- Se sustituye. 
artículo 30, Ley NO 16.928, 
3/abr./998 
11 Artículo 30.- $e sustituye. 


artículo 40, Ley NO 16.928, 


3/abr./998 
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LEY N” 16.719, de 11 de octubre de 1995 


Artículo 1%.- Sustitúyese el artículo 280 del Código Civil por el 


siguiente: 


“ARTICULO 280,.- La patria potestad se acaba: 


1% Por la muerte de los padres o de los hijos; 


2”) Por la mayor edad de los hijos, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el Título Del Matrimonio. 


Se fija la mayor edad en los dieciocho años cumplidos. 
3%) Por el matrimonio legítimo de los hijos. 

Los menores que contrajeran matrimonio con anterioridad a 
los dieciocho años [inciso primero del artículo 91) requerirán 


autorización judicial para realizar los actos a que refieren los 
artículos 309 y 310 hasta que hayan cumplido dicha edad”. 


Art. 2”.- Sustitúyense los artículos 106, 107 y 109 del Código 


Civil, en ta redacción dada por el artículo 1? del decreto ley 14.350, 
de 29 de marzo de 1975, por los siguientes: 


“ARTICULO 106.- Los hijos tegítimos que no hayan cumplido 
dieciocho años de edad necesitan para casarse el consentimiento 
expreso de sus padres y a falta de ambos el del ascendiente 
o ascendientes en grado más próximo. 


En igualdad de votos contrarios, preferirá el favorable al 
matrimonio. 


ART. 107.- A falta de dichos padres o ascendientes, será 


necesario al que no haya cumplido dieciocho años el consen- 
timiento expreso de su tutor o curador especial (artículo 308). 


ARTICULO 109.- Los hijos naturales reconocidos que no 
hayan cumplido la edad de dieciocho años, según el artículo 1086, 
están obligados a obtener el consentimiento del padre a madre 
que los haya reconocido con las formalidades legales; y de los 
dos si ambos los han reconocido y viven, siendo de aplicación 
para este último caso lo dispuesto en el inciso segundo del 
artículo 106. 


A falta de dichos padres se aplicará io dispuesto en el 
artículo 107. 


A los efectos de este artículo y de los anteriores se 
entenderá faltar el padre y la madre si han perdido la patria 
potestad pero no si les ha sido simplemente limitada, salvo 
resolución expresa”. 


Art. 3*.- Las disposiciones de los artículos anteriores no modifican 


el derecho de los menores de veintiún años a recibir alimentos, 
excepto cuando se trate de mayores de dieciocho años que 
dispongan de medios de vida propios y suficientes para su congrua 
y decente sustentación. 


Art. 4”.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 121 del Código 


Civil por el siguiente: 


“Se comprende también la educación cuando el alimentario 
es menor de veintiún años”. 
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LEY N” 16.736, de 5 de enero de 1996 


Artículo 615. : 

Créase la "Comisión Asesora Honoraria de Ayuda al Niño Carenciado”, que funcionará en la órbita del 
Instituto Nacional del Menor (INAME), y que se integrará con un representante de cada uno de los siguientes 
organtsmos: Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Ministerio del Interior, Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, Ministerio de Economía y Finanzas, Ministerio de Salud 
Pública, Universidad de la República, CODICEN y uno del INAME, que la presidirá. 

Dicha Comisión tendrá carácter nacional y utilizará para sus funciones administrativas, profesionales y de 
servicios, personal que le será cedido por otros organismos de la Administración Pública en acuerdo con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil. 

Los cargos de los integrantes serán de carácter honorario, no pudiendo percibir ninguna otra temuneración 
bajo cualquier título o concepto, sea cual sea su naturaleza, 

La finalidad primordial de esta Comisión, será la de llevar asistencia al sector de menores carenciados que no 
son alcanzados por el sistema de asignaciones familiares, apoyando al menor y a su familia para la 
satisfacción de sus necesidades básicas, en coordinación con las comisiones departamentales honorarias de 
Promoción a la Infancia en Situación de Riesgo creadas por el artículo 37 de la Ley N* 16,707, de 12 de abril 
de 1995 ( Ley de Seguridad Ciudadana). 

Además serán cometidos de la Comisión Asesora Honoraria: 

a) Coordinar con la Dirección General de Estadística y Censos, el censo de todos los menores del país que, 
por diversas causas, no sean alcanzados por el sistema de asignaciones familiares. 

b) Estudiar, asesorar y proyectar para el Poder Ejecutivo todas las medidas que considere necesarias para 
mejorar la situación social de los menores que se encontraren en la situación indicada. 

c) Colaborar para hacer efectivo el derecho del miño a desarrollarse y crecer dentro de su familia biológica, 
proyectando la prestación de asistencia económica al menor carenciado que se efectivizará con la creación de 
la llamada "Asignación Social del Menor” que se abonará mensualmente a los padres o tutores de éstos, con 
los recursos que a tales efectos le sean asignados por la ley. 

d) Organizar y promover campañas publicitarias en favor de los menores carenciados, solicitando a las 
instituciones públicas y privadas la colaboración que considere necesaria para el logro de sus objetivos. 

e) Recibir donaciones y legados de instituciones públicas y privadas, nacionales o extranjeras, que serán 
destinadas exclusivamente a obras en beneficio del menor, no pudiendo ser afectadas al pago de honorarias, 
sueldos, compensaciones, viáticos o todo otro destino que desvirtúe el fin que se persigue. 

f) Todo otro cometido que dentro de los ciento veinte dias de promulgada la presente ley le sea asignado por 
el Poder Ejecutivo, en la reglamentación que dicte el respecto. 
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LEY N” I7.0I6, de 22 de octubre de 1998 


Artículo 1”.- Sustitúyese cl artículo 39 del Decreto-Ley N" 14,294, de 
31 de octubre de 1974, por el siguiente: 


"ARTICULO 3*- Quedan probibidos la plantación. ef cultivo, la cose- 
cla y la comercialización de cualquier planta de la que puedan ex- 
traerse estupefacientes u otras sustancias que determinen depen- 
dencia fisica o psiquica. con excepción «según tos casos- de los que 
se realicen con exclusivos fines de investigación cientifica o para la 
claboración de productos terapéuticos de utilización médica. 

Las plantaciones o cultivos, en tal caso, deberán ser autorizados 
previamente por el Ministerio de Salud Pública y quedarán bajo su 
control directo, . . 

Yoda plantación no autorizada deberá ser inmediatamente destrui- 
da con intervención del Juez Letrado de Primera Instancia en lo 
Penal de Turno que entienda en la causa". 


Artículo 2”.- Sustitúvese el articulo 13 del Decreto-Ley N* 14,294, 
de 31 de octubre de 1974, por el siguiente: 


“ARVÍCULO 15- El Poder Ejecutivo podrá modificar e ampliar el 
contenido de las listas y tablas a que refiere la presente lev. inclu: 
vendo o excluyendo sustancias o trastadándolas de ena a otra, con 
los asesoramientos previos que en cila se determinan. 

Las listas y tablas a que refiere la presente ley, se consideran par- 
tes integrantes de la misma”. 


Artículo 3*.- Sustilúyense los artículos 30 a 35 del Decreto-ley N*- 
14.294, de 31 de octubre de 1974, por los siguientes: 


"ARVÍCULO 30 - El que, sin autorización legal. produjere de cual- 
quier manera las materias primas o las sustancias, segón los casos. 
capaces de productr dependencia psíquica o fisica. contenidas en las 
listas a que refiere el artículo 1%, precursores químicos u otros pro- 
ductos químicos. contenidos en las Tablas | y 2 de la presente ley, 
así como los que determine el Poder Ejecutivo según la facultad 
contenida en cl articulo 13 de la presente ley. será castigado con 
pena de veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria”. 


“ARTICULO 31 - El que. sin autorización legal. importare, exportare. 
introdujere en tránsito. distribuyere. transportare, tuviere en su poder 
no para su consumo, fuere depositario, almacenare. posevere, olreciere 
en venta o negociate de cualquier modo, alguna de las materias pri- 
mas. sustancias. precursores químicos u otros productos químicos 
mencionados en el artículo anterior será castigado con la misma pena 

- prevista en dicho artículo, 


Quedará exento de pena el que tuviere en su peder una cantidad 
razonable destinada exclusivamente a su consumo personal. ton arre- 
glo a la convicción moral que se forme cl Juez a su respecto, debien- 
do fundamentar en su fallo las razones.que la han formado". 


"ARTICULO 32 - el que organizare o financiare alguna de las activi- 
dades delictivas descritas en la presente ley. aun cuando éstas no se 
cumplieran en el territorio nacional, será castigado con pena de vein- 
te meses de prisión a dieciocho años de penitenciaria”. 
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"ARTICULO 33-41 que, desde ed territorio nacional. realizare actos 
tendientes a la introducción ilegal a paises extranjeros de las sustan- 
cias mencionadas en la presente ley, será castigado con pena de 
veinte meses de prisión a ochoraños de penitenciaria”. 


"ARTÍCULO 34 - EL que sin autorización legal, a titulo oneroso o 
eratuilo. saministrare. aplicare o entregare las sustancias menciona- 
das en la presente ley, o promoviere. indujere o facilitare su consu- 
mo. será castigado con pena de veinte meses de prisión a ocho años 
de penitenciaria”. 


"ARTICULO 33 - El que violare las disposiciones de la presente ley 

en materia de importación. exportación. producción. elaboración. 
comercialización o suministro de las sustancias y preparados conte- 
nidos en las Listas 111 de la Convención Unica de Nueva York de 
1961. así como las cómprendidas eo las Listas H. WU y IV del Conve- 
nio de Viena. será castigado con pena de doce meses de prisión a 
cuatio años de penitenciaria”. 


Artículo 4*.- Sustitúvese -! articulo 30 del Decreto-Ley N* 14,294, 
de 35 de octubre de 1974, por cl siguiente: 


"ARÚÍCULO 50 - Toda autoridad pública que proceda a incautar 
sustancias estapefacientes e psicotrópicas y preparados que hayan 
constituido el objeto material de alguno de las delitos previstos en la 
presente ley deberá. sin perjuicio del complimiente de las funciones 
propias de su competencia y cometidos: 


A) Levantar un acta con la comparecencia de dos testigos y en la que 
deberá consignarse: 


1) Fecha, lugar y circunstancias en que se produjo la incautación. 


2) Nombre completo, cargos y dependencias de los funcionarios 
actuantes: nombre completo, nacionalidad. sexo, edad y número 
de documento de identidad y del pasaporte de fos detenidos. 


3) Una descripción de las sustancias incautadas con indicación de 
la cantidad, peso, tipo de envase que las contiene y de cualquier 
otra Especificación que sirva para su adecuada individualiza- 
ción. 


8) Introducir fas sustancias incautadas en un nuevo chvase que se 
precintirá y enviará inmediatamente al Instituto Técnico Forense 
conjuntamente con tna copia autenticada del acta Feferida en el 
literal precedente, para la pericia técnica y su posterior remisión al 
Juzgado competente, 


Cy Remitir a la Justicia competente el acta prevista en el literal A) 
dentro de las veinticuatro horas de ocurrido el hecho. 

D) Dejar debida constancia de todas las actuaciones en que haya to- 
mado intervención. así como del recibo detallado y fiel del envío de 
las sustancias remitidas al Instituto Técnico Forense. 


l Juzgado actuante en cuanto determine que las sustancias in- 
cautadas no son necesarias para el esclarecimiento del delito, asé to 
hará saber a la Comisión Nacional de Lucha contra las Toxicoma- 
nías. a los efectos que ésta disponga. según el caso, su destino si 
tuvieren uso terapéutico o de investigación cientifica: o. disponer 
en vez. su destrucción. De disponerse la destrucción de tales sus- 
tancias. la misma se efectuará en la sede del Instituto Técnico 
Forense en presencia de un funcionario de la citada Comisión y de 
un escribano público del Ministerio de Salud Pública, debiéndose 
labrar el acta correspondiente”. 


Artículo $”.- Incorpóranse los siguientes Capitulos al Decreto-1.ey 
N" 14.293, de 31 de octubre de 1974: 
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ARTICULO 54 - El que convierta o transfiera bienes. productos o 
instrumentos que procedan de cualquiera de tos delitos tipificados 
por la presente ley o delitos conexos, será castigado con pena de 
veinte meses de prisión a diez años de penitenciaria. 


ARTICULO 53 - El que adquiera. posea, utilice, tenga en su poder o 
realice cualquier tipo de transacción sobre bienes. produció» ins- 
irumentos que procedan de cualquiera de los delitos tipificados por 
la presente ley o de delitos conexos. o que sean el producto de tales 
delitos. será castigado con una pena de veinte meses de prisión a 
diez años de penitenciaria. 


ARTICULO 36 - El que oculte. suprima, altere las indicios o impida 
la determinación real de la naturaleza, el origen. la ubicación, el des- 
tino, el movimiento o la propiedad reales de tales bienes. o produc- 
tos u otros derechos relativos a los mismos que procedan de cual- 
quiera de los delitos tipificados por la presente ley o delitos conexos, 
será castigado con una pena de doce meses de prisión a seis años de 
penitenciaria. 


ARTÍCULO 57 » El que asista al o a los agentes de la actividad 
delictiva en los delitos previstos en la presente ley e delitos conexas, 
va sea para asegurar el benclicio o el resultado de tal actividad. para 
obstaculizar las acciones de la Justicia o para eludir las consecuen- 
cias jurídicas de sus acciones, e le prestare cualquier ayuda, ásistlen- 
cia o asesoramiento, será castigado con ana pena de doce meses de 
prisión a seis años de penitenciaria. 


ARTICULO 38 + La finalidad de obtener un prevecho e lucro para si 
o para un tercero, de los delitos previstos en los artículos 36 y 57 de 
la presente lev, será considerada una circunstancia agravante y en tal 
caso, la pena podrá ser elevada en un tercio. 


ARTÍCULO 39 - Cuando ta comisión de cualquiera de los detitos 
previstas por la presente ley se hubiere consumado mediante la 
participación en el o en los delitos de una asociación o de un grupo 
delictivo organizado o mediante el recurso a la violencia o el empleo 
de armas o con utilización de menores de edad o incapaces, la pena 
será aumentada hasta la nittad. ] 
ARTÍCULO 60 - Son circunstancias agravantes especiales de los 
delitos previstos en la presente ley: 


1) Que alguna de la o las victimas de los delitos tipificados en la 
presente ley fuere menor de dieciocho años. fuere incapaz 0 
estuviere privada de discernimiento o voluntad. 


2) Cuando la sustancia Teere suministrada o aplicada sio el consen- 
timiento de la victima. 


3) Cuando el delito se cometicre mediante el ejercicio abusiva, 
fraudulento o ilegal de una profesión sanitario 


4) Cuando el delito se cometiere en el interior o a la entrada de un 
establecimiento de enseñanza o sanitario. o de hospitales, cár- 
coles, sedes e instaláciones de instituciones deportivas, cuhu- 
rales v sociales o de un recinto o lugar donde se realicen esper- 
táculos o reuniones de carácter público cualquiera sea su fina- 
lidad. E 


5) Cuando del hecho resultaren lesiones o la muerte de la víctima. 


ARTICULO 61 - El dolo, en cualquiera de los delitos previstos en la 
presente Jey. se inferirá de las circunstancias del caso de acuerdo con 
los principios generales, i 
. “ 
El Juez interviniente deberá fundamentar la convicción moral que 
se ha formado al respecto. tanto en el auto de procesamiento como 
en el que no lo decrete, asi como en la sentencia sea ésta o no conde- 
natoria. : 


CAPITULO X 


ARTICULO 62 - El Juez de la causa podrá. en cualquier momento, 
sin noticia previa. dictar una resolución de incautación, secuestro, 
embargo prevemivo e cualquier otra medida cautelar encaminada a 
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asegurar o preservar la disponibilidad de los bienes. productos o 
instrumentos utilizados o destinados a ser utilizados, en cualquiera 
de los delitos previstos en la presente ley o delitos conexos, para su 
eventual confiscación o decomiso. , 


Las precedentes facultades del Juez de la causa podrán ser ejerci- 
das. sin perjuicio de las previstas en los artículos 81 a 83 y 1392 
162. inclusives, del Código del Proceso Penal. 


ARFICULO 63 - En la sentencia de condena el Juez o el Tribunal. en 
su caso, dispondrá que los bienes, productos o instrumentos de 
cualquiera de los delitos previstos en la presente ley u delitos conexos. 
scan decomisados y se disponga de cllos conforme a derecho. 


Cuando tales bienes, productos o instrumentos, no pudieren ser 
decomisados, conto consecuencia de algún acto u omisión del conde- 
mado. el Juez dispondrá el decomiso de cualesquiera otro bien del 
condenado. por un valor equivalente, o de no ser ello posible dis- 
pondrá que aquél pague una multa de idéntico valor, 


A ustos electos emtiéndese por decomiso la privación con carácter 
definitivo de algún bien, producto o instramento, por decisión de la 
autoridad judicial competente. 


ARTICULO 64 - Lo dispuesto en los artículos 62 y 63 regirá sin 
perjuicio de los derechos de los terceros de buena ls. 


ARTICULO 63 - Todos los que alegaren tener un interés legitimo 
sobre los bienes. productos o instrumentos, podrán comparecer ante 
el Juez de la causa, el que los escuchará en audiencia de conformidad 
con los principios del debido proceso legál; con nolicia de la defensa 
en su caso, y del Ministerio Público, los que podrán comparecer en 
esc acto, 


ARTÍCULO 66 + El Juez deberá disponer la devolución al tercerista. 
de los bienes. productos o instrumentos correspondientes, cuando. 
asu juicio, resulte acreditada su buena le. 


ARTICULO 67 - Toda vez que se confisquen bienes. productos y 
instrumentos, conforme con lo dispuesto en la presente ley. que no 
deban ser destruidos ni resulten perjudiciales para la población, el 
Juez los pondrá a disposición del Poder Ejecutivo el cual les dará 
destino. pudiendo optar -según las características de los bienes. pro- 
ductos o.instrumentos y lo que sea más conveniente y oportuno al 
caso conercto- por; 


A) Retenerlos para uso oficial o transfericlos a cunlquier entidad 
pública que haya participado directa o indirectamente en la in- 
cantación o decomiso de dos mismos, 


13) Venderlos y transferir el producto de esa enajenación a cual- 
quier entidad pública que haya participado directa o indirecta- 
mente en su incautación o en la ecordinación de programas de 
prevención o represión en materia de drogas. 


() Pransferir los bienes. productos o instrumentos. o el producto 
de su venta. a cttalquier entidad privada dedicada a la preven- 
ción del uso indebido de drogas. el tratamiento. la rehabilitación 
$ reinserción a la sociedad de los afectados por el consumo. 


CAPITULO XI 


ARTICULO 68 - 1l Poder Ejecutivo ercará un registro en el que 
obligatoriamente deberán inscribirse quienes produzcan, fabriquen. 
preparen, importen, exporten. distribuyan. usen. lengan en su po- 
der. sean depositarios, almacenen, ofrezcan en venta o negocien de 
cualquier modo precursores quimicos y otros productos químicos 
incluidos en las Yablas 1 y 2. 
a 6 

Sólo podrán efectuar las operaciones y actividades previstas en el 
inciso precedente con precursores químicos y otros productos qui- 
micos incluidos en las Tablas a que refiere dicho inciso precedente, 
quienes hayan obtenido la correspondiente autorización del Poder 
Ejecutivo, 


ARTICULO 69 - A los efectos de la presente ley se consideran 
precursores químicos las sustancias que pueden utilizarse en la pro- 
ducción. fabricación y preparación de estupefacientes o sustancias 
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psicotrópicas incorporables en su estructura molecular al producto 
tina, resultando fundamentales para dichos procesos. 


A los efectos de la presente ley se consideran otros productos 
químicos las sustancias que, no siendo prectirsores químicos -tales 
coma solventes, reactivos o catalizadores- pueden ulidizarse en la 
producción. fabricación. extracción o preparación de estupelacion» 
les o sustancias psicotrópicas. 


ARTICULO 70 - Las personas físicas o jurídicas que deban cumplir 
con la obligación prevista en el artículo 68 deberán levar y CONSser- 
var registros de inventario, producción, fabricación. adquisición y 
distribución de las sustancias y productos incluidos en tas Fablas 1 
y 2 del anexo en la Forma que determine la reglamentación que dicte 
el Poder Ejecutivo, Y 


Dicha reglamentación establecerá las cantidades máximas de cada 
uno de fos productos incluidos en la Tabla 2 que en cada actividad 
estarán exceptuados del régimen que se regula en la presente ley. 

, 


CAPITULO XM 


ARTÍCULO 71 - Las instituciones o empresas que realicen activi. 
dades de intermediación financiera comprendidas en el Decreto-Ley 
N" 15.322, de 17 de setiembre de 1982. los Bancos regulados por la 
Ley N* 16.134, de-12 de setiembre de 1990. las Casas de Cambio a 
que refiere cl artículo 36 de ta Ley N* 16.696. de 30 de marzo de 
1995. y en general las personas fisicas o juridicas sujetas a control 
del Banco Central del Uruguay deberán ajustarse a las reglamenta- 
ciones que dicten el Poder Ejecutivo o el mencionado Banco Central 
con la finalidad de prevenir la conversión. transferencia u ocultación 
de bienes. productos o instrumentos procedentes de cualesquiera de 
las actividades previstas como delitos por la presente ley, 


Las transgresiones de los preceptos contenidos en dichas regla- 
mentaciones podrán determinar. según los casos y cuando corres- 
pondiera, la aplicación de las sanciones o medidas administrativas 
previstas en el Decreto-Ley N* 13.322. de 17 de setiembre de 1982. 
con la redacción dada por la Ley N* 16.327, de 11 de noviembre de 
1992, 


Lo anterior es sin perjuicio de la facultad del Juez de apreciar, 
cuando pudicra correspander, de acuerdo con los criterios Y proce- 
dimientos previstos en la presente ley. la eventual responsabilidad 
penal que pudiera caber a los dircetores, gerentes. administradores; 
mandatarios. síndicos o liscales de las referidas instituciones. emo 
presas o sociedades a que refiere el inciso primero. 


ARTICULO 72 - De conformidad con la reglamentación que dicte el 
Banco Central del Uruguay. las instituciones de intermediación li- 
nanciera y las que no siéndolo -y en lo pertinente- desarrollen acti- 
vidad financiera, no podrán mantener cuentas sin la debida idemtifi- 
cación de sus titulares. 


Las instituciones a las que reficre el inciso precedente deberán 
registrar y verificar por medios eficaces la identidad. representa- 
ción. domicilio. capacidad legal. ocupación u objeto social -según los 
casos- de las personas fisicas y jurídicas que sean titulares de cuen- 
las en Jas mismas. de conformidad con la reglamentación que dicte el 
Banco Central del Uruguay. 


ARTICULO 73 - Las instituciones a que refiere el artículo anterior 
deberán llevar y mantener, en las condiciones que establezca la regla- 
mentación del Banco Central del Uruguay, registros y correspon- 
dencia comercial que permitan la reconstrucción de las transacciones 
Financieras que superen el monto que establezca dicha reglamenta- 
ción y una base de datos que permita acceder rápidamente a la infor- 
mación sobre operaciones financieras. 


ARTICULO 74 - 1 Poder Ejecutivo, con el asesoramiento del Ban- 
cv Central del Uruguay. coordinará programas de capacitación del 
personal que corresponda, relacionados con las actividades a que 
refiere la presente ley en el Capítulo XM y. en lo que refiere a las 
materias de que se ocupa el Capitulo XI. coordinará programas de 
capacitación en materia de cooperación jurídica internacional con el 
asesoramiento de la Dirección de Cooperación Jurídica Internacional 
y de Justicia del Ministerio de Educación y Cultura. 


C.S.-443 


444-C.S. 


CAMARA DE SENADORES 


CAPITULO Xt! 


ARTICULO 75 - Las solicitudes de cooperación juridica penad in- 
ternacional provenientes de autoridades extranjeras competentes de 
cuerdo ada ley del Estado requirente part la investigación 6 cnjui- 


ciamiento de los delitos previstos en la presente ley o de delitos 


Conexos, que relicran al auxilio jurídico de mero trámite. probatorio. 
cautelar o de inmovilización, confiscación. decomiso o translerencia 
de bienes. se recibirán y darán curso por la Dirección de Coopera- 
ción Jurídica Internacional y de Justicia del Ministerio de Educación 
y Cultura. Dicha Dirección. de conformidad con los respectivos 
Pratados Internacionales vigentes y normas de fuente nacional en la 
materia, remitirá directamente y sin demoras tas respectivas solici- 
tudes de cooperación penal internacional a las autoridades jurisdic- 
cionales o adnvinistrativas con función jurisdiccional nacionales com- 
petentes. según los casos, para su diligenciamiento. de acuerdo al 
ordenamiento jurídico de la República. — * 


ARTÍCULO 76 - Las solicitudes de cooperación jurídica penal in- 
lernacional y documentación anexa recibidas por Er citada Dirección 
vía diplomática, consular o directamente. quedarán eximidas del re- 
quisito de legalización y deberán ser acompañadas, en su caso. de la 
respectiva traducción al idioma español. 


ARTICULO 77 - 1. Los Tribunales nacionales competentes para la 
prestación de la cooperación penal internacional solicitada. la 
diligenciarán de oficio con intervención del Ministerio Público de 
acuerdo a las leves de la República y verificarán: 4) que la solicitud 
sea presentada debidamente fundada. bh) que la misana identifique la 
autoridad Extranjera competente requirente proporcionando nombre 
y dirección de la misma, y e) que. cuando corresponda, sea acompa 
ñada de traducción al idioma español de acuerdo u la tegislación 
nacional en la materia. 


2. En los casos de cooperación penal internacional. la misma se 
prestará por los Pribunales nacionales. debiéndose examinar porel 
Juez. si la conducta que motiva la in vestigación. enjuiciamiento o 
procedimiento, en el Estado requirente, constituye o no delito. 
conforme al Derecho nacional. 


3.- En los casos de solicitudes de cooperación penal relativas a 
registros, levantamiento del secreto bancario. embargo, secuestra 
y entrega de cualquier objeto. comprendidos, entre otros. docu- 
mentos, antecedentes o efectos, el Tribunal nacional actuante 
diligenciará la solicitud si determinara que la misma contiene toda 
la información que justifique la medida solicitada. Dicha medida se 
someterá a la ley procesal y sustantiva de la República. 


4. Las solicitudes de cooperación penal internacional! podrán 
ser rechazadas por los Tribunales nacionales encargados de su 
diligenciamiento. cuando concluyan que las misinas afectan eu for- 
ma grave, concreta y manifiesta el arden público. asi como la sogu- 
ridad u otros intereses esenciales de la República. 


ARTICULO 78 - Las autoridades o particulares pertenccientes a los 
lostados requirentes de cooperación no podrán levar a caba en el 
territorio de la República actuaciones que. conforme a la legislación 
nacional, sean de competencia de las autoridades del pais. 


ARTICULO 79 - Cuando los datos necesarios para el cumplimiento 
de la solicitud de cooperación penal internacional sean insuficientes 
o confusos, el Tribunal actuante podrá requerir la ampliación o acla- 
ración de los mismos a la autoridad extranjera requirente vía Dirce- 
ción de Cooperación Jurídica Internacional y de Justicia, la que tras- 
mitirá de forma urgente la solicitud de ampliación o aclaración. lin 
las casos en que la solicitud de cooperación penal internacional no se 
cumpla en todo o en parte, este hecho, así como las razones que 
molivaran su incumplimiento, serán<omunicadas de inmediato por 
el Fribunal actuante a la autoridad extranjera requirente a través de la 
precitada Dirección del Ministefio de Educación y Cultura. 


ARTICULO 80 - La legislación interna de la República será la encar- 
gada de regular eventuales responsabilidades por daños que pudic- 
rán emerger de actos de sus autoridades en ocasión de la prestación 
de cooperación penal internacional requerida por autoridades ex- 
tranjeras, 
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contra los Estados reguirentes por eventuales indemnizaciones que 
pudieren emanar del ditigenciamiento de solicitud de cooperación 
juridica internacional. 


1: pedida de cogperación penal internacional formulado por una 
autoridad extranjera importará el conocimiento y aceptación por 
dicha autoridad de los principios enunciados en los incisos prece- 
dentes. todo lo cual $e hará saber a la requirente. por la mencionada 
Dirección de Cooperación del Ministerio de Educación y Cultura, 
una vez recepcionado por esta última el respectivo pedido de coope- 
ración”, 


Artículo 6%.- Agrégase al artículo 47 del Código Penal el siguiente 
numeral: 


16) (Influencia de estupeñacientes o sustancias psicolrópicas.- Va- 
ber cometido el delito bajo la influencia de cualquier estupela- 
ciente o sustancias psicotrópicas de las previstas en las Listas 
contenidas en el Decreto-Ley N* 14.294. de 31 de octubre de 
1974. y sus modilicativas”, 


Artículo 7”.- El Poder Ejecutivo establecerá en el decreto reglamuenta- 


tio respectivo la fecha de entrada en vigencia de las disposiciones conte- 
nidas en el artículo 68 incorporado por la presente ley, 
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ANEXO 


LEY N” 9.342, de 6 de abril de 1934 
CODIGO DEL NIÑO 


CODIGO DEL NIÑO (1) 


Capítulo 1 
DEL CONSEJO DEL NIÑO (2) 


Artículo 1*. —- El Consejo del Niño es la entidad dirigente de todo lo 
relativo a la vida y bienestar de los menores desde su gestación hasta la 
mayoría de edad (3), (4), (5), (6). 


(1) A pesar de su denominación, este Código legisla también para per sunas mayores 
incapaces. Ver arts. 148, 197, 205 y el art. 164 que ha dado lugar n que una parte de la 
doctrina sostenga que el instituto de la adopción regulado por este Código es aplicable 
también a personas mayores de edad. 

(2) Por Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, el Consejo del Niño fue sustituido 
por el Instituto Nacional del Menor. Ver Apéndice pág. 207. 

(3) El Consejo del Niño que creó este Código, en un primer momento se consideró 
dependiente del Ministerio de Salud Pública, porque casi todas sus reparticiones eran 
originarias de esa cartera. 

En 1935 pasó a integrar el Ministerio de Instrucción Pública, y con la Constitución 
de 1966, el Ministerio de Trabajo y Previsión Social. 

Al crearse el Ministerio de Vivienda y Promoción Social, por Decreto-Ley N* 14.218 
de 11 de julio de 1974, comenzó a actuar bajo su égida. 

El Decreto N* 31/977 de 18 de enero de 1977 determinó que el cometido de la 
pon integral del menor fuera transferido al Ministerio de Educación y Cultura, por 

o que el Consejo del Niño pasó a ser una unidad ejecutora de ese Ministerio. 

La Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988 le dio forma de servicio descentralizado, 
y sustituyó el nombre Consejo del Niño por el de Instituto Nacional del Menor. 

(4) Constitución de 1966, art. 40, establece: “La familia es la base de nuestra 
sociedad. El Estado velará por su estabilidad moral y material, para la mejor formación 
de los hijos dentro de la sociedad”. 

(5) La mayoría de edad se adquiere a los 21 años (Código Civil art. 280). Esta es 
también la edad para contraer matrimonio libremente, a partir de la promulgación del 
Decreto-Ley N* 14.350 de 9 de abril de 1975, cuyo art. 1* sustituye los arts. 106, 107 y 
109 del Código Civil. 

Existen además, entre otras, las siguientes mayorías especiales: : 

— Para el ejercicio de la ciudadanía, 18 años: Constitución de 1966 art. 80 numeral 

3. Í 
— Para la responsabilidad penal, 18 años: Código Penal, art. 34. 
— Para ejercer el comercio, 18 años: Código de Comercio, art. 9*. 
— Para testar, 14 años los varones y 12 las mujeres: Código Civil, art. 831 numeral 
1 

— Para prestar declaración como testigo, 14 años: Código General del Proceso, art. 
155.1. 

(6) El Decreto N* 550/976 de 19 de agosto de 1976 creó dentro del Ministerio de 
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Art. 22. - Estará integrado por un Presidente, designado pur el Poder 
Ejecutivo, que deberá ser persona de versación notoria en los problemas 
de la infancia, el que tendrá el sueldo que le marque la ley de Presupuesto, 
y ocho miembros honorarios, designados en la siguiente forma: 

El Director del Instituto de Clínica Pediátrica y Puericultura. 

El Director del Instituto Normal “María Stagnero de Munar”. 
Un abogado, designado por la Alta Corte de Justicia. 

Un maestro, designado por el Consejo de Enseñanza Primaria y 
Normal. 

Un delegado del Consejo de Trabajo. 

Un delegado del Consejo de Enseñanza Industrial. 

Un delegado de las instituciones privadas de protección a la 
infancia, designados estos tres últimos, por el Poder Ejecutivo de 
ternas propuestas por aquellas instituciones. 

Un Ingentero Agrónomo delegado de la Facultad de Agronomía, 
designado por el Consejo de la misma. 

tel Poder Ejecutivo reglamentará la forma de elección de la terna 
a proponerse por las instituciones privadas, y procurará que la 
mujer esté representada en el Consejo. | 

El Ministro del ramo podrá concurrir a las sesiones del Consejo y 
en esos casos presidirá la sesión (7). 


Art. 3%. - El Presidente y los miembros del Consejo durarán seis años 
en sus funciones pudiendo ser reelectos. 

Los miembros del Consejo se tenovarán por mitades, a cuyo efecto al 
iniciarse las tareas del primer Consejo se sortearán los que cesarán a los 
tres años (8). - 


Art. 4*. - El Consejo del Niño para la mejor realización de sus come- 
tidos organizará las siguientes divisiones técnicas, que podrán ser au- 


Trabajo y Seguridad Social, la Comisión Asesora del Departamento de la Mujer y el 
Menor, integrada por representantes de organismos nacionales e internacionales. 

Por Resolución N* 354 de 1* de setiembre de 1987 se estableció una Comisión 
Coordinadora de la Juventud. 

Por Resolución N* 539 de 14 de diciembre de 1987 se nombró otra Comisión Asesora 
del Poder Ejecutivo para evaluar la situación de la Minoridad. 

Por Decreto N* 515/988 de 17 de agosto de 1988 se creó la Comisión Nacional del 
Menor, la Mujer y la Familia. 

Por art. 331, Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990 se creó el Instituto Nacional 
de la Juventud y se establecieron sus cometidos. 

(7) Este artículo ha sido derogado por la Ley N? 15,977 de 14 de setiembre de 1988, 
art. 3%, 4%, y 9?. Ver Apéndice, pág 207. 

(8) Este artículo ha sido derogado por la Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, 
art. 4%, Apéndice pág 207. 
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mentadas o refundidas, asignándoles las funciones que considere opor- 
tuno, sean en forma permanente o accidental: 
- Preenatal. 
Primera infancia (hasta los 3 años). 
Segunda infancia (hasta los 14 años). 
Adolescencia y Trabajo (hasta los 21 años). 
Higiene. 
Educación. 
Servicio Social. 
Jurídica. 
- Cuyos Directores concurrirán a las sesiones del Consejo con voz pero 
«in voto (9). 


Art. 5. - El Juez Letrado de Menores desempeñará la dirección de la 
División Jurídica (10). Los otros Directores serán designados por el 
Consejo del Niño, pero se mantendrá en ese cargo a los que los desempeñen 
ent las divisiones que están organizadas actualmente. 

odos los demás cargos técnicos o administrativos del Consejo del 
Niño y de sus dependencias serán provistos por concurso, de acuerdo con 
las disposiciones que se dicten para cada caso. El personal de servicio 
será dosignado por el Consejo a propuesta de los Directores de las 
divisiones respectivas (11). 


Art. 6?. - El Presidente del Consejo es a la vez Director General de la 
Institución, bajo cuya directa dependencia funcionarán todas las divisio- 
nes técnicas y las secciones administrativas (12). 


Art. 7”. - El Consejo del Niño, sea directamente o por intermedio de 
los Comités Departamentales o Locales, tendrá a su cargo la organización, 


(9) La mayoría de los legisladores entendió que este artículo mantenía su vigencia 
mientras el reglamento general del servicio no diera otra organización al instituto. El 
Decreto N* 359/989 de 27 de julio de 1989 no modificó las divisiones técnicas, pero 
reglamentó una Dirección General que las supervisa y actúa.como coordinadora con el 
Directorio. Ver Apéndice pág 212. S 

Ya Este parágrafo.fue derogado por la Ley N* 13.640 de 26 de diciembre de 1967 
art. . 

(11) La Ley N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987 art. 225 dispone que los cargos 
de dirección del Consejo del Niñg sean provistos por concurso y el Decreto N* 806/987 de 
30 de diciembre de 1987 da las pautas reglamentarias. Ver además la Ley N* 15.977 de 
14 de setiembre de 1988 arts. 15 a 19 en el Apéndice pág 207, 

(12) Derogado por la Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988 art. 8*. Ver en el 
Apéndice esta ley y también el Decreto N* 359/89 de 27 de julio de 1989 arts. 11 y 12. 
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funcionamiento y contralor de los establecimientos y servicios destinados 
a atender las siguientes necesidades: 


a) 
b) 
c) 


d) 


e) 


1) 
e) 
h) 


1) 


Asistencia de la mujer embarazada. 

Asistencia a la madre y al recién nacido. 

Asistencia a la madre soltera, desde los puntos de vista material, 
legal y moral. 

Asistencia del lactante y del niño pequeño. 

Asistencia de los niños enfermos, anormales, etc. 

Asistencia y educación del niño en edad preescolar, escolar y 
liceal (13). 

Asistencia y protección de los niños abandonados, hasta la 
mayoría de edad. 

Asistencia y protección de los niños en falta social hasta la 
mayoría de edad. 

Asistencia y protección al menor y a la madre que trabajen (14). 


Art. 8%. - l:l Consejo del Niño tratará de estimular, favorecer y 
proponer la creación de obras de protección al niño, sean públicas o 
privadas, estableciendo la debida correlación entre ellas. 


Art. 9?. — El Consejo del Niño tiene los cometidos siguientes: 


a) 


b) 


c) 


d) 


e) 
1) 


Fundar con sus propios recursos o gestionar de instituciones 
públicas o privadas, la creación de instituciones, obras y servi- 
cios que ¡llenen las necesidades de que habla el artículo 72. 
Uniformar los procedimientos determinando la orientación ge- 
neral y fijando las directrices a que deben ajustarse las obras de 
protección a la madre y al niño. 

Subvencionar a instituciones privadas de protección al niño en 
los casos que sean de interés público. 
Realizar la educación popular en cuanto se refiere a la higiene 
del niño, a la formación de buenos hábitos, a la educación 
familiar, a su vida social y moral, etc., por medio de conferencias, 
exposiciones, revistas, folletos, volantes, carteles, etc.. 
Gestionar la sanción o reforma de leyes y decretos que se refieran 
al niño. 

Gestionar de las autoridades competentes la observación, sus- 


(13) El Decreto N* 34/978 de 23 de enero de 1978 establece que la educación 
preescolar y técnica de menores a cargo del Consejo del Niño, será impartida por el actual 
“Consejo de Educación Primaria” y la Universidad del Trabajo del Uruguay. 

(14) Este artículo ha sido modificado por la Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 
1988, art. 2. Apéndice, pág 207. 
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pensión o clausura de aquellas instituciones, obras o servicios 
contrarios a la vida o al bienestar del niño. 

g) Llevar la ficha individual de todo niño que tenga relación con él 
por cualquier motivo, continuándola en cuanto sea posible hasta 
la mayoría de edad. 

h) Organizar en forma permanente la lucha contra el analfabetis- 
mo y los males sociales. 

i). Realizar encuestas o investigaciones sobre cualquier cuestión 
que se refiere al niño, pudiendo requerir con tal objeto la coope- 
ración de las instituciones públicas. 

j) Hacer un detenido estudio estadístico de todos los datos relacio- 
nados con la vida intelectual, moral y física de nuestros niños, a 
fin de llegar a conclusiones concretas que permitan orientar la 
acción futura del Consejo y que tiendan de un modo más especial 
a la disminución de la mortalidad infantil. 

k)  Interveniren todo pedido de personeríajurídica de instituciones 
de protección al niño, para aconsejar lo que ds más Conve- 
niente. 

l) Gestionar de las Intendencias Municipales la habilitación de 
espacios especiales en las plazas y parques públicos destinados 
al juego de los niños. 

m) Estudiar la implantación de un “seguro social de familia” para 
los casos en que los padres se imposibiliten para el trabajo y que 
permita la buena asistencia social de los hijos. 

n) Dirigir el Boletín Oficial del Consejo del Niño (15). 


Art. 10. — El Consejo del Niño podrá tener asociados, sean personas 
o instituciones, con contribuciones pecuniarias que se determinarán 
reglamentariamente (16). 


(15) Este artículo fue modificado por la Ley N” 15.977 de 14 de setiembre de 1988, 
arts. 2? y 7. Apéndice, pág. 207. 

(16) Con respecto a los recursos del hoy llamado Instituto Nacional del Menor, la 
Ley N* 13.737 de 9 de enero de 1969, art. 187 hace una recopilación de sus fuentes, que 
son las siguientes: 

— Las multas fijadas por este Código. 

— Ley N' 10.853 de 23 de octubre de 1946, art. 8incs. B y C con las modificaciones 
introducidas por la Ley N* 14.106 de 14 de marzo de 1973, art. 469 (porcentaje 
que pagan los organizadores de bailes públicos). 

— Ley N? 9.539 de 31 de diciembre de 1935, art. 5, modificado por la Ley N* 10.621 
de 20 de junio de 1945, art. 413 (porcentajes sobre las condenas en costos en los 
juicios por cobro de salarios del Ministerio de Trabajo). 

— Ley N* 10.436 de 31 de julio de 1943, art. 3? inc. B modificado por la Ley N* 10.997 
de 22 de diciembre de 1947, art. 1%inc. B (porcentaje sobre impuesto interno a las 
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Capítulo 


DE LOS COMITES DEPARTAMENTALES (17) 


Artículo 11. - En cada Departamento, excepto Montevideo, se nom- 
brará un Comité Departamental Delegado, compuesto por el Juez Letrado 
Departamental, el Intendente Municipal, el Jefe de Policía, el Inspector 
de Escuelas, el Director del Liceo de la Capital, y cuatro miembros 
designados por el Consejo del Niño, uno de los cuales por lo menos, deberá 

- ser médico. El Jefe de Policía y el Intendente Municipal, si no pudieran 
actuar personalmente, podrán designar quién debe reemplazarlos en el 
Comité Departamental. 

Una vez constituido, este Comité designará sus autoridades. 


Ari. 12.- Los Comités Departamentales constituirán Comités Locales 
formados por cinco miembros designados por ellos, en los centros urbanos 
o rurales donde sea conveniente. 


Art. 13. -— Los Comités Departamentales y los Locales entenderán en 
las mismas cuestiones que el Consejo Central, según los principios y 
directivas, trazadas por éste. En todos los Comités habrá por lo menos 
una mujer. 


cañas importadas o nacionales y transferencias de patentes de venta de bebidas 
alcohólicas). E 

La Ley N* 15.809 de 8 de abril de 1986, art. 393 estableció tasas de “Espectáculos 
Públicos”, por los servicios a cargo de la Dirección de Espectáculos Públicos del Consejo 
del Niño: autorización de reuniones bailables; solicitud de calificación de espectáculos 
cinematográficos; autorización de actuación de menores en teatros, circos, conjuntos de 
carnaval y similares; otorgamiento del permiso anual de concurrencia de menores a bares 
y confiterías; otorgamiento del permiso anual de excepción a pools, futbolitos, máquinas 
electrónicas, bowlings y similares. La Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990, art. 532 
agrega otras actividades gravadas y el art. 531 establece que el Poder Ejecutivo fijará 
estas tasas en Unidades Reajustables, 

El art. 392 de esta Ley 15.809 declaró que los arts. 91, 94 y 99 del Decreto-Ley N? 
14.306 de 29 de noviembre de 1974 se aplican a los cobros de multa, proventos y recursos 
del Consejo del Niño. 

Ver Ley N* 15.977 arts. 5, 6, 7 y 20; Decreto N* 877/988 de 27 de diciembre de 1988 
y 2* a 5”; y Decreto N? 359/989 de 27 de julio de 1989 art. 2? literales B, C, D, E, F, Í 
y 


(17) Este capítulo fue derogado por la Ley N” 15.977 de 14 de setiembre de 1988, 
arts. 10 a 14. Apéndice pág. 207. 
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Capítulo 1] 


DE LAS COMISTONES DE COOPERACION 


Artículo 14. — El Consejo del Niño establecerá en todos los servicios 
a su cargo, cuando lo crea conveniente, Comisiones de Cooperación, 
preferentemente constituidas por mujeres. 

Obligatoriamente, establécese la Comisión de Extensión Cultural y 
de Protección de Egresados, la que será presidida por el Director del 
Instituto Normal, en su carácter de Consejero. Esta Comisión formará 
Subcomisiones integradas especialmente por maestros, profesores, 
alumnos normalistas y universitarios y además por personas que tengan 
las condiciones a que hace referencia la última parte del artículo 16. 

Esta Comisión se ocupará especialmente: 

1) De orientar la extensión cultural en el sentido de despertar en 
el niño nobles sentimientos de solidaridad. 

2)  Ejercerá la protección moral y material de los egresados, procu- 
rando su adaptación a la vida social y que obtengan trabajo, 
interesando en su obra al Estado y 2 los particulares. El Consejo 
del Niño facilitará los medios necesarios para dar cumplimiento 
a esa finalidad (18). E 


Art. 15.- Las Comisiones a que hace referencia el inciso 1? del Art. 
14 serán presididas por los jefes de los Servicios (19). 

No tendrán intervención directa en la parte técnica o administrativa, 
pero contribuirán a obtener todas las mejoras necesarias en favor del 
niño y a desarrollar el ambiente familiar y de cariño necesario para hacer 
de la obra de la infancia por encima de una obra técnica y social, una obra 
de corazón. 


Art. 16.- Estas Comisiones estarán constituidas por personas desig- 
nadas por los diferentes jefes de los servicios o directamente por el 
Consejo del Niño, o por los dos, de preferencia con aquellas personas que 
por sus puestos o situación tengan mayor influencia social o moral. 


(18) Redacción complementada por la Ley N* 10.666 de 30 de octubre de 1945, que 
agrega el jad inciso y siguientes. 
(19) Redacción modificada por la ley citada en la llamada anterior. 
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Capítulo IV 


DEL FICHERO ARCHIVO CENTRAL 


Artículo 17. - El Consejo del Niño establecerá un fichero archivo 
central, donde estarán inscriptos todos los niños que tengan cualquier 
relación con él. Este archivo tendrá todos los índices necesarios para la 
búsqueda fácil y rápida. 


Art. 18. - Cada niño tendrá una libreta ficha-—guía, en la que consta- 
rán todas las anotaciones que correspondan, indicando el número de cada 
Servicio, vacunaciones, visitas médicas, subsidios, etc. Esta libreta será 
la única que debe llevar el encargado del niño y todos los datos que le 
interesen deberán consignarse en ella. 


Art. 19. - Cada niño tendrá una ficha médico-social que no saldrá 
del servicio, en la que se anotará todo lo relativo desde el punto de vista 
médico-social. 

Esta ficha pasará de uno a otro servicio por intermedio del fichero 
archivo central. 


Art. 20. —- Cada niño tendrá un número propio dado por el archivo 
fichero central que le acompañará hasta la mayoría de edad. 


Art. 21. - Cada uno de los Comités Departamentales organizará el 
fichero de su zona, relacionándolo con el fichero archivo central. 


Art. 22. - Una vez establecido el “Servicio Social” corresponderá a 
éste la organización del fichero de familias asistidas. 


Capítulo V 


DE LA PROTECCION PRENATAL 


Artículo 23. - La protección prenatal, comprende la protección del 
niño antes de su nacimiento entendida en la forma más amplia, moderna 
y científica. Ella abarca la parte médica, social y moral, siendo la primera 
realizada por el Ministerio de Salud Pública. % 


Art. 24. - Comprenderá por lo tanto: 
a) * La eugenesia y el consultorio prenupcial. 
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b) La protección y asistencia del embarazo. 

c) La asistencia del parto y del puerperio. 

d) Las cantinas maternales. 

e) Los refugios de embarazadas. 

DH Los asilos de madres. 

eg) Elseguro de maternidad. 

h) La enseñanza de la puericultura prenatal. 

1) Otros medios que puedan convenir según las circunstan- 
cias (20). 


Art. 25.- La cugenesia será dada como consejo y en forma amplia y 
completa. Ella se realizará por los distintos organismos sin perjuicio de 
la enseñanza especial como lo prevé el inciso h). Las medidas de orden 
eugenésico no podrán aplicarse contra el parecer de los interesados. 


Art. 26. — El Consejo del Niño estudiará las condiciones eugénicas 
(21) de la inmigración, aconsejando los medios más convenientes para la 
conservación de la raza (22). 


Art. 27.- Se hará propaganda persuasiva para obtener la mayor 
concurrencia de futuros cónyuges a los “Consultorios médicos prenupcia- 
les”, a cargo del Ministerio de Salud Pública. 

Los Oficiales del Registro Civil aconsejarán a los futuros cónyuges 
acerca de las ventajas de la consulta prenupcial, dejando constancia en 
el acta de inscripción de haberlo hecho así. 


Art. 28.- La protección y asistencia de la mujer grávida se efectuará 
en las policlínicas y servicios hospitalarios correspondientes a cargo del 
Ministerio de Salud Pública (23). 


(20) La Ley N* 11.694 de 12 de julio de 1951, art. 2”, dispone que para el Consejo del 
Niño no rige la limitación del plazo legal para la inscripción del nacimiento de menores a 
su cargo, que actualmente está fijado por el Decreto-Ley N? 15.317 de 30 de agosto de 1982. 

Esta facultad es una excepción al trámite de inscripción tardía de nacimiento, que 
se hacía jurídicamente hasta que las Leyes N* 15.883 de 26 de agosto de 1987 y.el art. 
678 de la Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990 dispusieron que-la gestión se hiciera 
directamente en la Dirección General del Registro de Estado Civil.  * 

(21) Sin duda quiso decir “eugenésicas”. 

4 e Ver Decreto de 30 de mayo de 1928, arts. 17 y 18 y Ley N* 9.604 de 13 de octubre 
e 1936. 

(23) Ver en apéndice Decreto-Ley N* 15.084 de 28 de noviembre de 1980 y Decreto 
reglamentario N* 227/981 de 27 de mayo de 1981, sobre Asignación Familiar y subsidios 
por maternidad, pág. 146. 
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Art. 29.— La asistencia del parto se efectuará por los organismos 
correspondientes: 


a) De preferencia en las maternidades. 
b) A domicilio. 


Art. 30. —-La división prenatal procurará que en las cantinas mater- 
nales se dé alimentación a las embarazadas que lo necesiten. 


Art. 31. - Il Consejo del Niño y el Ministerio de Salud Pública 
convendrán la forma en que ambos puedan realizar sin interferencias las 
funciones de propaganda, y las de asistencia médica y social. 


Art. 32. - La división prenatal colaborará con las autoridades de 
Salud Pública en la organización y funcionamiento de refugios de emba- 
razadas o asilos de madres con sus hijos, para aquellas mujeres abando- 
nadas oenteramente desprovistas de recursos. De acuerdo con su estado 
trabajarán en ellos las mujeres, procediéndose a una instrucción conve- 
niente. 


Art. 33. - El Consejo del Niño estudiará el seguro de maternidad 
procurando su realización por los orgauisimos correspondientes. 


Art. 34. — La división prenatal organizará la enseñanza popular a las 
madres y futuras madres. 


Art. 35. — La división prenatal estará dirigida por un médico obstetra. 


Art. 36. - Toda mujer grávida indigente y privada de recursos tiene 
derecho a la protección prenatal, y en caso de urgencia cualquier grávida 


siempre que abone la retribución que reglamentariamente se establece- 
rá. 


Art. 37. - Toda mujer en estado de gravidez tendrá derecho a ausen- 
tarse del trabajo por el tiempo indispensable según prescripción médica. 
Si la ausencia del trabajo durare menos de cuatro meses, tendrá derecho 
al salario íntegro de la ausencia. Si excediere de ese plazo, ganará medio 
salario hasta el término de seis meses. El empleo deberá ser conservado 
s1 retornase en condiciones normales. 
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En el caso previsto la obrera no podrá ser despedida. Si lo fuere, el 
patrón deberá satisfacer un importe equivalente a seis meses de sueldo 
más la indemnización legal que corresponda (24) (25). 


Art. 38. — Transcurrida la primera semana, el niño pasará a depender 
de la división de primera infancia. 


Art. 39.- En la ciudad de Montevideo y en las del interior en las que 
sea posible, existirán servicios de protección prenatal debidamente orga- 
nizados. En las restantes localidades, mientras no se establezcan, el 
Consejo del Niño colaborará en esta protección de acuerdo con el Minis- 
terio de Salud Pública (26). 


Art. 40, - Todos los que presten en cualquier modo asistencia o 
protección a las mujeres grávidas están obligados a guardar el secreto. 


(24) Redacción dada por la Ley N* 11.577 de 14 de octubre de 1950, arts. 16 y 17. 
Originariamente este artículo estaba redactado en los siguientes términos: “La mujer 
Poio obrera o empleada debe descansar de cualquier trabajo durante el último mes 

e embarazo. Pasado el parto se considerará un mes como tiempo medio de reposición de 
la madre antes de volver al trabajo. Durante este período no perderá su puesto, percibirá 
un 50 por ciento de sus salarios, mientras no se establezca el seguro de maternidad, y 
sólo podrá ser reemplazada interinamente. Si transcurrido este plazo no pudiese concu- 
rrir a sus tareas por la misma causa, comprobada con certificado médico, no recibiré 
salario pero no podrá ser declarada cesante por este motivo”. 

(25) Luego de la promulgación de este Código, se han dictado otras normas sobre 
protección a la maternidad; 

— El Convenio de la O.1.P. N' 103, ratificado por la Ley N” 12.030 de 27 de noviembre 

de 1953. 

— El Decreto de 1? de junio de 1954 y la Ley N* 12.572 de 23 de octubre de 1958, 
que llevan al derecho interno las principales normas del Convenio N* 103, 
aplicándolas a “toda mujer embarazada”, Ver Apéndice, pág. 139. 

— Decreto N* 304/965 de 8 de julio de 1965 y Ley N” 13.559 de 26 de octubre de 1966, 
que declaran que las trabajadoras rurales y del servicio doméstico están compren- 
didas en los beneficios de la Ley N* 12,572. 

— Decreto N* 662/967 de 28 de setiembre de 1967 que establece que la licencia por 
maternidad de las funcionarias públicas se regirá por el art. 3? del Convenio N? 
103 de la O.L.T. 

— Convención de la ONU sobre eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer aprobada por Resolución N? 221 de 10 de febrero de 1981. 
Apéndice, pág. 141. 

— Ley N* 16.045 de 2 de junio de 1989 contra la discriminación laboral por sexo. 

— Convenio de la O.I.T. N* 156, ratificado por la Ley N* 16.063 de 6 de octubre de 
1989, sobre igualdad de oportunidades y trato entre trabajadores y trabajadoras 
con responsabilidades familiares. Ver Apéndice, pág. 142. 

(26) Ver llamada (23) al art. 28 de este Código. 
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DE LA PROTECCION A LA PRIMERA INFANCIA 


Artículo 41. - Esta división tendrá a su cargo la protección del niño 
desde su nacimiento hasta los tres años, comprendiendo las siguientes 
secciones, sin perjuicio de las que pudieran agregarse: 

a) La Casa del Niño con sus distintas reparticiones: cuna, créche, 
oficina de nodrizas, escuela de niñeras diplomadas y cocina 
central. 

b) Los consultorios gotas de leche. 

c) Los albergues para niños menores de tres años. 

d) Las casas—-albergues para madres con niños pequeños. 

e) Las cantinas malernales. 


Art. 42. - El Consejo del Niño tendrá el contralor de todo menor 
durante los tres primeros años y lo ejercerá por intermedio de los 
Institutos de su dependencia en todos aquellos casos que lo considere 
necesario por la falta de vigilancia médica. ; 


Art. 43. — Para la mejor realización de este cometido los Jueces de 
Paz pasarán semanalmente al Consejo del Niño o a los Comités Depar- 


tamentales una relación de los nacimientos habidos durante ese perío- 
do (27). 


Art. 44. -— La inscripción y concurrencia de los niños, que se encuen- 
tran en el caso del artículo 42, alos Servicios de Protección a la Infancia, 
es obligatoria, de acuerdo con la reglamentación pertinente. 


Art. 45. — La colocación de nodrizas, o la venta de leche materna 
quedan sujetas a las siguientes restricciones: 

1%. Sólo podrán ser nodrizas: 

a) Las madres de niños mayores de seis meses, 


(27) Actualmente en Montevideo esta función se cumple por los Oficiales de la 
Dirección General del Registro del Estado Civil, que son los que realizan la inscripción 
de los nacimientos, según lo dispuesto por la Ley N? 13.137 de 9 de enero de 1969 y 
Decreto-Ley N*? 14.269 de 20 de setiembre de 1974, Decreto Reglamentario N* 950/974 
de 26 de noviembre de 1974 y Ley N* 15.883 de 26 de agosto de 1987 sobre inscripciones 
tardías y arts. 678 y 683 Ley N* 16.170 de 28 de diciembre de 1990. 

Además se ha establecido la identificación del menor por intermedio de una cédula 
de identidad especial (ver Decreto-Ley N* 14.762 de 13 de febrero de 1978 y Decreto 
Reglamentario N* 501/978 de 28 de agosto de 1978 (Apéndice, pág. 132). Ver también 
llamada (35) en lo referente al “certificado obstétrico de nacimiento”. 
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b) Las madres, sin recursos, de niños sanos y bien desarrollados de 
más de tres meses, y a condición de que su hijo sea amamantado 
a pecho, por ella u otra mujer hasta la edad de seis meses como 
mínimo. 

c) Las madres cuyo niño haya fallecide antes del tiempo a que se 

refiere el inciso a). 

27. En ningún caso una mujer podrá colocarse como nodriza, ni recibir 
niños para amamantar, sin haberse inscripto antes en el registro respec- 
tivo y sin haber sido autorizada por la oficina médica competente, 
siempre que la hubiera en la localidad. 

3%. Toda nodriza que se coloque en forma clandestina y toda persona 
que reciba en su domicilio una nodriza no autorizada, serán pasibles de 
una multa de diez a cincuenta pesos, o prisión equivalente. 


Art. 46. - A los efectos del cumplimiento del artículo anterior, se 
establecerán en todas las ciudades en las que funcionen servicios de 
protección a la wufancia, oficinas para el examen médico de las nodrizas. 


Art. 47. - Toda persona que reciba en su domicilio niños.menores de 
tres años, extraños a su familia por un plazo mayor de 48 horas, para su 
alimentación y cuidados generales, está obligada a hacer la denuncia 
correspondiente dentro de un plazo de tres días, y a sujetarse a las 
disposiciones reglamentarias que se dicten (28). 


Art. 48. - La entrega de niños huérfanos o indigentes, para ser 
colocados bajo tutela del Consejo del Niño, sólo procederá cuando sea 
conveniente para la salud física o moral del niño a solicitud del padre, de 
Ta madre o de la persona o institución a cuyo cargo se encuentre el niño. 


Art. 49. — La admisión de niños en la Cuna, sólo se realizará por la 
oficina de admisión, con las reservas más rigurosas cuando se trate de 
causas de orden social o familiar. 


Art. 50. — La admisión de niños de familias no indigentes se hará por 


(28) El Código Civil, art. 260 dice: “Si el hijo de menor edad ausente de la casa 
saterna, no pudiese ser atendido por sus padres con lo que necesita por razón de 
alimentos (artículo 121), las suministraciones que con ese objeto se le hagan por cualquier 
>ersona, se juzgarán hechas con autori sAciónide aquéllos. 

El que haga las suministraciones deberá dar noticia de ellas a los padres lo más 
onto posible. 

Toda omisión volunta ia en este punto, hará cesar la responsabilidad de los padres”. 


31 de Agosto de 1999 CAMARA DE SENADORES C.S.-459 


excepción, quedando sometida a las restricciones que dicte el Consejo del 
Niño. 


Art. 51. — Queda prohibida la separación de un niño menor de tres 
años del hogar al que pertenece para entregarlo a otra persona extraña 
a la familia, o para colocarlo en una institución sin la debida autorización 
de la oficina respectiva, dependiente del Servicio de protección a la 
infancia. 


Art. 52. - Siempre que el mantenimiento del niño en el hogar resulte 
beneficioso para éste, se tratará de evitar su separación, mediante la 
concesión de un subsidio, de conformidad con los recursos disponibles y 
con la reglamentación que se establezca (29). 


Art. 53. — Este subsidio podrá durar hasta un año y ser renovado 
hasta por un plazo igual en caso de absoluta necesidad. 


Art. 54. — Siempre que razones poderosas hagan imposible la perma- 
nencia del niño con su madre, se procurará su colocación en un ambiente 
familiar, prefiriéndola a cualquier otra solución (30). 


(Q9 A pd de 1943 se establece el beneficio de la asignación familiar, cuya 
evolución es la siguiente: 

— La Ley N* 10.449 del 12 de noviembre de 1943, arts. 21 a 30, lo crea para los hijos 
de todo obrero, empleado o peón. 

— La Ley N* 12.157 de 22 de octubre de 1954, art. 1*., lo extiende a los hijos a cargo 
de trabajadores rurales. 

- La Ley N* 12.761 de 23 de agosto de 1969, arts. 21 y 135, lo hace aplicable a los 
hijos de jubilados y pensionistas de las Cajas Rural y de Industria y Comercio, y 
la N* 13.426 de 2 de diciembre de 1965, art. 10 a los de la Caja de Jubilaciones 
Civiles y Escolares. 

- La Ley N* 12.801 de 30 de noviembre de 1960, arts. 46 a 49 lo amplía abarcando 
a los hijos de funcionarios públicos. 

Ver en Apéndice Decreto-Ley N? 15.084 de 28 de noviembre de 1980 y Decreto . 

Reglamentario N* 227/981 de 27 de mayo de 1981, pág. 146. 
(30) Ver en Apéndice reglamento de las cuidadoras del Consejo del Niño, aprobado 
por Decreto N* 580/87 de 29 de setiembre de 1987, pág. 167. 
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Capítulo VU 
DE LA PROTECCION A LA SEGUNDA INFANCIA 


Artículo 55. -— Esta división atenderá todo lo concerniente a la vida 
y bienestar del niño desde los 3 a los 14 años de edad. 


Art. 56. — Le corresponderá por consiguiente la organización de toda 
Obra de protección a la infancia durante los períodos preescolar y escolar, 


Art. 57. - La orientación fundamental de su acción será tratar de 
mantener al niño en su propio hogar, buscándole un sustitutivo a quien 
le falte moral o materialmente el hogar paterno. 

Con esta finalidad dará preferencia al sistema llamado de “colocación 
familiar”, organizado técnicamente y bajo rigurosa vigilancia (31). 


Art. 58. —- Cuando fuese conveniente, y por breves períodos, podrá 
recurrir también al sistema de los subsidios a los propios padres, a fin de 
impedir el abandono del niño por un episodio agudo de carácter social. 


Art. 59. -— La organización de las instituciones tipo asilo o internado, 
se orientará en lo posible hacia un régimen familiar o de casas—hogares. 


Art. 60. — Los padres o tutores de un niño menor de 12 años no podrán 


entregarlo a personas extrañas a la familia de éste, sin la previa autori- 
zación del Consejo del Niño. 


Art. 61.- La División Segunda Infancia cooperará con las otras 
divisiones en la protección intelectual, moral y física del niño. : 
Capítulo VHI 
DE LA ADOLESCENCIA Y TRABAJO 

Artículo 62. — Esta división atenderá a los menores de ambos sexos 


desde los 14 años hasta su mayoría de edad, comprendiendo la prepara- 
ción para el trabajo y el trabajo mismo, en los niños normales y en 


(31) Idem llamada anterior 
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aquelios que por su conducta antisocial deban ser corregidos en estable- 
cimientos especiales (32). 


Art. 63.-— Los establecimientos de régimen interno, sean reformato- 
rios, colonias, escuelas—talleres, del hogar, o de cualquier otra índole, 
deberán ser organizados en lo posible dentro de algunos de los sistemas 
llamados familiares o de casas—hogares. 


Art. 64. -Deberá preferirse la “colocación familiar vigilada” de estos 
menores y cuando se pueda en su propio hogar, pudiendo en algunos 
casos de excepción recurrirse a un subsidio temporario. 


Art. 65. —-Los gobiernos nacional y municipal deben dar preferencia 
en la provisión de las vacantes que se produzcan en los talleres y oficinas 
de su jurisdicción a los egresados con buena conducta de los estableci- 
mientos de protección a la infancia que dependan de este Consejo del 
Niño (33). 


Art. 66. — Esta división propenderá a la formación de “Comisiones de 
Perseverancia” las que dedicarán su esfuerzo a vigilar las condiciones, 
húsqueda, mantenimiento y mejora del trabajo encomendado a los me- 
nores que no tengan familia, de acuerdo con las normas y disposiciones 
que oportunamente establecerá el Consejo del Niño. 


Art. 67. - La División Adolescencia podrá organizar desde los 12 años 
la preparación y aprendizaje para el trabajo (34). 


(32) La Ley N* 15.851 de 24 de diciembre de 1986, art. 113, creó el “Fondo para el 
Peculio del Menor”, que el Instituto Nacional del Menor debe distribuir entre los menores 
a su cargo. Se forma con recursos originados en la venta de planillas de trabajo de 
menores, porcentuales de tutelas y curatelas, proventos, parte del impuesto a los bailes, 
y diversas multas que enumera. 

(33) Ver Decreto N* 934/988 de 30 de diciembre de 1988 que creó la Comisión 
Honoraria de Ayuda al Egresado del LN.A.M.E. 

(34) La preparación y aprendizaje para el trabajo, se efectúan hoy en la Universidad 
del Trabajo del Uruguay, cuyo funcionamiento se organizó por Ley N* 10.225 de 9 de 
setiembre de 1942.  ' 

El trabajo de los aprendices está regulado por la Ley N* 13.318, de 28 de diciembre 
de 1964, arts. 302 a 318 transcriptos en el Apéndice de este Código, pág. 153. 

Ver en Apéndice, Decreto-Ley N* 14.869 de 23 de febrero de 1979 y Decreto N?* 
359/979 de 20 de junio de 1979 que crearon el Consejo de Capacitación Profesional, en 
sustitución de la UTU, pág. 158. 

Por Decreto 9/91 de 9 de enero de 1991 se creó una comisión para redactar un 
anteproyecto de pasantías en enpresas públicas y privadas para los egresados y educan- 
dos del Consejo de Educación Técnico Profesional 
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Art. 68. — La División Adolescencia tomará a su cargo todo lo que se 
relaciona con el cumplimiento de las disposiciones del presente Código 
relerente a trabajos de los menores. 


Capítulo IX 


HIGIENE (35) 


Artículo 69. - Corresponde a esta División lo siguiente: 

a) El estudio de todos los problemas higiénicos del niño (causas de 
mortalidad y morbilidad, epidemiología y profilaxis, habitación, 
alimentación, desarrollo, cultura física, etc.). 

b) El servicio de salud escolar, comprendiendo las clínicas y labo- 
ratorios generales y especiales, para examen de alumnos y 
maestros, escuelas al arre libre, preventorios y campamentos 
escolares, colonias de vacaciones, alimentación del escolar íco- 
pas de leche, refectorios, etc), niños retardados y anormales, 
ciegos, sordo-mudos, elc. 

c) Señalar a las autoridades del Ministerio de Salud Pública, en 
carácter de colaboración, las consideraciones que pudiera mere- 
cerle la asistencia médica de los niños en los hospitales públicos 
y privados. 


(35) El Decreto-Ley N” 14.852 de 13 de diciembre de 1979, establece: 
“Artículo 1?. - Declárase de uso obligatorio en todo el territorio nacional el Carné de 
Salud del Niño. 
Art. 2. — Los servicios de atención médica públicos y privados quedan obligados u 
expedir el referido Carné. 
Art. 3%. - El Poder Ejecutivo por intermedio del Ministerio de Salud Pública regla- 
mentará la presente ley”. 
Ver además Decreto Reglamentario N* 70/979 de 7 de febrero de 1979 y su modifica- 
tivo, Decreto N? 627/987 de 27 de octubre de 1987. 
- El Decreto N* 580/976 de 31 de agosto de 1976 en redacción dada por el Decreto 
N* 455/980 de 26 de agosto de 1980, sobre el Certificado Obstétrico de Nacimiento, 
dispone: 
“Artículo 1%. — Declárase obligatorio, para certificar log nacimientos ocurridos en el 
" territorio nacional, el uso de Jos formularios, que a tales efectos, expide el Ministerio de 
Salud Pública, autorizándose a dicha Secretaría de Estado a modificarlos cuando así lo 
aconsejen las necesidades técnicas, vinculadas a la investigación especiálizada. 
Artículo 2*. — Cométase al Ministerio de Salud Pública, a ¿ravés de su División 
Estadística, la aplicación del Certificado que se implanta”. 
—- Verasimismo las Leyes N*9.787 de 14 de octubre de 1938 sobre enfermos de lepra 
y 10.700 de 17 de enero de 1946 sobre “Fondo Nacional Permanente para la Lucha 
Antituberculosa”, que buscan evitar el contagio de los hijos de personas afectadas 
por estas enfermedades y ayudar económicamente a estas familias. 
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d) Laorganización y dirección de los “centros ambulantes de higie- 
ne infantil”, de acuerdo con las divisiones correspondientes. 

e) Lapropaganda, enseñanza y difusión de todos los principios que 
aseguren la salud y el bienestar del niño. 

ff Laobservancia y vigilancia de la práctica de los deportes en los 
niños y de la educación física de la infancia en las instituciones 
en donde se practiquen (36). 


Art. 70.-— Los establecimientos escolares de carácter privado deberán 
ener un médico encargado de la vigilancia higiénica de alumnos y 
maestros, quien deberá informar a esta división de acuerdo con el 
Reglamento respectivo. 


Art. 71. — Tratará de organizar dentro de las posibilidades locales y 
económicas, servicios de neuro-siquiatría infantil, escuelas, escuelas— 
asilos y escuelas-talleres, para menores anormales, orientando estos 
organismos en la vía de la profilaxis socia?, adaptando a Jos niños 
deficientes para la lucha por la vida. 


Art. 72.- Organizará también, dentro de las mismas condiciones de 
posibilidad, escuelas, escuelas—asilos y escuelas—talleres para niños y 
adolescentes afectados de enfermedades del aparato locomotor (lisiados, 
paralíticos, tarados), o enfermos sensoriales (ciegos o sordo—mudos), o 
enfermos psíquicos (frenasténicos, inadaptables, epilépticcs, dementes), 
que no puedan ser debidamente atendidos por sus familias. En todos 
estos casos se tratará de habilitar al menor, dentro de su déficit físico o 
mental, para que no constituya una carga para la sociedad, enseñándole 
un oficio compatible con su enfermedad. 


Capítulo X 
DE LA PROTECCION INTELECTUAL Y MORAL 


Artículo 73. - Corresponderá a la División “Educación” todo lo que 
haga referencia a la protección intelectual y moral del niño de acuerdo 
con los artículos siguientes. 


y 


¿Art. 74.- Es obligatoria la enseñanza primaria para todos los niños 


(36) Función que se cumple a través de la Comisión Nacional de Educación Física, 
creada por Ley N*3-789 de 7 de julio de 1911. 
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de Ga 14 años; no obstante podrá iniciarse la enseñanza en clases de 
Jardín de Infantes desde la edad que en cada caso se deierminará (37). 


Art. 75. —- Asimismo es obligatoria la enseñanza de los menores 
anormales pedagógicos, sordo-mudos, ciegos, de acuerdo con los Regla- 
mentos y programas respectivos, y dentro de las edades que en cada caso 
se establezca (38). 


Art. 76. — Pueden ser eximidos de la obligación escolar: 

a) Los niños que por razón mental o física estén impedidos de 
recibir enseñanza primaria. 

b) Aquellos cuyo domicilio diste más de cuatro quilómetros de una 
escuela pública, salvo los casos en que proporcionándoles medios 
de transporte haga posible el traslado a mayor distancia, de 
acuerdo con lo que establecerá el Reglamento respectivo (39). 

c) Los que no tengan domicilio estable. 


(37) Sobre este punto, la Constitución de 1966, establece: 

“Art. 68. — Queda garantida la libertad de enseñanza. 

La ley reglamentará la intervención del Estado al solo objeto de mantener la higiene, 
la moralidad, la seguridad y el orden públicos. 

Todo padre o tutor tiene derecho a elegir, para la enseñanza de sus hijos o pupilos, 
los maestros o ¿instituciones que dese”. 

“Art. 70. — Son obligatorias la enseñanza primana y la enseñanza media, agraria o 
industnal. E 

F1 Fstado propenderá al desarrollo de la investigación científica y de la enseñanza 
técnica. 

La ley proveerá lo necesario para la efectividad de estas disposiciones”. 

“Art. 71. — Declárase de utilidad social la gratuidad de la enseñanza oficial primaria, 
media, superior, industrial y artística y de la educación física; la creación de becas de 
ent y especialización cultural, científica y obrera, y el 8stablecimiento de 

ibliotecas populares. 

En todas las institucidhes docentes se atenderá especialmente a la formación del 
carácter moral y cívico de los alumnos”. 

El Decreto-Ley N* 14.101 de 4 de enero de 1973, art. 5%adice: “La educación será 
obligatoria, común y general, en el primer nivel para la Escolar y Primaria y en el segundo 
nivel hasta tres años mínimos de la Educación Secundaria Básica”. Este A ha 
sido derogado por la Ley N* 15.739 de 28 de marzo de 1985, art. 46. El artículo 6%, inc. 2? 
de la misma, establece entre los cometidos de la Administración Nacional de Educación 
Pública, el de: “Afirmar en forma integral los principios de laicidad, gratuidad y obliga- 
toriedad de la enseñanza”. : 

Ver además Ley N* 13.318 de 28 de diciembre de 1964, arts. 302 al 305 en el Apéndice 
de este Código, pág. 153 h 

(38) La Ley N* 13.711 de 29 de noviembre de 1968 hace obligatoria la inscripción de 
losretardados mentales en un registro especial. Existen varias Escuelas de Recuperación 
Psíquica y una Escuela Taller de Recuperación Ocupacional. 

(39) El Decreto-Ley N* 14.254 de 27 de agosto de 1974, establece: 

“Artículo 1?. —- Es obligatoria la conducción gratuita de los escolares de los institutos 
públicos y privados hacia la escuela y su regreso, por medio del transporte colectivo de 
pasajeros. Frodo ello será reglamentado en cada caso por la correspondiente autoridad 
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d) Los que antes de 14 años hayan completado la enseñanza pri- 
maria. 

e) Los que por cualquier razón no sean admitidos en la escuela del 
distrito escolar de su domicilio, mientras perdure el motivo de 
la no admisión. 


Art. 77.— El límite de la enseñanza primaria queda fijado por los 
programas de sexto año de escuelas urbanas y de tercer año de escuelas 
rurales, para los niños domiciliados en uno u otro medio, o de los 
programas equivalentes que en adelante se pongan en vigencia. 


Art. 78.- La referida enseñanza podrá ser dada a los niños en 
escuelas públicas o privadas, o en sus domicilios (40). 


Art. 79. — Todo padre, tutor o encargado de un menor de 6 a 14 años, 
está obligado a inscrilirlo en el Registro del Censo Escolar del distrito 
que se llevará en la escuela pública correspondiente, y deberá declarar 
en qué forma cumple con la obligación escolar o si el niño está eximido, 
justificándolo en forma. Quien nocumpla con esta obligación será penado 
con multa de cuatro pesos, por cada niño que tenga a su cargo, o prisión 
equivalente. 


Art. 80. — Realizado el censo de los niños del distrito en edad escolar, 
el Director de la escuela encargada de llevar el Registro respectivo, hará 
una compulsa de detos, y si resultara que algún padre, tutor o encargado 
no cumplió con la obligación de que habla el artículo 79, remitirá a la 
Inspección de Escuelas la nómina de los omisos. 


Art. 81. - El Inspector de Escuelas recordará al omiso los términos 


administrativa que haya otorgado u otorgue la concesión respectiva, ya sea nacional, 
departamental o interdepartamental. 

Art. 2%. — Quedan exceptuados de dicha obligatoriedad los ómnibus interdeparta- 
mentales, durante su circulación en la zona urbana del departamento de Montevideo. 

Art- 32. - La excepción establecida por el artículo inmediato anterior será reglamen- 
tada a su vez por cada Gobierno Departamental en lo referente alos ómnibus que circulen 

or su planta urbana y de equellos que unen zonas vecinas, urbanas o no, dentro de los 
ímites del mismo departamento. 

Art. 42. - Los Gobiernos Departamentales y el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas en su caso, podrán dirigirse separadamente o no a las autoridades escolares, 
policiales, Comisiones de Fomento, etc., solicitando su colaboración parn la mayor 
efectividad y uso adecuado del derecho que se otorga a los escolares. 

(40) Ver Constitución de 1966, art. 68 que se transcribe en la llamada (37) del art. 74. 
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de la ley, y le intimará a que realice la inscripción del menor a su cargo, 
dentro de un plazo de diez días. 


Art. 82. - Si pasado el plazo fijado, el padre, tutor o encargado no 
cumpliera con la orden recibida, el Inspector de Escuelas hará la denun- 
cia ante la autoridad judicial correspondiente, quien resolverá siguiendo 
el procedimiento más breve para la represión de las faltas. 


Art. 83.- Es obligatoria la asistencia regular a la Escuela. Toda 
inasistencia debe ser justificada ante el Director de la misma. Todo 
menor que haya cumplido con la obligación escolar recibirá un certificado 
de la autoridad competente. 


Art. 84. —- Todo Director de Escuela Pública, diariamente, inquirirá 
por escrito la razón de la inasistencia del niño cuyo padre, tutor o 
encargado no hubiera cumplido con la obligación de que habla el artículo 


83. 


Art. 85. — El padre, tutor o encargado de un niño que deje de asistir 
a la escuela más de tres días en el mes sin haberlo justificado, podrá ser 
penado con multa de cuatro a diez pesos, por mes, o prisión equivalente. 
Tratándose de escuelas volantes o de otras que no funcionen regularmen- 
te, se estará a lo dispuesto en el reglamento respectivo. 


Art. 86. - Mensualmente, los Directores de escuelas públicas, darán 
cuenta a la Inspección de Escuelas quiénes son los padres pasibles de 
pena, según el artículo anterior. 


Art. 87. — La Inspección de Escuelas remitirá a la autoridad judicial 
respectiva la nómina de los padres, tutores o encargados, que reincidie- 
ran en dicha pena, la que se aplicará según resultare después de un juicio 
breve y sumario. 


Art. 88. -- El importe de estas multas se destinará para las Comisio- 
nes de Fomento Escolar del distrito del domicilio de los infractores. 


Art. 89. - Las Comisiones de Protección y Fomento Escolar tendrán 
por cometido esencial realizar el contralor de la obligación escolar y 
facilitar la asistencia regular de los niños necesitados, dándoles alimento 
y abrigo en cuanto sea posible. 


Art. 90. — Se establecerá una escuela común en todo distrito, que, 
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cuando menos, cuente con treinta niños en edad escolar; si el número de 
esos niños fuera menor, podrá organizarse una escuela volante que 
atienda a dos o más distritos. 


Art. 91.- Un distrito escolar podrá comprender a vecinos domicilia- 
dos en varios departamentos. 


Art. 92. - El Consejo del Niño cooperará con el Consejo de Enseñanza 
Primaria en la instalación de clases diferenciales y de selección de 
retardados escolares. 


Art. 93. —- Después de cinco años de promulgada la presente ley, para 
ingresar a cualquier cargo de la Administración Pública. el interesado 
deberá presentar certificado de haber cumplido la obligación escolar, o el 
de hacer completado el ciclo elemental del curso para adultos, o cuando 
menos un certificado de autoridad competente de que sabe Icer y escribir. 


Art. 94. — El Consejo del Niño colaborará en la lucha contra el 
analfabetismo, atendiendo de preferencia las necesidades de los niños 
que no reciban instrucción por vivir fuera del radio escolar. 


Art. 95. - En todo establecimiento de reclusión de menores (sea 
público o privado) se dará preferente atención a la enseñanza primaria. 


Art. 96. - Cualquiera sea su ocupación, queda prohibido trabajar a 
un niño en edad escolar, si con esto disminuye en forma sensible el tiempo 
de estudio o el de descanso necesario a su naturaleza física (41). 


pa 


Art. 97. — Por razones especiales, que se consignarán en el reglamen- 
to respectivo, el Consejo del Niño podrá permitir que trabaje un menor 
que sólo haya cursado estudios equivalentes al de segundo año de escuela 
rural o al de cuarto año de escuelas de primer grado actuales. 


Art. 98. -— Queda prohibida la entrada a casas de juego, bares, despa- 
chos de bebidas alcohólicas, prostíbulos, casas de libertinaje, casas de 
baile y similares, a los menores de 18 años (42). 


(41) Ver llamada (126) al artículo 230 de este mismo Código. 

(42) La Ley N* 12.762 art. 5*, fijó una multa por la presencia de menores en salas de 
juegos de azar, que por resolución del INAME del 6 de setiembre de 1990 está fijada en 
50 unidades reajustables. Redacción dada por Ley N? 11.578 de 14 de octubre de 1950. 
Primitivamente el texto de este artículo era el siguiente: : 

“Los niños de 5 a 16 años sólo podrán asistir a las sesiones cinematográficas cuando 
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Art. 99. — El Consejo del Niño reglamentará, con amplias facultades, 
la asistencia a los espectáculos públicos de los menores de 18 años de 
edad solteros pudiendo autorizarla, prohibirla, o condicionarla, según lo 
estime conveniente (43) (44). 


Art. 100. — Queda prohibida la venta de bebidas alcohólicas o tabacos, 
en cualquier forma de elaboración, a menores de 18 años (45). 


Art. 101. - Queda prohibida la exhibición al público, así como la venta 
o distribución a menores de 18 años, de libros o láminas sean o no 
impresas, que tengan escritos o grabados contrarios a la moral y a las 
buenas costumbres (46). | Si 


Art. 102. - 1] Consejo del Niño estudiará los medios para que en los 
diarios y revistas que llegan a manos de Jos niños, se respete la moral y 
buenas costumbres excluyendo láminas y literatura Inconvenientes. 


Art. 103. - El Consejo del Niño gestionará de quienes corresponda la 
supresión de todo aquello que en las crónicas policiales de diarios y 
revistas presente al crimen, al vicio y a las malas costumbres en forma 
tal, que constituya una enseñanza perjudicial para niños y jóvenes. En 
particular, tratará de evitar.la publicación de fotografías de crímenes y 
suicidios (47). » 

Si dichas gestiones no fuesen atendidas, el Consejo advertirá por 


sean diurnas, en las cuales se proyectarán películas sobre ciencias, artes, industrias, la 
naturaleza o que sean recreativas, previamente aprobadas por el Consejo del Niño. Los 
Programas respectivos dirán: "Exhibición para menores”, aun cuando puedan asistir 
también personas mayores”. 

(43) La asistencia de menores a espectáculos está reglamentada por una serie de 
resoluciones del Consejo del Niño, general mente aprobadas por el Poder Ejecutivo, el que 
por Decreto de 12 de febrero de 1951 aclaró que debfa intervenir para coordinar las 
competencias según el art. 161 núm. 1 de la Constitución de 1942. 

Además del Decreto ya referido, sobre este punto ver Decreto Municipal de 27 de 
junio de 1967 (para Montevideo), Resolución N* 1.803 de 20 de setiembre de 1971, y 

solución N? 1.893 de 15 de octubre de 1973. Esta última prohíbe la propaganda de los 
espectáculos no aptos para menores, permitiendo únicamente el anuncio de los títulos. 

(44) Ver Decreto Ne 349/935 de 31 de diciembre de 1935 que establece el procedi- 
miento para que el Consejo del Niño haga efectiva estas gestiones.  - 

(45) Sobre comercialización y consumo de drogas, ver Código Penal, art. 92 inc. 3”, 
Decreto-Ley N? 14.292 de 31 de octubre de 1974 y Decreto N* 454 de 20 de julio de 1976. 
Sobre fabricación y venta de pegamentos, ver Decreto N? 761/987 de 22 de diciembre de 
1987; Ley N? 16.034 de 24 de abril de 1989 y Decreto N* 401/989 de 29 de agosto de 1989. 

(46) Ver art. 361 nums. 2? y 3* del Código Penal. | 

(47) Originalmente este artículo tenía un solo inciso. Los siguientes se incorporaron 
por la Ley Ne 9.537 de 27 de diciembre de 1935, reglamentada por Decreto de 31 de 
diciembre de 1935. : 
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escrito al interesado que, en caso de reincidir en tales publicaciones, se 
formalizará la acusación correspondiente ante el Juzgado competente. 

Conocerán en estos juicios los Jueces Letrados de Primera Instancia 
en campaña y el Juzgado Letrado de Menores en la Capital. 

Deducida la acusación, se señalará audiencia, con citación del acusa- 
do, para dentro del Lercer día. 

Concurran ono las partes, deberá dictarse sentencia, sin más trámite, 
en el plazo perentorio de cinco días, la que podrá ser apelada en relación 
para ante el Tribunal de Apelaciones (48) que deberá fallar dentro del 
mismo término, y cuya resolución bará cosa juzgada. - 

Se aplicarán, en el caso, las penalidades y demás dispuesto en el 
artículo 129 de este Código en lo pertinente. 

En caso de reincidencia, la multa podrá ser elevada hasta quinientos 
pesos (49). 

No están comprendidas en este artículo las noticias, referencias, 
fotografías, ete., que con fines de interés público suministren a la prensa, 
las autoridades competentes. 


Art. 104. — Queda prohibida la mendicidad ejercida por menores de 
edad, vayan solos, acompañados de sus padres o de personas extrañas, y 
también la ejercida por personas mayores que se hagan acompañar por 
menores de 16 años, sean o no de su familia (50). 


Art. 105. — En caso de infracción a los artículos 98 y 100, el dueño del 
negocio será penado ccn multa de diez a cincuenta pesos; el menor 
encontrado en falta será detenido y entregado al padre, tutor oencargado, 
bajo apercibimiento; en caso de reincidencia se dará intervención al Juez 
Letrado de Menores (51). 


Art. 106. - Por la infracción a lo establecido en el artículo 99, el 


(48) iloy existen ocho Tribunales de Apelaciones en lo Civil y dos de Familia 
(Decreto-Ley N* 13.320 de 28 de diciembre de 1964 art. 187, Ley N* 15.809 de 9 de abril 
de 1986 art. 517, Ley N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987, art. 301 y Ley N* 16,002 de 
25 de noviembre de 1988). i 
E Er Esta cantidad fue elevada a $ 4.000 por el Decreto N* 887/973 de 18 de octubre 

el , ; 

(50) El art. 361 inc. 8? del Código Penal, modificado por el art. 216 del la Ley N* 
15.903 de 10 de noviembre de 1987 castiga con una multa de 10 a 100 unidades 
reajustables, al que instigue a menores a mendigar. 

(51) El INAME, por resolución del 20 de setiembre de 1990, ejerciendo la facultad 
que le da el art. 7 de la Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, fijó esta multa en cinco 
Unidades Reajustables. 
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empresario será penado con multa de uno a cuatro pesos por cada menor 
encontrado en una exhibición (52). 

La infracción a lo establecido en el artículo 101, será penada con multa 
de diez a cincuenta pesos o prisión equivalente, y decomiso de la publi- 
cación o lámina (53). 

Las penas fijadas en este artículo serán aplicadas por el Juez de Paz 
del domicilio del infractor siguiendo el procedimiento legal para reprimir 
las faltas. 


Capítulo XI 


DEL SERVICIO SOCIAL 


Artículo 107. — La división del Servicio Social se ocupurá: 

a) Dela organización de la Escuela de Servicio Social (54). 

b) Dela implantación del Servicio Social en todos los organismos 
que dependan del Consejo del Niño. 


Art. 108. - Los Consejo del Niño y de Salud Pública establecerán de 
común acuerdo la Escuela de Servicio Social fijundo el plan de estudios, 
programas, horarios; reglamentando su funcionamiento, indicando las 
condiciones de ingreso, etc. La Escuela expedirá los certificados y títulos 
correspondientes, le acuerdo con la reglamentación respectiva. 


Art. 109. - El Consejo del Niño podrá nombrar comisiones distritales 
de vigilancia y propaganda para hacer efectivos los fines del Servicio 
Social. 


Art. 110. —- La Escuela del Servicio Social quedará encargada de 
preparar el personal auxiliar que intervenga en cualquier forma en los 
distintos aspectos del problema del bienestar infantil. * 


o. 


(52) La Ley N* 13.640 de 26 de diciembre de 1967 art. 325 lit. E expresa que esta 
multa será equivalente a diez veces el valor de la entrada de cada menor en infracción. 
(53) El INAME, por resolución del'20 de setiembre de 1990, ejerciendo la facultad 
ue le da el art. 7 de la Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, fijó esta multa en cinco 
nidades Reajustables. E 
(54) Actualmente existe una única Escuela de Servicio Social de carácter oficial, que 
integra la Universidad de la República. 
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CAMARA DE SENADORES 
Capítulo X1 
DEL JUZGADO LETRADO DE MENORES (55) 


Sección 1* 
COMPETENCIA - ATRIBUCIONES - SUBROGACION 


Artículo 111. - Créase para el Departamento de Montevideo el cargo 
de Juez Letrado de Menores, que será designado por la Alta Corte de 
Justicia (56). 


Art. 112. -— Para ser Juez Letrado de Menores se requiere ser ciuda- 


dano natural o legal, tener treinta y cinco años cumplidos de edad, y 
haber ejercido diez años la abogacía o cinco la magistratura (57). 


Art. 113. -— Corresponde al Juez Letrado de Menores: 


a) 


Instruir las causas por acciones u omisiones castigadas por la 
ley penal que sean imputadas a menores de 18 años de edad y 
dictar las resoluciones respectivas en la forma establecida en 
esta ley. 


b) Atender las quejas y denuncias que se le formulen con respecto 


a malos tratamientos, reclusiones indebidas, castigos exagera- 
dos aplicados a menores por los padres, tutores, encargados o 


(55) Existen numerosos Juzgados con competencia en materia de menores en 
Montevideo: 


El de ler. Turno previsto por este Código comenzó a funcionar de acuerdo a lo 
establecido en las Leyes Nos. 9.410 de 8 de junio de 1934 y 9.420 de 23 de julio 
de 1934. 

El de 2* Turno se creó por las Leyes Nos. 9.722 de 18 de noviembre de 1937 y 
10.107 de 26 de diciembre de 1941. 

El de 3* Turno fue creado por Decreto-Ley No, 14.985 de 28 de diciembre de 1979 
art. 112. 

El de 4? Turno, por el Decreto-Ley N* 15.085 de 28 de noviembre de 1980. 

El Decreto-Ley N* 15.464 de 19 de setiembre de 1983 art. 163 organizó siete 
Juzgados Letrados de Familia y dos Juzgados Letrados de Menores. 

La Ley N* 15.903 de 10 de noviembre de 1987 creó los Juzgados Letrados de 
Familia de 8* a 14? Turno y el Letrado de Menores de 3? Turno. 

Por ley N* 16.002 de 25 de noviembre de 1988 art. 132 y Acordada de la Suprema 
Corte de Justicia N* 7.025 de 22 de junio de 1989 se establecieron los Juzgados 
de Familia de 15% a 32* Turno. En el interior existen varios Juzgados Letrados de 
Primera Instancia en lo Penal y de Menores. 


(56) Hoy, Suprema Corte de Justicia (Constitución de 1934, art. 209). 
(57) La Constitución de 1966, art. 245 y la Ley N* 15.750 de 24 de junio de 1985, 
arts. 79 y 81, establecen condiciones diferentes para ser Juez Letrado. 


C.S.-471 
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institutos de enseñanza o beneficencia y adoptar las medidas 
necesarias para evitar la repetición o continuación de los hechos 
que se hayan producido con perjuicio de los menores. 

c)  Recluir en los establecimientos destinados a este objeto a los 
menores que observen mala conducta cuando los padres, tutores 
o guardadores lo soliciten (58). 

d)  Inspeccionar los establecimientos destinados a albergue o edu- 
cación de menores, adoptando las medidas que juzgue oportunas 
para evitar los abusos o defectos que notare. 

e) Ejecutar todos los demás actos que fuesen pertinentes para la 
protección de los menores, como lo haría un buen padre de 
familia. 

1) — Intervenirenlos asuntos a que se refiere el artículo 44 del Código 
de Procedimiento Civil y en todos los juicios sobre guarda o 
tenencia de menores (59). 


(58) El Código Civil, art. 261, establece: 

“Los padres tienen la facultad de corregir moderadamente a sus hijos, y cuando esto 
no bastare, podrán ocurrir al Juez para que les imponga la pena de detención hasta por 
un mes en un establecimiento correccional. 

Bastará al efecto la solicitud verbal del padre, y, en vista de ella, expedirá el Juez la 
orden de arresto, que el padre podrá hacer cesar a 5u arbitrio”. 

(59) El art. 44 del Código de Procedimiento Civil se refería a la competencia de los 
Jueces Letrados “...respecto del nombramiento de tutor o curador, sus incapacidades o 
excusas y remociones, discernimiento del cargo y discusión de todo lo relativo a éste, 
aunque los bienes estén fuera del lugar que abrace su jurisdicción”. Ver art. 349.3 del 
Código General del Proceso. E 

Los arts. 313 a 430 del Código Civil regulan el instituto de la tutela, no previsto por 
este Código. ; 

La Ley N* 15.860 de 10 de abril de 1987 agrega a la Ley N* 15.750 de 24 de junio de 
1985 el art. 69 bis, cuyo literal C dice lo siguiente: “Tienen competencia acumulativa para 
conocer del nombramiento de tutores o curadores, lo mismo que de las incapacidades, 
excusas y remoción de dichos funcionarios y del discernimiento del cargo, el Juez Letrado 
de Primera Instancia del Interior del domicilio del padre o madre cuya muerte ocasionase 
ha Pron del tutor o el del incapaz, en su caso, y el Juez Letrado de Familia de la 

apital”. 
E Decreto N* 503/979 de 11 de setiembre de 1969 contempla aspectos prácticos del 
funcionamiento de dicho instituto en la siguiente forma: 

Artículo 1*. — En todos los supuestos en que fuere discernido el cargo de tutor o el de 
curador el Juzgado interviniente extremará las medidas destinadas a que luego del 
nombramiento, los inventarios estimativos que hubieran de practicarse, sean el fiel 
reflejo del patrimonio del menor o del incapaz sometido a tutela o a curatela. 

2*. — Toda vez que fueren inventariados certificados de acciones de Sociedades 
Anónimas, resultará indispensable, a los efectos indicados en el artículo anterior preci- 
sar: 

a) Cuándo y dónde se publicaron los estatutos sociales; 

b) Quiénes fueron los fundadores y desde la formación hasta la facción del inventario 

los Directores titulares y suplentes; 

c) Detalle de los bienes de toda índole que componen su activo; 
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Art. 114. — Para el cumplimiento de su misión, el Juez Letrado de 
Menores tiene todas las lacultades de los Jueces de Instrucción Criminal 
(60); puede requerir verbalmente o por escrito el auxilio inmediato de la 
fuerza pública, hacer comparecer en su despacho a cualquier persona 
cuando lo juzgue necesario para el ejercicio de sus funciones y dirigirse 
a cualquier autoridad sin que contra sus prerrogativas puedan oponerse 
reglas o disposiciones de institución alguna. 


Art. 115. — En los demás departamentos de la República las funciones 
del Juez Letrado de Menores serán ejercidas por el Juez Letrado de 
mayor jerarquía. 


Art. 116.- Ln los casos de impedimento o recusación, el Juez Letrado 
de Menores será subrogado por el que designe la Alta Corte de Justicia. 
Con este objeto, al iniciarse el año judicial, la Alta Corte de Justicia 
nombrará tres Jueces Letrados de la capital que subrogarán por su orden 
al de Menores en los casos previstos en el inciso anterior (61). 


Art. 117.- lón los casos previstos en el artículo precedente, los Jueces 
Letrados del interior serán reemplazados por los respectivos Jueces de 
Paz de la 1* Sección. 

En los departamentos donde exista Juez Letrado de lo Civil, Correc- 


d) Determinación de deudores y acreedores. 

Asimismo el tutor o el curador entregarán a la Sede Judicial los libros de Actas de 
Directorio, y los contables para su examen cuando fuere del caso, porque el .«'uzgado, el 
Ministerio Público o la parte legítimamente interesada así lo requieran. 

Art. 3%. — El Ministerio Público, en su función legal de de Lodi, y corrección de 
abusos y malas prácticas en los trámites, dentro de su independencia técnica, habrá de 
observar con el máximo celo todo comportamiento de los curadores o tutores, eventual - 
mente dudoso o equívoco, en su gestión de defensa de los bienes del menor o incapaz, con 
su gravitación sobre la permanencia en el cargo. 

Art. 4*.— El incumplimiento por parte de tutores o curadores, de las reglas de policía 
de trámite, que edicta este decreto en salvaguarda de los derechos patrimoniales de 
menores e incapaces, será objeto de apreciación y resolución privativa de los señores 
jueces, los que —en todo caso— estarán a lo que dispone el artículo 5* de este acto 
administrativo. 

Art. 5%. — Los señores jueces actuantes informarán directamente al Ministerio de 
Justicia (Dirección de Servicios Jurisdiccionales) acerca de las irregularidades compro- 
badas o denunciadas en los trámites de tutelas o curatelas, así como de las medidas 
tomadas en virtud de ello. 

Art. 6%. — Las presentes reglas de policía de trámite, se aplican a los procedimientos 
en curso a la fecha de publicación de este decreto. : 

(60) Hoy “Jueces Letrados de Primera Instancia en lo Penal” (art. 30 Código del 
Proceso Penal). El art. 350.4 y 5 del CGP, establece que en las pretensiones relativas a 
menores, se considera prioritaria la tutela de su interés y el tribunal tiene los poderes 
de instrucción de Jos t1bunales penales en el serarto. 

(61) El régimen de subrogación actual se regula por la Ley N* 15.750 de 24 de junio 
de 1985, Capítulo V. 
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cional y Comercial, éste será reemplazado en primer término por el Juez 
Letrado Departamental (621(63). 


Sección 2* 
MENORES ABANDONADOS MORAL O MATERIALMENTE 
MEDIDAS A ADOPTARSE (64) (65) (66) 


Artículo 118. — Deróganse los artículos 345, 346, 347 y 348 del 
Código Civil que serán sustituidos por los siguientes. 


Art. 119. —- Los menores de 18 años de edad que cometan delitos o 
faltas y los menores de 21 años de edad que se encuentren en estado de 
abandono moral o material, serán puestos a disposición del Juez Letrado 
de Menores, quien previa investigación sumaria del caso, dictará senten- 
cia someliéndolos al régimen de vigilancia y protección de acuerdo con 
las disposiciones de esta ley. - 

Tratándose de menores sometidos a la jurisdicción del Juez bajo la 
imputación de haber cometido un delito, serán provistos de defensor, y 
el régimen podrá prolongarse hasta los 23 años. En los demás casos no 
podrá exceder de los 21 años; y las diligencias se practicarán sin inter- 
vención de defensor, sin perjuicio de la asistencia de los representantes 
legales de los menores. 

No es necesario para la adopción de las medidas previstas en los 
incisos anteriores que los menores hayan obrado con discernimiento o 
que tengan ia capacidad exigida por la ley penal para delinquir. 

El menor en todos los casos será sometido al examen del médico 
psiquiatra, o si no fuese posible, de un médico calificado, quien informará 


(62) Actualmente en el interior existen Jueces Letrados de Primera Instancia (Le y 
N* 15.750 de 24 de junio de 1985, arts. 51 y 71); y en varios Departamentos existen además 
Juzgados Letrados de Primera Instancia en lo Penal y de Menores. 

(63) En los departamentos del interior en que existe más de un Juzgado Letrado de 
Primera Instancia, la subrogación se hace entre ellos. 

(64) Ver Código Civil, arts. 339 a 344 y Decreto-Ley N* 15.210 de 9 de noviembre de 
1981. Apéndice pág. 129. 

(65) La Constitución de 1966, art. 41 dice: “El cuidado y educación delos hijos para 
que éstos alcancen su plena capacidad corporal, intelectual y socíal, es un deber y un 

erecho de los padres. Quienes tengan a su cargo numerosa prole tienen derecho a 
auxilios compensatorios, siempre que los necesiten. 

La ley dispondrá las medidas necesarias para que la infancia y juventud sean 
protegidas contra el abandono corporal, intelectual v moral de sus padres o tutores, así 
como contra la explotación y el abuso”. 

(66) El Código General del Proceso art. 545 lit. a mantiene el procedimiento previsto 
en esta Sección. 
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al Juez de Menores dentro de las 48 horas sobre el estado físico y psíquico 
del menor. 

El médico en caso de duda podrá pedir que el menor se interne en el 
radio urbano durante 15 días para ser observado convenientemen- 


te (67) (68). 


Art. 120. — Para el esclarecimiento de los hechos y los antecedentes 
personales o de familia del menor, el Juez oirá siempre a éste y a Sus 
padres o guardadores, se trasladará a los lugares que juzgue necesarios 
y decretará todas las diligencias, informes y exámenes que juzgue opor- 
tunos, de los que hará mención en la sentencia respectiva, la que será 
ampliamente fundada. 

A las diligencias sólo podrán asistir además del Fiscal de lo Civil y el 
defensor, el representante legal del menor, con sus abogados y la visita- 
dora social (o visitador), si lo hubiere, y las personas debidamente 
autorizadas por el Juez si lo desean, y podrán hacer verbalmente o pgr 
escrito las indicaciones que juzguen pertinentes, estando a lo que el Juez 
resuelva. 

Contra las resoluciones interlocutorias del Juez sólo cabrán los recur- 
sos de reposición y apelación en relación, con carácter devolutivo, que 
podrán deducir únicamente el Fiscal o el defensor del menor. — 

Cuando el Juez lo considere conveniente dispondrá que se eleven los 
testimonios pertinentes en lugar del expediente, el cual seguirá su curso 
a pesar de la apelación. 


>. 


Art. 121. - A los efectos del artículo 119 se entenderá por abandono 
moral la incitación por los padres, tutores o guardadores a la ejecución 
por parte del menor, de actos perjudiciales a su salud física o moral; la 


(67) Constitución de 1966 art. 43: “La ley procurará que la delincuencia infantil esté 
sometida a un régimen especial en que se dará participación a la mujer”. 

(68) Sobre inimputabilidad, el Código Penal en su art. 34 dice: “No es imputable el 
que ejecuta el hecho antes de haber cumplido la edad de 18 años”. A 

Otras disposiciones de! mismo Código sobre este punto: 

Art. 45: “Los Jueces pueden prescindir de la aplicación de las medidas de seguridad 
tratándose de menores de 18 años, de buena conducta anterior, que hubieran cometido 
delitos castigados con prisión o multa, cuando sus padres o guardadores ofrecieren, por 
sus antecedentes honorables, garantía suficiente de asistencia moral eficiente”. 

El art. 46 num 5* que determina que la edad es una circunstancia atenuante, cuando 
el autor del delito fuese mayor de 18 años pero menor de 21. 

Art. 59 sobre concurso de delincuentes, en la relación dada por la Ley N? 14.068 de 
10 de julio de 1972, que en su inciso tercero expresa: 

“La cooperación de inimputables a la realización de un delito, incluso en la faz 
preparatoria se considerará circunstancia agravante de la responsabilidad de los partí-- 
cipes y encubridores y la pena se elevará de un tercio a la mitad”. 
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mendicidad o la vagancia por parte del menor; su frecuentación a sitios 
inmorales o de juego o con gente viciosa o de mal vivir. Estarán compren- 
didos en el mismo caso las mujeres menores de 18 años de edad y los 
hombres menores de 16 que vendan periódicos, revistas u objetos de 
cualquier clase en calles o en lugares públicos, o ejerzan en esos sitios, 
cualquier oficio, y los que sean ocupados en oficios perjudiciales a la salud 
o a la moral (69). 


Art. 122.- Il Juez Letrado de Menores, siempre que tenga conoci- 
miento de la comisión de delitos de que haya sido víctima algún menor 
deberá colaborar con la justicia criminal practicando las diligencias que 
considere convenientes y remitirlas al Juez respectivo. 

Art. 123. - Los que teniendo menores bajo su potestad o custodia les 
ordenen, estimulen o permitan que imploren la caridad pública o toleren 
que otros se valgan de ellos con ese fin, serán castigados con multa de 
cincuenta a quinientos pesos o prisión equivalente, 

El juicio se seguirá ante el Juez de Paz respectivo siguiéndose el 
procedimiento establecido para las faltas. 

Los menores quedarán bajo la guarda del Consejo del Niño, sin 
perjuicio de lo establecido en los artículos 285 y 360 del Código Civil. 


Art. 124. - El Juez Letrado de Menores puede colocar al menor en el 
propio hogar de sus padres o guardadores, determinando en cada caso si 
aquél quedará bajo la vigilancia del inspector oficial o de algún particu- 
lar; si estableciera la vigilancia deberá señalar la forma y condiciones de 
la misma; puede confiar la guarda del menor a otros parientes o extraños, 
con o sin vigilancia especial; imponer arrestos escoláres, disponer la 
internación en establecimientos del Consejo o en otros públicos o parti- 
culares; destinar menores al servicio del Ejército o de la Marina, cuando 
aquéllos tengan condiciones y vocación para la carrera militar; y en casos 
especiales tratándose de menores de más de 18 años de edad, destinarlos 
al servicio militar, como medida disciplinaria sin fijación de término y . 
bajo la vigilancia del Consejo. 

Las autoridades militares o escolares a quienes se solicite su concurso 
para el cumplimiento de las resoluciones a que se refiere-el inciso 
anterior, están obligados a prestarlo, así como facilitar al Juez y al 


(69) Sobre el abandono moral del menor por los padres, el art. 279 B del Código 
Penal, introducido por la Ley N? 14.068 de 10 de julio de 1972, establece: 

“E] que omitiere el cumplimierito de los deberes de asistencia inherentes a la patria 
potestad, poniendo en peligro la salud moral o intelectual del hijo menor será castigado 
con tres meses de prisión a cuatro años de penitenciaría”. 
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Consejo todos los informes que se les pidan con respecto al comportamien- 
to de los menores que se les confía-(70). 


Art. 125. - Cuando el Juez considere que los padres no son aptos para 
ejercer la guarda de los hijos menores y resuelva confiarla a otras 
personas o establecimientos públicos o privados, en cualquiera de los 
casos previstos en esta ley, determinará en la sentencia la cuota mensual 
con que deberán contribuir aquéllos, la que deberá fijarse teniendo en 
cuenta la culpabilidad de los padres y principalmente, la capacidad 
económica de los mismos. 

Las sumas con que contribuyen los padres ingresarán al tesoro del 
Consejo, pudiendo ser destinadas en su totalidad o en parte a abonar las 
pensiones de los hijos. 

Para hacer efectiva la contribución señalada por el Juez, bastará la 
orden librada por oficio al habilitado de la oficina en que preste servicios 
el padre, o al patrón, quienes responderán personalmente si no cumplie- 
ran la orden respectiva. 

Cuando fuere necezario ejecutar bienes de los padres, el juicio se 
seguirá ante el Juez de Paz del domicilio, por el Secretario del Consejo, 
o por otro funcionario designado por el Consejo y constituirá título 
ejecutivo el testimonio de la sentencia respectiva dictada por el Juez 
Letrado de Menores. 


(70) El Decreto N* 362/979 de 20 de junio de 1979, dispone: 

Artículo 1% Toda vez que la justicia dispusiera la internación de un menor en 
dependencias del Consejo del Niño, la misma debe cumplirse por intermedio del Centro 
de Diagnóstico o Jefatura Departamental del Consejo del Niño, en su jurisdicción. 

Art. 2*. — La derivación de los internados a los diferentes establecimientos en Mon- 
tevideo, será competencia exclusiva del Consejo del Niño. 

Art. 3?. — Los señores Jueces se abstendrán de realizar traslados interdepartamen- 
tales de menores internados, con excepción de los que sea necesario disponer para el 
Apartamente de Montevideo, en los que intervendrá la División Social del Consejo del 

iño. : 

Art. 4%. — Los egresos de menores internados se realizarán a través de la División 
Social en Montevideo y por la Jefatura Departamental del Consejo del Niño a cuya 
jurisdicción colteoponda: en el interior de la República. 

Art. 5%, — La derivación del menor internado al establecimiento indicado por la 
División Social o Jefatura Departamental, deberá ser comunicado de inmediato al 
Magistrado actuante, a quien se elevará el resultado del diagnóstico que se le practique, 
dentro del término de sesenta días a contar desde la fecha de su internación. 

El Decreto N* 415/980 de 30 de junio de 1980, dispone: 

Artículo 1*. — El egreso de los menores internados en dependencias del Consejo del 
Niño deberá disponerse siempre por el Juez competente en la materia, canalizándose el 
mismo en la forma dispuesta por el artículo 4? del Derretn 489/979 de 20 de iunin de 1979 
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Sección 32 
MENORES ABANDONADOS (PROCEDIMIENTO) (71) 


Artículo 126. — El Juez Letrado de Menores procederá de oficio haya 
o no denuncia que podrá ser formulada verbalmente o por escrito, en 
papel común, por cualquier autoridad o particular. 

Las denuncias verbales se harán constar en acta que suscribirá con 
el denunciante, el Secretario del Consejo o el funcionario del mismo que 
la reciba. En campaña la denuncia podrá hacerse ante el Juez de Paz, 
quien la elevará al Juez Departamental. 


Art. 127. - Todas las autoridades judiciales o administrativas que 
tuvieran conocimiento de la existencia de menores en las condiciones 
indicadas en el artículo 121 de esta ley, están obligadas a comunicarlo 
de inmediato al Juez Letrado de Menores. 


Art. 128. — Queda abolida la prisión preventiva de menores de 18 
años. La detención por infracciones policiales o municipales se decretará 
de acuerdo con el articulo 124 (72). 


Art. 129, - Queda absolutamente prohibida la publicidad de noticias 
y notas gráficas relativas a delitos cometidos por menores de 18 años de 
edad. 

Los funcionarios públicos que faciliten noticias a la prensa en contra- 
vención a lo dispuesto en el inciso anterior incurrirán en una multa 
equivalente a diez días de sueldo la primera vez, y a un mes de sueldo 
por cada una de las sucesivas. 

La tercera infracción dará lugar a destitución. Las empresas de. 
publicidad que infringieran lo dispuesto en el inciso primero, incurrirán 
en multa de veinte a doscientos pesos, por cada vez. 

Las multas serán aplicadas por los Jueces de Paz, siguiendo el 
procedimiento de las faltas; deducirá la acusación el Secretario del 
Consejo o el funcionario que éste designe. De la sentencia de los Jueces 
de Paz habrá recurso de apelación en relación para ante el Juzgado 
Letrado Correccional, cuyo fallo hará cosa juzgada (73). 

El condenado abonará todas las costas del juicio. 


(711) El Código General del Proceso, art. 545 lit. a, mantiene el procedimiento 
regulado en esta Sección. 

(72) Ver llamada (67) al art. 119 de este mismo Código. 

(73) Hoy “Juzgados Letrados de Primera Instancia” en el interior y “Juzgados 
Letrados de Primera Instancia en lo Penal” en Montevideo (Ley N* 15.750 de 24 de junio 
de 1985, arts. 51, 66 y 71D). 
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Art. 130. - Sienpre que la policía aprehenda en in fraganti delito a 
una persona que manifieste tener menos de 18 años de edad, la pondrá 
a disposición del Juez Letrado de Menores, haciendo constar en el oficio 
respectivo, los datos que obtenga sobre el lugar y la fecha de nacimiento 
y los nombres y domicilios de los padres del detenido (74). 

El Juez interrogará al imputado dentro de las 24 horas, y si aquél 
fuera uruguayo solicitará inmediatamente por oficio la partida de naci- 
miento a la Dirección General del Registro del Estado Civil, la que deberá 
remitirla partida o el certificado negativo dentro del término de diez días. 

Cuando hubiere duda sobre la edad del detenido que pueda cambiar 
la jurisdicción, el Juez lo hará saber al Director del Registro en el oficio 
respectivo; en ese caso, los datos solicitados deberán ser remitidos dentro 
del plazo de tres días, bajo apercibimiento de darse cuenta al Ministerio 
respectivo. 

Si no existieran datos concretos para efectuar la búsqueda de la 
partida o si el detenido fuera extranjero y no presentara su partida de 
nacimiento, el Juez decretará inmediatamente el examen pericial del 
imputado, par el médico forense de turno en Montevideo y por el ue 
servicio público en campaña, quienes deberán expedirlo dentro del tér- 
mino de tres días cuando se solicitare con urgencia, y dentro de diez, en 
los demás casos. 

Si de la partida de nacimiento, o, en su defecto, del examen pericial, 
resultare que el detenido tiene más de 18 años, se pasarán los antece 
dentes y el detenido a la justicia ordinaria. 

Si del examen pericial practicado a falta de partida resultare que el 
menor tiene alrededor de 18 años, entenderá en la causa la justicia 
ordinaria si se trata de delitos castigados con pena de penitenciaría; en 
los demás casos el menor será puesto a disposición del Juez Letrado de 
Menores. í 

A los efectos del inciso precedente, se tendrá en cuenta la pena 
señalada por la ley para el delito imputado, y no la que correspondería 
teniendo en cuenta las circunstancias atenuantes que concurran. 

Cuando el imputado tuviera aparentemente más de 18 años de edad, 
el Juez, sin perjuicio de proceder en la forma establecida en los incisos 
anteriores, decretará las diligencias necesarias para la comprobación de 
los hechos, de acuerdo con el Código de Instrucción Criminal (75) mien- 


(74) Sobre concepto de in gana delito, ver Código del Proceso Penal, art. 111. 
(75) Actualmente “Código del Proceso Penal”, aprobado por Decreto-Ley N? 15.032 
de 7 de julio de 1980. 


480-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 


tras se comprueba la edad. Esas diligencias se remitirán a la justicia 
ordinaria y surtirán todos los efectos legales, si se probara que el impu- 
tado tenía más de 18 años de edad, al cometer el delito. 

En la misma forma procederá el Juez en los casos de delitos graves, 
cuando, a su juicio, el imputado pueda tener más de 18 años de edad. 

Cuando se formule denuncia ante la justicia ordinaria contra un 
menor de 183 años de edad, el Juez pasará los antecedentes sin más 
trámite al Juez Letrado de Menores. 

Si los denunciados fueran varios y entre ellos figurara algún menor 
de 18 años, la causa se seguirá contra los mayores, pasándose un 
testimonio de la denuncia al Juez Letrado de Menores, quien adoptará 
las medidas tendientes a esclarecer la situación del menor. 

Cuando un denunciado por delito ante la justicia ordinaria manifieste 
tener menos de 18 años de edad, el Juez decretará las diligencias 
necesarias para la comprobación de la edad, en la forma establecida en 
este artículo y si resultare exacta la afirmación del denunciado se 
pasarán los antecedentes al Juez Letrado de Menores. 


Art. 131. - Las diligencias a que se refiere esta sección y la anterior, 
se harán en papel común; pero el Juez y el Tribunal podrán imponer a 
los representantes legales de los menores la reposición del sellado y el 
pago de las costas de conformidad con el artículo 688 del Código Civil (76). 


Art. 132. — La acción civil proveniente de los actos cometidos por los 
menores -sean o no delictuosos— será ejercida ante la magistratura civil. 


Art. 133. - Contra las resoluciones definitivas dictadas por el Juez 
Letrado de Menores, de conformidad con esta Sección y la anterior, no 
habrá más recurso que el de apelación en relación para ante el Tribunal 


(76) La exoneración de tributos ante la Justicia de Menores fue regulada por Leyes 
N? 11.462 de 8 de julio de 1950, art. 19; N” 12.804 de 30 de noviembre de 1960, art. 253 
in fine; N? 13.032 de 7 de diciembre de 1961, art, 254 num. 5” y N* 14.100 de 27 de 
diciembre de 1972, art. 141. 

La Ley N* 15.809 de 8 de abril de 1986, art. 546, creó una tasa que se abona con 
timbres del Poder Judicial, y en el art. 550 exoneró del pago a los escritos presentados 
ante la Justicia de Menores de d.) y los escritos con los que se tramitan alimentos, guarda 
y tenencia de menores (lit. e). 

La Ley N? 16.134 de 24 de setiembre de 1990 implantó el impuesto judicial, pero 
exoneró a las acciones por alimentos y estableció que en los asuntos de competencia de 
los Juzgados de Menores y de Familia, los Tribunales y Jueces pueden conceder exencio- 
nes. o 
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de Apelaciones, cuyo fallo no admitirá recurso alguno, ordinario ni 
extraordinario (77). 


Art. 134.- Las resoluciones dictadas por el Juez Letrado de Menores 
no se inscribirán en el Registro de Reincidencias (78). 


Sección 4* 
PROCEDIMIENTO PARA LA REHABILITACION (79) 


. Artículo 135. - Los representantes legales de los menores podrán 
pedir en cualquier tiempo al Juez Letrado de Menores la derogación de 
las medidas adoptedas de acuerdo con los artículos anteriores. 

Lia demanda deberá ser presentada por escrito, estableciéndose con- 
cretamente los hechos en que se funda y los elementos de prueba 
respectivos. 


Art. 136. — Recibida la demanda el Juez conferirá traslado al Fiscal 
de lo Civil con término de nueve días, y una vez evacuado aquél, recibirá 
las pruebas ofrecidas por las partes y decretará todas las que considere 
necesarias para el debido esclarecimiento de los hechos. 

Terminada la instrucción del sumario, será puesto de manifiesto en 
la Oficina por el término de seis días, durante los cuales las partes podrán 
pedir las diligencias que deseen. 

Recibidas éstas y las que el Juez considere conveniente decretar, o 
vencido el término legal sin que sean ofrecidas, se mandarán alegar de 
bien probado a las partes por su orden con plazo de diez días. 

Presentados los alegatos, el actuario pondrá los autos al despacho del 
Juez, el que dentro del plazo de 20 días dictará sentencia fundada, 
manteniendo o revocando la resolución reclamada. 


Art. 137. - El Ministerio Público, podrá deducir la acción prevista en 
el artículo 135, la que se seguirá con el representante legal del menor, o 


en su defecto con un defensor. 


Art. 138. - Las resoluciones recaídas en incidentes surgidos en los 


(77) Respecto al régimen de apelación de sentencias, ver Código General del Proceso, 
arts. 248 a 261. 

(78) Registro Central de la Minoridad, creado por Acordada N? 6557 de 25 de julio 
de 1980 (ver en Apéndice, pág. 134) 

(79) El Código General del Proceso, art. 545 lit. a, mantiene el procedimiento 
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procedimientos indicados en el artículo 136, serán apelables en relación 
para ante el Tribunal de Apelaciones, cuyo fallo causará ejecutoria. 

Las sentencias recaídas en incidentes surgidos en segunda instancia, 
sólo serán susceptibles del recurso de reposición. 


Art. 139. - De la sentencia definitiva de primera instancia habrá 
recurso de reposición y apelación en relación para ante el Tribunal de 
Apelaciones, los que deberán interponerse dentro de seis días. 

Deducidos los recursos, si el Juez considera que debe mantener su 
decisión, elevará los autos al Pribunal con un informe en que fundará su 
resolución (80). 


Art. 140. — Es aplicable a la sentencia de segunda instancia lo dis- 
puesto en el artículo 133, pero los representantes legales de los menores 
podrán iniciar nuevamente, una vez transcurridos dos años, la acción a 
que se refiere el artículo 1:35. 


Art. 141. -— Los interesados podrán concurrir acompañados de sus 
abogados a las audiencias previstas en el artículo 136, e informar “in 
voce” en segunda instancia. 


Sección 5* 
PERDIDA Y REHABILITACION 
DE LA PATRIA POTESTAD (81) (82) 


Artículo 142. — Deróganse los artículos 288, 290, 291, 292, 297 y 298 
del Código Civil, que serán sustituidos por los siguientes: 


Art. 143. - Es Juez competente para conocer en los juicios sobre 
pérdida o limitación de la patria potestad en los casos previstos en los 
artículos 285, 286 y 295 del Código Civil, aunque la patria potestad sea 
ejercida de acuerdo con el artículo 177 del mismo Código, el Juez Letrado 


(80) Ver llamada (77). 

(81) La pérdida y rehabilitación de la patria potestad se tramita actualmente por el 
procedimiento referido en el art. 349.2 del Código General del Proceso. 

(82) Ver Código Civil art. 177 y 252 al 300 inclusive, modificados en lo pertinente 
por la Ley N? 10.783 de 18 de setiembre de 1946, arts. 11 a 15 y por la Ley N“ 15.855 de 
25 de marzo de 1987 que sustituyó los arts. 267 y 277. Ver además en Apéndice 
Decreto-Ley N* 15.210 de 9 de noviembre de 1981, pág. 129. 
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de Menores (83) del domicilio de los padres y cuando el domicilio no sea 
conocido el de la residencia del menor (84). 


Art. 144.- El Ministerio Público siempre que tenga conocimiento de 
algunos de los hechos que puedan dar lugar a la pérdida o limitación de 
la patria potestad, podrá hacer levantar una información sumaria ante 
el Juez Letrado de Menores o ante el Juez de Paz del domicilio o 
residencia del menor. El Ministerio Público o el Juez Letrado de Menores 
podrán además, antes o después de recibida la información aludida, 
tomar las medidas que crean convenientes en defensa de la persona y 
bienes del menor. 


Art. 145.- La demanda se presentará por escrito, enunciándose con- 
cretamente los hechos y fundamentos de derecho que le sirvan de base, 
acompañando o indicando los elementos de prueba. 

Deducida la demanda, se dará traslado de «Ya ol demandado a quien 
además el Juez recibirá declaración verbat, sí fuera postble. Ll término 
del traslado será de nueve días (85). 

El Juez diligenciará todas las pruebas ofrecidas en la demanda y en 
la contestación, evacuará todas las citas y decretará las diligencias que 
cunsidere convenientes para el esclarecimiento de los hechos. 

Terminada la información y agregados todos los antecedentes que el 
Juez ordene, el expediente se pondrá de manifiesto en la oficina por el 
término de seis días, durante el cual las partes y el Ministerio Público 
podrán pedir las ampliaciones que deseen. 

Vencido el plazo señalado en el inciso anterior sin que se pida amplia- 
ción del sumario, o practicadas las diligencias solicitadas, el Actuario 
pondrá los autos al despacho del Juez, quien mandará alegar a las partes 
de bien probado por su orden, con término de seis días. 

Si la acción no hubiera sido deducida por el Ministerio Público, se 
conferirá traslado a este último término y con el mismo plazo. 

El Juez dictará sentencia dentro de quince días (86). 


(83) Ver amada (55). 

(84) El art. 285 a que se refiere esta norma fue sustituido por el Decreto-Ley N* 
14.766 de 18 de abril de 1978, art. 2” que redujo el plazo de abandono para hacer 
procedente la pérdida de la patria potestad, de 3 años, a un año. 

(85) Si este juicio se sigue a los efectos de “na posterior legitimación adoptiva del 
menor, las publicaciones que puedan ser necesarias para el emplazamiento por edictos 
al demandado, se harán gratuitamente por el Diario Oficial, conforme a lo establecido 
por la o 13.209 de 17 de diciembre de 1963. 

(86) La Ley N? 10.793 de 25 de setiembre de 1946, art. 33 lit. C, ens la inscripción 
de las sentencias que declaran la pérdida, suspensión o limitación de la patria potestad, 
en el Registro de Inhibiciones, Sección Interdicciones. 
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La sentencia será apelable para ante el Tribunal de Apelaciones, cuyo 
fallo no admitirá recurso alguno, ordinario ni extraordinario. 

Contra las resoluciones recaídas en los incidentes surgidos en este 
juicio en la primera instancia, procederá el recurso de reposición y el de 
apelación en relación sin efecto suspensivo siendo aplicable lo dispuesto 
en el inciso final del artículo 120 (87). 

Contra las resoluciones recaídas en incidentes surgidos en segunda 
instancia, sólo procederá el recurso de reposición. 


Art. 146. — La ucción de rehabilitación a que refieren los artículos 296 
y 297 del Código Civil, deberá iniciarse ante el Juez Letrado de Menores 
que decretó la pérdida, limitación o suspensión de la patria potestad y se 
discutirá por los trámites establecidos en el artículo anterior. 


La demanda se seguirá con la persona gue ejerza la patria potestad 
O la tutela del menor, debiendo oírse siempre al Ministerio Público. 


Art. 147, - Derógase el inciso 2* del artículo 352 del Código Civil. El 
Juez de Menores cuando lo considere conveniente podrá entregar la 
administración de los bienes del menor a Instituciones bancarias de 
notoria responsabilidad. 


Art. 148. - Modifícase el inciso 1* del art. 442 del Código Civil en la 
siguiente forma: “Los nijos varones y mujeres mayores de edad, son 
curadores de su padre o madre viudos declarados incapaces. Si hubiera 
dos o más hijos el Juez elegirá el que debe ejercer la curaduría”. 


Art. 149. — La tutela a que se refiere el artículo 443 del Código Civil 
será ejercida en Montevideo por el presidente del Consejo del Niño y en 
campaña por el presidente del Comité Departamental respectivo. 


Art. 150. - En los juicios de remoción de tutela o curaduría se seguirá 
el procedimiento establecido en esta Sección (88). 


(87) Esta disposición modifica al art. 293 del Código Civil, al suprímir el efecto 
suspensivo de las apelaciones de resoluciones recaídas en incidentes surgidos en la 
primera instancia. Ver el art. 322 del Código General del Proceso. 

(88) Ver llamada (81) 
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Sección 6* 
GUARDA DE MENORES. COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTO (89) 


Artículo 151,- El Juez Letrado de Menores (90) es el único compe- 
tente para entender en los juicios sobre guarda o tenencia de menores, 
incluso los previstos en los artículos 154 y 171 y siguientes del Código 
Civil, 152 de este Código, debiendo seguirse el procedimiento señalado en 
la sección anterior (91). 


Presentada la demanda, el Juez a pedido de la parte actora o de oficio, 
resolverá la situación provisoria del menor previas las diligencias que 
estime oportunas. Contra esa resolución cabrá el recurso de reposición y 
el de apelación en relación sin efecto suspensivo (92). 


Art. 152. - Derógase el inciso 2” del artículo 277 del Código Civil. 


(89) Actualmente se tramita por procedimiento extraordinario, art. 349.3 del Código 
General del Proceso. 

(90) Ver llamada (55). 

(91) Los Juzgados Letrados de Familia siguen el procedimiento indicado en el art. 
349.3 del Código General del Proceso, cuando existe contienda. En otros casos, homologan 
los convenios de los padres sobre la guarda de los menores, o ratifican la tenencia que de 
hecho esté el eiénde uno de ellos, previa información sumaria sobre la situación del 
menor. (Ver art. 404 del Código General del Proceso). 

Para permitir el control inherente a la patria potestad del padre o madre que ¡0 tiene 
la guarda, los Jueces Letrados de Familia fijan un régimen ña visitas, a solicitud de la 
parte interesada. Aplicándose también las medidas referidas en la llamada (92) a los 
efectos de lograr el cumplimiento de dicho régimen. 

Tampoco puede sacarse al menor del país sin autorización de ambos padres, aunque 
uno de ellos no tenga la guarda, salvo casos muy especinles, en que el Juzgado permite 
el viaje. Sobre esto, ver Decretos N”. 486/967 de 8 de agosto de 1967, N* 661/969 de 30 de 
diciembr>o de 1969 y Convenios Internacionales en el Apéndice de este Código, pág. 173 

(92) Antes de resolver sobre la situación provisoria de un menor, los Jueces de 
Familia generalmente recaban información sobre el hogar en que vive, por medio de 
inspectores (Ley N* 9.441 de 26 de noviembre de 1934 y Acordada de la Suprema Corte 
de Justicia N? 5.013 de 5 de abril de 1974). 

Por Decreto-Ley N* 15.167 de 6 de agosto de 1981, art. 84 se crearon los Servicios 
de Asistencia y Profilaxis Social cuyo funcionamiento se reglamentó por Decreto N? 
217/982 de 29 de junio de 1982, que se transcribe en el Apéndice pág. 164. Este servicio 

(SAYPS), pasó del Ministerio de Justicia a la Suprema Corte de Justicia, según lo 
dispuesto por la Ley N* 15.751 de 24 de junio de 1985. 

Por su parte, en los casos de divorcio el Decreto-Ley N? 14.766 de 18 de abril de 1978, 
dando nueva redacción al art. 167 del Código Civil establece: “no se citará para sentencia 
definitiva si antes no se acredita que se ha resuelto la situación de los hijos menores de 
edad o incapaces en cuanto a su guarda, régimen de visitas y pensión alimenticia”. Sobre 
e ia ver art. 350.1 del CGP. art. 154 Código Civil. 

tra previsión tendiente a solucionar eficazmente la situación del menor, son las 
astreintes, implantadas por el Decreto-Ley N” 14.978 de 14 de diciembre de 1979 y 
reguladas por el art. 374 del Código General del Proceso, sobre conminaciones económicas 
y personales. 
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La guarda de los hijos naturales reconocidos por el padre y por la 
madre se regirá por lo dispuesto en el artículo 174 del Código Civil. 


Sección 7 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 


Artículo 153.- Las disposiciones contenidas en los artículos prece- 
dentes entrarán en vigor sesenta días después de la promulgación de esta 
ley. 

Las causas criminales en tramitación al empezar a regir dichas 
disposiciones, serán resueltas de acuerdo con esta ley por los jueces a 
cuyo conocimiento se hallaren, debiendo luego remitirse el expediente al 
Juzgado Letrado de Menores para el cumplimiento de la sentencia. 

En las causas civiles se observará el procedimiento establecido por la 
ley vigente en la época de la iniciación de aquéllas. 


Art. 154. - Los menores de 18 años y mayores de 16, que antes de 
empezar a regir esta ley cometieran delitos castigados con pena de 
penitenciaría, serán juzgados con arreglo a la presente, si en la fecha de 
la promulgación no hubieran cumplido aún 19 años de edad y no hubieran 
sido aún condenados. 


Art. 155. - Mientras no se incorpore al Presupuesto General de 
Gastos la planilla correspondiente al Juzgado Letrado de Menores, la 
Alta Corte de Justicia designará a uno de sus Magistrados en ejercicio 
para que desempeñe las tareas encomendadas a aquel Juzgado (93). 


Capítulo X0H 


DE LA ADOPCION (94). 


Artículo 156. — La adopción se permite a toda persona que tenga más 
de 30 años de edad cualquiera sea su estado civil y siempre que tenga 
por lo menos 20 años más que el adoptado. 


(93) Ver llamadas (55) y (56). ' 
(94) Esta Sección del Código del Niño sustituye al Libro 1, Sección H, Título VII del 
Código Civil, sobre adopción, en lo referente a menores. 
re legitimación adoptiva, ver en el Apéndice, pág. 123 el texto de la Ley N* 10.674 
de 20 de noviembre de 1945 y modificativas. 
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Art. 157. — Ll tutor no puede adoptar al menor hasta que le hayan 
sido aprobadas Jucicialmente las cuentas del cargo. 


Art. 158. - Nadie puede ser adoptado por más de una persona a no 
ser por dos cónyuges. 

Ninguno de los cónyuges puede adoptar o ser adoptado sin el consen- 
timiento del otro, salvoque estuviere impedido de manifestar su voluntad 
o que exista sentencia de separación entre los esposos. 


Art. 159. — Realizada la adopción, la separación o divorcio ulterior de 
los cónyuges, no les exime de sus obligaciones con respecto al menor, aun 
cuando fueran privados del ejercicio de la patria potestad, o de la tenencia 
de éste. 


Art. 160, - No valdrá la adopción de hijos ilegítimos hecha por el 
padre o la madre (95). 


Art. 161. — Para la adopción de un menor de edad, que tenga padre y 
madre, es necesario el consentimiento de ambos padres. Si uno de los dos 
ha muerto o está impedido de manifestar su voluntad, el consentimiento 
del otro es suficiente. 

Si los padres están divorciados o separados, basta el consentimiento 
de aquel de los esposos que tenga la guarda del menor. 


Art. 162. — En los casos previstos en el artículo precedente, el consen- 
timiento debe ser otorgado en el acto mismo de la adopción, en escritura 
pública, pudiendo en el extranjero, hacerse ante los agentes diplomáticos 
o cónsules uruguayos. 


Art. 163. - Si el menor no tiene padres en ejercicio de la patria 
potestad, o ambos están impedidos de manifestar su voluntad, deberá 
prestar su consentimiento el representante legal del menor. 


Ver además Ley N* 12.689 de 29 de diciembre de 1959, sobre legitimación por 
subsiguiente matrimonio, que se transcribe en el Apéndice de este Código, pág. 127. 

(95) Busca evitar que por vía indirecta se viole la prohibición establecida en el Código 
Civil, art. 227, cuyo inc. 3% dice lo siguiente: 

“Los hijos naturales nacidos durante el matrimonio de los padres no podrán ser 
reconocidos por ninguno de éstos, hasta tanto no se disuelva ese matrimonio, a no ser 
que el reconocimiento se haga en testamento cerrado o se verifique después de sentencia 
judicial que haga lugar al desconocimiento de la paternidad del n.arido”. 
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Art. 164. — Para la adopción de una persona mayor de 18 años se 
requiere su expreso consentimiento. 


Art. 165.- La adopción confiere el apellido del adoptante al adoptado, 
agregando éste a su apellido propio el del primero. Si el adoptante y el ' 
adoptado tienen el mismo apellido patronímico no se modificará el 
apellido del adoptado. Si el adoptado es un hijo natural el nombre del 
adoptante se le puede conceder, pura y simplemente, previo consenti- 
miento de las partes, en el acta misma de adopción, quedando anulado 
el apellido propio del adoptado. 


Art. 166. -— El adoptado continúa perteneciendo a su familia natural 
donde conserva todos sus derechos. El padre que consiente la adopción 
pierde la patria potestad que pasa al adoptante. 

En caso de interdicción, de desaparición comprobada judicialmente o 
de muerte del adoptante producida durante la minoría de edad del 
adoptado, la patria petestad pasa de pleno derecho a los padres de Cata: 


Art. 167. - La adopción no produce otros efectos que los declarados 
en este Código y son: 

1) Obligación del adoptado de respetar y honrar al adoptante. 

2) Obligaciór recíproca de prestarse alimentos. No cbstante, los 
ascendientes y descendientes del adoptado no están obligados a 
suministrar alimentos a éste mientras los pueda obtener del 
adoptante. 

3) Derecho a heredarse sin testamento en los casos y con la distin- 
ción que se determina en el título de la sucesión intestada en el 
Código Civil (96). 


Art. 168.- La adopción sólo establece relaciones jurídicas entre el 
adoptante y el adoptado y no entre cualquiera de ellos y la familia del 
otro. 


Art. 169. — La adopción ha de ser hecha por escritura pública, acep- 
tada por el adoptado o sus representantes legales. Ningún Escribano 
podrá autorizar dicha escritura sin previa autorización del Consejo del 
Niño, en que se acredite: 

1) La idoneidad moral y la capacidad del adoptante probada por 


(96) Ver Código Civil, art. 1027 en redacción dada por la Ley N* 15.855 de 25 de 
marzo de 1987. 
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todos los medios de investigación que el Consejo del Niño juzgue 
Necesarios. 

2) Que el adoptante ha tenido durante dos años bajo su protección 
y cuidado al adoptado. 


Art. 170. - La escritura deberá ser inscripta dentro de los 30 días 
contados desde su otorgamiento en un libro especial que llevará al efecto 
la Dirección del Registro del Estado Civil, y deberá constar al margen del 
acta de nacimiento. | 

La omisión de la inscripción será penada con multa al escribano 
autorizante de la escritura, de veinticinco a cien pesos, a más de no surlir 
efecto la adopción hasta después de ser inscripta. 

Una vez inscripta surtirá efecto desde la fecha de su otorgamiento. 


Art. 171. — La revocación de la adopción puede solicitarse por el 
adoptante o el adoptado cuando existen motivos graves. 

La revocación hace cesar para el porvenir todos los efectos de la 
adopción (97). 


Art. 172.- La revocación se pedirá ante el Juzgado de Menores y con 
apelación ante el Tribunal, siguiendo el procedimiento de los juicios 
ordinarios escritos de menor cuantía (98), 


Capítulo XIV 


DE LA INVESTIGACION DE LA PATERNIDAD (99) 


Artículo 173. - Todo niño tiene derecho a saber quiénes son sus 
padres. 


Art. 174.- Alos efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, procede 
la investigación de la paternidad que podrá ser iniciada por la madre 
desde el quinto mes de gravidez, hasta que el hijo cumpla 21 años. 


(97) La gravedad de la causa invocada, queda librada a la apreciación del Juez, 
aunque por supuesto debe tratarse de situaciones que justifiquen la adopción de una 
medida tan extrema, como por ejemplo aquellas similares a las que el Código Civil 
establece para la indignidad en materia sucesoria (art. 842); para la desheredación (art. 
900); y ao la revocación de las donaciones (art. 1634). 

(98) Derogado, ver art. 349.3 del Código General del Proceso. : 

(99) Este capítulo prevé un procedimiento sumario de lainvestigación de paternidad, 
a los solos efectos de la obtención del nombre y el derecho a alimentos, que actualmente 
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Sila madre fuera menor de edad, el Consejo del Niño le nombrará de 
Oficio curador ad-litem (100). 


Art. 175. - Todos los que están facultados por esta ley a iniciar la 
investigación de paternidad, litigarán en papel común cargándose a 
costas lo que correspondería a sellado (101). 


Art. 176. - El padre siempre que tenga bienes pagará las planillas de 
costas, sin perjuicio de las condenaciones que estableciere la sentencia 
definitiva. 

La acción de investigación de la paternidad, a los efectos de la pensión 
alimenticia, se sustanciará en juicio sumario y de acuerdo con lo estable- 
cido en el presente capítulo. 


Art. 177. - El Consejo del Niño iniciará de oficio la investigación de 
paternidad, cuando tenga conocimiento de que un niño ha sido inscripto 
como hijo de padre desconocido, o que ingrese a sus establecimientos, un 
niño sin filiación paterna, o cuando un menor lo solicite. 


Art. 178. - A los efectos del artículo anterior los Jueces de Paz dentro 
de los diez días de hecha cualquiera de estas inscripciones, deberán 
comunicarla al Consejo del Niño, bajo pena de multa de veinte a cincuen- 
ta pesos (102). 


Art. 179. - El Consejo del Niño, iniciará los procedimientos citando 
a la madre del menor de acuerdo con el artículo 300 del Código de 
Procedimiento Civil (103). 


Art. 180. — Si la madre comparece dentro del término y quiere iniciar 
por sí misma los procedimientos, lo hará ajustándose a estas disposicio- 
nes. : 


Art. 181. - Si citada por segunda vez y bajo apercibimiento no com- 
parece ni justifica su ausencia, se hará efectivo-sin otro trámite el 


se tramita por el proceso extraordinario (art. 349.3 del Código General'del Proceso). La 
investigación de paternidad para adquirir la filiación de hijo natural se regula por el 
Código Civil, arts. 241 y 242 y se tramita por el proceso ordinario. 

(100) Lo dispuesto en este artículo alcanza a toda madre menor, aún cuando tenga 
sus representantes legales en ejercicio de la patria potestad. 

(101) Ver llamada (76) al art. 131 de este mismo Código. 

(102) Ver llamada (27) al art. 43 de este mismo Código. 

(103) Hoy art. 87.2 Código General del Proceso. 
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apercibimiento, nombrándose al menor tutor dativo, quien iniciará el 
juicio de acuerdo con lo prescripto en este Capítulo. 


Art. 182. — Obtenido el reconocimiento, el tutor del menor será el 
administrador legal de la pensión alimenticia y de todos los bienes que 
obtenga como consecuencia de la acción instaurada, vigilando la salud 
física y moral del menor como asimismo su educación (104). 


Art. 183. - El Juez de Menores dará curso a la demanda de investi- 
gación de paternidad siempre que algunas de las personas indicadas en 
los artículos 174 y 177 presente por escrito, indicando claramente el 
nombre del presunto padre y su domicilio y la prueba en que funda su 
derecho. 


Art. 184. - El demandado para rechazar la acción de paternidad no 
podrá excepcionarse en la mala conducta de la mujer. 


Art. 185. - Si el presunto padre comparece y reconoce como suyo el 
niño, el Juez fijará la pensión alimenticia que debe suministrar al hijo y 
a la madre de acuerdo con lo preceptuado en el Capítulc XVL 


Art. 186. - Si el presunto padre niega por escrito su calidad de tai 
dentro del término fijado para su comparecencia se abrirá la causa a 
prueba por el término de veinte días procediéndose de acuerdo con el 
artículo 331 del Código de Procedimiento Civil (105). 


Art. 187. — Vencido el término probatorio, el actuario, agregará las 
pruebas con certificado de las que se hayan producido, notificándose a 
las partes, quienes dentro de los seis días siguientes a la notificación 
podrán tachar los testigos presentes. 


Art. 188. — En caso de tacha de testigos se abrirá un término proba- 
torio de diez días, suspendiéndose la tramitación de lo principal. 


Art. 189. - Agregadas las pruebas, se pondrá el expediente por seis 
días en la Oficina a disposición de las partes para que se instruyan, y 


(104) Reitera principios establecidos en el Código Civil sobre el instituto de la tutela 
(arts. 313 y siguientes). 

(105) Además de los medios de prueba comunes, existen cuatro exámenes técnicos 
usados en la Investigación de la Paternidad: la prueba hematológica que se realiza por 
el Instituto Técnico Forense; el cotejo de rasgos ionóaíicos la prueba dactilar a cargo 
de la Policía Técnica y la pericia de histocompatibilidad (H.L.A.). 
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pasado este plazo el actuario dará cuenta al Juez con lo que cada parte 
haya expuesto por escrito, teniéndose por conclusa la causa para senten- 
cia. 


Art. 190. — El Juez pronunciará sentencia dentro de los diez días 
ordenando la inscripción del niño con el nombre del padre o no haciencdo 
lugar a la demanda. 


Art. 191. — 121 fallo del Juez sólo tendrá el recurso de que habla el 
artículo 133 de este Código; además las partes podrán entablar el juicio 
ordinario ante los Jueces comunes, y por el procedimiento fijado en el 
Código de Procedimiento Civil, a cuyo resultado deberá estarse (106). 


Art. 192. — Cuando de la denuncia sobre paternidad, resultase enga- 
ño o mala fe por parte de la demandante, será condenada ésta a sufrir la 
pena que corresponde a los que cometan delito contra el estado civil de 
las personas. (Artículos 312 al 316 del Código Penal) (107). 


Art. 193. — Para que un hijo natural tenga derecho a la sucesión del 
padre, deberá haber obtenido su reconocimiento ante la justicia ordina- 
ria. (108) 


Capítulo XV 


DE LA CONDICION LEGAL DEL HIJO NATURAL (109) 


Artículo 194. - El hijo natural llevará el nombre de la madre, mien- 
tras no fuere reconocido por el padre (110). 


(106) Este artículo parecería haber sido derogado (ver llamada 77 al art. 133). El. 
juicio ordinario posterior se prevé en el art. 361 del Código General del Proceso, 
únicamente para los procesos de ejecución. 

(107) La referencia corresponde a los arts. 258 al 262 del Código Penal vigente, con 
las modificaciones introducidas por la Ley N* 14.068 de 10 de julio de 1972. . 

(108) Aunque el art. 349.3 del Código General del Proceso dice.que las cuestiones 
previstas en los arts. 173 a 193 del Código del Niño tramitan por el procedimiento 
extraordinario, se entiende que este artículo no ha sido derogado, y que para la declara- 
ción judicial de paternidad regulada por el art. 241 del Código Elva, se debe seguir el 
procedimiento ordinario. 

(109) Ver Constitución, art. 42 y Código Civil, arts. 227 al 242, que regulan todo lo 
relativo a la filiación natural. 

(110) Ver Decreto-Ley N* 15.462 de 16 de setiembre de 1983 en el Apéndice, 
pág. 131. 
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Art. 195.- La patria potestad del hijo natural será ejercida por el 
padre, siempre que éste lo haya reconocido voluntariamente (111). 


Art. 196.-- La patria potestad del hijo natural será ejercida por la 
madre siempre que ésta haya iniciado los trámites de investigación de 
paternidad y no se produjera el caso del artículo anterior. 


Art. 197. - Si llegado el hijo a la edad de 21 años y por imposibilidad 
física o mental no puede bastarse a sí mismo, el padre no quedará 
exonerado de su obligación mientras el hijo exista o no desaparezca la 
causa de incapacidad. 


Art. 198. — La pensión alimenticia será entregada a la madre del 
menoro a quien tenga el niño bajo su custodia o ejerza su representación. 


Art. 199. — La acción de alimentos no se extingue por la muerte del 
padre, aunque se haya producido antes del nacimiento del niño. 

El hijo podrá en este acto ejercitar su acción contra los herederos del 
padre, quienes podrán afectar bienes suficientes a juicio del Juez, para 
con sus frutos servir la pensión alimenticia. 


Art. 200. — La acción de alimentos se extingue por la muerte del niño. 

No obstante subsiste la obligación de reparar los perjuicios originados 
por la falta de cumplimiento de la mencionada obligación y de restituir 
lo gastado mientras vivió el menor. 

Los gastos funerarios sun de cargo del padre o de sus herederos. 


Art. 201. - Todo convenio entre el padre y el representante legal del 
hijo, sobre el monto y forma de pago de la pensión alimenticia, deberá ser 
aprobado por el Consejo del Niño (112) (113). 

Es nula toda renuncia al derecho sobre pensiones futuras (114). 


Art. 202, - El padre está obligado a indemnizar a la madre o a la 
institución que la haya asistido, de los gastos del alumbramiento y de los 


(111) Modificado en lo pertinente por la Ley N* 10.783 de 18 de setiembre de 1946 
(Apéndice de este mismo Código, pág. 137 

(112) Estos convenios —como todos los que se hacen sobre alimentos— son homologa- 
dos por el Juzgado competente (Art. 2155 Código CiviD. 

(113) El Código Civil, art. 277 establece: “Incumbe al padre o madre que ha 
reconocido al hijo natural, la obligación alimentaria y las demás prestaciones estableci- 
das en el art. 121" (Redacción dada por la Ley N* 15.856 de 25 de marzo de 1987). 

(114) Ver Código Civil, arts. 870 y 873, sobre asignaciones a alimentarios forzosos. 
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extraordinarios que se originen por esta circunstancia y durante el estado 
de gravidez. 

La madre ola institución referida pueden reclamar el monto ordinario 
de esos gastos. 

Este derecho pertenece a la madre aunque el padre muera antes del 
nacimiento del hijo o aunque el hijo nazca muerto. 

Este derecho prescribe al año contado desde los cuarenta días siguien- 
tes a la fecha de nacimiento. 


Art. 203. — En el caso del artículo 174 declarada la paternidad antes 
del nacimiento del niño, la madre podrá obligar al padre a que consigne 
por anticipado, la cantidad equivalente a los gastos que demande el niño 
en Sus tres primeros meses. Puede obligarlo también a que deposite en 
el Consejo del Niño, los gastos estipulados en el artículo anterior. 

Basta para ello, que la madre pruebe que su derecho corre peligro. 


Capítulo XVI 


DE LAS PENSIONES ALIMENTICIAS (115) 


Artículo 294. - Todo niño cualquiera que sea su condición legal debe 
disfrutar por ministerio de la ley, de las condiciones necesarias para su 
desarrollo corporal, espiritual y su bienestar social. En consecuencia los 
padres están obligados al sostenimiento de sus hijos. 

En el caso de desconocimiento de esta obligación serán compelidos a 
cumplirla de acuerdo con las disposiciones siguientes. 


Art. 205. — La madre o el representante legal de todo menor de 21 
años o incapaz, siempre que el padre se niegue a cumplir la obligación 


(115) El Código Civil regula el derecho de alimentos, en los siguientes artículos: “Art. 
116. — Por el mero hecho del matrimonia, contraen los onpupes le obligación de mante- 
ner y educar a sus hijos, dándoles la profesión u oficio conveniente a su estado y 
circunstancias”. 

“Art. 117. — En defecto o imposibilidad de los padres, se extiende la obligación 
expresada en el artículo precedente a los abuelos y demás ascendientes”. 

“Art. 121. - Bajo la denominación de alimentos se comprende, no sólo la casa y 
comida, sino el vestido, el calzado, las medicinas y salarios de los médicos y asistentes, 
en caso de enfermedad. o 

Se comprende también la educación, cuando el alimentario es menor de edad”. 

“Art. 176. — Ambos cónyuges quedan solidariamente obligados al sostén y educación 
de sus hijos” (En caso de separación de cuerpos o divorcio). 

Para los hijos naturales ver art. 277 transcripto en llamada (113). 
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impuesta por esta ley se presentará por escrito a] Juez Letrado de 
Menores, con los documentos en que funde sus derechos. 


Art. 206. —- Interpuesta la demanda, el Juez Letrado de Menores 
convocará a las partes a una audiencia verbal con intervalo de diez días, 
en la cual podrá adelantar su prueba el actor y producir la suya el 
demandado. 

Durante este término el expediente estará en la Oficina para que pueda 
ser examinado por las partes (116). 


Art. 207. - En la audiencia verbal se recibirán las pruebas y se 
consignará en el acta respectiva un resumen de ellas y de lo alegado por 
las partes. 

Si se presentan documentos se agregarán al expediente. 

Los testigos serán examinados con arreglo al artículo 584 y siguientes 
del Código de Procedimiento Civil y firmarán también el acta. 


Art. 208. — El acta deberá probar: 

1) El título en cuya virtud se piden los alimentos. 

2) Los medios de subsistencia del demandado, capital, empleo, 
renta, trabajo, sueldo o jornal, que constituyen en cada caso el 
medio de vida de aquél, 


Art, 209. - Efectuada la audiencia a que se refiere el artículo 206, el 
actuario pondrá los autos al despacho del Juez, quien pronunciará 
sentencia dentro de seis días. 


Art. 210, -— No estando determinada la cuota alimenticia, el Juez la 
señalará en proporción al caudal de quien deba darla y a las necesidades 
y circunstancias del que ha de recibirla y reglará la forma en que hayan 
de prestarse los alimentos. 


Art. 211.- En ningún caso la aptitud de la madre para el trabajo, ni 
su condición económica, servirá para librar al padre de la obligación que 
representa el hijo. 


Art. 212. —La sentencia que fija la pensión alinienticia será apelable, 


(116) Este artículo y los siguientes han sido derogados por el Código General del 
Proceso, art. 349 2. 
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sin efecto suspensivo ante el Tribunal que corresponda, cuyo fallo causará 
cosa juzgada (117). 


Art. 213. - Decretados los alimentos, si el obligado no los satisface, 
se procederá a petición del interesado según lo prescripto en el inciso 22 
del art. 211 del Código de Procedimiento Civil (118). 


Art. 214. — Ln el caso de ser el padre empleado público o privado, para 
servir la pensión alimenticia se podrá retener mensualmente hasta el 
50% del sueldo cuando el número de hijos y la situación económica de la 
madre así lo requieran. 


Art. 215. — En el caso de prestar el padre servicios retribuidos por 
particulares o empresas, y se negare a cumplir la obligación de alimentos, 
serán notificados el patrón o la empresa para que en su caso hagan el 
descuento correspondiente a la obligación, en los «sueldos. jornales a 
habilitación que perciba el demandado. 

Para hacer efectiva la contribución señalada por el Juez, bastará la 
orden librada por oficio al habilitado de la oficina en que preste servicios 
el padre, y el empresario o el patrón responderán personalmente del 
pago, si no cumplieran la orden respectiva. 


Art. 216. - La ocultación total o parcial de sueldos, jornales o habili- 
tación por parte del padre, patrón o empresario, será considerada como 
delito de estafa. 


Art. 217. — El padre condenado a servir una pensión alimenticia y 
que pudiendo, no la cumpliere durante tres meses, será condenado « 
pagar una multa de cien a quinientos pesos, o a sufrir de tres meses a un 
año de prisión. 

En caso de reincidencia, la multa será adicional a la pena de pri- 
sión (119). 


(117) Ver arts. 347 y 372.1 del Código General del Proceso. 

(118) Ver llamada (92) al art. 151 de este mismo Código en la parte referida a 
“Astreintes”, y art. 377 inc 1* del CGP. " 

(119) El Código Penal, en su art. 279 A, introducido por la Ley N? 14.068 de 10 de 
julio de 1972, dice: “El que omitiere el cumplimiento de los deberes legales de asistencia 
económica inherentes a la patria potestad, o a la guarda judicialmente conferida, será 
castigado con pena de tres meses de prisión a dos años de penitenciaría. 

Constituye agravante especial de este delito el empleo de estratagemas o pretextos 
para sustraerse al cumplimiento de los deberes de asistencia económica inherentes a la 
patria potestad". 
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Art. 218. - A los efectos del artículo anterior el representante legal 
del niño presentará la demanda ante el Juez Letrado de Menores, quien 
citará al demandado a una audiencia con intervalo de ocho días. En ella 
deberán presentar la prueba el actor y el reo, labrándose un acta de las 
pruebas ofrecidas y del alegato de las partes, quedando sin más trámite 
la causa conclusa para sentencia. 


Art. 219. - Pronunciada la sentencia dentro del sexto día, si el de- 
mandado no consigna las pensiones atrasadas dentro de las 48 horas de 
notificado, en el caso previsto en el artículo 216 de este Código, se pasarán 
los antecedentes al Juez de Instrucción para que dentro de las 24 horas 
proceda a la detención del reo. 


Art. 220. — Iniciado el juicio de alimentos, el demandado no podrá 
ausentarse del país sin dejar garantía suficiente siempre que así lo 
solicite el actor. 


Art. 221. — Cuando la madre no tenga bajo su guarda los hijos 
incapaces o menores de 21 años, quedará sujeta a las mismas obligacio- 
nes impuestas por esta ley. 


Art. 222. — En defecto o imposibilidad de los padres, se extiende la 
obligación de alimentos debida a todo menor de 21 años o incapaz, a los 
ascendientes del menor, ya sean legítimos o naturales. La pensión 
alimenticia en este caso se hará efectiva siguiendo el procedimiento 
indicado en este capítulo (120). 


(120) El Código Civil en el art. 117 establece: “En defecto o imposibilidad de los 
padres, se extiende la obligación expresada en el artículo precedente a los abuelos 
AS ascendientes”. (Se refiere a la obligación alimentaria respecto de los hijos legíti- 
mos). 


498-C.S. CAMARA DE SENADORES 31 de Agosto de 1999 


Capítulo XVI 


DEL TRABAJO DE LOS MENORES (121) (122) 


Artículo 223. — En todo el territorio de la República se prohíbe el 
trabajo en establecimientos industriales, públicos o privados, a todo 
menor de 14 años. 

En los trabajos rurales —ganadería y agricultura— los menores de 12 
años no podrán ser ocupados durante el período escolar. 

El Consejo del Niño reglamentará lo referente a este artículo (123). 


Art. 224. — Los menores de 14 años y mayores de 12, podrán ser 
empleados en la pequeña industria donde trabajan los miembros de su 
familia, bajo la autoridad del padre, de la madre o del tutor, siempre que 
ese trabajo sea contraloreado por la autoridad pública que el Consejo del 
¡Niño designe y que hayan completado su instrucción primaria. 


Art. 225. - La autoridad competente designada por el Consejo del 
Niño, podrá autorizar el trabajo de menores de 14 años y mayores de 12, 
siempre que estén provistos de certificados que acrediten haber hecho el 
curso elemental de instrucción primaria, cuando su trabajo sea indispen- 
sable para el sustento de ellos mismos, de sus padres o de sus hermanos. 


Art. 226. - Se prohibe a los menores de 18 años todo trabajo que 
perjudique la salud, su vida o su moralidad, que sea excesivamente 
fatigante o que exceda sus fuerzas. El Consejo del Niño resolverá qué 


trabajos son insalubres o peligrosos para la preservación física y moral 
del niño (124). : 


(121) La Constitución de 1966, dice en el art. 54: “La ley ha de reconocer a quien se 
hallare en una relación de trabajo o servicio, como obrero o empleado, la independencia 
de su conciencia moral y cívica; la justa remuneración; la limitación de la jornada; el 
descanso semanal Y la higiene física y moral. : 

El trabajo de las mujeres y de los menores de dieciocho años será especialmen 
reglamentado y limitado”. 

(122) Ver en el Apéndice, Ley N” 13.318 de 28 de diciembre de 1964, arts. 302 a 318, 
y en especial el art. 313 que establece que el Consejo del Niño deberá adecuar mediante 
una reglamentación las ispásiciones el Código del Niño a las de esa ley (pág. 153) 

(123) Sobre edad mínima, ver: Convenios de la O.1.T., N? 59 (para trabajos indus- 
triales) y N* 60 (para trabajos no industriales), ambos aprobados r Ley N” 12.030 de 
27 de noviembre de 1953 y reglamentados por Decreto N' 852/971 de 16 de diciembre de 
1971. (Apéndice pág. 151) Ver además Convenio N” 138 aprobado por Ley N* 14.567 de 
30 de agosto de 1976. 

(124) Ver en Apéndice, Ley N” 13.318 de 28 de diciembre de 1964, art. 309 lit. e. El 
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Art. 227. — Ningún menor de edad inferior a 18 años puede se 
idmitido al trabajo sin que esté munido de un certificado que acredite si 
apacidad física, extendido gratuitamente por un médico que teng: 
arácter oficial, designado por el Consejo del Niño. Si ese examen fuer; 
mpugnado por la persona legalmente responsable del menor, podrá a si 
equerimiento someterlo a un nuevo examen (125). 


: Art. 228. — Anualmente, todos los menores de 18 años que trabaje: 
n establecimientos industriales o comerciales, serán sometidos obliga 
orramente a examen médico, a fin de comprobar si la tarea que realiza: 
$ superior a su capacidad física. En caso afirmativo deberán abandona 
| servicio por otro más adecuado. El responsable del menor puedi 
npugnar el examen y requerir otro. 


Art. 229. — En los establecimientos en los que se suministre simultá 
camente onseñanza primaria y manual a menores comprendidos entre 
Ss 12 y los MH anos, la ensenanza manual no podrá exceder de cuatre 
oras diarias. | 


Art. 230. - Los menores de 18 años aprendices u operarios de lo: 
stablecimientos industriales, no podrán trabajar más de seis hora: 
tarias, equivalentes a treinta y seis horas por semana, debiendo disfru 
ir de un descanso de dos horas al mediodía, y cada seis días de trabají 
no de descanso (126). 


Art. 231.- No podrán ser empleados en trabajos nocturnos los meno 
>s de 18 años, a excepción de los empleados del servicio doméstico. Si 


ecreto N* 851/971 de 16 de diciembre de 1971, art. 4, exige examen médico hasta los 2; 
os de edad, para los menores que realicen trabajos riesgosos (pág. 151 y 153) 

Una resolución del Consejo del Niño de 4 de noviembre de 1969, reglamenta la cargs 
transporte de pesos por menores. i 

(125) El Decreto N* 851/971 de 16 de diciembre de 1971 reglamer.ta este artícul 
er Apéndice, pág. ). El examen médico de los menores, es regulado también por lo: 
onvenios de la O.I.T. N* 77 para trabajos industriales y Nó 78 ara trabajos nc 
«dustriales, ambos aprobados por Ley N? 12.030 de 27 de noviembre de 1953. Ve 
imbién llamada (35) 

(126) Sobre jornadas y descansos, ver: Ley N* 7.318 de 10 de diciembre de 1920, arts 
y 7. Convenio N* 60 de la O.LT. aprobado por Ley N* 12.050 de 27 de noviembre d 
953, art. 3%0 Decreto N* 852/971 de 16 de diciembre de 1971, arts. 4 de Leyes N? 14.00. 
e 18 de agosto de 1971; N* 14.385 de 17 de junio de 1975; Decreto N? 403/976 de 12d 
tlio de 1976 y Decreto N* 159/979 de 14 de marzo de 1979, que permiten elevar lajornad: 
e menores entre 16 y 18 años de edad, hasta las ocho horas, en las industrias del vestidc 
alzado, marroquinería, tornerías y fábricas de rollos de papel. 
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considerará noche el período comprendido entre las veintiuna y las seis : 
horas (127). : 


* 


Art. 232. — Las infracciones a los artículos anteriores serán castiga- 
das con pena de multa de cincuenta a doscientos pesos, por cada menor 
empleado, no pudiendo exceder el total de las multas a mil pesos. En caso - 
de reincidencia, la multa puede ser adicional a la pena de prisión de ocho 
días hasta tres meses. 

El Consejo determinará la multa y reglamentará la formá de su 
aplicación (128). 


Art. 233. — Los representantes del menor que violen las disposiciones 
de este capítulo, confiando o permitiendo al menor trabajos prohibidos, 
serán castigados con las mismas penas, sin perjuicio de que pueda 
aparejar la pérdida o limitación de la patria potestad o tutela en su caso. 


Art. 234. — Los jefes de establecimientos industriales o comerciales, 
en que trabajen menores de 18 años, están obligados a garantirla higiene 


Por Decreto N* 287/980 de 21 de mayo de 1980 dictado según lo previsto en el art. 2” 
del Decreto-Ley N? 14.385 de 17 de junio de 1975, se establece lo siguiente: 

“Artículo 1%. — Extiéndese el régimen de jornada completa de trabajo a los menores 
entre dieciséis y dieciocho años de edad, en aquellas actividades industriales que no 
comprometan la salud física o moral de los menores. 

Art. 2?. - Previamente, se recabará en cada caso la autorización del Consejo del Niño, 
además de la del padre, madre, tutor o encargado del menor. 

Art. 3. - La Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social podrá, u 
solicitud fundada del administrado, extender el límite diario de la jornada, sin sobrepasar 
en dpi caso el límite de cuarenta y ocho horas semanales cuando lo juzgue conveniente 
y más favorable para el menor, dando cuerta al Consejo del Niño. 

Art. 4. — Los menores entre dieciséis y dieciocho años de edad que desempeñen 
tareas similares a las de los adultos, en cualesquiera de las categorías establecidas, 
percibirán los salarios correspondientes a las mismas. 

(127) La Ley N* 11.577 de 14 de octubre de 1950, art. 14 establece: “En las actividades 
insalubres es absolutamente prohibido el trabajo nocturno de los menores de 21 años. 
Los que en la fecha de la promulgación de la ley estuvieren circunstancial o permanen- 
temente ocupados en trabajos nocturnos, deberán ser trasladados a labores diurnas 
dentro de su categoría”. 

El trabajo nocturno también es regulado por los Convenios de la O.I.T. Nos. 80 y 79 
(trabajos no industriales) y N* 90 (trabajos industriales), todos aprobados por la Ley N* 
12.030 de 27 de noviembre de 1953 y reglamentados por el Decreto N* 852/971 de 16 de 
diciembre de 1971, arts. 5 y 6. (Apéndice, pág. 151). 

(128) El INAME, por Resolución del 20 de setiembre de 1990, ejerciendo la facultad 

ue le dio el art. 7* de la ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, fijó esta multa en seis 
nidades Reajustables. 

El art. 7? lit. o. de la Ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988 fijó el tope máximo 
de las multas que puede imponer el Instituto Nacional del Menor en N$ 100.000, 
reajustables anualmente, según el Indice General de los Precios de Consumo. 
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y seguridad de los lugares de trabajo, así como la moral y las buenas 
costumbres. 


Art. 235.- Los patrones o gerentes de establecimientos industriales 
quedan obligados a fijar en cada establecimiento las disposiciones legales 
relativas al trabajo de los menores de 18 años y particularmente las 
referentes a su industria. 


Art. 236.— Los patrones o gerentes están obligados a entregar gra- 
tuitamente a los padres, madres, tutores o guardadores del menor 
operario, una libreta, en que estará inscripto el nombre del menor, la 
fecha y el lugar de nacimiento, domicilio, consentimiento de los padres o 
tutores del menor para trabajar, el certificado médico que acredite su 
capacidad física, la fecha de entrada en el establecimiento y la de salida. 
¿n caso de menores de 14 años, se indicará que poscen certificado de 
instrucción primaria. 


Art. 237. - Habrá también en esos establecimientos un registro en 
que estarán comprendidas todas las exigencias del artículo anterior. 


Art. 238.- En los asilos públicos o privados donde trabajen menores 
de 18 años, debe exhibirse un cuadro permanente, indicando con carac- 
teres legibles las condiciones del trabajo de los menores, las horas en que 
comienza y termina el trabajo, la hora y duración de los descansos, 
indicando el empleo total del ura. 


Art. 239.- Los directores de los establecimientos indicados en el 
artículo anterior, deben remitir trimestralmente al Consejo del Niño, una 
relación completa de los menores asilados que allí trabajen, indicando 
sus nombres, fecha y lugar del nacimiento y señalando los cambios 
producidos desde el último informe. 


Art. 240.- Las infracciones a cualquiera de las disposiciones com- 
prendidas en los artículos 234 a 239, serán castigadas con multas de 
cincuenta a doscientos pesos o prisión equivalente y el doble en caso de 
reincidencia (129). 


Art. 241. - Los menores del sexo masculino de menos de 16 años de 
edad y los del sexo femenino de menos de 18, no pueden ser empleados 


(129) Idem llamada anterior. 
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como actores prolesionales en las representaciones públicas dadas en 
teatros o lugares de diversión de cualquier género, so pena de multa de 
cien a quinientos pesos o prisión equivalente (130). 

Queda sometida a la misma interdicción y a la misma pena, todo 
trabajo en establecimiento de teatro o análogo, inclusive la venta de 
objetos, siempre que sea realizada por menores de 16 y 18 años respecti- 
vamente. 


Art. 242. - El Consejo del Niño puede excepcionalmente autorizar el 
empleo de uno o varios menores de 16 y 18 años, respectivamente. 


Art. 243. - En los cafés—conciertos, cabarets o teatros de revistas, la 
prohibición alcanza hasta los 21 años para ambos sexos. 


Art, 244. — Ningún menor de 16 años ni ninguna mujer soltera menor 
de 18 años, podrá ejercer ocupación alguna que se realice en las calles, 
plazas o lugares públicos, bajo pena de ser detenido y juzgado como 
abandonado, imponiendo a su representante legal de cincuenta a qui- 
nientos pesos de multa o de diez días a tres meses de prisión. En caso de 
reincidencia se aplicará la multa adicional a la prisión y perderá la 
artoridad sobre el menor. 

Los menores de 16 a 18 años sólo podrán entregarse a ocupaciones de 
ese género, mediante autorización del Consejo del Niño, que deberán 
exhibir siempre que se les exija. 

Durante la noche ningún menor de 21 años podrá ejercer las ocupa- 
ciones determinadas en este artículo (131). 


Art. 245, — Queda prohibido emplear menores de 18 años en la 
redacción, suministro o venta de escritos impresos, reclames, dibujos, 
grabados, pinturas, emblemas, imágenes y cualquier género de trabajo 
relativo a estos mismos objetos, cuya venta, oferta, distribución o expo- 
sición se considere contraria a la moral y a las buenas costumbres. 

La infracción a este artículo será castigada con multa de cincuenta a 
doscientos pesos y el decomiso de los objetos apresados. 


(130) El INAME, por Resolución del 20 de setiembre de 1990, ejerciendo la facultad 
que le dio el art. 7? de la ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, fijó esta multa en doce 
nidades Reajustables. 
(131) El INAME, por Resolución del 20 de setiembre de 1990, ejerciendo la facultad 
que le dio el art. 7? de E ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, fijó estas multas en 6 
y 60 Unidades Reajustables respectivamente. 


» 
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tín caso de reincidencia la multa será adicional a la pena de prisión 
de uno a seis meses (132). 


Art. 246. - Todo individuo que haga ejecutar por menores de edad, 
ejercicios de fuerza, peligrosos o de dislocación, no siendo el padre o la 
madre que a la vez practiquen la profesión de acróbata, saltimbanqui, 
gimnasta, domador de animales, director de circo o análogas y emplee en 
sus representaciones menores de 16 años, será castigado con multas de 
cien a quinientos pesos o prisión de tres meses a un año. 

Á la misma pena y hasta la suspensión de la patria potestad, en caso 
de reincidencia, se condenará al padre y a la madre que ejerciendo las 
profesiones arriba mencionadas, emplee en las representaciones hijos 
menores de 12 años (133). 


Art. 247. —- El Consejo del Niño reglamentará las excepciones del 
artículo anterior. 


Art. 248. - Los padres, tutores o patrones y toda persona que tenga 
autoridad sobre el menor o esté bajo su guarda o su cuidado, que dé 
gratuitamente o por dinero su hijo, pupilo, aprendiz o subordinado de 
menos de 18 años a individuo que ejerza las profesiones mencionadas, o 
que lo ponga bajo la dirección de vagabundos, de personas sin ocu pación 
o medios de vida o que vivan en la mendicidad, serán castigados con pena 
de multa de cien a quinientos pesos o prisión equivalente y la pérdida de 
su autoridad sobre el menor, La misma pena será aplicada a los interme- 
diarios o agentes que entreguen o hicieren entregar a dichos menores, o 
a cualquiera que induzca a un menor de 18 años a dejar el domicilio de 
sus padres, tutores o guardadores para seguir a las personas supra 
mencionadas (134). 


Art. 249. - Todo menor de 21 años que trabaje, tendrá derecho de 
acuerdo con lo prescripto en el artículo 266 y siguientes del Código Civil, 
ala administración exclusiva de su peculio profesional oindustrial 135). 


(132) El INAME, por Resolución del 20 de setiembre de 1990, ejerciendo la facultad 
que le dio el art. 7? de la ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, fijó esta multa en 
veintitres Unidades Reajustables. 

(133) Ver llamada (130) al art. 241 de este mismo Código. 

(134) El INAME, por Resolución del 20 de setiembre de 1990, ejerciendo la facultad 
que le dio el art, 7* de la ley N* 15.977 de 14 de setiembre de 1988, fijó esta multa en 
sesenta Unidades Reajustables. 

(135) Sobre el peculio profesional y la emancipación o habilitación del menor, ver 
Código Civil, arts. 267 en la nueva redacción dada por la Ley N* 16.051 de 10 de julio de 
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Art. 250. - En caso de conflicto bastará que cualquiera de las partes 
comparezca ante el Consejo del Niño el que resolverá qué cantidad deberá 
ser depositada mensualmente en una institución bancaria. 

Los fondos depositados serán inembargables y no podrán ser retirados 
hasta la mayoría del menor, salvo autorización especial del Consejo del 


Niño (136). 


Art. 251. - En los departamentos del interior se recurrirá al mismo 
expediente ante los Convités Departamentales del Niño. 


Art. 252. -— La aplicación de la dispuesto en este capítulo de la Ley 
será confiada al Consejo del Niño, que reglamentará la forma de hacer 
efectivo su cumplimiento, quedando los menores que trabajan, sometidos 
directamente a su jurisdicción. 


Capítulo XVII 


DE LA PRESERVACION DE LA TUBERCULOSIS 
Y LA SIFILIS EN LA INFANCIA (137) 


Artículo 253, - Al Consejo del Niño compete igualmente: 
2) Coadyuvar por sí o por medio de otros organismos en la lucha 
contra la sífilis hereditaria. 
b) La realización de la profilaxis de la tuberculosis en la primera 
infancia, por todos los medios a su alcance. 
Para realizaresta profilaxis, dispondrá el mantenimiento del 
Instituto Calmette o la creación de otros similares, de prevento- 


1989 y 302 al 312 inclusive; Código General del Proceso, art. 32.2 y en relación al que 
ejerce el comercio, Código de Comercio, arts. 9 al 11 inclusive. — * 

En caso de tener que reclamar el pago de los rubros laborales ante la Justicia del 
Trabajo, el abogado que lirma la demanda, queda por ese solo hecho investido de la 
representación del menor (Decreto-Ley N* 14.188 de 5 de abril de 1974, art. 9 inc. 5%. 

(136) Las operaciones de menores en la Caja Nacional de Ahorro Postal, aunque no 
fueran emancipados ni habilitados, se hacían libremente hasta ciertos límites estableci- 
dos por Ley N* 12.417 de 8 de octubre de 1957. El Decreto-Ley N” 14.659 de 7 de junio 
de 1977, art. 1? suprimió la Caja Nacional de Ahorro Postal pasando. sus cometidos y 
atribuciones a ser desempeñados por el Banco Hipotecario del Una En esta institu- 
ción, las mujeres mayores de 12 años y los varones mayores de 14 años, pueden operar 
libremente en cuentas personales hasta un máximo de 250 Unidades Reajustables, y los 
menores que hayan cumplido 18 años de edad, sin ningún límite, siempre que justifiquen 
ante el Banco que los fondos provienen de su peculio profesional o industrial(Orden de 
Servicio N* 1177). 

(137) Ver llamada (35) al Capítulo IX de este mismo Código. 
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riós para lactantes, y de cualquier otro organismo que pueda 
aconsejar la higiene pública. 

c) En la seginda infancia mediante la institución de escuelas al 
aire libre, para niños débiles, de preventorios pre—escolares, 
colonias marítimas, colonias de vacaciones, estaciones heliote- 
rápicas, etc. 


Art. 254. — Los niños atacados de formas de tuberculosis cerradas o 
latentes, en cuyo hogar hubiesen tuberculosos en período contagioso, sin 
serlo ellos mismos, deberán ser separados de la familia entera y trasla- 
dados a los locales que correspondan. 

Para los niños no contaminados de origen tuberculoso, se preferirá la 
colocación familiar en el campo, y bajo la vigilancia de Visitadoras. 


Capitulo XIX 


DE LAS INSTITUCIONES PRIVADAS (138) 


Artículo 255. — Las instituciones privadas que en todo o en parte se 
ocupen del bienestar del niño, serán de dos clases: 
a)  Lasqueporsus condiciones y finalidad sean subvencionadas por 
el Consejo del Niño. | 
b) Las que no tengan con él ninguna conexión económica. 


Art. 256. - Las primeras, incluidas en el inciso a), deberán tener 
estatutos aprobados por el Consejo del Niño, el que tendrá en ellas el 
derecho de inspección, que será determinado en el contrato que se 
establezca al dar la subvención. Estas instituciones podrán ostentar 
públicamente el título de “Adherida al Consejo del Niño”. 


Art. 257. — Las incluidas en el inciso b) no podrán contener en sus 
estatutos ninguna cláusula o disposición y menos realizar o aconsejar 
actos que contraríen los principios contenidos en este Código. Estas 
instituciones queúan obligadas a permitir las inspecciones que decretare 
el Consejo del Niño en su misión de vigilancia y contralor de todas las 
obras de la infancia. | 


(138) Ver Ley N?* 15.903 de 10 de noviembre de 1987, arts. 227 y 230 sobre retribución 
a los establecimientos privados que reciben alumnos enviados por el Instituto Nacional 
del Menor, a tiempo parcial o completo. 
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Art. 258. — Las instituciones o sociedades privadas de protección a la 
infancia que reciban subvenciones del Estado, contraen la obligación de 
poner a disposición del Consejo del Niño un cierto número de becas 0 
servicios en relación con la subvención recibida. 


Capitulo XX 
DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 259. — Los niños deberán ser atendidos con preferencia en 
caso de catástrofe o calamidad pública. 


Art. 260. — Las personas que recurran a cualquiera de los servicios 
de protección a la madre y al niño que dependen de esta institución, 
quedan obligadas a abonar la contribución que se establezca en la 
reglamentación respectiva, la que será variable teniendo en cuenta la 
situación económica de la familia que reclama el servicio. 

En caso de indigencia comprobada, la asistencia será gratuita. 11 
trámite en uno u otro caso se hará en forma reservada, y no podrá haber 
diferencia alguna en el tratamiento a seguirse. 


Art. 261. — Las sumas que se obtengan por la aplicación del artículo 
anterior serán destinadas por el Consejo del Niño exclusivamente a 
mejoras de los servicios respectivos. 


Art. 262, - Todas las multas que se apliquen de acuerdo a las dispo- 
siciones de este Código, y que no tengan un destino establecido, pasarán 
al fondo común del Consejo del Niño (139). 


Art. 263. - Quedan obligados a suministrar cualquier informe que 
solicite el Consejo del Niño a objeto de hacer efectivo el cumplimiento de 
las disposiciones o finalidades de esta ley: 

a) Las instituciones oficiales. 

b) Las instituciones privadas. . 

c) Los profesionales, estén o no al servicio del Estado. 

d) En general todas las corporaciones o personas que sean oficial- 

mente requeridas. 


y 


(139 Ver llamada (15 al art. 10 de este mismo Cádicvo. 
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Art. 264. - El Consejo del Niño para sus comunicaciones oficiales 
gozará de franquicias postal y telegráfica. 


Árt. 265. — Las escuelas para niños sordo-mudos o ciegos, las escue- 
las al aire libre, los preventorios y las colonias profilácticas existentes 
actualmente, y las que puedan crearse en el futuro, quedarán bajo la 
dependencia o el contralor del Consejo del Niño. 


Art. 266. — El delegado del Uruguay al Instituto Interamericano del 
Niño será elegido por el Poder Ejecutivo de una terna que le someterá a 
su consideración el Consejo del Niño. 


Art. 267 (transitorio). — Mientras el Consejo del Niño no pueda de- 
NONE la acción con la amplitud consignada en la presente ley, las 
diversas instituciones públicas que atiendan la vida y el bienestar del 
niño continuarán funcionando como actualmente. El Consejo del Niño 
efectuará sobre todas ellas el contralor de que habla esta ley. 


Art. 268 (transitorio). — En las localidades del interior de la Repúbli- 
ca mientras no pueden organizarse en forma completa e independiente 
los cistintos servicios que establece este Código, el Consejo del Niño de 
acuerdo con el de Salud Pública o con otras corporaciones oficiales o 
privadas procederá a la protección de la infancia en la mejor forma 
posible. 


Art. 269. — - Deróganse todas las disposiciones que se opongan a cual- 
quiera de las prescripciones establecidas en este Código, el que será 
reglamentado por el Consejo del Niño. 
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LEY N” 15.977, de 14 de setiembre de 1988 
INAME 


Artículo 1? Créase el Instituto Nacional del Menor, servicio descents alizado 
con personería jurídica y domicilio legal en Montevideo. El Instituto Nacional 
del Menor sucederá al Consejo del Niño y funcionará de acuerdo con las normas 
pertinentes de la Constitución de la República y de esta ley. 

Art. 22 El Instituto Nacional del Menor tendrá Jos siguientes cometidos, 
además de los expresamente asignados por otras leyes: 


A) Asistir y proteger a los menores moral o materialmente abandonados, 
desde su concepción hasta la mayoría de edad; : 


B) Realizar todas aquellas actividades que tengan por finalidad prevenir el 
abandono material o moral y la conducta antisocial de los menores; 


C) Contribuir, conjuntamente con otros organismos especializados, a la pro- 
tección de los menores minusválidos, aun cuando no se hallaren en situación de 
abandono; 


D) Cooperar con los padres, tutores y educadores para procurar el mejora- 
miento material, intelectual y moral de los menores; 


E) Controlar las condiciones de trabajo de los menores, sin desmedro de las 
competencias del Poder Ejecutivo; 


E) Ejecutar las medidas de seguridad que disponga la justicia competente a 
efectos de lograr la rehabilitación y 
educación de los menores infractores; 


G) Apoyar la acción de las instituciones privadas sin fines de lucro y con 
personería jurídica que persigan similares objetivos. 


Art. 32 El instituto será administrado por un Directorio rentado integrado por 
un Presidente y dos Directores, que deberán tener veinticinco años cumplidos de 
edad y ser personas de reconocida versación en materia de menores, 


Art. 4% El Directorio será designado por el Poder Ejecutivo, previa venia de 
la Cámara de Senadores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 187 de la 
Constitución de la República. 

Será renovado cado cinco años, correspondiendo la iniciación y el término de 
dicho lapso con los ael período constitucional de gobierno. Sin perjuicio de ello, 
sus integrantes durarán en sus funciones hasta que tomen posesión sus sustitutos. 
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Art. 52 El patrimonio del Instituto Nacional del Menor estará constituido por 
todos los bienes cuyo titular fuera el Consejo del Niño o estuvieran asignados a 
la prestación de sus servicios, a la fecha de vigencia de la presente ley, así corpo 
los que en el futuro adquiera o reciba a cualquier título. 


Art. 6% El Instituto Nacional del Menor dispondrá para su funcionamiento, 
de los siguientes recursos: 


A) Las partidas que se le asignen por las norinas de caráctgg presupuestal; 

B) Los frutos naturales y civiles de sus bienes; 

C) La totalidad de los proventos de sus dependencias y el producido de las 
multas y tributos que recaude. 

Las sumas que perciba serán destinadas a atender los gastos de funciona- 
miento e inversiones; 

D) Las donaciones, herencias y legados que reciba. El Directorio aplicará los 
bienes recibidos en la forma indicada por el testador o donante y de conformi- 
dad a los fines del servicio a su cargo. 


Art. 72 Para el cumplimiento de los cometidos del Instituto, el Directorio 
tendrá las siguientes facultades; 


A) Determinar la organización interna del Instituto; 

B) Ejercer la dirección y administración del servicio, dictando para ello las 
reglamentaciones y resoluciones pertinentes; 

C) Proyectar su presupuesto, el que será presentado al Poder Ejecutivo a los 
efectos dispuestos en el artículo 220 de la Constitución de la República; 

D) Ser ordenador primario de gastos e inversiones dentro de los límites de las 
asignaciones presupuestales correspondientes; 

E) Aceptar herencias, legados y donaciones instituidos en su beneficio; 

1) Gravar y enajenar los bienes inmuebles y muebles del Instituto, requirién- 
dose para ello la unanimidad de votos de sus integrantes: 

G) Administrar sus bienes y recursos; 

O Proyectar el Reglamento General del Servicio, el que será aprobado por el 
Poder Ejecutivo; 


1) Efectuar las designaciones y destituciones de los funcionarios de sus 
dependencias; | 

J) Ejercer la potestad disciplinaria sobre todo el personal del Instituto; 

K) Celebrar convenios con entidades públicas o privadas, nacionales, depar- 
tamentales o locales. Podrá igualmente concertar préstamos O Convenios con 
organismos internacionales, instituciones o gobiernos extranjeros, sin perjuicio 
de las limitaciones contenidas en el inciso Cinal del artículo 185 de la Constitu- 
ción de la República; 

L) Coordinar la gestión de las instituciones públicas o privadas que cumplan 
actividades afines a sus competencias; o 

LL) Ser'oído en las solicitudes de personería jurídica de las instituciones de 
protección al menor; 

M) Difundir a todos los niveles y por todos los medios posibles, los cometi- 
dos y actividades del servicio a su cargo; E 

N) Ejercer el contralor y la policía de los espectáculos y de las exhibiciones 
públicas, cualquiera sea el medio de comunicación utilizado, al solo efecto de 
salvaguardar la salud moral, intelectual o física de los menores; 
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Ñ) Gestiónar de las autoridades competentes la observación, suspensión o 
clausura de 'aquellas instituciones, obras o servicios que, con violación de las 
leyes, reglamentos o resoluciones administrativas, impliquen la realización de 
actividades contrarias al bienestar material y moral de los menores; 

O) imponer multas en el caso de transgresión a las leyes, reglamentos o 
resoluciones administrativas relativas a la prestación de los servicios a su cargo. 
Dichas multas tendrán un límite máximo de N$ 100.000,00 (cien mil nuevos 
pesos), el que será actualizado al 1% de enero de cada año, de acuerdo a las 
variaciones del Indice General de los Precios del Consumo, que lleva la 
Dirección General de Estadística y Censos. 


A los efectos de la comprobación de las transgresiones a que se hace referen- 
cia, así como para el correcto cumplimiento de sus cometidos, el Directorio 
podrá ordenar las inspecciones que estime oportunas; 

P) Delegar, por resolución fundada, las facultades mencionadas en los 
literales B), J) y O), en otros órganos del Instituto, 


Art. 8% Sin perjuicio de lo dispuesto en el literal final del artículo anterior, 
corresponde al Presidente del Directorio: 


A) Presidir las sesiones del Directorio y representar al Instituto Nacional del 
Menor; 

B) Ejecutar las resoluciones del Directorio; 

C) Tomar medidas urgentes cuando fueren necesarias, dando cuenta al 
Directorio en la primera sesión, estándose a lo que éste resuelva; 

D) Firmar, conjuntamente con otro miembro del Directorio, o con el funcio- 
nario que este Cuerpo designe, todos los actos y contratos en que intervenga el 
Instituto. 


Art. 92 Los miembros del Directorio serán personal y solidariamente respon- 
sables de las resoluciones votadas en oposición a la ley o por inconveniencia de 
la gestión. A tales efectos, el directorio remitirá mensualmente al Poder Ejecu- 
tivo, testimonio de las actas de sus deliberaciones y copias de sus resoluciones. 


Quedan dispensados de esta responsabilidad: 


A) Los ausentes a la sesión en que se adoptó la resolución y que tampoco 
hubieren estado presentes cuando se leyó el acta de aguella sesión; 

B) Los que hubieran hecho corstar en actas su disentimiento y el fundamento 
que lo motivó. 


Cuando este pedido de constancia se produzca, el Presidente del Directorio 
estará obligado a dar cuenta del hecho dentro de las veinticuatro horas al Podef 
Ejecutivo, remitiéndole testimonio del acta respectiva. A 

Art. 10 En la capital de cada departamento del interior de la República habrá 
un Jefe Departamental rentado y sometido a la jerarquía del Directorio y una 
Comisión Honoraria de asesoramiento y colaboración. 
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Art. 11 Al Jefe Departamental compete la administración de los: servicios del 
Instituto y la implementación y ejecución de las directivas que emanen del 
Directorio. Asimismo, requerirá la opinión de la Comisión Honoraria toda vez 
que lo estime necesario para el cumplimiento de sus cometidos y de los fines del 
Instituto y cuando preceptivamente lo establezca el directorio. 


También deberá asistir, con voz y sin voto, a las reuniones de la Comisión 
Honoraria Departamental. 


Art. 12 Las Comisiones Honorarias Departamentales estarán integradas por 
siete miembros elegidos entre las personas que se hayan destacado por su interés 
en los problemas sociales del departamento o que por sus conocimientos o 
funciones que cumplan, sean las que en mejores condiciones se encuentran para 
colaborar con los cometidos del Instituto. 


Las Comisiones Honorarias serán designadas por el Directorio y tendrán la 
misma duración que éste, siendo sus facultades las de asesorar al mismo o al Jefe 
Departamental, cuando se requiera su opinión, proponer las iniciativas que 
estimen oportunas y cooperaren la obtención de todas las mejoras que contribu- 
yan al cumplimiento de los fines del servicio. 


Las Comisiones Honorarias elegirán anualmente su propio Presidente y dic- 
tarán el reglamento necesario para su funcionamiento, 


Art. 13 En aquellos centros urbanos o rurales donde no funcionen las Comi- 
siones mencionadas en el artículo anterior, el Directorio constituirá, cuando lo 
estime necesario, Comisiones Honorarias Locales. 


Estas Comisiones tendrán entre tres y siete miembros designados por el Di- 
rectorio y funcionarán según la orientación que este les imparta. Sus cometidos 
serán reglamentados por el Directorio. 

Art. 14 El Directorio y las Comisiones Honorarias Departamentales y 
Locales sesionarán con la presencia de más de la mitad de sus componentes y 
resolverán por mar oría absoluta de presentes, salvo que se requiera mayoría 
especial. 

En caso de empate, el voto del Presidente tendrá valor doble, aun cuando el 
mismo se haya producido como consecuencia de su propio voto. 

Art. 15 Sin perjuicio de las condiciones exigidas por la legislación vigente 
para el ingreso a la función pública, en los cargos técnicos, especializados o 
docentes, deberá tenerse en cuenta la especialización que corresponda al cargo 
a proveer. 

Además, los postulantes a cargos en los cuales se deba trabajar en contacto 
directo con gienores, deberán acreditar previamente a su ingreso, su aptitud 
psíquica para el desempeño de los mismos, la cual será determinada por un 
tribunal especializado que designará el Directorio. 


Art. 16 El Directorio, por unanimidad de sus integrantes, podrá celebrar 
contratos a término para el arrendamiento de un servicio u obra determinada, 
cuando el servicio así lo requiera. Quienes, en tal virtud, presten servicios o 
realicen obras, no revestirán la calidad de funcionarios públicos. 
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Art. 17 Los ascensos a niveles de jefatura o de dirección, requerirán 
previamente la aprobación de una prueba de suficiencia, sin perjuicio de los 
demás requisitos establecidos en la legislación vigente. 


Art. 18 Las promociones o ascensos se realizarán por circunscripción nacio- 
nal o regional, según lo determine la reglamentación que al efecto dicte el 
Directorio y de acuerdo con el procedimiento de antigiledad, mérito y capacita- 
ción. 


Art. 19 El Directorio, por unanimidad de sus integrantes, podrá contratar per- 
sonal eventual a fin de cubrir las necesidades por vacantes en los servicios de 
asistencia directa al menor. El número máximo de personas que podrán estar 
contratadas en este régimen será de cincuenta; la Contaduría General de la 
Nación habilitará los créditos necesarios para atender su remuneración transíi- 
riendo las economías correspondientes a los cargos vacantes que den lugar a tal 
contratación. 

Art. 20 (Cobro ejecutivo - mora). - El Instituto tendrá acción ejecutiva para 
el cobro de las multas que imponga y demás recursos que recaude. 

A tal efecto constituirán título ejecutivo, los testimonios de las liquidaciones 
respectivas que hayan sido aprobadas por acto administrativo dictado por el 
Instituto Nacional del Menor. 

La mora en los pagos a favor del instituto se producirá de pleno derecho por 
el sola vencimiento de los plazos fijados y será sancionada con un recargo del 
5.5% (cinco con cinco por ciento) mensual. 


Art. 21 Dentro de los sesenta días contados a partir del siguiente a la 
promulgación de la presente ley, se procederá a designar a los integrantes del 
Directorio, de acuerdo con lo previsto en el artículo 3*, 

Los actuales integrantes del Consejo del Niño podrán ser designados para 
integrar el órgano, siempre que reúnan las condiciones estipuladas en el referi- 
do artículo. 

El Directorio así designado durará hasta la terminación del actual período de 
gobierno. 

La remuneración de los Directores del Instituto Nacional del Menor será la 


misma que actualmente reciben los integrantes del Consejo del Niño, la que se 


mantendrá hasta la aprobación de la norma presupuestal correspondiente. 


Hasta tanto no se proceda a designar a los nuevos Directores, continuará en 
funciones el actual Consejo del Niño. : 

Art. 22 Dentro de los sesenta días contados a partir del siguiente al de su 
instalación, el Directorio del Instituto Nacional del Menor designará los inte- 
grantes de las Comisiones Honorarias Departamentales y Locales, cesando 
simultáneamente los miembros de los Comités Departamentales Delegados y de 
los Comités Locales designados por ellos. 

Art. 23 Quedan derogadas todas las disposiciones del Códiges del Niño y 
demás leyes que se opongan a la presente. 

Art. 24 Comuníquese, etc. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: vamos a tratar 
de hacer un informe que no sea demasiado extenso, aunque 
estamos en presencia, nada menos, que de un Código que vie- 
ne con el nombre de Código de la Niñez y la Adolescencia. 


En primer lugar, quiero decir que este Código se origina en 
un proyecto enviado por el Poder Ejecutivo, previo nombra- 
miento por parte de éste de una Comisión Especial, no sólo 
porque tenía como objeto específico elaborar un proyecto o 
anteproyecto, sino también porque, desde el inicio, quienes 
han trabajado en esta materia tienen una particular versación 
en ella. Como ocurre normalmente cuando se nombra una Co- 
misión Especial para elaborar un Código, se trata de personas 
versadas en el tema, no sólo desde el punto de vista teórico y 
jurídico, sino también de la experiencia práctica. 


Voy a hacer mención a dos elementos muy importantes que 
implican la existencia de un nuevo Código que la mayoría de 
la Comisión de Constitución y Legislación aconseja que se 
apruebe. Una referencia es el marco jurídico de la propia Cons- 
titución uruguaya y otra, el marco jurídico del Derecho Inter- 
nacional. 


Desde 1934 -época en que se aprueba el Código del Niño 
en el Uruguay- hasta hoy, tanto en materia constitucional como 
en materia de Derecho Internacional, en varios instrumentos 
ratificados por nuestro país se produce una serie de cambios 
que han dejado atrás un Código que en su momento fue bueno, 
muy ponderado y alabado; esos instrumentos se han transfor- 
mado en marcos jurídicos que, a nuestro juicio, determinan 
casi preceptivamente que se establezca un Código adaptado a 
las normas constitucionales y a las de Derecho Internacional. 


A fin de no extenderme en este punto, quiero leer dos pá- 
rrafos que ya vienen en el informe inicial de la Comisión que 
elabora el primer proyecto -es decir, el borrador o el antepro- 
yecto- y que también está contenido en la exposición de moti- 
vos que envió el Poder Ejecutivo en su momento. 


Me refiero a la Carpeta N* 1425, en cuyos antecedentes se 
dice: «Ya desde 1934» -alude a la Constitución de ese año- «se 
impuso a la Ley la adopción de medidas consideradas 'necesa- 
rias” para que la infancia y juventud sean protegidas contra el 
abandono corporal, intelectual o moral de sus padres o tutores, 
así como contra la explotación y el “abuso”, como deber y 
derecho de los padres “el cuidado y educación de los hijos”, 
equiparando en cuanto a tales deberes, tanto a los hijos legíti- 
mos como a los nacidos fuera del matrimonio, y a la materni- 
dad como objeto de consideración especial, en cuanto cual- 
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quiera sea su consideración y estado “tienen derecho a la pro- 
tección de la sociedad y a su asistencia en caso de desampa- 
ro”». Esto es una síntesis de lo que establecen concretamente 
los artículos 41 y 42 que, con textos iguales -aunque con otra 
numeración-, figuran ya en la Constitución de 1934, 


Con respecto al marco jurídico internacional, señor Presi- 
dente, voy a leer otro párrafo donde se mencionan los instru- 
mentos que no son tenidos en cuenta por el Código del Niño 
uruguayo vigente, entre otras cosas, por ser anterior. En primer 
lugar, voy a mencionar el elenco de documentos de las Nacio- 
nes Unidas: la Declaración Universal de Derechos Humanos 
(10/XI1/948), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Po- 
líticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Socia- 
les y Culturales y Protocolo Adicional, incorporados al orde- 
namiento interno por Ley N* 13.751 de 11/VI1/969; las Reglas 
Mínimas para la Administración de la Justicia de Menores (Re- 
glas de Beijing, 29/X1/985); Directrices para la Prevención de 
la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad. 14/X11/990); Con- 
vención contra la tortura (10/X11/984); Declaración sobre los 
principios sociales y jurídicos relativos a la Protección y Bien- 
estar de los Niños, con particular referencia a la adopción y a 
la colocación en hogares de guarda, en los planos nacional e 
internacional de 3/X11/986 y en el sistema de protección de la 
Organización de Estados Americanos (O.E.A.) la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos o Pacto de San José de 
Costa Rica, que fue aprobado por el Uruguay y luego ratifica- 
do internacionalmente por la Ley N* 15.737 de febrero de 
1985. Además se agrega que: «A través de este último docu- 
mento se ha otorgado poder vinculante a todos los instrumen- 
tos internacionales citados, especialmente la Declaración Ame- 
ricana de Derechos y Deberes del Hombre -Art. 9.- 


Señor Presidente: a mi entender, estamos ante un proyecto 
de Código que intenta modernizar y actualizar las normas de 
nuestro Código del Niño vigente -podría llamarle el antiguo- a 
la luz del marco constitucional que acabo de resumir y a la luz 
del marco internacional, que tiene una cantidad de instrumen- 
tos ratificados por el Uruguay. Igualmente, creo que en algu- 
nas de sus normas, este proyecto de Código recoge algo que 
también es muy importante: la experiencia judicial en materia 
de menores, esa especie de jurisprudencia que se fue creando 
frente a casos no contemplados en el antiguo Código del Niño 
-me refiero al de 1934- o frente a algunas modificaciones par- 
ciales y aisladas que se fueron produciendo en nuestro país. 


Todo esto determina que no existan dudas -esa es la impre- 
sión que recogí de todos los miembros integrantes de la Comi- 
sión de Constitución y Legislación- en cuanto a la necesidad 
de dictar un nuevo Código o de actualizar la legislación sobre 
menores y adolescentes, sin perjuicio de que la decisión final 
de proponerle al Senado la aprobación de este Código del 
Niño se haya tomado por mayoría. Repito que respecto de la 
idea central del análisis de la actualización del Código vigente, 
creo haber interpretado bien que toda la Comisión de Constitu- 
ción y Legislación estaba de acuerdo. Para ser bien sintéticos, 
diré que la discrepancia radicó en si era necesario un estudio 
más profundo, algo más detallado ahora en el ámbito del Sena- 
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do, o si el Cuerpo ya estaba en condiciones de aprobar este 
proyecto. Algunos miembros de la Comisión se pronunciaron 
por la tesis de que el Senado todavía no había recibido los 
asesoramientos necesarios y que se debería dedicar mayor tiem- 
po al análisis de los textos. 


Esta es una primera consideración, vinculada con el con- 
texto en el cual se proyecta este Código. 


Se trata, entonces, de una iniciativa que parte del Poder 
Ejecutivo -que nombró una Comisión Especial y un grupo de 
trabajo específico que se pronunció sobre el tema- y que llega 
a la Cámara de Representantes, en donde se realizan algunas 
modificaciones pero, en lo sustancial, mantiene prácticamente 
todas las normas importantes y, sobre todo, no se altera su 
estructura y su concepción. Quiero decir esto, porque en algún 
momento se señaló -los señores Senadores tienen a su disposi- 
ción las versiones taquigráficas de las sesiones correspondien- 
tes- como un argumento para detener un poco más el estudio 
del tema, que no se trataba del proyecto originario del Poder 
Ejecutivo, sino de otro. En realidad, sí se trata del proyecto 
originario del Poder Ejecutivo; no por ser del Ejecutivo o del 
Legislativo valen más o menos, pero desde sus comienzos tra- 
bajaron en él comisiones muy especializadas, que concluyeron 
con la adopción de este proyecto que viene de la Cámara de 
Representantes. 


Por otra parte, es conveniente señalar que este proyecto de 
ley consagra el concepto -adoptado ya casi universalmente- de 
que los niños y adolescentes son titulares de derechos y obliga- 
ciones. Aquella antigua concepción que de alguna manera, su- 
bliminalmente, quedaba flotando -a veces en textos jurídicos y 
otras, más que nada, en la conversación cotidiana-, en el senti- 
do de que el niño o el adolescente no son personas o no pue- 
den actuar por voluntad propia, está superada en el mundo y 
por eso se dice que son titulares de derechos y obligaciones. 
Desde luego, en términos de técnica jurídica, nadie ha puesto 
en duda que son personas; hay definiciones del Código Civil e, 
incluso, discusiones filosóficas acerca de cuándo esa persona- 
lidad es viable, si desde que nace o antes, discusión que, por 
supuesto, no hemos abordado. Sin embargo, quedaba como 
perdurando -de una manera no siempre explícita- la idea de 
que mientras el niño no cumpla ese requisito que supone la 
legitimación activa ante los Juzgados, es una especie de ser 
que no tiene el carácter de persona, sobre todo en un país 
como éste, en donde la expresión «persona jurídica» O «perso- 
nalidad jurídica» tiene un contenido casi mágico. En este senti- 
do, hay algunas anécdotas que son bastante pintorescas. 


En definitiva, los niños son titulares de derechos y obliga- 
ciones. Esto, en realidad, ya existía, pero ahora se define mu- 
cho mejor en el Capítulo II del proyecto de ley. Esto trae como 
consecuencia que se les adjudique el derecho a ser oídos pre- 
ceptivamente antes de tomar decisiones que tengan que ver 
con su vida, por ejemplo, en materia de tenencia, de adop- 
ción, de reconocimiento de paternidad que implique cambio 
de su nombre, etcétera. Estas disposiciones se establecen en 
el artículo 14 del Capítulo III. 
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Quiero agregar, señor Presidente, que esta es una práctica 
judicial que se viene imponiendo mucho en el Uruguay, des- 
pués que un niño adquiere una edad que le permite razonar. 
Incluso, a veces siendo muy chico, los Jueces encargados de 
resolver estos problemas conversan con el niño y más de una 
vez -lo recuerdo de la época en que ejercía la abogacía- se 
hace salir de la audiencia a los padres, cuando están en contro- 
versia, para hablar con el niño. 


Quiere decir que, de algún modo, este fenómeno ya ha sido 
recogido por los avances y los mejores consejos de la técnica 
jurídica; los Jueces ya lo estaban aplicando, pero el Código lo 
regula con prolijidad. 


También es una innovación, recogida en varios artículos, la 
tendencia a la «desinstitucionalización». Se trata de una fórmu- 
la por la cual -sobre todo en el Derecho Comparado, el Dere- 
cho Internacional- se trata de respetar, en lo posible, la libertad 
del menor. Se distingue claramente entre menor infractor y 
menor abandonado, evitando la internación de este último, sal- 
vo cuando no existe otra solución. Esto es lo que la exposición 
de motivos del proyecto, tanto del original como del aprobado 
en la Cámara de Representantes -que básicamente mantiene los 
mismos fundamentos y estructura-, denomina como el nuevo 
Derecho Custodial. Si se quiere, es una innovación gramatical, 
pero encierra un concepto. Se recoge una elaboración doctrina- 
ria que ya tiene varios años en el campo del Derecho Civil y 
que ha sido incluida en los Códigos Civiles modernos, esto es, 
en la mayoría de aquéllos que fueron dictados con posteriori- 
dad a la década del cincuenta. Me refiero a los llamados «dere- 
chos de la personalidad», a los que se caracteriza como dere- 
chos inherentes a la persona humana. Sin mencionarlo por 
este nombre, el proyecto le adjudica al niño y al adolescente 
el derecho a la identidad, a la propia imagen en ciertos aspec- 
tos -penales, publicitarios-, al decoro y a la privacidad. Enton- 
ces, de aprobarse esta iniciativa, el derecho de la minoridad en 
nuestro país estará en la situación en que debe estar. 


Si recordamos los mandatos constitucionales, desde el bási- 
co en materia de Derechos Humanos, que es el artículo 7, 
hasta todo ese completo catálogo que incluye nuestra Carta, 
advertimos que no se refiere, como se dice vulgarmente, a los 
derechos de los ciudadanos, puesto que en realidad se trata de 
los derechos de los habitantes. Por lo tanto, así como no distin- 
gue entre ciudadano y quien no lo es -entre otras cosas, porque 
la Constitución considera ciudadano al niño desde que nace; lo 
que sucede es que tiene la ciudadanía suspendida hasta los 18 
años-, tampoco distingue entre los derechos de la persona hu- 
mana cuando se trata de adultos o cuando se trata de menores. 
Si mal no recuerdo, en el artículo 7”, nuestra Carta establece: 
«Los habitantes de la República tienen derecho a ser protegi- 
dos en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y 
propiedad. Nadie puede ser privado de estos derechos sino 
conforme a las leyes que se establecen por razones de interés 
general». 


Por otro lado, se incorpora una serie de aspectos en Dere- 
cho Procesal, que si bien no son novedosos, sí son modernos y 
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están contemplados en el Código General del Proceso. Como 
ejemplo de esto, podemos citar el principio de la inmediatez y 
el hecho de que el juicio del menor infractor es oral con pre- 
sencia Obligatoria del Juez y del defensor del Ministerio Públi- 
co, todo ello bajo pena de nulidad. Asimismo, recogiendo una 
doctrina generalizada en el mundo, se consagra la titularidad 
de los intereses difusos. Esto se establece en el artículo 42 del 
Código General del Proceso. 


A su vez, la iniciativa establece que se es niño hasta los 12 
años y adolescente hasta los 18 años. No hay imputabilidad 
penal hasta los 18 años, lo cual no hace más que continuar con 
la norma vigente en este momento del Código Penal. Introduce 
un principio de legalidad, muy efectivo a nuestro juicio, en el 
proceso penal. Se es menor infractor -esa es la expresión- si se 
ha cometido un hecho de los taxativamente tipificados como 
infracción por el proyecto. Entonces, allí se consagra una nor- 
mativa delictiva propia, adecuada a los comportamientos de 
los jóvenes infractores actuales. De esta forma, se consagra el 
principio de la legalidad, razón por la cual sólo pueden ser 
autores, coautores o cómplices de las infracciones tipificadas 
en un artículo del Código, que si mal no recuerdo es el artículo 
127. Lo referente al principio de la legalidad quiere decir que, 
con las debidas adaptaciones, se traslada al caso de los jóvenes 
infractores un principio elemental del Derecho Penal, esto es, 
que las infracciones deben estar tipificadas, en lo posible, con 
el mayor detalle. No es una cuestión admitida en el Derecho 
Penal, y por extensión al Derecho infraccional de los menores, 
que los delitos se manejen por analogía. Se trata de un delito 
cuando se configura, exactamente, la tipificación que marca la 
ley. Eso mismo se intenta en este Código, a fin de adecuar un 
principio tan caro al Derecho Penal moderno, aunque en reali- 
dad ya tiene más de 100 años. 


De modo que, en lo personal, nos parece muy saludable 
este aporte. Desde el primer momento, el menor infractor tiene 
derecho a la asistencia del defensor durante todo el proceso, 
como así también durante el cumplimiento de la medida que se 
le aplique. 


Hay algunas medidas punitivas alternativas, que también 
son reflejo de una evolución saludable del Derecho Penal. En 
el caso del artículo 37, se consagra el trabajo para la comuni- 
dad, medida ésta prevista en la legislación comparada e, inclu- 
so, en la referida a los adultos. 


Por otro lado, el artículo 3% del Código se refiere a la 
sociedad como sujeto de deberes, además del Estado y la fami- 
lia. Normalmente, las Constituciones tradicionales, clásicas, es- 
tablecen deberes del Estado, sobre todo a partir de las prime- 
ras evoluciones de las Cartas del siglo pasado, tales como las 
de Querétaro de 1917, la Republicana española de 1931 o la 
austríaca de 1920. Todas ellas hablan de los deberes positivos 
del Estado y, en algunos casos, de los deberes de la familia. 
Indudablemente, esto también es fruto de una evolución. Es así 
que con respecto al menor, la familia también tiene deberes, 
más allá de sus derechos. Aquí se incorpora la responsabilidad 
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de la comunidad y no sólo de la familia y del Estado. Nos 
parece que es una innovación importante, sobre todo después 
de tanta elaboración acerca de la manera cómo la sociedad 
civil debe intervenir en la vida de los pueblos. 


A su vez, se establece lo que podríamos llamar una garantía 
supranacional. Se determinan las fuentes del derecho del me- 
nor y del adolescente, estableciendo que esas fuentes son, ade- 
más de la legislación nacional, los Tratados y las Convencio- 
nes ratificados por el Uruguay. Esto no es una innovación para 
quien ha seguido de cerca la evolución en esta materia, sobre 
todo en cuestiones de derechos humanos. Es obvio que las 
normas que consagran los instrumentos internacionales -si el 
Uruguay las aprueba por ley y las ratifica por canje de ratifica- 
ciones, según el Derecho Internacional- están vigentes en el 
Uruguay. De manera que eso permite, en ciertas circunstancias 
muy excepcionales -agotadas las instancias internas-, acudir a 
organismos internacionales, como ya sucede, en materia de 
adultos, en Derecho Positivo. 


En materia de derechos civiles, hay modificaciones al dere- 
cho a la filiación, totalmente necesarias a nuestro juicio. 


Este es uno de los puntos en los que la minoría de la Comi- 
sión, si bien no planteó su oposición -por lo menos de manera 
radical-, expresó que llamaba la atención, en el sentido de que 
había modificaciones importantes en materia de filiación. Por 
lo tanto, este fue uno de los argumentos esgrimidos con gran 
seriedad -aunque no lo compartimos, no dejamos de calificarlo 
de esa manera- para seguir estudiando el punto y no darle su 
aprobación, que es lo que la mayoría de la Comisión sí aconse- 
ja. Esta modificación es así, muy sintéticamente. 


De acuerdo con nuestro Código Civil vigente -el que se 
hizo en el siglo pasado y sobre el cual se introdujeron algunas 
modificaciones-, los menores de edad no pueden reconocer a 
sus hijos. Tampoco puede el mayor de edad reconocer un hijo 
fuera del matrimonio, si es casado. Estas son normas vigentes 
y especialmente la última que cité trae una consecuencia que, 
de algún modo, revela una especie de hipocresía jurídica y esta 
palabra de ningún modo la utilizo con un sentido peyorativo. 
¿Qué es lo que sucede en estos casos? Como una persona 
casada no puede reconocer un hijo fuera del matrimonio, se 
hace un falso juicio de investigación de paternidad y el padre 
se allana a la demanda. Vamos a llamar las cosas por su nom- 
bre y derogar esas viejas normas, como ha sucedido práctica- 
mente en todo el mundo, y vamos a permitir, dentro de límites 
jurídicos razonables, que una persona que tiene un hijo fuera 
del matrimonio, por más que sea casada, esté habilitada para 
reconocerlo. Esto parece ser jurídicamente mucho más impe- 
cable desde el punto de vista técnico, que simular un juicio de 
investigación de paternidad en donde el demandante, el de- 
mandado, el Juez y el Fiscal de lo Civil que normalmente 
interviene, saben que es así; y, sin embargo, se sigue haciendo 
para no tocar una norma que este Código modifica, a nuestro 
juicio, de manera correcta y saludable. 
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El proyecto modifica también, privilegiándolo, el vínculo 
biológico sobre las ficciones legales. Esto es lo que moderna- 
mente postula la doctrina más autorizada en materia de Dere- 
cho Civil y de Derecho de Menores y Adolescentes. Cuando 
nos referimos a la Doctrina más autorizada, mayoritaria o ge- 
neralmente admitida, sabemos que se trata de un argumento de 
autoridad que, por sí solo, no tiene por qué convencer. Es 
decir, si una persona no está convencida, aunque se trate de la 
Doctrina mayoritaria o más autorizada, no tiene por qué com- 
partirla; lo admito de antemano. Además, los que alguna vez 
hemos incursionado en la filosofía del Derecho, sabemos que 
decir cuál es la doctrina mayoritaria es muy difícil, entre otras 
cosas porque no es un fenómeno cuantitativo. Bueno sería que 
se pusiera uno a contar los autores, para saber cuáles están de 
un lado y cuáles del otro; no es como una votación en un 
Parlamento. Sin embargo, en el mundo moderno hay un senti- 
do de progreso jurídico en esta materia y a eso le estoy llaman- 
do la doctrina más autorizada, tanto en materia de doctrina 
interna, como internacional y de práctica judicial. 


La modificación a que me refería tiene que ver con que se 
privilegia el vínculo biológico sobre las ficciones legales. La 
mujer puede reconocer a su hijo, cualquiera sea su edad. Repi- 
to que cualquiera sea la edad de la mujer que ha concebido, 
tiene derecho de reconocer a su hijo, cosa que no ocurre en la 
legislación vigente. Esto está contemplando un problema muy 
grave y la gente que trabajó con mucha prolijidad, estudio y 
experiencia en la elaboración de este Código, sabe que la ma- 
ternidad en la adolescencia es un problema muy generalizado. 
Por lo tanto, este Código regula la situación, a fin de que se 
puedan hacer los reconocimientos del caso. El varón puede 
reconocer a un hijo a partir de los 16 años. Asimismo, esto se 
puede efectuar cualquiera sea el estado civil de quien lo solici- 
ta. A este tema nos hemos referido hace unos instantes y co- 
rresponde a los artículos 76 y 77 del proyecto. Además, y 
siguiendo una moderna orientación, no se requieren términos 
sacramentales para el reconocimiento de un hijo, como sucede 
ahora. Por ejemplo, basta decir: «Vengo a apuntar a mi hijo». 
De lo que se trata es de que la voluntad sea inequívoca. En ese 
sentido, el formulismo o formalismo romano, que todavía per- 
dura por la notoria influencia del Código de Napoleón en las 
legislaciones latinoamericanas, ha sido superado en el mundo 
moderno. Esta legislación trata de adecuarse a la realidad so- 
cial, tan alejada de los cánones de la época en que se elaboró 
el Código Civil que, como todos sabemos, se aprobó el siglo 
pasado. 


Por otro lado, se fortalecen los vínculos filiales, en especial 
en madres precoces que hasta el día de hoy no tienen derechos 
ni obligaciones hacia sus hijos, por imposibilidad legal de re- 
conocerlos. La práctica de la Defensoría de Menores es profu- 
sa en ejemplos de madres y padres juveniles a quienes se les 
niega el derecho de asistir a sus hijos internados en hospitales, 
por no poder acreditar legalmente ningún vínculo paterno-fi- 
lial. Me parece que, en esta materia, la modificación del Códi- 
go no sólo representa una modernización, sino la derogación 
de una grave injusticia. 
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Asimismo, se consagra el derecho a la identidad, asegurado 
por mecanismos como la identificación del recién nacido por 
medio de las huellas digitales y plantales. Aun en caso de 
legitimación adoptiva, el expediente judicial debe estar a dis- 
posición del niño, quien a partir de los 12 años tiene el dere- 
cho de examinarlo. Esto es lo que algunas Constituciones han 
incorporado con el nombre un poco sofisticado de «habeas 
data». Así como hay un «habeas corpus» para la libertad perso- 
nal, para la libertad de locomoción, existe un «habeas data» 
para la libertad de informarse, en este caso extendida -entende- 
mos con criterio correcto- a los muchachos una vez que alcan- 
zan los 12 años. 


Se cambia también la filosofía de la legitimación adoptiva 
con relación a la ley que la introdujo por primera vez. Es decir 
que no se privilegia el secreto y se establece que el bienestar o 
el interés superior del menor no pasa por la situación económi- 
ca de los adoptantes, en relación a los padres biológicos. Tam- 
bién nos parece un sinceramiento de la legislación que, con 
moderación pero con certeza, busca el cambio de viejas nor- 
mas de nuestro país. 


Por otro lado, señor Presidente, a las prestaciones alimenta- 
rias tradicionales se agregan los gastos generados por el emba- 
razo, desde la concepción hasta el postparto. Se podrá imponer 
arresto al incumplidor de la obligación alimentaria ordenada 
por el propio Juez de Familia. Ya hay algo de esto vigente, no 
desde la época del Código del Niño, pero sí por algunas nor- 
mas y prácticas judiciales. Se eleva la cifra que se puede rete- 
ner de los ingresos, dependiendo esto del número y de las 
necesidades de los hijos. Cabe destacar que el tope actual es 
del 50%. En ese sentido, el interés del menor, que es el que se 
prioriza y por eso se pretende modernizar el Código, es el más 
importante. 


Por otra parte, se aumenta el número de titulares que tienen 
el deber de prestar alimentos. Al régimen actual, que es el del 
Código Civil con algunas modificaciones, se agrega el cónyu- 
ge del progenitor obligado, los tíos y el padrastro o madrastra 
con quien hubiesen convivido a la muerte del progenitor. 


Esto, además de estar recogido expresamente en algunas 
resoluciones internacionales muy importantes, ya figura en mu- 
chos Códigos. 


También se crea un sistema de protección al niño abando- 
nado, separado del sistema previsto para el infractor. Como 
decíamos hoy, el proyecto del Código distingue con precisión 
al infractor del abandonado. De esta forma, se trata de contro- 
lar la entrega de niños a terceros y quien lo haga debe dar 
cuenta al Juzgado dentro de las 48 horas. Se quita toda validez 
al consentimiento para la entrega hecho por la madre que está 
por dar a luz. Es una circunstancia absolutamente angustiosa la 
que debe vivir una madre cuando va a dar a luz pensando que 
va a dar ese hijo, como quien entrega un objeto. ¡Vaya qué 
situación personal debe estar viviendo! Entonces, el Código 
regula ese punto y me parece muy bien que lo haga. A su vez, 
pienso que es saludable, no sólo para el país, sino para esas 
personas y también para los menores. 
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Por otro lado, señor Presidente, por primera vez se regla- 
menta la adopción internacional. En este sentido y con el máxi- 
mo de objetividad con el que entiendo estoy haciendo este 
informe, quiero decir que en la enumeración de innovaciones 
que algunos miembros de la Comisión de Constitución y Le- 
gislación hicieron, con argumentos muy serios, este punto era 
uno de los que les llamaba la atención. Particularmente, en esa 
enumeración -que, incluso, fue sistemáticamente puesta por es- 
crito por el señor Senador Santoro y figura en los antecedentes 
que deben estar en poder de los miembros del Cuerpo- no se 
adelantaba que existieran opiniones necesariamente contrarias 
a esas innovaciones. Simplemente, se hacía una enumeración y 
un catálogo de las mismas, señalando que se trata de innova- 
ciones trascendentes. Ese era un argumento para decir que hay 
que esperar y que todavía no están en condiciones de ver si se 
aprueba o no este Código. 


El tema de la adopción internacional fue uno de los puntos 
más señalados, no para estar a favor o en contra me refiero a la 
minoría de la Comisión , sino para expresar que era una inno- 
vación trascendente. Como una especie de frase lateral, quiero 
señalar que sobre este tema la Comisión -lo mismo ha sucedi- 
do con otros asuntos donde los problemas tienen que ver con 
cuestiones de conciencia- no se dividió por partidos. En ese 
sentido, los cortes se hicieron por convicciones, en cierto modo, 
personales. Me parece que esto es bueno que ocurra. Hemos 
conversado con nuestro compañero, el señor Senador Sarthou, 
y podemos expresar que mantenemos una identidad de concep- 
tos frente a este punto. Entiendo que dentro de la Bancada 
colorada, en la Comisión, también ocurría lo mismo. Por su 
parte, en el Partido Nacional hubo algunas sistemáticas y se- 
rias exposiciones de puntos en los que existían innovaciones 
importantes, sobre los cuales todavía no hubo pronunciamiento 
en el sentido de decir si se estaba a favor o en contra de las 
mismas, salvo en algún caso, si mal no recuerdo. 


Para ser fiel al relato que estoy haciendo acerca del funcio- 
namiento de la Comisión en el tema, quiero manifestar que allí 
se nos informó que el Directorio del Partido Nacional conside- 
raba útil el análisis de la actualización del Código del Menor; 
pero no existía un pronunciamiento a favor de que esto ocu- 
rriera ahora, sino más bien que sería mejor que se siguiera 
analizando el asunto. 


Señalo esto no porque no figure en los antecedentes que 
obran en poder de los señores Senadores, porque se han repar- 
tido las versiones taquigráficas de todas las sesiones de la Co- 
misión y allí existe una exposición del señor Senador Santoro 
donde específicamente se refirió al tratamiento del tema en la 
interna -como se dice ahora, empleando una expresión grama- 
ticalmente muy mala- del honorable Directorio del Partido Na- 
cional. La expresión «la interna» me hace acordar a una perso- 
na y pienso que se podría hablar del «ámbito interno». Pido 
disculpas a los señores Senadores por mis manías gramatica- 
les. 


Reitero que en este punto, en esta selección de aspectos, 
estaba señalando lo relativo a la adopción internacional. Desde 
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el inicio del tratamiento del proyecto, señor Presidente, hubo 
posiciones que no coincidían, ya desde que el Poder Ejecutivo 
nombró una Comisión Especial y un grupo asesor. En realidad, 
la solución fue consensuada. En ese caso, hubo una discusión 
donde el doctor Opertti se manifestaba partidario de la adop- 
ción internacional y la doctora Varela de Mota no. Como debe 
presumirse, los argumentos de las dos posturas eran muy se- 
rios. Finalmente, como suele ocurrir en materia de proyección 
legislativa y de técnica de formulación legal y constitucional, 
hubo una especie de transacción. En ese sentido, se permite la 
adopción internacional, yo diría de manera residual o subsidia- 
ria, siempre que no haya una solución nacional posible para el 
menor. Me parece que fue una transacción técnicamente buena 
y, sobre todo desde el punto de vista humano, muy saludable. 
Entonces, se impone a los adoptantes la obligación de convivir 
durante seis meses, aunque sea en forma alternada, con el me- 
nor en territorio nacional. De manera que, señor Presidente, 
me parece que la solución -reitero- fue buena, a pesar de haber 
nacido a partir de una discrepancia en el seno de la Comisión 
que comenzó la elaboración de este Código. 


Señor Presidente: quedo a disposición de los señores Sena- 
dores para realizar las aclaraciones necesarias. Á su vez, creo 
que no figura entre los antecedentes que se han repartido, un 
memorándum adicional elaborado por la doctora Jacinta Bal- 
bela de Delgue y quiero decir que lo tengo en mi poder. En el 
mismo, además de las consideraciones de fondo muy favora- 
bles que se hacen al proyecto, se observa una descripción muy 
prolija de todo el trámite desde que se nombra la Comisión 
Especial Interdisciplinaria, en el año 1995, hasta que se pasa 
por una Comisión de análisis, se hace un grupo de trabajo y se 
realiza un seminario con la participación de mucha gente de la 
comunidad jurídica del Estado -le llamo así a todos los que, de 
algún modo, están cerca del Derecho: jueces, abogados, escri- 
banos, personas que por diversos motivos trabajan judicial- 
mente- y de organizaciones no gubernamentales especializadas 
en el tema o, por lo menos, en algunos de los aspectos huma- 
nos de los menores y adolescentes. El seminario se denominó 
«Hacia un Nuevo Derecho de Niños y Adolescentes» y tuvo 
muy prestigiosos participantes nacionales y extranjeros. 


Este memorándum de la doctora Balbela de Delgue -que si 
fuera necesario pongo a disposición del Cuerpo- fue elaborado 
para el proyecto tal como finalmente ingresó después de todas 
estas etapas en la Cámara de Representantes. Dicho Cuerpo le 
hizo algunas modificaciones que, según opinan los propios pro- 
yectantes, no alteran en absoluto la esencia, la estructura, ni los 
fundamentos de este nuevo Código del Menor. 


Por estas razones expuestas con mucha síntesis, señor Pre- 
sidente, nosotros participamos de la opinión de la mayoría de 
la Comisión de que hay que aconsejarle al Senado la aproba- 
ción de este Código tal como viene de la Cámara de Represen- 
tantes. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GANDINI.- Pido la palabra para una aclaración. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GANDINI.- Muy brevemente y a los efectos de 
que un comentario que hacía el señor Miembro Informante no 
genere ninguna confusión, quiero dejar constancia que es cier- 
to que el Partido Nacional analizó este tema en una sesión del 
Directorio. En esa instancia se entendió conveniente postergar 
este tema para hacer un análisis más profundo y preciso del 
mismo y no hacerlo en estos breves tiempos parlamentarios. 
De todos modos, esa decisión es una recomendación del Direc- 
torio a la Bancada de Senadores; ésta no lo ha tratado y algu- 
nos sectores que hemos venido analizando este tema desde la 
Cámara de Representantes, hace ya un tiempo, estudiándolo 
con profundidad, hemos entendido -a pesar de que hemos con- 
siderado con seriedad la sugerencia de nuestro Directorio- que 
de todos modos es conveniente dar nuestro voto afirmativo 
para que esta Legislatura termine con un nuevo Código que 
hace grandes aportes en esta materia. 


Nada más, señor Presidente. 


14) ENAJENACION DEL PADRON N? 2594 DE LA 2* 
SECCION JUDICIAL DEL DEPARTAMENTO DE 
SALTO. Dirección Nacional de Bomberos. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI.- Solicito suspender aunque sea por 
unos pocos minutos la consideración de este tema -reitero que 
nosotros también vamos a votar afirmativamente la aprobación 
del Código-, para encarar la aprobación de dos proyectos de 
ley que tienen media sanción de la Cámara de Representantes. 
De lo contrario, su aprobación en el día de mañana peligraría 
debido a la agenda que tenemos prevista para esa sesión. 


Si así lo desea el Cuerpo, luego podríamos continuar con el 
análisis en discusión general del proyecto de ley del Código, o 
hacerlo en el día de mañana. Personalmente, preferiría que 
luego de aprobar estos dos proyectos de ley, continuemos ma- 
ñana con este tema. 


De todos modos, la moción concreta sería tratar a continua- 
ción un proyecto de ley que viene aprobado por unanimidad de 
la Comisión de Constitución y Legislación del Senado y que, 
reitero, cuenta también con la aprobación previa de la Cámara 
de Representantes, vinculado con la autorización que se le da 
al Poder Ejecutivo para enajenar a ANEP un inmueble de la 2* 
Sección Judicial de Salto, con destino a un liceo. Repito una 
vez más que esto ha sido aprobado en forma unánime por la 
Comisión de Constitución y Legislación del Senado. 


El segundo proyecto de ley que proponemos tratar es el 
que figura en la Carpeta 1459 Repartido 969 de este año, 
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Dirección Nacional de Bomberos, donde se establecen deter- 
minadas normas para la adecuación de recursos destinados a la 
adquisición de material y equipamiento de seguridad, que tam- 
bién, al igual que el anterior, tiene media sanción de la Cámara 
de Representantes. 


Supongo, señor Presidente, que esto no nos insumiría más 
de un par de minutos. Luego podríamos decidir qué hacemos 
con la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-14 en 23. Negativa. 


SEÑORA ARISMENDI.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Sena- 
dora. 


SEÑORA ARISMENDI.- En realidad, deseo fundar mi voto 
negativo sobre el proyecto de ley que tiene que ver con el 
predio del Liceo de Salto. En todo caso, si se desea considerar 
el tema relativo a la Dirección Nacional de Bomberos no tengo 
inconveniente, no es ese el problema. Reitero que lo que quie- 
ro es fundar el voto de por qué no deseo tratar en forma urgen- 
te el tema relativo al predio del Liceo de Salto. 


Acá aparece un proyecto de ley que a simple vista no ten- 
dría ningún inconveniente y que implica autorizar al Poder 
Ejecutivo a enajenar un inmueble que se describe como aquél 
donde hoy está funcionando el Liceo N* 3 de la ciudad de 
Salto. 


Sobre este predio el Poder Ejecutivo, ya en el Mensaje 
enviado a la Cámara de Representantes, alude al hecho de «ya 
mejorando la construcción, ya negociando el inmueble». Sin 
embargo, de lo que se trata es de un liceo al lado del cual se 
está construyendo un «shopping» respecto al cual hemos hecho 
denuncias sobre los accidentes que allí están sucediendo y los 
riesgos que corren los muchachos que concurren a ese liceo. 
Además, se aspira a construir una terminal de ómnibus en el 
lugar donde hoy está construido el liceo, para lo cual la empre- 
sa que hoy está construyendo el «shopping» ofrece U$S 700.000 
a efectos de que alguien, luego, construya otro liceo en otra 
parte. 


Por lo tanto, quisiera tener por lo menos mínimamente una 
discusión sobre el tema, una explicación y un informe sobre 
qué se va a hacer con el predio por parte de ANEP luego de 
que se le adjudique, es decir si se lo va a vender a esa empresa 
o si en él se va a construir la terminal de ómnibus, que hoy es 
parte de todo un debate que está planteado en la Junta Depar- 
tamental y en la Intendencia Municipal de Salto. 


Por otro lado, en el lugar donde hoy funciona el liceo exis- 
te una situación de altísimo riesgo, lo que incluso podemos 
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documentar con artículos de prensa de esa ciudad, con fotos, 
con accidentes de trabajadores y derrumbes de fosas. En con- 
secuencia, en mi opinión no es tan sencillo votar esto, tal como 
surge del texto. Reitero que el propio Mensaje del Poder Eje- 
cutivo dice que se va a hacer algo con el predio, ya sea hacer 
mejoras o venderlo. Quiero saber si la venta es en función de 
esta terminal de ómnibus que se desea construir, lo que consti- 
tuiría un negocio redondo del «shopping» con la terminal de 
ómnibus. ¿A dónde va a ir a parar el liceo que tiene mil estu- 
diantes? 


No voy a acompañar la urgencia del tratamiento de este 
tema, porque creo que hay que profundizar y necesitamos una 
información que hoy no poseemos. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO.-- Solicito al señor Senador mocionan- 
te que separe los temas, a efectos de poder votar la urgencia 
del otro asunto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay inconveniente, se va a 
votar en forma separada la urgencia referida al proyecto de ley 
sobre la Dirección Nacional de Bomberos. 


(Se vota:) 
-24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR RICALDONL - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Observo con satisfacción que va- 
mos a tratar el tema vinculado con la Dirección Nacional de 
Bomberos, pero hay otra moción y es la de que el tema del 
Liceo de Salto quede para la sesión del día de mañana. De 
todos modos, seguir pidiendo explicaciones que demoran, de- 
jando sin un liceo tan importante a Salto y limitándose la seño- 
ra Senadora preopinante a insinuar poco menos que aquí hay 
algo turbio o escondido en una transferencia de un inmueble a 
título gratuito desde el Poder Ejecutivo a ANEP, me parece 
que está fuera de lugar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia no desea que el 
Senado ingrese en la discusión del tema de fondo en la consi- 
deración de la otra moción. 


En consecuencia, lo que se ha votado es la urgente conside- 
ración del proyecto de ley relativo a la Dirección Nacional de 
Bomberos. 


SEÑOR RICALDONTI.- Mociono para que se incluya en el 
orden del día de la sesión de mañana el tema cuyo tratamiento 
urgente ha sido rechazado. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Si ningún otro señor Senador de- 
sea referirse a la moción relativa al proyecto de ley sobre la 
Dirección Nacional de Bomberos, corresponde votar la mo- 
ción presentada por el señor Senador Ricaldoni en el sentido 
de incluir en el orden del día de la sesión de mañana el proyec- 
to de ley sobre Enajenación del Padrón N* 2594 de la 2* Sec- 
ción Judicial del departamento de Salto con destino a liceo. 


(Se vota:) 
-20 en 24. Afirmativa. 
15) DIRECCION NACIONAL DE BOMBEROS 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la considera- 
ción del asunto cuya urgencia acaba de ser votada: «Proyecto 
de ley por el que se sustituye el artículo 151 del Decreto-Ley 
N* 14.252, de 22 de agosto de 1974. (Carp. N” 1459/99 - Rep. 
N* 969/99)». 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1459/99 
Rep. N* 969/99 
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La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


ARTICULO UNICO.- Sustitúyese el artículo 151 del 
Decreto-Ley N* 14.252, de 22 de agosto de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 1? del Decreto-Ley 
N* 15.321, de 17 de setiembre de 1982, por el siguien- 
te: 


“ARTICULO 151.- Del producido de las patentes 
especiales a las compañías de seguros creadas por la 
Ley N* 5.380, de 15 de enero de 1916, y demás impues- 
tos que gravan a las pólizas de incendio, se verterá en la 
Dirección Nacional de Bomberos: 


A) Un 20% (veinte por ciento) para la ampliación, 
funcionamiento y mantenimiento de sus servicios 
en toda la República. 


B) Un 40% (cuarenta por ciento) para la compra de 
vehículos equipados para la lucha contra el fuego y 
salvamento y de material y de equipamiento de 
seguridad apropiados”. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, 
en Montevideo, a 4 de agosto de 1999. 


Ariel Lausarot Peralta 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 
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MINISTERIO DEL INTERIOR 
MINISTERIO DE ECONOMIA Y FINANZAS 


Montevideo, 6 de julio de 1999. 


Señor Presidente de la 
Asamblea General 
Lic. Hugo Fernández Faingold 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de remitir a ese 
Cuerpo, el adjunto proyecto de ley, por el cual se modi- 
fica el Decreto-Ley N* 14,252, de 22 de agosto de 1974, 
referido a la Dirección Nacional de Bomberos, adaptán- 
dolo a sus reales y actuales necesidades. 


El artículo 151 del Decreto-Ley N* 14,252 de 22 de 
agosto de 1974, en la redacción dada por el artículo 1* 
del Decreto-Ley N* 15.321, de 17 de setiembre de 1982, 
estableció que del producido de las patentes especiales 
a las Compañías de Seguros creadas por la Ley N* 5.380, 
de 15 de enero de 1916 y demás impuestos que gravan 
las pólizas de incendio se destinaría un 60% a la Direc- 
ción Nacional de Bomberos, distribuidos de la siguiente 
manera: a) Un 20% para la aplicación, funcionamiento 
y mantenimiento de sus servicios en toda la República y 
b) Un 40% para la compra de vehículos equipados para 
la lucha contra el fuego. 


Al día de hoy la Dirección Nacional de Bomberos 
renovando su flota automotriz destinada a la prevención 
y lucha contra incendios y siniestros en general, tendría 
presupuesto suficiente como para destinar parte de di- 
cho porcentaje (40%) a la satisfacción de otras necesi- 
dades del servicio, como la adquisición de material y 
equipamiento de seguridad. La norma legal del año 1974 
antes citada, no se adecua a la realidad económica y 
necesidades actuales del cuerpo de bomberos y resulta 
hoy un impedimento para ello. 


Por tal motivo el proyecto de ley que se somete a 
consideración de la Asamblea General, pretende con- 
templar los requerimientos de la Dirección Nacional de 
Bomberos y adecuar la normativa vigente al efectivo 
funcionamiento del servicio esencial, prestado por di- 
cha Unidad Ejecutora del Ministerio del Interior. 


Saluda al Señor Presidente con su mayor considera- 
ción. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Guillermo Stirling, Luis A. Mosca. 


MINISTERIO DEL INTERIOR 
PROYECTO DE LEY 
ARTICULO UNICO.- Modifícase el artículo 151 del 


Decreto-Ley N* 14.252, de 22 de agosto de 1974, en la 
redacción dada por el artículo 1” del Decreto-Ley 
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N* 15.321, de 17 de setiembre de 1982, el que quedará 
redactado de la siguiente forma: 


“ARTICULO 151.- Del producido de las patentes 
especiales a las Compañías de Seguros creadas por la 
Ley N* 5.380, de 15 de enero de 1916 y demás impues- 
tos que gravan a las pólizas de incendio, se verterá en la 
Dirección Nacional de Bomberos: 


A) Un veinte por ciento (20%) para la ampliación, 
funcionamiento y mantenimiento de sus servicios 
en toda la República. 


B) Un cuarenta por ciento (40%) para la compra de 
vehículos equipados para la lucha contra el fuego 
y material y equipamiento de seguridad. 


Guillermo Stirling, Luis A. Mosca.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Bergstein. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: en el año 1916 
se creó un impuesto del 5% sobre las pólizas de incendio, cuyo 
producido se destinaba a adquirir materiales para la Dirección 
Nacional de Bomberos. Por un Decreto-Ley de 1982, se deter- 
minó que el 40% del impuesto era para la compra de vehículos 
de dicha Dirección y el 20% se vertía a la ampliación, funcio- 
namiento y mantenimiento de los servicios. 


Como resultado de la aplicación de ese impuesto existe una 
cantidad de dinero que sólo se puede destinar a lo que estable- 
ce el Decreto-Ley de 1982, es decir, a la ampliación, funciona- 
miento y mantenimiento de los servicios, quedando afuera la 
adquisición de materiales que esa Dirección necesita, para lo 
cual está el monto producto de este impuesto. Entonces, el 
Poder Ejecutivo presentó un proyecto de ley agregando al tex- 
to de la legislación vigente que el 40%, además de emplearse 
en la compra de vehículos, también pueda destinarse para la 
adquisición de materiales y equipos de seguridad. 


Este proyecto de ley pasó a la Cámara de Representantes, 
la que lo aprobó por unanimidad con el agregado de que ese 
40% también pudiera destinarse adicionalmente para la com- 
pra de vehículos equipados para la lucha contra el fuego y 
salvamento, y para material y equipamiento de seguridad. Cabe 
acotar que en dicha instancia luego de «equipamiento de segu- 
ridad», se le agregó la palabra «apropiados». Asimismo, este 
proyecto fue aprobado por unanimidad en el seno de la Comi- 
sión de Hacienda, tal como fue remitido por la Cámara de 
Representantes. Incluso, consultamos con el señor Ministro del 
Interior, quien nos manifestó estar de acuerdo con la variante 
introducida por la Cámara de Representantes. 
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Era cuanto deseaba manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


«ARTICULO UNICO.- Sustitúyese el artículo 151 
del Decreto-Ley N* 14.252, de 22 de agosto de 1974, 
en la redacción dada por el artículo 1” del Decreto-Ley 
N* 15.321, de 17 de setiembre de 1982, por el siguien- 
te: 


“ARTICULO 151.- Del producido de las patentes 
especiales a las compañías de seguros creadas por la 
Ley N* 5.380, de 15 de enero de 1916, y demás impues- 
tos que gravan a las pólizas de incendio, se verterá en la 
Dirección Nacional de Bomberos: 


A) Un 20% (veinte por ciento) para la ampliación, 
funcionamiento y mantenimiento de sus servicios 


en toda la República. 


B) Un 40% (cuarenta por ciento) para la compra de 
vehículos equipados para la lucha contra el fuego y 
salvamento y de material y de equipamiento de 
seguridad apropiados.» 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


16) CODIGO DE LA NIÑEZ Y LA ADOLESCENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa la discusión del segun- 
do punto del orden del día. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 
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SEÑOR GARCIA COSTA.- Deseo hacer una moción de 
orden para que este tema pase a la sesión de mañana. Las 
razones son muy claras, a pesar de que el Miembro Informante 
explicó y explicitó largamente la posición del Partido Nacio- 
nal, lo cual le agradecemos, aunque no es totalmente exacta. 
De todos modos, valido su imaginación muy generosa; dijo 
todo lo que piensa el Partido Nacional, a pesar de que hasta 
ahora ninguno de sus representantes en Sala ha indicado su 
opinión sobre el proyecto. A raíz de eso, nos interesaría que en 
particular en el día de mañana -dada la ausencia del señor 
Senador Santoro, quien está muy interesado en el tema, al 
igual que quien habla- el Senado ingresara a la consideración 
de este tema. Dejo en manos del señor Presidente la ubicación 
de este asunto en el orden del día, ya que a veces hay temas 
concertados de extrema urgencia y sencillez. 


SEÑOR KORZENIAK.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Según tengo entendido, las mo- 
ciones de orden no admiten interrupciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea informar que esta 
moción admite discusión. Entonces, sería conveniente que de- 
járamos concluir al señor Senador García Costa. 


SEÑOR GARCIA COSTA.- Concretamente, señor Presi- 
dente, formulo moción para que este asunto sea incluido en la 
sesión de mañana, dejando, reitero, en manos del señor Presi- 
dente su ubicación en el orden del día. No quiero improvisar ni 
irrumpir en un orden del día que, de pronto, ya está concerta- 
do. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de dar la palabra al señor 
Senador Korzeniak, la Mesa desea informar que consultará 
con los señores coordinadores de las distintas Bancadas, entre 
la noche de hoy y mañana, el orden de los temas a tratar en la 
próxima sesión, independientemente de los asuntos que ya han 
sido fijados. 


Tiene la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Por supuesto que voy a acompa- 
ñar la moción presentada por el señor Senador García Costa. 


Simplemente, deseo agregar que me sentiría altamente hon- 
rado si el señor Senador García Costa, a su vez, con generosi- 
dad explicara la posición del Frente Amplio, tal como yo hice 
con la del Partido Nacional. 


Muchas gracias. 
SEÑOR CARVALHO.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR CARVALHO.- Por razones de cortesía parlamen- 
taria, no tengo inconveniente en acceder a lo que plantea el 
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señor Senador García Costa. De todas maneras, me permito 
señalar que estamos en una sesión extraordinaria que fue con- 
vocada hace varias semanas con la finalidad específica de dis- 
cutir el Código de la Niñez y la Adolescencia. Me temo que su 
postergación para el día de mañana, si no somos precisos en 
cuanto al orden en que se va a colocar el tema, pueda terminar 
en una sucesiva postergación que, a esta altura del Período 
Parlamentario, comenzaría a preocuparme, por cuanto sería una 
limitación evidente a las posibilidades de que este trabajo tan 
importante y que ha insumido tanto tiempo, en definitiva, cul- 
minara con la aprobación del proyecto. 


En consecuencia, no sé si por vía de incorporación a la 
moción o por una moción independiente, quisiera que el Sena- 
do determinara con precisión que este tema será incluido en 
tercer lugar del orden del día de la sesión de mañana, inmedia- 
tamente después de los dos que ya se han acordado con carác- 
ter de primero y segundo, tal como tengo entendido. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa desea informar que en 
cuanto a la primera moción planteada por el señor Senador 
Segovia, con respecto al primero de los puntos planteados, 
también quedó a definir con los señores coordinadores cuál 
sería el orden. Aún no se fijó específicamente el primer lugar 
para ese asunto. 


La Mesa tenía información de que iban a plantearse este 
tipo de postergaciones, por lo cual prefirió tratarlo con los 
señores coordinadores, ya que hay algunos proyectos cuya dis- 
cusión va a insumir más tiempo que otros. 


De todas maneras, trataremos de hacer la consulta pertinen- 
te en la noche de hoy, a fin de que en la citación ya figure el 
orden en que serán tratados estos temas. 


Puede continuar el señor Senador Carvalho. 


SEÑOR CARVALHO.- En consecuencia, formulo moción 
para que este asunto figure en primer término del orden del día 
de mañana. Al respecto, ya escuchamos al señor Miembro In- 
formante en mayoría. Por tanto, me parece lógico culminar con 
la discusión de lo que tenemos entre manos antes de abordar 
otros proyectos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa sugiere votar, en primer 
lugar, la moción presentada por el señor Senador García Costa, 
en el sentido de continuar con esta discusión en el día de 
mañana, para luego seguir tratando otras mociones. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la moción 
presentada por el señor Senador García Costa. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


A continuación, correspondería votar la moción presentada 
por el señor Senador Carvalho, en el sentido de colocar como 
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primer punto del orden del día de la sesión de mañana el 
proyecto de ley relativo al Código de la Niñez y la Adolescen- 
cia. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BERGSTEIN.- Señor Presidente: me permito re- 
cordar, que en la sesión de hoy votamos como primer punto 
del orden del día de mañana el tratamiento del proyecto de ley 
relativo al «0-900». 


SEÑOR PRESIDENTE.- No, señor Senador; ese tema que- 
dó para ser fijado en discusión con los señores coordinadores 
de Bancada. Por su parte, en este momento el señor Senador 
Carvalho ha formulado una moción en el sentido de que el 
primer punto sea el que estamos considerando. 


SEÑOR BERGSTEIN.- En tal caso, ya que los coordinado- 
res van a tener que determinar cuál será el primer punto, pro- 
pongo que este tema también quede librado a la consideración 
de los señores coordinadores, porque el proyecto de ley que 
tiene que ver con el servicio «0-900» va a requerir menos 
tiempo que el Código de la Niñez y la Adolescencia. Personal- 
mente, estamos muy comprometidos con los dos proyectos, 
pero nos parece que sería preferible tratar en primer lugar el 
relativo al servicio «0-900». De todos modos, repito, propongo 
que eso quede librado a la deliberación de los señores coordi- 
nadores. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Señor Presidente: quiero retomar el 
planteo que hizo el señor Senador Cid en la sesión pasada -que 
hoy no ha podido estar presente porque falleció su padre-, que 
era realmente dramático, con respecto al Fondo Nacional de 
Recursos. En tal sentido, sugirió que este tema se incluyera en 
primer lugar del orden del día. Comparto la preocupación del 
señor Senador Carvalho con respecto al Código de la Niñez y 
la Adolescencia porque son de mucha importancia los aspectos 
innovatorios que hoy mencionó el señor Senador Korzeniak y 
otros temas a los cuales nos vamos a referir. Sin embargo, creo 
que tendría que tener prioridad el tratamiento del proyecto de 
ley sobre el Fondo Nacional de Recursos que, sin duda, va a 
ser más breve que esta otra discusión que, evidentemente, va a 
implicar intervenciones múltiples porque, inclusive, hay una 
posición distinta del Partido Nacional. De esta forma, cumpli- 
ríamos con el objetivo que se planteó en la última sesión, en el 
sentido de incorporar este punto en primer término del orden 
del día. No sé si el señor Senador Carvalho está de acuerdo 
con esta prioridad. 


SEÑOR ITURRIA.- Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ITURRIA.- Cuando el señor Senador Segovia plan- 
teó la moción de suspender el tratamiento del tema, postergán- 
dolo para la sesión de mañana, agregué que se colocara como 
primer punto del orden del día; como luego se votó la moción, 
pensé que se había tomado con ese sentido. Se ve que la Mesa 
no tomó debida cuenta de mis palabras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa pide disculpas al señor 
Senador Iturria, pero realmente no tuvo en cuenta sus palabras 
al someter la moción a votación, seguramente porque no las 
escuchó. 


SEÑOR SEGOVIA.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SEGOVIA.- Cuando presentamos la moción de 
postergación, lo hicimos por el hecho de que el Miembro In- 
formante, el compañero de Bancada, señor Senador Astori, no 
podía participar de la discusión. Me temo que en el día de 
mañana, por los mismos compromisos, si se considera en pri- 
mer lugar el tema del Código de la Niñez y la Adolescencia, 
vamos a estar en una situación similar, por cuanto la posterga- 
ción solicitada y su inclusión como primer punto del orden del 
día, lleva consigo el hecho de que el Miembro Informante 
pueda participar de la reunión y dar su punto de vista. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar. 


(Se vota:) 
-2 en 22. Negativa. 
SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- Mociono para que se incluya como 
primer punto del orden del día el proyecto de ley relativo al 
Fondo Nacional de Recursos y, en segundo término, el que 
estamos considerando. 


SEÑOR RICALDONTI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI.- Plantearía al señor Senador Sar- 
thou si no sería mejor retornar a la idea que estaba flotando en 
el Senado hace un rato, en el sentido de dejar este tema librado 
a la reunión de coordinadores de Bancada. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Ofrecería la posibilidad de que 
los señores coordinadores se reunieran ahora mismo, al levan- 
tarse la sesión, para arreglar el orden del día de mañana. Si 
bien no corresponde que esto lo diga la Mesa, piensa que muy 
rápidamente, en una reunión de coordinadores se podría llegar 
a un acuerdo. 


SEÑOR RICALDON!I.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONTI.- Creo que es lo mejor, señor Presi- 
dente, porque todos tenemos motivos para solicitar la inclusión 
de un tema en un lugar preferente del orden del día. Me parece 
que no es lo más práctico hacerlo en Sala; por eso me asocio 
entusiastamente a lo que el señor Presidente propone. Hago 
suya su moción. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, corresponde 
referirse a la moción del señor Senador Sarthou. 


SEÑOR SARTHOU.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU.- De acuerdo con lo que hablamos con 
nuestro coordinador, dejamos sin efecto nuestra moción. 


17) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso, invitamos a los coor- 
dinadores a una breve reunión en la Presidencia. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace a las 19 y 16 minutos, presidiendo el licencia- 
do Hugo Fernández Faingold y estando presentes los señores 
Senadores Arismendi, Atchugarry, Baráibar, Bentancur, 
Bergstein, Carvalho, Dalmás, Fernández, Gandini, García 
Costa, Gargano, Heber, Irurtia, Iturria, Korzeniak, Pais, 
Ponce de León, Pozzolo, Quarneti, Ricaldoni, Sarthou y 
Segovia). 
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